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extraterritorialidad, en lenguaje diplomático, dice Calvo, 
es el conjunto de inmunidades de que gozan fuera de su país 
los representantes de una soberanía extranjera, y principal- 
mente el privilegio en virtud del cual se considera que no han 
abandonado el territorio de su nación, y como consecuencia 
de ello, son independientes de la jurisdicción del país en que 
se hal^p, para quedar exclusivamente sometidos á las leyes 
de^*^ >ia patria (1). 

. territorialidad, palabra omitida por lo común en 
los . ¿urinarios, y entre ellos en el de la Real Academia Es- 
pañola, y derivada de extra , fuera, y territorium , territorio, 
se reduce, pues, á la aplicación de las leyes fuera del territo- 
rio en que rigen. 

Los soberanos y los agentes diplomáticos gozan de la ex- 
traterritorialidad en consideración á la importancia de sus 
funciones; pero no es éste el único caso en que se aplican 
fuera de un país las leyes en él dictadas. 

Los escritores de Inglaterra y los Estados Unidos suelen 


(1) Dictionaire 
lía, 1885, pág. 315, 
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hablar, bajo el punto de vista del 

vado déla fuerza 6 efecto extraterritorial de las leyes refi- 
riéndose á su aplicación fuera del territorio en que están vi- 
o-entes y extendiéndola á veces al territorio extranjero. 

° Afirma Story que no obliga extraterrilonalmente la ley, tra- 
duciendo el antiguo principio Legos non válent extra ternto- 
riuni, admitido por los escritores como regla; pero reconoce 
al mismo tiempo que, por excepción, puede tener la ley efecto 
extraterritorial, mediante el consentimiento del soberano de 


otro país (1). 

Trata Wharton de la abolición de la esclavitud en los Es- 
tados Unidos y Rusia, y de su consecuencia, el abandono de 
la doctrina del efecto extraterritorial de la casta. Manifiesta 
después que las personas están sometidas al Derecho de su do- 
micilio, pero que pueden reclamar sus privilegios extraterri- 
torialmente cuando son compatibles con el Derecho común de 
la cristiandad. Añade que no tienen fuerza extraterritorial los 
matrimonios polígamos é incestuosos. Y se refiere, en fin, á 
los crímenes extraterritoriales contra el Gobierno, los cuales, 
á su juicio, pueden ser castigados, conciertas limitaciones, 
en el lugar de la detención (2). 

Cuando se trata de delitos cometidos fuera del Estado, 
lia dicho Mancini, surgen problemas graves y difíciles, que 
obligan á establecer si debe admitirse, y dentro de qué lími- 
tes, la extraterritorialidad de la ley penal. 

lodos los escritores que tratan este delicado asunto, y aun 
los mismos que ponen como fundamento de la doctrina el 


piincipio de la territorialidad de la ley penal, todos los Códi- 
gos recientes y todos los proyectos legislativos, otorgan más 

. me ^ os f lcacia extraterritorial á la ley penal, y admiten la 
jurisdicción de los Tribunales criminales de un Estado, hasta 
para conocer de delitos cometidos en tierra extranjera. 

a no puede negarse el principio de la extraterritorialidad 
reduciéndose todo á un cálculo de razón y prudencia, respecto 


pitillo \ l §§ 2o”23, ? con f ict °f tajos. 8 edition. Boston , 1883. 
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á la medida dentro de la cual, según los casos, haya esta ju- 
risdicción de ejercerse (1). 

Uno de los temas del Congreso jurídico de Barcelona de 
1888, era referente á la extraterritorialidad de la cosa juzgada 
en lo civil y en lo criminal (2) . 

La extraterritorialidad comprende, por consecuencia de lo 
expuesto, todos los casos en que se aplica la legislación de 
un país fuera de él, ya se refiera como privilegio especial á 
los soberanos y los agentes diplomáticos, ya sea una exigen- 
cia de las relaciones jurídicas, para que produzcan efectos en 
los diferentes países, dada la comunidad internacional, tanto 
en el dominio del Derecho civil y mercantil, como del penal y 
procesal. 

II 

Si se analiza fundamentalmente el problema que á la ex- 
traterritorialidad da origen, se encuentra, como resultado de 
la diversidad de legislaciones y del desarrollo de las relacio- 
nes jurídicas entre individuos sometidos á varias de ellas, el 
hecho del conflicto , la colisión , la concurrencia ó la contrarie- 
dad de las leyes, que pueden aplicarse á un mismo tiempo á 
casos concretos, siendo necesario determinar la particular 
competencia de alguna en cada cuestión que surja, si ésta ha 
de tener solución. Una vez determinada la legislación com- 
petente, debe aplicarse fuera del territorio en que rija. Pero 
para dar la preferencia á una de las leyes, es imprescindible 
un criterio, y no puede* ser éste otro que el de la soberanía é 
independencia de los Estados, base de la comunidad interna- 
cional y del Derecho internacional público. 

Si se considera la diversidad de leyes, entre las cuales hay 
que elegir una para que domine la relación, puede denomi- 
narse la ciencia á que corresponde el problema conflicto, coli- 
sión, concurrencia ó contrariedad de las leyes. 


U) Proyecto de Código penal italiano. Traducción de D. A íc 
mero Girón. Madrid, 1879, pág. 31 y siguientes. 

(2) Actúa del Congreso jurídico de Barcelona, beptíenibie 
Barcelona, 1889. 
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Si se atiende al efecto fuera del territorio de esta ley, pro- 
cede darle el nombre de Derecho extraterritorial á la misma 

Y si se tiene en cuenta, por último, el principio que de o- 
mina la aplicación de una ley en el territorio extranjero, hay 
motivo para llamarla Derecho internacional privado, con el ob- 

jeto de distinguirla del público. 

En suma, el hecho de la concurrencia de leyes, el med"' ne- 
cesario de su aplicación en territorio extranjero y el ^ 

que sirve de base á su elección, son los elementos qu. . 

yen en las denominaciones de la ciencia y en las varias defi- 
niciones que los escritores de los diferentes tiempos han pre- 
sentado de ella. 

Los primeros escritores, tomando en consideración el hecho 
que dió origen á la doctrina en el siglo xm, la diversidad de 
estatutos ó leyes en las ciudades italianas, trataron toda la 
materia bajo este particular punto de vista. Deben ser citados, 
entre ellos, Bártolo (1), Baldo (2) y Juan Yoet (3). Wolff (4) é 
Hildebrando (5) prefirieron la denominación de Derecho esta- 
tutario. 

Bodenburg propuso, en 1653, un nombre más propio, el 
de conflicto de los estatutos (6), aceptado, entre otros, por 
Meier (7), Ernst (8) y Alef (9). 

Habló Pablo Yoet (10) de su concurso , Huber (11) del conflicto 
de las leyes , Hercio (12) de la colisión de éstas, Ham (13) de la 


O). Commentarii in Codicem. 1479. 

(2) Commentarii in Codicem. 1487. * 

De Statutis ( Commenlarius ad Pandectas ) . 1698. 

Disp. de for ensibus ad jus statuiarium relatis. 1685. 

. de obligatione forensium ex jure statutario. 1698. 

jure GX siatuiu m conflictu (Tractatus de 

n" df s ^ a ^ orum conflictu eorumque in exteros valore. 1715. 

B r Statutis eoru mque conflictu. 1732. 
demicis) '^ l ~* rsorun sia totarum concursu eorumque conflictu (Diebus aca- 


v y 

(3) 

(4) 

(5) 

( 6 ) 


n ?! r. e stalulis eorumque concursu . 1661 . 

H 2 ! n 5°”^“ l . e $ um (Praelectiones juris civilis). 

IÍZ) ±J . np C.O ¡1 QdlfiW Tnn-n.w. í í~\ 1 X "i /—v * 


1686. 


n y ^ . 6 * ^xiJKiectiones juns ci\ 

/iJ n 1 colllsslone legum (Opuscula). 1688. 

i iulesliila Po^An? 0 ' ST a - f ' erentia in cmisis su ccessionibus 
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colisión y preferencia de los estatutos y Boullenois (1) de la 
contrariedad de las leyes y las costumbres. 

Stryk (2), en 1676, y después Cocceyo (3), Seheinemann (4), 
Reinharfc (5), Boehmer (6), Seger (7), Haas (8) y Hofacker (9), 
fijaron preferentemente su atención en la extraterritorialidad 


de las leyes. 

Empleada por Bentham, bacía 1790, la denominación de De- 
recho internacional, fué aplicada por Fcelix (10), en 1840, k 
los conflictos de las leyes, y desde su célebre obra, la división 
del Derecho internacional en público y privado ha venido á 
ser cosa corriente. Foelix afirma en su apoyo que el principio 
de la aplicación de las leyes extranjeras en el territorio de una 
nación no pertenece al Derecho privado, sino al de gentes , 
pues aunque en el fondo se trate de aplicar disposiciones del 
primero, sólo tiene lugar esta aplicación por consecuencia de 
las relaciones de nación á nación (11). 

En nuestro siglo, algunos escritores, Story (12), Burge (13), 
Waechter (14), etc., han seguido hablando del conflicto ó la 


(1) Dissertation sur les questions qui naissent de la contrarióte des lois 
et des coutumes. 1732. 

(2) Diss. de jure principis extra territorium. 1676. 

(3) Disp. de fúndala in territorio et plurium locorum concurrente po- 
testate. 1684. 


(4) De auctoritate legum civilium extra territorium legislatoris. 1696. 

(5) D. de juris non scripti extra territorium efficientia. 1737. 

(6) De delictis extra territorium commissis. 1748. — De eficacia statuti 
personalis extra territorium. 1759. 

# (7) De vi legum et decretorum in territorio alieno. 1777. — Antes había 
dicho Carpzovio: De quceslione quatenus forenses obligentur statutis alien ce 
civitatis. 1638. — J. Barilis: Disp. de potesiate legis municipalis in advenas 
et indígenas. 1641. 

(8) De effectu exceptionis rei judie alce in territorio alieno. 1791. 

. (9) De eficacia statutorum in res extra territorium sitas (Opuse. 

jur.) 1804. 

(10) Du conflil des lois de diferentes nations , ou du Droit international 
(Bevue étrangere et franqaise de Legislation et d’Economie politique). 

^®'-~Trmté de Droit Ínter nation al privé , 1843. 

(11) Tratado de Derecho internacional privado. Traducción de la Re- 

vista general de Legislación y Jurisprudencia. Tomo I (1860), § 14. 
pagina 19. J * 

Commentaries on the conjlicl ofidio. Boston, 1834. 

Commentaries on colonial and foreign laxos generalhj and m tin a 
conjiict with each uther and with the laxo of England. I.ondon, 1888 .^ 

.O 4) . Ueher die Collision der Privutrechts Oesetze verso hictlmcr S/aatt n 
(Archiv. fúr die civilistische Praxis, tomos XXIV y XXV, 1841 42). 
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colisión, y otros, Fcelix (1), Westlake (2) y Wharton (3) ? en- 
tre ellos, lian empleado la denominación antigua al mismo 
tiempo que la moderna, aplicada exclusivamente á sus obras 
por la mayor parte de los tratadistas contemporáneos (4). 

Buscemi lia combatido fundadamente la existencia de los 
conflictos. Si pudo haberlos cuando se trataba de los estatutos 
ó leyes de un mismo país, no ocurrió lo propio cuando se 
planteó el problema entre las leyes de los diferentes Estados. 
Racionalmente hablando, no es posible que en el territorio de 
un mismo Estado haya colisión de leyes pertenecientes á na- 
cionalidades diversas, porque en los límites de un Estado no 
puede ejercer otra acción, ni, por consiguiente, empeñar lu- 
cha con su ley. Podrá dudarse si se aplica á un caso la ley na- 
cional ó la extranjera; pero esto no puede implicar conflicto, 
sino deficiencia de los extremos necesarios para llegar á una 
solución. La duda lleva consigo un mero examen de hecho, 
como cuando es posible aplicar á un caso varios artículos de 
un Código. En el hecho, la solución es una hipótesis comple- 
tamente imposible, porque ó el legislador acepta ó rechaza la 
legislación extranjera, y sea una ú otra la que se aplique, es 
mediante su voluutad, sin que haya medio de imponer otra. 
El conflicto supone dos autoridades, y es imposible cuando no 
existe más que una (5). 

La denominación de Derecho internacional privado, comba- 
tida por muchos, es enteramente inexacta. Además de no tra- 


tarse de relaciones entre naciones, sino entre individuos de 
diferentes países, no tiene en cuenta las cuestiones que ocu- 
rren frecuentemente en el territorio de un mismo Estado, 
cuando en él rigen diferentes legislaciones, ni puede compren- 


<lu D> r Ü ñteüwtional privé ou du conflit des lois de diffé- 
rentes nahonsen mal, ere de liroit privé. 1843. 

don, 1858 >ca ^ lsc on prevale International late or the conflict o flatos. Lon- 

I’hiladel p] i ¡a ' l'sí-f con fi^ "./ lates or prívate international lato. 

( wt e ^ ler ’ , Pfeií t er ’ Ves< l>ie vou Puettlingen, Flore (1 “ V 2 * edi- 
ción )| WdSS - ^Paguet! k, 7 <*> edi- 

págma ¡a™ di ' DiriUú ñternazionale prívalo. Messina, 1872. Tomo I, 


que dice que el Derecho ena l y a l procesal, que, como no- 
del público (1), ni la din de formar parte de ningún Dere- 
las relaciones entre nudo bien esto último, ha puesto Bar á 
cional ó de gen{ de su notable obra el título de Derecho m- 
va el conflicto^ y peiial (1). 

nemes a£ cr itores han atendido especialmente k la aplicación 
recli£y es f ue ra del territorio en que rigen, ya fijándose en 
termes que en el espacio tiene el Derecho (2), ya dando á la 
ciencia el nombre de Derecho extraterritorial (3), ya teniendo 
en cuenta el mismo derecho aplicado. Bajo este aspecto últi- 
mo la han considerado Pueter (4), Haus (5) y Cimbali (6) como 
el derecho del extranjero, y Brasa (7) como la teoría de la 
aplicación armónica de las diversas leyes territoriales. 

El problema del Derecho internacional privado, para em- 
plear la acepción común, no supone siempre la aplicación del 
Derecho extranjero, sino que en muchos casos, como ya tene- 
mos dicho, se trata sólo del nacional entre provincias y terri- 
torios pertenecientes á un mismo Estado. 

Si han de emplearse términos que distingan perfectamente 
la materia sin confusiones ni dudas, y que puedan abarcar su 
amplio contenido, hay que decidirse por la denominación de 


(1) Das Internationale Privai-und Strafrecht. Hannover, 1862. 

(2) Límites locales del imperio de las reglas de Derecho sobre las rela- 
ciones jurídicas. — Savigny. Sistema del Derecho romano actual , vertido al 
castellano por Mesía y Poley. Tomo YI, pág. 128. — Struve. JJeber despo- 
siiive Rechts-gesetz in seiner Deziehung anf rceumliche V érhceltnisse , ueber 
die Anwendung der Gesetze verschiedener Orte. Carlsruhe, 1834. — Schmidt. 
Die Herrschaft der Gesetze nach ihren rceumlichen und zeitlichen Grenzen. 
Jena, 1863. — Boekm. Die rceumliche Herrschaft der Rechetsnormen ( Oert- 
Uche Stututenhollission ) anf dem Gebiete des Privatrechts einschliesslich 
des Pandéis — , Wechsel und Konkursrecht. 1890. 

(3) Holland. De V application de la loi. Revue de Droit international 
etde Législation comparee. Tome XII, 1880, pág. 565. -Torres Campos. 
Principios de Derecho internacional privado 6 de Derecho extraterritorial 
de Europa y América en sus relaciones con el Derecho civil de España. 
Madrid, 1883. 

(4) Das prahiische Europceische Fremdenrecht. Leipzig, 1845. 

(5) Da Droit privé qui régii les étrangers en Delgique , ou du Droit des 
gens privé consideré dans ses principes fondamentaux et dans ses rapports 
avec les lois civiles des Pelges. Gand, 1874. 

Y) mí f nuova denominazione del cosidetto Diritto internazionale pri- 
vato e de suoi effeiti fondamentali. Seconda edizioiie con preíazione e polé- 
mica. liorna, 1893. 

(7) Gasanova. Del Diritto internazionale . Lezioni con íntroduzione 6 
.note dell’avv. E. Brusa. Pirenze, 1876. 
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Derecho extraterritorial. Autoridá Jake (2, y ^ hartón (3) en- 
yes tituló Flore la tercera edición ilinación antigua al nusmo 
¿imada obra (1). Es evidente, dice, efusivamente á sus obras 
/jebe sor el de determinar la autoridad extrgiporáneos (4). 
ley; esto es, el indagar y establecer con arrexistencia de los 
j,¡os del Derecho, si la autoridad, la fuerza y eficos estatutos 
precepto imperativo, sancionado por cada legisladuindo se 
terminar en las fronteras del Estado en que se lia digitados. 

Hp1) q extenderse en ciertos casos al territorio sujeto á otía 


soberanía; y en el supuesto de que deba; admitirse la autoridad 
extraterritorial de la ley, precisar los límites dentro de los 
cuales puede aquélla ser admitida. 

El título de Autoridad extraterritorial de las leyes puede 
aplicarse evidentemente á todos los ramos de la legislación 
positiva, no sólo á la materia civil, comercial y judicial, y por 
tanto, á todo lo concerniente á las pruebas, á las sentencias y 
al valor y autoridad de las mismas, sino también á la materia 
penal y á la correspondiente al Derecho público. El problema 
que se impone es siempre el mismo, á saber: el de determinar 
los límites territoriales de la autoridad de cada ley. El título 
adoptado no excluye, antes bien incluye, las subdivisiones, 
pudiendo con razón subdividirse según las diversas materias, 
y tratarse, con separación de la autoridad extraterritorial de 
las leyes civiles, de las comerciales, de las que se refieren al 
procedimiento judicial y de las penales, sin confundir una 
materia con otra, como sucedería si se adoptase el título de 
Laurent Derecho civil internacional $1)^ pues no podría com- 
prender la materia comercial y otras, ó si se adoptara el de 
Derecho internacional privado y se tratasen juntas todas las 
materias sin la distinción suficiente. 

El referido título, añade, se presta á hacer de nuestra Cien- 
cia una cosa especial y muy distinta del Derecho privado y 
del público. No podemos seguir en esto la opinión de Laurent, 


rrihlin ;h^¿«tor\ S Í 6 í 96 ). man " ^ auctoritate le S um eivilium extra i 

tai" di 6 Na polÍ 11 187 4^ "v ?° f Lo . monac T ° ( Tra 
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que dice que el Derecho internacional privado es una rama 
del público (1), ni la de aquellos que prentenden desconocer 
las relaciones entre nuestra Ciencia y la del Derecho interna- 
cional ó de gentes, considerando que la disposición que moti- 
va el conflicto es una disposición de Derecho privado. Soste- 
nemos que nuestra ciencia debe utilizar los principios del De- 
recho internacional público en cuanto sea necesario para de- 
terminar, con arreglo á los mismos, hasta qué punto puede y 
debe la soberanía territorial admitir la aplicación de las leyes 
de otro Estado. Debe aprovechar los principios del Derecho 
privado para defender, con arreglo al mismo, los derechos de 
las personas que á aquéllos correspondan, aun cuando hayan 
nacido bajo el imperio de leyes de Estados diversos, ó tengan 
por objeto bienes existentes en distintos países (2). 


III 



Permanecía España completamente alejada del movimiento 
progresivo de la Ciencia del Derecho internacional privado, 
promovido desde 1868 por la Revista de Derecho internacional 
y de Legislación comparada, la Sociedad de Legislación compa- 
rada de París, la creación del Instituto de Derecho internacio- 
nal en 1873 y el Periódico de Derecho internacional privado , 
que comenzó en 1874. Sólo contaba con varias páginas de los 
libros de Derecho internacional , de Riquelme (3) y de Ferra- 
ter (4), con traducciones de las reputadas obras de Foelix y 
Fiore, y con algunos artículos de diferentes publicaciones pe- 
riódicas, y principalmente de Revista general de Legislación 
y Jurisprudencia. Ninguna de las Reales Academias había 
fijado su atención, ni con motivo de las recepciones de sus 
miembros ni para los públicos concursos en tan importante 
materia. 

A la Junta de gobierno del Ilustre Colegio de Abogados de 

(1) ^ omo Primero, Introduction. 

C ) Autoridad extraterritorial de las leyes. Versión de García Moreno 
y omero Girón. 2. a edición (española). Parte primera. Derecho civil in- 
ternacional Tomo X. Madrid, 1888, pág. 49 y siguientes. 

S í ementos de*Der echo público internacional. Madrid, 1849. 

(4) C odigo de Derecho internacional. Barcelona, 1846-47. 
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Madrid, que presidió el Excmo. Sr. D. Manuel Silvela, tan dis- 
tinguido diplomático como eminente jurisconsulto, correspon- 
de el honor de haber convocado el primer concurso sobre un 
tema de Derecho internacional. Con motivo del fallecimiento 
de uno de los njás ilustres letrados del Colegio de Madrid, su 
antiguo decano el Excmo. Sr. D. Manuel Cortina, convocó el 
Colegio un concurso en su honor á un Premio-Cortina , en 11 
de Mayo de 1879. sobre este punto: Exposición científica de 
los principios que informan el Derecho internacional privado 
de los principales Estados de Europa y América en sus relacio- 
nes con el Derecho civil de España. Terminado el plazo en 12 
de Abril de 1880. sólo obtuvo el accésit la Memoria de D. Ma- 
nuel Torres Campos (1). 

A pesar de que el Derecho internacional privado ha adqui- 
rido mayor desenvolvimiento en España con la creación de las 
Cátedras en las Universidades en 1884. con los Congresos ju- 
rídicos y con diferentes publicaciones, ninguna de las Corpo- 
raciones oficiales ha elegido entre las muchas é interesantes 
cuestiones que abraza uno de los temas de sus concursos. 

La cuestión de la unificación ó codificación del Derecho in- 
ternacional privado, después de los importantes trabajos del 
Instituto de Derecho internacional, de los tratados de Monte- 
video y de las conferencias de El Haj r a, tiene gran actualidad 
en estos momentos. 

Habiendo establecido los Sres. Marqueses de Cortina una 
fundación en memoria del Excmo. Sr. D. Manuel Cortina, 
para premiar obras originales sobre temas de Derecho, bajo 
el patronato y administración del Ilustre Colegio de Abogados 
de Madrid, la «Imita del mismo, presidida por el conocido y 
reputado jurisconsulto Excmo. Sr. D. Germán Gamazo, ha 
creído conveniente señalar, en el nuevo concurso de 1893, un 
tema que sirva de complemento al elegido en 1879. Si se con- 
sigue algún resultado práctico, no sólo tendrá España un li- 


i 1 j ?rr$. w * 
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bro sobre los principios fundamentales del Derecho interna- 
cional privado, sino también otro que procure los necesarios 
antecedentes á los futuros legisladores, si abrigan el propó- 
sito de revisar las disposiciones vigentes ó de preparar una 
ley en armonía con las principales legislaciones extranjeras 
y las exigencias de los tiempos. Corresponderá siempre al 
Colegio Ilustre de Madrid la gloria de haber dado el primer 
impulso á los estudios del Derecho internacional privado en 
España. 


IY 


Debemos exponer en esta Memoria el concepto y extensión 
de la extraterritorialidad y sentar las bases de una legislación 
sobre la materia. 

Bajo dos pantos de vista puede ser examinado el asunto, se- 
gún que se trate de los conflictos suscitados dentro ó fuera de 
los límites de un Estado. La palabra extraterritorialidad , en 
armonía con su significación etimológica, debe comprender 
unos y otros. 

Pero si nos toca considerar las cuestiones que se provocan 
en ambos casos, no permiten los reducidos términos á que 
una Memoria ha de concretarse, estudiar en toda su amplitud 
las diferentes ramas del Derecho, ni descender á las muchas 
cuestiones particulares, como el Derecho marítimo, la quie- 
bra, la extradición, las comisiones rogatorias, la ejecución de 
las sentencias extranjeras, etc. 

Hemos de limitarnos, para continuar el plan de la Memoria 
de 1883, á los principios generales contenidos en los Códigos 
civiles y á las cuestiones de Derecho civil internacional: ma- 


terias más conocidas y estudiadas, y sobre las cuales es de de- 
sear en cada Estado una ley, base délas convenciones futuras. 
Reconocida, además, por las diferentes legislaciones la te- 


rritorialidad de las leyes mercantiles, penales y procesales, 
aunque se les atribuyan á veces algunos efecto 


s i o era i 


leí 


país en que se han dictado, el mayor número de conflictos, 
y los más difíciles é importantes, se refieren iudíidajioinente 
al orden civil. 
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Expuestos ya el concepto de la extTdteTTitovidliddd y seña- 
lada su extensión, nos cumple desde luego entrar en el dete- 
nido estudio de las bases para la formación de una ley. 

Y ya en este terreno, conviene empezar dando á conocer 
las doctrinas que han ejercido influencia en las leyes, y pasar 
después á las disposiciones de los Códigos civiles, á los pro- 
yectos, á las leyes particulares y á los tratados. Al examinar 
los Códigos civiles, en lo relativo á nuestro asunto, hay que 
Ajarse principalmente en el Código civil francés, el italiano 
y el argentino. Alemania y Bélgica merecen consideración 
preferente por sus importantes proyectos. La situación espe- 
cial de la República Helvética, que ha dado lugar á una ley 
de gran interés, reclama apreciación detenida. Las diferentes 
tentativas para llegar á la anhelada unificación del Derecho, 
y los tratados de Montevideo de 1889, que han iniciado un 
nuevo camino, hacen indispensable su estudio. En último tér- 
mino, hay que examinar, para llegar á conclusiones, sinteti- 
zando lo expuesto, las relaciones internacionales é interregio- 
nales, con el propósito de sentar bases, que puedan tenerse en 
cuenta en España, para reformar la legislación. 


capítulo primero 


Doctrinas 

I.— Teoría de los estatutos. Idea general de la misma. Su origen. 

XI.— Desarrollo de la teoría de los estatutos. Doctrinas italiana, francesa y holan- 
desa. 

III. — Doctrina anglo-americana. 

IV. — Doctrina alemana. 

V. — Doctrina italiana moderna. 


I 

Los orígenes del Derecho internacional privado deben bus- 
carse en la teoría de los estatutos. Todos los sistemas practica- 
dos actualmente en Europa han tenido en ella su principio, y 
los mismos escritores anglo-americanos, á pesar de su afec- 
tado desdén por las concepciones teóricas, la han tomado por 
base al formar su jurisprudencia. 

La teoría de los estatutos es un conjunto de reglas doctrina- 
les que proponían los autores, en la antigua Europa, para re- 
solver primero y principalmente el conflicto de las leyes lo- 
cales de cada país, y en segundo lugar el de las leyes na- 
cionales. 

La teoría de los estatutos, desde la segunda mitad del si- 
glo xiií, en que apareció, hasta el fin del xvm, en que tuvo su 
última fase, se desenvolvió bajo influencias y medios diversos, 
pasando por estados muy diferentes. No es, pues, una y siem- 
pre idéntica; varía según que se la considere en tal ó en cual 
época, en uno ú otro país, en este ó aquel autor, y hasta en 
una ú otra obra del mismo. Por esto no se puede dar una idea 
general de ella, sino por una fórmula muy comprensiva, y por 
consiguiente algo Vaga. 

La extrema movilidad de la teoría de los estatutos no i impide, 
sin embargo, fijar las principales líneas de la marcha que lia 
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seguido, y la infinita variedad de las concepciones que se ofre- 
cen rmeden reducirse, en razón á su origen, á tres doctrinas 
principales: la doctrina italiana, la francesa y la holandesa. 

La teoría de los estatutos sólo ha podido aplicarse donde se 
han formado relaciones jurídicas entre pueblos sometidos á 
leyes territoriales, entendiendo por éstas las que dominan en 
territorios determinados, sin tener en cuenta la diversidad de 
las razas á que pueden pertenecer los habitantes. 

El régimen de la personalidad de las leyes, que dominó en 
la época bárbara y que consiste en dejar regirse por sus leyes 
á pueblos de razas diversas, diseminadas sobre el mismo te- 
rritorio, es decir, sometidas al mismo Poder político, corres- 
ponde á un particular estado social, bastante frecuente en la 
historia y del que somos aún testigos en nuestros días, en Ar- 
gelia, por ejemplo. La conquista ha puesto en presencia á dos 
ó más naciones, cuyas costumbres, religión y leyes son nota- 
blemente diferentes, y el vencedor que no quiere aceptar las 
leyes de los vencidos se siente incapaz de imponerles las suyas 
ó no lo juzga político. En tanto que esta situación se prolon- 
gue, vencedores y vencidos se someterán, en el dominio del 
Derecho privado, á un régimen distinto, por la fuerza misma 
de las cosas. 

La teoría de los estatutos no debe su origen al mundo ro- 
mano ni al bárbaro; tiene su punto de partida en el Feudalis- 
mo. Surgió después que se hubo consumado la fusión de razas, 
y cuando para las sociedades nuevas, unidas estrechamente á 
su territorio, se hubo establecido la territorialidad del Dere- 
cho. El día en que los súbditos de los pequeños Estados feuda- 
les comenzaron á mantener entre sí relaciones jurídicas, se 
estableció rivalidad entre las leyes ó costumbres territoriales: 
era menester que, en cada lugar, la ley local fuese siempre la 
única aplicada por el Juez, ó que, según los casos, se obser- 
vase, ya la ley local, ya la extranjera; la territorialidad es- 
tricta y absoluta de la ley fué el primer principio aceptado. 
Peí o, bajo el imperio de la necesidad y de la razón, se relajó 
este principio, concillándose con el espíritu de justicia. La te- 
rritorialidad del Derecho y Injusticia fueron las dos fuerzas 
cuyo choque dio nacimiento á la teoría de los estatutos. Y 
si el Derecho romano y el carácter de la raza germánica no 
le dieron origen, tuvieron uno y otro sobre sus destinos gran 
influencia: el genio de individualidad, de independencia y de 
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aislamiento de los germanos, fortificando el principio de la 
territorialidad del Derecho; el Derecho romano, inspirando con 
su espiritu de unidad y de equidad á los jurisconsultos, que se 
esforzaron por reaccionar contra la territorialidad del Derecho, 
y ayudándoles con sus finos análisis á discernir lo que la na- 
turaleza de las cosas exig-e que se conceda á la extraterritoria- 
lidad de las leyes (1). 


II 


En el siglo xiii, las ciudades de Lombardía, libres del Feu- 
dalismo y constituidas en Repúblicas casi independientes, pro- 
vistas de sus leyes municipales, llamadas estatutos, y soli- 
citadas por las necesidades de su comercio, concibieron las 
primeras la posibilidad de una cierta comunidad de Derecho 
en el conflicto de las leyes. Esta idea se halló en armonía con 
el genio de la legislación romana, que adquirió prestigio en 
las Universidades, y algunos legistas, que eran al mismo 
tiempo ingeniosos prácticos, se apoyaron en ella para sentar 
ciertas reglas. Eran ellos la mayor parte italianos, y cierto 
número de nacionalidad francesa, porque los estudios de De- 
recho romano, á los que se había referido el examen de los 
conflictos de las leyes, tenían su centro en Bolonia, pero se 
extendían al Mediodía y al Centro de Francia. Poco después, 
en el siglo siguiente, estas primeras ideas fueron recogidas 
por el gran*jurisconsulto de la época, Bártolo; él las amplió, 
las relacionó y formó una teoría que duró hasta el siglo xvi, 
y que antes de desvanecerse, tuvo en el francés Dumoulin otro 
ilustre representante. Tal es la doctrina italiana. 

Se caracteriza, sobre todo, por el espíritu de justicia, que, 
aunque débil y obscuro, es en verdad su principio, al mismo 
tiempo que por su método. Los estatutos son independientes 
míos de otros, como las ciudades; pero su independencia se 
concilla con un Derecho superior, si no expresa y claramente 
afirmado, á lo menos presentido, en cuanto la falta de cultura 
general podía permitirlo. Resulta de aquí, que, sin prejuicios 
ni sistemas preconcebidos, los autores han tenido por objeto 
único encontrar, en el conflicto de los estatutos, soluciones 


(1) Lainé. Introduclion au JDroil internationul prioé. 
1888, pág. 45 y siguientes. 
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racionales Ño se lian limitado por esto á distinguir leyes rea- 
et leyes personales y leyes mixtas; señalan muchas otras ca- 
tegorías y, en sus clasificaciones, las leyes personales, reales 
mixtas, no ocupan ni el primer lugar ni el más impor- 


O 

tan te. 


En el siglo xvi, la doctrina italiana, que había hasta enton- 
ces dominado, aun fuera de Italia, con la escuela de los Bar- 
tolistas, tuvo enfrente, en Francia, Bélgica é Italia, costum- 
bres redactadas por orden de los principes y comentadas por 
jurisconsultos de gran autoridad, que eran sus guardianes, al 
mismo tiempo que sus intérpretes. Chocó entonces con un 
principio feudal, eliminado desde largo tiempo en las ciuda- 
des italianas: el de la territorialidad estricta y absoluta de las 
leyes. Las costumbres rivales eran soberanas, y su soberanía 
celosa repugnaba las concesiones mutuas que se hacían los 
estatutos de Italia. Era imposible que la doctrina italiana 
llegase á vencer este obstáculo, que era cierto orden legal 
fundado en el mismo estado social, y, por lo tanto, omnipo- 
tente. Tampoco podía ser enteramente rechazada, pues entre 
las reglas que aportaba, las había tan necesarias, que era 
menester admitirlas con cualquier título. D’Argentré resolvió 
el problema. Se hizo el campeón de la soberanía de las cos- 
tumbres, y afirmó como principio la territorialidad estricta y 
absoluta de las leyes. Pero abandonando la teoría de Bártolo 
en su conjunto, creyó, sin embargo, que algo debía conservar 
de ella, la extraterritorialidad de las leyes concernientes al 
estado y la capacidad de las personas; sólo acogió,, por otra 
parte, esta idea con reserva extrema, y encerrándola en los 
límites más estrechos. 

Así se constituyó la doctrina francesa, á la cual contribuye- 
ron después en gran parte los juristas de los Países Bajos y de 
Alemania, doctrina que duró en Francia hasta la redacción del 
Código civil. Es tan compleja, varía tanto en el detalle, según 
los autores, distinguiéndose cada uno de los demás por puntos 
de vista propios sobre numerosas cuestiones, que es difícil dar 
de ella una definición á la vez sucinta y exacta. Vista, no obs- 


Consiste, en primer lugar, eu dividir todos los estatutos, es 
<iecir, todas las disposiciones de las leyes locales, en dos clases, 


la de los estatutos reales y la de los estatutos personales, para 
señalarles, en el conflicto de las leyes, una extensión de aplica- 
cación diferente, según que pertenezcan á una ó á otra de estas 
dos categorías. Los estatutos reales son los que, en los límites 
del territorio sometido al Poder legislativo de que emanan, á 
la costumbre de que forman parte, deben conservar un impe- 
rio absoluto, es decir, no ceder ante ninguna ley extranjera; 
pero, en contraposición y lógicamente, no lian de extenderse 
más allá de su territorio, puesto que serían rechazados por 
estatutos de la misma naturaleza. Tales son las disposiciones 
de las leyes que fijan la condición del suelo. Los estatutos lla- 
mados personales son los que, por el contrario, en los límites 
del territorio sometido al Poder legislativo de que emanan, á 
la costumbre de que son parte, sólo rigen ciertas relaciones 
de Derecho y se eliminan, respecto de las otras, ante las le- 
gislaciones extranjeras; pero, en contraposición y lógicamen- 
te, deben extenderse más allá de su territorio, en el dominio 
de costumbres diferentes, para ser aplicados á las relaciones 
de Derecho que rigen, no obstante las leyes locales. Tales 
son las disposiones de las leyes que reglamentan el estado 
de las personas. 

Siendo, en segundo lugar, las costumbres soberanas é inde- 
pendientes unas de otras en materia de Derecho privado, como 
si sus territorios estuviesen bajo la dominación de distintos 
Poderes políticos, los estatutos que las componen son ante todo 
reales; los estatutos personales constituyen un ataque á este 
principio. La realidad de los estatutos forma, pues, la regla 
general; la personalidad sólo es admitida á título de excepción, 
y cuando hay duda sobre la naturaleza de un estatuto, debe 
considerarse real. 


Pero, en tercero y último lugar, si la idea de extraterritoria- 
lidad de ciertas disposiciones de las leyes sólo presenta en la 
d-octrina francesa un alcance limitado, tiene el carácter de una 
regla dictada por la justicia, como en la doctrina italiana. La 
doctrina francesa es una combinación de la soberanía feudal 


délas costumbres y de la justicia. Siendo la justicia un ele- 
mento destinado á dominar más cada día, á medida que la ci- 
vilización progresa, la doctrina francesa no continuará largo 
tiempo como D’Argentré la ha constituido. La personalidad 
ha de tranquear los límites señalados en el origen, ganando de 
día en día terreno, hasta que Bouhier, destruyendo las opimo- 
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nes sostenidas hasta él, proponga que se la tome en adelante 

como regla en el conflicto de las leyes. 

La n lianza del principio de la soberanía de las leyes con la 

idea de justicia, puso este principio en peligro. Así se com- 
prendió* desde la mitad del siglo xvii, en Holanda, donde las 
ideas feudales habían conservado todo su poder sobre los es- 
píritus. Juan Yoet y Huber se separaron de D’Argentré, fun- 
dando una teoría nueva, en que la absoluta y estricta territo- 
rialidad de las costumbres fué el único Derecho, y sólo se man- 
tuvo la extraterritorialidad á título de concesión meramente 
graciosa. La independencia soberana de las leyes, suavizada 
por la cortesía internacional, tal fué la tercer fórmula de la 
teoría de los estatutos, la doctrina holandesa (1). 


D’Argentré, que se había encontrado con la doctrina italia- 
na, fuerte con sus trescientos años de existencia é intacta aún, 
no la combatió sin conocerla bien, y no la conoció sin ser in- 
fluido por ella; proclamando la soberanía de las costumbres, 
admitió á título de excepción sin duda, pero en nombre del 
Derecho, el carácter relativo y extraterritorial de las disposi- 
ciones meramente personales. Durante algún tiempo, no hubo 
en los Países Bajos más que discípulos dóciles, principalmente 
Burgundo y Rodenburgh. Pero mientras que se prescindía 
cada día más de la doctrina italiana, vencida y abandonada, 
la pasión de la independencia persistía en estas provincias, to- 
maba fuerza, y llegó un momento en Holanda en que no se 
sufrió sin impaciencia, en el dominio del Derecho, la autoridad 
de las ideas extranjeras. Se comprendió entonces la contra- 
dicción en que había caído el maestro, dando en su sistema un 
lugar, aun mínimo, enfrente de la soberanía de las costum- 


bres, es decir, enfrente del Derecho feudal, á la extraterrit< 
rialidad, esto es, á otro Derecho contrario, inconciliable yen 
migo. De aquí el origen de una escuela disidente, que, rechí 
zando este peligroso aliado, lo separó del principio de la sob 
ranía de las costumbres, que restableció en su primitP 
pureza. Esta escuela no pretendió, es verdad, proscribir abs 
u ámente la extraterritorialidad de las leyes; era una época ( 
que el progreso de las relaciones internacionales y de las ide; 

Se ~ a * 5“? la hÍZ0 descender á un ™ngo mta humi 

de y precario; sólo la admitió á título de puro favor, ó á : 


(1) Laiiic, tomo I, pág. 49 y siguientes. 
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samo como una concesión al interés, esencialmente graciosa 
y condicional. 

Pablo Yoet, Ulrico Huber y Juan Voet, contribuyeron á la 
formación de la doctrina holandesa, pero con un espíritu, un 
método y un concepto diferentes. Pablo Yoet, contemporáneo 
dé Rodenburgh y de Burgundo, escribiendo inmediatamente 
después de ellos, había como ellos estudiado el conflicto de las 
leyes en las obras de los Bartolistas, de Dumoulin y de D’Ar- 
gentré. Pero introdujo en algunos puntos las ideas nuevas 
que, por entonces, comenzaban ya, sin duda, á abrirse camino 
y á circular en Holanda. Lo hizo, sin embargo, no reconocien- 
do su novedad; no las puso en oposición con la doctrina co- 
mún, ni mucho menos pensó en condensarlas en un cuerpo de 
proposiciones disidentes. Tai fué, por el contrario, el propósito 
de su hijo Juan Yoet, que, desenvolviendo con gran vigor y 
mucho arte los gérmenes recogidos en la herencia paterna, 
formó con ellos una teoría sabia y original. Del mismo modo 
que D’Argentré había atacado la doctrina de Bártolo, Juan 
Yoet atacó la doctrina de D’Argentré, y, como estos dos gran- 
des jurisconsultos, fundó una doctrina nueva. En cuanto á Ul- 
rico Huber, compuso con los mismos elementos otro sistema, 
caracterizado por breves é importantes fórmulas, no por di- 
sertaciones elocuentes. En él no se hallan, por lo general, dis- 
cusiones, sino principios declarados incontestables ó rápida- 
mente motivados, aplicados á las diversas partes del Derecho. 

La doctrina de Huber tiene un carácter verdaderamente 
práctico. Después de haber indicado claramente los hechos 
que dan origen al conflicto de las leyes, á saber: el contacto, 
debido á circunstancias muy frecuentes, de tal ó cual relación 
jurídica con muchas leyes, la contrariedad ó diversidad de 
estas leyes y la independencia mutua de los pueblos; después 
de haber asegurado, con razón, que el Derecho romano nada 
ofrece sobre este punto, pero explicando su silencio por la 
difusión de una ley única en todas las partes del Imperio y la 
ausencia de conflictos de leyes como consecuencia necesaria; 
después de haber afirmado, al mismo tiempo, lo que dos veces 
parece contradictorio, que las reglas fundamentales de la ma- 
teria deben ser buscadas en el Derecho romano, y que ella 
pertenece más bien al Derecho de gentes que al civil, Huber 
declara que va á sentar tres axiomas adecuados, si son 
admitidos, como deben serlo, para resolver tedas las dificulta- 
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iles del asunto, por complicadas que set 

hallan así concebidos: 1 * Las leyes de cada Estado dominan 

, “n„uc S * « ,**m * *** «f “ 

vero más allá de él no tienen ninguna fuerza.— 2. Deben ser 
'considerados como súbditos de un Estado todos los que se en- 
cuentran en los limites de su territorio, estén en él de una ma- 
nera definitiva, ó sólo tengan una residencia temporal.— Los 
Jefes de los Estados, por cortesía, hacen de modo que las leyes 
de cada pueblo, después de haber sido aplicadas en los límites 
de su territorio , conserven su efecto en todo lugar , siempre que 
no envuelvan ningún atentado al Dodei o al Derecho de los otros 
Estados ni de sus súbditos (1), 


III 

Los jurisconsultos holandeses, que, por un lado, tenían en 
cuenta la vieja teoría, según la cual el estatuto personal 
sigue por todas partes á la persona, se encontraban, por otro, 
con que la independencia de los Países Bajos exigía la más 
rigorosa afirmación del principio de que la autoridad soberana 
es suprema en su propio territorio, y debían también conside- 
rar que se encontraban rodeados de pequeñas comunidades, 
con leyes locales diferentes y estrechamente unidas por las 
relaciones comerciales. Los legistas de los Países Bajos inten- 
taron animosamente conciliar el problema de una ley territo- 
rial soberana, con la capacidad y las obligaciones personales 
de un pueblo muy dado á la emigración. Era, realmente, un 
dilema que excedía en mucho á su habilidad bien notoria. 

Ulrico Huber se distingue de los otros jurisconsultos. Todos 
ellos, aunque llenos de buen sentido, de instrucción y de pe- 
netración practica, querían distinguirlos estatutos personales 
de los estatutos reales. Era esta una investigación absoluta- 
mente fútil y desprovista de realidad; pero si Huber se apoya 
en esta base, dice algo más. El Tratado de Huber, Decon/lictu 
egurn es sólo un corto ensayo, que forma parte de su intro- 
ducción al Derecho civil, y está contenido en cinco páginas 
en . En toda la historia del Derecho, no hay, probablemente, 

ías cinco paginas que hayan sido tan frecuentemente leídas 
y citadas. Se d istinguen por la claridad, el sentido práctico y 

(O tomo 1 f (París, 185)2), pág. 95 y siguientes. 
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la falta total de pedantería. Las reglas expuestas, según los 
escritores ingleses, son satisfactorias y exactas. Es verdad que 
la materia no se profundiza, y que los axiomas son muy gene- 
rales; pero al mismo tiempo establecen las bases del Derecho 
internacional privado, y tratan el asunto en armonía con las 
modernas ideas. 

La situación insular de Inglaterra, el carácter consuetudi- 
nario de su Derecho y su indiferencia absoluta hacia todo es- 
tudio sistemático de la teoría legal fuera de los casos prác- 
ticos, explican el desconocimiento absoluto que existía en 
aquel país del Derecho internacional privado á principios del 
actual siglo. 

Hacia el mismo tiempo, cada uno de los Estados de Amé- 
rica tenía su sistema particular de Derecho, y surgían mu- 
chos problemas por esto, problemas precisamente semejan- 
, tes á los que las leyes locales de las pequeñas comunidades 
de Holanda y de las provincias de la vieja Francia habían 
presentado á los jurisconsultos franceses y holandeses de los 
siglos xvn y xviii. Cada Estado, en América, tenía sus leyes 
de matrimonio y de divorcio, su ley de quiebra y su sistema 
legislativo sobre la propiedad mobiliaria y la garantía. Los 
Estados del Sur tenían por Derecho común la ley civil de 
Francia y el Código de Napoleón por tipo de sus Códigos. Los 
Estados del Norte tenían el Derecho común inglés y las deci- 
siones inglesas. Había, pues, una fuente ilimitada de proble- . 
mas sobre el conflicto de las leyes. Para resolver estas cues- 
tiones, los grandes jurisconsultos y magistrados americanos 
se dedicaron al estudio de los antiguos jurisconsultos holan- 
deses y franceses. Las decisiones americanas y las opiniones 
de los juristas han sido reunidas en esta enciclopedia de 
Story, conocida con el título de Conflicto de las leyes. 

Mientras qpe los Estados de América ofrecían á Story y á los 
magistrados sus compatriotas muchas dificultades que resolver, 
en materia de conflicto de las leyes locales, un movimiento 
análogo se produjo en Inglaterra desde el principio del siglo 
actual. Las relaciones internacionales de Inglaterra con las 


otras naciones se multiplicaron enormemente por las guerra», 
las alianzas, las conquistas, los establecimientos nuev§¡|y ^ 
colonizaciones que señalaron los primeros años de! sígio. El 
Derecho marítimo adquirió nueva y gran importancia. So dio 
entonces impulso considerable al estudio de las dificultades de 
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jurisprudencia internacional, y la autoridad de los civi is as 
oue las habían tratado comenzó ó ser invocada por uno de los 
prim^eros j noces ingleses; lo que había hecho Story en Ameri- 
ca lo hizo en Cierto modo en Inglaterra Lord Stowel. 
c p 0S( Ie principios de este siglo, otra influencia ha aumentado 
la importancia del asunto. El inmenso Imperio colonial, que se 
había adquirido ó consolidado durante las largas guerras de 
fín del siglo xviii y de principios del xix, extendió la jurisdic- 
ción de los Tribunales ingleses, que fueron llamados á resolver 
en última instancia una serie de cuestiones, á las que se apli- 
caban los sistemas jurídicos más diversos. Los jueces ingleses 
tenían que decidir sobre causas regidas por las leyes francesa, 
holandesa, danesa y española, y sobre numerosas modificacio- 
nes de la ley civil, en conformidad con las prácticas locales y 
las legislaciones especiales. Muchos de estos casos se hallaban 
somet idos al Derecho indio, en parte á la legislación de los in- 
dios, en parte á la de los mahometanos y en parte á la de la 
Gran Bretaña; y estas cuestiones, bajo un régimen local ó bajo 
un Código colonial, estaban en relación ó en conflicto con el 
Derecho inglés. Los hábitos aventureros y errantes de los in- 
gleses y de los comerciantes ingleses, el desenvolvimiento 
enorme del comercio y de los establecimientos de la Gran 
Bretaña en el actual siglo, han abierto un campo casi sin lí- 
mites á estas cuestiones de jurisdicciones diversas. Los Tribu- 
nales ingleses, y especialmente el Consejo privado, Tribunal 
Supremo de apelación para todo el imperio colonial, han te- 
nido que llenar una misión, que acaso nunca ha incumbido á 
otro Tribunal en lo antiguo ni en lo moderno. Le ha sido pre- 
ciso decidir cuestiones, cuya solución imponía la interpreta- 
ción de casi todos los sistemas jurídicos, en vigor sobre toda 
la superficie del mundo habitable. 

Esta situación excepcional lia dado origen á un gran cuerpo 
de jurisprudencia. Causas políticas, un inmenso comercio, un 
mpeiio lieteiogéneo y la subdivisión interior en tres reinos 
cada uno con su jurisdicción propia, han colocado á la Gran 
ie ana en el piimer lugar de los pueblos interesados en estos 

!!’p°! i 1 "? 1 C UÜÍCtü de las le y es ' Se ha procedido esencial- 

1)rA( !¡f* I* lüg ' eSa ’ es ducir « P 01 ' jueces, resolviendo los casos 
S?’ T ^ 110 P ° r J urísCü »s°ltos, estableciendo principios 
L ( °. S JUi 'f ° aau l tüS ÍH ^es, estudiando exclusiva- 
1 oe unas, lian sido los últimos que lian seguido el ca- 
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mino, en el que los hombres más ilustres de la ciencia jurídica 
se habían distinguido en el extranjero (1). 

IY 

La teoría de los estatutos, dice Bar, ha inspirado el Código 
general de Prusia, el Código civil francés, el promulgado 
en Austria en 1811, y, en fin, el Codex Maximilianeus Bava - 
ricus: hoy mismo se discute gravemente en el extranjero, 
en Francia sobre todo, ya en los libros, ya ante los Tribuna- 
les, la naturaleza personal ó real de tal ó cual estatuto. Sin 
duda estas controversias no tienden tanto á investigar si el 
texto en cuestión concierne á las personas, las cosas ó los 
actos, como á determinar su esfera territorial de aplicación; 
pero aun cuando un examen atento demuestra que en defini- 
tiva la teoría de los estatutos, donde está en pie, no es más que 
un vestido destinado á cubrir decisiones dictadas por el inte- 
rés y por la voluntad presunta del legislador, no debe dejar 
de reconocerse que una terminología tan obscura y tan equí- 
voca lia de conducir con frecuencia á peligrosos errores. 

La Ciencia alemana ha hecho tabla rasa de esta teoría. Mon- 
sieurWaechter, el primero, en un estudio considerable, lleno 
de observaciones ingeniosas y de finas críticas, que ha llegado á 
ser célebre aun en el extranjero, demuestra la fragilidad de la 
doctrina estatutaria, establece las contradicciones vías incon- 
secuencias numerosas en que lian caído sus defensores, y ex- 
pone una teoría nueva para la solución de los conflictos de las 
leyes. Según este autor, no es dudoso que el Juez que entien- 
de en un litigio está obligado á conformarse en su fallo con la 
voluntad expresamente formulada por el legislador, de que es 
órgano. Pero cuando este último ha guardado silencio, hay 
que atender al espíritu de sus prescripciones para saber si el 
extranjero depende de tal ó cual ley. Aunque M. Waechter no 
haya retrocedido ante la proposición un poco errónea de que 
en la duda el Juez debe aplicar la lex fori , y aunque en modo 
alguno haya tenido en cuenta la doctrina y la jurisprudencia 
de los otros países, puede decirse que el principio afirmado 


(1) Harrisou. Le Droit international privé ou le confht ¡les lees ¿ni 
point de vue historique, partieuliérement en Anqdnterre (Joiinial 
international privé). Tome 7, París, 1880, pág. 417 y : 


¡siguientes». 



30 


por él señala el verdadero punto de partida en esta materia y 

la derrota del antiguo método escolásticó. 

D e«pu íS ' de M. óVaecliter vino M. Savigny, que ha dedicado 

la primera mitad del tomo VIII de su Tratado de Derecho ro- 
mano ni estudio de los límites territoriales que encuentra la 
soberanía de las leyes. Sienta en principio que, cuando se trata 
de apreciar una relación de Derecho, es menester, ante todo, 
determinar con exactitud el territorio al que su naturaleza 
uropia le lig’a y aplicarle su legislación. Este principio, que 
M. Savi¡ruy expresa de una manera más adecuada, cuando dice 
que es preciso considerar el asiento territorial de toda relación 
jurídica, no difiere mucho más que en ¡a forma del criterio 
adoptado por \L 'Wnechter. y hasta ia fórmula empleada por 
este último parece más clara y menos dada á equivocacio- 
nes. Sin embargo , no se puede negar á M. Savigny el mérito 
de haber rechazado enérgicamente el error en que ha caído 
M. Waechter. cuando crea una especie de presunción en favor 
de la lev nacional del Juez, de la lex fori; de haber, en «•ene- 
ral, establecido mejor la relación que existe entre el Derecho 
internacional privado y el Derecho de gentes, que limita, en 
una medida importante, el poder arbitrario del legislador lo- 
cal. y. en fin, de haber tenido más en cuenta la literatura ex- 
tranjera. sin conformarse absolutamente, no obstante, ni con 
las ideas de éste ó aquél, ni con el concepto que ha formado el 
Derecho germánico de tal institución jurídica, por ejemplo, del 
régimen de la sucesión. 

Puede decirse que de la teoría de Savignv, transformación 
in //leiius de la de aeehrer, procede I103' el conjunto de la 
doctrina y de ia jurisprudencia alemanas; y el principio en el 
que se tunda gana sin cesar terreno en Francia, en Inglaterra* 
en la America del Forte 3* en los Países Bajos, á pesar de las 
«. ifeienciat! 111113' importantes que se revelan en su aplicación 
a os divei&os conflictos. Casi todo el mundo condena, en estos 
momentos, la opinión de los raros autores alemanes, que. a des- 

° ^ L tX¡ o eu ciaí> modernas del comercio internacional, 

nr^ ienaI110Ua aiU1 ^ iñ ie ~* P ersona ^ Jel Juez una influencia 
predominante, si no exclusiva -1 . 
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El principio de nacionalidad sólo se ha manifestado al fin de 
la Edad Media, y no se ha desenvuelto en la vida real hasta 
nuestros días. Durante siglos no lo ha tenido en cuenta la Di- 
plomacia. Los tratados dividían á los pueblos como rebaños ó 
como tierras cuyos límites se marcan á voluntad; los diplomá- 
ticos no se preocupaban del Derecho de las naciones, que di- 
vidían entre príncipes. La Ciencia no se cuidaba más que la 
Diplomacia de las naciones. Mancini observa que Grocio y sus 
sucesores nunca han tratado de las naciones; solamente figu- 
raban los Estados en las obras sobre el Derecho de gentes. Ha 
sido necesario que las naciones lleguen á ser soberanas para 
que su libertad y su independencia se reconozcan. Proclaman- 
do la libertad y la igualdad de los hombres, la Revolución 
francesa debía respetar también la libertad y la igualdad de 
las naciones. 

El principio de nacionalidad, tanto tiempo desconocido, se 
ha abierto camino durante el siglo xix en las revoluciones, 
estas grandes manifestaciones de la justicia divina. 

En ninguna parte ha sido tan poderoso como en Italia el 
sentimiento nacional. En sus estrechas miras, proclamaban los 
diplomáticos que Italia era sólo un nombre geográfico. Podía 
temerse que las rivalidades locales, que tanto tiempo habían 
impedido la formación de la unidad italiana, le opusiesen un 
obstáculo insuperable. Eran necesarios, más que el espíritu 
político, la abnegación por una noble causa y el entusiasmo 
de una raza á la que ha prodigado Dios sus más bellos dones. 

El sentimiento nacional, tan profundo en Italia, ha hallado 
eco en el dominio de la Ciencia. La Ciencia ha mantenido el 


•te en ia 


fuego sagrado en la juventud italiana y tiene su par 
victoria. La Ciencia, dice Mancini, no es asunto de vana cu- 
riosidad. Las ideas gobiernan el mundo; los hombres que las 
sirven de órg'anos, maestros y discípulos, tienen por misión 
obrar y dar la vida al pensamiento, pagando con su persona, 
y si es preciso, con su sangre. Mancini profetizó la victoria 
de la nacionalidad italiana, y después de algunos anos, la pm- 
fecía se ha convertido en realidad. 

No debe extrañar el entusiasmo de los italianos li nea el 
principio de la nacionalidad, que constitirye su vida. Lo han 
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1' evado *á la Ciencia y la Ciencia les ha ayudado á vencer. 
Antes de la victoria, el principio era un instrumento de lu- 
cha: después de la victoria, fué saludado como el fundamento 
de Ciencia del Derecho internacional. 

Ei principio de la personalidad es generalmente reconocido 
en ^concerniente al estado y la capacidad de las personas. 
Esto quiere decir que las leyes personales tienen efecto por 
todas partes donde figura la* persona en un hecho jurídico. Se 
trata de conocer primero cuál es el vínculo entre la persona- 
lidad y la nacionalidad. En cuanto á las leyes que regulan el 
estado y ia capacidad de las personas, el vínculo es evidente. 
Mane i ni responde: .El individuo que viene de ios países fríos, 
donde la naturaleza languidece y el desenvolvimiento de las 
facultades físicas y morales se retrasa, queda con razón, se- 
gún las leyes de su país, en un estado de minoría y de inca- 
pacidad durante más tiempo que lo estaría según las leyes de 
un país caliente, vivificado por el sol de Mediodía. Si viajando 
llegase á un país del Mediodía y fijase en él su residencia, no 
podría adquirir instantáneamente, por este hecho, las cua- 
lidades físicas y morales que le faltasen para ser mayor y 
capaz.» 

Si las leyes sobre el estado son personales, es porque son 
producto de estas mil y una circunstancias físicas, intelectua- 
les y morales, que la nacionalidad constituyen: son persona- 
les, porque son nacionales; deben como consecuencia seguir 
á la persona por todas partes, porque lleva su nacionalidad 
consigo; puede decirse de las leyes nacionales, lo que decían 
lo* au tiguos juristas de los estatutos personales: circulan en 
nuestras venas con nuestra sangre, puesto que recibimos 
nuestra nacionalidad con la sangre que nuestros padres nos 
transmiten. Mancini establece el principio en los más genera- 
les Mi minos. «El Clima, la temperatura, la situación geográ- 
üca montañosa ó marítima, la naturaleza y la fertilidad del 
suelo y la diversidad de necesidades y de costumbres, determi- 

«i 'tlm 1 Úd pueb ; l0 ’. C0n una preponderancia casi completa, el 
averna de las relaciones de Derecho.» Nada más natural.’ El 


a ní¡,’inn Q i; r„ i. * i , ' •A 1 —üauui.u. es inseparable 

dónale' Mn Ú , Es q esscm > pues, esencialmente na- 
^ Mdnum Clta las relaciones de familia. El estado de 
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los miembros de la familia ocupa en ella gran papel; unos 
son los derechos de los hijos legítimos y otros los de los hijos 
naturales. Estos derechos, en cuanto patrimoniales, no eran 
estatutos personales, según la terminología antigua: los hijos 
saben, decía D’Argentré, que las leyes de sucesión son reales. 
Sucede de otro modo en la doctrina moderna. La familia es la 
base de la nacionalidad, los derechos de familia forman parte 
del Derecho nacional, y, por tanto, las leyes que los estable- 
cen son personales. 

No es esto decir que todas las leyes sean personales, como 
en la Edad Media se decía que todas las costumbres eran rea- 
les. Los estatutarios exceptuaban de la realidad todas las dis- 
posiciones dependientes de la voluntad humana, y les daban 
efecto fuera del territorio. En la doctrina que admite la per- 
sonalidad ó la nacionalidad como regla, es preciso decir que 
los hechos jurídicos en que la voluntad del hombre domina, 
no están sujetos á la ley nacional de las personas que toman 
en ellos parte; el legislador no trata de imponerles ninguna 
regla, se limita á prever lo que quieren, permitiéndoles que 
quieran otra cosa; todo depende, pues, de su voluntad, que 
ocupa el lugar de ley, permitiéndoseles apartarse de su ley 
nacional, que en realidad no es una ley. 

Hay otras leyes que afectan al orden social, y dominan la 
voluntad de las partes interesadas y su nacionalidad. Los par- 
ticulares nunca pueden oponer su derecho al derecho social; 
si esto se prohíbe á los indígenas, con mayor motivo se ex- 
tiende esta prohibición á los extranjeros. En cuanto á la na- 
cionalidad, todos los pueblos tienen igual interés en que se 
mantenga; deben, pues, respetar recíprocamente las leyes que 
tocan á la existencia y á la conservación de las sociedades. 
En este sentido hay siempre leyes reales y soberanas, como 
decían los realistas; pero nosotros no decimos ya que todas 
las costumbres son reales, sino que limitamos la realidad á 
las leyes de Derecho público ó social (1). 


Mancini. JEtapport fait á V Instituí de Di'oit international (Journal 
. .pF 0lt i n ternational privé, 1 . 1, pág. 293 y siguientes). — Laurent. Droü 
eivil International , 1. 1, Bruxelles, 1880, pág. 624 y siguientes. 


CAPITULO II 


Códigos civiles 

I.— Código civil francés. Su importancia. Su influencia. La extraterritorialidad y 
los Códigos civiles. 

II. —Códigos civiles inspirados en el principio de la personalidad. Código francés. 
Códigos posteriores. Código italiano. 

ITI. —Códigos inspirados en ol principio de la territorialidad. Código argentino. 


I 

El Código civil francés de 1804, aun cuando no lia sido el 
primero, es el único que por sus cualidades particulares, ha 
merecido sobrevivir y ha sobrevivido. 

«Hay un hecho, lia dicho Bluntschli, que es la justificación 
y la glorificación del Código civil francés. Ninguna nación lia 
pensado en imitar el Código prusiano, mientras que el francés 
ha sido mantenido en varios pueblos, á pesar de haberlo im- 
puesto Napoleón como vencedor de Europa.» 

«Admiramos, lia escrito Laurent, el Código de Napoleón, 
como obra maestra legislativa.» 

Con motivo de la preparación del Código civil italiano 
de 1865, defendiendo el senador Vigliani los principios san- 
cionados por la ley francesa, citaba el Código francés como el 
gran tipo de los Códigos modernos. 

Impuesto éste por Napoleón á todos los países anexionados 
á Francia y hasta á los sometidos á su protectorado, eu Italia, 
Polonia y Holanda, podía creerse que sustrayéndose á la ac- 
ción del vencedor los pueblos vencidos, prescindirían también 
de sus leyes. No ha sucedido así por cierto: el Código francés 
ha quedado vigente en las provincias renanas, en el Palatina- 
do bávaro, en el Gran Ducado de Badén, donde se ha tradu- 
cido al alemán, en el Luxemburgo, en Bélgica, en Holanda 
hasta 1838, y por último, en el Cantón de Ginebra, y el Jora 
bernés. 
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En otros paises donde no se había introducido, ha servido 
de modelo v ha inspirado más ó menos directamente al legis- 
lador Los Códigos deLuisiana (1824), de Haití (1828), de los 
Países Bajos (1838), de las Islas Jónicas (1841), de Rumania 
H864) del Cantón de Neuchatel (1855), de Vaud (1819), de Fri- 
burgo (1834), de Valais (1835) y de Italia (1865), han sido he- 
chos á imagen del Código francés, y hasta las pequeñas Repú- 
blicas del Centro y del Sur de América han abandonado en al- 
gunos puntos la legislación española, para seguir la francesa. 

Pero el mérito del Código francés, que presenta el tipo de 
la codificación definitiva, no ha contribuido sólo á difundir 
los principios de aquel Derecho; ha sido como la señal de este 
gran movimiento de codificación, que será uno de los carac- 
teres distintivos de los progresos del Derecho en el actual si- 
glo. El sistema déla codificación ha triunfado definitivamente 
por todas partes, siguiendo el ejemplo de Francia muchos 
países; en efecto, se han dado Códigos: Austria en 1811, Ho- 
landa en 1838, la Sajonia Real en 1863, Rumania y las Pro- 
vincias Bálticas en 1864, Italia en 1865, Portugal y las Islas 
Jónicas en 1867, Turquía en 1869, Egipto en 1875, España en 
1888, y en fin, 16, entre los 25 Cantones suizos, poseen ya Có- 
digos civiles completos. América ha seguido el impulso de 
Europa, y por todas partes en estos últimos años se han pro- 
mulgado Códigos en las diferentes ramas del Derecho. Bolivia, 
el Perú, Chile, el Uruguay, la República Argentina, México, 
Colombia, Venezuela, Guatemala, Salvador, Costa Rica, etc., 
tienen sus Códigos civiles. 

Este movimiento legislativo ha acabado por extenderse á 
los países, que se han mostrado más rebeldes hasta hoy á toda 
codificación, como Alemania, Suiza é Inglaterra. 

Tan incontestables son los beneficios de la uniformidad de 
las leyes, que en estos mismos países, donde ya por repugnar 
una codificación unificadora, ya por oponérsele insuperables 
obstáculos, no se ha llegado á la redacción de un Código com- 
pleto, se hacen esfuerzos en todas las materias del Derecho, 
poi simp i caí, uniformando, las leyes y las costumbres. 

norventa^, gaC ’ Ón í estas JV es «^formes no ha tenido 
p r ventaja única unificar sobre estas materias el Derecho de 

os Estados indicados; ha abierto el camino al loable proyec- 
to que han formado y persiguen muchos distinguidos luris- 
consultos, de hacer desaparecer, ó á lo menos atenuar, sobre 
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los puntos más importantes, los conflictos internacionales en 
materia de Derecho privado ^1). 

Los Códig -08 civiles, á imitación del francés, suelen conte- 
ner un título preliminar sobre las leyes, dictando disposiciones 
generales aplicables á todas las ramas del Derecho. El Código 
holandés trata la materia en una ley preliminar. El Codigo 
italiano va precedido de disposiciones generales sobre la pu- 
blicación, interpretación y aplicación de las leyes. 

Entre estas disposiciones existen algunas generales relativas 
á la extraterritorialidad, hallándose esparcidas otras que la 
aplican en los varios títulos de los Códigos, especialmente en 
lo que toca al matrimonio y los testamentos. Suelen referirse 
las disposiciones preliminares al Derecho civil, penal y pro- 
cesal, y las especiales á las cuestiones civiles. 

Is T o tienen estas disposiciones su lugar propio, después del 
desarrollo que van tomando en los más recientes Códigos, 
entre las disposiciones sobre Derecho civil, ni siquiera en un 
título preliminar ó una ley adjunta, sino que les corresponde 
un lugar aparte en una ley independiente especial, que pueda 
abrazar con la amplitud necesaria las disposiciones civiles, 
penales y procesales. 

La circunstancia de ser las leyes civiles las que ofrecen más 
frecuentes casos de extraterritorialidad, los primeros estudia- 
dos, ha servido sin duda de base al criterio generalmente ad- 
mitido. 

El notable proyecto de Código civil alemán de 1887, aban- 
donando el criterio de los Códigos anteriores, suprime las dis- 
posiciones indicadas, por considerar impropias de un Código 
civil las relativas á la nacionalidad, que son del Derecho pu- 
blico, ó á la forma y prueba de los actos, que corresponden 
preferentemente al Enjuiciamiento civil (2). 


( 1 ) Atuiaud. Aperen de l état aetuel des legisldlions aviles de i huropc, 
de l Aniérique, <&., avec indication des so urces bibliograpliaptes. lan^. 
1 S 84 , pág. 6 y siguientes. 

(-) Projet de Code ciiril allemand, tnuluit avec Introdiietiou par 
Raoul de la Grasserie. París, 1893. 

La 2.^ edición revisada del Proyecto de Código civil alemán , publican;! 
al principio de Juuio de 1895, comprende un libro VI, enteramente nue- 
vo, que establece en 30 artículos las realas fundamentales del Derecho m 
ternacionai ' 


7 -v , y i y . : . 
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ernacional privado, tal como ha de aplicarse eu el territorio uei ,! u ^ 
rio. ( Enlwurf cines bürger lidien Gesetzbucks f'úr das 
sung. I-VI Buch. 2 Thle. Leipzig, ls9 5.) 
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rnn este mismo punto de vista han sido dictados el Real 
decreto del Estado independiente del Congo de 20 de Febrero 
de 1891 sobre los extranjeros y la aplicación de las leyes, y 
1 I ey Federal suiza de 21 de Junio del mismo año, sobre las 
reRe iones de Derecho civil de los ciudadanos establecidos ó 

residentes. 

íí 

Ei código civ^y^ucés llevó por vez primera al terreno le- 
gislativo, & el principio de la nacionalidad, deducido con una 
lógica incontestable del antiguo estatuto personal y de su 
principio típico, la extraterritorialidad de las leyes relativas 

al estado y la capacidad de las personas. 

La Revolución francesa tuvo por consecuencia una revolu- 
ción jurídica, la unificación del Derecho privado nacional en 
Francia, por el Código civil. En el momento de redactar los 
artículos preliminares de este Código, se encontró el legisla- 
dor francés en presencia de la tradición estatutaria, que, en 
cuanto estaba de acuerdo sobre las aplicaciones del estatuto 
personal, refería estas aplicaciones á la ley del domicilio de 
las personas. Este efecto del domicilio era natural, bajo el an- 
tiguo régimen de la diversidad de las costumbres, desde que 
se querían sustraer ciertas relaciones jurídicas del absoluto 
imperio de la ley territorial. En efecto, para resolver los con- 
flictos entre las diversas leyes ó costumbres vigentes, en una 
misma nación, en un territorio determinado, no podía tenerse 
en cuenta la nacionalidad de las personas, pues sólo su domi- 
cilio podía dar al Derecho un carácter personal. Páralos auto- 
res del Código civil, por el contrario, la cuestión se presen- 
taba de otra manera. Iban á abolir las leyes y costumbres 
territoriales Irancesas, reemplazándolas con una ley nacional 
única, y desde entonces, suprimida la causa de los conflictos 
entre las diversas legislaciones interiores, no podía ya atri- 
buirse al domicilio en h rancia su antiguo efecto. Eliminada 
la cuestión nacional, sólo quedaba ya la internacional, el 
efecto del domicilio en cuanto al estado y la capacidad de bis 
peí sonas en general, tanto para los extranjeros en Francia, 
como para los íranceses y extranjeros en el extranjero, en 
cuanto el Juez francés podía tener que considerarlos/ 

Pero la cuestión internacional, que acabamos de formular 


en toda su extensión, no se presentó así á los autores del Có- 
digo, que abandonaron k la ciencia la cuestión de determinar 
la ley personal del extranjero. Esta opinión encuentra apoyo 
en los trabajos preparatorios. El texto primitivo del provecto, 
sometía, al parecer, la persona del extranjero á la ley france- 
sa, álo menos mientras permanecía en Francia. Esta redac- 
ción fná criticada en el Consejo de Estado por Troncliet, que 
hizo observar que el extranjero no debía estar sometido á las 
leyes civiles francesas que regulan el estado de las personas. 
El Tribunado propuso más tarde la redacción que lia prevale- 
• oído en el Código. Pero si se admite que este cambio ha te- 
nido por objeto confirmar la opinión de Tronche!, se puede 
concluir solamente que el Código ha querido consagrar la re- 
gla negativa, resultado histórico del estatuto personal, y que 
no somete la persona humana á la autoridad absoluta de la 
ley territorial. En todos los casos, es seguro que los autores 
del Código no han querido decidir la cuestión internacional 
del estado de las personas, más que bajo una de sus fases, de- 
terminando la ley que debía regir el estado y la capacidad de 
los franceses en el extranjero, bajo el punto de vista indivi- 
dual del Juez francés. Teniendo esto en cuenta, es fácil com- 
prender por qué el legislador no ha sometido esta cuestión al 
domicilio del francés en el extranjero. Sí hubiese dicho que 
el francés residente en país extranjero debía ser considerado 
por el Juez francés como sometido á las leyes extranjeras 
concernientes al estado y la capacidad de las personas, hu- 
biera dado autoridad en Francia á leams cuyo contenido no 

*/ fes 

era posible prever. Además, el francés hubiera tenido el me- 
dio. expatriándose, de eludir fácilmente la ley francesa, cir- 
cunstancia importante para los autores de un nuevo Código. 
Semejante disposición hubiera favorecido la emigración, que 
los franceses, bajo el Consulado, novelan con buenos ojos. Por 
otra parte, eliminada la autoridad de la ley del domicilio, la 
de la ley nacional se imponía. El Juez francés aplicaba enton- 
ces la ley íraneesa. sin que nadie pudiese eludirla con un 
xiaje; la unidad de las leyes civiles se extendía á inda la es- 
fera dei poder del legislador francés, y la dignidad de la cua- 
lidad de francés se llevaba á su más alta expresión. En fin. et 
\incuiO nacional era mantenido bajo el punto de vista civu, 
a pesar de la emigración, como era mantenido, bajo el pomo 
de vista político, por la disposición dei Códig j p^nal eatoiK t S 
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.¿•ente, que prohibía á los franceses, bajo pena de muerte, 

tomar las armas contra su patria. ... 

El título preliminar del Código civil francés, De la puUica- 
ción efectos y aplicación de las leyes en general , contiene dis- 
posiciones sobre las leyes de policía y seguridad, los bienes 
Inmuebles y el estado y la capacidad de las personas. 

Según el art. 3.°, «las leyes de policía y seguridad obligan 
á todos los habitantes del territorio ; los bienes inmuebles, 
aunque sean poseídos por extranjeros, están comprendidos 
dentro de las prescripciones déla ley francesa, y las leyes que 
se refieren al estado y capacidad de las personas obligan á ■ 
todos los franceses, aunque residan en país extranjero». 

Aunque el Código no decide la cuestión de la ley personal 
del extranjero, se impone, por las exigencias de la vida prác- 
tica, á la doctrina y la jurisprudencia. Los intérpretes de la 
ley no pueden contentarse con un principio negativo sobre el 
estado y la capacidad del extranjero; deben decir qué regla 
positiva los regirá, bajo el punto de vista del Juez francés. X 
pesar de haber ciertas divergencias de opinión, tanto sobre 
la regla como sobre sus excepciones, divergencias que explica 
el silencio del Código, los autores y la jurisprudencia admiten 
por lo común que es preciso aplicar á los extranjeros, por ana- 
logía y hasta por identidad de motivos, el principio del ar- 
tículo 3. a , y someter su estado y capacidad á su ley nacionaL 
Esta interpretación extiende considerablemente el alcance del 
principio de nacionalidad y lo constituye en principio gene- 
ral, atribuyéndole, bajo beneficio de inventario, la sucesión 
del estatuto personal antiguo. 

Por efecto de los sucesos, el Código civil francés estuvo en 
vigor en Holanda, en Bélgica y en una parte de Alemania. El 

artículo 3.° ha penetrado con su interpretación en estos paí- 
ses (1). 

He la misma manera que ha dejado de hablar el Código del 
estado y la capacidad de los extranjeros, ha prescindido de los 
muebles. El proyecto del Código civil francés contenía un ar- 
ticulo, según el cual, «el mobiliario del ciudadano francés re- 
mte en el extianjero, se regía por la ley francesa, como su 
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persona». Siguiendo la doctrina de los antiguos jurisconsul- 
tos, para suplir el vacío del Código, hay que distinguir los 
muebles, considerados como universalidad, sometidos á la ley 
personal de su propietario, y los muebles, individualmente 
considerados, sometidos á la ley del país en el que se encuen- 
tran (1J. 

Trata también el Código francés, fuera del título prelimi- 
nar, de los derechos de los extranjeros, de su comparecencia 
enjuicio, de las actas del estado civil redactadas en el extran- 
jero, del matrimonio, de la sucesión y de la hipoteca. 

«El ejercicio de los derechos civiles, dice el art. 7.°, será 
independiente deda cualidad de ciudadano, la cual no se adqui- 
rirá ni se conservará sino conforme á la ley constitucional.» 

«El extranjero, añade el 11, disfrutará en Francia de los 
mismos derechos civiles que los concedidos á los franceses por 
los tratados de la nación á que el extranjero pertenezca.» 

«El extranjero, continúa el 13, á quien el Presidente de la 
República haya autorizado para fijar en Francia su domicilio, 
gozará de todos los derechos civiles mientras resida en el país.» 

La Revolución francesa estaba imbuida profundamente por 
el espíritu humanitario y cosmopolita, y proclamaba la frater- 
nidad. y la igualdad de todos los hombres. Las guerras terri- 
bles que había tenido Francia que sostener bajo la República 
y durante el Consulado, habían hecho ver que esta tendencia 
no podía prosperar bruscamente por la vía legislativa, y que 
sus resultados debían ser preparados por la vía social. Este es- 
tado de cosas explica, sin justificarlo, el hecho del legislador 
francés, que, deseoso de estrechar el vínculo nacional entre los 
franceses, unidos por una misma ley civil, no ha sabido resis- 
tir á la tendencia histórica del exclusivismo, accesorio casi 
obligado de toda codificación nacional. Los autores del Código 
fian querido aumentar el prestigio del nombre francés, ha- 
ciendo depender de la nacionalidad ciertas ventajas en el De- 
recho civil, y una vez en esta pendiente, fácilmente han lle- 
gado á desconocer el deber de justicia que incumbe a Francia 
hacia la sociedad jurídica internacional. Por esto no conceden 
ál extranjero el goce de los derechos civiles, y tratan poco de 
las instituciones jurídicas extranjeras (2). 




i olV ;úudinet. Principes élémentaires du Droit interncitional privé . I 1 
1894, pág. 245. 

(2) Jitta, págs. 264 y 265. 
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Los artículos 14, 15 y 16 se refieren á la comparecencia en 

,1U <<E1 extranjero, aunque no resida en Francia, podrá ser ci- 
tado" ante los Tribunales franceses, para la ejecución de las 
obligaciones contraídas por él en Francia y con un francés; 
podrá ser llevado á los Tribunales en lo que se refiere á las 
obligaciones contraídas en país extranjero respecto de los 
franceses.» — Artículo 14. 

«Un francés podrá ser citado ante un Tribunal de Francia, 
por causa de obligaciones por el mismo contraídas en país ex- 
tranjero, y aun con extranjeros.» — Artículo 15. 

«fín todos los asuntos, con excepción de los mercantiles, el 
extranjero que aparezca como demandante estará obligado á 
prestar fianza que asegure el pago de costas, daños é intereses 
procedentes del juicio, á no ser que posea en Francia inmue- 
bles de valor bastante para asegurar el pago.»— Artículo 16. 

Las actas del estado civil, redactadas en el extranjero, son 
objeto de los artículos 47 y 48. 

«Toda acia del estado civil de los franceses ó de los extran- 
jeros, redactada en país extranjero, hará fe si se ha ajustado á 
las formas usadas en dicho país.» — Artículo 47. 

«Toda acta del estado civil de los franceses, extendida en 
país extranjero, producirá efecto si ha sido recibida conforme 
a las leyes francesas por los Agentes diplomáticos ó por los 
Cónsules.»— Artículo 48. 


Los artículos 170 y 171 se refieren al matrimonio. 

«El matrimonio contraído en país extranjero entre franceses 
ó entre franceses y extranjeros, será válido si se ha celebrado 
con las fórmulas establecidas en el país, siempre que haya sido 
precedido de las publicaciones prescritas por el art. 63 en el 
título de las Actas del estado civil , y que el francés no haya in- 
fringido las disposiciones contenidas en el artículo precedente 

(dispensa de la segunda publicación por los funcionarios).» — 
Artículo 170. 


«En el termino de tres meses después del regreso del cón- 
yuge ti anees á su patria, el acta de celebración del matrimo- 
nio contraído en país extranjero se transcribirá al Registro pm 
buco de matrimonios de su domicilio.» — Artículo 171 

Los artículos 726, 912, 999 y 1.000, tocan h la cuestión su- 
cesona. 


extranjeros no tienen 


opción á suceder en los bienes 


que sus parientes extranjeros ó franceses posean en el territo- 
rio de Francia, más que en los casos y en la forma en que los 
franceses sucedan á sus parientes que posean bienes en el país 
del extranjero interesado, según las disposiciones del art. 11, 
en el título Del goce y de la privación de los derechos civiles .» — 
Artículo 726. 

<rNo se podrá disponer en beneficio de un extranjero, á no 
ser en el caso en que aquél pueda hacerlo en favor de un fran- 
cés.»— Artículo 912 (1). 

«El francés que se encuentre en país extranjero, podrá otor- 
gar sus disposiciones en acta privada, formada por él con arre- 
glo al art, 970. ó por acta auténtica, con las formalidades ad- 
mitidas en el país en que se otorgue.» — Artículo 999. 

«Los testamentos hechos en país extranjero no se ejecuta 
rán en lo que se refiere á los bienes situados en Francia, sino 
después de haberse inscrito en el Registro á que pertenezca el 
domicilio del testador, si lo tuviese aún; y si asi no fuese, en 
el del último domicilio que se le hubiese conocido en Francia; 
en el caso de que el testamento contenga disposiciones sobre in- 
muebles sitos en Francia, deberá además registrarse en la ofi- 
cina del pueblo donde radiquen, sin que por esto puedan exi- 
girse dobles derechos.»— Artículo 1.000. 

Por último, los artículos 2.123 y 2.128 hacen referencia á las 
hipotecas. 

«No puede resultar la hipoteca de los fallos que se hayan 
dado en país extranjero, hasta que se declaren ejecutorios por 
un Tribunal francés, sin perjuicio de las disposiciones contra- 
rias que puedan contenerse en las leyes políticas ó en los tra- 
tados.» — Artículo 2.123, párrafo 4.° 

«Los contratos otorgados en país extranjero, no pueden pro- 
ducir hipoteca sobre bienes que radiquen en Francia, á no ser 


(1) Estos artículos fueron derogados por la ley de 11 de Jallo de 1819, 
así concebida: 

«Art. l.° Quedan derogados los artículos 726 y 912 del Codito civil, 
teniendo en su consecuencia los extranjeros el derecho de suceder, de dis- 
poner de sus bienes y de recibir del mismo modo que los trun ceses en toe u 
la nación . d 

«Art. 2.° En caso de partición de una misma sucesión entre coherederos 
extranjeros y franceses, podrán éstos tomar de los bienes situado# 

1 rancia, una porción igual al valor de los bienes situados en país exulta 
jero, de los cuales hayan sido excluidos por cualquier titulo en wciu ¿ e 
leyes y costumbres locales. 
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que haya disposiciones contrarias á este principio en las leyes 

políticas ó en los tratados.»— Artículo 2.128. 

Conserva el Código francés en estos artículos, como en los 
anteriores, cierta hostilidad á los extranjeros, y parte, aunque 
sin consignarlo expresamente, del principio loúUS regit actum, 


por lo que concierne á la forma. 

Carece este Código, como se deduce de lo expuesto, de re- 
alas fijas y precisas. «No se trata sólo— dice Laurent— de dos ó 
tres reglas, que el legislador toma del Derecho tradicional; es 
la teoría de los estatutos toda entera. El Código hace con los 
estatutos lo que tiene por costumbre; se contenta con formu- 
lar algunos principios, dejando el cuidado de completarlos por 
la tradición á la doctrina y la jurisprudencia (!)•» 

Los Códigos promulgados con posterioridad al francés, lo 
imitan, en su mayor parte, conservando su vaguedad v sus 
deficiencias. Varios de ellos lo mejoran, sin embargo, en al- 
gunos puntos. Los Códigos de Berna, de 1825 (2), deFriburgo, 
de 1834 á 1849 (3), y de Argovia, de 1847 á 1855 (4), someten 
el estado y la capacidad de las personas á sus leyes nacionales. 
El Código de Chile, el más importante de América hasta hace 
poco, obra del insigne jurisconsulto Andrés Bello, imitado por 
los Códigos posteriores del Nuevo Mundo, no reconoce dife- 
rencia entre el chileno y el extranjero (5), y somete á la ley 
nacional de un modo expreso las obligaciones y los derechos 
nacidos de las relaciones de familia (6). 

Entre todos los Códigos civiles posteriores al francés, mere- 


(1) J) roit civil inter naiion al, t. II, pág. 68. 

, (D «Las i leyes civiles se aplican á las personas y á las cosas sometidas 
a la soberanía del Estado. No obstante, los ciudadanos berneses en el ex- 
tranjero y los extranjeros en Berna, serán juzgados en cuanto á su capa- 
cidad personal para todos los actos, según las leyes de su patria respecti- 
va.»— Artículo 4.° r 

(3) «.Las leyes concernientes al estado y la capacidad de las personas 
en los actos de la vida civil, rigen á los indígenas, aun residiendo en país 
extranjero.»— -Articulo 2 .° r 

t jf 1 * 3 * * * * 08 ‘-'Granjeros residentes en el Cantón son regidos, en cuanto á su es- 

su ^SSo’sf * aC ‘° S ^ k ' Ída CÍVÍI ’ P ° r kS l6yeS del P aíS de 

pa^Llníado' 9!° ad de l0S eXtra “ jer0S 86 juzga Seglín las de su 

cuanto d¡f r e , lloia e,ltre el chileno y el extranjero en 

? 0 f-b;bc!lo ó7.’ ÜU y S ° Ce de l0S llereeh0S Civiles Óc regla este 05- 

) ^ his le} es patiias que íeglan las obligaciones y derechos civiles 
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ce especial mención, en materia de extraterritorialidad, el Có- 
digo italiano de 1865, que ha reconocido ampliamente el pr i n _ 
cipio de la nacionalidad, y lo lia reglamentado como ninguno. 

Italia, la más nueva de las naciones, tenía interés en procla- 
mar el principio de la nacionalidad, en cuyo nombre había 
combatido. La Ciencia italiana completó la obra de los glosa- 
dores; enseñó que la nacionalidad era el principio del Derecho 
internacional, y que, por consecuencia, los derechos de los na- 
cionales debían ser respetados por todas partes; enseñó que las 
naciones estaban estrictamente obligadas á permitir la aplica- 
ción del Derecho extranjero, en tanto que la ley extranjera no 
atentase á su existencia ni á su conservación; dijo á los italia- 
nos que no debían esperar que sus derechos fuesen respetados 
por los otros, que debían comenzar por hacer, en provecho de 
los otros, lo que querían que éstos hiciesen por ellos: recono- 
ciendo la obligación que tenía de respetar los derechos ligados 
á la nacionalidad, adquiriría un título para reclamarlos en su 
nombre. Tal fué el pensamiento generoso y político que ins- 
piró el Código italiano. 

La tradición italiana es favorable á los extranjeros. Desde 
el siglo xin, un emperador de origen italiano, Federico II, 
grande entre los grandes, reconoció el derecho hereditario á 
los extranjeros, cuando el derecho de aubana constituía en 
Francia un derecho real. Un interés mal entendido hizo admi- 
tir por los autores del Código francés el principio de reciproci- 
dad, como condición del goce délos derechos civiles que el le- 
gislador concedía á los extranjeros. Esta condición fué abolida 
en Toscana en 1835. El legislador toscano declaró que la reci- 
procidad, establecida en el interés de los nacionales, era en 
realidad contraria á los verdaderos intereses del Estado (1). 

Las disposiciones que sobre la publicación, interpretación y 
aplicación de las leyes en general, preceden al Código italiano, 
tratan del estado y la capacidad de los extranjeros, de las re- 
laciones de familia, de los bienes muebles é inmuebles, de las 


permanecerán sujetos los chilenos, no obstante su residencia o domicilio 
en país extranjero:» 

cd.° En lo relativo al estado de las personas y á su capacidad para eje- 
cutar^ciertos actos, que hayan de tener efecto en Chile.» 

y2. En las obligaciones y derechos que nacen de las relaciones de ía- 
milia; pero solo respecto de sus cónyuges y parientes chilenos.» — Articu- 
lo 15. 

(1) Laurent, 1 . 1 , págs. 644 y 645. 
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sucesiones legítimas y testamentarias, de la forma de los ac- 
tos, del procedimiento, de las leyes penales y de las leyes pro- 

hibitivas y de orden público. . 

«El estado y la capacidad de las personas y las relaciones de 

familia se regularán por las leyes de la nación á la cual aqué- 
llas pertenezcan.»— Artículo G.° 

El Código francés habla sólo del francés, lo que ha permiti- 
do á los partidarios del interés nacional sostener que el extran- 
jero no podía invocar la disposición del art. 3.°; que el legis- 
lador abandonaba la cuestión á los Tribunales, los cuales de- 
bían decidir según el interés fraaeés. Esta estrechez de miras 
no ha sido bien acogida en Italia; el legislador, dice un legis- 
ta italiano, se lia inspirado en la noble idea de la fraternidad 
humana { l). La lógica de los principios y el verdadero interés 
nacional reclaman la igualdad completa: si una nación quiere 
que la ley personal de sus nacionales sea respetada en el ex- 
tranjero, debe comenzar por respetar la le} r nacional del ex- 
tranjero. 

El Código italiano extiende e] principio de la personalidad á 
las relaciones de familia. 

«Los bienes muebles están sometidos á las leyes de la nación 
del propietario, salvo lo dispuesto en contrario en la legisla- 
ción del país en la cual se encuentren aquéllos.» 

«Los bienes inmuebles están sujetos á las leyes del país en 
que radican.» — Artículo l.° 

«Las sucesiones legítimas y testamentarias, lo mismo en lo 
que se refiere al orden de suceder que á la entidad de los de- 
rechos hereditarios y á la validez intrínseca de las disposicio- 
nes, se regulan por las leyes de la nación á que pertenezca la 
persona de cuya herencia se trata, cualesquiera que sean los 
bienes y el país en que se encuentren.»— Artículo 8.° 

El Código italiano rechaza la teoría tradicional de ios esta- 
tutos, admitida en lo relativo á los inmuebles por el Código 
francés, que considera las sucesiones como pertenecientes al 
estatuto real. Se destruye con este sistema la unidad del patri- 
monio, habiendo tantas sucesiones como bienes situados en 
diferentes países. El gran progreso realizado por el Codito 
italiano consiste en hacer desaparecer esta anomalía, estable- 
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ciendo terminantemente el principio de la lenidad de la suce- 
sión, 

«La forma extrínseca de los actos entre vivos y de los de úl- 
tima voluntad, se determina en las leyes del lugar en el que se 
otorgan. Los contratantes y testadores están, sin embargo, fa- 
cultados para seguir la forma de sus respectivas leyes nacio- 
nales, siempre que aquélla sea común á todas las partes.» 

«El fondo y efectos de las donaciones y disposiciones de úl- 
tima voluntad, se reputan regulados por las leyes nacionales 
de los otorgantes. La substancia y efectos de las obligaciones 
se reputan regulados por las leyes del lugar en que se lleven á 
cabo; y si los contrayentes fuesen extranjeros y de nacionali- 
dad común, por las leyes de su país. Todo sin perjuicio de una 
voluntad distinta.» — Artículo 9.° 

«La competencia y la forma de los procedimientos se regu- 
lan por las leyes del lugar en el que se sigue el juicio.» 

«Los medios de prueba de las obligaciones se determinan 
por las leyes del lugar en el que se otorgó el contrato.» 

«Las sentencias pronunciadas por autoridad extranjera en 
materia civil, se cumplirán en el Reino cuando hayan sido 
declaradas ejecutivas en la forma establecida por el Código 
de procedimientos civiles, salvo lo dispuesto en los tratados 
internacionales.» 

«Las formas de ejecución de los contratos y de las senten- 
cias se regulan por la ley del lugar en el que hayan de cum- 
plirse.» — Artículo 10. 

«Las leyes penales, de policía y seguridad pública, obligan 
á todos los que se encuentren en el territorio del Reino.»— Ar- 
tículo 11 (1). 

«No obstante las disposiciones de los artículos precedentes, 
en ningún caso las leyes, contratos y sentencias de un país 
extranjero, ni las disposiciones y convenios particulares, po- 
drán derogar las leyes prohibitivas del Reino que se refieran 
á las personas, á los bienes ó á los contratos, ni las que, en 
cualquier forma, interesen al orden público y á las buenas 

costumbres.»— Artículo 12 (2). 

(1) Es la reproducción del párrafo l.° del art. 3.° del Código francés, 

(2) La primera parte de este artículo está tomada de Savigny y la se 
gunda del art. 6.° del Código civil francés, así concebido: ^Las leyes «pa 
interesan al orden público y á las buenas costumbres no pueden ^er ¿.cío 
gadas por convenciones particulares.» 
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Dentro del Código se hallan, además, disposiciones sobre 
los derechos del extranjero, el matrimonio, las aetas del esta- 
do civil y la hipoteca. 

^ | 7 | extranjero puede disfrutar de todos los derechos civiles 

atribuidos al ciudadano.»— Artículo 3.° 

«El matrimonio contraído en país extranjero entre ciudada- 
nos italianos, ó entre un italiano y un extranjero, es válido, 
siempre que se celebre en las formas establecidas en aquel 
país, y no haya faltado el ciudadano á las disposiciones con- 
tenidas en la' sección 2. a del cap. l.° de este título (De las 
condiciones ¡ iecesacuis paca contcaec TnatTimonio ) .» 

«Las publicaciones deben hacerse en el Reino conforme á lo 

dispuesto en los artículos 70 y 71.» 

«Si el contravente ciudadano no reside en elReino, se harán 
las publicaciones en la municipalidad de su último domici- 
lio.» — Articulo 100. 

«El ciudadano que haya contraído matrimonio en país ex- 
tranjero. debe, dentro de los tres meses siguientes á su regreso 
á Italia, hacerlo inscribir en el Registro del estado civil del 
municipio en que haya fijado su residencia, bajo una multa 
que podrá extenderse hasta la cantidad de 100 liras.» — Ar- 
tículo 101. 

«La capacidad del extranjero para contraer matrimonio se 
regula por la ley de la nación á que pertenezca.» 

«Sin embargo, queda sujeto el extranjero á los impedimen- 
tos enumerados en la sección 2. a del cap. l.° de este título.» — 
Artículo 102. 

«El extranjero que quiera contraer matrimonio en el Reino, 
debe presentar al oficial del estado civil una declaración de la 
autoridad competente del país á que pertenezca, en la cual 
conste que, conforme á la ley de su nacionalidad, no hay obs- 
táculo para la celebración del matrimonio.» 

«Si el extranjero reside en el Reino, debe además hacer las 
publicaciones con arreglo á las disposiciones de este Códi- 
go.»— Artículo 103. 

«Las actas del estado civil otorgadas en país extranjero 

hacen fe cuando se hayan observado las formas establecidas 
en las leyes del lugar.» 

«El ciudadano que haya obtenido una de estas actas debe, 
entro de los tres meses, remitir copia al Agente diplomático 
o consular más próximo, á no ser que prefiera transmitirla 
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directamente al oficial del estado civil indicado en el siguiente 
articulo.»— Artículo 367. 

«Los ciudadanos que residan fuera del Reino, tienen facultad 
para presentar las actas de nacimiento, matrimonio ó defun- 
ción. á los Agentes diplomáticos ó consulares, observando las 
formas establecidas en este Código.» 

«Los Agentes diplomáticos ó consulares y los oficiales que 
los representen deben, en el término de tres meses, remitir 
copia de las actas expresadas que les hayan remitido ó que 
hubieren recibido, al Ministerio de Negocios extranjeros, el 
cual cuidará de enviar:» 

«Las actas de nacimiento, al encargado del Registro civil 
del domicilio del padre del niño ó del de la madre, si el pri- 
mero no fuera conocido.» 

«Las actas de matrimonio, al encargado del Registro civil 
del municipio del último domicilio de los esposos.» 

«Las actas de defunción, al encargado del Registro civil del 
municipio del último domicilio del difunto.» — Artículo 368. 

«Las sentencias dictadas por la autoridad judicial extranjera, 
no producen hipoteca sobre los bienes situados en el Reino, 
sino cuando se haya ordenado su ejecución por la autoridad 
judicial del mismo, sin perjuicio de las disposiciones con- 
trarias establecidas por convenios internacionales.» — Ar- 
tículo 1.973. 


III 

Los Códigos civiles prusiano de 1794 y austriaco de 1811, se 
hallan inspirados en el principio territorial, dando la prefe- 
rencia al domicilio. 

Los primeros Códigos americanos, el de Bolivia de 1831, el 
del Perú de 1851 y el de Chile de 1855, están influidos, en ma- 
teria de extraterritorialidad, por el Código francés, y no pre- 
sentan modificaciones de importancia. 

El Código civil del Bajo Canadá de 1865, curiosa mezcla de 
la costumbre de París, del Código francés y de las leyes in- 
glesas, se inspira, como los de Prusia y Austria, en el principio 
territorial y sustituye la nacionalidad con el domicilio (Ib 
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Su título preliminar. De la promulgación, de la distribución , 
del Afecto, de la aplicación, de la interpretación y de la ejecu- 
ción de las leyes en general, contiene algunas disposiciones 
sobre les bienes inmuebles y muebles, las personas y los 

actos. . , . 

«Las leyes del Bajo Canadá rigen los bienes inmuebles que 

están en él situados.» 

• «Los bienes muebles se rigen por la ley del domicilio del 
propietario. Se aplica, sin embargo, la ley del Bajo Canadá,, 
cuando se trata de la distinción y de la naturaleza de los bie- 
nes, de los privilegios y de los derechos de prenda, de las 
cuestiones sobre la posesión, de la jurisdicción de lo& fiiibuna- 
Ies, del procedimiento, de la vía ejecutiva y del secuestro, de 
lo que interesa al orden público y á ios derechos del Soberano, 
así como en todos los demás casos previstos especialmente 
por este Código.» 

«Las leyes del Bajo Canadá, relativas á las personas, son 
aplicables á todos ios que en él se hallen, hasta á los no domi- 
ciliados, salva, en cuanto á estos últimos, la excepción mencio- 
nada al fin del presente artículo.» 

«El habitante del Bajo Canadá, en tanto que en él conserve 
su domicilio, se rige, aun estando ausente, por las leyes que 
regulan el estado 3' la capacidad de las personas; pero no se 
aplican al que no esté en él domiciliado, el cual queda some- 
tido á la ley de su país, en cuanto á su estado y su capaci- 
dad.»— Artículo 6.° 

«Los actos ejecutados fuera del Bajo Canadá son válidos, si 
se han seguido las formalidades exigidas por las leyes del lu- 
gar de ejecución.»— Artículo 7.° 

«Los actos se interpretan y se aprecian según la ley del lu- 
gar en que se han verificado, á menos que haya alguna ley 
en contrario, que las partes hayan expresado otro deseo, ó que 
por la naturaleza del acto, ó por otras circunstancias, aparezca 
la iurención de dar la preferencia á la ley de otro lugar; en 

estos casos se da efecto á esta ley, ó á esta intención expresa ó 
presunta.^ — Articulo 8.° 

El Código civil de la República Argentina de 1869 ;1\ ins- 
pirado también en el principio territorial, reglamenta amplia- 
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mente las cuestiones que son objeto de nuestro estudio, siendo 
acaso, bajo este punto de vista, el más importante de todos. 

Trata el título I preliminar de este Código. que lleva el epí- 
grafe De las leyes , de su fuerza obligatoria, de la capacidad ó 
incapacidad de las personas, de los actos y contratos, de las 
incapacidades contra la naturaleza, de los bienes raíces y 
muebles, de las formas y solemnidades, y de la aplicación y 
no aplicación de las leyes extranjeras. 

«Las leyes son obligatorias para todos los que habitan el te- 
rritorio de la República, sean ciudadanos ó extranjeros, domi- 
ciliado ó transeúntes.» — Artículo l.° 

«La capacidad ó incapacidad de las personas domiciliadas 
en el territorio de la República, sean nacionales ó extranjeras, 
será juzgada por las leyes de este Código, aun cuando se trate 
de actos ejecutados ó de bienes existentes en país extranje- 
ro.» — Artículo 6.° 

«La capacidad ó incapacidad de las personas domiciliadas 
fuera del territorio de la República, será juzgada por las leyes 
de su respectivo domicilio, aun cuando se trate de actos ejecu- 
tados ó de bienes existentes en la República.» — Artículo 7.° 
«Los actos, los contratos hechos y los derechos adquiridos 
fuera del lugar del domicilio de la persona, son regidos por 
la ley del lugar en que se han verificado; pero no tendrán eje- 
cución en la República, respecto de los bienes situados en el 
territorio, si no son conformes á las leyes del país, que reglan 
la capacidad, estado y condición de las personas.» — Artículo 8.° 
«Las incapacidades contra las leyes de la naturaleza, como 
la esclavitud ó las que revistan el carácter de penales, son me- 
ramente territoriales.» — Artículo 9.° 

«Los bienes raíces situados en la República, son exclusiva- 
mente regidos por las leyes del país, respecto á su calidad de 
tales, á los derechos de las partes, á la capacidad de adquirir- 
los, á los modos de transferirlos y á las solemnidades que de- 
ben acompañar esos actos. El título, por lo tanto, á, una pro- 
piedad raíz sólo puede ser adquirido, transferido ó perdido, *’e 
conformidad con las leyes de la República.» — Artículo 10. 

«Los bienes muebles que tienen situación permanente y que 
se conservan sin intención de transportarlos, son regidos por 
las leyes del lugar en que están situados; pero los muebles que 
el propietario lleva siempre consigo, ó que son de su uso per- 
sonal, esté ó no en su domicilio, como también ios que se ne- 
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npn «ara ser vendidos 6 transportados á otro lugar, son regi- 
dos por las leyes del domicilio del dueño.»-Artículo 11 

«Las formas y solemnidades de los contratos y de todo ins- 
trumento público, son regidas por las leyes del país donde se 
hubieren otorgado.» — Artículo 12. 

«La aplicación de las leyes extranjeras, en los casos en que 
este Código la autoriza, nunca tendrá lugar sino á solicitud de 
parte interesada, á cuyo cargo será la prueba de la existencia 
de dichas leyes. Exceptúanse las leyes extranjeras que se hi- 
cieren obligatorias en la República por convenciones diplomá- 
ticas ó en virtud de ley especial.»— Artículo 13. 

«Las leyes extranjeras no serán aplicables:» 

«l.° Cuando su aplicación se oponga al Derecho público ó 
criminal de la República, á la Religión del Estado, á la tole- 
rancia de cultos, ó á la moral y buenas costumbres.» 

«2.° Cuando su aplicación fuere incompatible con el espí- 
ritu de la legislación de este Código.» 

«3.° Cuando fueren de mero privilegio.» 

«4.° Cuando las leyes de este Código, en colisión con las 
leyes extranjeras, fuesen más favorables á la validez de los 
actos.» — Artículo 14. 

«Las convenciones particulares no pueden dejar sin efecto 
las leyes, en cuya observancia están interesados el orden pú- 
blico y las buenas costumbres.» — Artículo 21. 

Existen, además, muchas disposiciones en los varios títulos 
del Código, sobre el matrimonio, los contratos, la hipoteca y 
las sucesiones. 

«La validez del matrimonio, no habiendo poligamia ó in- 
cesto, es regida por la ley del lugar en que se ha celebrado, 
aunque los contrayentes hayan dejado su domicilio por no 
sujetarse á las formas y leyes que en él rigen.»— Artículo 159. 

«Los derechos y los deberes de los cónyuges son regidos 
por las leyes del domicilio matrimonial, mientras permanez- 
can en él. Si mudasen de domicilio, sus derechos y deberes 

personales serán regidos por las leyes del nuevo domicilio.»- 
Artículo 160. 

«El contrato nupcial rige los bienes del matrimonio, cuales- 
quiera que sean las leyes del domicilio matrimonial ó del nue- 
vo domicilio en que los esposos se hallaren.»— Artículo 161. 

«No habiendo convenciones nupciales, ni cambio del domi- 
cilio matrimonial, la ley del lugar donde el matrimonio se 
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celebró rige los bienes muebles ele los esposos, donde quiera 
que se encuentren, ó donde quiera que hayan sido adquiridos. 
Los bienes raíces son por la ley del lugar en que estén situa- 
dos.» — Artículo 162. 

«Si hubiese cambio de domicilio, los bienes adquiridos por 
los esposos antes de mudarlo, son regidos por las leyes del 
primero. Los que hubiesen adquirido después del cambio, 
son regido s por las leyes del nuevo domicilio. » — Artícu- 
lo 163. 

«Es válido en la República, y produce los efectos civiles, el 
matrimonio celebrado en país extranjero que no produzca allí 
efectos civiles, si lo ha sido según las leyes de la Iglesia ca- 
tólica.»— Artículo 164. 

«El matrimonio disuelto en territorio extranjero, en confor- 
midad á las leyes del mismo país, pero que no hubiera podido 
disolverse según las leyes de la República Argentina, no ha- 
bilita para casarse á ninguno de los cónyuges.» — Artícu- 
lo 165. 

«El matrimonio válido no se disuelve sino por muerte de 
uno de los esposos.» — Artículo 219. 

«El matrimonio que puede disolverse según las leyes del 
país en que se hubiese celebrado, no se disolverá en la Repú- 
blica sino en conformidad al artículo anterior.» — Artículo 220. 

«Los contratos hechos fuera del territorio de la República, 
serán juzgados en cuanto á su validez ó nulidad, su natura- 
leza y obligaciones que produzcan, por las leyes del lugar en 
que hubiesen sido celebrados.» — Artículo 1.205. 

«Exceptúanse del artículo anterior aquellos contratos que 
fuesen inmorales, y cuyo reconocimiento en la República re- 
sultare injurioso á los derechos, intereses ó conveniencias del 
Estado ó de sus habitantes.» — Artículo 1.206. 

«Los contratos hechos en país extranjero para violar las le- 
yes de la República, son ele ningún valor en el territorio del 
Estado, aunque no fuesen prohibidos en el lugar en que se 
hubiesen celebrado.» — Artículo 1.207. 

«Los contratos hechos en la República para violar los dere- 
chos y las leyes de una nación extranjera, no tendrán electo 

alguno.»— Artículo 1.208. 

«Los contratos celebrados en la República ó fuera de elle, 
que deban ser ejecutados en el territorio del Estado, serán 
juzgados, en cuanto á su validez, naturaleza y obligaciones 
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por las leyes de la República, sean los contratantes nacionales 

ó extranjeros.)' — Artículo 1.209. 

«Los contratos celebrados en la República para tener su 
cumplimiento fuera de ella, serán juzgados en cuanto á su va- 
lidez. su naturaleza y obligaciones, por las leyes y usos del 
país en que debieron ser cumplidos, sean ios contratantes na- 
cionales ó extranjeros.» — Artículo 1.210. 

«Los contratos hechos en país extranjero para transferir de- 
rechos reales sobre bienes inmuebles situados en la Repúbli- 
ca, tendrán la misma fuerza que los hechos en el territorio 
del Estado, siempre que constaren de instrumentos públicos 
y se presentaren legalizados. Si por ellos se transfiriese el do- 
minio de bienes raíces, la tradición de éstos no podrá hacerse 
con efectos jurídicos, hasta que estos contratos se hallen proto- 
colizados por orden de un Juez competente.» — Artículo 1.211. 

«En todos los contratos que deben tener su cumplimiento 
en la República, aunque el deudor no fuere domiciliado ó re- 
sidiere en ella, puede, sin embargo, ser demandado ante los 
Jueces del Estado.» — Artículo 1.215. 


«Si el deudor tuviere su domicilio ó residencia en la Repú- 
blica. y el contrato debiese cumplirse fuera de ella, el acreedor 
podrá demandarlo ante los Jueces de su domicilio, ó ante los 
del lugar del cumplimiento del contrato, aunque el deudor no 
se hallase allí.» — Artículo 1.216. 


-Puede constituirse hipoteca sobre bienes inmuebles exis- 
tentes en el territorio de la República, por instrumentos he- 
chos en países extranjeros con las condiciones y en las formas 
dispuestas por el art. 75, del título Be los contratos en general . 
De la hipoteca así constituida debe tomarse razón en el oficio 
de hipotecas, en el término de seis días, contados desde que el 
Juez ordene la protocolización de la obligación hipotecaria. 
Pagado este término, la hipoteca no perjudica á tercero. La 
hipoteca constituida desde país extranjero, debe tener una 
causa lícita por las leyes de la República.» — Artículo 3.129. 

«La capacidad para suceder es regida por la ley del dorni- 
mialio de la persona al tiempo de la muerte deí autor de la 

sucesión.»— Artículo 3.286. 
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en país extranjero de' que ellos fuesen excluidos por cualquier 
título que sea en virtud de leyes ó costumbres locales.»— Ar- 
tículo 3.470. 

«La ley del actual domicilio del testador, al tiempo de ha- 
cer su testamento, es la que decide de su capacidad ó incapa- 
cidad para testar.» — Artículo 3.611. 

«El contenido del testamento, su validez ó invalidez legal, 
se juzga según la ley en vigor en el domicilio del testador, al 
tiempo de su muerte.» — Artículo 3.612. 

«Los testamentos hechos en el territorio de la República, 
deben serlo en algunas de las formas establecidas en este Có- 
digo, bien sean los testadores argentinos ó extranjeros.» — Ar- 
tículo 3.634. 

«Cuando un argentino se encuentre en país extranjero, está 
autorizado á testar en alguna de las formas establecidas por 
la ley del país en que se halle. Ese testamento será siempre 
válido, aunque el testador vuelva á la República, y en cual- 
quier época que muera.» — Artículo 3.635. 

«Es válido el testamento escrito hecho en país extranjero 
por un argentino, ó por un extranjero domiciliado en el Esta- 
do, ante un Ministro plenipotenciario del Gobierno de la Re- 
pública, un Encargado de Negocios, ó un Cónsul y dos testi- 
gos argentinos ó extranjeros, domiciliados en el lugar donde 
se otorgue el testamento, teniendo el instrumento el sello de 
la Legación ó Consulado.» — Artículo 3.636. 

«El testamento otorgado en la forma prescrita en el artículo 
precedente, y que no lo haya sido ante un Jefe de Legación 
llevará el visto bueno de éste, si existiese un Jefe de Legación, 
en el testamento abierto al pié de él, y en el cerrado sobre la 
carátula. El testamento abierto será siempre rubricado por el 
mismo Jefe al principio y al fin de cada página, ó por el Cón- 
sul, si no hubiese Legación. Si no existiese un Consulado ni 
una Legación de la República, estas diligencias serán llena- 
das por un Ministro ó Cónsul de una nación amiga.» 

«El Jefe de Legación, y á falta de éste el Cónsul, remitirá 
una copia del testamento*abierto ó de la carátula del cerrado , 
al Ministro de Relaciones Exteriores de la República, y éste, 
abonando la firma del Jefe de la Legación, ó del Cónsul en su 
caso, lo remitirá al Juez del último domicilio del difunto en 
la República, para que lo haga incorporar en los protocolos 
de un Escribano del mismo domicilio.» 
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«No conociéndose el domicilio del testador en la República, 
el testamento será remitido por el Ministro de Relaciones Ex- 
teriores, á un Juez de primera instancia de la capital para su 
incorporación en los protocolos de la escribanía que el mismo 

Juez designo.» — Artículo 3.637. 

«111 testamento del que se hallase fuera de su pais sólo tendrá 
efecto en la República, si fuese hecho en las formas prescritas 
por la ley del lugar en que reside, ó según las formas que se 
observan en la nación á que pertenezca, o según las que este- 
Código designa como formas legales.»— Artículo 3.638. 

«Si el testador no puede testar sino en un idioma extranje- 
ro, se requiere la presencia de dos intérpretes, que harón la 
traducción en castellano, y el testamento debe en tal caso es- 
cribirse en los dos idiomas. Los testigos deben entender uno y 


otro idioma.» — Artículo 3.663. 

«Los que naveguen en un buque de guerra de la República, 
sean ó no individuos de la oficialidad ó tripulación, podrán 
testar ante el comandante del buque y tres testigos, de los cua- 
les, dos, á lo menos, sepan firmar. Se extenderá un duplicado 
con las mismas firmas que el original.» — Artículo 3.679. 

«El testamento será custodiado entre los papeles más impor- 
tantes del buque, y se hará mención de él en el diario.» — Ar- 
tículo 3.680. 


«Si el buque, antes de volver á la República, arribare á un 
puerto extranjero en que haya un Agente diplomático ó un 
Cónsul argentino, el comandante entregará á este Agente un 
ejemplar del testamento, y el Agente lo remitirá al Ministro 
de Marina, para los efectos que se ha dispuesto respecto al tes- 
tamento militar. Si el buque volviese á la República, lo entre- 
gara al capitán del puerto para que lo remita á iguales efectos 
al Ministerio de Marina.»— Artículo 3.681. 

«Si el que puede otorgar testamento marítimo prefiriese ha- 
cerlo cerrado, se observarán las solemnidades prescritas para 
esta clase de testamentos, actuando como ministro de fe el co- 
mandante del buque, ó su segundo, ante tres testigos, de los 
cuales, á lo menos dos, sepan firmar, observándose lo demás 

dispuesto en este capítulo para el testamento marítimo.»— Ar- 
ticulo 3.682. 


«luí los buques mercantes, bajo la bandera argentina 
podra testar en la misma forma que en los buques de guer 
haciéndose el testamento ante el capitán, su segundo ó el ] 
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loto, observándose en lo demás lo dispuesto pava loa testamen- 
tos hechos en un buque de guie mi. *— Artículo d.nsa. 

Los escritores argentinos deíienden el principio del domici- 
lio aceptado en su legislación, ya valiéndose de consideracio- 
nes que afectan especialmente á su país, ya teniendo en cuen- 
ta doctrinas de carácter internacional. 

«El domicilio, ha dicho Unger, y afirma Molina, es el cen- 
tro de la existencia jurídica de la persona, y el asiento de sus 
negocios; allí ejerce sus derechos; es, pues, allí, donde se en- 
cuentran las causas y circunstancias que determinan la, per-i 
sonalidad, y por consiguiente el estado.* 

«El individuo que abandona su patria, para, ir á estableen* en 
otra parte el centro de sus relaciones sociales y jurel i cas, el 
asiento de sus negocios y el bogar de su familia, renuncia, tá- 
citamente á la ley de su país, y se somete voluntariamente á 
la ley de su domicilio.» 

«En países como la República Argentina en que el número 
de extranjeros es considerable, conviene, el domicilio, por cuan 
to facilita las transacciones, sobre todo las mercantiles, que re- 
claman celeridad y rapidez en su ejecución, haciendo depon 
der la capacidad de los extranjeros de una ley generalmente 
conocida y fácil de veriíicar, lo que no sucede con la ley na. 
cional, porque la patria está generalmente, á grandes distan 
cias del país donde el extranjero contrata)/ (L). 

La doctrina y la legislación, dice, Alcorta, vienen. haciendo 
ha mucho tiempo una diferencia capital entre las reglas del 
Derecho público y las del Derecho privado. Existe esa diferen- 
cia en realidad, y es la consecuencia de la naturaleza misma 
de los hechos que produce la actividad, del hombre en las dos 
fases de su vida de relación. La persona, en sus relaciones eos 
el organismo político hace parte de este organismo, y en sus 
desenvolvimientos tiene que consultar sus, intereses: su. volun - 
tad como tal persona no se manifiesta en absoluto con inde- 
pendencia completa, porque ligada á un territorio que lorma 
una personalidad, sigue su suerte y contribuye á su manfem 
miento con una libertad relativa solamente, hiende lo mismo 
en el orden privado? 

No, sin duda. En el orden privado la persona respondo a su 
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propios intereses. Mientras que no hiere los derechos de los 
otros que obran en el mismo sentido, imprime á su desenvol- 
vimiento el impulso concordante con los resultados que busca. 
No tiene que dar cuenta de sus actos; está sola con sus dere- 
chos y deberes, y se mueve y se desarrolla formando y rom- 
piendo vinculaciones, que no hacen sino á su condición de 
persona y á sus manifestaciones puramente privadas. La per- 
sona es dueña de sí misma, no es elemento de otra persona. 

Asi, en el orden político hay un ciudadano, y en el orden 
privado un hombre. El ciudadano, como tal, está sujeto á un 
Estado y nación, que le imprimen sus caracteres propios. El 
hombre, como hombre, tiene sus derechos en su calidad de tal, 
derechos inalienables, y que le acompañan por donde quiera 
que dirija sus pasos. Para el primero, el Estado ha creado sus 
reglas, que son condición de su existencia. Para el segundo, 
las reglas principales son la consecuencia de su propia natu- 
raleza. No se concibe el primero, bajo el punto de vista in- 
ternacional, sin la sujeción del Estado. No se concibe el se- 
gundo sin una completa libertad en el ejercicio de sus rela- 
ciones privadas. 

Ante una separación tan radical, ante situaciones tan cla- 


ramente determinadas, no es posible aplicar las reglas de una 
ú otra, so pena de producir confusiones desastrosas. ¿Qué otra 
cosa sería aplicar la nacionalidad á las relaciones privadas? 
La nacionalidad es un carácter propio de la nación, es el ca- 


rácter que, como consecuencia del orden político, corresponde 
al ciudadano; y si se comprende que para sus relaciones como 
tal constituya la norma de su conducta, no se comprende que 
lo constituya para el hombre que es hombre ante todo, y que 
para ello no tiene otra sujeción que la de su propio derecho. 

Si se quiere buscar realmente la relación efectiva entre los 
vínculos jurídicos y la ley que les sea aplicable, hay que bus- 
carla en el orden privado y no en el orden político. En el or- 
den privado actúa el hombre y no el ciudadano, y en el orden 
político es el ciudadano y no el hombre el que se somete. Se 

nrMm 6n 6 [ iac * oualicla d para el ciudadano; no se com- 

!le susYctn! e í h ° mhre ’,V e tieneen su voluntad la sujeción 
tras nnp i i & política existe y se impone por sí, mien- 

*.T l i l6y C 6XÍge la manifesta ción extraña: la pri- 

imnonp T 6 C ° n ^, contra * a v °l u ntad de aquellos á quienes se 
impone; la segunda para nadie existe individualmente, míen- 
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tras lio provoquen su intervención actos espontáneos ó natu- 
rales, pero siempre privados. 

Entonces, decimos, tratándose de relaciones de Derecho pri- 
vado, es una confusión de las nociones jurídicas pretender 
sujetarlas á lo que no se ha formado para esas relaciones, sino 
para las puramente políticas; y es algo más, porque es lan- 
zar Jas relaciones privadas en las arbitrariedades de la polí- 
tica militante y en la confusión de nociones que hasta ahora 
no se ha podido hacer desaparecer. La nacionalidad viene de 
la nación; y aun aceptando, como perfectamente estableci- 
dos, sus caracteres, ¿qué tiene que hacerla nación con el ejer- 
cicio de los derechos de la persona? ¿Acaso la persona, como 
en los tiempos medioevales, hace parte de la tierra? El hom- 
bre como hombre, no tiene nacionalidad, porque no tiene 
nación; pertenece á la humanidad y no á territorio determi- 
nado; y si no tiene nación, imponerle su ley es un contrasen- 
tido jurídico. 

Si bien puede no responder el sistema del domicilio, á las 
miras de una política estrecha, responde, sin duda, á la polí- 
tica de las vinculaciones recíprocas, á la política de la comu- 
nidad internacional, á la política que deja á cada individuo 
su propia suerte y á cada Estado su completa independencia, 
en el ejercicio pleno de su personalidad. 

Y, en efecto, desapareciendo el aislamiento en que los Esta- 
dos se encontraban por sucesos religiosos ó políticos, desapa- 
reció también como consecuencia la sujeción, el vasallaje, 
que vinculaba perpetuamente el individuo al territorio, y 
cada persona tuvo el derecho de buscar, según sus convenien- 
cias, el lugar en que debía radicar su familia ó sus intereses, 
cambiando de sujeción política ó civil. De aquí la emigración 
como un acto puramente civil y la naturalización como un 
acto puramente político; y de aquí también que, admitida la 
disolución del vínculo político, tuviera que admitirse la del 
civil con entera independencia de aquél. ¿No es prueba de 
esto el hecho de consentir el cambio de domicilios sin con- 
sentir el de la nacionalidad? ¿Estaban acaso inspirados por 
otras ideas los escritores estatutarios, que daban por base de 
las relaciones civiles, con referencia á la persona, la ley del 
domicilio? 


o mu , 


Trasladada una persona de un territorio á 
éste todas las vinculaciones que abandona en el primero, haya 
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Sido su patria ó no. El individuo domiciliado en el extranjero, 
va desde el primer momento de su residencia contrayendo 
poco á poco mayores lazos con esta nueva sociedad, diferente 
en su organización, manera de ser, ideas y hasta costumbres 
de las de"su patria; al fijarse en medio de ella, habrá de parti- 
cipar de sus adelantos y de sus imperfecciones, de sus venta- 
jas y de sus inconvenientes, de sus dichas y de sus aconteci- 
mientos aciagos; sólo un mero transeúnte podría mantenerse 
ajeno y decirse extraño á sus vicisitudes, á este procedimiento, 
llamémosle así, de asimilación. Allí ejerce su profesión, su in- 
dustria, hace sus negocios, emplea su capital; su honradez, 
laboriosidad é inteligencia, producirán beneficios á esta socie- 
dad en contacto y unión con la cual vive, del mismo modo 
que á ella perjudicará su proceder imprudente y engañoso, ó 
ultrajará en los crímenes y delitos que cometa. ¿Cómo, pues, 
ha de imponérsele jurisdiccionalmente una condición civil 
distinta de aquella que rige la vida de esta sociedad? ¿Se invo- 
ca su ley nacional? ¿Pues ese individuo, domiciliado en el ex- 
tranjero, participa de hecho déla vida social correspondiente 
á su nacionalidad? 

Pero hay algo más: las vinculaciones serían difíciles, si no 
imposibles, entre los individuos délos diferentes países, desde< 
que la ausencia de toda asimilación en la vida civil traería 
forzosamente, como consecuencia, una mayor separación en- 
tre el ciudadano y el extranjero y todas las limitaciones al 
goce de los derechos civiles que fueron un tiempo de regla. 
¿Podría tampoco establecerse la igualdad entre los Estados, 
que es la condición de la comunidad internacional? 

Se comprende que los pueblos, que sufren los resultados de 
la emigración, pretendan que su ley siga al ciudadano adonde 
quiera que se radique para no levantarle el sello de vasallaje, 
con el cual cree mantener vivo el amor á la patria; mas sería 
realmente incomprensible que tuvieran que aceptar igual so- 
lución los Estados que se forman y se desarrollan por la inmi- 
gración. Para los unos, es cuestión de conservación de fuerza, 
de extensión de su propia autoridad fuera de su territorio. 

ara los otros, es cuestión de existencia como Estados. ¿Cómo 

jpvpa DCe 'A UU Estado 0011 tautas leyes como habitantes, esas 
leyes, no sólo riendo los actos políticos de generaciones su- 
cesiva^ sino aun los actos meramente civiles? ¿Cómo se pro- 
ducina esa homogeneidad, esa solidaridad indispensable entre 
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todos los que habitan un territorio, para llegar á la idea de la 
personalidad internacional? 

No: admitir la vigencia permanente de la ley civil extran- 
jera en la vida común de los Estados formados por inmigra- 
ción, dejar que todas las relaciones de familia, precisamen- 
te esas relaciones que forman el hogar, y con el hogar esos 
vínculos de sujeción al territorio, sería la más temeraria im- 
prudencia. Ni la República Argentina, ni Estado alguno for- 
mado por las grandes masas de inmigrantes que vienen de la 
Europa, podría aceptar el principio de la nacionalidad sin po- 
ner en peligro su independencia y sin desconocer los derechos 
inherentes á su soberanía (1). 


(1) Alcor ta. Curso de Derecho internacional privado . Tomo primero. 
Buenos Aires, 1887. Págs. 228 á 234. 


I 


‘íM rV 


CAPÍTULO III 


La extraterritorialidad en Alemania 

I.— Diversidad de legislaciones vigentes en Alemania. 

II. — Principios generalmente consignados sobre los conflictos de las leyes. 

III.— La extraterritorialidad y los trabajos preparatorios del Código civil alemán. 


I 

Ninguno de los veintiséis Estados que constituyen el Im- 
perio alemán posee la misma legislación civil. La diversidad 
de legislaciones y costumbres que existen en Alemania, hace 
del estudio del Derecho civil alemán una tarea particular- 
mente difícil. Hay «un fondo común de ideas y de principios, 
que ha permitido á la doctrina sistematizar el Derecho pri- 
vado alemán en su conjunto», y deducir de él los rasgos distin- 
tivos y verdaderamente nacionales, trabajo á que se han de- 
dicado, desde el principio de este siglo, con una autoridad in- 
contestable, los Bluntschli, los Beseler, los Gerber, los Kraut, 
los Mittermaier, etc.; pero, aparte de que estos jurisconsultos 
se han dedicado al estudio de los principios generales sin pe- 
netrar en los detalles de los usos particulares de cada país, es 
preciso no olvidar que están muy lejos de hallarse de acuerdo 
sobre las bases mismas del Derecho privado y sobre lo que 
debe entenderse por el Deutsches gemeine Recht (Derecho co- 
mún alemán) . Porque mientras unos consideran el Derecho 
romano como el Derecho común de Alemania y buscan en las 
Pandectas reglas para todas las materias no previstas en la 
ley positiva, otros, sin desconocer la autoridad del Derecho 
romano, buscan ante todo el complemento de las leyes escri- 
tas en los antiguos monumentos legislativos del país, en ios 
trabajos de los primeros juristas y en las colecciones de cos- 
tumbres y los estatutos locales de la Edad Media. 

Sin tomar parte en esta controversia, que divide á los juris- 


***■*«!- f ~ r JMTjB : ¡y 


-*& ■ 


64 




consultos de más allá del Rhin en romanistas y germanistas, 
se puede decir que tres legislaciones particulares dominan en 

Alemania: ,,, 

I El Derecho prusiano (Preussisches Lanar ectit }, 

II. El Derecho francés. 

III El Derecho común alemán ( DeV/isches Cfemeinrecht ) , 
más ó menos modificado por codificaciones particulares. 

El Derecho común no es más que una legislación subsidiaria, 
que suple la falta de leyes ó de costumbres locales, como el 
mismo Landrecht prusiano, introduciendo un Derecho nuevo, 
no excluía el Derecho anterior, y mantenía, ya las particulari- 
dades de las costumbres y estatutos locales, ya la autoridad 

subsidiaria del Derecho romano. 

El Derecho prusiano , debido á la iniciativa del Gran Fede- 
rico, fué puesto en vigor después de su muerte, en 5 de Fe- 
brero de 1794, bajo el título de Código general de los Esta- 
dos prusianos (Allgemeines Landrecht filr die Preusesischen 
Staaten). Se trató de evitar con él la confusión y la obscuridad 
que reinaban al principio del siglo xviii, por consecuencia de 
la mezcla incoherente del Derecho romano, del Derecho sajón, 
dejas costumbres locales y de las opiniones divergentes de los 
comentarios. 

A pesar de sus defectos, el Código general es una obra de 
originalidad extraña, con profundidad de ideas; el plan, el 
método, la extensión, los sistemas jurídicos, todo difiere de 
las tradiciones generalmente recibidas. 

El Landrecht prusiano está en vigor en la mayor parte de 
Prusia, en el Gran Ducado de Posen, en Silesia y en Sajo- 
rna, etc. 

El Código francés rige aún, con algunas modificaciones, en 
cierta parte de la Prusia rhenana, el Palatinado rhenano, el 
Hesse rhenano, el Ducado de Badén y la Alsacia-Lorena. 

El Derecho común alemán ( Deutsches Gemeinrecht) , que 
constituye con las costumbres locales el Derecho principal 
de todos los países alemanes que no tienen Código, y el Dere- 
cho subsidiario de los Estados cuya legislación civil ha sido 
codificada (Badén, Baviera, Prusia, Sajonia y Wurtemberg), 
es «el conjunto de reglas y de principios tomados de los tex- 
tos del Derecho romano, de las antiguas costumbres germá- 
mcas de las antiguas compilaciones, de los estatutos de las 
ciudades, del Derecho canónico, de las leyes generales del 
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Imperio, y, en fin, de las leyes particulares dictadas por el 
Soberano de cada Estado». Se debe á las penosas indagaciones 
de los jurisconsultos y debe ser estudiado en los tratados de 
Eichorn, Mittermaier, Boehmer, Blunstchli, Beseler, Walter, 
Kraut, etc. 

El Derecho común alemán está vigente en las provincias pru- 
sianas del Schleswig-Holstein, en parte de Hannover, en el 
Hesse-Nassau, en una parte de Baviera, en Wurtemberg y en 
Sajonia; en estos tres últimos territorios con codificaciones 
particulares, etc. 

Hacia la misma época (1753) que el rey Federico de Prusia 
ordenaba la preparación de un Código, la emperatriz de Aus- 
tria María Teresa daba también el mismo encargo á una Co- 
misión de magistrados y de abogados. El Código austriaco re- 
cibió la sanción del Emperador el 7 de Julio de 1810. Un de- 
creto de l.° de Julio de 1811 lo declaró ejecutorio á partir del 
l.° de Enero de 1812, con el título de Código civil general de 
todos los países alemanes hereditarios de la Monarquía Aus- 
tríaca (Allgemeines MrgerlicJies Gesetzlmch für die gesammten 
Deutschen ErUanderdes OesterreicMschen MonarcMe.) 

El Código general ha sido promulgado sucesivamente en las 
diversas provincias del Imperio , y hoy se halla vigente en todo 
el territorio del mismo. Aunque no puede colocarse entre los 
que han tomado por base el Código civil francés, hay que re- 
conocer que se parece más á éste que á los Códigos bávaro y 
prusiano. Su redacción es generalmente clara y concisa. Pue- 
de criticársele por su carácter demasiado doctrinal. 

Numerosos cambios y adiciones se han introducido, tanto 
en el Código de Prusia como en el de Austria. 

Desde que Alemania forma un Estado federativo, cuyos ór- 
ganos gozan, en virtud de la Constitución, de una amplia com- 
petencia, extendida, en materia de Derecho civil, por la ley im- 
perial de 20 de Diciembre de 1873, se ha promulgado una serie 
de leyes especiales, aplicables á todo el territorio y relativas h 
diversas ramas del mismo Derecho. Estas leyes son de dos pro- 
cedencias: unas se han dictado entre 1866 y 1870 para la Con- 
federación del Norte, y se han extendido á todo el Imperio por 
una disposición adicional á la Constitución de. .16 de Abrn 
de 1871; otras son leyes del Imperio, propiamente dichas, pro- 
mulgadas después de estar en vigor la Constitución de 18/1. 
Entre las primeras, conviene mencionar las leyes de 4 ue 
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Mavo (le 1868, abrogando restricciones de policía en materia 
¿e matrimonio, y de 4 de Mayo de 1810 sobre los poderes de 
los Cónsules federales en materia de matrimonio. 

Entre las segundas, deben citarse las de 6 de Febrero de 1875 
sobre el estado civil y el matrimonio, y de 17 de Febrero del 
mismo año sobre la mayoría de edad. 

El Código austríaco ha sido modificado, entre otras disposi- 
ciones, por la ley de 25 de Mayo de 1868 sobre los matrimonios 
civiles la de 18 de Julio del mismo año sobre los registros de 
nacimiento, de matrimonio y de defunción de los israelitas, y 
la de 9 de Abril de 1870 sobre matrimonio de los no católicos. 

Las fuentes del Derecho civil alemán son diferentes, no sólo 
de Estado á Estado, sino aun en el mismo Estado, de provin- 
cia á provincia y á veces de distrito á distrito. Según una es- 
tadística hecha hace diez y ocho años, y cuyas proporciones, 
salvo el aumento general de la población del Imperio, son aún 
exactas, el Código prusiano rige, en cifras redondas, á 18 millo- 


nes de habitantes; el Derecho común, á 14 millones; el Derecho 
francés, á 7.600.000; el Derecho sajón, á 2.800.000; el Derecho 
jutlandés (Jydske Lov), el Derecho frisón y el Derecho danés? 
á 400.000 (sobre un total de 42.800.000 almas). 

En general, el dominio de estas diversas legislaciones no 
tiene los mismos límites que las circunscripciones políticas; en 
otros términos, salvos los Estados sajones, que se rigen exclu- 
sivamente por el Derecho sajón, la mayor parte de los Estados 
aplican más ó menos caprichosamente tres ó cuatro sistemas 
diferentes. Así, en la Monarquía Prusiana, el Códig'o (Lan- 
drecht ) se observa al mismo tiempo que el Derecho común, el 


Derecho francés, el Derecho danés, el Derecho frisón y el Jyds- 
ke Lov; en Baviera rigen el Derecho común, el Derecho fran- 
cés y el Código prusiano; ciertas partes de los dos Grandes Du- 
cados de Hesse y de Oldemburg’o se rigen por el Derecho co- 
mún, otras por el Código civil fraucés. A la inversa, el Código 
pi usian o tiene fuerza de ley en territorios que dependen hoy 
de las tres coronas de Prusia, de Baviera y de Sajonia Wei- 
mar; el Derecho francés está en vigor, no sólo en Alsacia-Lo- 
rena y en el gran ducado de Badén, sino también en las pro- 
vincias pertenecientes á Prusia, á Baviera, á Hesse y á Oldern- 
burg-o; el Derecho común, al que se liga toda la Alemania 
cential y septentrional (Baviera, Wurtemberg, Oldemburgo, 
Mecklem burgo, pequeños Estados de Turingia, etc.), rige 
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también, en concurso con otros, en Prusia, Hesse y los Duca- 
dos de Sajonia. 

El Derecho francés y el Derecho sajón ejercen, como el Có- 
digo civil austríaco, una autoridad sin límites en los territo- 
rios en que dominan. Por todas partes, de otro lado, es preciso 
distinguir el Derecho particular del Derecho subsidiario: el 
Código prusiano no es más que un Derecho subsidiario para 
aquellas provincias en que se aplica que poseen una legisla- 
ción civil particular; y del mismo modo, el Derecho común 
alemán en su territorio no hace más que completar en lo ne- 
cesario los derechos [Landrechte) locales (1). 


II 

En los tiempos primitivos, y hasta bajo los Reyes francos, 
era regla que cada hombre fuese juzgado según la ley de su 
pueblo y de su clase: el romano según el Derecho romano, el 
franco según el Derecho franco, el sajón según el Derecho 
sajón, y, bajo otro punto de vista, el noble, el ingenuo, el 
siervo, según la ley de sus iguales. 

Cuando los Estados adquirieron más consistencia, los pue- 
blos tuvieron relaciones más frecuentes y los inconvenientes 
de semejante legislación se hicieron sentir, el principio del 
Derecho nacional y, en cierto modo, individual, cedió poco á 
poco el puesto al principio territorial, y llegó á ser regla ge- 
neral que la ley de un país rigiese para todos los que en él se 
encontraran, siquiera fuese temporalmente. 

Pero no se tardó mucho en comprender que, de aplicarse 
rigurosamente semejante regla, había de embarazar inne- 
cesariamente las relaciones internacionales, y que no era 
oportuno imponer al extranjero las leyes del país que iba á 
habitar, por opuestas que fueran las disposiciones de éstas á 
su propia legislación. 


(1) Rotb. System des d e u ts che n Privatre c h ts . T. I. Tubingen, 1880. - 
Lehr. Tratado de Derecho civil germánico ó alemán , traducido libremente 
por D. Domingo Alcalde Prieto. Madrid, 1878.— Lehr. Traite clemcntairc 
de Droit civil germanique (Allemagne et Autriche). T. L. París, 1892. 
Arniaud, obra citada. — Niemeyer. Positives ínter nation ales Privatrecht. 
Nebst Uebersicbteu ueber die .Rechtsquellen. Erster Tlieil. D as in Datas - 
chland geltcnde intern aliónale Privatrecht. Leipzig, 1801. — Rrjuirta/rc d§ 
néral alphabétique du Droit franqais publié sous la direction de L 1. ^ ,!/ K L 
Hermán par MM. Carpentier et Frerejouau du Saint. Tome <juatnenic. 
París, 1888. Allemagne, minas. 382 y siguientes. 
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Yamos k limitarnos á indicar sumariamente cómo resuelven 
los Códigos de Alemania y Austria los conflictos de las legis- 
laciones en las diferentes partes que abraza el Derecho civil. 

l.o capacidad de las personas.— En esta materia esencial- 
mente personal de la capacidad jurídica, de la fijación de la 
mayoría de edad y del derecho al matrimonio, se aplica el 

derecho personal. 

El derecho personal de cada individuo es en muchos países 
la nacionalidad: cada persona goza en el extranjero, y á la 
inversa, cada extranjero goza en el lugar en que se halle, de 
toda la capacidad que le reconoce su ley nacional. 

En Alemania es más bien el domicilio, ó por mejor decir, 
la residencia permanente, el lugar donde se tiene el princi- 
pal establecimiento (Wohnsitz), el que determina la ley de 
que se depende. Los Códigos, sin embargo, no enuncian el 
principio de una manera uniforme. 

El Código prusiano ( Introducción , § 23) dispone textual- 
mente: «La capacidad jurídica de la persona se rige por las 
leyes del distrito de su domicilio real.» 

El Código civil austríaco dice de igual modo: «§ 34. La ca- 
pacidad jurídica de los extranjeros se rige según las leyes á 
que están sometidos en razón á su domicilio ó en razón á su 
nacimiento y á su nacionalidad, si no tienen domicilio real, 
á menos que la ley, en casos particulares, no haya establecido 
otra cosa. — § 35. Un acto jurídico realizado en Austria por un 
extranjero, y por el cual éste confiere derechos á terceros sin 
obligarles recíprocamente hácia él, debe ser juzgado ya según 
este Código, ya según la ley nacional del extranjero, según que 
una ú otra legislación favorezca más la validez de la conven- 
ción. — § 36. Cuando un extranjero contraiga una obligación 
sinalagmática con un ciudadano, el acto debe ser exclusiva- 
mente juzgado según este Código; pero cuando la haya con- 
cluido con un extranjero sólo se aplica este Codigo en el caso 
en que no se pruebe que las partes deseaban someterse á otra 
legislación. § 37. Cuando extranjeros contraten con extran- 
jeros ó con austríacos en territorio extranjero, estos actos de- 
ben ser juzgados según las leyes del lugar en que se ha ulti- 
mado el asunto, á menos que las partes no hayan claramente 
manifestado su voluntad de someterse á otra legislación y 
salvo lo dispuesto en el art. 4.°» Según éste, «las leyes obligan 
a los austríacos en el extranjero relativamente á su capaci- 
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dad, y rigen sus actos en cuanto puedan ejecutarse en el in- 
terior». 

El Código sajón, que es mucho más reciente, de 1863, con- 
signa claramente el principio de la ley nacional: «Art. 7.° La 
capacidad jurídica de una persona debe ser regida según las 
leyes del país del que sea súbdito. Sin embargo, lo es según 
la ley sajona, cuando se trate de una obligación que resulte 
para un extranjero de un acto efectuado en Sajonia.» — Ar- 
tículo 8.° 

2. ° Derechos reales . — En lo que concierne á los inmuebles, 
no hay divergencias: se rigen siempre, con todos los derechos 
que pueden gravarlos, por la lex reí sitce , cualquiera que sea la 
nacionalidad de sus propietarios (1). 

En cuanto á los muebles, la cuestión es más controvertida: 
en Prusia y Austria, se rigen por la misma legislación que su 
propietario, según la antigua regla mobilia ossibus inhee- 
rent (2). 

En otros países, se tiende más bien hoy á admitir, de acuer- 
do con los autores más acreditados, que toda cosa corporal, 
mobiliaria ó inmobiliaria, debe seguir la ley del lugar en el 
que se halle (3) . 

3. ° Obligaciones. — Para la forma exterior locus regit actmn , 
pero deben también tenerse en cuenta las exigencias, ya de la 
ley del domicilio de las partes, cuando prescriba para el acto 
particular de que se trate ciertas medidas especiales de segu- 
ridad ó de precaución, ya de la ley del lugar en que se desee 
sacar provecho del acto, si esta ley sólo lo reconoce mediante 
el cumplimiento de una formalidad sacramental (4). 

En lo que concierne á la validez intrínseca de una obliga- 
ción convencional, puede ser juzgada según la ley, ya del lu- 
gar en que el contrato debe ser ejecutado, ya del domicilio de 
las partes, ya del lugar en que ha sido ultimado el contrato. 
Se atiende primero á la ley que las partes han tenido intención 
de seguir. Cuando no han expresado sus intenciones en este 
punto, se aplica en Austria y Baviera, primero la ley del lugar 
en que el contrato debe ser ejecutado, después la del lugar en 


(1) Cód. prus., Introd., § 22; Cód. bav., 1, ‘2, § 17; Cód. aust., 300. 

(2) Cód. aust., el mismo artículo; Cód. prus., Introd., § 28. 

( 1 2 3 4 ) 10; Cód. bav., 1, 2, § 17; Eoth, § 51; Savi. 

VIH, 171; Unger, § 23, 46. 

(4) lioth, § 51, texto y nota 125. 
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que se ha ultimado (1); en Sajonia, la primera de las dos. Pero 
la cuestión se halla muy lejos de estar fijada sobre esta cues- 
tión delicada y controvertible entre todas (2). Cuando no se . 
precisa el lugar en que el contrato debe ser ejecutado, se pre- 
sume que debe serlo en el domicilio del deudor, en el lugar en 

que tenga el centro de sus negocios. 

Hay, por otra parte, casos en que las clausulas y las conse- 
cuencias de un contrato dependen, no de la voluntad expresa 
6 presunta de las partes, sino de las disposiciones de la ley, 
por ejemplo, en materia de acciones. En estos casos, se atien- 
de á la lev del Tribunal competente para decidir eventual- 
mente sobre las cuestiones litigiosas. 

Las obligaciones legales se rigen por la ley del domicilio 
del deudor 3 ; las derivadas de un delito ó cuasi delito, por 
las del lugar en que el acto perjudicial se ha cometido, en 
tanto que la obligación de reparar el daño se derive de la vio- 
lación de la ley local, pero, además, por la lex fori; es decir, j 

por la legislación del lugar en que se permita hacer valer la 
obligación. Así, un hijo nacido de unión ilegítima en Francia, 
donde la investigación de la paternidad está prohibida, no 


puede aprovecharse de la ley alemana para intentar una ac- 
ción de investigación de la paternidad en Alemania, aun en el 
caso en que el autor de sus días haya venido más tarde á fijar 
allí su domicilio. A la inversa, las relaciones ilegítimas han 
tenido lugar en Prusia, donde la investigación de la paterni- 
dad está permitida: el hijo no podrá intentar su acción en 
Francia, donde está prohibida por la ley pij. Según el art. 708 
del Código sajón, se debe atender, en materia de actos ilícitos, 
á la ley del domicilio de la parte lesionada. 

4ó Derechos de familia . A. Matrimonio . — En materia de 
pi omesas de matrimonio, se sigue para la forma la ley del 
lugar en que se cambien las promesas; para el fondo la ley 
del domicilio de las partes, y si no residen en el mismo lugar, 
la del domicilio del demandado. 

En cuanto al matrimonio mismo, las formas de la ceiebra- 
n e en poi la lex loci; las condiciones de validez iutrín- 


foj Divilrecht, § 16, 69 y 70; CAL aust., 64, 37. 

(3) Cod. prus., Introd., § *26. 

254 ).) bt ’ Uteücla del Tri buuaÍ Superior de Berlín (Seuffert, Archiv., IH> 
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seca se rigen, en general, en Alemania, tanto bajo el punto 
de vista del marido como de la mujer, por la ley del domicilio 
del marido, sin que un cambio ulterior del domicilio inñuya 
en nada sobre la validez de un matrimonio, regular según 
esta ley. Pero en las comarcas regidas por el Código francés 
y en el Gran Ducado de Badén, según la ley de 9 de Diciembre 
de 1875, art. 23, se debe exigir que el cónyuge sometido á 
estas leyes en razón á su nacionalidad satisfaga sus exigen- 
cias, no obstante el domicilio que pueda haber elegido (1), y 
el Código sajón dispone expresamente que, para apreciar si un 
matrimonio puede ser contraído ó disuelto, hay que colocarse 
en el punto de vista de la ley del Estado del que sea súbdito el 
marido. 

La potestad marital se determina, en cuanto á la persona 
de la mujer, por la ley del domicilio conyugal actual; puede, 
pues, encontrarse aumentada ó disminuida en razón á los 
cambios ulteriores de domicilio. 

Para el divorcio y todas sus consecuencias, se atiende ala 
ley vigente en el domicilio del marido en el momento en que 
se promueva la acción. 

Los contratos de matrimonio deben ajustarse á la ley que 
rija la celebración misma de la unión conyugal, y por consi- 
guiente, aun cuando precedan á esta celebración, á la ley del 
domicilio del marido. Los efectos del matrimonio en cuanto á 
los bienes de los esposos, se determinan por la ley del domicilio 
que tenía el marido en el momento del matrimonio, cualquiera 
que sea por otra parte la situación de los bienes. A falta de con- 
trato, los esposos se someten, desde la celebración, al régimen 
del Derecho común en la localidad en que el marido esté domi- 
ciliado. 


La lex domicilii fija los derechos de administración del 
marido, la capacidad concedida á la mujer, la posibilidad de 
donaciones entre esposos, el régimen matrimonial y las con- 
secuencias de las segundas nupcias. La cuestión de saber si 
un cambio posterior de domicilio lleva ó no consigo una mo- 
dificación en el régimen así constituido, se resuelve de dife- 
rente modo en la doctrina y la jurisprudencia; sin embargo, 
la negativa, es decir, la persistencia del régimen primitivo 
predomina hoy, aun fuera de los países en que la ley e^o- 


(1) Cód. civil francés, 170. 


J ■** 


blece disposiciones en tal sentido (1). «No-dice M. Roth-por- 

A i • i f -- Z i a va I a mn i rl a K a a a%% 


que el liecho de estar sometido á un régimen legal debe ser 

j. i • A r. oí ívmTi Pinn XT no ana 


asimilado bajo el punto de vista de su significación y de sus 
efectos á un contrato tácito, sino porque las consecuencias 
jurídicas que se desprenden directamente de la conclusión 
del matrimonio, no pueden tener otra duración que el matri- 
monio mismo.» 

B. Patria potestad . — La patria potestad nace y se extin- 
gue conforme á la ley del lugar en que el padre esté domici- 
liado en este momento; los efectos en cuanto a la persona y 
en cuanto á los bienes de los hijos, se regulan según la ley 
del domicilio actual del padre. La misma ley fija las condicio- 
nes de la legitimación ó de la adopción. 

C. Tutela.— Las tutelas y cúratelas se rigen por la ley del 
lugar en que se constituyan; es decir, como regla general, 
por la ley del domicilio del pupilo. Esta ley determina los 
casos en que ha lugar á constituir tutela ó cúratela, los mo- 
dos de discernirlas, los derechos y obligaciones del tutor, 
cualquiera que sea, por otra parte, la situación de los bienes 
que deban administrarse. 

D. Hijos naturales . — Las relaciones jurídicas entre el hijo 
natural y su madre ó la familia materna, se regulan según la 
ley del domicilio de la madre. La cuestión de saber según 
qué ley debe ser juzgada una acción de alimentos intentada 
por el hijo contra su padre, es muy discutida; no sólo hay 
partidarios de la ley del demandado, sino también aun entre 
los que admiten en principio la ley propia del hijo, es decir, 
la del domicilio de su madre, unos quieren que sea la ley de 
la madre en el momento del nacimiento, y otros en el mo- 
mento de la concepción del hijo. M. de Bar, de acuerdo con 
la jurisprudencia más reciente, se decide por esta última ley, 
de una parte, porque el derecho del hijo data de su concep- 
ción, aunque sólo pueda ser ejercido más tarde, y de otra 
parte, porque si se adoptase la ley del lugar del nacimiento, 
dependería de la madre modificar arbitrariamente las obliga- 
ciones del padre, cambiando de domicilio entre la concepción 
y el nacimiento (2). 


Cüd.laj\^ C ]4 ^ Le y de AVurtemb. 12 Septiembr 

(^) Bai . Inter. Prw t. I, mira. 204. 


e 1 S 1 4 ; 


i. w» .j . .i 


73 


5.° Sucesiones . — Todo lo que toca á las sucesiones, los de- 
rechos de los herederos, su orden respectivo, la cuantía de las 
legítimas, el modo de adquisición de los bienes hereditarios y 
la administración de la sucesión, se rigen porta ley del últi- 
mo domicilio del difunto, sin tener en cuenta la situación de 
los bienes. Tal es á lo menos el principio que ha prevalecido 
en los países de Derecho común y en Prusia. En Austria, por 
el contrario, la sucesión de un austriaco, se rige exclusiva- 
mente por el Derecho austriaco; la de un extranjero por su 
ley nacional, en cuanto á los muebles, y por la lex rei sita, 
en cuanto á los inmuebles (1), según la regla francesa. En el 
Gran Ducado de Badén, la sucesión de un extranjero se rige 
por su ley nacional (2). 

En materia de testamentos y de pactos sucesorios, el testa- 
dor puede elegir entre las formas autorizadas, ya en el lugar 
en que los otorgare, ya en su domicilio; su capacidad personal 
se juzga según la lex clomiciiii , y lo mismo sucede respecto á 
la validez de las disposiciones del testamento. 

Las sucesiones en caso de desheredación, se rigen igual- 
mente por la ley del último domicilio del difunto; al Estado de 
que este domicilio dependa deben ser eventualmente atribui- 
das. Sin embargo, en varios países, principalmente en Bavie- 
ra, es una regla que los bienes, ó á lo menos los inmuebles, se 
someten al Estado en cuyo territorio se hallen (3). 

Cuando el testador instituye un fideicomiso, que tenga por 
efecto someter una parte de su haber á reglas especiales, la 
lex rei sita, y no la lex domicilii , determina las condiciones de 
validez de la fundación; pero la última, precisando los dere- 
chos de los herederos á la legítima, determina si tienen ó no 
el derecho de atacar el fideicomiso como inoficioso. 

6.° Acciones . — Las formas del procedimiento y las acciones 
admisibles se regulan según la lexfori; dependen, por su na- 
turaleza misma, de la organización judicial y de la constitu- 
ción del país. 

Debe añadirse, por último, que, según principios uni versal - 


(1) Hofdekret de 22 de Julio de 1812; ley de í) de Agosto de 1854, 
§ 2 y 21. 

(2) Constitutionsedikt V I de 1808; sentencias de la Corte de Mannlienu 

de 24 de Marzo de 1862 y 23 de Abril de 1863 (Seutfert, Archín, X \ NI. 
204). J 

(3) Cod. prus., II, 16, § 28, 29; Roth. Bayr. C ^icilrccht, § jpt °° í 
Deutsches Prioatrecht, § 51, IV, 3. 
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mente admitidos, las leyes de policía y de seguridad, las leyes 
concernientes al orden público y las buenas costumbres, obli- 
gan indistintamente & todos los que habiten en el territorio (1). 

III 

El 20 de Diciembre de 1883 votó el Rcichstdg una ley, que, 
modificando el párrafo 13 del art. 4.° de la Constitución del 
Imperio, extendía las atribuciones legislativas del Reichstdg á 
todas las materias del Derecho civil. Esta decisión fué pronto 
seguida de dos Comisiones, encargadas sucesivamente, y con 
diversos títulos, de preparar un proyecto de Código civil único, 
aplicable á todos los Estados alemanes que forman parte del 

Imperio. 

El 27 de Diciembre de 1887, catorce años después de haber- 
se votado la ley, el consejero íntimo Dr. Pape, presidente de 
la Comisión del Código civil, envió al Canciller del Imperio el 
resultado de los trabajos de esta Comisión con una Memoria 
sobre lo que quedaba que hacer para completar su obra. El 
proyecto fué pronto impreso y dado á conocer al público, que 
lo esperaba con impaciencia é inquietud (2). 

En efecto, desde el verano de 1874, época en que comenzó 
esta Comisión sus trabajos, raramente había dado noticias de 
ellos. La lentitud relativa con que procedía extrañaba tanto 
más, cuanto que al principio había hecho concebir esperanzas 
casi ilusorias sobre la terminación del proyecto. 

Se nota desde el principio la lentitud extrema de sus traba- 
jos preliminares. No hay que olvidar, además, que Alemania 
está lejos de poseer el texto definitivo de su Código. Será bas- 
tante que entre en vigor al comieuzo del siglo xx. «Si este 
cálculo es exacto, dice un autor alemán, estos trabajos ha- 
brán durado un cuarto de siglo, espacio de tiempo bien corto 
para la vida de un pueblo, y en todo caso, no demasiado largo 
para realizar una obra más duradera que el bronce d6Te pe- 
7 enmus } que debe aumentar en Alemania la prosperidad y la 


Antríoh^ h ^J rra T é Í lé ^ en ^ e de , Broit civil germanique (Allemagne 
■hn civil 1 mC P Pa ™> pag«- 24 á 51. — Idem. Tratado de Del 

Madrid! 1878rpág S . Ü 25 Í'IT' libremente por Alcalde Priei 

•le' ( ll ) GrfS / ptó * \¡^ llemand ' tradUÍt aV6C Introductiou P ar Ra0 





civilización, completar la unidad legislativa y contribuir á la 
g*loria duradera del espíritu alemán, por la comparación de esta 
obra con las análogas disposiciones de otros países» (1). 

Los alemanes excusan fácilmente estos retardos por el sello 
de originalidad y por la seguridad que tienden á dar á su nue- 
va creación; pero hay otra causa infinitamente más simple: la 
dificultad misma de un trabajo de este género en Alemania. 

El proyecto está dividido en cinco partes, y comprende 
2.164 artículos; 12.309 páginas autografiadas en folio contie- 
nen los primeros proyectos, las enmiendas y los acuerdos con 
sus motivos (2) . 

El Código civil no establecerá de una manera completa y 
absoluta la unidad de legislación civil en toda Alemania. La 
ley poniéndola en vigor contendrá sólo una disposición, se- 
gún la cual las leyes particulares de cada Estado no subsisti- 
rán mientras no se haya dispuesto que se mantengan. 

Algunas materias comprendidas en el Código francés, pero 
en realidad extrañas al Derecho civil, han sido eliminadas del 
proyecto. Tales son las reglas concernientes á la nacionali- 
dad, que pertenecen más bien al Derecho público, y todas las 
que son del dominio del procedimiento (medios de prueba, 
modo de llevar el registro civil, etc.). 

La Comisión encargada de la redacción del proyecto se ha 
preguntado si había lugar á introducir en el Código civil las 
reglas del Derecho internacional privado; se ha abstenido de 
resolverla, considerando que la cuestión está dominada, en 
gran parte, por consideraciones de orden político. Ha formu- 
lado, sin embargo, sus principios en 26 artículos, que for- 
man un apéndice especial, reservándose decidir si procedía ó 
no incorporarlos al Código, y en caso afirmativo, si habían de 
ser publicados con el proyecto. En efecto, no lo han sido (3). 

Los jurisconsultos alemanes han ido inclinándose, en estos 
últimos tiempos, á dar la preferencia, en materia de extrate- 


0) Heigel. Die deutschen Einheitsbestrebungen auf don. (i chirle des 
bürgerlichen Eechts. Allgemeine Zeitiuig (leí 15 de Marzo de 1S8S (Bei- 
líige). 

v ítr) ^ r * oux - Etude sur V origine du projet de Coda civil pour IE ni pin 
lAUemagne . Bulletin de la Societe de Législatiou comparee. lome o- 

18 /ol 89 A ParíS ’ l889 > P% S - 74 á 102 - • /, ('ule 

(3) Bufuoir. Communic atio n sur la partie genérale du pnpet * 

civil allemand. Bulletin de la ISociétó de Législatiou compar e. ‘ 111111 « ' 

1888-89, págs. 144 á 165. 
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rritorialidad, á la nacionalidad sobre el domicilio. Esta ten- 
dencia, si se considera la profundidad con que acostumbran á 
tratar todas las cuestiones, da especial importancia a, pro- 
yecto de disposiciones relacionadas con el asunto que nos 

ocupo. . . , 

El Congreso XVIII de la Sociedad alemana de los juristas, 

celebrado en Wiesbaden en Septiembre de 1886, discutió la 
cuestión siguiente: ¿En que casos debe sustituirse, en Dere- 
cho internacional privado, la ley del domicilio por la de la 
nacionalidad? Las conclusiones de la ponencia de M. Jac- 
ques (1), sostenidas por Baehr y de Bar, fueron aprobadas por 
la casi unanimidad de votos. Esta ponencia concluye con la 
siguiente proposición: «En las relaciones de Derecho interna - 
cional privado concernientes al estado y la capacidad, la fa- 
milia y las sucesiones, debe establecerse como regla que el 
derecho del domicilio sea reemplazado por el derecho de la 
nacionalidad.» 

Aun cuando el Gobierno alemán ha regalado á la Biblioteca 
del Ministerio de Gracia y Justicia una colección de muchos 
folletos y tomos, conteniendo los trabajos preparatorios del 
Código civil en proyecto, no hemos encontrado entre ellos, 
después de detenido examen, nada que en esta ocasión pueda 
sernos útil. 

Una Bibliografía alemana (2) menciona, con la indicación 
de que no se han puesto en venta, dos publicaciones que de- 
ben contener las disposiciones de Derecho internacional pri- 
vado, como figuraban en el primitivo proyecto, y las modifi- 
caciones propuestas primero por el ponente á la Comisión 
encargada de hacer el Código (3). El Dr. Meili ha publi- 
cado, en una interesante obra (4), el primer proyecto en 36 ar- 


0) La loi da domicile el la loi de la nationalité en Droit internationál 
privé. Revue de Droit international, t. 18, 1886, pág. 563. 

n r Bibliographie des Staats-und Rechteswissenschaften . 

Código ^^breclit. En los pliegos aparte que dedico al proyecto de 

-^ n ^l vur f cines bürgerl. Gesetzbuches f. d. deut. Reich. Allgemei- 
ner i neii V orlage des Redaktors Dr. Gebhard. Entwurfund Begründung. 
i^eriin 1881, .—Abanderungsantrage des Referenlen zu den infernal. Priva - 
trec/it betr. Bestunmungen des Entwurfs des Aligera. Theils and Bemerkun- 

gen zu den das inte rnat Privatrcchl betr. Bestmmgn u . den Anderungsan- 

tragen des Referenlen. Berlín, 1887. * 

7 G es phichte nnd System des internationalen Privalrechis im Gran - 
dnss. Leipzig, 1892, págs. 198 á 209. 
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tículos y las modificaciones propuestas á él en la primera 
lectura, y como no tenemos el último en 26, nos parece opor- 
tuno dar á conocer aquél á continuación. 

EL PROYECTO DE CÓDIGO CIVIL ALEMÁN (1) 

SOBRE EL DERECHO INTERNACIONAL PRIVADO 

PASTE GENERAL 


PRIMERA SECCION: EL 

Proyecto def Dr. Gebhard, redactor 

§ 5 

La capacidad jurídica se rige por 
el derecho á que está sometida la re- 
lación jurídica de que se trata. 

§ 6 

La condición de derecho de la per- 
sona jurídica se rige por el derecho 
del lugar en el que tiene su residencia. 

§ 7 

La capacidad de obrar se rige por 
el derecho del Estado al que pertene- 
ce la persona. 


DERECHO OBJETIVO 

Modificaciones del Ponente 

§ 5 

La capacidad jurídica se rige por 
las leyes á que está sometida la rela- 
ción jurídica de que se trata. 

§ 6 

La personalidad jurídica se rige por 
las leyes del lugar en el que la perso- 
na social ó la fundación tiene su re- 
sidencia. 

§ 7 

La capacidad de obrar se rige por 
las leyes del Estado al que pertenece 
la persona. 


(1) Después de presentada esta Memoria, se ha publicado y sometido 
al Reichslag la segunda edición revisada del Proyecto, cuya segunda parte 
comprende un VI libro enteramente nuevo, el cual establece en 30 artícu- 
los las reglas fundamentales del Derecho internacional privado, aplicables 
en el territorio del Imperio. ( Entwurf eines Lüsgeidichen f'úr das Dcusche 
Reich. 2 Lesung. I-VT Buch. 2 Thle. Leipzig, 1895.) 

Véase sobre la importante literatura del Proyecto á Reatz. Die Liitera > 
tur uber den Entwurf e. bürgerlichen Gesetzbuches f. das deutsche Reich 
(Juristischer Litteraturbericht, 1884 bis 1894, 3 Hft), 60 págs., 1895. 

Sobre la comparación de los dos Proyectos, véase otra obra del mismo 
Reatz, JDie zweite Lesung des Entwurf s eines bürgerlichen Gesetzbuches 
für das deutsche Reich unter Gegeníiberstellung der Eusten Lesung. Im 
Auftrage des Vorstandes des Anwaltvereins dargestellt und erkiutert 
Berlín, 1895. 

También después de presentada esta Memoria se han publicado las dos 
obras interesantes que siguen: Niemeyer. Vorschlage und Materno ien aes 
intemationalen Privatrechts . Leipzig, 1895. — Neumann . Interuotioncdes 
Privar echt in Form eines Gesetzenwurfs, neis Motiven und Matcnahen. 
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Los extranjeros que lian adquirido, 
según el derecho de un Estado, la 
mayoría de edad o la condición de 
mayor, conservan la mayoiia de edad 
cuando adquieren la ciudadanía ale- 
mana, aunque sean menores según el 
derecho alemán. 

Los extranjeros que según el dere- 
cho de su Estado no tienen capaci- 
dad de obrar 6 la tienen limitada, 
pueden ejecutar actos, en el interior, 
como capaces, cuando lo sean según 
el derecho interior. A las cuestiones 
jurídicas pertenecientes ala esfera del 
derecho de familia y de sucesión no 
se aplica este precepto. 

§ 8 

Los preceptos del derecho interior 
sobre la declaración de muerte se ex- 
tienden solo á Alemania. Los Tribu- 
nales interiores son exclusivamente 
competentes para el procedimiento. 

§ ^ 

La forma que ha de observarse en 
los actos jurídicos se rige por el dere- 
cho al que está sometido el acto. Basta, 


Si adquiere un extranjero, que se- 
gún las leyes del Estado ha llegado á 
la mayoría de edad o ha conseguido 
la condición jurídica de mayor, la na- 
cionalidad alemana, conserva la ma- 
yoría de edad, aun cuando no le co- 
rresponda según las leyes alemanas. 

El extranjero que realiza en el in- 
terior un acto jurídico entre vivos 
perteneciente á la esfera de los bienes, 
respecto á la cual no tiene capacidad 
de obrar, según las leyes del Estado á 
que pertenece, se considera con esta 
capacidad cuando le corresponda se- 
gún las leyes alemanas. 

§ 8 

Los preceptos del párrafo 6 al 25 
(Proyecto de la Comisión) se aplican 
á toda Alemania y sólo á Alemania. 
Los Tribunales interiores son exclusi- 
vamente competentes para el proce- 
dimiento. 

§ 9 

La forma necesaria para un acto 
jurídico se determina por las leyes 
que lo rigen. Basta, sin embargo, que 


Ein Beitrag zur Kodification des deutschen bürgerlichen Kechts. Berlín 
1896. 


Motivó la primera, algo análoga á esta Memoria, un concurso convocado 
en 1894 por la Sociedad Jurídica de Berlín, sobre el siguiente tema: ¿Cuá- 
les son los principios del Derecho internacional privado f Se pide el texto de 
mi proyecto de ley, explicaciones pisti fie (divas y un cuadro de las disposicio- 
nes sobre el asunto, que se encuentran en las principales legislaciones de 
Alemania y el extranjero. Loase el juicio crítico de la obra de Niemeyer 

en Ja llevue de Droit Ínter naiional et de législation comparte, núm. 5, 1895, 
paginas 518 á 521. 1 ) ’ 1 


riAr < T aílt0 ' a la segunda edición del Proyecto, puede verse un artíc 
íe K. de la Grassene, Jbtude sur la seconde lecture du projet de Code 

•»(ie We“l rf 8Q? U “ et, “ a “ enS - Uel - de la S ° CÍété de Lé S islat¡0 » cumpa 
-t> alinee, 189o, pag. 585 y siguientes. r 

lor lo que toca á las nuevas disposiciones, en proyecto, del Derecho 
ternac, onal privado, consúltese un artículo de M E. Lerk, Le Droit inl 
nacional prive dan* le second projet de Code civil aüemand, Revue de Dr 
International, etc., 189.5, pág. 327 y siguientes. 
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sin embargo, la observáncia de la for- 
ma que corresponda al derecho del 
lugar, en el que ha sido ejecutado. 

I § 10 

Las relaciones jurídicas sobre las 
cosas se rigen por el derecho del lugar 
en el que se hallan. 

Para la adquisición ó la pérdida 
de derechos sobre cosas muebles, de- 
cide el derecho del lugar en el que se 
ha hallado la cosa, al tiempo de la rea- 
lización del hecho, que sirva de funda- 
mento á la adquisición ó la pérdida. 

§ 11 

Las reclamaciones por contratos de 
créditos se rigen por el derecho del 
lugar en que el deudor ha tenido su 
domicilio, al tiempo de la conclusión 
del contrato, en tanto que no resulte 
de las circunstancias que los contra- 
yentes debían suponer racionalmente, 
sobre la base de las mismas, la aplica- 
ción de otro derecho. 

Si son dos los contrayentes obliga- 
dos, puede reclamar cada parte que 
su obligación se rija por el derecho 
que deba aplicarse á la obligación de 
la otra. 


§ 12 

Las reclamaciones por relaciones 
de créditos que nacen de cuasi con- 
tratos ó inmediatamente de la ley, se 
rigen por las leyes del lugar en el que 
el obligado, al tiempo de la realiza- 
ción del hecho, del cual se deriva la 
relación de crédito, ha tenido su do- 
micilio, y a falta de éste, su residencia. 

Si tiene por fundamento la recla- 
mación una fundación permanente 


el acto jurídico, en cuanto á la forma, 
responda á las leyes del lugar en el 
que ha sido ejecutado. 

§ 10 

Los derechos sobre una cosa y la 
posesión de ella se rigen por las leyes 
del lugar en el que se halla. 

La adquisición ó la pérdida de un 
derecho sobre una cosa mueble, se de- 
termina según las leyes del lugar en 
el que se hallaba la cosa, al tiempo de 
la realización del hecho, en el que se 
apoye la adquisición ó la pérdida. 

§ 11 

Las relaciones de créditos por actos 
jurídicos entre vivos se rigen por las 
leyes del lugar en el que el deudor 
tenía su domicilio, al tiempo de reali- 
zar el acto, y á falta de domicilio, por 
las de su residencia. Si resulta de las 
circunstancias de un contrato que los 
contrayentes debían presuponer la 
aplicación de las leyes de otro lugar, 
se aplican las leyes de este lugar. 

Si nacen de un contrato obligacio- 
nes para ambas partes, y se rigen las 
últimas por leyes de lugares distintos, 
puede exigir cada parte que su obli- 
gación se rija por las leyes que se 
apliquen á la obligación de la otra 
parte. 

§ 12 

Las relaciones de créditos por actos 
jurídicos ilícitos se rigen por la ley 
del lugar en el que ha sido ejectado 
el acto ilícito. 

No puede ser admitida una pena 
privada que resulte de la aplicación 
de una ley extranjera. 
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(comunidad de bienes, tutela, etc.), 
decide el derecho del lugar en el que 
existe la relación. 

§ 13 

Las reclamaciones por actos ilícitos 
se rigen por el derecho del lugar en 
el que ha sido ejecutado el acto ilícito. 

La imposición de una pena privada, 
en que se ha incurrido según el de- 
recho extranjero, sólo es admisible 
cuando el derecho interior la reco- 
nozca como consecuencia de la acción 
ilícita. 


§ 14 

La cesión de acciones se rige por 
el derecho que decide sobre la acción. 

§ 15 

La oposición á los actos jurídicos 
del deudor, que perjudiquen á los 
acreedores, se someten al derecho del 
lugar en el que el deudor, al tiempo 
de realizar el acto, ha tenido su do- 
micilio, y á falta de éste, su residencia. 

§ 16 

Los requisitos para la celebración 
del matrimonio se rigen, respecto á 
cada uno de los contrayentes, por el 
derecho del Estado al que pertenece. 

La forma que ha de observarse en 
la celebración del matrimonio se rige 
por el derecho del lugar en el que se 
verifica. 

§ 17 

Las relaciones personales de los 
cónyuges entre sí se rigen por el de- 
recho del Estado al que pertenece el 
marido. 


§ 13 

Las relaciones de créditos que tie- 
nen otras bases, en tanto que no re- 
sulte otra cosa para las relaciones de 
créditos fundadas en las disposiciones 
por muerte, en virtud del precepto 
del párrafo 29, y para otras relaciones 
de créditos de su especial naturaleza, 
se rigen por las leyes del lugar en el 
que el obligado, al tiempo de la rea- 
lización del hecho, del cual se derive 
la relación de crédito, tenía su domi- 
cilio, yjí falta de éste, su residencia. 

§ 14 

La cesión de acciones se rige por 
las leyes que deciden sobre la acción. 

§ 15 

Se suprime. 


§ 16 

La celebración del matrimonio se 
rige, respecto de cada uno de los con- 
trayentes, por las leyes del Estado al 
que pertenece. 

La forma de la celebración del ma- 
trimonio se determina exclusivamen- 
te según las leyes del lugar en el que 
se verifica. 

§ 17 

Las relaciones personales de los 
cónyuges entre sí se rigen por las le- 
yes del Estado al que pertenece el 
marido. 
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§ I» 

La disolución del matrimonio se 
rige por el derecho del Estado al que 
pertenece el marido, al tiempo de in- 
terponer la demanda dirigida á la 
disolución. 

Los hechos que han ocurrido mien- 
tras el marido ha pertenecido á otro 
Estado, solo pueden ser alegados co- 
mo motivos de disolución, cuando lo 
sean igualmente según el derecho de 
este Estado. 


§ 19 

El derecho de bienes de los espo- 
sos se determina según el derecho del 
Estado al que pertenece el marido, al 
tiempo de la celebración del matri- 
monio. 

El cambio de nacionalidad no tiene, 
por consecuencia, una alteración del 
derecho de bienes matrimonial, así 
como tampoco una alteración de aque- 
llos derechos que, sobre la base de las 
relaciones de bienes, en el caso de di- 
solución del matrimonio, competen á 
un esposo en el patrimonio del otro 
ó en los bienes de la sociedad con- 
yugal. 

Las donaciones entre esposos, por 
lo que respecta á su‘ admisibilidad ó 
revocabilidad, se rigen por el derecho 
del Estado, al que pertenece el mari- 
do al tiempo de hacerse. 

§ 20 

Los extranjeros que tienen su do- 
micilio en el interior pueden invocar, 


§ 18 

Para el divorcio y para la separa- 
ción de mesa y lecho se aplican las 
leyes del Estado al que pertenece el 
marido, al tiempo de interponer la 
demanda de divorcio ó de separación 
de mesa y lecho. 

Un hecho que se ha producido 
mientras el marido pertenecía á otro 
Estado, sólo puede ser alegado como 
fundamento de divorcio ó de separa- 
ción, cuando el hecho constituya tam- 
bién, según las leyes de este Estado, 
un motivo de divorcio ó de separación. 

El precepto del párrafo 1.405, apar- 
tado 3.°, disposición 1. a (Proyecto de 
la Comisión) se aplica también res- 
pecto á los extranjeros. 

§ 19 

El derecho de bienes matrimonial 
se determina según las leyes del Es- 
tado al que pertenece el marido, al 
tiempo de la celebración del matri- 
monio. Estas leyes siguen rigiendo, 
aun cuando se cambie de naciona- 
lidad. 

La donación entre esposos, por lo 
que respecta á la admisibilidad ó re- 
vocabilidad, se rige por las leyes del 
Estado al que pertenece el marido, al 
tiempo de verificarse la donación. 


§ 20 

A los cónyuges extranjeros o a los 
cónyuges que adquieran la naciona 

ti 
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frente á terceros, el derecho extran- 
jero aplicable á sus relaciones de bie- 
nes, sólo en los casos en que se per- 
mite á los nacionales referirse, frente 
á terceros, á relaciones de bienes, 
que se separen del derecho de bienes 
matrimonial establecido por la ley. 


§ 21 

La legitimidad de los hijos se rige 
por el derecho del Estado al que per- 
tenece el marido de la madre, al tiem- 
po del nacimiento del hijo, ó al que 
últimamente ha pertenecido, en caso 
de muerte. 

§ 22 

Los requisitos de la legitimación y 
de la adopción se rigen, respecto á 
cada uno de los dos interesados, por 
el derecho del Estado al que perte- 
nece. 

La forma de la legitimación y de 
la adopción se rige por el derecho del 
Estado al que pertenece el legitiman- 
te ó el adoptante. 


dad alemana después de la celebración 
del matrimonio, si están domiciliados 
en el interior, se les aplican los pre- 
ceptos de los párrafos 1.308 y 1.309 
(Proyecto de la Comisión), siempre 
que su régimen de bienes se parezca 
á un régimen de bienes contractual 
que se separe del Código alemán. Pa- 
ra la eficacia del régimen extranjero 
de bienes contra tercero, basta una 
inscripción en el registro matrimo- 
nial, en la que se consigne que existe 
este régimen de bienes. 

Las disposiciones de los párrafos 
1.251, 1.255 y 1.279 (Proyecto de la 
Comisión), se aplican respecto de los 
esposos indicados en la primera dis- 
posición, sin consideración al régi- 
men existente de bienes. 

§ 21 

Los hijos legítimos se rigen por las 
leyes del Estado al que pertenece el 
marido de la madre, al tiempo del na- 
cimiento, ó cuando ha muerto antes 
del nacimiento, al que últimamente 
ha pertenecido. 

§ 22 

La legitimación de un hijo ilegíti- 
mo se rige, respecto del padre y del 
hijo, por las leyes del Estado al que 
cada uno pertenece. 

La declaración de legitimidad com- 
pete al Estado al que pertenece el pa- 
dre. La forma necesaria para las de- 
claraciones de los interesados se de- 
termina también según estas leyes; el 
precepto del párrafo 9.°, disposición 
2. a , no se aplica. 

Los efectos de la legitimación se 
rigen por las leyes del Estado al que 
pertenece el padre al tiempo de veri- 
ficarse. 
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§ 23 

Las relaciones personales entre pa- 
dres é hijos, así como los derechos 
que pertenecen á los padres sobre los 
bienes de los hijos, se, rigen por el 
derecho del Estado al que pertenecen 
los padres. Con el cambio de la na- 
cionalidad se alteran también los de- 
rechos sobre los bienes que posea ya 
el hijo. 

§ 24 

En caso de cambio de la naciona- 
lidad por parte de un alemán, si su 
mujer é hijos conservan la nacionali- 
dad alemana, solo se aplicará el de- 
recho del Estado extranjero, supo- 
niendo que deba aplicarse, según los 
preceptos anteriores, cuando les sea 
más favorable. 


§ 25 

La reclamaciones de los hijos na- 
cidos de cohabitación ilícita se rigen 
por el derecho del Estado al que per- 
tenecía la madre, al tiempo del naci- 
miento del hijo. 

A los alemanes no se les puede re- 
clamar más que aquello á que están 
obligados según el derecho alemán. 


Las disposiciones de los apartados 
l.° á 3.° se aplican también á l a 
adopción. 

§ 23 

Las relaciones jurídicas entre pa- 
dres é hijos legítimos se rigen por las 
leyes del Estado al que pertenece el 
padre. Si el padre ha muerto, deciden 
las leyes del Estado al que pertenece 
la madre. Si cambian los padres de 
nacionalidad, deciden las leyes del 
Estado del que son ciudadanos los 
padres, aun respecto de aquellos bie- 
nes que posea ya el hijo. 

§ 24 

En caso de cambio de la nacionali- 
dad por parte de un alemán, si su 
mujer é hijos conservan la naciona- 
lidad alemana, solo se aplicarán las 
leyes del Estado del que llegue á ser 
súbdito un alemán, suponiendo que 
deban aplicarse, según los preceptos 
de los párrafos 17 y 18, disposición 1. a , 
y de los párrafos 21 y 23, cuando les 
sean más favorables. 

§ 25 

Las relaciones jurídicas entre el 
hijo ilegítimo y su madre se rigen por 
las leyes del Estado al que pertenecía 
la madre, al tiempo del nacimiento 
del hijo. 

El deber de alimentos del padre 
ilegítimo se rige por las leyes del 
Estado en el que tenía su domicilio, 
y á falta de éste, su residencia al 
tiempo del nacimiento del lujo. Si el 
domicilio o la residencia del padre 
ilegítimo han cambiado antes del na- 
cimiento del hijo, deciden también 
las leyes del domicilio o la residencia 
anterior, cuando sean más favorables 
al hijo y la madre ilegítima. 


§ 26 

Las condiciones para el estableci- 
miento y la terminación de la tutela 
se rigen por el derecho del Estado al 
que pertenece el pupilo. 

Los extranjeros están sometidos a 
tutela en el interior, sólo cuando por 
causa de su edad ó de otras circuns- 
tancias, deban ser sometidos a tutela 
según el derecho aleman. 

§ 27 

La constitución y la gestión de la 
tutela están sometidas al derecho del 
Estado al que pertenece la autoridad 
tutelar. La administración de la tu- 
tela se extiende también á los objetos 
patrimoniales del pupilo que se hallen 
en el extranjero, en cuanto no se 
oponga el derecho vigente en el lugar 
de la situación de la cosa. 


§ 28 

A la emancipación se aplica tam- 
bién el precepto del párrafo 26. Los 
efectos de la emancipación se deter- 
minan según el derecho del Estado 
en el que se ha declarado. 

A la emancipación de un alemán 
declarada por un Tribunal extranje- 
ro se le niega el reconocimiento: 

1. ° Cuando los Tribunales del Es- 
tado al que pertenece el Tribunal ex- 
tranjero no son competentes según 
el derecho alemán. 

2. ° Cuando no existen las condi- 


§ - 

* ' cr.-i 

Las condiciones para el nombr¿S 
miento de tutor de una persona 
rigen por las leyes del Estado al qtÉ 
pertenece la misma. 

Los extranjeros están sometidos & 
tutela en el interior, sólo cuando pro- 
ceda según las leyes alemanas. 






§ 27 


El establecimiento y la gestión de 
la tutela, la vigilancia é inspección 
de la autoridad tutelar y las obliga- 
ciones entre tutor y pupilo, se rigen 
por las leyes del Estado al que per- 
tenece la autoridad tutelar. 

El deber y el derecho del tutor de 
cuidar del patrimonio del pupilo se 
extienden también á los objetos pa- 
trimoniales del pupilo que se hallen 
en el extranjero, en cuanto no se 
opongan las leyes del lugar de la si- 
tuación de la cosa. 

§ 27 a 

Los preceptos de los párrafos 26 y 
27 se aplican también á la tutela. 

§ 28 

A la emancipación y á la anulación 
de la misma se aplican las preceptos 
del párrafo 26. Los efectos de la 
emancipación se determinan según 
las leyes del Estado en el que se ha 
declarado. 

A la emancipación de un alemán 
declarada por un Tribunal extranje- 
ro se niega el reconocimiento: 

l.° Cuando los Tribunales del Es- 
tado al que pertenece el Tribunal ex- 
tranjero no son competentes según 
las leyes alemanas. 
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ciones bajo las cuales puede ser de- 
clarada la emancipación según el de- 
recho alemán. 


§ *9 

La transmisión de los bienes de un 
difunto ó declarado muerto á los so- 
brevivientes, se determina según el 
derecho del Estado al que última- 
mente ha pertenecido. 

El otorgamiento ó la revocación 
de un testamento, salvo el precepto 
del párrafo 9.°, disposición 2. a , se rige 
por el derecho del Estado del que sea 
súbdito el testador. 

Los pactos sucesorios se rigen por 
el derecho del Estado al que pertene- 
cía el que testa por contrato al tiem- 
po del otorgamiento. La violación de 
deberes por un pacto sucesorio y las 
consecuencias de la perturbación se 
rigen por el derecho señalado en el 
apartado l.° 

§ 30 

Los preceptos del párrafo 19, apar- 
tado l.°; del párrafo 23, disposición 1. a , 
y del párrafo 29, no se aplican cuan- 
do al patrimonio de que se trata (el 
patrimonio de uno de los esposos, el 
patrimonio del hijo y la sucesión) 
pertenecen objetos que no se hallan 
en el territorio del Estado cuyo de- 
recho se aplica en general, y estos ob- 
jetos han de considerarse, según el 
derecho del Estado en cuyo territorio 
se hallan, como bienes separados del 
patrimonio total, ó han de estar de 
ordinario bajo sus preceptos propios 
que exigen un derecho distinto. ítes- 


2.° Cuando no existen las condi- 
ciones bajo las cuales puede ser de- 
clarada la emancipación según las le- 
yes alemanas. 

El precepto del apartado 2.° se 
aplica á la anulación de la emancipa- 
ción de un alemán, declarada por un 
Tribunal extranjero. 

§ 29 

La sucesión y la situación jurídica 
del heredero se determinan según las 
leyes del Estado al que últimamente 
ha pertenecido el testador. 

El otorgamiento ó la revocación de 
una disposición por causa de muerte 
se rige según las leyes del Estado al 
que ha pertenecido el testador, al tiem- 
po del otorgamiento ó la revocación. 
El precepto del párrafo 9.° disposi- 
ción 2. a , se mantiene intacto. 


§ 30 

Los preceptos del párrafo 19, apar- 
tado l.°| del párrafo 23, disposicio- 
nes 1. a y 2. a , y del párrafo 29, apar- 
tado l.°, no se aplican cuando al 
patrimonio de que se trata (el patri- 
monio de uno de los esposos, el pa- 
trimonio del hijo y la sucesión) per- 
tenecen objetos que no se hallan en 
el territorio del Estado cuyas leyes 
se aplican en general, y estos objetos 
han de considerarse, según las leyes 
del Estado en cuyo territorio se ha- 
llan, como bienes separados del patri- 
monio total, ó han de estar de. oiuí 

nario bajo sus preceptos propios, que 
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pecto á estos objetos, decide el dere- 
cho del Estado en cuyo territorio se 

hallan. 

§ 31 

Eos preceptos del párrafo 7.°, apar- 
tado l.°; del párrafo 16, apartado l.°; 
de los párrafos 17, 18 y 19, aparta- 
dos l.° y 3.°; de los párrafos 21, 22 
y 23, disposición 1. a ; del párrafo 26, 
apartado l.°, y del párrafo 29, no se 
aplican cuando, según los principios 
fundamentales del derecho del Esta- 
do al que pertenece el extranjero, no 
ha de hallar aplicación el derecho de 
este Estado, sino el derecho alemán. 
En este caso se aplica el derecho 
alemán. 


§ 32 

Las personas que han perdido su 
nacionalidad y que no han adquirido 
otra, se regirán, en las relaciones res- 
pecto á las cuales el derecho aplica- 
ble se determina según la nacionali- 
dad, por el derecho del Estado al que 
últimamente han pertenecido. 

§ 33 

Los personas que en el extranjero 
están sometidas á esclavitud, pero 
que habitan en el interior ó en otro 
Estado que no reconozca aquella ins- 
titución, se regirán, en las relaciones 
respecto á las cuales sea aplicable por 
razón de su nacionalidad ó del domi- 
cilio el derecho del Estado esclavis- 
ta, por el derecho del Estado en el 
que tengan el domicilio, y en caso de 
no tener domicilio fuera del Estado 
esclavista, por el derecho del Estado 
donde residan. 


rigen un derecho distinto. Respecta 
á estos objetos, deciden las leyes del 
Estado en cuyo territorio se hallan, 

§ 31 

Los preceptos del párrafo 7.°, apar- 
tado l.°; del párrafo 16, apartado l.°j 
del párrafo 17; del párrafo 18, apar- 
tado l.°; del párrafo 19, apartado l.°, 
disposición 1. a y apartado 2.°; de los 
párrafos 21 y 22; del párrafo 23, dis- 
posiciones 1. a y 2. a ; del párrafo 26, 
apartado L°, y del párrafo 29, no se 
aplican cuando, según las leyes del 
Estado al que pertenece el extranjero, 
no han de hallar aplicación las leyes 
de este Estado, sino las leyes alema- 
nas. En este caso se aplican las leyes 
alemanas. 

§ 32 

Las personas que han perdido su 
nacionalidad y que han adquirido 
otra, se regirán, en las relaciones res- 
pecto á las cuales las leyes aplicables 
se determinan según la nacionalidad, 
por las leyes del Estado al que últi- 
mamente han pertenecido. 

§ 33 

Las personas que en el extranjera 
están sometidas á esclavitud, pero 
que habitan en el interior ó en otro 
Estado que no reconozca la esclavi- 
tud, se regirán, en las relaciones res- 
pecto á las cuales sean aplicables por 
razón de su nacionalidad ó del domi- 
cilio las leyes del Estado esclavista, 
por las leyes del Estado en el que 
tengan el domicilio, y en caso de no 
tener domicilio fuera del Estado es- 
clavista, por las leyes del Estado don^ 
de residan. 
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§ 34 

Cuando pueden ser determinadas 
las relaciones jurídicas por el arbitrio 
de los interesados, se les permite es- 
tipular que se aplique otro derecho 
en lugar del que corresponda. 


§ 35 

No se aplica el derecho extranjero, 
cuando su aplicación está prohibida 
en virtud del derecho interior por 
disposición terminante ó por ser con- 
trario á los fines del derecho. 

§ 36 

Los efectos que produce el princi- 
pio del procedimiento sobre la rela- 
ción jurídica sometida á la decisión 
judicial, se regirán, en cuanto no sean 
de naturaleza procesal, por el dere- 
cho que decida sobre la relación jurí- 
dica de que se trate. 

A los efectos del principio del pro- 
cedimiento pendiente ante un Tribu- 
nal extranjero, se les niega el recono- 
cimiento, sin distinguir si son de na- 
turaleza jurídico-privada ó procesal: 

1. ° Cuando los Tribunales del Es- 
tado al que pertenece el Tribunal ex- 
tranjero no son competentes según el 
derecho alemán. 

2. ° Cuando la demanda se dirige 
contra un alemán y éste no ha inter- 
venido en el procedimiento, siempre 
que no se le haya citado ó emplazado 
personalmente en el Estado del Tri- 
bunal que conoce, ni por conducto de 
las autoridades judiciales en el Impe- 
rio alemán, 

§ 37 

Los efectos de las sentencias se de- 
terminan según el derecho del Estado 


§ 34 

Cuando el contenido de una rela- 
ción jurídica, que ha de regirse por 
las leyes alemanas, puede ser deter- 
minado por la voluntad de los intere- 
sados, puede regirse la relación por 
leyes que no esten ya vigentes ó por 
leyes extranjeras. 

§ 35 

No se aplica la ley extranjera cuan- 
do su aplicación choca con las buenas 
costumbres ó el orden público. 


§ 36 

Los efectos que produce el princi- 
pio del procedimiento sobre la rela- 
ción jurídica sometida á la decisión 
judicial, se regirán, en cuanto per- 
tenezcan al derecho civil, por las le- 
yes que decidan sobre la relación ju- 
rídica de que se trate. 

A los efectos del principio del pro- 
cedimiento pendiente ante un Tribu- 
nal extranjero, se les niega el recono- 
cimiento, sin distinguir si pertenecen 
al derecho civil ó al derecho procesal: 

1. ° Cuando los Tribunales del Es- 
tado al que pertenece el Tribunal ex- 
tranjero no son competentes según 

las leyes alemanas. 

2. ° Cuando la demanda se dirige 
contra un alemán y éste no ha inter- 
venido en el procedimiento, siempre 
que no se le haya citado ó emplazado 
personalmente en el Estado del Iii- 
bunal que conoce, ni por conducto de 
las autoridades judiciales en el Impe- 
rio alemán. 

§ 37 

Los efectos de las sentencias se de- 
terminan según las leyes del Estado 
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al que pertenece el Tribunal que las 
ha dictado. 

A la sentencia de un Tribunal ex- 
tranjero se le niega el reconoci- 
miento: 

1 ° Cuando la sentencia no ha ad- 
quirido todavía fuerza ejecutiva se- 
o-un el derecho vigente para el Tri- 
bunal extranjero. 

2. ° Cuando los Tribunales del Es- 
tado al que pertenece el Tribunal ex- 
tranjero no son competentes según 

el derecho alemán. 

3. ° Cuando la condena se refiere 
á un hecho, que no puede ser objeto 
de coacción según el derecho alemán, 
ó á la imposición de una pena priva- 
da, que el derecho alemán no admite 
como consecuencia de la conducta del 
demandado. 

4. ° Cuando es parte un alemán y 
redunda en su perjuicio contra los 
principios del párrafo 7.°, apartado 

l.°, y de los párrafos 16, 18, 21, 22 
y 24. 

5. ° Cuando el demandado es un 
alemán y no ha intervenido en el pro- 
cedimiento, siempre que no se le haya 
citado ó emplazado personalmente en 
el Estado del Tribunal que conoce, 
ni por conducto de las autoridades 
judiciales en el Imperio alemán. 

Las sentencias de Tribunales ex- 
tranjeros no tienen efectos más ex- 
tensos que los que les corresponden 
según el derecho alemán. 


§ 38 

Si en el curso del litigio no han 
probado las partes que el derecho ex- 
tranjero aplicable difiere del derecho 
interior, el Tribunal, cuando le es des- 


al que pertenece el Tribunal que las 
ha dictado. 

A la sentencia de un Tribunal ex- 
tranjero se le niega el reconoci- 
miento: 

1. ° Cuando la sentencia no ha ad- 
quirido todavía fuerza ejecutiva se- 
gún las leyes vigentes para este Tri- 
bunal. 

2. ° Cuando los Tribunales del Es- 
tado al que pertenece el Tribunal ex- 
tranjero no son competentes según 
las leyes alemanas. 

3. ° Cuando el demandado objeto 
de la condena es un alemán y no ha 
intervenido en el procedimiento, siem- 
pre que no se le haya citado ó empla- 
zado personalmente en el Estado del 
Tribunal que conoce, ni por conducto 
de las autoridades judiciales en el Im- 
perio alemán. 

4. ° Cuando el reconocimiento de 
la sentencia choca con las buenas cos- 
tumbres ó el orden público, ó cuando 
condena á una pena privada. 

5. ° Cuando al dictar la sentencia 
se ha causado perjuicio á una parte 
alemana contra los preceptos del pá- 
rrafo 7.°, apartado l.°; de los párra- 
fos 16 y 18, apartado l.°, y de los pá- 
rrafos 21, 22 y 24. 

Si corresponden á las sentencias de 
un Tribunal extranjero según las le- 
yes vigentes para este Tribunal, efec- 
tos más extensos que los que corres- 
ponden á las sentencias de un Tribunal 
alemán, según el derecho alemán, se 
niega el reconocimiento á las senten- 
cias en cuanto tienen de excesivo. 

§ 38 

Si en el curso del litigio no han 
probado las partes que la ley extran- 
jera aplicable difiere de la ley alema- 
na, el Tribunal, cuando le es descono- 
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conocido el derecho extranjero, tiene cida la ley extranjera, tiene que par- 
que partir, al dictar la sentencia, del tir, al dictar la sentencia, del supues- 
supuesto de que el derecho extran- to de que la ley extranjera coincide 
jero coincide con el interior. con la interior. 

La facultad que tiene el Tribunal La facultad que tiene el Tribunal 
de informarse de oficio de las reglas de informarse de oficio de las reglas 
jurídicas extranjeras (Código de pro- jurídicas extranjeras (Código de pro- 
cedimiento civil, párrafo 265), no se cedimiento civil, párrafo 265), no se 
modifica por este precepto. modifica por este precepto. 


§ 39 

Si los subditos del Imperio alemán 
tienen en un Estado peor condición, 
en cuanto al derecho, que los regní- 
colas, puede determinarse, con acuer- 
do del Consejo Federal, por orden 
del Canciller del Imperio, que á los 
nacionales de este Estado y á sus su- 
cesores se les aplique un derecho de 
represalia. 

§ 40 

El párrafo 661 del Código de pro- 
cedimiento civil debe reemplazarse 
con el siguiente : 

No ha de dictarse sentencia de eje- 
cución : 

1. ° Cuando á la sentencia del 
Tribunal extranjero se le niega el re- 
conocimiento según el párrafo 37 del 
Código. 

2. ° Cuando no está garantida la 
reciprocidad. 


§ 39 

Si los alemanes tienen eu un Esta- 
fado peor condición, en cuanto al de- 
recho, que los regnícolas, puede de- 
terminarse, con acuerdo del Consejo 
Federal, por orden del Canciller del 
Imperio, que á los nacionales de este 
Estado y á sus sucesores se les apli- 
que un derecho de represalia. 

§ 40 

Se suprime. 


CAPÍTULO IV 


La extraterritorialidad en Bélgica 


I. — Tentativas de reforma del Código civil francés en Bélgica. 

II. —Disposiciones del anteproyecto de Laurent. 

III.— Disposiciones motivadas del proyecto de 1886. 

I Y.— Ley del Estado independiente del Congo de 1891 sobre los extranjeros y la apli- 
cación de las leyes. 


I 

Vigente en Bélgica el Código civil francés, como consecuen- 
cia de su anexión á Francia, se ha preocupado aquel país, en 
los últimos veinticinco años, de la necesidad de corregir sus 
imperfecciones mediante trabajos de revisión. 

Se encargaron primero estudios preparatorios á M. Laurent, 
el eminente profesor de Gante, el escritor infatigable y fecun- 
do, al que se deben 32 volúmenes sobre los Principios de De- 
recho civil y ocho volúmenes sobre el Derecho civil internacio- 
nal, Presentó éste, como resultado de sus estudios, un ante- 
proyecto, acompañado de una extensa exposición de motivos, 
que fué sometido á la Cámara de representantes en virtud de 
un Real decreto de 30 de Marzo de 1882. 

Caído el Gabinete, cuyo Ministro de Justicia, M. Bara, ha- 
bía dado el encargo á M. Laurent, el que lo sustituyó en 1884 
no aceptó las reformas de éste, retiró el anteproyecto del Par- 
lamento, y en Real decreto de 15 de Noviembre del mismo ano 
nombró, para preparar un nuevo proyecto, una Comisión de 
veinte miembros, elegidos en el Foro y en los Tribunales de 
Bruselas, en las Universidades de Lieja, de Bruselas, de Gante 
y de Lovaina, en la Cámara de representantes y entre los mis- 
mos Ministros. Motiva este Real decreto el art. 139 de la Cons- 
titución, que declara necesaria la revisión de los Códigos. F1 
Código civil, dice el indicado decreto, rige en Bélgica desde 
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1804; los principios que proclama, en cuanto á las personas y 
los bienes, son la expresión de un estado social generalmente 
aceptado. Sin quebrantar este monumento remarcable, sin al- 
terar sus grandes líneas, pueden ser modificadas algunas par- 
tes v puede ser útil redactar de cierta manera algunos textos, 
co’u'ei objeto de hacer desaparecer las controversias que hacen 
contradictorias desde mucho tiempo la jurisprudencia y la doc- 
trina. Estaba llamada la Comisión á corregir las imperfeccio- 
nes y á llenar las lagunas de la legislación que regula las re- 
laciones privadas de los ciudadanos. La Comisión se dividió 
en tres secciones. La segunda sección preparó el Titulo preli- 
minar, publicado en 1886, que, con los seis primeros títulos 
del libro primero, fué sometido á la Cámara el 17 de Noviem- 
bre de 1887. 

El nuevo proyecto pone la mano en el Código civil francés 
con un sentimiento de respeto, de queda muestra la redacción 
propuesta para el titulo preliminar. 

Este título lleva el epígrafe De la aplicación de las leyes . Aun 
cuando contiene 17 artículos en lugar de seis, corresponde 
exactamente al título preliminar actual; están reglamentadas 
en él las mismas materias, y sobre varios puntos se mantiene 
el antiguo texto. 

Los artículos 3.° á 14, relativos á la materia de los estatutos, 
contienen la codificación de los principios fundamentales del 
Derecho internacional privado. Constituyen, con su notable 
exposición de motivos, uno de los documentos más importan- 
tes publicados en estos últimos tiempos sobre la solución de 
los conflictos de las leyes. 

El título preliminar del proyecto de revisión del Código 
civil belga es interesante bajo dos puntos de vista: mantiene 
en su integridad, en cuanto al fondo y á la forma, cuatro dis- 
posiciones de seis, y, por otra parte, el art. 3.° se desarrolla 
de tal manera, que se ramifica en 12 artículos. 

Estos dos procedimientos, tan contrarios, se justifican bien 
y son un indicio del buen criterio con que se ha de llevar el 
ia ajo, necesario sin duda, pero un poco peligroso, de una 
refundición del Código franco-belga. 

De intento, dice el autor de la ponencia de la segunda sec- 
C1 n de la Comisión, M. Yan Berchem, miembro del Tribu- 
na belga de casación, queda el proyecto tan breve y conci- 

como el Código sobre los principios que deben dominar 
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la aplicación de las leyes. M. Laurent, recordando que el Li- 
bro preliminar del Código francés «fué reducido por pertene- 
cer más bien á la doctrina que á la legislación», pensaba que 
los redactores del Titulo preliminar habían «pasado de un ex- 
ceso á otro», y siguiendo el ejemplo dado después por los 
autores de los Códigos más recientes, y llegando mucho más 
lejos que ellos, hasta á desconocer á su vez el carácter propio 
de la ley, propuso un número bastante considerable de dispo- 
siciones nuevas; el título preliminar de su anteproyecto no 
contenía menos de 37 artículos. La Comisión se ha opuesto á 
seguir tal camino, se ha atenido al texto del Código de 1804, 
y ha juzgado inútiles no sólo los desenvolvimientos del an- 
tiguo libro preliminar, sino ciertas disposiciones que se en- 
cuentran ya en la ley holandesa, sobre las reglas generales 
de la legislación, ya en el Código austríaco, ya en el Código 
italiano, ya en el Código bávaro, ya en el Código de Badén, 
sobre las obligaciones del Poder judicial, sobre la fuerza legal 
del uso, sobre la intepretación doctrinal y sobre la abrogación 
de las leyes. 

En lo que toca al efecto de las leyes en el espacio, la Comi- 
sión ha transformado primero en tres artículos, mucho más 
completos y precisos, los tres párrafos del art. 3.° del Código, 
y además ha propuesto nueve artículos nuevos, varios de gran 
importancia. No basta que el legislador siente un principio, 
confiando á la jurisprudencia el cuidado de definirlo y de de- 
ducir sus consecuencias varias á través del Derecho entero. 
El conflicto de las leyes necesita un gran número de reglas 
profundamente diferentes, si se admite que la idea de justi- 
cia, no tal ó cual principio político, ha de presidir á su solu- 
ción; y cuando las dificultades inherentes á esta rama del 
Derecho han sido suficientemente discutidas, cuando las so- 
luciones propuestas por la doctrina y sancionadas por la prác- 
tica han llegado á cierto grado de madurez, toca al legisla- 
dor disponer, estableciendo entre las relaciones jurídicas las 
categorías que tienen necesidad de reglas distintas y formu- 
lando estas reglas como otros tantos principios, sometidos, en 
cuanto á sus consecuencias, á la apreciación de los Jueces. 
El legislador debe dictar disposiciones, porque se trata de 
cuestiones de importancia; hay que determinar en ciertas cir- 
cunstancias á qué ley están sometidos los particulares, na- 
cionales ó extranjeros, en cuanto á su estado, sus relaciones 
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¿e familia v su capacidad, relativamente á sus bienes, en 
materia de ‘sucesión, por la forma d la substancia de sus 
ac ^ c . i a r id i eos. respecto á las pruebas que lian de procuiarse, 
' ' ' 1 * * * V V- V erne al carácter licito ó ilícito de sus accio- 
■r, ostiones de esta naturaleza no deben abandonarse 
á Pj jurisprudencia, cuando la ley puede intervenir: no de- 
terminar cuál entre varias leyes particulares debe aplicarse, 
equivale casi á dejarlas sin el amparo de la ley. antes que la 
iurisprudencia baya adquirido la fijeza de la ley, si alguna 
Vez la consigue, los intereses más legítimos y considerables 
doVnii veces lesionados. El legislador debe también 
es. porque el conflicto de las leyes, que re- 
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'as relaciones internacionales, debe ser resuelto de 
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manera que lacilite, por la observancia de la justicia, estas 
mismas relaciones, ya que velar por ellas, en el dominio de 
los intereses privados como en el orden de los intereses ge- 
nerales. es naturalmente el papel atribuido, en cada país, al 
Poder supremo: tal misión incumbe al legislador mismo, 
desde que puede realizarla, una vez que la doctrina le da me- 
dios de desempeñar su cometido: sólo con olvido de su deber 
dejaría de cumplirlo, delegando en el Poder judicial 1). 


II 


Laurent dedica las secciones II, ni y IV del título prelimi- 
nar á las cuestiones que nos ocupan, en el tomo primero de 
su anteproyecto publicado en 1882. Da en él más desarrollo 

al principio de la personalidad que en ningún Código ni pro- 
vecto. 


La sec 

J i as u los 


eión II. Del efecto de las leyes en cuanto á las perso- 
Inenes. trata en nueve artículos del estado y la capa- 


cidad de las personas, de las relaciones de familia y las suce- 
siones. de los bienes muebles é inmuebles, de las convenció- 
ties. de las disposiciones unilaterales, de ¡os cuasi contratos, de 
las obligaciones que resultan de la ley, de los delitos y cuasi 
delitos y de la nacionalidad. 


(1) Revisión du Code civil belge. Titre préliminaire. Droií intematic 

xvrn V !:r iC - de ib 011 1Dternational et <?e Législation comparée. Tom 

V " ]' 1*. - V j= u j^ n * es - Lainé. Elude sur le titre prélim 

ÍVVisbriVrr ‘ "< h Bulletiu de la Société d 

^egwianou comparee. •>!« annee. 1S90, pág. 315 y siguientes. 
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«Las leyes concernientes al estado y la capacidad de las 
personas rig*en á los belg*as en todas partes donde se hallen.» 

«Las leyes extranjeras concernientes al estado y la capaci- 
dad rigen á los extranjeros que se hallen en Bélgica hasta 
que hayan adquirido la nacionalidad belga.»— Artículo 11. 

«Las relaciones de familia y los derechos que de ella resul- 
tan se rigen por la ley del país á que las personas perte- 
nezcan.» 

«Las sucesiones deferidas por la ley ó por la voluntad del 
hombre dependen del estatuto personal del difunto.» — Ar- 
tículo 12. 

«Los bienes muebles é inmuebles se rigen por la ley nacio- 
nal de aquel á quien pertenezcan.» — Artículo 13. 

«Las convenciones concluidas en país extranjero se rigen 
por la ley á que las personas contratantes han querido some- 
terse. A falta de declaración expresa, el Juez investigará la 
intención de las partes por los hechos y circunstancias de la 
causa.» 

«Si las partes otorgan un documento auténtico en Bélgica, 
el Notario les dará á conocer las disposiciones del presente ar- 
tículo.» 

«En caso de duda, aplicará el Juez la ley personal de las 
partes, si tienen la misma nacionalidad, y la ley del lugar de 
la celebración del contrato, si las partes pertenecen á diferen- 
tes naciones.»— Artículo 14. 

«El extranjero que contrata en Bélgica, debe declarar su 
estatuto personal, y, si ha lugar, la incapacidad que le afecta. 
Si no hace esta declaración, los terceros que traten con él 
podrán pedir la aplicación del estatuto belga, siempre que 
obren de buena fe.» 

«Cuando las partes otorguen en Bélgica un acto auténtico 
de sus convenciones, deberá el Notario bajo su responsabili- 
dad, exigir que declaren si son extranjeros, y cuál es su esta- 
tuto.»— Artículo 15. 

«Las disposiciones unilaterales entre vivos ó por causa de 
muerte se rigen por la ley nacional del disponente, á menos que 
haya manifestado su voluntad en contrario.» — Artículo 16. 

«Los cuasi contratos, se rigen por la ley personal de las 
partes si tienen la misma nacionalidad, y por la ley del lugar 
en que el cuasi contrato tenga origen si pertenecen á dhe- 
rentes naciones.» 
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«Las obligaciones que resulten de la sola autoridad de la 
ley, se rigen por la ley personal de aquel en cuyo interés se 
han establecido los administradores legales.» 

\,Los delitos y los cuasi delitos se rigen por la ley del país 
en que el hecho se ha verificado.»— Artículo 17. 

«El estatuto personal se determina por la nacionalidad de 

las personas.» 

«El que tiene dos nacionalidades, si una de ellas es recono- 
cida por la ley belga, tiene por estatuto esta ley en tanto que 
no haya optado por una.» 

«Erestatuto del que no tiene nacionalidad se determina 
por su domicilio, y si no tiene domicilio cierto, por su resi- 


dencia.» 


«El estatuto personal se pierde con la pérdida de la nacio- 
nalidad de que dependa.» 

«El cambio de nacionalidad sólo modifica el estatuto para 
el porvenir; no tiene efecto retroactivo.»— Artículo 18. 

La sección III, Del efecto de las leyesen cuanto d la forma de 
los actos , expone en siete artículos lo que á este punto se refiere. 

«Las formas extrínsecas de los actos auténticos y de los 
actos privados se regulan por la ley del país en que los he- 
chos han acaecido.» — Artículo 19. 

«Estas formas son obligatorias, cualquiera que sea la na- 
cionalidad de las partes. Sin embargo, cuando se trata de do- 
cumentos privados redactados por una sola persona ó por va- 
rias de la misma nacionalidad, pueden seguir las partes las 
formas prescritas por su ley nacional. Se exceptúa el caso en 
que la ley nacional prohíba un acto en la forma ológrafa, ó sólo 
lo permita en las condiciones que prescriba.» — Artículo 20. 

«Si se trata de un contrato ó de un acto solemne, la solem- 
nidad se determina por la ley que rija el contrato ó el acto.» 


«Si el documento está redactado en el extranjero, se sigue 
la ley local en cuanto á las formas extrínsecas de los actos 
auténticos ó privados.»— Artículo 21. 

«Los actos recibidos en el extranjero no tendrán efecto en 
Bélgica, hasta después que hayan sido visados por el Presi- 
dente del Tribunal del lugar de la situación de los bienes, si 
se trata de actos traslativos de derechos reales, y por el Pre- 
sidente del Tribunal del domicilio ó de la residencia de la parte 
intensada, si se trata de derechos de crédito. » 

«L1 íiesidente está encargado de comprobar si se han re- 
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dactado los actos en las formas prescritas por la ley del país 
en que han sido recibidos.» 

«La apelación de la decisión del Presidente será interpuesta 
por demanda dirigida al Tribunal, que decidirá como en ma- 
teria de procedimiento sumario.» — Artículo 22. 

«Las formalidades concernientes al estado y la capacidad 
se rigen por la ley nacional de la persona.» — Artículo 23. 

«Las formalidades prescritas en interés de tercero para la 
transmisión de la propiedad ó de los derechos personales y 
reales se rigen por la ley territorial.» — Artículo 24. 

«Las formas de procedimiento se rig*en por la ley del país 
donde tenga lugar el proceso, y las formas de ejecución por 
la ley del lugar en que los actos ó sentencias sean ejecutados.» 

«Los medios de prueba se regulan por la ley del país en que 
ha ocurrido el hecho.» — Artículo 25. 

La sección III, De las leyes de orden social , dedica un exten- 
so artículo á la materia. 

«Las leyes relativas á los derechos de la sociedad reciben su 
aplicación, cualesquiera que sean el lugar del contrato, la na- 
cionalidad de las partes interesadas y la naturaleza de los 
bienes.» 

«Se aplica esta regla:» 

«1) A las leyes que dependen del Derecho público y del De- 
recho penal.» 

«2) A las leyes que conciernen á las buenas costumbres.» 

«3) A las leyes que declaran abolidos los priviiegios políti- 
cos en materia de sucesión.» 

«4) A las leyes que rigen las prescripciones. La prescrip- 
ción adquisitiva se rige por la ley de la situación de los bienes, 
y la prescripción extintiva por la ley del lugar en que la obli- 
gación se ha contraído.» — Artículo 26 (1). 

M. Laurent ha contribuido al progreso de la ciencia con su 
importante anteproyecto. La Comisión lo ha mejorado en al- 
gunos puntos. 


III 

M. Laurent ha dedicado á las cuestiones de extraterritoria- 
lidad 17 artículos , mientras que la Comisión ha formulado 


(1) Laurent. Avant-projet de revisión da Cade civil Tome premier. 
Bruxelles, 1882, págs. 22 á 168. 
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sólo 12, relativos k las leyes penales, de policía y seguridad, 
al estado y la capacidad de las personas y las relaciones de fa- 
milia k los bienes muebles é inmuebles y los derechos de cré- 
dito ¿das sucesiones, k las obligaciones convencionales, á los 
cuasi contratos, delitos y cuasi delitos, á la forma de los actos, 
k la competencia y las formas del procedimiento, á la.nacio- 
naíidad y á las leyes que garantizan un derecho ó interés 

social. 

Los artículos 3.° á 14 del proyecto de la Comisión indican la 
legislación que debe atender el Juez belga, para apreciar los 
derechos que los belgas ó extranjeios hagan valer ante el. 

El carácter principal de estos artículos es la notable influen- 
cia que atribuyen á la ley personal del extranjero en todos los 
casos en que el imperio exclusivo de la ley territorial no se 
impone, ya por la naturaleza de las relaciones jurídicas que se 
trate de regular, ya por la protección del interés social.* Las 


tendencias actuales de la legislación, afirmadas por el nuevo 
Código italiano, y las de la ciencia del Derecho internacional 
privado, manifestadas por obras tan importantes como nume- 
rosas, dan al proyecto un apoyo incontestable. 

Desde la segunda mitad de este siglo, y á medida que las re- 
laciones entre los súbditos pertenecientes á diversos países 
han llegado á ser más frecuentes, las opiniones de los juris- 
consultos se han hecho á la vez más jurídicas, más equitativas 
y más prácticas en lo que concierne á los derechos de los ex- 
tranjeros. Por una correlación necesaria, la doctrina de la per- 
sonalidad de la ley ha ganado cada día más terreno. Estamos 
lejos del tiempo en que se consideraba como un enemigo el 
extranjero, y la aplicación de la ley extranjera, en todos los 
casos, como una usurpación de la soberanía territorial. La ne- 
cesidad ha obligado bien pronto á admitir temperamentos á 
estas ideas rigurosas, y el mismo interés de las diversas na- 


ciones las lia conducido á hacer á los extranjeros y á la ley 
extranjera concesiones importantes. Es, en efecto, imposible 
á un país dado, negar todo derecho á los extranjeros y todo 
efecto á la ley extranjera, sin exponerse á represalias de la 
misma naturaleza. Se ha llegado así, por una especie de cor- 
tesía internacional, á conceder, en cierta medida, derechos á 
los extranjeros, y á reconocer, en ciertos casos, la aplicación 
de la ley extranjera. Pero las concesiones de la doctrina de la 
cortesía eran muy limitadas, y había la tendencia á conside- 
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rarlas sin valor desde que se chocaba con el interés particular 
de los regnícolas. Tal fué la primera etapa de la legislación y 
de la ciencia en esta materia; á ella se han ajustado el Código 
francés y la mayor parte de sus intérpretes. Los progresos del 
Derecho exigían más. La doctrina y la jurisprudencia han ad- 
mitido pronto que no era menester que la reciprocidad fuera 
necesariamente establecida por tratados, para que los extran- 
jeros pudiesen gozar de los derechos que se desprenden del 
Derecho de gentes. El Código italiano, cuyo principio admite 
el proyecto, ha otorgado la misma consideración á los regní- 
colas que á los extranjeros en cuanto al ejercicio de los dere- 
chos civiles. 

La nueva situación en que se coloca á los extranjeros debe 
tener por resultado una modificación profunda en la manera 
d£ considerar los estatutos. Conceder á los extranjeros el ejer- 
cicio de todos los derechos civiles, pero imponerles la ley 
belga en los casos en que estén caracterizados de otro modo 
estos derechos por su ley personal, sería quitarles con una 
mano lo que se les concede con otra, porque en estos casos, 
lo que constituye derecho para el belga, no lo es para el ex- 
tranjero. El art. 3.° del Código francés excluye ya este régi- 
men absoluto en las materias que afectan especialmente á la 
personalidad del individuo, en las materias de estado y de ca- 
pacidad. Pero hay partes del Derecho que, sin tocar á las ma- 
terias de estado y capacidad, se hallan, como éstas, muy in- 
fluidas por la consideración de la persona; por ejemplo, la 
materia de sucesiones. Cada vez que esta circunstancia do- 
mina, el proyecto, de acuerdo con la doctrina más reciente y 
acreditada y con el nuevo Código italiano, da la preferencia 
á la ley personal del extranjero. La ley territorial, por el con- 
trario, debe conservar un imperio exclusivo en las materias en 
que la consideración de la persona, de su estado, de su capa- 
cidad y de sus relaciones de familia sea indiferente, en las 
materias que pertenezcan al estatuto real. 

La ley territorial no puede tampoco inclinarse ante la ley 
extranjera en el caso en que su aplicación envuelva un aten- 
tado á las bases de la organización política y social de Bél- 
gica; los derechos de la sociedad belga deben mantenerse in- 
cólumes. 

En cuanto á los intereses privados y particulares de los bel- 
gas, que podrían ser contrariados por la aplicación de una ley 
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extranjera, no los tiene en cuenta el proyecto, puesto que re- 
chaza la doctrina llamada de la cortesía internacional y ad- 
mite la intervención de la ley extranjera, no á titulo de con- 
cesión, sino como consecuencia necesaria de las nociones ju- 


rídicas. 

y 0 es inútil hacer notar, que, en el titulo preliminar, sólo 

debe exponer el legislador las reglas generales de la materia 

de los estatutos, las que deben consagrarse jurídicamente 

como principios normales de la aplicación respectiva de la ley 

belga y de la ley extranjera. En cuanto á las modificaciones 

que conviene introducir en las reglas generales en ciertas 

partes de la legislación, sobre todo en el Derecho mercantil, 

por motivos de orden excepcional, tienen su lugar oportuno 

en las leyes particulares, en las que se reconozca la necesidad 

de modificar ó de atenuar las disposiciones del título preli- 

* 


minar. 

Las disposiciones propuestas se caracterizan sobre todo por 
la influencia que conceden á la ley extranjera en todos los 
casos en que ha parecido legitima, sin peligro para los inte- 
reses políticos y sociales del país. La situación topográfica de 
Bélgica, el vasto desenvolvimiento de sus relaciones indus- 
triales y comerciales con los demás Estados, y el gran número 
de extranjeros que cooperan al trabajo nacional y ála riqueza 
del país, deben obligar al legislador á conceder á los súbditos 
de las otras naciones la condición más justa y equitativa. No 
hay, por lo demás, ninguna temeridad en introducir en la le- 
gislación principios progresivos, que han pasado desde ha 
muchos años á las leyes civiles de un gran Reino, que cuentan 
con el apoyo de una notable parte de la doctrina, y que llega- 
rán, así debe esperarse, pasado cierto tiempo, á convertirse en 
el Derecho común de los países civilizados. 

«Las leyes penales, las leyes de policía y seguridad, obligan 

á todos los que se hallen en el territorio del Reino.» — Artícu- 
lo 3.° 


Este artículo es la primera aplicación de uno de los princi- 
pios indicados. Las leyes penales, las leyes de policía y de se- 
gundad dependen esencialmente del Derecho público; deben 

obhgar á todos los que se hallen en el territorio, sean nacio- 
nales ó extranjeros. 

Este artículo, reproducción del art. 11 del Código italiano, 
modifica un poco la redacción del art. 3.°, párrafo l.° del ac- 
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tual Código. No ha parecido superfluo indicar que la disposi- 
ción se aplica á las leyes penales del mismo modo que á las de 
policía y seguridad, las cuales tienen más bien un carácter 
administrativo y preventivo que represivo. Las palabras «todos 
los que se hallen en el territorio» han sustituido á «todos los 
que habiten en el territorio», para indicar que la sumisión á 
las leyes penales, á las leyes fie policía y seguridad, existe in- 
dependientemente del domicilio. 

«El estado y la capacidad de las personas, así como las re- 
laciones de familia, se rigen por las leyes de la nación á la 
que las personas pertenezcan.»— Artículo 4.° 

Esta disposición, análoga al art. 6.° del Código italiano, afir- 
ma de una manera general el principio de Ja personalidad de 
las leyes relativas al estado y la capacidad, trátese de belgas 
ó de extranjeros. 

El art. 4.° mantiene el Derecho vigente, porque el art. 3.°, 
párrafo 3.° del Código civil, á pesar de su redacción restringi- 
da, se interpreta generalmente como aplicable á los extranje- 
ros y á los franceses. 

Los Tribunales han atenuado algunas veces, es verdad, la 
aplicación del principio, bajo pretexto del interés particular 
de los regnícolas que han tratado, sin mala fe y hasta sin im- 
prudencia, con un extranjero, cuya incapacidad, según su ley 
personal, no les era conocida. 

Esta práctica, más ó menos favorecida, bajo el imperio del 
Código por la falta de un texto claro, sería inadmisble des- 
pués de la revisión. 

• El anteproyecto de Laurent parte de los mismos principios, 
y también condena esta práctica. Cree, sin embargo, que hay 
algo más que hacer para dar seguridad á los intereses priva- 
dos, y propone «la declaración, por parte del extranjero, de su 
estatuto personal, y á falta de ella, la aplicación del esta- 
tuto belga, á petición de terceros, si hay buena fe.» — Ar- 
tículo 15. 

El proyecto no ha aceptado esta disposición. Las leyes que 
establecen incapacidades personales se proponen proteger á 
los que son objeto de ellas contra sus propios extravíos, y esta 
protección no puede detenerse en las fronteras del país á que 
el incapaz pertenezca. El regnícola que trata con un extranje- 
ro, como el que trata con uno de sus compatriotas, tiene el 
deber de informarse del estado y la capacidad de la persona 
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con quien se liga, y si olvida este deber, comete una impru- 
dencia, cuyas consecuencias debe soportar con justicia. . 

Con mayor motivo ha rechazado el proyecto las excepciones 
que ciertas legislaciones extranjeras admiten, respecto al prin- 
cipio de la personalidad de las leyes sobre el estado y la capa- 
cidad, con el objeto de favorecer la validez del acto y de pro- 
teger especialmente el interés de los regnicolas. 

Estas excepciones son verdaderamente favorables á los reg- 
nícolas, pero causan perjuicio á los extranjeros; rompen sin 
motivo con la igualdad de trato, que es de desear se establez- 
ca en esta materia entre regnícolas y extranjeros. 


Fuera de las atenuaciones expuestas, las legislaciones ex- 
tranjeras y la doctrina unánime del Derecho internacional 
privado admiten la personalidad de las leyes sobre el estado y 
la capacidad. Solamente hay divergencia en la legislación y 
la doctrina, sobre si debe hacerse depender el estatuto perso- 
nal de la ley de la nación á que la persona pertenezca, ó de la 
ley del país donde tenga su domicilio. Los Códigos francés é 
italiano han optado por la ley nacional. Lo mismo ocurre en 
Dinamarca, en Suiza y en el imperio de Alemania. La ley del 
domicilio domina, por el contrario, en Inglaterra, los Estados 
Unidos, Prusia y Austria. El proyecto conserva en este punto 
el sistema del actual Código. Si es, en casos muy raros, difícil 
determinar la nacionalidad de una persona, con frecuencia es 
más difícil determinar su domicilio. Es más natural, por lo 
demás, hacer depender el estado de las personas, que debe 
acompañar al hombre desde su nacimiento y tener carácter 
estable, de la idea de patria que del hecho accidental del esta- 
blecimiento del domicilio. 


«Los bienes, muebles é inmuebles, están sometidos á la ley 
del lugar de su situación en lo concerniente á los derechos 
reales de que pueden ser objeto.» 

«Se considera que tienen su situación los derechos de cré- 
dito en el domicilio del deudor; sin embargo, si estos derechos 
están representados por títulos transmisibles por medio de la 
tradición ó el endoso, se reputa que están en el lugar en que 
los títulos se hallen.» 

< Cuando, por íazón del cambio sobrevenido en la situación 
< e los bienes muebles, hay conflicto de legislación, se aplica 
la ley de la situación más reciente.» — Artículo 5 0 

El art. 3.°, párrafo 2.° del Código civil, declaré que los in- 
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muebles, aun los poseídos por los extranjeros, se rigen por la 
ley francesa; nada dice sobre los inmuebles poseídos por fran- 
ceses en país extranjero, y se calla en absoluto sobre los mue- 
bles. Es, sin embargo, el único texto del Código relativo al es- 
tatuto real. La doctrina y la jurisprudencia lian debido suplir 
el laconismo del legislador y dar á su voluntad presunta los 
desenvolvimientos que no se encuentran en el texto de la ley. 
Esta necesidad de completar la ley, más bien que de interpre- 
taría, ha tenido por consecuencia innumerables controversias 
y decisiones frecuentemente arbitrarias. 

En el sistema de la mayor parte délos intérpretes del Código 
francés, la distinción entre muebles é inmuebles es un punto 
capital. Lo que caracteriza acaso más este sistema, es la ex- 
tensión del estatuto real á materias de Derecho que parecen 
depender mejor del estatuto personal, porque domina la con- 
sideración de la persona, de su estado, de sus relaciones de fa- 
milia y del respeto á la manifestación de su voluntad. Tales 
son las materias de las sucesiones leg'ales y testamentarias, y 
de las convenciones á título gratuito ú oneroso. 

El proyecto conserva la distinción entre el estatuto personal 
y el real, pero no atribuye á cada uno de estos estatutos más 
que las materias que le son propias, según su naturaleza ju- 
rídica. 

Del estatuto personal, de la ley nacional de las partes de- 
pende, según el art. 4.°, todo lo relativo al estado, á la capa- 
cidad general y especial de las personas y á sus relaciones de 
familia. 

Al estatuto real, á la ley del domicilio están sometidos, en 
virtud del art. 5.°, los derechos que afectan á los bienes con- 
siderados objetivamente, en sí mismos, abstracción hecha de 
la persona que sea su propietario, que los transmita ó los ad- 
quiera, de su estado, de su capacidad, de los vínculos que la 
unan á otra persona determinada, ya con motivo de las relacio- 
nes de familia, ya con motivo de una manifestación de volun- 
tad unilateral ó contractual; son estos los derechos reales pro- 
piamente dichos, posesión, propiedad, usufructo, servidum- 
bres, privilegios é hipotecas, y las condiciones del estableci- 
miento de estos derechos, especialmente por usucapión, y de 
su extinción, especialmente por prescripción. 

El proyecto suprime, en la materia de los estatutos, toda 
distinción entre muebles é inmuebles. Unos y otros están so- 
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metidos á la ley de la situación cuando se trata del derecha 

M Lauvcnt ha propuesto que «los bienes muebles é inmue- 
bles se rijan por la ley nacional de aquel á quien pertenez- 
can v . — Artículo 13. 

Es una innovación en lo que concierne á los inmuebles, más 
apárenle que real, más teórica que práctica. 

Es un principio incontestable que las leyes personales no 
pueden tener predominio sobre la ley territorial, cuando el in- 
terés social entra en juego. Basta para que se aplique la ley de 
la situación, dar al interés social extensas proporciones. 

El proyecto, separándose del sistema de los Códigos francés 
é italiano, somete los muebles, de igual suerte que los inmue- 


bles, á la ley de su situación, como el Código argentino. 

Si los antiguos autores enseñan unánimemente que los mue- 
bles no tienen situación, y que siguen siempre sin distinción 
la ley personal de su propietario, esta unanimidad no existe ya 
en los autores más modernos. En Alemania, en Inglaterra y en 
los Estados Unidos, jurisconsultos eminentes, sobre todo 
AVaechter y Savigny, Westlake y AYharton, se deciden por la 
ley de la situación cuando se trata de muebles individual- 
mente considerados, con independencia de toda universalidad 
jurídica, tal como sucesión ó comunidad conyugal. 

El art. 5.° hace desaparecer la distinción tradicional entre 
muebles é inmuebles, que carece de fundamento cuando se 
trata de determinar el estatuto aplicable á los unos y los otros. 
Decir que los muebles no tienen situación, es sustituir la fic- 
ción á la realidad, porque, de hecho, los muebles tienen una 
situación en el lugar en que efectivamente se hallan. Es cierto 
que su situación es imperfecta, porque fácilmente pasan de 
un sitio á otro. De aquí nace una dificultad, que resuelve el 
ultimo párrafo del art. 5.°, cuando se trata de aplicarles una 
doctrina determinada por la situación. El propietario de mué- 
bles puede cambiar con frecuencia de nacionalidad, y más 
fácilmente aún de domicilio. El axioma mobilia ossibus per- 
sona w/uerent no justifica la distinción de muebles é inmue- 
bles bajo el punto de vista de los estatutos. Admisible á lo 
mo tn lo que concierne á los objetos de poca importancia 
que son de uso directo ó íntimo de la persona, es casi pueril 
cuando se extiende á los muebles en general. La distinción 
ie os mut es é inmuebles como base de la aplicación res- 


105 


pectiva de la lev personal y de la ley territorial, se compren- 
día en el antiguo estado económico de la sociedad. $e decía 
de los muebles y valores mobiliarios: moMlium riles posscssi*. 
Este desdén hacia los muebles debía influir sobre la doctrina 
y la jurisprudencia en materia de estatutos. Poco importaba 
que los muebles quedasen fuera de la acción de la ley territo 
rial, con tal que ésta fuera soberana de los inmuebles, ínticos 
á los que se atribuía valor. Estas ideas no son ya las de la 
actual época, en que los muebles corporales é incorporales 
tienen tanta y acaso más importancia que los inmuebles. 

La elección entre las dos doctrinas no es dudosa, bajo el 
punto de vista práctico. Llegan ambas, es verdad, á iguales 
resultados. Pero la claridad y la sencillez de la afirmada en el 
artículo 5.° del proyecto, evita el peligro de las dificultades de 
interpretación y de aplicación, á que la doctrina de la perso- 
nalidad del estatuto mobiliario, corregida y mitigada por el 
principio del predominio de las leyes de orden publico, no 
puede substraerse. 

El art. 5.° del proyecto se extiende á todos los muebles sin 
distinción, proscribiendo las distinciones de algunos autores, 
ya entre los muebles destinados á conservar una situación 
duradera en un mismo lugar, como el mobiliario de una case, 
y los destinados á cambiar de lugar más frecuentemente, 
como las mercancías, ya entre los muebles en general y los 
objetos destinados al servicio de la persona. El hecho de que 
ciertos muebles cambien de lugar con más frecuencia que 
otros, puede dar motivo á una dificultad en la aplicación del 
artículo 5.°, pero no implica el abandono del principio de 
esta disposición. 

Los dos últimos párrafos del art. 5.° tienen por objeto evitar 
una doble dificultad, que puede nacer de i a aplicac.ón f Je ja 
ley territorial, cuando se trata de muebles. 

Los muebles tienen su situación donde se encuentran, pero 
es imperfecta en cuanto pueden cambiarla. Suponiendo vans •. 
situaciones, bajo la infiuencia de legislaei tu- : 
cada situación que el mueble ha ten lio, mu .. mm ^ amone, 
dece regir los derechos reales unm.u s :u. entra , o •'* - 
na.. e en el territorio. De a: o: resulta un lu e*ute ..e m • ' 

entre varias leyes terri: tríales, si las uil.vuu .-:n 

• * » • , ... * 
t* - ^en ~ s "* ^ — i c — i. . __ i - ' • 


versee pauses en me s-e u 


r r 


106 


■dicto debe ser resuelto por el legislador y á ello tiende la úl- 
tima disposición del art. 5.» La situación que determina el 
estatuto de los muebles como el de los inmuebles, es la situa- 
ción efectiva, material, tangible. Entre dos ó más situaciones 
que lia tenido el mueble en lo pasado y la que tiene en el mo- 
mento en que intervenga el Juez, la última debe fijar la ley 
aplicable, porque sólo de ella puede decirse que sea efectiva, 
material, tangible; las otras sólo son recuerdos, hechos que ya 
se han desvanecido. Se comprende, por lo demás, que los de- 
rechos reales sobre los muebles dehan participar de la natu- 
raleza de éstos. Los muebles se hallan destinados ó expuestos 
á cambiar de lugar; los derechos que les afectan están desti- 
nados ó expuestos á modificarse, á perderse, si la situación 
llega á cambiar. Es, pues, conforme á derecho, decir que la 
cuestión sobre la pertenencia de los muebles ó de los privile- 
gios que les afectan, debe ser resuelta según la ley de la úl- 
tima situación, de la que tengan los muebles cuando surja la 
cuestión entre derechos rivales. 

Respecto de los muebles incorporales, se produce otra difi- 
cultad que el segundo párrafo del art. 5.° tiene por objeto re- 
solver. Los muebles incorporales, los llamados muebles por 
disposición de la ley, son susceptibles, como los muebles cor- 
porales, de derechos reales, propiedad, usufructo, etc. Están 
y deben ser comprendidos en la disposición general del ar- 
tículo 5.° del proyecto. 

Aunque un mueble incorporal, un derecho de crédito, no 
tiene, propiamente hablando, situación, es necesario conce- 
dérsela ficticiamente, y para ello el domicilio del deudor ofre- 
ce la mejor base. En las cuestiones de cesión del crédito ó de 
cesión de derechos reales sobre él, la personalidad del deudor 
está como el crédito mismo, fuera de duda. Por otra parte, 
esta personalidad se toma, de ordinario, en consideración en 
esta materia; los terrenos que pretendan sustituir al acreedor 
originario en la propiedad del crédito, ó haber adquirido de 
él derechos de privilegio sobre el crédito, tienen deberes que 
llenai fíente al deudor, con el objeto de hacer eficaz el dere- 
cho transferido, de asegurar la pérdida de la posesión del 
acreedor originario, de impedir las reclamaciones de otros 
terceros. El segundo párrafo del art. 5.° presume, pues, que 

los derechos de crédito tienen su situación en el domicilio 
del deudor. 
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Sin embargo, esta ficción no se extiende á todos los mue- 
bles incorporales indistintamente. Es natural que se acuda 
sólo á la ficción, cuando sea imposible obrar de otro modo. 
Ahora bien, un gran número de muebles incorporales mani- 
fiestan exteriormente su existencia de una manera tan mate- 
rial como los mismos muebles corporales. Las necesidades 
modernas del comercio, de la industria, del crédito público y 
privado, han, si no creado, por lo menos singularmente des- 
envuelto la circulación de los documentos que no son, es ver- 
dad, el crédito mismo, pero que constituyen, sin embargo, 
más que el instrumento del crédito, y que, por los efectos que 
se les atribuyen, se confunden, por decirlo así, con éste. El 
crédito se transforma de modo que toma el aspecto del mue- 
ble corporal. Tal es el caso de los valores al portador de toda 
especie, billetes de banco, títulos de renta del Estado, las pro- 
vincias y los municipios, de las acciones y obligaciones de 
las Compañías y Sociedades. Tal es también el caso de los va- 
lores negociables, por simple endoso puesto en el título, le- 
tras de cambio, billetes á la orden, mandatos, cheques, etc. 
Nada hay de arbitrario ni de excesivo en fijar la situación de 
los muebles incorporales de esta especie en el lugar en que los 
títulos constitutivos se encuentran efectivamente, y en reser- 
var la ficción legal que toma por base el domicilio del deudor, 
á los muebles incorporales que no se manifiestan por medio 
de títulos negociables al portador ó por simple endoso. 

«Las sucesiones se regulan con arreglo á la ley nacional 
del difunto.» 

«La substancia y los efectos de las donaciones y de los tes- 
tamentos se rigen por la ley nacional del testador.» 

«La aplicación de la ley nacional del difunto ó del testador 
tiene lugar cualesquiera que sean la naturaleza de los bienes 
y del país en que se hallen.» — Artículo 6.° 

El Código francés no se ha explicado sobre el estatuto apli- 
cable á la sucesión legal, ni sobre el que debe tenerse en 
cuenta para apreciar la validez intrínseca y los efectos de los 
testamentos y donaciones; pero los comentadores del Código, 
de acuerdo con la jurisprudencia, admiten que todo lo concer- 
niente á estas materias depende de la ley de la situación, 
cuando se trata de inmuebles, y que la ley personal del di- 
funto, del testador ó del donante, sólo puede ser tomada en 
consideración respecto á los muebles. 
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En el art 6 " como en el 5.°, el proyecto hace abstracción 
de la distinción entre muebles é inmuebles. Cualquiera que 
sea la naturaleza de los bienes, cualquiera que sea su situa- 
ción la sucesión legal, la substancia y los efectos de los tes- 
tamentos y donaciones, se rigen por la ley nacional del di- 
funto, del testador y del donante. 

Ei art. 6 .° trata primero de la sucesión legal, regulada siem- 
pre según la ley nacional del difunto. 

Un gran número de legislaciones, y entre ellas las de In- 
glaterra y los Estados Unidos, someten la sucesión inmobilia- 
ria al estatuto real. 


El sistema del proyecto puede invocar precedentes legis- 
lativos en el Código de Badén, el de Sajonia, el Derecho co- 
mún alemán, y sobre todo el art. 8.° del nuevo Código de 

Italia. 

Los autores que han tratado la cuestión en teoría, indepen- 
dientemente de toda legislación positiva, se dividen en dos 
escuelas, que en todo tiempo han tenido representantes. Hasta 
la mitad de este siglo, la más numerosa y la más influyente 
ha sido la que atribuye la sucesión inmobiliaria al estatuto 
real; pero desde Waechter y Savigny, la doctrina de la uni- 
dad de la sucesión y de la personalidad del estatuto relativo 
á esta materia, ha ganado muchos partidarios, sobre todo en 
Alemania y en Italia. 

El sistema que atribuye la sucesión inmobiliaria al estatuto 
real, se apoya en la distinción entre muebles é inmuebles. 


Esta distinción, que no se justifica ya cuando se trata de cosas 
consideradas individual y objetivamente, es enteramente inad- 
misible en las materias en que se consideran las cosas como 


parte de una universalidad y en sus relaciones con las perso- 
nas. La sucesión está, natural y jurídicamente, fuera de la 


influencia, ya de la naturaleza de los bienes que la componen, 
ya de la situación que éstos ocupan en tal ó cual país. Entre 
todas las manifestaciones del Derecho, no hay, en efecto, otra 
que esto mas exclusivamente dominada por la consideración 
de la persona. Voluntad presunta ó expresa del difunto, moti- 
vos supuestos ó reales de afección hacia unas ú otras perso- 
nas, relaciones de familia, protección debida á la familia, 
todos estos elementos de la materia sucesoria son extraños á 
la nocion del estatuto real; todos se aproximan más, por el 
contrario, á la del estatuto personal. 
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La redacción de la primera parte del art. 6.° da lugar á una 
observación. Se ha creído inútil indicar especialmente, como 
el art. 8.° del Código italiano, que la ley nacional del difun- 
to determina el orden de la sucesión y los derechos que con 
ella se relacionan. Estos son los elementos esenciales del dere- 
cho de sucesión. Esta indicación podía presentar algún peli- 
gro, porque podría creerse que se trataba de excluir otros ob- 
jetos del mismo estatuto, sobre todo las legítimas, parte de la 
sucesión, que también debe ser regida por la ley nacional del 
difunto. La generalidad del texto del primer párrafo del ar- 
tículo 6.° abraza, pues, todo lo relativo á la sucesión legal. 

La substancia y los efectos de los testamentos se rigen, se- 
gún el párrafo segundo del art. 6.°, por la ley nacional del 
testador. Es el mismo principio enunciado en el párrafo pri- 
mero sobre la sucesión, y se extiende á todas las disposiciones 
testamentarias, tengan éstas en cuenta la universalidad ó sólo 
una parte del patrimonio, haya ó no padres con la obligación 
de dar legítimas. 

El art. 6.° del proyecto se sirve, como el art. 7.°, párrafo se- 
gundo del Código italiano, de las palabras «la substancia y 
los efectos de las donaciones y los testamentos». Se han que- 
rido indicar con ellas dos puntos esenciales: l.°, que los testa- 
mentos y las donaciones sólo se rigen por la ley del autor de 
la disposición, en lo que concierne al valor intrínseco de las 
disposiciones, con exclusión de las formas habilitantes, regi- 
das por el art. 4.° del proyecto, relativo al estatuto de capaci- 
dad, y de las formas extrínsecas ó probatorias, que son objeto 
del art. 9.°; 2.°, que los efectos legales de las donaciones y los 
testamentos, como las disposiciones mismas, se rigen por la 
ley nacional del autor de la disposición. 

El art. 6.° del proyecto pone las donaciones entre vivos en 
la misma línea que los testamentos, y dispone, respecto á 

ellas, en el mismo artículo que trata de las sucesiones le- 
gales. 

La materia de las donaciones, como la de los testamentos, 
se liga íntimamente, en efecto, con la de las sucesiones. Las 
disposiciones á título gratuito, sin distinguir entre las dispo- 
siciones entre vivos y por causa de muerte, afectan al patri- 
monio del disponente en condiciones análogas á las que expli- 
can ó justifican el derecho sobre bienes reconocido á ciertos 
parientes. Voluntad del que dispone, sentimientos de alee cíen 
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ó de reconocimiento hacia los favorecidos, preocupaciones 
favorables ó desfavorables hacia los miembros de la familia, 
motivos todos del acto puramente gratuito, le imprimen cier- 
to carácter de personalidad. Una estrecha conexión entre esta 
materia y la de sucesiones existe aún bajo otro punto de vis- 
ta! Los actos gratuitos, donaciones y testamentos, quitan una 
parte del patrimonio á la familia del disponente. El legislador, 
preocupado por conservar la familia, ha tomado disposiciones 
especiales, principalmente sobre la legítima, y las La sancio- 
nado por acciones que anulan ó reducen las donaciones y le- 
gados que exceden de lo disponible. En el momento en que se 
abre la sucesión del difunto, se fija la suerte definitiva de las 
donaciones y los legados, surgiendo y resolviéndose en la 
liquidación de la sucesión las dificultades que nacen de la 
coexistencia de las disposiciones á título gratuito y del dere- 
cho hereditario. 

«Las obligaciones convencionales y sus efectos se regulan 
por la ley del lugar del contrato.» 

«Sin embargo, se da preferencia á las leyes nacionales de los 
contratantes, si contienen estas leyes disposiciones idénticas.» 

«No son aplicables estas reglas, si de la intención de las 
partes, expresada ó revelada por las circunstancias, resulta 
que han querido someter su convención á una determinada 
ley. La facultad concedida en este punto á las partes contra- 
tantes, sólo puede tener por objeto la ley nacional de una de 
ellas, la ley del lugar del contrato ó la ley del lugar de la 
ejecución de éste.» 

«Las disposiciones de este artículo deben ser aplicadas, cua- 
lesquiera que sean la naturaleza de los bienes que son objeto 
de la convención y el país en que se hallen,» — Artículo 7.° 

Las convenciones no tienen, propiamente hablando, estatu- 
to, ó más bien constituyen un estatuto, en el sentido de que 
corresponde á las partes establecer la ley que debe regir el 

asunto tratado entre ellas. Se dice que las convenciones forman 
la ley de las partes. 

Dos puntos se substraen únicamente de la autoridad del le- 
gislador particular, porque dependen del legislador soberano: 
el estado y la capacidad de las personas, y los intereses del 
orden público y las buenas costumbres. En todo lo demás, sólo 
interviene la ley en el caso en que los contratantes no se han 
explicado suficientemente sobre el objeto, las condiciones ó los 
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efectos de su convenio. Se someten á la ley en lo que no ha 
sido directamente convenido ó estipulado. 

Cuando hay duda sobre la ley á que han querido someterse 
las partes, y esta duda se produce si son de nacionalidad dife- 
rente, ó si el acto se ha ejecutado en un país que no sea el de 
ninguna de ellas, hay conflicto posible entre varias leyes, y 
hay necesidad de determinar el estatuto á que ha de sujetarse 
la convención. A esto responde el art. 7.° del proyecto, que da 
más desarrollo á la doctrina del art. 9.°, párrafo 3.° del Código 
civil italiano. 

Según el art. 7.° del proyecto, á falta de declaración expre- 
sa de las partes, á propósito de la ley que ha de regir su con- 
venio, es preciso indagar su intención en todas las circunstan- 
cias del asunto. Sólo cuando el Juez no ha encontrado en estas 
circunstancias el medio de decidir, viene el art. 7.° en su ayu- 
da por medio de presunciones legales. En este caso extremo 
se aplicará, en principio, la ley del lugar del contrato; sin em- 
bargo, se seguirán con preferencia las leyes nacionales de los 
contratantes, si éstas contienen disposiciones idénticas sobre 
el convenio de que se trata. 

La facultad que tienen las partes de elegir, expresa ó tácita- 
mente, la ley á que su convenio debe ajustarse, se justifica por 
el respeto que se debe en esta materia á la voluntad de los con- 
tratantes. El art. 7.° del proyecto limita, sin embargo, el uso 
de esta facultad, no permitiendo á las partes hacer su elección 
más que entre la ley nacional de una de ellas, la ley del lugar 
del contrato ó la del lugar de su ejecución. En fin, el último 
párrafo del art. 7.° aplica uno de los principios fundamenta- 
les del proyecto, la supresión de toda distinción entre bienes 
muebles é inmuebles. 

«Los cuasi contratos, los delitos civiles y los cuasi delitos 
se rigen por la ley del lugar en que el hecho, causa de la obli- 
gación, se ha verificado.» — Artículo 8.° 

A diferencia de las obligaciones convencionales, las que na- 
cen de los cuasi contratos, de los delitos civiles y de los cuasi 
delitos, no tienen por causa la voluntad expresa ó tácita de las 
partes. La ley las crea y las impone por razón de un hecho al 
cual las refiere como consecuencia. Es, pues, natural y con- 
forme á derecho, hacer aquí abstracción de toda presunción 
apoyada en la voluntad del obligado, y tener sólo en cuenta la 
ley del lugar en que se ha ejecutado el hecho. 
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«La forma de los actos auténticos y de los actos privados se 
regula por la ley del país en el que tengan lugar Sm embar- 
go el acto privado puede ajustarse á las formas admitidas por 
la*' leyes nacionales" de todas las partes.»— Artículo 9.* 

Sólo tiene por objeto este artículo las formas exteriores 
denlos actos escritos, las denominadas intrínsecas ó proba- 
torias. 

El primer párrafo es la traducción del adagio locus regit ac- 
turn - . consagrada por la más antigua doctrina. No puede con- 
cebirse, por lo menos en principio, un estatuto diferente sobre 
las formas exteriores de los actos escritos que la ley del país 
de su realización. No puede ser otra cosa respecto á los actos 
auténticos, puesto que la ley territorial es la única competen- 
te para indicar los funcionarios llamados á darles el carácter 
de autenticidad y para determinar las obligaciones impuestas 
á estos funcionarios en el ejercicio de su cargo. En cuanto á 
las formas de los actos privados, no puede invocarse la misma 
razón de necesidad. De hecho no les está prohibido á las par- 
tes seguir, á su elección, otra forma; pero, jurídicamente, no 
debe concedérseles la elección. El legislador tiene la misión de 
procurar á todos los que se hallen en el territorio los medios 
de concluir sus convenciones en las mejores condiciones de 
libertad y sinceridad, y es natural que en la determinación de 
estos medios tome en cuenta el carácter, las costumbres de los 
habitantes, y los usos civiles y comerciales seguidos en el país. 
No toca á los particulares contrariar las disposiciones que el 
legislador establezca en interés general. Las formas locales 
son, pues, obligatorias. De que sean obligatorias se sigue que 
deban ser consideradas como suficientes en todas partes, no 
sólo en el país en que se dé forma al acto, sino también en 
todos los países en que se invoque como prueba. 

El segundo párrafo hace una excepción al principio locus 
fegit actum « Cuando el acto privado es unilateral ó tienen 
todas las partes la misma nacionalidad, no hay inconveniente 
en admitir el carácter probatorio del acto si se ha sometido á 
las formas de la ley nacional de los interesados. Es probable, 
en efecto, que estas últimas formas sean más conocidas de las 
partes, que entren más en sus hábitos, y que aseguren, tanto ó 
más que las formas locales, la libertad y la sinceridad de sus 
convenciones. Esta doctrina se halla admitida en el párrafo l.° 
del art. 9.° del Código de Italia. El proyecto va más lejos. Ex- 
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tiende la excepción al caso en que las partes no tienen la mis- 
ma nacionalidad, si sus leyes nacionales respectivas aceptan 
formas idénticas para los actos privados. Hay la misma razón, 
y se disminuye el número de las nulidades de forma. 

El segundo párrafo del art. 9.° restringe la aplicación ex- 
cepcional de la ley nacional á los actos privados; la fuerza de 
las cosas impide extenderla á los actos auténticos. Los extran- 
jeros no tienen más que un medio de recurrir á las formas 
auténticas, según sus leyes nacionales, comparecer ante los 
Agentes diplomáticos ó consulares de su país, en el caso en que 
tengan éstos competencia para recibir dichos actos. 

«Cuando la ley que rige una disposición exige, como condi- 
ción substancial, que tenga el acto la forma auténtica ó la 
forma ológrafa, las partes no pueden seguir otra forma, aun- 
que la autorice la ley del lugar en que se ha ejecutado el 
acto .» — Artículo 10. 

Hay casos en que la ley impone una forma determinada 
como condición de la validez de las disposiciones, aun entre 
las partes. Se trata entonces, no de formas probatorias, sino de 
formas substanciales. Tales son los casos, en el Derecho fran- 
cés actual, del reconocimiento de un hijo natural, que sólo 
puede resultar de un acto auténtico, de las disposiciones testa- 
mentarias, que sólo tienen efecto si se hacen por testamento 
ológrafo, cerrado ó abierto, de la donación entre vivos, del 
contrato de matrimonio y del de hipoteca, que deben otorgar- 
se en actos auténticos. 


En todos los casos en que las formas constituyan una con- 
dición de existencia ó de validez de la disposición, no hay que 
tener en cuenta el art. 9.° del proyecto y el estatuto de las 
formas, sino el estatuto que rige la disposición misma, según 
las distinciones establecidas por los artículos 4.°, 6.° y 7.° del 
proyecto. El motivo de la diferencia resalta bien. Aunque to- 
cando k la forma, la condición substancial afecta al fondo del 
Derecho. Si falta, no es la prueba de la disposición laque falta; 
es la disposición misma, que, por motivos relacionados más 
frecuentemente con el interés general, está privada por la ley 
de toda existencia jurídica y de todo- efecto legal. 

Es de notar que refiriéndose el art. 10 del proyecto á la con- 
dición substancial de solemnidad, y comprendiendo el artícu- 
lo 9. todo lo que toca á las formas exteriores de los actos, 
basta, para que el acto ó contrato sea válido, que se ajuste á 
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las formas admitidas como solemnes por la ley del país en el 

que tenga lugar. . 

«La competencia y las formas de procedimiento se regulan 

por las leyes del país en que se promueva la instancia.» 

«Los modos de ejecución de los contratos y de las senten- 
cias se rigen por la ley del país en que se solicite su eje- 
cución.» 

«Los medios de prueba se determinan por las leyes del país 
donde el hecho jurídico que se trata de establecer ha ocurri- 
do. Sin embargo, si las leyes nacionales de todas las partes 
autorizan más amplios medios de prueba, serán admitidos.»— 
Artículo 11. 

El art. 11, que guarda relación con el art. 10 del Código ita- 
liano, establece reglas admitidas por todo el mundo sobre la 
competencia y las formas de procedimiento, así como sobre 
los medios de ejecución de los contratos y las sentencias. 

El art. 11, siguiendo la solución admitida por la doctrina 
más general y por el Código italiano, dispone que la ley del 
país en que ha ocurrido el hecho determina los medios de 
prueba admisibles. 

Los medios de prueba no dependen del procedimiento, sino 
que tocan al fondo mismo del Derecho, del cual son insepa- 
rables. 

«El que no justifica una nacionalidad determinada, tiene por 
estatuto personal la ley belga.» 

«Sucede lo mismo con el que pertenece á la vez á la nacio- 
nalidad belga y á una nacionalidad extranjera.» 

«El que pertenece á dos nacionalidades extranjeras, tiene por 
estatuto personal aquella de las dos leyes extranjeras cuyas 
disposiciones, aplicadas á la cuestión, se alejan menos de las 
disposiciones de la ley belga.» — Artículo 12. 

Las tres reglas enunciadas son de una gran claridad. En 
cada una, el elemento principal, el que se tiene más en cuen- 
ta, es la ley belga. Y nada tiene de extraño. Los Tribunales 
belgas son los que entienden en el asunto; es, pues, natural y 
conforme á derecho que se fije su elección sobre la ley belga, 
cuando deban decidirse por una ú otra de las leyes personales 
que se encuentren en conflicto. 

«Los cambios de nacionalidad no tienen efecto retroactivo. 
No pueden pievalecer hasta después que se hayan llenado las 
condiciones y las formalidades impuestas por la ley y sola- 
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mente para el ejercicio de los derechos adquiridos desde esta 
época.» — Artículo 13. 

La nacionalidad múltiple es una complicación de la mate- 
ria de los estatutos, á la que atiende el art. 12 del proyecto. 
El art. 13 se refiere al mismo orden de ideas. Su disposición 
tiene por objeto y por efecto eliminar una de las causas que 
pueden producir la coexistencia de muchas nacionalidades en 
una misma persona durante un mismo periodo de su vida ju- 
rídica. 

El principio del art. 13 es incontestable: es sólo la aplica- 
ción del art. 2.° del proyecto; el art. 20 del Código francés lo 
sanciona en un caso de cambio de nacionalidad, en que el 
legislador ha temido que exista duda, y el art. 15 del Código 
italiano le ha dado una fórmula que comprende todos los 
casos de adquisición ó de recobro del derecho de ciudad. 

El art. 13 del proyecto tiene un alcance más general que el 
artículo 15 del Código civil italiano. Impone su disposición 
al Juez belga en todos los casos de adquisición, de pérdida ó 
de recobro de nacionalidad, trátese de la nacionalidad belga 
ó de otra, y cualesquiera que puedan ser las reglas admitidas 
en este punto por tal ó cual legislación extranjera. El carác- 
ter general de la disposición de que se trata le señala su lu- 
gar propio en el título preliminar. 

«No obstante los artículos que preceden, no pueden tenerse 
en cuenta las legislaciones extranjeras en los casos en que su 
aplicación constituya un atentado á las leyes del Reino, que 
consagran ó garantizan un derecho ó interés social.» — Ar- 
tículo 14. 

La disposición del art. 14 del proyecto tiene por objeto 
preservar los derechos y Jos intereses generales de la sociedad 
belga en todos los casos en que pueden ser puestos en peli- 
gro por la aplicación de la ley extranjera. Si se debe conce- 
der á ésta cierto imperio, definido en los diversos artículos 
del proyecto, sobre los derechos é intereses privados, es im- 
posible dejarle invadir el dominio de los derechos y de los 
intereses sociales. Estas son las condiciones de la existencia 
y del desenvolvimiento de la nación, y deben quedar fuera, 

como la nación misma, de todas las influencias procedentes 
de otra soberanía. 

Estos principios son incontestables; pero su aplicación no 
deja de presentar dificultades, porque depende de la aprecia- 
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ción, frecuentemente delicada, del carácter *le un gran nu- 
mero de disposiciones legales que, teniendo por objeto directo 
recular los intereses privados, se proponen también preservar 
un interés general. No se puede pensar, sin embargo, en re- 
solver por la ley misma las dificultades de que se trata. Sería 
preciso, ante todo, investigar y enumerar los diversos casos 
en que pueden producirse, y como estos casos tocan á casi 
todas las materias del Derecho, habría necesidad desde el tí- 
tulo preliminar, desde el principio del trabajo de revisión del 
Código civil, de resolver un gran número de cuestiones, cuya 
solución depende del carácter que haya de darse á las dispo- 
siciones, ya antiguas, ya nuevas, de la legislación interna de 
Bélgica. Ningún legislador ha intentado hacer semejante cosa. 

Cuando en una circunstancia análoga ha querido asegurar 
el legislador francés, en el art. 6.° del Código, el predominio 
de las leyes de interés general sobre las convenciones par- 
ticulares, se ha limitado á declarar nulos los convenios con- 
trarios al orden público y á las buenas costumbres; no se ha 
atrevido ni á definir el orden público ni las buenas costum- 
bres, ni á indicar los casos especiales en que están interesa- 
dos el orden público y las buenas costumbres. 

El art. 12 del título preliminar del Código italiano ha man- 
tenido una fórmula análoga, y la ha aplicado á la vez á las 
leyes extranjeras y á las disposiciones y convenios particu- 
lares. 

El art. 26 del anteproyecto de Laurent parece, en el primer 
momento, más explícito que el art. 14 del proyecto y que el 
artículo 12 del Código italiano; pero un examen algo atento 
permite reconocer que los ejemplos de aplicación propuestos 
por Laurent para facilitar la misión ^el Juez, nada añaden al 
enunciado del principio mismo. 

Las leyes que dependen del Derecho público y del Derecho 
penal y las que declaran abolidos los privilegios políticos en 
materia de sucesión, quedan fuera de la acción de la legisla- 
ción extranjera, porque son las cartas de derechos de la socie- 
dad. Laurent añade las leyes que conciernen á las buenas 
costumbres; pero, por no precisar los casos en que éstas ca- 
racterizan una disposición legal, el eminente publicista deja 
al Juez un poder de interpretación tan absoluto, como el que 

el art. 6.° del Código francés le atribuye en una materia 
análoga. 
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En fin, según el art. 26 del anteproyecto de Laurent, los 
derechos de la sociedad deben atenderse cuando se trata de 
leyes relativas á la prescripción. Esta parte del artículo se 
presta á un equívoco, que es importante evitar. Ciertamente, 
la prescripción es de orden público; sólo la ley determina sus 
condiciones, y los particulares no pueden modificarlas. Pero 
no es este un caso de aplicación del principio que asegura el 
predominio de la ley territorial sobre la extranjera, lo que 
debe ser el único objeto del art. 26 del anteproyecto; es una 
consecuencia del art. 6.° del Código francés, reproducido en 
el art. 36 del anteproyecto, principio en virtud del cual las 
disposiciones ó convenios particulares no pueden derogar 
una ley de orden público. 

La redacción del art. 14 del proyecto conserva en toda su 
extensión el principio del predominio de las leyes belgas so- 
bre las extranjeras, cuando entra en juego un derecho ó in- 
terés social belga. Puede temerse que se abuse del art. 14 
para impedir, á pretexto del interés general belga, el efecto 
legítimo de las leyes extranjeras en las materias que los otros 
artículos del proyecto atribuyen á estas leyes. Pero este te- 
mor no debe existir, porque la voluntad del legislador, la in- 
terpretación exacta del art. 14, se deduce de la coexistencia 
de las otras disposiciones del proyecto. 

El art. 14 de éste no indica las buenas costumbres como 
obstáculo á la aplicación de la ley extranjera en Bélgica. Pa- 
rece difícil admitir que pueda una ley extranjera favorecer las 
malas costumbres. Las buenas costumbres están mencionadas, 
es verdad, en el art. 12 de la ley italiana; pero esta disposición, 
es sabido, se aplica á la vez al conflicto de las leyes del Reino 
con las extranjeras, y al conflicto de las leyes, ya nacionales, 
ya extranjeras, con las disposiciones y convenios particulares 
que rigen unas ú otras. 

Las «leyes del Reino que consagran ó garantizan un derecho 
ó interés social», cuya aplicación reserva el art. 14, son, pri- 
mero, las leyes que forman el Derecho público: la Constitución, 
las leyes políticas, administrativas y de impuestos. Lo son des- 
pués las disposiciones legales que, encontrándose en las leyes 
civiles, y teniendo por objeto directo regular derechos y debe- 
res privados de los particulares, implican, sin embargo, un 
derecho ó interés público. 
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1-1 Rml decreto del Estado independiente del Congo de 20 de 
Febrero de 1891. sobre los extranjeros y la aplicación de las 
] eve$t debe mencionarse en este lugar. Los autores del decre- 
to, los ilustres jurisconsultos Rolin-Jaequemyns y Rivier, han 
tenido el propósito de sancionar algunos de los principios del 
Derecho internacional privado en el sentido más moderno y 
más progresivo. Como se movian en un terreno libie, lian po~ 
dido atender fácilmente y seguir con seguridad las enseñanzas 
de la doctrina. 

El decreto es sólo un fragmento de legislación. Se ha abste- 
nido de tratar de muchas cuestiones que tienen una relación 
estrecha con las materias que regula. No se ha ocupado ni en 
las sucesiones abintestato, ni en la filiación natural, ni en la 
tutela de los incapaces, ni en el usufructo legal del padre y la 
madre. 

El decreto, que lleva el título Délos extranjeros y la aplica- 
ción de las leyes , tiene un doble objeto. Por una parte, deter- 
mina ia situación de los extranjeros que se bailen en el terri- 
torio del Estado independiente. Por otra, expone los princi- 
pios en que los Tribunales del Congo tendrán que inspirarse 
para resolver las cuestiones que se refieren al conflicto de las 
leyes. Estos principios tienen un alcance general. Se aplicarán, 
cualesquiera que sean el país de ejecución del acto origen del 
proceso, la situación de los bienes litigiosos y el asiento de la 
relación jurídica que se trate de apreciar. 

Este decreto, inspirado en el principio de la nacionalidad, 
ha sido influido por el proyecto belga de 1886, y trata de los 
derechos délos extranjeros, del estado, la capacidad y las re- 
laciones de familia, de los bienes muebles é inmuebles, de los 
actos de última voluntad, de los actos entre vivos y conven- 
ciones, del matrimonio y del divorcio, de las leyes penales, de 
policía y seguridad, y de las leyes que tienen en cuenta el in- 
terés social ó la moral pública. 

«El extranjero que se halle en el territorio del Estado inde- 
pendiente del Cong-o goza de la plenitud de los derechos civi- 
les. Disfruta de los mismos privilegios que los nacionales en 
su persona y en sus bienes.»— Artículo l.° 
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«El estado y la capacidad del extranjero, así como sus rela- 
ciones de familia, se rigen por la ley del país á que pertenez- 
ca ó, á falta de nacionalidad conocida, por la ley del Estado 
independiente del Congo.» — Artículo 2.° 

«Los derechos sobre los bienes, tanto muebles como inmue- 
bles, se rigen por la ley del lugar en el que estos bienes se 
hallen.»— Artículo 3.° 

«Los actos de última voluntad se rigen, en cuanto á su for- 
ma, por la ley del lugar en el que se otorguen, y en cuanto á 
su substancia y á sus efectos, por la ley nacional del difunto.» 

«Sin embargo, el extranjero que otorgue un acto de última 
voluntad en el Estado independiente del Congo, tiene la facul- 
tad de seguir las formas establecidas por su ley nacional.»— 
Artículo 4.° 

«La forma de los actos entre vivos se rige por la ley del lu- 
gar en el que se otorguen. Sin embargo, los actos privados 
pueden someterse á las formas igualmente admitidas por las 
leyes nacionales de todas las partes.» 

«Salva intención contraria de las partes, las convenciones 
se rigen, en cuanto á su substancia, sus efectos y su prueba, 
por la ley del lugar en el que sean concluidas.» 

«Las obligaciones que nacen de un hecho personal al que 
se encuentre obligado (cuasi contratos, delitos ó cuasi delitos}, 
están sometidas á la ley del lugar en que se ha realizado el 
hecho.» — Artículo 5.° 

«El matrimonio se rige»: 

«En cuanto á la forma, por la ley del lugar en que se ce- 
lebre»; 

«En cuanto á sus efectos sobre la persona de los esposos, por 
la ley de la nacionalidad á que pertenecía el marido en el mo- 
mento de la celebración»; 

«En cuanto á sus efectos sobre la persona de los hijos, por 
la ley de la nacionalidad del padre en el momento del naci- 
miento»; 

«En cuanto á sus efectos sobre los bienes, á falta de conve- 
nios matrimoniales, por la ley del primer establecimiento de 
los esposos, salva la prueba de una intención en contrario.» 
Artículo 6.° 

«Los esposos sólo pueden pedir el divorcio en el caso en que 
su ley nacional los autorice á ello.» 

«El divorcio sólo puede ser declarado por uno de los moti- 
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vos establecidos en la ley del Estado independiente del Con- 
go.»— Artículo 7.° 

«Las leyes penales, las leyes de policía y seguridad publica^ 
obligan á todos los que se hallen en el territorio del Estado.»— 

Artículo 8.° 

«Las leyes, las sentencias de los países extranjeros y las. 
convenciones y disposiciones privadas, no pueden, en ningún 
caso, tener efecto en el Estado independiente del Congo en la 
que se opongan al Derecho público de este Estado ó á aquellas 
de sus leyes que tienen en cuenta el interés social ó la moral 
pública.» — Artículo 9.° 

«Nuestro administrador general en el departamento de Ne- 
gocios extranjeros, que tiene la justicia en sus atribuciones,, 
está encargado de la ejecución del presente decreto, que entra 
en vigor este día (20 de Febrero de 1891),»— Artículo 10 (1). 


(1) Yauthier. Les éirangers et T applicaíion des lois dans l’Etai indépen - 
dcmt du Congo. Revue pratique de Droit International privé, 1890-91, 2, 
P/gy 1 ^9 y siguientes. — Annuaire de Législalion étrangere publié par la So^ 
cíete de Législation comparée. 21 année. París, 1892. Págs. 872 y 873. 


CAPÍTULO V 


La extraterritorialidad en Suiza 


I.— Diversidad de legislaciones civiles vigentes en Suiza. Sus diferentes ten- 
dencias. 

II. — Xecesidad de una ley de extraterritorialidad. 

III. — Principios de la territorialidad y de la nacionalidad. Argumentos invocados 

en apoyo de cada uno. 

IV. — Tentativas encaminadas á la aprobación de una ley. Ley de 1891. 


I 

Suiza es hoy el país en que el Derecho civil presenta las más 
grandes complicaciones. Sus dos millones y medio de habitan- 
tes están regidos por veinticinco ó treinta legislaciones civiles 
cantonales diferentes, modificadas en estos últimos tiempos por 
cierto número de leyes federales más ó menos importantes. La 
multiplicidad de legislaciones no es la dificultad principal que 
tiene que vencer el jurisconsulto; por numerosas que fuesen, 
llegaría con facilidad á dominarlas, si perteneciesen á una 
misma familia de Derechos y sólo se distinguiesen entre sí por 
matices ó por ciertas particularidades aisladas. Pero no sucede 
nada de esto. Del mismo modo que bajo el punto de vista et- 
nográfico, Suiza es el punto de encuentro de tres diferentes 
razas, hablando cada una su lengua, y habiendo conservado 
las huellas de su origen, se divide en el terreno del Derecho 
en tres, ó, si se quiere, en dos partes absolutamente distintas: 
una, en que el Derecho germánico impera en absoluto y se ha 
mantenido en un estado de pureza, que no conserva ni en Ale- 
mania; otra, regida por el Derecho francés ó italiano, es de- 
cir, por el Derecho romano más ó menos mitigado, hase de la 
legislación de la Europa occidental y meridional. Se nos pre- 
sentan teorías contradictorias é inconciliables, cuyas incon- 
gruencias se acentúan á medida que se estudian las dúei?u=5 
legislaciones locales. 
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Hasta época reciente, eran los cantones absolutamente sobe- 
ranos en materia de Derecho civil, y no habían consentido unos 
Y otros en limitar su independencia por concordias mtercanto- 
nales más que sobre dos ó tres puntos enteramente especiales, 
como’ los matrimonios mixtos, los vicios redhibitorios, etc. 
Esta independencia absoluta y las incongruencias que resul- 
taban de ella, habían tenido, á la larga, graves inconvenien- 
tes; eran de notar, entre ellos, los obstáculos ridículos puestos 
en ciertos cantones á la celebración de los matrimonios, que 
acabaron por conmover la opinión publica. Se comprendió que, 
en un tiempo en que las barreras cantonales iban necesaria- 
mente desapareciendo, era útil que ciertas materias de interés 
general fuesen regidas, no ya por principios locales, más ó me- 
nos estrechos y anticuados, sino por reglas iguales para todos 
y universalmente reconocidas en todo el territorio de la Confe- 
deración. Era menester para esto revisar la Constitución federal 
de 1848, y el pueblo suizo decidió esta revisión. Espíritus atre- 
vidos consideraron llegado el momento de unificar, con este 
motivo, el conjunto del Derecho civil, é insertaron en el nuevo 
proyecto de Constitución un artículo que federalizaba este 
Derecho. Pero ellos no habían contado con la gran estima en 
que tenían sus conciudadanos los derechos y franquicias de 
los cantones. Bastó esta disposición prematura y contraria á 
las tradiciones nacionales para hacer rechazar, en 1872, por 
una gran mayoría, el proyecto en que se había comprendido. 
El texto fué modificado y aprobado al fin en 1874 bajo la for- 
ma siguiente: «Artículo 53. El estado civil y la conservación 
de los registros que á él se refieren son de la competencia de 
las autoridades civiles. La legislación federal dictará sobre 


este punto las disposiciones ulteriores. — Artículo 54. El dere- 
cho de matrimonio se pone bajo la protección de la Confede- 
ración... Artículo 64. La legislación sobre la capacidad civil, 
sobre todas las materias del Derecho relacionadas con el co- 
mercio y las transacciones moviliarias (derecho de obligacio- 
nes, con el deiecho mercantil y el derecho de cambio), sobre 
la propiedad literaria y artística , sobre la persecución por 
deudas y la quiebra, es de la competencia de la Confederación. 
El resto del Derecho civil queda en la competencia de los can- 


Después de la aprobación de la Constitución federal de 1874, 
as siguientes leyes federales han sido sucesivamente prepa- 
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radas y promulgadas ; l.°, ley federal de 24 de Diciembre 
de 1874 sobre el estado civil, la conservación de los registros 
que á él se refieren y el matrimonio; ley prematura, que inva- 
día acaso el terreno que los constituyentes habían querido 
dejar á los cantones, y cuyas disposiciones, tanto sobre las 
condiciones intrínsecas del matrimonio, como sobre las cau- 
sas de divorcio, han dado lugar á las críticas más fundadas; 

2. °, Código federal de obligaciones de 14 de Junio de 1881; 

3. °, ley federal de 22 de Junio de 1881 sobre la capacidad ci- 
vil, etc. 

Los tres cantones de Schwytz, de Uri y de San Gall, y los 
tres medios cantones de Obwalden, de Appenzell (Rhodes in- 
teriores) y de Basilea-campo, no tienen aún ninguna clase de 
legislación civil sobre el plan de las legislaciones modernas, 
y están regidos por viejas costumbres ó estatutos locales. 

El medio cantón de Appenzell (Rhodes exteriores), posee, 
sobre las principales materias del Derecho civil, una serie de 
leyes recientes y completas, que sólo difieren de un Código, 
propiamente dicho, en no estar reunidas en un contexto y bajo 
una misma serie de números. 

Thurgovia y Nidwalden poseen un principio de codificación: 
dos ó tres de los cuatro ó cinco libros, de que se componen ha- 
bitualmente los Códigos civiles alemanes, están terminados y 
promulgados. Para Basilea-ciudad existe un notable proyecto 
de Código que no se ha puesto aún en vigor. 

Glaris y Zug tienen, desde hace algunos años, un Código 
debidamente terminado, pero del que ha eliminado volunta- 
riamente el legislador todo el derecho de obligaciones, que la 
Constitución de 1874 ha colocado en el dominio federal. 

Existen, en fin, Códigos civiles completos en los cantones 
de Friburgo, Ginebra, Neuchatel, Vaiais y Yaud (Suiza fran- 
cesa); del Tesino (Suiza italiana); de Argovia, de Berna, de los 
Grisones, de Lucerna, de Schaffhouse, de Soleura y de Zurich 
(Suiza alemana) (1). 

Para clasificar estas numerosas legislaciones, no según su 
forma exterior, sino según el sistema á que se refieren, hay 
que agruparlas en cinco grandes categorías: primer grupo, 

(-0 Huber. System und Geschichte des Schweizenschen’Pvioatrechtes. 
ítects-Kcdender der Scjiweiz erisc h en JEidgenossenchaft. 2 Ausg-ibe. ai 
rich, fechlatter, 1883. — -Amiaud, p. 140. — Code civil du Cantón do ^ tu ic i 
de 1887, traduit et annote par Ernest Lehr, París, 1 880. Litroductionl 


124 


legislaciones que toman por tipo el Código f^ncés, cuya in~ 
fluencia se hace sentir del principio del siglo á 1830 (Jura ber- 
nés Ginebra, Yaud, Neucliatel, Valais, Friburgo y el Tesino); 
segundo grupo, legislaciones de 1830, inspiradas por reformas 
en sentido filosófico del Derecho vigente, que abrazan el pe- 
ríodo de 1824 á 1848 (Berna antigua, Lucerna, Argovia y So- 
leura); tercer grupo, leyes posteriores á 1848, cuyo tipo es el 
Código de Zurich (Schaffhouse, Thurgovia,Nidwalden y Zug); 
cuarto grupo , derivado igualmente del Código de Zurich, del que 
se muestra más independiente. Este grupo, que data de 1860, 
señala un progreso hacia la solución del actual problema: la 
conciliación del Derecho alemán y del Derecho francés (los 
Grísones y Glavis); en fin, quinto grupo , compuesto de leyes 
muy recientes, en que aparece completamente la preocupación 
de conciliar las leyes alemanas y francesas para llegar á la 
unificación (1). 

De todos los Códigos mencionados, el mejor, y sin duda el 
más importante, es el de Zurich, redactado y comentado por 
Bluntschli. Este Código es un trabajo completamente original, 
á la altura de la ciencia moderna, y que no se relaciona ni con 
el Código francés ni con ningún otro modelo. Muchos sabios 
alemanes lo han considerado, tanto bajo el aspecto de la for- 
ma como el del fondo, como uno de los monumentos más no- 
tables de los tiempos modernos. Es muy completo, sin ser ca- 
suista y sin entrar en demasiados detalles. Merece principal- 
mente elogios por haber conservado con gran habilidad las 
particularidades, dignas de serlo, del Derecho de Zurich, san- 
cionando ampliamente los principios del Derecho moderno, 
purificados por la ciencia. 


II 


Las causas generadoras de la ley son, ante todo, circuns- 
tan cías de hecho, el estado de cosas existente por falla de una 
reglamentación federal y los numerosos conflictos entre las 
diferentes leyes de los cantones; esta diversidades un caos, un 
laberinto legislativo, un mosaico, una torre de Babel , pues 
con razón decía Voltaire que, si se viajaba en Suiza, se cam- 


giua 40l! lty ’ BulIetln de la So «été de Lcgislation coniparée, 1874, pá- 
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biaba tan frecuentemente de legislación como de caballos de 
posta. 

Entre los cantones, unos querían que sus leyes, formadas en 
interés de sus ciudadanos, les sig-uiesen cuando abandonasen 
su cantón de origen para establecerse en otra parte (principio 
de la nacionalidad); otros, por el contrario, limitando estric- 
tamente su soberanía á su territorio, pretendían ejercer en él 
un imperio absoluto y someter á sus leyes á todos los que ha- 
bitasen en su territorio, fuesen ó no ciudadanos del cantón 
(principio de la territorialidad). De aquí un doble género de 
conflictos: el ciudadano de un cantón perteneciente al primer 
sistema, se encontraba, trasladándose á un cantón pertene- 
ciente al segundo, sometido á una doble legislación; en sen- 
tido inverso, el que de un cantón dominado por la territoria- 
lidad iba á establecerse á otro partidario de la nacionalidad, 
no sabía ya la ley que debía invocar, pues aunque el cantón 
en que se establecía no se hubiese negado á aplicarle su ley 
de origen, ésta no se atribuía efecto extraterritorial. Así, do- 
ble legislación ó falta de legislación, conflicto de leyes ó ca- 
rencia de régimen jurídico; en ambos casos, incertidumbre é 
indecisión. 

La necesidad de poner término á esta situación lamentable 
y de establecer una regla que pudiese servir de norma, se ha- 
bía hecho sentir; desde 1822 (15 de Julio) dos concordias ha- 
bían sido concluidas entre cantones, una sobre las laidas y 
cúratelas entre quince Estados, y otra relativa á la facultad 
de testar y d los derechos de herencia entre trece cantones; te- 
nían precisamente por objeto determinar la ley aplicable. 
Pero este remedio era insuficiente, porque no sólo cada can- 
tón podía retirarse de estas convenciones (lo que hicieron dos 
de los signatarios), sino que también los no convenidos entre 
sí y frente á los otros quedaban libres y soberanos en cuanto 
á la manera de regular los conflictos. 

Estos crecieron y se multiplicaron con los años, porque las 
facilidades para el cambio de lugar eran más grandes, las co- 
municaciones más cómodas y el número de los suizos esta- 
blecidos cada día más considerable. La Constitución de 1848, 
reforzando el vínculo federal, puso la solución de la cuestión, 
aunque no de un modo incontestable, en la competencia de 
la Asamblea federal. Sobre este texto constitucional, y con 
motivo de un proceso que tuvo cierta resonancia, porque las 
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dos Cámaras no pudieron durante dos años ponerse de acuer- 
do, se apoyó el proyecto de ley federal de 1862. . 

Después de su fracaso, las dificultades internacionales fue- 
ron más numerosas que nunca. Dos tentativas de revisión 
constitucional, en 1865 y 1872, no tuvieron éxito; la Consti- 
tución de 1874 vino á dar al fin al legislador federal el poder 
de poner término á los conflictos. (Artículo 46.) Fué ésta, por 
decirlo así, la causa de derecho de una ley federal sobre la 
materia, indisolublemente ligada á las causas de hecho , y 
siendo las dificultades legislativas entre los cantones las que 
provocaron la inserción de este principio en la Constitución, 
tenía para el legislador el carácter de una orden, que debía 
obedecer pronto ó tarde. Sin embargo, el segundo proyecto de 
1876 fué rechazado igualmente por las Cámaras. 

En una petición dirigida á la Asamblea federal, el 11 de 
Marzo de 1879, M. Borel bacía resaltar bien la iniquidad de 
semejante incertidumbre jurídica. «Los ciudadanos estableci- 
dos se hallan privados de derechos, decía; sus derechos más 
caros no están seguros.» Citaba su propio caso como ejemplo. 
Originario de Neuchatel y habitando en Berna, se había ca- 
sado dos veces, tenía hijos de los dos matrimonios y poseía 
inmuebles en Berna y en Neuchatel; no sabía á qué ley había 
de someterse su sucesión, qué parte habían de tomar sus di- 
versos hijos como legítima y de qué cantidad podía disponer 
al hacer testamento. 

M. Soldán decía también en su Memoria dirigida á la So- 
ciedad de juristas suizos en 1884: «Lo que constituye un in- 
conveniente grande, es la posibilidad de conflictos entre las 
leyes particulares, es la incertidumbre jurídica que nace de 
que los cantones, aplicando su soberanía á la vez á sus ciuda- 
danos por el derecho de ciudad y á los habitantes de su te- 
rritorio, crean así situaciones intolerables para el público, 
si no insolubles para los mismos juristas.» M. Rott, encargado 
con el anterior de la ponencia, empleaba un lenguaje idén- 
tico y demandaba una regla positiva y segura para remediar 
el mal. Un Diputado de Ginebra declaró en términos enérgi- 
cos, que era digno de un pueblo salvaje semejante estado°de 
cosas. 

No se ocultaban, pues, los vicios del sistema existente ni la 
urgencia de abandonarlo. Buena prueba es de ello la perse- 
verancia con que fué llevada la cuestión tres veces ante las 
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Cámaras; la Asamblea federal que, en Diciembre de 1879, ha- 
bía encargado al Consejo federal de presentar de nuevo la 
cuestión ante ella cuando lo juzgase conveniente , á pesar de su 
desaliento por la inutilidad de sus esfuerzos, sintió desde 1882, 
la necesidad de una solución y obligó al Consejo federal á es- 
tudiar de nuevo el asunto. 

El movimiento siempre creciente de la inmigración de los 
suizos de un cantón á otro, esta mezcla cada día mayor de las 
poblaciones cantonales, fué un poderoso estímulo para la 
preparación de la ley. Algunas cifras pueden dar una idea 
de ella: 



Población 
suiza total 

Suizos 
que habitan 
en su 

cantón de origen 

Suizos 

establecidos 

en 

otros cantonea 

En 1880 

2.635.067 

2.933.612 

2.256.660: 85% 
2.250.350: 77% 

378.407: 14% 
444.994: 15% 

En 1888 



Hay varios cantones en que la población suiza y la extran- 
jera exceden en número á la población indígena, originaria 
del cantón: 


En 1888 

Población 

total 

Habitantes 

de 

su cantón 
de origen 

Suizos 

de 

otros cantones 

| Extranjeros 

Ginebra 

106.738 

40.280 

25.753: 24% 

i, 

40.705: 38,5% 

Neuchatel 

109.037 

48.842 

50.075: 46% 

10.120: 9,9% 

Basilea-ciudad 

74.247 

• 

21.695 

26.954: 36% 

1 | 

25-598: 34,7% 


De modo que en Ginebra hay 40.280 ciudadanos origina- 
rios del cantón y 66.458 suizos y extranjeros; en Neuchatel, 
48.842 ciudadanos y 60.195 suizos y extranjeros, y en Basilea- 
ciudad, 21.695 ciudadanos y 52.552 suizos y extranjeros. 

La carencia de norma no podía dejar de ser muy perjudi- 
cial á los interesados y á terceros, puesto que se ignoraba en 
un cantón la ley que debía aplicarse á los suizos establecidos. 

El mal estaba, pues, reconocido. En cuanto al remedio , po- 
día ser una concordia entre cantones , pero no había medio de 
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obligar á firmarla á los cantones, que no aceptasen sus prin- 
cipios. Así es que esta solución no ha tenido defensores; á lo 
sumo, se lia podido preguntar si, para ciertos puntos aislados, 
el mantenimiento del estado creado por las concordias exis- 
tentes no hubiese sido preferible á la solución propuesta por 
la ley, y semejante argumentación apenas hubiese podido re- 
sistir á un examen profundo y á una discusión seria. 

La verdadera solución, la única panacea en la opinión de 
casi todos los juristas suizos, sería la unificación del derecho; 
por la aprobación de un Derecho civil federal, todo conflicto 
se evitaría y la fuente de todos los choques de competencias 
cantonales dejaría también de existir. Pero de esto á concluir 
que debe esperarse pasivamente el momento en que la unifi- 
cación sea posible, y no hacerse nada en favor de los perju- 
dicados por el actual estado de cosas, hay mucha distancia. 
Los que sostienen esta tesis se parecen á los médicos, que 
ante el temor de que su enfermo sienta más vivamente la ne- 
cesidad de un remedio enérgico, se oponen á administrarle 
un calmante, esperando que la operación pueda hacerse. 

La unificación ofrece dificultades. Sin desconocer sus ven- 
tajas, basta observar que el proyecto de Constitución de 1872 
fué rechazado por el pueblo, porque reconocía competencia 
á la Confederación para unificar el Derecho civil; según la 
Constitución actual, la Confederación tiene el derecho y el do- 
ler de aplicar el principio formulado en el art. 46, mientras 
que carece de facultades para implantar en Suiza una legis- 
lación uniforme. No hay que examinar tampoco si la aproba- 
ción de una ley federal sobre los suizos establecidos es ó no 
favorable á la idea de unificación; hay quien cree que no le 
hace dar un paso hacia adelante ni hacia atrás; debe sólo re- 
conocerse que transcurrirá, aun en la hipótesis más favorable, 
un gran número de años antes que se promulgue un Código 
civil suizo. La mayor parte de los autores suizos estiman que 
la nueva ley, que constituirá seguramente una mejora, no 
debe ser sacrificada á un propósito, cuya realización es por lo 
menos lejana, y según varios quimérica. 

Algunos partidarios de la unificación siguen el buen cami- 
no, recomendando la preparación de una ley federal . «Sólo 
ella, dicen, puede poner remedio al mal; una regla positiva y 
segura en el dominio del Derecho internacional privado, im- 
porta poco cuál sea, es preferible al actual régimen de dere- 
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eho, que equivale en muchos casos á la carencia de toda 
regla.» 

La jurisprudencia federal , decidiendo sobre el Derecho aplh 
cable, en ciertas materias, á los suizos establecidos, no ha 
conseguido dar una solución satisfactoria, una regla fija apli- 
cable á todas las cuestiones litigiosas; no ha sido siempre cons- 
tante ni consecuente; y en cuanto ála regla consignada en el 
primer párrafo del art. 46 de la Constitución, el Tribunal fe- 
deral ha declarado que no es aplicable hasta que la ley previs- 
ta en el segundo no exista. Hace resaltar la insuficiencia de 
las concordias, y añade, en 9 de Julio de 1881: «En todo caso 
una ley federal que regule de una manera obligatoria para to- 
dos los cantones la legislación y la jurisdicción en todos los 
asuntos de sucesión, es tan conveniente como algunas pres- 
cripciones de Derecho federal sobre las competencias en mate- 
ria de tutela.» 

Según la opinión casi unánime, una ley federal era el único 
remedio. Las circunstancias que la hacían necesaria indicaban 
ciaramante el fin que debía tratar de llenar: poner término á 
la inseguridad del Derecho y resolver los conflictos de las le- 
gislaciones de los cantones. 

No se trataba de dictar disposiciones completas para los sui- 
zos establecidos, de preparar un Código civil para su uso, de 
crear un Derecho nuevo; no hacía falta un Derecho material; 
se trataba sólo de determinar cual seria la ley aplicable d los 
suizos establecidos ; en otros términos, de trazar los límites de 
las competencias respectivas de los cantones bajo el punto de 
vista legislativo. «El fin de la ley, dice el Consejo federal, no 
es regular de una manera material y directa la posición jurí- 
dica de los establecidos en las relaciones de derecho que les 
afectan, sino solamente determinar, en cada relación de dere- 
cho, á qué cantón toca regularla, y naturalmente fijar estas 
competencias de modo que se hallen en equilibrio los derechos 
y obligaciones.» 


La misión déla ley era exactamente la del Derecho interna- 
cional privado, cuyo objeto es la solución de los confio-tos de 
leyes, y la determinación, en cada caso en que concurran va- 


rias leyes, de la que deba preferirse. Esta misión hace de ella 
una ley de una naturaleza particular, esencialmente diferente 
de las leyes federales ordinarias que crean un Derecho un evo 
y lo imponen á los cantones; no hace, por el conmino, más 
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que determinar el campo de aplicación de sus legislaciones , que 
deja intactas, y designar la jurisdicción que ha de aplicar la 
renda sentada. Tiene, ante todo, un carácter de Derecho inter- 
nacional privado. 

Una cuestión especial ligada á la naturaleza y al alcance de 
la ley, era la de saber si, abstracción hecha de sus disposicio- 
nes de Derecho internacional, había de ser exclusiva y estric- 
tamente intercantonal, ó si debía también aplicarse en el in- 
terior de un cantón en el caso en que la existencia de dos le- 
gislaciones divergentes, dividiéndose el territorio de este can- 
tón, diesen origen en él á las mismas dificultades que entre 
diferentes cantones. El proyecto de 1887 no hablaba de ello; 
pero en el seno de la Comisión del Consejo nacional, M. Jolis- 
saint propuso esta extensión por motivo de analogía, con el 
objeto de resolver los conflictos semejantes que se producían 
(en Schwytz sobre el derecho de sucesión y en Berna entre la 
legislación del Jura y la del antiguo cantón), y para conceder 
á todos los establecidos, cualesquiera que fuesen, el beneficio 
de la solución establecida por la ley; la misma incertidumbre 
existía, en efecto, y la jurisprudencia de Berna no había po- 
dido hacerla cesar. 

A pesar de la oposición de M. Ruchonnet, que sostenía que 
el art. 46 de la Constitución, si no en su letra, porque el texto 
no habla de ello, á lo menos en su espíritu, sólo debía aplicar- 
se á las relaciones intercantonales, la proposición de M. Jolis- 
saint fué aprobada por la Comisión, y después de ella por el 
Consejo nacional y el Consejo de los Estados (1). 


( 1 ) Muheim. Die Principien des internationolen Privatr echtes im Schivei- 
zerischen Privatrechte . Altdorf, 1887.— Blumer Morel , Handhuch des 
Schweiz erischen Bundesstaatsr echtes . — Huber. System und Geschichte des 
Schweizerischen Privatr echtes. — Voii Wyss. Ueher Kollision verschiede - 
ner Prwatrechts nach Schiveiz erischen Pechtansichten. Zeitsclirift für 
fecbweizerisches llecht, 1853, pág. 35. — Borel. Les rapports de Droit civil 
des suisses élahlis ou en séjour. Neuchatel, 1889.— Koeuing. Das Gesetz 
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III 


Pueden dominar en el Derecho intercantonal, como en el 
Derecho internacional privado, la territorialidad y la naciona- 
lidad, ó el domicilio y el origen. 

De un lado, los dos términos domicilio y territorialidad no 
corresponden completamente. El domicilio está íntimamente 
ligado á la persona, no hay domicilio sin individuo; la territo- 
rialidad, por el contrario, es una noción más independiente 
de la persona, más amplia, que se extiende á todo lo que se 
encuentra y se hace en el territorio; á ella se refieren no sólo 
la lex domicilii , sino la lex reisitce , lexloci contractas, lex fori 
y la regla locus regit actum. Además, los dos principios no son 
absolutamente equivalentes. Según el principio de la territo- 
rialidad, tomado en todo su rigor, la ley del Estado se aplica 
á toda cosa y á toda persona que se encuentra en el territorio 
con cualquier título que sea; con el principio del domicilio, no 
basta que la persona se halle en el territorio, se exige que esté 
en él domiciliada, es decir, instalada de un modo más ó menos 
estable. Sin embargo, el segundo no hace más que precisar el 
primero, y puede decirse que el principio del domicilio es el 
principio de la territorialidad afinado y limitado en cierta 
manera. 

De otro lado, el origen y la nacionalidad no son tampoco 
nociones idénticas por completo; la nacionalidad, que es el 
vínculo que liga á una persona con una nación, puede adqui- 
rirse por el jus sanguinis , es decir, por el hecho de la nacio- 
nalidad de los padres, y por el jus soli¡ es decir, por el hecho 
del nacimiento en el territorio. El principio del origen puede 
también, bajo cierto punto de vista, ser considerado como una 
restricción al principio de la nacionalidad. 

Tratándose de Suiza, en que el origen, es decir, no el naci- 
miento en tal ó cual lugar, sino el nacimiento de padres ciu- 
dadanos de tal ó cual cantón, se toma en cuenta sólo para 
atribuir el derecho de ciudad, será más exacto hablar de do- 
micilio y de origen. Si se tratase de relaciones internaciona- 



seríamás conforme con la realidad délas 


cosas valerse 
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las palabras de territorialidad y de nacionalidad. En efecto, la 
nacionalidad no cambia cuando se traslada el domicilio de un 
cantón á otro; sólo el origen puede diferenciar á los suizos de 


132 


otros cantones. En los países en que, como Francia, no existe 
derecho municipal de ciudad, el principio de la nacionalidad 
corresponde enteramente con el principio del origen. 

til principio de la territorialidad, en su sentido más absolu- 
to, consiste de un lado en considerar el Estado como entera- 
mente soberano, en mataría de legislación y de jurisdicción 
en toda la extensión de su territorio, sobre las personas y co- 
sas que en él se encuentren, y de otro en negarle toda acción 
y toda competencia, bajo el mismo punto de vista, más allá de 
jos límites de su territorio. Es lo que se llama la soberanía te- 
rritorial de la ley. 

El principio de nacionalidad, partiendo de otro aspecto déla 
soberanía de la ley (soberanía personal), consiste de un lado en 
considerar la ley como creada únicamente en utilidad de la 
persona y como ligada indisolublemente con ella, donde quie- 
ra que se traslade, y de otro, en restringir su aplicación á los 
súbditos del Estado, para los cuales se ha hecho. 

En Suiza, al fin del siglo xvm, la legislación del lugar de 
origen era aplicable al Derecho de las personas. El principio 
del origen fuó confirmado en 1822 por las dos importantes 
concordias intercantonales sobre la tutela y la sucesión. Inde- 
pendientemente de esto, en el dominio del Derecho de familia 
y del Derecho de sucesión, se encuentran los dos principios en 
las legislaciones de los cantones de Suiza; bajo este punto de 
vista, M. Huber las divide en las tres siguientes clases: 

1. ° Principio de origen, Zurich, Grisones, Schaffhouse, 
Appenzell, Basilea, Zug, Obwalden, Schwytz y Uri, ó sean 

8 Va? que aplican el Derecho de origen, pero con varias excep- 
ciones. 

2. ° Principio territorial mitigado con reservas y restriccio- 
nes, Berna, Lucerna, Argovia, Soleura, Nidwalden, Ginebra, 
Vaud, Friburgo, Neuchatel, Tesino y Yalais, ó sean 10 */#• 

3. ° Territorialidad absoluta, San Gall, Glaris y Thurgo- 
via, ó sean tres. 

El mensaje del Consejo federal de 1862 reconoce que la te- 
rritorialidad, siendo un régimen más sencillo, va extendién- 
dose. Suiza lo ha aplicado al derecho de voto en materia fede- 
ra y al sei vicio militar; por último, ha establecido en su 
Constitución de 1874 el principio del domicilio como regla ge- 
neral aplicable á los suizos establecidos. 

Intercantonalmente, al contrario de lo que ocurre entre na- 
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ciones, la tendencia se inclina á la extensión del principio del 
domicilio. 

Bajo el punto de vista histórico, este sentido, favorable á la 
territorialidad, se explica, dice el mensaje de 1862, por ha- 
ber desaparecido una de las dos circunstancias favorables k la 
nacionalidad y haberse modificado notablemente la otra. 

1. ° La división confesional de Suiza, en dos partes estric- 
tamente separadas, en las que el Derecho era en cierto modo 
el reflejo de las ideas religiosas, había excitado la desconfian- 
za de los cantones católicos enfrente de las legislaciones de 
los cantones protestantes, y obligado á los Estados k someter 
lo más posible á sus súbditos á la ley de origen; esta tenden- 
cia confesional, con sus consecuencias en el Derecho, ha des- 
aparecido. 

2. ° La asistencia á sus ciudadanos pobres había obligado 
á la autoridad del municipio de origen á aceptar un sistema 
de previsión y de vigilancia. Este sistema ha llegado á ser 
casi impracticable con la movilidad siempre creciente de la 
población en el interior de Suiza. Además, el párrafo tercero 
del art. 45 de la Constitución federal ha sido interpretado por 
el Consejo federal, en 12 de Noviembre de 1878, en el sentido 
de que los ciudadanos establecidos ó residentes deban ser mo- 
mentáneamente asistidos, si tienen de ello necesidad, por el 
municipio ó el cantón del domicilio; y la ley federal de 22 de 
Junio de 1875, sobre los gastos de sostenimiento y de sepultu- 
ra de los suizos establecidos, ha impuesto al cantón del domi- 
cilio obligaciones que disminuyen sensiblemente las del can- 
tón de origen. 

En fin, el mantenimiento del principio de origen en Suiza 
se debía al desenvolvimiento del municipio y á la importan- 
cia del derecho municipal de ciudad desde el siglo xvi. Bro- 
cher (1) y Blumer-Morel (2) consignan que en los tiempos mo- 
dernos el derecho del domicilo se ha desenvuelto, y que la 
territorialidad está hoy generalmente admitida. 

Esto en cuanto á la historift . En lo que concierne al d 6 mocito, 
es preciso hacer resaltar las importantes divergencias que exis- 
ten entre el punto de vista intercantonal y el punto de vista, 


(1) Cours de Droit international privé. Vol. I, póg. 247 y 

(2) Handbuch des Schiveizerischen lhuidcsstaittsrcchtcs . 

1887, pág. 268. 
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internacional. Los conflictos de las leyes pueden sin duda ser 
semejantes; son más dignos de llamar la atención y más agu- 
dos en Suiza por el hecho de producirse en el interior de un 
pequeño Estado, dividido en 25 legislaciones, que se reparten 
el territorio y chocan incesantemente. Pero la diferencia con 
el extranjero queda, sin embargo, bien marcada. 

1. ° Mientras que internacionalmente un extranjero se con- 
sidera siempre como perteneciente á otra nación y permanece 
alejado de todas las manifestaciones de la vida pública, en la 
que no desempeña ningún papel, el suizo establecido en un 
cantón distinto del suyo de origen, no deja de ser considerado 
como confederado, miembro de la misma nación; interviene 
en la vida pública, ejerce sus derechos políticos desde que su 
establecimiento ha durado tres meses (en varios cantones des- 
pués de la residencia del mismo tiempo), y en todos los casos 
en materia federal; tantos privilegios no pertenecen en modo 
alguno á los extranjeros. 

2. ° El art. 60 de la Constitución federal prescribe la igual- 
dad de tratamiento en materia de legislación y de jurispruden- 
cia entre los ciudadanos de los demás Estados confederados y 
los súbditos del cantón ; interpretando esta disposición, que 
existía ya en la Constitución de 1848, el Consejo federal ha 
declarado en 21 de Marzo de 1851: «Cada cantón debe tratar 
de la misma manera á los no súbditos y á los súbditos, y apli- 
car el Derecho cantonal á los primeros y á los segundos.» Los 
cantones deben someterse frente á los confederados al estricto 
principio de la Constitución, y no pueden en particular consi- 
derar á los suizos como extranjeros. Frente á los extranjeros, 
como ninguna prescripción semejante existe, los cantones que- 
dan libres en los límites de la legislación federal y de los trata- 
dos; pueden someterlos á un régimen especial é imponerles 
ciertas cargas, de que los ciudadanos, y por consiguiente los 
suizos, están exentos. Un solo ejemplo: Thurgovia no permite 
A los extranjeros investigar la paternidad; por el contrario, sus 
subditos y los de los otros cantones pueden hacerlo. Así, el De- 
íecho intercantonal es necesariamente muy diferente del De- 
recho internacional. 

3. Existe, en fin, una desproporción considerable entre el 
numero de los extranjeros fijados en Suiza ó en otros Estados, 
y el de los suizos de otros cantones establecidos en el territo- 
rio de la Confederación. Asi, en Suiza, sobre una población de 
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2.933.612 almas, se contaban, en 1888, 444.994 ciudadanos de 
. otros cantones y 238.062 extranjeros, ó sea 15 por 100 contra 
8 por 100, casi el doble. No sería conveniente tratar como ex- 
tranjeros á estos suizos de otros cantones, que representan una 
fracción tan importante de la población. 

Estas consideraciones, destinadas á demostrar cuanto difie- 
ren las relaciones intercantonales de las relaciones internacio- 
nales, hacen ver que es preciso guardarse de aplicar demasia- 
do de prisa al Derecho intercantonal las reglas del Derecho 
internacional; se puede, sin duda, tenerle en cuenta como di- 
rección general, y recoger en los principios que sienta ense- 
ñanzas instructivas, pero hay que proceder siempre con pru- 
dencia y con reserva; y en particular, á pesar de la opinión de 
M. Koenig, que declara incontestablemente aplicable á Suiza 
el Derecho internacional, la posición especial de hecho y de 
derecho de los suizos establecidos en su territorio, puede en 
muchos casos justificar suficientemente que no se les apliquen 
teorías generalmente admitidas en Derecho internacional y 
que se les permita tomar, respecto á ellas, una actitud inde- 
pendiente. 

Debemos ahora examinar imparcialmente las ventajas y los 
inconvenientes que la doctrina atribuye á uno y otro prin- 
cipio. 

Existen razones contra Id aplicación de la ley de origen á los 
suizos establecidos. M. Forrer hace observar que el principio 
de nacionalidad puede ser necesario frente á Estados extranje- 
ros, cuyo grado de civilización puede no ser el mismo, y cuyo 
Derecho privado puede presentar profundas diferencias en re- 
lación con el de Suiza; conviene, dice, asegurar al ciudadano 
el mantenimiento de su Derecho de origen, como una parte 
de la patria, una seguridad en el destierro. Cierta desconfian- 
za, legítima en algunos casos respecto de las legislaciones 
extranjeras, con frecuencia totalmente desconocidas, puede 
hacer preferir la ley de origen en las relaciones internaciona- 
les. Pero los mismos temores no pueden justificarse en el in- 
terior de Suiza, en que las legislaciones están casi ai nivel de 
las modernas ideas. 

M. Borel declara del mismo modo que se comprende la ley 
de origen entre Estados, en que las diferencias de nacionali- 
dad y de sentimientos subsistan y la justifiquen: pera l ' n 
Suiza, los ciudadanos que pasan de un cantón a o1r| no salen 
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de su Patria: como gozan en todas partes de sus derechos ci- 
viles y políticos, los vínculos con el municipio de origen son 

menos estrechos y se relajan míis pronto. 

P'n lin del derecho de voto en materia cantonal, concedido 
suizos, después de hallarse establecidos tres meses, re- 
sulta que contribuyen ála formación de las leyes y participan 
de la soberanía. Sería extraño que no se encontrasen someti- 
dos á esta soberanía bajo el punto de vista legislativo. Cons- 
tituyen acaso un elemento muy importante para la aproba- 
ción ó desaprobación de la ley, puesto que en ciertos cantones 
son más numerosos que la población indígena. Sería raro que 
no les fuese aplicable, como extranjera, esta ley votada por 
ellos. Continuarían entonces regidos por una legislación, so- 
bre la cual no ejercen ninguna acción y que se forma sin su 
concurso. 

Pasando á un examen menos intercantonal y más general 
de la cuestión que nos ocupa, nos encontramos con un argu- 
mento frecuentemente invocado: el de soberanía. A los parti- 
darios de la territorialidad, que pretenden que el Estado debe 
aplicar su legislación á los que están en su territorio, y que la 
admisión del Derecho extranjero constituye una intrusión 
inadmisible en la soberanía del Estado, los defensores de la 
nacionalidad responden: pero esta soberanía se extiende tanto 
sobre las personas como sobre el territorio, y exige que la le- 
gisíación del país de origen no pierda todo su imperio sobre 
los súbditos del Estado desde que atraviesen las fronteras; re- 
clama que esta legislación los siga y los rija en el extranjero, 
y el Estado que admita este principio respecto á sus naciona- 
les no puede hacer otra cosa que aprobar su aplicación por 
jos demas Estados, y tolerarla por reciprocidad en su territo- 
lio. Lo que su soberanía pierde en el interior, lo g*ana en ex- 
tensión fuera del país, puesto que se ejerce en el extranjero. 

Contra esta especie de compensación se hace observar con 
exactitud (M. Paul Speiser), que para el Estado este aumento 
e po( (i ui el extianjero no puede rescatar la disminución 
0 C U n eu ^ n ^ ei ^ 01 b y que es más importante para él 

ten2!T d 7 a S0beranía com l )leta en su territorio, que ex- 

ccJj í V S ' Y? s, ' lb<litos en el extranjero para verla lia- 

oue o .! !'°- Pei '° 8obre todo > es menester observar 

so h f idd' 1 ' 16 mdeniniz »e¡ón no puede tener alguna 
sonihia de valor smo a condición de que la emigración sea 
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casi igual á la inmigración; pues bien, este caso no se pre- 
senta absolutamente en Suiza; la proporción de los extranje- 
ros es mucho mayor que en los países vecinos, pero el nú- 
mero de suizos establecidos en otro cantón es casi dos veces 
más considerable todavía. En Suiza hay veinte veces más sui- 
zos fuera de sus cantones que tiene extranjeros Prusia. Este 
argumento de compensación internacional no tiene ningún 
alcance en las relaciones de un cantón con el extranjero. 

Uno de los grandes reproches que se hacen á la territoria- 
lidad, es la inestabilidad, del Derecho que tiene por consecuen- 
cia. En efecto, si el Derecho aplicable depende del domicilio, 
toda la situación jurídica de una persona se modificará en 
cuanto traslade su domicilio á otra parte; sin herederos aquí, 
los tendrá allá; no pudiendo celebrar contrato de matrimonio 
en un lado, será absolutamente libre en otro, etc.; esta mu- 
tabilidad puede ser muy perjudicial á terceros, porque es en- 
tonces fácil y hasta agradable librarse de una legislación mo- 
lesta, trasladándose al dominio de otra más cómoda. En Suiza, 
en fin, si cada cambio de domicilio debiese llevar consig^una 
modificación del Derecho, la verdadera libertad de estable- 
cerse no existiría; el temor de un cambio de régimen impe- 
diría con frecuencia la traslación de un punto á otro. 

Los partidarios de la ley del domicilio responden que el 
principio de la nacionalidad no pone á los interesados al 
abrigo de la variabilidad del Derecho, puesto que se puede 
caer por la naturalización bajo el imperio de una legislación 
nueva. Es verdad que la naturalización está rodeada de más 
condiciones y formalidades que el cambio de domicilio; pero 
el que esté decidido á eludir la ley á la que se encuentre so- 
metido, no ha de retroceder para librarse de ella ante un cam- 
bio de nacionalidad. Además, ¿esta intención es verdadera- 
mente, en ciertas circunstancias, el motivo determinante del 
cambio de domicilio? ¿No es este caso una eventualidad más 
teórica que práctica? 

Por otra parte, á la inestabilidad del Derecho que resulta 
del sistema de la territorialidad puede oponerse la inseguridad 
del Derecho que se deriva de la aplicación del principio de 
origen, y la desigualdad, que puede ser su consecuencia des- 
agradable. Tolerar la intrusión del Derecho extranjero, es rom- 
per la unidad jurídica, ventaja de primer orden, dice M- >peí- 
ser, sobre todo en una materia corno el derecho de lamida y 
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de sucesión, en que la situación económica de un individuo 
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es de la mayor importancia; es someter k los extranjeros á un 
i diferente, acaso más favorable que el de los nacio- 
3 crear desigualdades chocantes. En fin, bajo el punto 
,lc vista del crédito y de las relaciones comerciales, es ó per- 
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mitir á los extranjeros abusar de la ignorancia de los nacio- 
nales, ó provocar la desconfianza de los nacionales y poner 
trabas á las transacciones; estos últimos pueden hallarse, en 
efecto, para ejecutar un acto jurídico cualquiera, frente á per- 
sonas cuyos derechos y cuya situación jurídica les sean total- 
mente desconocidos; es un obstáculo para las negociaciones 
y ios contratos y una ruinosa complicación imponer á una 
de las partes la obligación de informarse del origen y del de- 
recho de la persona con quien contrate. 

Con el principio del domicilio no hay incertidumbre de ré- 
gimen; un solo derecho domina en todo el territorio, todo el 
mundo sabe por qué derecho se rige y toda fuente de vacila- 
ciones y de errores desaparece. 

Eji el otro sistema, ó es preciso que el Juez se ponga al co- 
rriente del Derecho extranjero, para aplicarlo, y entonces es 
esta para él una misión pesada, que difícilmente podrá cum- 
plir de una manera satisfactoria, ó bien ha de enviar á los 
extranjeros ante los Tribunales de su país, disminuyendo el 
poder del Estado y dificultando la comparecencia ante la 
justicia. 

En lo que más especialmente concierne á Suiza, puede sos- 
tenerse, de un lado, que aumentando más cada día el número 
de los suizos establecidos la facilidad de las comunicaciones 
y de los cambios de residencia, si se les aplicase su ley de 
origen, la legislación que rigdese á los habitantes de un can- 
tón llegaría á ser una mescolanza tan intolerable para terce- 
ros como para el Juez; de otro lado, se ha presentado este 
mismo argumento del desenvolvimiento de las relaciones in- 
te] cantonales, para sostener que la ley de origen era más fácil- 
mente aplicable y que sus inconvenientes habían disminuido. 

^vinculo de origen es más poderoso y profundo que el del 

i im h ° ; la llacioualidad es un vínculo natural, íntimo, indi* 
so u o, y no puede crearse otro que tenga todos los caracteres 
c e piimeio, poique la naturalización sólo produce una asimi- 
acnon ctici a . El vínculo del domicilio, por el contrario, se 
m ° 1 Ctl í^hdnmnte por el cambio de residencia, se disuelve 
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con facilidad y se reemplaza más pronto por la voluntad sola 
del individuo. 

Pero, se replica, es ventajoso que la voluntad tenga un pa- 
pel predominante en la determinación de este vínculo; puede 
obrar de una manera ilustrada, inteligente y razonable, no es 
un destino ciego, una circunstancia accidental lo que lo crea, 
como sucede con el vínculo de origen. Además, en el extran- 
jero, el vínculo que une á una persona con su país de origen 
se relaja; en Suiza, por ejemplo, el establecido se liga con su 
nueva patria, pierde todas sus relaciones con el municipio de 
origen, olvida las disposiciones de su ley de origen y no está 
ya seguro de la situación jurídica que le crea; llega, por el 
hecho del ejercicio de sus derechos políticos, á incorporarse 
tan bien á la población indígena que llega á ser casi extran- 
jero frente á su lugar de origen, y que se pierde de vista que 
no es súbdito del cantón. En fin, realiza todos los actos de su 
vida civil en el lugar de su domicilio; es necesario que pueda 
averiguar con facilidad la ley que lo rige, y exige la práctica 
que esté sometido á la legislación y á la jurisdicción del domi- 
cilio el ciudadano que tiene su familia, sus negocios y todas 
sus relaciones en un cantón. 

Se objeta que las leyes se hacen ante todo para los naciona- 
les, que tienen en cuenta las necesidades particulares, los usos 
y las ideas admitidas, y que deben acompañar por todas partes 
á los súbditos del Estado; perfectamente, dicen los territoria- 
listas, pero cuando el ciudadano abandona el país, se halla en 
un medio diferente, su derecho de origen no corresponde yaá 
las nuevas costumbres y no encuentra las circunstancias para 
las que ha sido creado; poco á poco se habitúa él mismo á ios 
cambios introducidos en su vida, se aclimata á las nuevas re- 
laciones en las que se mueve, y su ley nacional estará pronto 
en oposición con sus necesidades y sus propios hábitos, porque 
se habrán puesto en armonía con los usos de su segunda pa- 
tria. M. Koenig niega esta aclimatación, el bernés permanece 
bernés y ligado más fuertemente con su cantón de origen, que 


nunca lo estará con el cantón en que se establezca. 
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tirse que á relaciones que no soportan mucho la variabilidad 
pueda aplicarse, por el simple hecho del domicilio en un Es- 
tado, un régimen de derecho, que éste puede romper por sí 
bruscamente, negando la residencia en su territorio. Este ar- 
o*u mentó se desvanece en Suiza ante el art. 45 de la Constitu- 
ción federal, que garantiza á los ciudadanos el libre estableci- 
miento y limita estrictamente los casos en que se niega. 

Los territorialistas invocan el orden 'público y las costumbres 
que rechazan en ciertos puntos las legislaciones extranjeras; 
si se procura conciliarias hay el peligro de extraviarse en una 
multitud de distinciones sutiles, de confundirse en medio de 
teorías contradictorias, casi tan numerosas como los autores, 
y se llega á lo arbitrario; ahora bien, el Derecho privado en 
sus principios toca de cerca el interés general, sobre todo en 
lo relativo al derecho de las personas y de sucesión. Los nacio- 
nalistas replican que el orden público está precisamente inte- 
resado en que no pueda una persona, cambiando de domicilio, 
librarse de las prescripciones legales que dejen de convenirle. 

En fin, los unos insisten sobre la incertidumbre de la noción 
del domicilio , que puede diferir notablemente de un país á 
otro; el origen no varía; fijado una vez para todas, es más fá- 
cil de determinar que el domicilio; por el contrario, respon- 
den los otros, el domicilio se reconoce por signos exteriores, 
visibles, que nunca ofrece el origen; no se puede sostener se- 
riamente, como hace un jurisconsulto italiano, inficionado por 
el principio del origen, que la nacionalidad se revela por ca- 
racteres físicos é intelectuales. 

Resulta de esta exposición sumaria de los méritos respecti- 
vos de los dos principios, una consecuencia que la doctrina 
moderna ha hecho resaltar claramente: ni uno ni otro puede 


aplicarse de una manera absoluta; admitir la territorialidad 
sin excepción, es exagerar la soberanía territorial y volver al 
feudalismo; excluirla por completo, podría acaso hacerse inter- 
nacional mente (y sin embargo, la consideración del orden pú- 
olico podría embarazar singularmente la aplicación del Dere- 
cho extianjeio); pero entre cantones la admisión sin reservas 
del principio del origen conduciría á resultados desagradables 
v complicaciones poco justificadas. Cada uno de ellos tiene 
su razón de ser, y hay que dar una parte al uno y al otro. Con- 
viene no sentar de golpe y apriori uno de los dos principios 
como regla absoluta y general, con el objeto de que domine 
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todas las materias del derecho que de reglamentar se trate; 
para cada materia es menester examinar el que conviene me- 
jor. La regla formulada por Savigny, buscar para cada rela- 
ción de derecho el dominio jurídico á que pertenece ó al que 
está sometida en razón ásu naturaleza particular, es sin duda 
bastante vaga y no evita las dificultades; pero tiene la ventaja 
de indicar bien la marcha que ha de seguirse; Stobbe (1) ca- 
racteriza de la misma manera la misión de la doctrina, impo- 
niéndole el deber de buscar para cada relación los signos dis- 
tintivos que deben fijar el derecho predominante. Es preciso 
no descuidar ni el punto de vista del Derecho privado, ni el 
punto de vista del Derecho público, en la cuestión de la aplica- 
ción del Derecho extranjero. Sólo mediante un estudio especial 
de cada asunto se descubrirá la solución más satisfactoria (2). 

IY 

Desde 1862 había sido invitado el Consejo federal, por las 
dos Cámaras reunidas (22 y 24 de Julio), á presentar, sobre la 
base delart. 74, núm. XIII de la Constitución de 1818, que de- 
claraba de la competencia de la Asamblea federal «las dispo- 
siciones legislativas concernientes al libre establecimiento», 
una ley determinando la soberanía de los cantones sobre sus 
súbditos ausentes y sobre los suizos establecidos en su territo- 
rio; en conformidad con este deseo, dirigió á la Asamblea fe- 
deral el 28 de Noviembre de 1862 un mensaje sobre el asunto. 

Complicándose entonces la preparación de una ley sobre la 
materia con una cuestión de competencia legislativa, el alcan- 
ce del mandato conferido por la Constitución á la Asamblea 
federal distaba mucho de ser preciso. 

El proyecto que acompañaba al mensaje del Consejo fede- 
ral, redactado por M. Dubs, comprendía en sus disposiciones 
el régimen matrimonial, las relaciones de familia, la tutela y 
la sucesión; se limitaba estrictamente á los suizos establecidos, 
es decir, á los que tenían esta candad según la lev del cantón 
de su domicilio; no había, pues, que definir el domicilio. El 
proyecto comprendía además la reglamentación del impuesto 
de los pobres, y tocaba, sin resolverla, la cuestión de la as:s- 


(1) Deutsches Privatrecht. I, pág. 203. 

(2) Véanse las fuentes indicadas al fin del numero anterior. 
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tencia pública. También contenía un título sobre los derechos 
de los acreedores. En fin, como aún no existía en esta época la 
ley federal sobre el matrimonio y el divorcio, era preciso re- 
gular estas materias. . 

La ley proyectada, que excedía en mucho los limites del 
Derecho civil, llevaba el siguiente título: «Proyecto de ley re- 
lativo á la fijación y la determinación de la competencia de 
los cantones respecto á los suizos establecidos en su territo- 
rio.» Como se desprende del título, la ley no trataba de los 


ciudadanos residentes. 

La minoría del Consejo de los Estados y la del Consejo na- 
cional se opusieron á que se entrase en materia, la primera 
porque la ley entraba en el terreno de la soberanía cantonal, 
y la segunda porque negaba la competencia de la Asamblea 
federal; el motivo era en el fondo el mismo, aun cuando los 
términos se diferenciasen un poco. El proyecto fracasó, por- 
que la mayoría del Consejo nacional estaba en desacuerdo con 
la del Consejo de los Estados sobre el derecho de sucesión. 

Transcurrió mucho tiempo hasta la segunda tentativa del 
Consejo federal; el 25 de Octubre de 1876 trató de hacer apro- 
bar por las Cámaras un nuevo proyecto, redactado por M. An- 
derwert. 

Promulgada la Constitución nueva en este intervalo, supri- 
mió, reconociendo expresamente la competencia de la Asam- 
blea federal, toda duda sobre este punto; su art. 46 declara en 
efecto: «Las personas establecidas en Suiza están sometidas, 
como regla, á la legislación y á la jurisdicción del lugar de su 
domicilio en lo que concierne á las relaciones de Derecho ci- 
vil. El legislador federal dictará las disposiciones necesarias 
para la aplicación de este principio y para impedir que un 
ciudadano esté sometido á doble impuesto.» 

A pesar de la última frase de este artículo, el Consejo fede- 
ral creyó que debía dejarse á una ley federal, aún no publica- 
da, la reglamentación del impuesto. La materia de las quie- 
bras debía ser tratada aparte; esta segunda ley se lia publicado 
en 11 de Abiil de lí>89. 1A campo de la ley estaba también cir- 
cunscrito por la promulgación de la ley federal de 24 de Di- 
ciembre de 1874 sobre el estado civil, el matrimonio y el di- 
vorcio, que, reproduciendo las disposiciones constitucionales 
sobre este punto, regulaba también la legitimación por subsi- 
guíente matrimonio. 
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Ea cambio, la cuestión de los derechos de los ciudadanos 
residentes estaba planteada por el art. 47: «Una ley federal de- 
terminará la diferencia entre el establecimiento y la residen- 


cia, y fijará al mismo tiempo las reglas á que han de estar so- 
metidos los suizos en cuanto á sus derechos políticos y á sus 
derechos civiles.» Como el establecimiento no podía ser sólo 
tenido en cuenta ni servir de base única para determinar la 
ley aplicable, el legislador estaba llamado á buscar otro crite- 
rio que pudiese aplicarse á la vez á los suizos residentes. Por 
otra parte, el Consejo nacional, en una decisión de 20 de Julio 
de 1863, había ya indicado que podía haber establecimiento 
sin domicilio, y que sería preferible tomar por base este últi- 
mo. De aquí, en este segundo proyecto, una definición del do- 
micilio y algunas disposiciones bastante incompletas sobre su 
determinación. En fin, mientras que ei primer proyecto nada 
decía sobre el régimen de los suizos en el extranjero y de los 
extranjeros en Suiza, el nuevo texto dedicaba á los primeros 
un párrafo en el derecho de sucesión, y extendía á los segun- 
dos las disposiciones de la ley. 

Este proyecto, reducido por una parte y ampliado por otra, 
participó de la mala suerte del primero; después de una inte- 
rrupción de dos años (Diciembre de 1877 á Diciembre de 1879) 
en sus deliberaciones, llegaron las Cámaras casi á ponerse de 
acuerdo; pero en la votación definitiva, el 9 de Diciembre de 
1879, el Consejo nacional rechazó todo el proyecto por causa 
de sus disposiciones sobre el derecho matrimonial, y las dos 
Cámaras decidieron devolver el proyecto al Consejo federal, 
invitándole á presentar uno nuevo en la época en que lo juz- 
gase conveniente. 

Este segundo fracaso alejaba, al parecer, mucho más que el 
primero, la publicación de la ley. Sin embargo, desde el 30 de 
Enero de 1882, las Cámaras, tomando la iniciativa y estiman- 
do el momento favorable para intentar un nuevo ensayo, di- 
rigieron al Consejo federal una petición, encaminada á prepa- 
rar un nuevo proyecto de ley. El Consejo federal, circunspecto 
por los dos fracasos que ya habían tenido estos provectos, no 


la atendió de seguida. La Sociedad de juristas suizos, en su 
reunión anual de 1884, volvió á la carga, y el 16 de Septiem- 
bre votó una resolución, insistiendo en la necesidad y utilidad 
de una reglamentación de la materia. 

A pesar de estas manifestaciones, el Consejo federal nada 
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liízo hasta 1887; el 28 de Mayo volvió á plantear de nuevo la 
cuestión con un mensaje, y presentó á las Cámaras un tercer 
proyecto, redactado por M. Buchonnet y M. Leo Weber. La 
proposición para extender á los extranjeros las disposiciones de 
la ley surgió de nuevo; había sido ésta una innovación del 
]e<> oslador de 1876, pero los Consejos la habían rechazado en 
1879. El proyecto trataba, por lo demás, de las mismas mate- 
rias que el anterior, pero de un modo más explícito y más 
completo, dedicando en particular un artículo á la capacidad 
civil y otro á las donaciones entre vivos, que los proyectos 
anteriores no habían mencionado. Prescindía de lo que toca á 


las obligaciones y á los derechos reales, para limitarse estric- 
tamente á los casos en que son aplicables diversas leyes á las 
relaciones de Derecho civil, y en los cuales se trata, por con- 
siguiente, de resolver un conflicto. 

Las Cámaras tomaron con gran interés este texto; sus Co- 
misiones lo estudiaron con cuidado, y el resultado de sus de- 
liberaciones está consignado en las interesantes ponencias de 
M. Forrer y de M. Jolissaint (12 y 14 de Junio de 1888), en 
nombre de la Comisión del Consejo nacional, y de M. Eggli 
(14 de Junio de 1889), en nombre de la del Consejo de los Es- 
tados. Pero los Consejos, aceptando cada uno la opinión de su 
Comisión, tuvieron diferentes puntos de vista, primero sobre 
las relaciones de familia y las sucesiones, y después sobre el 
régimen matrimonial. Obstinándose las dos Cámaras en man- 
tener su decisión respectiva, á pesar de los loables esfuerzos 
de la Comisión del Consejo nacional, que consideró conve- 
nientes concesiones á propósito del estado civil, la formación 
de la ley sufrió retraso. 

Seis meses más tarde, en Junio de 1890, después de haber 


presentado M. Speiser una solución intermedia en la esperanza 
de provocar un acuerdo y de llegar á un resultado legislativo, 
las Camaras entraron de nuevo en la discusión de la ley; en 
el Consejo nacional el 13 de Junio de 1890, después que algu- 
nos Diputados cansados de un largo debate abandonaron la 
sala, el Presidente, dominado por un deseo demasiado vivo 
de disminuir la lista de las cuestiones pendientes, y de provo- 
car un voto final, dió apoyo, á pesar de las protestas enérgi- 
cas pero aisladas, á un sistema de sorpresas y de votaciones 
precipitadas que desacreditó el proyecto. El Consejo de los 
Estados continuó el estudio el 2 de Diciembre; cediendo pox 
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deferencia á la opinión del Consejo nacional sobre el derecho 
de sucesión, mantuvo su punto de vista sobre el régimen ma- 
trimonial. 

Con el objeto de poner término á esta diversidad persistente 
de opiniones, se reunieron las dos Comisiones por iniciativa 
del Departamento federal de Justicia y de Policía, y después 
de deliberar en Diciembre de 1890 y en Febrero y Abril de 

1891, llegaron á un compromiso, aprobado con una ó dos li- 
geras modificaciones el 10 de Abril por el Consejo de los Es- 
tados y el 17 por el Consejo nacional. Al mismo tiempo, las 
Cámaras invitaron al Consejo federal á revisar el texto de la 
ley y á unir al proyecto revisado una exposición de motivos 
sobre el alcance de la misma. El voto era definitivo y el resul- 
tado estaba ya conseguido, después de treinta años de delibe- 
raciones y de dos naufragios. 

En Mayo de 1891, M. de Salís propuso, sobre la base de las 
resoluciones votadas por los dos Consejos, una nueva redac- 
ción alemana más sencilla, más precisa y más clara, que 
aceptó el Consejo federal casi palabra por palabra, para el 
proyecto definitivo de 8 de Junio de 1891. Las disposiciones 
son naturalmente las mismas, las materias están distribuidas 
de una manera más lógica en títulos y en secciones, y colo- 
cadas bajo epígrafes más conformes con el contenido de los 
artículos. Un mensaje sometió el proyecto á la aprobación del 
Consejo nacional y del Consejo de los Estados, que lo votaron 
sin nuevos debates el 23 y el 25 de Jimio de 1891. 

Esta última fecha es la que lleva la actual ley, promulgada 
el 19 de Agosto de 1891, y vigente desde el l.° de Julio de 

1892, por no haberse pedido la votación popular. Necesita ésta 
leyes cantonales destinadas á regular ciertos puntos abando- 
nados á la decisión de los cantones, y sobre los cuales una 
circular del Consejo federal de 20 de Novimbre de 1891 ha 
llamado especialmente su atención. 

Las concordias celebradas á principios de siglo entre los 
cantones dieron la preferencia á la ley de origen. 

Desde 1860 se pensó en seguir el principio del domicilio, bus- 
cando el origen del otro en una costumbre feudal. En su men- 
saje de 28 de Noviembre de 1862, decía el Consejo federal: «Otra 
causa principal del predominio de que gozaba en otro tiempo 
el principio de la nacionalidad consistía en las relaciones pro- 
cedentes de la servidumbre. Muchas cargas que estamos aeos- 
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tumbrados hoy á considerar como públicas, tenían antes et 
carácter de un derecho privado y seguían al siervo por todas 
partes adonde iba. Es sabido que las luchas de la nobleza con 
las ciudades se desenvolvieron principalmente por consecuen- 
cia de la negativa de las últimas, á atender las peticiones de 
los señores que perseguían á sus gentes. Para ser dueño real- 
mente del siervo, no había otro medio que ligarle por su fa- 
milia y sus bienes al derecho establecido por el señor. El re- 
conocimiento de los derechos del principio territorial hubiera 
sido idéntico en sus consecuencias á la emancipación de los 
siervos. Es verdad que ai principio han luchado mucho las 
ciudades por el principio territorial; pero cuando han adqui- 
rido los derechos feudales de la nobleza, han conservado tam- 
bién su antiguo derecho. En varias instituciones (sujeción ai 
impuesto, tutela del lugar de origen, derecho de sucesión de 
la patria, etc.), el principio de la nacionalidad es un resto que 
ha sobrevivido, sin que se tenga de ello conciencia, á esta an- 
tigua situación jurídica. Los motivos de conveniencia con los 
cuales se acostumbra ahora á apoyarle son, en su mayor parte, 
de más reciente fecha. Pero, después de haber cambiado el 
antiguo estado de cosas, el principio de la nacionalidad ha 
perdido en gran parte su base jurídica.» 

El primer proyecto adoptó, pues, el principio de la territo- 
rialidad, á que vino á dar apoyo el art. 46 de la Constitución 
de 1874, sometiendo, como regla, á la legislación y á la juris- 
dicción del lugar de su domicilio á las personas establecidas 
en Suiza. 

El segundo proyecto había de aplicar este principio. La di- 
ficultad consistía en hallar un medio para dar satisfacción á 
las nuevas necesidades, á que respondía, con el asentimiento 
ó á pesar de la resistencia de los partidarios de las ideas anti- 
guas representadas por las concordias de 1822. El proyecto del 
Consejo federal y del Consejo nacional debe una gran parte al 
indicado principio. 

Por último, el tercer proyecto, convertido en ley, es resul- 
tado de una transacción entre los partidarios de la ley dei do- 
micilio y los defensores de la ley del cantón de origen (1). 


(1) A un mure <1e Legislalion étrangere, publiú par la Socióté de Légis- 

ssL?sr¿.* Ie a,m ' e ' 1Vís ’ i89¿> pág - 664 y 



CAPÍTULO VI 


Ley suiza de 1891 


I.— Extensión de la ley en relación con las materias que comprende y las personas 
á que se aplica. 

II. —De las relaciones de Derecho civil de los súbditos establecidos ó residentes en 
Suiza. 

III. — De las relaciones de Derecho civil de los suizos en el extranjero y de los extran- 

jeros en Suiza. 

IV. — Límites señalados por la ley al origen y al domicilio. Juicios que se han forma- 

do de ella. 


I 


Las materias objeto de la ley han ido sucesivamente restrin- 
giéndose, y se ha empezado por eliminar de ella todo lo que 
en los primeros proyectos traspasaba los límites del Derecho 
civil puro (doble imposición y quiebras). El derecho de las obli- 
gaciones y los derechos reales , propiamente dichos, han sido 
eliminados también. En cuanto á las relaciones de Derecho 
civil, sólo tenía que ocuparse en los asuntos de la competencia 
de las legislaciones cantonales; la promulgación de las leyes 
federales sobre el estado civil, el matrimonio y el divorcio, y 
sobre la capacidad civil, descartó muchas cuestiones espino- 
sas; la primera de estas leyes no contiene disposiciones sobre 
los derechos respectivos de los espoosos; aparte de la obligación 
de dar alimentos , que forma un asunto especial, estos deberes 
dependen más de la moral que del Derecho. Dichas leyes man- 
tenían el Derecho cantonal vigente sobre los derechos y obli- 


gaciones que se derivan de los esponsales y de su ruptura, so- 
bre la facultad de testar y ciertos derechos concedidos tí los me- 
nores, sobre la capacidad civil de las mujeres casadas , y, por 
último, sobre la emancipación en cierta medida. La ley regula 
todos estos puntos, con excepción de los esponsales, ó n neus 
que nazcan, con motivo de ellos, derechos referentes á otras 
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cuestiones jurídicas, tales como derechos de familia ó de su- 
cesión ó que tengan consecuencias bajo el punto de vista de 
la tutela ó del estado civil. Del mismo modo los inmuebles , no 
mencionados más que una vez en el título dedicado á los sui- 
z , s en el extranjero , sólo están comprendidos en la ley en 
cuanto dan origen á conflictos de leyes cantonales en materia 
de tutela, de régimen matrimonial ó de sucesión. El legislador 
federal no tenía tampoco que ocuparse en los puntos que el 
Código de obligaciones (artículos 890 y 896) reserva expresa- 
mente á futuras leyes federales; prescripciones uniformes serán 
el medio más seguro de evitar todas las dificultades de legis- 
laciones. 

La cuestión de las pruebas no ha sido especialmente tratada, 
porque toca á la vez al procedimiento civil y al Derecho civil, 
y, sobre todo, porque los conflictos que suscitan dependen más 
bien de otras causas que del hecho del establecimiento (lex 
fori y lex loci contractas]; sólo han de presentarse cuando la 
legislación aplicable no es la del cantón cuya jurisdicción sea 
competente (obligación de dar alimentos, art. 9.°; derecho de 
sucesión, párrafo segundo del art. 22); en estos casos es me- 
nester contentarse con admitir que lo que es de Derecho civil, 
en la teoría de las pruebas, sigue la legislación, y lo que es de 
procedimiento, la jurisdicción. La ley sólo comprende una dis- 
posición referente á la prueba de la existencia del derecho (ar- 
tículo 2.°, párrafo segundo), no á la manera de hacer valer 
una pretensión jurídica. 

Además, mientras que el proyecto de 1876 hablaba de una 
manera general en su primer artículo De las relaciones de De- 
recho civil, el de 1887, que ha servido de base á la ley actual, 
prescinde de lo que hay de vago en este enunciado que pueda 
dar origen á dudas, declarando expresamente que sólo se trata 
del derecho de las personas , de familia y de sucesión. Incluye en 
estas materias el régimen matrimonial, que toca, en cierta me- 
dida, á los tres, y que puede ser colocado igualmente entre los 
contratos. 

En cambio, las disposiciones de la ley sobre el derecho de 
las personas no comprenden ninguna regla sobre la ausencia, 
que pertenece á él sin embargo; la ley sólo rige implícitamen- 
te en el caso de nombramiento de tutor á uu ausente ó á sus 
hijos menores. Pero en cuanto á la declaración de ausencia y 
á sus efectos diversos, puede dudarse si se aplica la ley de 
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origen del ausente ó la de su último domicilio, en el que se 
halle aún su familia. El silencio del legislador federal puede 
explicarse por la rareza de estos casos, y porque quizá, en la 
práctica, no se ha presentado nunca un conflicto de leyes can- 
tonales sobre este punto. 

En fin, este mismo proyecto fie 1887, que restringe la apli- 
cación de la ley á las tres materias indicadas, establece un 
principio sobre las donaciones, teniendo en cuenta su íntima 
relación con el derecho de sucesión. Lo que toca á las dona- 
ciones, está reservado expresamente á los cantones (Código de 
obligaciones, art. 10); verdaderamente este artículo somete 
sólo su forma al Derecho cantonal; pero, según una sentencia 
del Tribunal federal de 13 de Junio de 1890, toda la materia 
de las donaciones, salvo lo concerniente á la transmisión de 
la propiedad mobiliaria, queda regida por la legislación can- 
tonal. Si puede dudarse que la capacidad de los menores para 
recibir por donación esté aún sometida al Derecho cantonal, 
puesto que la donación entre vivos puede producir obligacio- 
nes, según ciertas legislaciones por lo menos, no deja de ser 
cierto que la capacidad para hacer una donación en general, su 
forma, sus efectos, su revocación y la cantidad disponible que- 
dan regidas por la ley cantonal. 

Pudiendo suscitarse conflictos sobre estos puntos, convenía 
fijar la ley aplicable; esto había hecho de una manera general 
el proyecto de 1887; pero la Comisión del Consejo nacional 
estuvo unánime, en 1888, para no admitir la regla más que en 
las donaciones por causa de muerte, que participan, como los 
testamentos, del carácter de la sucesión. El texto definitivo 
es una transacción entre estos dos puntos de vista: ninguna 
prescripción sobre la capacidad para hacer una donación entre 
vivos, ni sobre su forma, sus efectos y su revocación; la can- 
tidad disponible , que sólo puede determinarse después de la 
muerte, y que es inseparable de la legítima y del derecho de 
sucesión, motiva una disposición única. 

Quedaban en Derecho civil puro: la filiación , el reconoci- 
miento de los hijos naturales, la adopción, la patria potestad, 
la obligación de dar alimentos, la tutela y las sucesiones., Estos 
puntos, unidos á los que acabamos de mencionar, son el obje- 
to de la ley. 

Por último, sobre la cuestión de la forma de los actos, debe 
observarse que en lo relativo al reconocimiento, la adopción y 


150 


la emancipación, la forma, á falta de prescripciones especia- 
les estará evidentemente sometida á la misma ley que el fon- 
do' lo mismo puede decirse del contrato de matrimonio, cuya 
forma no es objeto de ninguna disposición legal fuera del caso 
en que este contrato sea un pacto sucesorio. En cambio, la ley 
regula en detalle la cuestión de la validez formal de las dispo- 
siciones de última voluntad, de los pactos sucesorios y de las 

donaciones por causa de muerte. 

La ley se aplica en primer término á los suizos establecidos ó 
residentes , es decir, á los que originarios de un cantón habitan 
en otro, pero no á los que habitan en otro municipio de su 
cantón distinto del de su origen, salvo el caso del art. 6.° Esta 
primera categoría de personas no es la única, como parece 
darlo á entender el inexacto título de la ley. 

Desde 1876, disposiciones por lo demás bastante incomple- 
tas, concernían á los suizos en él extTanjero y á los extranjeros 
en Suiza . El mensaje que acompaña al proyecto de este año, 
es breve en esta innovación. Entre los motivos que han con- 
ducido á esta extensión notable del campo de aplicación de la 
ley, se invoca principalmente, en lo relativo álos extranjeros, 
la necesidad de señalar una línea de conducta al Juez, y el 
ejemplo dado por la mayoría délos otros Estados. Puede supo- 
nerse, además, que se han querido tomar por modelo las leyes 
federales precedentes, sobre el estado civil, el matrimonio y el 
divorcio de 1874 (artículos 31, 37 y 56), sobre la capacidad ci- 
vil de 1881 (art. 10), etc., y conceder como ellas un lugar al 
Derecho internacional privado. 

El legislador trataba de aprovechar la ocasión para evitar 
algunas indecisiones del Derecho internacional. Sin duda los 
tratados entre Estados, que ligan á las dos partes, son preferi- 
bles para la solución de las dificultades internacionales en ma- 
teria de aplicación de las leyes; sin embargo, la legislación 
interna puede, á falta de tratados, enunciar reglas útiles para 
los extranjeros en Suiza y para los suizos en el extranjero, á 
condición, respecto á estos últimos, de que la ley extranjera 
no se oponga á la aplicación de la ley suiza. Los Consejos es- 
tuvieron, sin embargo, de acuerdo en 1877 para rechazar esta 
parte del proyecto. 

M. Rott nieg-a la competencia de la Asamblea federal; la 

onfederación, dice, recibe sus poderes de la Constitución, y 
no puede traspasar sus límites; ahora bien, los términos del 
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artículo 46, «personas establecidas en Suiza», excluyen á los 
suizos en el extranjero, y los del art. 47, «suizos residentes», 
excluyen á los extranjeros en Suiza; estos dos artículos se re- 
lacionan, y como se trata de Derecho cantonal, sólo los can- 
tones son competentes para decidir sobre la aplicación de su 
Derecho á los extranjeros y á sus súbditos en el extranjero; 
estos artículos han sido insertos en la Constitución á conse- 
cuencia de dificultades internacionales; están, en fin, ligados 
á las disposiciones precedentes que recaen sobre los derechos 
políticos y no se aplican más que á los suizos. M. Leo Weber, 
por el contrario, en la reunión de los juristas suizos de Sep- 
tiembre ele 1884, reclamaba esta útil extensión de la ley. 

El proyecto de 1887 encerraba á este propósito disposiciones 
más detalladas que el de 1876, y el mensaje del Consejo fede- 
ral, consignando la oposición de las Cámaras en 1877 á fijar el 
régámen de los extranjeros en Suiza, trata de legitimar el nue- 
vo planteamiento de la cuestión. Los artículos 46 y 47 de la 
Constitución, que atribuyen á la Confederación la competen- 
cia de legislar sobre los suizos establecidos y residentes, nada, 
dicen en lo concerniente á los extranjeros y á los suizos en el 
extranjero; no contienen, pues, ni autorización ni prohibición. 

A propósito de los extranjeros establecidos en Suiza, M. Fo- 
rrer, que no participa de la opinión de M. Rott, hace notar que 
el art. 46 menciona de una manera enteramente general «á 
las personas establecidas en Suiza»; la competencia de la Con- 
federación está fuera de duda; se puede sacar, en efecto, un 
argumento de la redacción de este artículo; el proyecto de re- 
visión constitucional de 5 de Marzo dé 1872 contenía las pala- 
bras «suizos establecidos», que fueron reemplazadas en la 
Constitución de 19 de Abril de 1874 por los términos más ge- 
nerales de «personas establecidas», sin distinción de naciona- 
lidad. Además, parecía oportuno y útil ilustrar al Juez suizo 
sobre la ley aplicable á las numerosas dificultades no resueltas 
por los tratados. 


En lo que toca á los suizos en el extranjero, puesto que la 
Constitución concede á la Confederación el poder de coneiuii 
tratados internacionales, tiene también necesariamente el de- 
recho de regular por la vía legislativa la situación de sus sub- 
ditos en el extranjero. El Ministro suizo en París dirigió oómu- 
vacionesal Consejo federal, pidiéndole que hiciese desaparece! 
la incertidumbre jurídica de los súbditos suizos en Francia; ei 
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tratado de 15 de Junio de 1869 dejaba muchas cuestiones sin 
resolver, y mientras llegaba el momento de su revisión, el pro- 
yecto de ley sobre los suizos establecidos ofrecía un excelente 
medio de regularlas de una vez para siempre, determinándo- 
la ley aplicable. 

Esto justifica la extensión de la ley en cuanto á las perso- 
nas. Los Consejos no han tenido dificultades en admitirla, y 
sus observaciones han recaído desde luego sobre el contenido 
mismo de sus prescripciones y no sobre su oportunidad. 

El proyecto definitivo de 8 de Junio de 1891 contiene, por- 
consiguiente, algunos artículos relativos á estas dos catego- 
rías de personas; el mensaje de presentación insiste de nuevo 
sobre las quejas de los súbditos suizos en el extranjero, y sobre 
su unanimidad en pedir que se ponga remedio á la incerti- 
dumbre de su régimen jurídico. 

En suma, si consideramos las per sonas , la ley regula la si- 
tuación de todos los suizos domiciliados fuera de su cantón de 
origen, ya sea en Suiza, ya en el extranjero; si consideramos 
el territorio , se aplica á todos los domiciliados en el suelo de 
la Confederación, sean extranjeros ó suizos, con la excepción, 
respecto á estos últimos, de los que tienen su domicilio en su 
cantón de origen (1). 


(1) Véase principalmente, entre las varias publicaciones citadas, el 
importante estudio de Paul Des Gouttes: Les rapporis de Droit civil des 
suisses établis ou en séjour en Suisse. Essai d’interpretation et de critique 
de la Loi Fedérale du 2 5 Juin 189E Genéve, 1892. 313 páginas. Lo segui- 
mos, en este como en otros puntos, porque ha resumido perfectamente las 
cuestiones, apoyándose en los textos y documentos. 

El estudio de Des Gouttes prescinde de la parte de la ley relativa a las 
reglas de Derecho internacional, sobre la cual pueden consultarse : Annuaire 
de Législation étrangére publié par la Société de Législation comparée. 21 
année. París, 1892, págs. 672 á 675. — Lainé. Etude concernant la Loi Fedé- 
rale suisse du 25 Juin 1891 sur les rapports de Droit civil des citoyens établis 
ou en séjour (Extrait du Bulletin de la Société de Législation comparee. 
25 année, 1894). París, 1894. — Von Salis. Das Bundesgesetz betreffend 
die civilrechtlichen VerTiaeltnisse der Niedergelassenen und Aufenthalter 
von 25 Juni 1891. Basel, 1892. — INessi. La Loi Fédérale suisse sur les 
rapports de Droit civil des citoyens établis ou en séjour . París, 1894. — Es- 
cher. Das Schweizerische interhanionale Privatrecht auf Grund des Bun- 
desgesetzes betr. die civilrechtlichen Verhaeltnisse der Niedergelassenen ir 
Aufenthalter von 21 Juni 1891. Zurich, 1895. 
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II 

Lalej federal suiza del 25 de Junio de 1891, sobre las relacio- 
nes de Derecho civil de los ciudadanos establecidos ó residen- 
tes, está dividida en cuatro títulos: l.° De las relaciones de 
Derecho civil de los súbditos sttizos establecidos ó residentes en 
Suiza; 2.° De las relaciones de Derecho civil de los suizos en el 
extranjero; 3.° De las relaciones de Derecho civil de los extran- 
jeros en Suiza ; 4.° Disposiciones transitorias y finales. 

Se desprende del contenido de la ley, que su epígrafe es á 
la vez incompleto y demasiado comprensivo. Es incompleto, 
porque no indica que la ley regula también el conflicto de las 
leyes suizas con las leyes extranjeras. Es demasiado compren- 
sivo, porque parece que abraza todas las relaciones de Dere- 
cho civil que hacen posibles los conflictos de las leyes, y sólo 
abraza un cierto número de ellas. 

El título l.° de la ley comprende su mayor parte y se sub- 
divide en Disposiciones generales , Derecho de las personas y 
derecho de familia (capacidad civil, estado civil, patria po- 
testad, tutela y régimen matrimonial), y Derecho de sucesión . 

Sólo nos cumple, después de las indicaciones expuestas y 
para no ser demasiado extensos, reproducir el texto literal de 
la ley suiza de 189] . 

Empecemos por el título l.°, De las relaciones de Derecho ci- 
vil de los subditos suizos establecidos ó residentes en Suiza. 

A. — Disposiciones generales 

Artículo l.° Las disposiciones vigentes en un cantón sobre 
el derecho de las personas, el derecho de familia y el derecho 
de sucesión, son aplicables á los suizos establecidos 6 resi- 
dentes, originarios de otros cantones, en los límites Ajados 
por la presente ley. 

Art. 2.° Cuando la presente ley no menciona expresa- 
mente la jurisdicción del lugar de origen, los suizos estable- 
cidos ó residentes están sometidos á la del domicilio, en lo 
que concierne á las relaciones de Derecho civil mencionadas 
en el art. l.° 

El Juez está obligado á aplicar de oñcio el Derecho de otro 
Cantón, bajo la reserva de las prescripciones cantonales con- 
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cernientes á la prueba de la existencia de un estatuto local ó 
de una costumbre. 

Art. 3.° El domicilio, en el sentido de la presente ley, está 
en el lugar en que la persona reside con la intención de per- 
manecer allí de una manera duradera. 

Cuando una persona está en un establecimiento de educa- 
ción, un hospicio, un asilo, una casa de educación ó de co- 
rrección, ó cuando vive en una localidad para seguir los cur- 
sos de un establecimiento de instrucción, no adquiere domi- 
cilio en el sentido de la presente ley. 

Una vez fijado el domicilio de una persona, subsiste hasta 
que adquiera otro nuevo. 

Nadie puede tener simultáneamente dos ó más domicilios. 

Art. 4.° El domicilio de la mujer casada es el del marido. 

El domicilio de los hijos sometidos á la patria potestad es 
el de la persona que ejerza esta potestad. 

El domicilio de las personas sometidas á tutela está en la 
residencia de la autoridad tutelar. 

Art. 5.° Cuando un suizo posee el derecho de ciudad en 
varios cantones, su cantón de origen, en el sentido de la pre- 
sente ley, es aquel de los cantones de origen en que ha tenido 

su último domicilio: si nunca ha estado domiciliado en uno 

/ 

de estos cantones, aquel en el que él ó sus ascendientes han 
adquirido en último lugar el derecho de ciudad. 

Art. 6.° Si existen en un cantón varias legislaciones ri- 
giendo partes distintas de su territorio, el derecho del domi- 
cilio de una persona es el de la parte del cantón en que esté 
domiciliada; el derecho del lugar de origen, el vigente en el 
municipio de que dependa. 

Cuando una persona tiene varios derechos de vecindad en 
este cantón, la disposición del art. 5.° es aplicable por ana- 
logía. 

B . — Derecho de las persoyias y derecho de f anilla 

1. — Capacidad civil 

Art. 7.° La capacidad civil de las mujeres casadas se rige, 
durante el matrimonio, por la ley del domicilio. 

Los derechos de los menores hacia los que tienen la patria 
potestad ó la potesta tutelar, se determinan por la ley que sir- 
va de regla para la patria potestad ó para la tutela. 
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La emancipación se somete á la ley y á la jurisdicción á 
que la patria potestad y la tutela estén sometidas. 

La capacidad de testar se rige por el derecho del lugar en 
que tenía su domicilio el testador en la fecha de la disposición 
de última voluntad. 


2. — Estado civil 

Art. 8.° El estado civil de una persona, principalmente su 
filiación, legítima ó ilegítima, el reconocimiento voluntario 
ó forzoso de los hijos naturales y la adopción, está sometido 
á la legislación y á la jurisdicción del lugar de origen. 

En estos casos, el cantón de origen es el del esposo, del pa- 
dre ó del adoptante. 


3. — Patria potestad 

Art. 9.° La patria potestad se rige por la ley del lugar del 
domicilio. 

La obligación alimenticia, fundada en el parentesco, se rige 
por la ley del lugar de origen de la persona que deba los ali- 
mentos. 


4. — Tutela 

Art. 10. La tutela se rige exclusivamente por la ley del 
domicilio de la persona sometida ó que ha de someterse á tu- 
tela, bajo la reserva de las disposiciones de los artículos 
12 á 15. 

Art. 11. La tutela, en el sentido de la presente ley, com- 
prende tanto los cuidados que deben tenerse con las personas 
sometidas á tutela como la administración de sus bienes. 

Art. 12. La autoridad tutelar del domicilio está obligada 
á informar á la autoridad del lugar de origen de la constitu- 
ción ó del término de la tutela, así como del cambio de domi- 
cilio de la persona sometida á tutela; debe igualmente dar á 
esta autoridad todas las noticias que le pida á propósito de la 
tutela. 

Art. 13. Cuando ha lugar, en cumplimiento del arí. 19, pá- 
rrafo tercero, de la Constitución federal, á disponer de la edil- 
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cación religiosa de un niño sometido á tutela, la autoridad 
tutelar del lugar del domicilio está obligada á pedir sobre 
este punto instrucciones á la autoridad tutelar del lugar de 
origen y á conformarse con ellas. 

Art. Í4, La autoridad competente del cantón de origen 
tiene el derecho de pedir á las autoridades competentes del 
cantón del domicilio, que sometan á tutela á sus súbditos do- 
miciliados en este último cantón. Las autoridades así reque- 
ridas están obligadas á admitir la demanda, si la sumisión á 
tutela parece justificada en conformidad con el derecho del 
lugar del domicilio. 

Art. 15. Cuando la autoridad del lugar del domicilio com- 
promete ó no está en condiciones de proteger suficientemente 
los intereses personales ó pecuniarios de la persona sometida 
á tutela, ó los intereses de su municipio de origen, ó cuando 
la autoridad del domicilio no se conforma, en lo concerniente 
á la educación religiosa de un niño, con las instrucciones 
dadas por la autoridad del lugar de origen, puede ésta exigir 
que le sea cedida la tutela. 

Art. 16. Las cuestiones sobre las demandas y requerimien- 
tos hechos, en virtud de los artículos 14 y 15, por la autoridad 
de origen son juzgadas, á instancia de esta autoridad, sin 
apelación, por el Tribunal federal actuando como Tribunal de 
derecho público. El Presidente del Tribunal federal dictará, 
si hay urgencia, medidas provisionales para la protección de 
los intereses comprometidos. 

Art. 17. Cuando la autoridad tutelar autoriza el cambio 
de domicilio de la persona sometida á tutela, el derecho y la 
obligación de ejercer la tutela pasan á la autoridad del nuevo 
domicilio, y á esta última debe ser entregada la fortuna de la 
persona indicada. 

Art. 18. La tutela no puede ser ejercida simultáneamente 
en el cantón del domicilio y en el de origen. 


5 . — Régimen matrimonial 

Art. 19. Bajo la reserva de lo dispuesto en el art. 20, las 
relaciones pecuniarias de los esposos entre sí, se someten, 
mientras dure el matrimonio, á la legislación del lugar del 
primer domicilio conyugal, aun cuando los esposos hayan 
trasladado después su domicilio á su cantón de origen. En la 
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duda, se considera como primer domicilio conyugal el del 
marido, en el momento en que el matrimonio se ha cele- 
brado. 

En sus relaciones con terceros, los esposos se someten á la 
legislación del lugar de su domicilio; esta legislación servirá 
únicamente de regla, en cuanto á los derechos de la mujer 
frente á los acreedores del marido, en caso de quiebra de este 
último, ó de embargo practicado contra él. 

Art. 20. Cuando los esposos cambian de domicilio, pueden, 
con asentimiento de la autoridad competente del nuevo do- 
micilio, aceptar igualmente para sus relaciones la legislación 
del nuevo domicilio, mediante una declaración común hecha 
en este sentido ante la autoridad cantonal competente.' —-(Ar- 
tículo 36, letra b.) 

La declaración se retrotrae á la época en que el régimen 
matrimonial ha comenzado á producir sus efectos. 

Art. 21. Los derechos adquiridos por terceros en un domi- 
cilio conyugal, mediante actos jurídicos particulares, no se 
modifican en modo alguno por un cambio de domicilio de los 
esposos. 


C. — Derecho de sucesión 

Art. 22. La sucesión se somete á la ley del último domi- 
cilio del difunto. 

Se puede, sin embargo, por una disposición de última vo- 
luntad ó un pacto sucesorio, someter la sucesión á la legisla- 
ción del cantón de origen. 

Art. 23. La sucesión se abre en los dos casos, respecto á 
la totalidad de los bienes que la compongan, en el último do- 
micilio del difunto. 

Art. 24. Las disposiciones de última voluntad, los pactos 
sucesorios y las donaciones por causa de muerte, son válidos 
en cuanto á la forma, si ésta se adapta al derecho del lugar 
de celebración del acto ó al del cantón del domicilio, en el 
momento en que éste tenga lugar, ó al derecho del último do- 
micilio ó al del cantón de origen del difunto. 

Art. 25. Los pactos sucesorios se rigen, en cuanto al tundo, 
por el derecho del primer domicilio conyugal cuando han sido 
contraídos entre desposados, y, en todos los demás rasos, por 
el derecho del lugar en que estaba domiciliado el dílmito en 
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el momento de la conclusión del pacto. Todo sin perjuicio de 
las disposiciones relativas á las legítimas y demás estableci- 
das por la ley que rija la sucesión. (Articulo 22.) 

Art. 26. Los derechos de sucesión que nacen por conse- 
cuencia de la muerte de uno de los esposos y que se relacio- 
nan con el derecho de familia, se rigen por la ley aplicable á 
la sucesión (art. 22(; no se modifican porque el esposo sobre- 
viviente cambie después de domicilio. 

Art. 27. En lo que concierne á las legítimas y á las dona- 
ciones entre vivos ó por causa de muerte, se someten á la le- 
gislación que rija la sucesión del donante. (Artículo 22.) 


III 


Reproducidas las disposiciones de la ley de 1891 sobre los 
conflictos intercantonales, réstanos dar á conocer las que afec- 
tan á los conflictos internacionales. 

El título 2.° trata De las relaciones de Derecho civil de los 
suizos en- el extranjero . 

Art. 28. Las siguientes reglas son aplicables á los suizos 
domiciliados en el extranjero, en cuanto concierne al derecho 
de las personas, al derecho de familia y al derecho de suce- 
sión, salvas, sin embargo, las cláusulas especiales de los trata- 
dos internacionales: 

1. ° Si, según la legislación extranjera, estos suizos se rigen 
por el Derecho extranjero, no es este Derecho, no obstante, 
sino el del cantón de origen el que se aplica á sus inmuebles 
situados en Suiza; es igualmente el cantón de origen ei que 
ejerce jurisdicción en semejante materia. 

2. ° Si, según la legislación extranjera, estos suizos no se 
rigen por el Derecho extranjero, el Derecho del cantón de ori- 
gen debe aplicárseles, y este cantón ejerce jurisdicción igual- 
mente. 

Art. 29. Cuando un suizo sometido á tutela abandona á 
Suiza, la autoridad tutelar que hasta entonces ha ejercido la 
tutela continúa ejerciéndola, en tanto que subsista el motivo 
de la sumisión á tutela. 

Los derechos reconocidos por el art. 15 á la autoridad tute- 
lar del lugar de origen se mantienen igualmente. 

Art. 30. Cuando ha lugar á dar tutor á una persona que 
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emigra ó que está ausente del país, la autoridad del cantón de 
orig*en debe intervenir en ello. 

Art. 31. Las relaciones pecuniarias de los esposos suizos, 
cuyo primer domicilio conyugal esté en el extranjero, se some- 
ten á la ley del cantón de origen, en cuanto el Derecho extran- 
jero no les sea aplicable. 

El régimen matrimonial establecido en Suiza entre esposos, 
no se modifica por la traslación del domicilio conyugal al ex- 
tranjero, siempre que el Derecho extranjero no se oponga á 
sn mantenimiento. 

Los esposos suizos que trasladan su domicilio del extranjero 
á Suiza, continúan sometidos, en lo corcerniente á las relacio- 
nes entre ellos, al régimen que les era aplicable en el extran- 
jero. Pueden, sin embargo, hacer uso de la facultad concedida 
por el art. 20. Su situación frente á terceros se regula por el 
artículo 19, párrafo segundo. 

El título 3.° trata De las relaciones de Derecho civil de los 
extranjeros en Suiza . 

Art. 32. Las disposiciones de la presente ley son aplicables, 
por analogía, á los extranjeros domiciliados en Suiza. 

Art. 33. La tutela constituida en Suiza en favor de un ex- 
tranjero debe ser sometida á la autoridad competente del lu- 
gar de origen, previa petición de ésta, á condición de que el 
Estado extranjero conceda reciprocidad. 

Art. 34. Quedan en vigor las disposiciones especiales de 
los tratados y el art. 10, párrafos segundo y tercero de la ley 
federal sobre la capacidad civil, del 22 de Junio de 1881. 

El título 4.°, por último, contiene Disposiciones transitorias 
y finales . 

Art. 35. El Consejo federal cuidará de que la administra- 
ción de las tutelas pase dentro de un término conveniente, en 
conformidad con la presente ley, á las autoridades del cantón 
de origen. 

Art. 36. Los cantones designarán: 

a) Las autoridades cantonales competentes para conocer 
de las cuestiones en materia de tutela previstas en el art. 16, 
á menos que prefieran someter estas cuestiones en primera y 
última instancia al Tribunal federal. 

i) La autoridad competente para aprobar las declaraciones 
hechas en conformidad con el art. 20, así como el centro ofi- 
cial encargado de recibirlas. 
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Art. 37. Los esposos, cuyo matrimonio se haya celebrado 
antes de que entre en vigor la presente ley, podrán igualmen- 
te hacer uso de la facultad concedida por el art. 20. 

Art. 38. El Tribunal federal conocerá, en la forma fijada 
para los recursos de derecho público, de todas las cuestiones 
á que dé lugar la aplicación de la presente ley. 

Art. 39. Quedan derogadas, desde la fecha en que entre en 
vigor la presente ley, todas las disposiciones contrarias de las 
legislaciones federales y cantonales. Dejarán igualmente de 
estar en vigor en la misma fecha: 

1. ° La concordia sobre las tutelas y cúratelas del 15 de Ju- 
lio de 1821. 

2. ° La concordia relativa á la facultad de testar y á los de- 
rechos de herencia del 15 de Julio de 1822. 

Art. 40. Queda encargado el Consejo federal, conforme á 
las disposiciones de la ley federal del 17 de Junio de 1874, con- 
cerniente á la votación popular de las leyes y los decretos fe- 
derales, de publicar la presente ley y de fijar la fecha en que 
ha de entrar en vigor. 


IV 


Es interesante, para darse cuenta de los nuevos límites que 
señala la ley á la competencia legislativa de los cantones res- 
pecto á los suizos establecidos en Suiza, investigar la parte que 
concede, ya al principio del domicilio, ya al principio del ori- 
gen. Conviene para este efecto agrupar las materias contenidas 
en la ley según el principio que las rige; partimos del punto 
de vista de la legislación, y sólo mencionamos la jurisdicción 
cuando no sigue á la legislación; indicamos entre paréntesis 
el domicilio ó lugar de origen de que se trata. 


Ley del domicilio 

1. ° Capacidad civil de las mujeres casadas. 

2. ° Capacidad de testar (domicilio al otorgarse el testamento). 

3. ° Patria potestad (domicilio del padre). .^Comprendiendo la emancipa- 

4. ° Tutela (domicilio del incapaz) j SenoL^ dereCh ° S ** ^ 

(Entre esposos (primer domicilio conyugal); 
6. Régimen matrimonial. . j jurisdicción del domicilio actual. . 

(Frente á terceros (domicilio actual). 
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Sucesión abintestato. 

j íEntre desposados (pri- 

i ^ mer domicilio con- 

l ¡ Pactos sucesorios. .. < yugal). 

* ( iTodos los demás (domi- 

6.° ¡Sucesión testamentaria A [ cilio al celebrarse). 

1 /Forma de los actos deí^ 01 ?* 0 ^* 0 ^ otorgarse 

f ( ultima voluntad . . < e . ?*i 0 ’ ^ ultimo ^°* 

I i nucilio, aelección del 

.... I testador. 

Jurisdicción del ultimo domicilio. 

Ley de origen 

1. ° Estado civil (origen del padre). 

2. ° Adopción (origen del adoptante). 

0 \Obligación de dar alimentos (origen del deudor). 

¡Jurisdicción del domicilio del deudor. 

0 \Sucesión testamentaria, facultativa en el fondo y en la forma. 

*** /Jurisdicción del último domicilio. 


El principio del domicilio comprende la gran mayoría de 
ios casos y el del origen sólo constituye la excepción. Como 
regla, la ley del cantón se aplica á todos los que están domi- 
ciliados en su territorio. La soberanía territorial está reforzada 
á expensas de la soberanía personal. 

Esto se aplica á los cantones que han celebrado concordias; 
sus súbditos establecidos no están ya sometidos á la ley de 
origen en cuanto á la tutela y á la sucesión abintestato. En 
: cambio, en estas materias aplican su legislación á los súbditos 

de los cantones que han celebrado concordias, como á los de- 
l más. La ley introduce, pues, para ellos una modificación no- 
, | table. 

: En cuanto á los otros cantones que eran libres de admitir el 

principio territorial en todo su rigor, están obligados á admi- 
tir las excepciones que establece la ley en favor de la ley de 
origen. Para ellos, pues, se ha producido el caso contrario: su 
soberanía territorial se limita en provecho de la soberanía 
personal de los otros cantones. 

Los Tribunales están obligados á aplicar las legislaciones 
de los otros cantones en todas las cuestiones que se susciten 
sobre la obligación de dar alimentos, sobre el régimen matri- 
monial entre esposos, y, en fin, sobre las sucesiones some- 
tidas á la ley de origen. Esta regla vale para todos los can- 
tones y respecto á todos los suizos establecidos; transforma 
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especialmente el régimen vigente en los cantones que han ce- 
lebrado concordias, en los cuales era únicamente competente 
el Juez de origen. Es esta acaso una (le las innovaciones de la 
ley que se dejará sentir más. 

En dos materias especialmente introduce la ley una modi- 
ficación importante: en materia de tutela, la gestión de las tu- 
telas de todos los suizos establecidos debe ser arrebatada á las 
autoridades de origen y encomendada á las autoridades del 
domicilio; y en materia de régimen matrimonial, la ley del 
primer domicilio conyugal sirve universalmente de regla 
entre esposos, aun en el caso en que suizos establecidos al 
contraer matrimonio vuelvan después á su cantón de origen. 
Pueden estos últimos en vez de continuar bajo el régimen de 
su primer domicilio conyugal, si lo han perdido al volver á 
su cantón de origen, someterse á la ley de su domicilio actual, 
ó sea, en este caso, á su ley de origen. 

Observemos, en fin, que una de las particularidades de esta 
ley federal será ejercer en los cantones una influencia varia- 
ble, en el sentido de que ya pasará desapercibida, ya produ- 
cirá cambios sensibles, según que los suizos establecidos sean 
raros ó numerosos. Schwytz, Uri y Untenvalden, casi se han 
limitado á insertarla en la Colección de las leyes; Basilea.Neu- 
chatel y Ginebra, serán acaso llamados á hacer de ella una 
aplicación frecuente. 

Según M. Des Gouttes, la ley representa una mejora incon- 
testable. Resultado de una serie de concesiones mutuas, lleva 
en sus partes principales un carácter de transacción bien mar- 
cado; compromiso entre opiniones opuestas, tiene sus incon- 
venientes: sus soluciones no son francas; este es el principal 
reproche que le dirige el indicado escritor, criticando sus dis- 
posiciones sobre el derecho matrimonial y el derecho de su- 
cesión. Esto es lo que constituye su punto débil, y no el hecho 
de haber elegido, ya la ley de origen, ya la ley del domicilio, 
como era necesario. 

No olvidemos que era preciso contentarse con una ley de 
este género ó renunciar á tenerla; la alternativa era abso- 
luta, puesto que para llegar á una solución que pudiese pare- 
cer aceptable á las dos Cámaras, ha sido menester en muchas 
ocasiones, respecto de una sola materia, tomar disposiciones 
de cada uno de los dos principios en cuestión, y combinar 
partes de opuestos sistemas. El producto que de ello ha resul- 
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tado no es acaso de primera calidad, pero al fin existe. Hay 
shoríi una regla única para todos los suizos establecidos, pue- 
den saber ésíTos á qué régimen están sometidos, y qué ley les 
será aplicable si van á fijarse en otra parte; los Jueces se en- 
cuentran con prescripciones uniformes que les indican el ca- 
mino que han de seguir; la incertidumbre jurídica, la falta de 
régimen y la arbitrariedad han desaparecido. Es preciso salu- 
dar esta desaparición como un verdadero progreso; este solo 
resultado es un beneficio muy grande, cualquiera que sea, por 
otra parte, el edificio que se ha levantado en este emplaza- 
miento vacío. 

La ley hubiera podido ser más explícita en algunas de las 
soluciones que da; pero la jurisprudencia del Tribunal federal 
está llamada á aclarar en algunos años los puntos obscuros 
que comprende. 

En otro tiempo, cuando la teoría de los estatutos se produjo 
y se desenvolvió en Italia, en Francia, en los Países Bajos y en 
Alemania, dice M. Lainé, había conflicto entre los estatutos ó 
las costumbres de ciudades, de señoríos, de provincias ó de lo- 
calidades que no eran, bajo el punto de vista político, Estados 
soberanos, como lo han sido, y lo son aún hasta cierto punto, 
los cantones que forman la Confederación Helvética. No podía, 
pues, producirse entonces, en estos países, una oposición en- 
tre la ley nacional y la ley del domicilio en materia de esta- 
tuto personal, y, por consiguiente, no era necesaria una con- 
cordia como la admitida por la ley de 25 de Junio de 1891. 
Determinando el domicilio la patria jurídica, la ley del domi- 
cilio regía el estatuto personal. Cambiando el domicilio, la ley 
del estatuto personal cambiaba al mismo tiempo de una ma- 
nera absoluta. Tres jurisconsultos franceses, es verdad, Fro- 
land, Boullenois y Bouhier, intentaron, en el siglo xvm, opo- 
nerse á esta regla y mantener bajo la ley del domicilio de ori- 
gen algunos puntos del estatuto personal. Pero chocaron con 
un hecho invencible, á saber, que el domicilio constituía la 
patria jurídica, y con la regla, igualmente inevitable, según 
la cual el- cambio de patria cambiaba la ley del estatuto per- 
sonal, salvos los derechos adquiridos. Sería, por otra parte, in- 
teresante comparar su sistema al de la ley de 25 de Junio de 
1891, respecto á la distinción admitida entre la ley de origen 
y la ley del ultimo domicilio. Se revelarían vacilaciones, di- 
sentimientos y contradicciones análogas á las que presentan 
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la historia y el texto de la actual ley. De aquí la prueba de 
que donde no haya oposición clara y profunda entre una ley 
verdaderamente nacional y la ley del domicilio, donde se pre- 
sente una situación intermedia, ya se quiera afirmar la ley de 
origen en frente de la ley del domicilio hasta entonces domi- 
nante, como hicieron los autores antiguos, ya se quiera, por 
una innovación contraria, quitar á la ley de origen una parte 
de sus atributos tradicionales en provecho de la ley del domi- 
cilio, como lo hace la ley suiza, se tropieza en la ejecución ló- 
gica de esta obra con casi insuperables obstáculos. Debe, ade- 
más, observarse que en otro tiempo la ley del domicilio era la 
ley personal, como ley no solamente nacional, sino extraterri- 
torial, mientras que en la ley suiza se presenta como ley es- 
trictamente territorial.! 

M. Lainé contrapone á la tendencia de la ley suiza el acuer- 
do del Congreso de juristas americanos de Lima de 1878, y las 
disposiciones del Código civil español de 1889, á propósito de 
los fueros, inspirados en el principio personal. . 

La tendencia de la ley suiza no se parece á ningún sistema 
antiguo ni moderno. Inventada para dar satisfacción, á pesar 
del estado federativo del país, á necesidades prácticas, vale 
más que la falta de toda regla. Pero casi enteramente despro- 
vista de bases racionales, constituida en ciertas materias im- 
portantes, principalmente las sucesiones y los testamentos y 
el régimen matrimonial, por una serie de vacilaciones y de 
transacciones entre opiniones opuestas, tiene el carácter de 
una ley del momento, no de principios, y por consiguiente no 
tendrá, según las probabilidades, duración larga. Cuando la 
experiencia haya revelado y hecho sentir sus defectos, no bas- 
tará ya para apagar las quejas suscitadas por la diversidad de 
leyes, y como se habrá quebrantado al mismo tiempo grave- 
mente la soberanía legislativa de los cantones y enervado sus 
legislaciones, resultará que habrá desempeñado el papel de 
precursor y agente decisivo de la fusión de las leyes suizas en 
un Código único. 

La historia de la civilización, al decir de M. Lainé, condena, 
bajo el punto de vista del Derecho internacional privado, el 
principio de la territorialidad de las leyes, lejos de proclamar 
su excelencia. 

Las consideraciones utilitarias que se invocan son impoten- 
tes para contrabalancear las ideas de derecho y de justicia. 
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Así se ha comprendido, porque se ha tratado de fundar tam- 
bién en el mismo campo del Derecho el principio que se quería 
establecer. 

Nada puede justificar, concluye M. Lainé, la extensión al 
Derecho internacional del principio que para el conflicto de las 
leyes suizas entre sí podía ser legítimo. Ni la ley federal de 25 
de Junio de 1891, ni la teoría en que se apoya, prevalecerán 
contra el movimiento de los espíritus. Hay más, puede sin 
temeridad predecirse que la misma Suiza, el día en que se dé 
un Código civil, proclamará á su vez, en lo que concierne al 
estado de las personas y á todo lo que de él depende, el prin- 
cipio que la ciencia y los Códigos modernos han admitido: el 
imperio de la ley nacional. 


CAPÍTULO VII 


Unificación del Derecho 


I,— Método individual y método universal en el Derecho internacional privado. 
Derecho común universal. 

1 1. — Acción científica individual. Proyectos de Domin-Petrushevecz, Mommsen y 
Dudley Field. 

III.— Acción científica colectiva. Instituto de Derecho internacional. Sus proyectos, 
jy, — Acción diplomática. Tentativas del Gobierno italiano. Conferencias de El 
Haya. 


I 

Distingue oportunamente M. Jitta un doble método en el 
Derecho internacional privado, el individual y el universal. 
Nuestra ciencia tiene su base en la Asociación jurídica del 
género humano, que se deriva de la naturaleza social del hom- 
bre; es su fin el desenvolvimiento del Derecho privado posi- 
tivo de esta Asociación, para asegurar al individuo, en toda la 
esfera de las relaciones privadas que pueden presentarse en la 
humanidad, la plenitud de su derecho. Pero en -el estado ac- 
tual de la humanidad organizada no hay ni legislador univer- 
sal, ni Juez supremo, y el Derecho privado positivo de la hu- 
manidad sólo puede ser formulado por el Estado, moviéndose 
dentro de los límites de su misión, ó bien por los Estados con- 
siderados colectivamente, y representando, por el acuerdo de 
sus voluntades, el poder público de la humanidad. Este estado 
actual de la humanidad organizada, punto departida de nues- 
tra ciencia, nos muestra los medios prácticos de que ésta dis- 
pone para desenvolver el Derecho internacional privado posi- 
tivo. La noción de nuestra ciencia, su punto de partida y su 
fin, nos indican á su vez las exigencias racionales de su mé- 
todo. Este método debe llevar el Derecho internacional priva- 
do, conforme á su naturaleza, de su punto de partida, el estado 
actual de la organización de los poderes sociales generadores 
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del Derecho positivo, á su fin, el reinado del Derecho en la so- 
ciedad universal; debe ilustrar la conciencia de los Estados in- 
dividuales y de la colectividad de los Estados, para aproximar 
cada día más su Derecho privado positivo á las condiciones 
normales de Ja vida jurídica de la humanidad. 

Así entendida, no es nuestra ciencia una teoría pura, que 
parte del sueño de una humanidad ideal, libre de todas las pa- 
siones y de todas las debilidades humanas, nivelando, bajo su 
uniformidad, á todos los individuos y á todos los grupos na- 
cionales. Toma como punto de partida, por el contrario, la 
realidad, según se ha formado por causas históricas, con todas 
las condiciones de la individualidad de los Estados y de los 
hombres. El Derecho internacional privado es, pues, esencial- 
mente práctico, y las cuestiones que trata de resolver no han 
nacido en la imaginación sobrexcitada de los sabios, son el 
producto de la vida, cada día más intensa, de la humanidad; 
su solución se impone al legislador y al Juez, porque las cues- 
tiones existen. Aunque nuestra ciencia toma por base la nece- 
sidad de organizar la sociedad del género humano, no es cos- 
mopolita. No se propone borrar las fronteras y destruir la au- 
toridad de los Estados, para dejar sólo al hombre su cualidad 
de ciudadano del globo. Acepta, por el contrario, el Estado in- 
dividual como la forma más perfecta de organización jurídica 
que la humanidad posee en el período contemporáneo de la 
historia; la acepta como un vínculo íntimo entre hombres 
unidos por la sangre, la cohabitación en un mismo territorio 
y los mil intereses políticos, económicos y sociales, que son el 
resultado de una comunidad jurídica nacional. Pero proclama 
también que, por cima del Estado hay una Asociación más 
extensa de la que todos los hombres forman parte, y que el 
Estado tiene deberes que cumplir, no sólo hacia la comunidad 
jurídica nacional, sino también hacia la comunidad universal 
de los individuos. 

El carácter del método individual del Derecho internacional 
privado se forma por su punto de partida y por la manera 
cómo considera el problema de nuestra ciencia. Se coloca en 
el 'punto de vista de un Estado determinado , y tiene por fin la 
realización del deber de este Estado hacia los individuos gue 
componen la sociedad 'jurídica universal . Su resultado será ha- 
cer entrar los principios de nuestra ciencia en el Derecho pri- 
vado positivo de un Estado. 
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Se puede hablar así de un Derecho internacional privado 
bajo el punto de vista holandés, francés, italiano, etc. Estas 
expresiones no implican contradicción en los términos. Si 
nuestra ciencia es una rama del Derecho de gentes, y difiere 
por su naturaleza del Derecho privado nacional, es difícil 
comprender esta unión íntima del Derecho privado nacional 
y del Derecho internacional privado, considerado bajo el pun- 
to de vista individual. Pero no hay diferencia fundamental 
entre ellos, en cuanto á la naturaleza de las relaciones jurídi- 
cas, y una misma relación jurídica puede ser á la vez nacional 
é internacional, según el punto de vista bajo el que se la con- 
sidere. No hay, pues, más que una contradicción aparente en 
el hecho de que el Derecho internacional privado, bajo el pun- 
to de vista individual, forme parte del Derecho privado de un 
Estado, motivada por la pobreza del lenguaje, que nos obliga 
á emplear la palabra internacional, Ínter gentes , para carac- * 
terizar una relación jurídica que se forma en realidad entre 
dos ó más individuos. 

El Estado tiene, en la organización actual de la humanidad, 
una doble misión. Está primero encargado de reconocer y de 
mantener el derecho en el seno de un grupo de individuos que 
forman una nación. El Derecho privado, que corresponde á 
esta rama de la actividad del Estado, es el Derecho nacional de 
este grupo. Pero al lado de esta misión, el Estado tiene otra, 
fundada en el conjunto desús deberes hacia la sociedad inter- 
nacional de los individuos. El Estado debe asegurar y mante- 
ner el Derecho en las relaciones internacionales de los indivi- 
duos dentro del límite de su poder. El Derecho privado, que 
corresponde á esta segunda rama de la actividad del Estado, 
es el Derecho internacional privado, considerado bajo el punto 
de vista individual. El Estado es así, en su territorio, un jus- 
ticiero nacional, é internacional á la vez; es al mismo tiempo 
el órgano de la sociedad nacional y el representante del poder 
público de la humanidad. 

Esta doble cualidad del Estado nos explica primero por qué, 
bajo el punto de vista individual, el Derecho privado nacional 
y el Derecho internacional privado no se confunden; por qué, 
en otros términos, el Estado no impone su propio Derecho pri- 
vado nacional, que para él es el mejor Derecho privado, á la- 
sociedad internacional, en tanto que interviene en esta socie- 
dad como justiciero. El Derecho privado nacional se hace para 
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la sociedad nacional tal cual es, y el Derecho internacional 
privado para la sociedad internacional, igualmente tal cual es. 
Las circunstancias que modifican la individualidad de los hom- 
bres en la sociedad internacional, circunstancias que el Esta- 
do debe atender en su misión de justiciero, son más numero- 
sas que las que desempeñan el mismo papel en la sociedad 
nacional. Comprenden, entre otras, la existencia de diversas 
legislaciones y de diversas jurisdicciones extranjeras, de tal 
suerte, que las mismas relaciones jurídicas se presentan, para 
el justiciero internacional y para el justiciero nacional, bajo 
aspectos diferentes. Esta circunstancia hasta para justificar 
las diferencias entre las reglas de Derecho privado nacional y 
las del Derecho internacional privado. 

De otro lado, el hecho de que el Derecho privado nacional y 
el Derecho internacional privado, considerado bajo el punto 
de vista individual, emanen de la misma conciencia jurídica, 
nos explica cómo nuestra ciencia, aunque se apoye en un de- 
ber idéntico para todos los Estados, se desenvuelve, sin em- 
bargo, de una manera individual para cada Estado, por con- 
secuencia de las mismas circunstancias históricas que han 
marcado con un sello de individualidad más ó menos distin- 
ta su Derecho privado nacional. Sin duda bajo el punto de 
vista de la filosofía del Derecho, el deber internacional es el 
mismo para todos los Estados; pero el Derecho filosófico no 
tiene autoridad por sí, es menester que penetre en la concien- 
cia de los Estados, ó, mejor, de los hombres que, como legis- 
ladores ó como Jueces, están encargados de ejercer los Pode- 
res públicos. De esta manera, el derecho filosófico se convierte 
en derecho positivo, pero lleva entonces el sello individual de 
la conciencia jurídica que lo promulga ó que lo aplica. La ma- 
teria es idéntica, pero los moldes por los que debe pasar no 
son los mismos, y, por tanto, los resultados son necesariamen- 
te diferentes. 

De igual modo que el método individual del Derecho inter- 
nacional privado, el método universal tiene por base la exis- 
tencia de una sociedad jurídica, que abraza todo el género 
humano. Pero si el método individual toma por punto de par- 
tida un Estado determinado, y por fin el cumplimiento de los 
deoeres de este Estado hacia la sociedad jurídica universal, el 
método universal tiene otro punto de partida y un fin más ex- 
itíüsü. Parte del conjunto de los Estados, se inspira en su deber 
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común , y tiende á asegurar el mantenimiento del Derecho 
privado por medio de reglas jurídicas destinadas á reciHr su 
aplicación en toda la humanidad. 

El desenvolvimiento del Derecho privado y su mantenimien- 
to por la fuerza pública son, sin duda alguna, intereses gene- 
rales de todo el género humano. Si la organización política 
de la humanidad fuese completa, si existiese un poder huma- 
no supremo encargado de velar por los intereses generales del 
universo, la legislación civil y la administración de justicia 
entrarían en sus atribuciones. Esta autoridad suprema no de- 
bería necesariamente llegar á la identidad absoluta del Dere- 
cho privado para todas las naciones, pero tendría ciertamen- 
te por misión asegurar la aplicación armónica de los derechos 
nacionales y el ejercicio regular de las jurisdicciones territo- 
riales. El advenimiento de semejante poder supremo es una 
eventualidad que la imaginación se representa muy bien, pero 
cuya realización parece indefinidamente aplazada. Sin embar- 
go, aunque la organización política de la humanidad sea in- 
completa, no puede decirse que falta. El poder público supre- 
mo se ejerce en una medida bastante sensible por el conjunto 
de los Estados, unidos por los vínculos del Derecho de gentes. 
En el estado actual de la constitución jurídica de la humani- 
dad, incumbe al conjunto de los Estados el deber de asegurar, 
por leyes positivas y una organización internacional de la ad- 
ministración de justicia, el reinado del Derecho en las relacio- 
nes sociales que se forman entre los individuos. 

Las reglas jurídicas positivas, destinadas á recibir su apli- 
cación en la humanidad entera, sólo pueden ser formuladas 
por el consentimiento de todos los Estados que ejercen en co- 
mún la autoridad suprema. Esta necesidad de un acuerdo in- 
ternacional, Ínter gentes , pone el método universal de nuestra 
ciencia, en cuanto á sus formas positivas, bajo la influencia 
del Derecho de gentes. 

La idea de un deber común de los Estados, que el método 
universal del Derecho internacional privado se propone cum- 
plir, no puede ya hoy ser colocada en el dominio de las uto- 
pias. Ha llegado á ser una realidad, dentro del Derecho penal, 
en la materia de extradición. 

Los principios de nuestra ciencia tienden á penetrar en las 
legislaciones nacionales, por la reforma de las leyes y de los 
Códigos. Esta reforma, que está á la orden del día por todas 
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martes, ha producido un movimiento científico de los más vi- 
vos, que se sirve de la legislación comparada para mejorar las 
leyes nacionales, aprovechando la experiencia adquirida en los 
países extranjeros. A su vez, el estudio de la legislación com- 
parada ha llamado la atención sobre los inconvenientes que 
resullan de la divergencia de las leyes y sobre los medios prác- 
ticos de hacer desaparecer estos inconvenientes. Por conse- 
cuencia de la manera particular como el problema de nuestra 
ciencia ha sido considerado en la mayor parte de los tra- 
bajos científicos antiguos y modernos, los jurisconsultos que 
han tratado de resolver este problema, se han fijado, sobre 
todo, en la idea de una inteligencia internacional; han tratado 
de regular, por medio de fórmulas universales, la coexistencia 
armónica de todas las leyes. Ahora bien, es cierto que estas 
fórmulas no pueden adquirir una autoridad positiva más que 
por el concurso de la voluntad de todos los Estados. Para con- 
seguirlo, es menester, ante todo, obtener el apoyo, si no de 
los hombres de Estado, á lo menos de los jurisconsultos de 
todos los países que pueden ilustrar la conciencia jurídica na- 
cional, y poner en movimiento á los Poderes encargados de 
formular el Derecho positivo. La Asociación científica de los 
individuos ha parecido, pues, indicada como medio de llegar á 
una inteligencia internacional positiva. Aun cuando en nues- 
tros días los trabajos científicos individuales sean muy nume- 
rosos, lo que caracteriza la segunda mitad de nuestro siglo es 
el trabajo científico colectivo, pues vivimos en un período de 
Cong resos internacionales de todas clases. 

Al principio de asociación puede referirse la creación de la 
Revue de Droit International et de Législation comparée, funda- 
da en 1869 por Asser, Rolin, Jaequemyns y Westlake. La revis- 
ta ha sido, desde su fundación, el órgano infatigable del pro- 
greso, y ha recogido un gran tesoro de datos. Aunque el estu- 
dio del Derecho privado no constituya su fin único y abrace 
también el Derecho internacional público, ha concedido la 
mayor extensión á nuestra ciencia y á la legislación compara- 
da. Desde 1874, otra revista, el Journal du Droit Ínter national 
privé, dedicado especialmente al problema de nuestra ciencia, 
como su nombre lo indica, se ha publicado bajo la dirección 
de Clunet. Desde entonces, conforme al espíritu de nuestra 
época, que tiende á hacer especialidades de todas las ramas de 
la ciencia, otras revistas, dedicadas al Derecho comercial in- 
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ternacional, al Derecho marítimo internacional, etc., se lian 
publicado. Merecen especial mención los concienzudos traba- 
jos de la /Sociedad de Legislación comparada , fundada en París 
en 1869. Todas estas publicaciones distan mucho de ser la úni- 
ca fuente de los trabajos jurídicos relativos á nuestra ciencia; 
en todas las revistas jurídicas nacionales se encuentran estu- 
dios de Derecho internacional privado en una proporción cada 
día mayor. 

En 1873 han nacido dos asociaciones permanentes: el Ins- 
tituto de Derecho internacional y la Asociación internacional 
para la reforma y la codificación del Derecho de gentes . Estas 
dos asociaciones no tienen el monopolio de los trabajos cien- 
tíficos colectivos. Un gran número de asociaciones nacionales 
lian dedicado una parte de su tiempo al examen de las cues- 
tiones relativas á nuestra ciencia, y muchos Congresos inter- 
nacionales se han reunido por todas partes. 

Comparando el método individual y el método universal del 
Derecho internacional privado, se reconoce fácilmente que 
tiene cada uno una cualidad y un defecto que no se hallan en 
el otro. 

El método individual es esencialmente práctico. Se funda en 
la necesidad que tiene el Estado de determinar los límites del 
imperio del Derecho privado nacional, límites que no se con- 
funden con las fronteras del territorio. El Derecho internacio- 
nal privado viene entonces á ocupar, bajo el punto de vista 
individual de que se trata, todo el terreno que no es del domi- 
nio del Derecho privado nacional. El Estado no puede prescin- 
dir de nuestra ciencia más que atribuyendo á su propio Dere- 
cho privado una autoridad universal y negándose á reconocer 
una relación jurídica que no esté conforme con él; pero, obran- 
do así, violaría, ciertamente, los deberes que hacia los indivi- 
duos le incumben. Es, pues, necesario á todo Estado tener en 
cuenta el Derecho internacional privado, considerado bajo su 
punto de vista individual. Si no lo hace en sus leyes positivas, 
tendrá que encomendar á sus Jueces la resolución de las cues- 
tiones internacionales que se presenten dentro de los límites 
de su jurisdicción. En este último caso, la incertidumbre, pro- 
pia de la jurisprudencia, será ó llegará á ser rápidamente un 
obstáculo al libre desenvolvimiento de las relaciones de la vida 
activa internacional, y el mismo interés del Estado le obligará 
á dar, á lo menos á las principales reglas de nuestra ciencia, 
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leí autoridad y la certidumbre qu.e resultan de una declaración 
expresa de la voluntad del legislador. 

Este carácter práctico y necesario del método individual 
forma su cualidad dominante. 

De otro lado, precisamente porque se apoya en la individua- 
lidad de cada Estado , el método individual llegará á tantas 
fórmulas positivas como Estados. El Derecho aplicado á las 
relaciones jurídicas no será el mismo para toda la humanidad, 
y las consecuencias de un hecho jurídico variarán según el 
país en el que invoquen los individuos sus derechos. Ahora 
bien, como los individuos no pueden siempre prever en qué 
Estado podrán tener necesidad de hacer valer sus derechos, no 
podrán tener la plena certidumbre de ver estos derechos reco- 
nocidos por todas partes. 

Esta falta de certidumbre universal es el defecto del méto- 
do individual. 

El método universal de nuestra ciencia tiene el defecto y la 
cualidad contrarios. 

No tiene el valor práctico del método individual. En tanto 
que no haya legislador supremo en la humanidad, el método 
universal no podrá llegar á reglas positivas, más que por el 
consentimiento unánime de todos los Estados, y este consen- 
timiento deberá apoyarse en una convicción jurídica común. 
No es menester que esta convicción común llegue hasta la 
identidad de las leyes; pero es preciso que recaiga á lo menos 
sobre la naturaleza internacional de las relaciones jurídicas, 
para hacer posible la armonía en la diversidad. Cuando esta 
convicción falta, el método universal es impotente, y el pro- 
blema del Derecho internacional privado es insoluble para él. 
Este carácter le distingue del método individual, para el cual, 
humanamente hablando, no hay cuestiones insolubles. 

Esta impotencia relativa del método universal constituye 
el defecto que le es propio. 

Por el contrario, desde que una convicción jurídica común 
de los Estados lia podido tomar una forma positiva universal, 
se consigue la certidumbre del Derecho privado de la huma- 
nidad, independientemente del lugar en que una cuestión se 
inicie. 

El método universal tiene, pues, precisamente la cualidad 
que corresponde al defecto del método individual. 

Asi, las dos ramas del método del Derecho internacional pri- 
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vado tienen su razón de ser y su parte en el trabajo que debe 
conducir á la solución del problema de nuestra ciencia. Toca 
al método individual desenvolver los gérmenes del Derecho 
internacional privado que se encuentran en las legislaciones 
positivas, estudiando la naturaleza de las relaciones jurídicas 
y las diferentes fases que pueden presentar bajo el punto de 
vista individual. Gracias á su valor práctico, el método indi- 
vidual aproximará unas legislaciones á otras, haciéndolas más 
perfectas cada vez. De esta manera, el número de los elemen- 
tos comunes se aumentará más cada día, y el método univer- 
sal los tendrá en cuenta para dar base á un Derecho privado 
que se apoye en una convicción jurídica común de los Estados. 
El método individual partirá de los Estados y se esforzará por 
acercarlos al fin; el método universal partirá del fin y se esfor- 
zará por acercarlo á los Estados. Así, distinguidos uno de otro 
en cuanto á su punto de vista, sus formas positivas y sus prin- 
cipios, pero unidos por su base y su fin comunes, las dos ramas 
del método de nuestra ciencia formarán juntas el método ge- 
neral del Derecho internacional privado, que permitirá á los 
hombres de buena voluntad unir sus esfuerzos y agrupar los 
resultados de sus trabajos individuales. 

Debe esperarse del trabajo científico, y en particular del co- 
lectivo, la preparación de un Derecho común universal. Toca 
al trabajo colectivo la misión de preparar las leyes-tipos, des- 
tinadas á ser puestas en vigor sucesivamente en todos los Es- 
tados, y las medidas legislativas y administrativas que exigen 
una acción común de los mismos. 

Pueden y deben ejercer los Gobiernos sobre la formación de 
un Derecho común una acción más directa, tanto para acelerar 
como para servir de lazo de unión entre la ciencia y la legis- 
lación. 

El movimiento de asimilación, abandonado á la iniciativa 
individual de los Estados, es necesariamente lento é irregular. 
Depende esto primero de las diferencias en el grado de des- 
envolvimiento de la conciencia jurídica de las diversas nacio- 
nes. Este obstáculo que la asimilación encuentra, es con fre- 
cuencia tanto más difícil de vencer, cuanto la civilización jurí- 
dica de un país sea más avanzada. En un Estado nuevo ó en 
un país semibárbaro que aspira á elevarse rápidamente al nivel 
de las naciones europeas, es mucho más fácil hacer admitir en 
conjunto un proyecto preparado por un Congreso ó por una 
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Asociación científica, que en un Estado en el que el Derecho 
se ha desenvuelto siglo por siglo con la nación. Es menester 
añadir á este obstáculo el que se deriva déla necesidad de ha- 
cer votar las leyes por una Asamblea parlamentaria, en la que 
La política desempeña un gran papel. La revisión de un Código 
de Derecho privado es una obra que no emprende fácilmente 
un Gobierno, porque sabe que con las Comisiones, los dictá- 
menes y las enmiendas, se consumen años y años, y que los 
días de un Gobierno político están frecuentemente contados. 
Además, en el tiempo que transcurre entre el primer proyecto 
de un Código y su votación definitiva, suele hacer la ciencia 
progresos, mientras que el proyecto pierde algunas veces va- 
lor, por efecto de las enmiendas, que perturban su armonía, y 
que son debidas á hombres cuyos conocimientos jurídicos y 
cuyo sentido práctico no están en relación con su influencia 
en el seno del Parlamento. Estas circunstancias hacen el mo- 
vimiento de asimilación muy lento, y como se producen en 
grados diferentes en los diversos Estados, perturban su regu- 
laridad. 

De otro lado, los proyectos formados en el seno de los Con- 
gresos y de las Asociaciones científicas, llevan con frecuencia 
el sello de los defectos inherentes á los trabajos científicos co- 
lectivos: la brevedad de las sesiones, la dificultad de reunir y 
de mantener reunidos á sabios que habitan muy lejos unos de 
otros, y, sobre todo, la necesidad de tomar acuerdos por ma- 
yoría de votos, aunque la Asamblea no represente en igual 
proporción á las diferentes naciones interesadas. Además, los 
hombres de ciencia, por la elevación de su carácter, están bas- 
tante dispuestos á prescindir de las cuestiones de detalle y á 
partir de la idea de una confianza recíproca de los Estados. 
Una objeción de escasa importancia en el seno de una Asam- 
blea científica la adquiere grande en un Cuerpo legislativo 
nacional. 

Por estos motivos, una intervención activa de los Gobiernos 
es necesaria. 

Debe tener esta intervención por objeto, en primer lugar, 
someter los proyectos, producto de la ciencia, á Conferencias 
de delegados oficiales. Estas reuniones pueden dedicar al tra- 
bajo todo el tiempo necesario. La composición de las reuniones 
oficiales puede regularse de tal suerte, que los acuerdos toma- 
dos por la mayoría, aunque no liguen á los Estados indepen- 
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dientes, tengan á lo menos una autoridad moral bastante grande 
para hacer fácil un sacrificio de parte de la minoría. El valor 
que los Estados deben necesariamente atribuir á un proyecto 
al que han colaborado por delegados, y las probabilidades de 
que el proyecto sea aprobado en un gran número de Estados, 
pueden vencer los obstáculos que su sanción definitiva pueda 
encontrar en los diversos Parlamentos. En fin, la necesidad de 
una inteligencia previa, á lo menos en la elección de las ma- 
terias que hayan de someterse á las deliberaciones de una 
Conferencia oficial, es una garantía de que esta elección no 
recaerá sobre cuestiones que no estén maduras para provocar 
una inteligencia (1). 


II 


Entre los trabajos debidos á la acción científica individual, 
son dignos de especial mención los proyectos de Domin-Pe- 
trushevecz, Mommsen y Dudley Field. 

El proyecto de Petrushevecz, que abraza el Derecho inter- 
nacional público y el privado, está concebido, como dice Rosz- 
kowski (2), con un espíritu estrictamente jurídico, y el estilo 
reúne las cualidades más necesarias á una obra legislativa, es 
decir, la claridad y la concisión. En cuanto al fondo, formula 
el autor las reglas de Derecho internacional bajo el punto de 
vista del Derecho vigente, siendo á la vez una exposición del 
Derecho consuetudinario y un resumen de los principios con- 
tenidos en los principales tratados contemporáneos. Compren- 
de la parte del proyecto que se refiere al Derecho civil hasta 
43 artículos. Según él, la ley civil del Estado de que el indivi- 
duo sea súbdito regula todo lo concerniente al estado y la ca- 
pacidad de su persona (art. 177). La ley de la patria del marido, 
en el momento del matrimonio, rige la asociación conyugal en 
cuanto á los bienes, sin que pueda ser modificada por conse- 
cuencia de un cambio de patria (art. 179). La validez intrínse- 
ca de un testamento ó de otro acto por causa de muerte, así 
como la sucesión abintestato en cuanto á los bienes muebles, 
debe ser apreciada según la ley del país de que el difunto era 


O) Josephus Jitta. La méihode du Droit ínter natío nal prive. La Llaye, 
1890, pág. 95 y siguientes. 

(2) De la co di fi catión du Droit international privé . Itevue <le ILoit 
international, t. XXI, pág. 521 . 
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súbdito en el momento de su muerte (art. 198). Es notable, 
sobre todo, el proyecto por el desarrollo que da á la doctrina, 
si se tiene en cuenta el año en que se publicó (1). 

El sabio jurisconsulto alemán Federico Mommsen ha hecho 
un estudio de gran valor, tratando de responder á la siguiente 
cuestión: ¿Cómo deberán regularse en el futuro Código civil de 
Alemania las relaciones entre el Derecho nacional y el extran- 
jero? (2). Concluye el estudio con un interesante proyecto en 
19 artículos (3), que ha servido de base á las disposiciones for- 
muladas con motivo del nuevo proyecto de Código civil ale- 
mán. Nos parece oportuno traducirá continuación el proyecto 
de M. Mommsen. 


1 

Las disposiciones del Código civil rigen para el territorio 
y los súbditos del Imperio alemán, en tanto que no resulten 
excepciones de los tratados ni de las disposiciones siguientes. 

2 

La capacidad de derecho y la capacidad de obrar de una 
persona se rigen, sin consideración al lugar donde tiene su 
domicilio, por el derecho del Estado al que pertenece. 

3 


Cuando está en cuestión la obligación de un extranjero por 
un acto ejecutado en el interior, se admite la capacidad de 
obrar del mismo, aun cuando no exista, según el Derecho del 
Estado á que pertenece, pero sí según las disposiciones del De- 
recho interior, aunque la obligación haya sido adquirida fren- 
te á un extranjero perteneciente al mismo Estado, y aunque el 
último haya tenido al mismo tiempo conocimiento de que el 
que se obligaba pertenecía al mismo Estado que él. 

En las obligaciones por actos ilícitos ejecutados por extran- 


0) Precis dun Code du JDroit internntional. Leipzig, 1861. Seconde 
partie. I. Droit civil (artículos 177 á 218). — Puede verse en Meili, Dw 

Kodijication des ínter nalion alen Civil und Handelsrecht Leipzig, 1891, pá- 
ginas 82 á 88. 1 0 ’ ’ r 

i ( 2 ) ¿ Wie ist in dem bürgerlicJien Gesetzbuch für Deutschland das 
Vcrháltniss des mlandischen zu dem auslandischen Recht zu ñor miren? 
Aren iv tur die civilistisches Praxis, vol. 61, 1878, pág. 150 v siguientes. 
(3) Véase en Meili, págs. 77 á 81. y ° 
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jeros en el interior, decide sólo el Derecho interior sobre las 
condiciones de la capacidad de obrar. 

4 

La forma que ha de observarse en los actos jurídicos se 
rige por el Derecho del lugar en que se han ejecutado. Basta, 
sin embargo, la observancia de la forma que exige el Derecho 
al que el acto en general está sometido. 

5 

Los derechos en las cosas muebles é inmuebles, así como la 
posesión de ellas, se rigen por el Derecho del lugar donde las 
cosas se hallan. 

En tanto que se trata de la adquisición ó la pérdida de se- 
mejantes derechos, decide el Derecho del territorio en el que 
las cosas de que se trata se han hallado al tiempo de la reali- 
zación del hecho, que debe haber tenido por consecuencia la 
adquisición ó la pérdida. 

6 

Las reclamaciones sobre contratos de créditos se rigen por 
el Derecho del territorio, en el que ha tenido su domicilio el 
deudor, al tiempo de la celebración del contrato, excepto 
cuando resulta de las circunstancias, que los contratantes han 
presupuesto la aplicación de otro Derecho, sea el Derecho del 
lugar de la celebración del contrato, sea el Derecho del lugar 
de su ejecución. 

7 

Las reclamaciones por actos ilícitos se rigen por el Derecho 
del lugar en el que se ha ejecutado el acto ilícito. 

El Derecho interior se aplica también, sin embargo, cuando 
el acto ilícito es ejecutado en el extranjero, pero, por un nacio- 
nal frente á otro nacional. 

* El pago de una indemnización al perjudicado, aun donde en 
lo demás se aplica el Derecho extranjero, sólo puede ser im- 
puesto cuando el Derecho interior establece semejante pena 
como consecuencia del acto ilícito. 

8 

Las otras reclamaciones se someterán al Derecho del luo- ai - 
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en el que se ejecute el hecho, que sirva de fundamento & i a 

obligación. 

La disposición del párrafo séptimo, apartado tercero, se 
aplica también á estas reclamaciones. 

9 

La celebración y la disolución del matrimonio se rigen por 
el Derecho del Estado al que pertenece el marido, al tiempo de 
la celebración ó de la disolución del matrimonio. 

La separación del matrimonio de un súbdito del Imperio ale- 
mán, dictada en el extranjero por un Tribunal competente, se- 
gún el Derecho extranjero respectivo, es, sin embargo, recono- 
cida como válida, aun cuando no haya existido un motivo de 
separación admitido por el Derecho interior, cuando no resulta 
que el Tribunal extranjero ha tenido intención de eludir el De- 
recho interior. 

10 

El derecho de bienes matrimonial de los esposos se rige por 
el Derecho del Estado al que pertenece el marido. 

El cambio de nacionalidad tiene por consecuencia el cambio 
del Derecho vigente en lo que se refiere á los esposos. Sin em- 
bargo, cuando sólo el hombre cambia de nacionalidad, y la 
mujer conserva la suya, no se modifica el Derecho vigente so- 
bre los bienes, en cuanto sea perjudicial á la mujer. 

11 

Los extranjeros que tienen su domicilio en el interior, pue- 
den invocar frente á terceros, en lo relativo á su derecho de 
bienes matrimonial, el Derecho extranjero, sólo en el caso en 
que los nacionales pueden invocar, frente á terceros, un dere- 
cho de bienes contractual que se separe del derecho de bienes 
matrimonial legal. 

12 

La adquisición y la pérdida de la patria potestad se rigen 
por el Derecho del Estado al que ha pertenecido el padre, al 
tiempo de la realización del hecho, que debe haber tenido por 
consecuencia la adquisición ó la pérdida. 

13 

Los derechos que corresponden al padre sobre los bienes del 


181 


hijo, se rigen por el Derecho del Estado al que pertenece el 
padre. 

Sin embargo, cuando el padre cambia de nacionalidad, sin 
que este cambio se realice respecto al hijo, no se aplica el nue- 
vo Derecho, en cuanto conceda al padre más derechos sobre los 
bienes que el Derecho anterior. 

14 

La tutela se rige por el Derecho del Estado al que pertenece 
el pupilo. 

Sin embargo, en la tutela deferida por un Tribunal interior, 
y puesta bajo su vigilancia, se determinan siempre los dere- 
chos y deberes del tutor con arreglo al Derecho interior, aun 
cuando el pupilo sea extranjero. 

15 

Para las relaciones de sucesión domina el Derecho del Es- 
tado, al que ha pertenecido el testador, al tiempo de su 
muerte. 
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Los preceptos del párrafo 10, apartado l.°, del párrafo 13, 
apartado l.°, y del párrafo 15, no se aplican en cuanto al pa- 
trimonio de que se trata (el patrimonio de uno de los esposos, 
el patrimonio del hijo, la herencia) pertenecen objetos que no 
se hallan en el territorio del Estado, cuyo Derecho se aplica en 
general, y se rigen por el Derecho del Estado en cuyo terri- 
torio se hallan, como un patrimonio particular separado del pa- 
trimonio total. Respecto á estos objetos, decide el Derecho del 
Estado en cuyo territorio se hallan. 
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Las personas que han perdido su nacionalidad y que no han 
adquirido otra, se consideran, en relación con sus derechos ci- 
viles, como súbditos del Estado al que últimamente han per- 


tenecido. 

Por lo demás, las personas que no pertenecen á ningún Es- 
tado, respecto del Derecho para el cual es decisiva la existen- 
cia de la nacionalidad, son juzgadas por el Derecho del Estado 
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en cuyo territorio tienen su domicilio, y á falta de domicilia 
fijo, por el del territorio donde residen. 

18 

Cuando las relaciones jurídicas pueden ser establecidas por 
el arbitrio de los interesados, se aplica, en lugar del Derecho 
correspondiente, otro Derecho, si se ha manifestado la volun- 
tad de los interesados expresa ó tácitamente. 

19 

Las leyes extranjeras no se aplican cuando su aplicación está 
prohibida por las leyes interiores, en virtud de un precepto 
terminante, ó por ser contrarias á los fines de las mismas. 

Tampoco se aplican las leyes extranjeras cuando tienen por 
consecuencia conceder á los extranjeros un privilegio ante los 
nacionales. 

El proyecto de Field, que tiene mucho mérito, está basado 
estrictamente sobre el Derecho en vigor. Amplias anotaciones 
completan los artículos, no solamente bajo el aspecto del ra- 
zonamiento científico, sino también bajo el punto de vista de 
la práctica diplomática. Este último punto, casi enteramente 
descuidado por otros autores, es muy importante, puesto que 
no sólo ilustra las reglas vigentes, sino que también da á co- 
nocer la manera cómo se las considera en la práctica y las 
aplicaciones que reciben. Además, el proyecto de Field abraza 
todas las partes del Derecho de gentes, teniendo particular- 
mente en cuenta á los Estados Unidos de América. Se le cri- 
tica por tratar principalmente de las relaciones exteriores de 
los Estados Unidos, en lugar de haber atendido las relaciones 
de todos los Estados, y por abrazar muchas cuestiones científi- 
cas, que no deberían haber sido incluidas en un Código (1). 

Los principios que han servido de base al autor, al formular 
las disposiciones en lo referente al Derecho internacional pri- 
vado, son los que siguen: 

l.° Cada nación debe quedar en libertad de regular todas 
las transacciones concernientes á la propiedad de su territorio. 
Según algunas autoridades, añade Field, la capacidad de la- 
persona, para el efecto de adquirir ó de transmitir, depende de 


O) Roszkowski, artículo citado. 
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la ley de su nacionalidad (Foelix, Derecho internacional ) ,-pero 
esto no parece racional. 

2.° Cada nación debe quedar en libertad de regular todas 
las convenciones celebradas en su territorio, ya entre sus súb- 
ditos, ya entre extranjeros, salvas las que conciernen á la pro- 
piedad del suelo de otra nación. 

Estos principios se recomiendan, á juicio de Field, porque 
reconocen la doctrina fundamental de la soberanía territorial 
de las naciones, y además porque procuran á los individuos 
medios fáciles de reconocer las leyes á las que deben some- 
terse en cada caso particular, y están en armonía bajo este as- 
pecto con el desarrollo y las tendencias de la jurisprudencia 
moderna. 

La antigua regla, probablemente de origen oriental, con- 
tinúa el autor, mantiene la soberanía de las leyes de la nación 
sobre la capacidad personal, y por consiguiente, sobre las con- 
venciones de sus propios miembros, aun cuando se hallen en 
el territorio de otra nación, con preferencia á la soberanía te- 
rritorial de las otras. Las naciones que mantienen esta preten- 
sión, no la admiten, sin embargo, á título de reciprocidad de 
parte de las otras, y ha dado necesariamente origen á conflic- 
tos y á incertidumbres graves, porque exige que un ciudadano 
que trata con un extranjero, averigüe, á sus riesgos y peligros, 
la nacionalidad extranjera de este último y la iey de su nacio- 
nalidad concerniente á la capacidad personal del extranjero. 

La regla general reclamada por el comercio moderno, y que 
ha llegado poco á poco á ser admitida en todos los países civi- 
lizados, es que los contratos y otros actos no concernientes al 
suelo de un país extranjero, son válidos en todas partes, si lo 
son según la ley del lugar en que han sido celebrados, ó deben 
ser ejecutados, sólo bajo ciertas restricciones, necesarias para 
impedir que se recurra á la ley de un país, á fin de eludir con 
dolo la ley de otro, ó de perjudicar á sus acreedores en otro. 
Es la única regla que, en sentir de Field, respeta la soberanía 
del Estado, y permite al mismo tiempo á toda persona averi- 
guar la regla legal, con la que está obligada á conformarse. 

Concluye observando que para la aplicación de estos princi- 
pios, y para todos los casos en que se trata de convenciones 
probadas por actos celebrados en diferentes territorios, debe 
indicar el Código un criterio, que permita determinar el país 
en el que se considera que ha tenido lugar la convención, y 
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que deba garantir, en los límites de lo posible, la uniformidad 

de derechos y de recursos judiciales sin distinción d e forma (1). 

En suma, los proyectos de Petrushevecz y Field son tenta- 
tivas de codificación del Derecho internacional público y pri- 
vado, inspirándose el primero en el principio personal, y el 
segundo, que tiene gran extensión, en el principio territorial. 
El proyecto de Mommsen, que se concreta al Derecho interna- 
cional privado, acepta el principio personal y está hecho espe- 
cialmente para Alemania. 


III 


La idea de una asociación para el estudio del Derecho in- 
ternacional, ha surgido espontánea y casi simultáneamente 
de 1867 á 1871, en Berlín y en Nueva York, en Ginebra, Gante 
y Kharkov. 

M. Rolin-Jaequemyns, uno de los Directores de la Reme de 
Droit international et de Législatiou comparée , después de ha- 
ber cambiado sus impresiones con varios ilustres representan- 
tes de la ciencia, y entre ellos con Lieber, Moynier y Blunts- 
chli, dió el paso decisivo en Marzo de 1873, enviando á un 
cierto número de personas competentes una nota confidencial , 
en la que exponía su proyecto. El autor de la nota llamaba la 
atención «sobre la necesidad, la posibilidad y la oportunidad 
de dar cuerpo y vida, al lado de la acción diplomática y de la 
acción científica individual , á un nuevo y tercer factor del De- 
recho internacional, la acción científica colectivas. 

La nota confidencial fué acogida favorablemente. Poco des- 
pués, las personas que habían dado su opinión y un pequeño 
número de otras notabilidades de Europa y de América, fueron 
invitadas á ir á Gante, residencia de M. Bolin, para conferen- 
ciar sobre el proyecto que se les había comunicado y para fun- 
dar el Instituto de Derecho internacional. 

El Instituto de Derecho internacional es una asociación ex- 
clusivamente científica y sin carácter oficial, que se propone 
favorecer los progresos de esta ciencia, sirviendo de órgano á 
la conciencia jurídica del mundo civilizado. Ha celebrado des- 


( 1 ) Draft outlincs ofan iiiternationalJaw. 2 edi t ion. New York, 1 
h'ojt't huí Codv iniernatioind. Tnuluit de l'auglais par M. Albéric Kolia* 
París, 1881, pág. 413 y siguientes. 
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de su fundación diez y seis sesiones: I, Gante, 1873; II, Gine- 
bra, 1874; III, El Haya, 1875; IV, Zurich, 1877; V, París, 1878; 
VI, Bruselas, 1879; VII, Oxford, 1880; VIII, Tarín, 1882; 
IX, Munich, 1883; X, Bruselas, 1885; XI, Heidelberg*, 1887; 
XII, Losana, 1888; XIII, Hamburgo, 1891; XIV, Ginebra, 
1892; XV, París, 1894; y XVI, Cambridge, 1895. 

El Instituto de Derecho internacional, por lo que toca al 
conflicto de tas leyes civiles , ha aprobado conclusiones genera- 
les, principios generales en materia de nacionalidad, de capa- 
cidad, de sucesiones y de fuerza obligatoria de las leyes, un 
reglamento internacional sobre los conflictos de las leyes en 
materia de matrimonio y de divorcio, un reglamento inter- 
nacional para la tutela de los menores extranjeros y otro re- 
glamento internacional sobre la tutela de los mayores. La 
importancia de estos proyectos, votados sucesivamente en las 
sesiones de 1874, 1880, 1888, 1891 y 1895, nos impulsa ét darlos 
á conocer á continuación. 

CONCLUSIONES GENERALES 

I. El Instituto reconoce la evidente utilidad y hasta, para 
ciertas materias, la necesidad de tratados, en los cuales los 
Estados civilizados adopten de común acuerdo reglas obliga- 
torias y uniformes de Derecho internacional privado, según 
las que las autoridades públicas, y especialmente los Tribuna- 
les de los Estados contratantes, deban decidir las cuestiones 
concernientes á las personas, á los bienes, á los actos, á las 
sucesiones, á los procedimientos y á las sentencias extranjeras. 

II. El Instituto es de opinión que el mejor medio de conse- 
guir este fin sería que él mismo preparase proyectos textuales 
de estos tratados, ya generales, ya concernientes á materias 
especiales, y particularmente á los conflictos relativos á los 
matrimonios y las sucesiones, así como á la ejecución de las 
sentencias extranjeras. Estos proyectos de tratados podrían 
servir de base á las negociaciones oficiales y á la redacción 
definitiva, que serían confiadas á una Conferencia de juriscon- 
sultos y hombres especiales deleg*ados por los diferentes Esta- 
dos, ó á lo menos por algunos de ellos, concediendo en es le ul- 
timo caso á los otros Estados, por lo que concierne h Jas ma- 
terias sobre las que este sistema puede sin inconveniente 
adoptarse, la facultad de adherirse á ellos sucesivamente. 
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III. Estos tratados no deberían imponer á los Estados con- 
tratantes la uniformidad completa de sus Códigos y sus leyes; 
no podrían hacerlo sin servir de obstáculo á los progresos de 
la civilización. Pero sin tocar á la independencia legislativa, 
estos tratados deberían determinar con anticipación, cuál, en- 
tre las legislaciones que podrían hallarse en conflicto, habría 
de aplicarse á las diferentes relaciones de Derecho. Se subs- 
traería así esta determinación de las contradicciones entre 
legislaciones, muchas veces inconciliables, de los diversos 
pueblos, de la influencia peligrosa de los intereses y de las 
preocupaciones nacionales y de la incertidumbre de la juris- 
prudencia y de la ciencia. 

IV. En el estado actual de la ciencia del Derecho interna- 
cional, sería llevar hasta la exageración el principio de la in- 
dependencia y de la soberanía territorial délas naciones, con- 
cederles un derecho rigoroso de negar absolutamente á los 
extranjeros el reconocimiento de sus derechos civiles, y de 
desconocer su capacidad jurídica para ejercerlos en todas par- 
tes. La admisión de los extranjeros al goce de los derechos, y 
la aplicación de las leyes extranjeras á las relaciones de dere- 
cho que dependen de ellas, no pueden ser la consecuencia de 
una simple cortesía y benevolencia (comitas gentium), antes al 
contrario, el reconocimiento de estos derechos por parte de to- 
dos los Estados debe ser considerado como un deber de justi- 
cia internacional. Este deber no deja de existir más que cuan- 
do los derechos del extranjero y la aplicación de las leyes ex- 
tranjeras son incompatibles con las instituciones políticas del 
territorio regido por otra soberanía ó con el orden público tal 
como en ella se reconoce. 

PRINCIPIOS GENERALES EN MATERIA DE NACIONALIDAD 
DE CAPACIDAD DE SUCESIONES 
Y DE FUERZA OBLIGATORIA DE LAS LEYES 

El Instituto manifiesta su deseo de que las reglas siguientes 
sean admitidas de una manera uniforme en las leyes civiles 
de todas las naciones y de que su mantenimiento se asegure 
en tratados internacionales, que deberían contener al misino 
tiempo la cláusula puesta á continuación, como complemento 
del art. l.°: 

«Las potencias contratantes se obligan recíprocamente áoo 
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establecer ninguna excepción nueva á esta regla, sin el con- 
sentimiento de todas las partes contratantes.» 

«Las naciones en las que existan aún excepciones, se com- 
prometen á ponerlo más pronto posible su legislación interior 
en armonía con esta regla.» 

I. El extranjero, cualquiera que sea su nacionalidad ó su 
religión, goza de los mismos derechos civiles que el regníco- 
la, salvas las excepciones formalmente establecidas por la le- 
gislación actual. 

II. El hijo legítimo sigue la nacionalidad de su padre. 

III. El hijo ilegítimo sigue la nacionalidad de su padre 
cuando la paternidad está acreditada legalmente; si no lo está, 
sigue la nacionalidad de su madre, cuando la maternidad está 
acreditada legalmente. 

IV . El hijo de padres desconocidos, ó de padres cuya nacio- 
nalidad se desconoce, es ciudadano del Estado en cuyo terri- 
torio ha nacido ó se ha hallado, cuando el lugar de su naci- 
miento se ignora. 

V. La mujer adquiere, por el matrimonio, la nacionalidad 
de su marido. 

VI. El estado y la capacidad de una persona se rigen por 
las leyes del Estado al que pertenezca por su nacionalidad. 

Cuando una persona no tiene nacionalidad conocida, su es- 
tado y su capacidad se rigen por las leyes de su domicilio. 

En el caso en que diferentes leyes civiles coexistan en un 
mismo Estado, las cuestiones relativas al estado y la capaci- 
dad del extranjero se decidirán según el Derecho interior del 
Estado á que pertenezca. 

VII . Las sucesiones á la universalidad de un patrimonio, 
en cuanto á la determinación de las personas que suceden, á 
la extensión de sus derechos, á la cantidad de la parte dispo- 
nible ó de la legítima, y á la validez intrínseca de las disposi- 
ciones de última voluntad, se rigen por las leyes del Estado á 
que pertenecía el difunto, ó subsidiariamente, en los casos 
antes previstos en el art. VI, por las leyes de su domicilio, 
cualesquiera que sean la naturaleza de los bienes y el lugar 
de su situación. 

VIII. En ningún caso las leyes de un Estado podrán ser 
reconocidas, ni producir efecto en el territorio de otro Estado, 
si se hallan allí en oposición con el Derecho público ó el orden 

público. 
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REGLAMENTO INTERNACIONAL bOBRE LOS CONFLICTOS DE LEYES 
EN MATERIA DE MATRIMONIO Y DE DIVORCIO 


I t —De la ley que rige la forma de la celebración del matrimonia 

Artículo l.° La ley que rige la forma de la celebración del 
matrimonio es la del país en que el matrimonio se celebre. 

Art. 2.° Serán, sin embargo, reconocidos por todas partes 
como válidos en cuanto á la forma: l.° Los matrimonios cele- 
brados en países no cristianos, conforme á las capitulaciones 
vigentes. 2.° Los matrimonios diplomáticos ó consulares cele- 
brados en las formas prescritas por la ley del país de que de- 
penda la Legación ó el Consulado, si las dos partes contratan- 
tes pertenecen á este país. 

Art. 3.° Si en un país la forma de la celebración es pura- 
mente religiosa, los extranjeros deben ser autorizados para 
celebrar su matrimonio según las formas legales de su país 
de origen, ó ante las autoridades diplomáticas ó consulares 
del marido, aunque en el país en que estén acreditadas no se 
admita que tengan á su cargo el Registro civil. 

Art. 4.° Cada matrimonio contraído en el extranjero debe 
ser probado por un documento oficial, comunicado á las auto- 
ridades del país de origen del marido. 

II. — Be la ley que rige las condiciones necesarias para que pueda 

el matrimonio ser celebrado 

Art. 5.° Para que el matrimonio pueda ser celebrado en un 
país que no sea el de los esposos, ó de uno de ellos, es menes- 
ter que el futuro y la futura se encuentren en las condiciones 
previstas por su ley nacional respectiva, en lo que concier- 
ne: l.° A la edad. 2.° A los grados prohibidos de parentesco. 
3.° Al consentimiento de los padres ó tutores. 4.° A la publi- 
cación de las amonestaciones. 

Es menester, además, que el futuro y la futura se encuen- 
tren en las condiciones previstas por la ley del lugar de la 
celebración en lo que concierne: l.° A los grados prohibidos 
de parentesco. 2.° A la publicación de las amonestaciones. 

Art. 6.° Las autoridades del país en que el matrimonio se 
celebre, podrán conceder dispensa de los impedimentos qne 
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resulten del parentesco ó afinidad entre los futuros esposos 
en los casos y en la medida en que esta facultad pertenezca 
en virtud de la ley nacional de los futuros esposos, á las auto- 
ridades de sus patrias respectivas. 

Art. 7.° Las autoridades diplomáticas ó consulares podrán 
expedir certificados acreditando que sus nacionales que se 
propongan contraer matrimonio se encuentran en las condi- 
ciones exigidas por su ley nacional. 


Ill.—De la ley que rige las condiciones de validez , d falta 
de las cuales el matrimonio celebrado podra ser anulado 

Art. 8.° Podrá ser anulado el matrimonio contraído sin las 
condiciones exigidas por la ley nacional de uno de los esposos, 
en lo que concierne: l.° A la edad. 2.° A los grados prohibi- 
dos de parentesco ó de afinidad. 3.° A. la publicación de las 
amonestaciones. 

Art. 9.° Podrá igualmente ser anulado el matrimonio con- 
traído sin las condiciones prescritas por la ley nacional del 
futuro, en lo que concierne al consentimiento de los padres ó 
tutores. 


IV. — De la ley que rige los efectos del matrimonio 
y los contratos matrimoniales 


Art. 10. Los efectos del matrimonio sobre el estado de la 
mujer y sobre el estado de los hijos nacidos antes del matri- 
monio, se regulan según la ley de la nacionalidad á la que 
pertenecía el marido cuando el matrimonio se celebró. 

Art. 11. Los derechos y deberes del marido hacia la mujer, 
y de la mujer hacia el marido, se reconocen y protegen según 
la ley nacional del marido, salvas las restricciones del Dere- 
cho público del lugar de la residencia de los esposos. 

Art. 12. El régimen de los bienes de los esposos abraza 
todos sus bienes, tanto muebles como inmuebles, salvos los 
inmuebles regidos por una ley especial. 

At. 13. Los contratos matrimoniales relativos á los bienes 


de los esposos se rigen, en cuanto á la forma, por la ley del 
lugar en que se han concluido. Deben, sin embargo, ser igual- 
mente considerados como válidos por todas partes, los contra- 
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tos matrimoniales celebrados en las formas exigidas por la ley 

nacional de las dos partes. 

Art. 14. A falta de contrato de matrimonio, la ley del do- 
micilio matrimonial, es decir, del primer establecimiento de 
l os esposos, rige los derechos matrimoniales de éstos, si no 
resulta de las circunstancias ó de los hechos la intención con- 
traria de las partes. 

Art. 15. Un cambio de domicilio, ó de la nacionalidad de los 
esposos ó del _ marido, no tiene ninguna influencia sobre el 
régimen una vez establecido éntrelos esposos, salvos los dere- 
chos de terceros. 

V . — Be la ley que rige los efectos de la nulidad del matrimonio 
qwonunciada en el país de uno de los cónyuges 

Art. 16. Cuando un matrimonio válido según la ley del 
país de uno de los contratantes, se haya declarado nulo en el 
país del otro, el matrimonio deberá ser considerado como nulo 
por todas partes, salvos los efectos civiles de un matrimonio 
putativo. 


YI. — Be la ley que rige el divorcio 

Art, 17. La cuestión de saber si un divorcio es ó no legal- 
mente admisible depende de la legislación nacional de los 
esposos. 

Art. 18. Si el divorcio es admitido en principio por la ley 
nacional, las causas que lo motivan deben ser las de la ley 
del lugar en que se intente la acción. 

El divorcio así pronunciado por el Tribunal competente será 
reconocido por todas partes como válido. 

REGLAMENTO INTERNACIONAL PARA LA TUTELA 
DE LOS MENORES EXTRANJEROS 

Principios (1) 

I. La tutela de los menores se rige por su ley nacional. 

Esta ley determina el principio y el fin de la tutela, el modo 


(1) El reglamento del Instituto comprende dos partes: Principios y 
Reglas de, ejecución para la aplicación práctica de estos principios. Nos li- 
mitamos á insertar los primeros como de mayor importancia. 
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de discernirla, de organizaría y de vigilarla, y las atribucio- 
nes y la competencia del tutor. 

II. Cuando, por no haber conservado el menor ningún do- 
micilio en su país de origen y por no estar ligado á él con 
ningún vínculo de derecho que pueda darle competencia, es 
imposible constituir la tutela en dicho país, el Agente diplo- 
mático ó consular de su nación en cuya circunscripción ha 
.de nombrarse el tutor, ejerce las atribuciones conferidas por 
]a ley nacional á las autoridades tutelares de la metrópoli y 
provee á la organización de la tutela conforme á dicha ley. 

Sin embargo, si el menor, que no tiene personalmente nin- 
gún domicilio que pueda dar competencia á su país, tiene en 
él parientes ó afines hasta el cuarto grado inclusive, se con- 
sidera que se le debe dar tutor en el domicilio del pariente ó 
afín más próximo, concediéndose la preferencia al pariente 
sobre el afín en igualdad de grado. 

El segundo párrafo de este artículo no se aplica á los países 
en los que la familia es extraña á la constitución de la tutela, 
yen los que la jurisdicción de los Tribunales está formal- 
mente subordinada al hecho de que el menor se encuentre 
personalmente domiciliado en su distrito. 

III. A falta de Agente diplomático ó consular del país al 
que pertenezca el menor, ó si, en vista de las circunstancias, 
este Agente no puede organizar la tutela conforme á la ley de 
su país, la tutela se organiza conforme á la ley del domicilio 
por las autoridades tutelares del lugar. 

Se constituye entonces según las disposiciones de dicha ley, 
no obstante las de la nacionalidad. 

Pero termina en la época y por las causas previstas en la 
ley natural.’ 

En los países en que exista una tutela legal, las personas á 
quienes la ley confiere la tutela legal, pueden ejercerla, aun- 
que la lex loci no reconozca este derecho á los indígenas. 
En los países en que confiera la tutela la autoridad, las per- 
sonas á quienes la ley nacional atribuye la tutela legal, serán 
investidas de ella, en la medida en que el Juez lo encuentre 
posible. 

IV. La tutela organizada conforme á las disposiciones que 
preceden, se considera en los dos países regularmente orga- 
nizada, con exclusión de otra. 

Sin embargo, si las razones de derecho ó de hecho que han 
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impedido constituir la tutela en el país del menor llegan á 
desaparecer después y es ya posible constituirla, las autorida- 
des nacionales tendrán en todo tiempo el derecho de hacerlo ó 
de permitirlo, á condición de dar noticia de ello previamente 
á las autoridades extranjeras, que hayan procedido conforme 
á este reglamento. Los tutores nombrados por éstas serán 
relevados de sus funciones conforme á la lex loci; la validez de 
los actos de dichos tutores será apreciada según la misma ley. 

Y. Mientras se organiza regularmente la tutela y para los 
actos urgentes de administración, se encomiendan los poderes 
del tutor al Agente diplomático ó consular, y á falta de éste, á 
las autoridades tutelares locales. 

REGLAMENTO INTERNACIONAL SOBRE LA TUTELA 

DE LOS MAYORES 

I. La interdicción de los mayores se rige por su ley na- 
cional. 

II. En principio, sólo puede ser pronunciada la interdic- 
ción por las autoridades competentes del país al que la per- 
sona pertenezca por su nacionalidad. 

Las autoridades del país en que resida deben, sin embargo, 
tomar las medidas provisionales, ya en cuanto á la persona, 
ya en cuanto á los bienes. 

III. La interdicción pronunciada por las autoridades com- 
petentes del país de origen produce su efecto en los demás 
países sin necesidad del exequátur . 

Sin embargo, las autoridades extranjeras tienen el derecho 
de subordinar, en su territorio, el efecto frente á terceros, á 
medidas de publicidad análogas á las que prescriba la ley 
local para la interdicción de los nacionales. 

IV. Por excepción al principio del artículo II, siempre que 
las autoridades del país de origen de un extranjero no puedan, 
por cualquier causa, decidir sobre la demanda de interdicción, 
las del país en que este extranjero resida son competentes para 
pronunciar la interdicción. 

Fuera de este caso, estas últimas autoridades están obliga- 
das á declararse incompetentes, hasta de oficio. 

Y. Siempre que, según el artículo IY, las autoridades de 
la residencia entiendan en la demanda de interdicción de un 
extranjero, deben, antes de decidir, ponerla en conocimiento 
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del Agente diplomático ó consular del Estado interesado, fiján- 
dole un término para presentar contra la demanda las obser- 
vaciones ó excepciones que crea oportunas. 

VI. El Agente diplomático ó consular, antes de responder, 
debe consultar á las autoridades competentes (principalmente 
al Ministerio público) del último domicilio del demandado en 
su país de origen. 

VII. Cuando sean competentes las autoridades extranjeras 
sobre una demanda de interdicción, deben seguir para la ins- 
trucción del asunto el mismo procedimiento que si se tratase 
de una persona del país. 

La demanda de interdicción puede ser formulada por las 
personas ó las autoridades que tengan el derecho de presen- 
tarla, ya según la ley nacional, ya según la ley de la resi- 
dencia. 

No pueden pronunciar la interdicción más que por las cau- 
sas admitidas por la ley nacional de la parte, y la interdicción 
produce los efectos que le atribuya esta ley. 

El cuidado de la persona y la administración de los bienes 
del sometido á la interdicción se deben organizar por las au- 
toridades extranjeras en conformidad con la ley del lugar. 

La vigilancia del incapaz debe confiarse, en lo posible, á 
las personas llamadas por la ley del incapaz, aunque no ten- 
gan un derecho absoluto á ella según la ley local. 

VIII. Las disposiciones que preceden se aplicarán sin que 
haya lugar á distinguir entre los muebles y los inmuebles del 
incapaz (1). 


IV 


Corresponde á Italia el honor de haber iniciado la convoca- 
toria de una Conferencia diplomática para la Codificación del 
Derecho internacional privado. 

Ya en 1861, antes de publicarse el Código civil italiano, 
propuso el ilustre Mancini que se examinaran los medios más 
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convenientes para poner término á las controversias diarias 
suscitadas en la practica, sobre el conflicto de las leyes apli- 
cables á la persona, á los bienes y á los actos jurídicos, tanto 
de los extranjeros en Italia, como de los italianos en el ex- 
tranjero. El Gobierno de Italia dió á Mancini el encargo de 
estudiar y formular el proyecto de un tratado, para someterlo 
á la aprobación de las potencias. 

En 1867, el Diputado Mancini fué encargado por el Go- 
bierno italiano de una misión oficiosa en el extranjero, yendo 
primero á París y después á Bélgica y á la Confederación de la 
Alemania del Norte. Esta misión tenía por objeto insistir cerca 
de los Gobiernos extranjeros para que se pusiesen de acuerdo 
y estableciesen reglas ciertas y obligatorias, reconocidas como 
las más conformes con los principios de justicia, y las más ade- 
cuadas para el desenvolvimiento de las relaciones interna- 
cionales. 

De vuelta Mancini á su patria, dió noticia al Gobierno de 
sus gestiones, acompañada de documentos y de un proyecto 
de convención internacional en veinte artículos. 

El 24 de Noviembre de 1873 presentó Mancini á la Cámara 
de Diputados de Italia la siguiente proposición: «La Cámara 
manifiesta su deseo de que el Gobierno del Rey persevere en 
su iniciativa para promover convenciones entre Italia y las 
otras naciones civilizadas, con el objeto de hacer uniformes y 
obligatorias, en el interés de los pueblos respectivos, las reglas 
esenciales del Derecho internacional privado.» 

El 16 de Diciembre de 1881 tomaba de nuevo el Gobierno 
italiano la iniciativa cerca de los Gobiernos de Europa y 
América, con el objeto de convocar una Conferencia interna- 
cional en Roma, para tratar de las reglas convencionales de 
Derecho internacional p vivado y de la ejecución de las sentencias 
extranjeras. 

Según los propósitos del Gobierno italiano, debía respe- 
tarse la libertad de cada Estado para intervenir en el acuerdo 
cuando lo creyese oportuno, bastando un primer núcleo de 
Estados conformes con las reglas comunes, y dejar abierto el 
protocolo para que se adhiriesen los otros. 

No pretendía dicho Gobierno que el acuerdo abrazase todas 
las materias, sobre las cuales era conveniente la determina- 
ción de reglas uniformes. Podía restringirse el acuerdo sólo á 
algunos puntos, los de más fácil inteligencia, y siempre entre 
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las Potencias de legislaciones más afines, encomendando al 
tiempo y la experiencia la continuación de la obra. 

La Conferencia debería tratar de determinar cuál, entre va- 
rias legislaciones en conflicto, sería aplicable á cada hecho ó 
relación de derecho concerniente á las personas, los bienes y 
los actos de los extranjeros, designando las materias regidas 
respectivamente por la ley nacional, la del domicilio, la del 
lugar de la situación de los bienes y la del lugar de la ejecu- 
ción de los actos. 

El proyecto italiano encontró simpatía y repugnancia á un 
tiempo, según los opuestos criterios dominantes en los Go- 
biernos extranjeros. 

Las Potencias contestaron de diferentes maneras; pero todas 
aplaudieron la iniciativa, aun las que se mostraron poco favo- 
rables, como el Imperio Germánico. 

El Gobierno italiano, en circular de 19 de Septiembre de 
1882, dirigida á sus representantes en el extranjero, invitaba 
de nuevo á los Gabinetes extranjeros á que estudiasen la 
cuestión; y en otra de 19 de Marzo de 1884 invitaba á los Go- 
biernos extranjeros á una Conferencia, que había de reunirse 
en Roma, para tratar de la ejecución de las sentencias extran- 
jeras, con la esperanza de que limitado el asunto, podría pre- 
sentarse ocasión propicia para un cambio de ideas sobre el 
tema más general de la codificación del Derecho internacio- 
nal privado. 

Se adhirieron á la Conferencia los Gobiernos de la Repúbli- 
ca Argentina, el Imperio Austro-Húngaro, Bélgica, Colombia, 
Costa Rica, Dinamarca, Francia, Grecia, Guatemala, Hondu- 
ras, Inglaterra, Holanda, Rumania, Rusia, Salvador, Servia, 
España, Suecia y Noruega, Suiza y Venezuela. 

La Conferencia para la Codificación del Derecho internacio- 
nal privado, que debía reunirse en Roma en Noviembre de 
1885, fracasó por la epidemia colérica, que tantos estragos 
causó en Italia (1). 


Q) Documenti diplomatici presentati alia Cantara (leí Deputati dal 
Ministro degli Affari Esteri (Mancini), il 28 giugno 1885, sopra i nego- 
ciad del Governo italiano per la convocazione della Conferencia in Loma 
per Norme convenzionuli di Diritto Ínter naziont de pnvtdo e per l esecu- 
zione dei giudieati stranieri (1881-1885). — /! rck i oes diplomatiques, 2^ se- 
rie. Tomo XIII. París, 1885, págs. 87 y 152. - Journal du Dvo'a interna- 
tional privé, 1886, pág. 35. — Contuzzi. Diritto inlcrnazionale j>rioato< 
Milano, 1890, pág. 282. 
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Después de la iniciativa de Italia, vino la del Gobierno de los 
Países Bajos, que, en 1874, propuso á todos los Estados de Eu- 
ropa la reunión de una Conferencia internacional, para esta- 
blecer reglas uniformes sobre la competencia de los Tribuna- 
les y la ejecución de las sentencias de los Tribunales extran- 
jeros. 

Italia, Bélgica, Rusia y Austria, acogieron bien el proyecto. 
Dinamarca y Suiza, demostrando poca confianza en el éxito de 
la empresa, aceptaron el proyecto de Conferencia. Francia no 
contestó. Inglaterra y Noruega no aceptaron la invitación. 

El Gobierno de los Países Bajos se dirigió de nuevo á las 
Potencias de Europa en 1893, provocando la reunión de una 
C. .inferencia de Derecho internacional privado. En la Memoria , 
dirigida á las Potencias, invitándolas á hacerse representar en 
la Conferencia, que había de reunirse en El Haya, hacía ver 
el indicado Gobierno la necesidad de reglas precisas y unifor- 
mes para la solución de los conflictos de las leyes, respetando 
la autonomía legislativa de los Estados, sobre todo en lo con- 
cerniente al derecho de las personas, de familia y de sucesión 
y á varias partes del procedimiento civil; señalaba las defi- 
ciencias del actual estado de cosas, por encontrarse en des- 
acuerdo los principales autores, haber divergencias hasta en 
la jurisprudencia de los Tribunales de un mismo Estado, y 
ser insuficientes las disposiciones contenidas en las leyes na- 
cionales, atendiendo á su limitada esfera de aplicación; recono- 
cía que sólo por medio de una inteligencia internacional, en 
la forma de leyes idénticas ó de convenciones, era posible con- 
seguir la solución de los conflictos de Derecho de una manera 
verdaderamente eficaz, y señalaba, por último, como programa 
de la futura Conferencia, todo el Derecho civil internacional, 
especialmente los principios generales, la adquisición y pér- 
dida de la nacionalidad, la competencia territorial de los Tri- 
bunales y la ejecución de las sentencias extranjeras. 

La Conferencia se reunió en El Haya, del 12 al 27 de Sep- 
tiembre de 1893, con asistencia de delegados de Alemania, 
Austria Hungría, Bélgica, Dinamarca, España, Francia, Ita- 
lia, Luxemburgo, Países Bajos, Portugal, Rumania, Rusia y 
Suiza. Elegido presidente el ilustre jurisconsulto M. Asser, se 
acordó prescindir de muchas de las cuestiones propuestas y 
tratar sólo del matrimonio, de la forma de los actos, de las su- 
cesiones abintestato y por testamento, y de la competencia J u ~ 
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dicial y otras cuestiones de procedimiento. Se consiguió que 
los acuerdos de la Conferencia no serían más que la expresión 
de las opiniones particulares de los delegados, y por consi- 
guiente que no obligarían á los Gobiernos. 

En el protocolo final se incluyeron sólo disposiciones sobre 
el matrimonio, la comunicación de actos judiciales ó extraju- 
diciales, las comisiones rogatorias y las sucesiones, y se re- 
conoció la utilidad de una Conferencia ulterior para aprobar 
definitivamente el texto de las reglas insertas en él, y para 
abordar al mismo tiempo el examen de otras materias de De- 
recho internacional privado, sobre cuya elección se hubieran 
puesto de acuerdo previamente los Gabinetes (1). 

Reunida de nuevo la conferencia en El Haya, del 25 de Ju- 
nio al 13 de Julio de 1894, ha tratado, además de las cuestio- 
nes comprendidas en el protocolo de 1893, de la tutela, la cau- 
ción judicatum solví , la asistencia judicial, la prisión por 
deudas y la quiebra. Los acuerdos de la Conferencia no son 
tampoco definitivos, y van á ser sometidos á la apreciación de 
los Gobiernos reprentados en ella, á saber: Alemania, Austria- 
Hungría, Bélgica, Dinamarca, España, Francia, Italia, Lu- 
xemburgo, Países Bajos, Portugal, Rumania, Rusia, Suecia y 
Noruega y Suiza. 


(i) Actes de la Conférence de La Haye chargée de réglementer diverses 
matiéres de Droit International privé (12-27 Septembre 1893). Prendere 
et deuxiéme parties. La Haye, Imprimerie Nationale, 1893. — Asser. La 
Codificaiion du Droit International privé. Prendere Conference tenue á La 
Haye, du 12 au 27 Septembre 1893. Extrait de la Revue de Droit Inter- 
national et de Législation comparée. Bruxelles, 1893. — Lainé. La Confé- 
rence de La ILaye relatif au Droit international privé. Extrait du Journal 
du Droit international privé. París, 1894. — Renault. Le Droit internatio- 
nal privé et la Conférence de La Huye (Septembre 1893). Extrait des 
Anuales de l’Ecole libre des Sciences politiquea. París, 1894. — Villa Urru- 
tia. La Conférence de Droit international privé de La Haye. Revue dllis- 
toire diplomatique, n° II, 1894. — Legrand. La Conférence de Droit inter- 
national privé. ÍSéances et travaux de l’Académie des Sciences Morales et 
Politiquea (Institut de France). Compte rendu, etc., 1894. Premier se- 
mestre, pag. 241. — Herrera (Marqués de). Apuntes sobre la Conferencia 
celebrada en El Haya. Boletín oficial del Ministerio de Estado, u.° 2.°, 
Febrero de 1894, pág. 97. — S. de Bustamante. La Conferencia de El 
Haya. Revista del Foro, nurns. 20, 21, 23 y 24 del año 4.° Habana, 1894. — 
Guillaume. Le mariage en Droit international privé et la Conférence de 
La Haye. Bruxelles, 1894. — Meili. Der erste europaischc. Statencongres 
Uber International es Privatrecht. Allgemeine Oesterreichiscbe Cericbts- 
zeitung, 1894, n.° 21. 
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Haremos un resumen de las bases sobre las que ha recaído 
acuerdo en las materias de que especialmente tiatamos. 

Matrimonio .—Se ha admitido el principio de que, para que 
pueda celebrarse el matrimonio en país extranjero, deben te- 
ner los futuros esposos las condiciones exigidas por su ley na- 
cional respectiva. 

Partiendo de este principio, se han establecido varias con- 
diciones para la validez del matrimonio, que será reconocido 
por todas partes como válido, en cuanto á la forma, si se ha 
celebrado según la ley del país en que ha tenido lugar. 

Como hay países en que la ley exige la celebración religio- 
sa del matrimonio, estos países tendrán la facultad de no re- 
conocer como válidos los matrimonios contraídos por sus na- 
cionales en el extranjero, si no han hecho celebrar religiosa- 
mente su matrimonio. 

Después se regulan los efectos del matrimonio sobre el es- 
tado de la mujer y de los hijos, así como la cuestión del divor- 
cio y la separación de cuerpo. El divorcio no podrá ser pro- 
nunciado en caso de contradicción entre la ley nacional de los 
esposos y la del país en que la demanda se entable. 

Tutela . — La tutela de un menor se regirá por su ley nacio- 
nal; sin embargo, en los casos previstos por uno délos artícu- 
los relativos á esta cuestión, la tutela del menor residente en 
el extranjero se constituirá ante las autoridades competentes 
del lugar y se regirá por su ley. 

Sucesiones. — La base de las disposiciones sobre este punto 
es que la ley nacional del difunto regula la cuestión de las 
sucesiones. 

Del mismo modo la capacidad de disponer por testamento ó 
por donación por causa de muerte se regirá por la ley nacio- 
nal del difunto. 

Por «ley nacional» del difunto se entiende la ley del país al 
que pertenecía en el momento de su muerte. Sin embargo, la 
capacidad del difunto se somete también á la ley del país al 
que pertenece en el momento en que testa. 

Resulta de lo expuesto que los trabajos de las Conferencias 
han tenido cierta importancia. Los acuerdos tomados no for- 
man aun un «Código internacional»; los diferentes Gobiernos, 
después de conocer y estudiar los acuerdos de sus delegados, 
tendrán que decidir sobre la utilidad de ratificarlos en la for- 
ma de convenciones internacionales. 
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Una tercera Conferencia se convocará en tiempo oportuno, 
para discutir y aprobar los otros puntos que demandan una 
reglamentación internacional (1) . 


( 1 ) L' Independance belge. Edition international kebdomadaire, 26 jui- 
ilet, 1894. 

Después de escritas estas líneas, llegan a nuestro poder los documen- 
tos relativos a la segunda Conferencia de El Haya. Por este motivo deja- 
mos para un Apéndice el texto literal de los proyectos que aquí se ex- 
tractan. — Aeser. La Codijication du Droit international privé. Deuxieme 
Conférence tenue a La Haye, du 2 5 juin au 13 juillet 1894. Revue de 
Droit international, t. 26 (1894), pág. 349. — Actes de la deuxieme Confé - 
rence de La Hoye c-hargée de régle menter diverses matiéres de Droit in- 
ternational privé (25 juin-13 juillet 1894). La Haye, Imprimerie Natio- 
nal, 1894. 

Deben citarse además sobre las Conferencias de El Haya las publica- 
ciones que siguen: — Lainé. La Conférence de La Haye relativo au Droit 
international privé (2e session). Journal du Droit international prive, 
1895, mím. V- VI, pág. 465, y mím. VII á X, pág. 734. — Adil. La Confé- 
rence de La Haye ou codificaiion du Droit international. Constantiuople, 
1895 (Bibliothéque de Droit). — Breukelman. Detweede Conferentie voor 
het Lntern aliónale Privaatrecht. Tbemis, fase. 55, núm. 4, 1895. — Cabn. 
Zweiter internationaler Kongress für internationales Privatrecht in Llaag. 
Zeitschrift für internationales Privat und Strafrecbt, 1895, p. 1. — Pie- 
rantoni. Ll Diritto internazionale privato e la Conferenza diplomática 
dell 1 Aja (Extrait de la Rassegna agraria, industríale, commerciale, let- 
teraria, política, artística), 1895. — Marcbal. Le mariage en Droit inter- 
national privé et la Conférence de La Haye. Bulletin de PAcad. Royale 
des Sciences, Lettres et Beaux-Arts de Belgique, 1894, mím. 6. — Flaisch- 
len. Le chapitre du divorce dans le protocole final de la Conférence pour 
la codijication du Droit international privé, reunie en 1S94 á La Haye . 
Revue de Droit international, mím. 3, 1895, pág. 254.— Herrera (Marqués 
de). La segunda Conferencia de La Haya sobre el Derecho internacional 
privado. Revista contemporánea, 30 de Mayo de 1895. — Torres Campos. 
Las Conferencias de Derecho internacional privado de El Haya. Revista 
general de Legislación y Jurisprudencia, tomo 86, 1895, pág. 533. 


CAPÍTULO VIII 


La extraterritorialidad en la América española 


I. — Códigos civiles americanos. Su tendencia. 

II. — Codificación del Derecho internacional privado en America. Proyecto de Ra- 
mírez. 

III. — Congreso de Lima. Tratado de Derecho civil. 

I V. — Congreso de Montevideo. Dictámenes de la mayoría y de la minoría de la Co- 

misión de Derecho civil. Tratado de Derecho civil. Protocolo final Bobre 1* 
aplicación de las leyes extranjeras. 


I 

Los Códigos civiles americanos, con excepción del de la Re- 
pública Argentina, cuyas disposiciones, atendida su importan- 
cia, hemos reproducido en otro lugar, dedican, como la mayor 
parte de los Códigos europeos, escasas disposiciones al Derecho 
internacional privado. 

El Código de Bolivia de 1831, aun después de las refor- 
mas de 1882, contiene sólo siete artículos sobre el carácter 
obligatorio de las leyes, los bienes inmuebles, las leyes de po- 
licía y seguridad, las leyes que interesan al orden público y 
las buenas costumbres, los derechos civiles de los extranjeros 
y los documentos otorgados en el extranjero. 

El Código del Perú de 1851 contiene 15 artículos sobre las 
leyes de policía y seguridad, los bienes inmuebles, las obliga- 
ciones contraídas en la República, los contratos, la citación del 
extranjero ante los Tribunales, la obligación contraída en el 
extranjero, las obligaciones entre extranjeros, el matrimonio 
y los testamentos. 

Ni el Código de Bolivia ni el del Perú comprenden, pues, un 
artículo relativo al estado y la capacidad de las personas. El 
del Perú, al tratar del cumplimiento de los contratos, habla de 
los extranjeros domiciliados y residentes. 

El Código de Chile de 1855 contiene 16 artículos sobre el 


carácter obligatorio de la ley. la sujeción de los chilenos á las 
leyes patrias, los bienes, los instrumentos públicos, el matri- 
monio, las sucesiones y los contratos hipotecarios celebrados 

en el extranjero (1). 

Este Código se refiere á las leyes patrias en el art. 15, que 
dice así: «A las leyes patrias que reglan las obligaciones y de- 
rechos civiles, permanecerán sujetos los chilenos, no obstante 
su residencia ó domicilio en país extranjero: l.° En lo relativo 
al estado de las personas y á su capacidad para ejecutar cier- 
tos actos que hayan de tener efecto en Chile. 2.° En las obli- 
gaciones y derechos que nacen de las relaciones de familia; 
pero sólo respecto de sus cónyuges y parientes chilenos.» 

Las leyes á que se refiere el art. 15, dice Fabres, siguen al 
chileno en el extranjero; ó bien los derechos y obligaciones 
que nacen de dichas leyes no sufren alteración en el chileno 


(1) He aquí las disposiciones del Código civil de Chile de 1855: 

«La ley es obligatoria para todos los habitantes de la República, inclu- 
sos los extranjeros.» — Art. 14. 

«A las leyes patrias que reglan las obligaciones y derechos civiles, per- 
manecerán sujetos los chilenos, no obstaute su residencia ó domicilio en 
país extranjero:» 

«l.° En lo relativo al estado de las personas y á su capacidad para eje- 
cutar ciertos actos, que hayan de tener efecto en Chile.» 

«2.° En las obligaciones y derechos que nacen de las relaciones de fa- 
milia; pero sólo respecto de sus cónyuges y parientes chilenos.» — Art. 15. 

«Los bienes situados en Chile están sujetos á las leyes chilenas, aunque 
sus dueños sean extranjeros y no residan en Chile.» 

«Esta disposición se entenderá sin perjuicio de las estipulaciones con- 
tenidas en los contratos otorgados válidamente en país extraño.» 

«Pero los efectos de los contratos otorgados en país extraño para cum- 
plirse en Chile, se arreglarán á las leyes chilenas.» — Art. 16. 

«La forma de los instrumentos públicos se determina por la ley del 
país en que hayan sido otorgados. Su autenticidad se probará según las 
reglas establecidas en el Código de Enjuiciamiento.» 

«La forma se refiere á las solemnidades externas, y la autenticidad al 
hecho de haber sido realmente otorgados y autorizados por las personas 
y de la manera que en los tales instrumentos se exprese.» — -Art. 17. 

«En los casos en que las leyes chilenas exigieren instrumentos públicos 
para pruebas que han de rendirse y producir efecto en Chile, no valdrán 
las escrituras privadas, cualquiera que sea la fuerza de éstas en el país en 
que hubiesen sido otorgadas.» — Art. 18. 

«El matrimonio celebrado en país extranjero en conformidad á las 
leyes del mismo país ó á las leyes chilenas, producirá en Chile los mismos 
efectos civiles que si se hubiese celebrado en territorio chileno.» 

«Sin embargo, si un chileno ó chilena contrajese matrimonio en país 
extranjero, contraviniendo de algúu modo á las leyes chilenas, la contra- 
vención producirá en Chile los mismos efectos que si se hubiese cometido 
en Chile.»— Art. 119. 

«El matrimonio disuelto en territorio extranjero en conformidad á las 


residente en el extranjero, aun cuando lleg*ue á adquirir allí 
domicilio. Pero dichas leyes no oblig-an al extranjero en país 
extraño ó en su propio país, aun cuando esté domiciliado en 
Chile. Todas las disposiciones del art. 15 son extrañas al ex- 
tranjero, ningrina de ellas le es aplicable, porque son dictadas 
exclusivamente para el chileno. La primera limitación del ar- 
tículo 15 es, por consig-uiente, relativa á las personas. 

La seg-unda limitación es relativa álas leyes. El Códig*o civil 
no ha aceptado en este particular la doctrina francesa en toda 
su extensión. Seg-ún el art. 15, ia ley personal chilena, en su 
g*eneralidad, no viaja con el chileno, como lo enseña la doctri- 
na francesa; sólo ciertas clases de leyes personales, las que se 
expresan en los números l.° y 2.°, son las que siguen impe- 
rando sobre el chileno fuera de Chile. 

Todavía es más rígdda la seg-unda limitación, pues en cuanto 
á los actos que el chileno ejecuta en el extranjero, la ley chi- 


leyes del mismo país, pero que no hubiera podido disolverse según las 
leyes chilenas, no habilitará á ninguno de los dos cónyuges para casarse 
en Chile mientras viviere el otro cónyuge.» — Art. 120. 

«El matrimonio que según las leyes del país en que se contrajo pudiera 
disolverse en él, no podrá, sin embargo, disolverse en Chile, sino en con- 
formidad á las leyes chilenas.» — Art. 121. 

«La sucesión en los bienes de una persona se abre al momento de su 
muerte en su último domicilio, salvos los casos expresamente exceptuados.» 

«La sucesión se regla por la ley del domicilio en que se abre, salvas las 
excepciones legales.» — Art. 955. 

«Los extranjeros son llamados á las sucesiones abintestato en Chile de 
la misma manera y según las mismas reglas que los chilenos.» — Art. 997. 

«En la sucesión abintestato de un extranjero que fallezca dentro ó 
fuera del territorio de la República, tendrán los chilenos, á título de he- 
rencia, de porción conyugal ó de alimentos, los mismos derechos que se- 
gún las leyes chilenas les correspondan sobre la sucesión intestada de un 
chileno.» 

«Los chilenos interesados podrán pedir que se les adjudique en los bie- 
nes del extranjero existentes en Chile todo lo que les corresponda en la 
sucesión del extranjero.» 

«Esto mismo se aplicará en caso necesario á la sucesión de un chileno 
que deja bienes en país extranjero.» — Art. 998. 

«Valdrá en Chile el testameuto escrito, otorgado en país extranjero, si 
por lo tocante á las solemnidades se hiciere constar su conformidad a las 
leyes del país en que se otorgó, y si además se probare la autenticidad del 
instrumento respectivo en la forma ordiuaria.» — Art. 1.027. 

«Valdrá asimismo en Chile el testamento otorgado en país extranjero, 
con tal que concurran los requisitos que van á expresarse:» 

«l.° No podrá testar de este modo sino un chileno ó un extranjeio que 
tenga domicilio en Chile.» 

«2.° No podrá autorizar este testamento sino un tUinistro plenipoten- 
ciario, un Encargado de Negocios, un Secretario de Legación que tenga 
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lena sólo califica su capacidad cuando estos actos hayan de 
tener efecto en Chile. 

Quedan, por consiguiente, fuera del alcance del art. 15: 
l.°, los actos ejecutados y los contratos celebrados por los ex- 
tranjeros en país extraño, aun cuando uno ú otro hayan de 
tener efecto en Chile; y la capacidad de los extranjeros para 
dichos actos ó contratos se aprecia por la ley extranjera. Nó- 
tese bien: los expresados actos ó contratos no son regidos por 
el art. 15, pero pueden ser regidos, y lo serán en muchos casos, 
por otros artículos del Código civil; y 2.°, los actos ejecutados 
y los contratos celebrados en país extraño por un chileno, si 
esos actos ó contratos no han de tener efecto en Chile. De con- 
siguiente, un chileno menor de edad, según la ley chilena, 
puede comprar ó vender válidamente un bien raíz situado en 
país extraño, si por la ley extranjera es mayor de edad, como 
sucede en Francia, Inglaterra y otros países, donde la mayor 


título de tal, expedido por el Presidente de la República, ó un Cónsul que 
tenga patente del mismo; pero no un Vicecónsul. Se hará mención ex- 
presa del cargo y de los referidos título y patente.» 

«3.° Los testigos serán chilenos ó extranjeros domiciliados en la ciu- 
dad donde se otorgue el testamento.» 


«4.° Se observarán en lo demás las reglas del testamento solemne otor- 
gado en Chile.» 

«.<5.° El instrumento llevará el sello de la Legación ó Consulado.» — 
Artículo 1.028. 

«El testamento otorgado en la forma prescrita en el artículo prece- 
dente y que no lo haya sido ante un Jefe de Legación, llevará el Visto 
Bueno de este Jefe; si el testamento fuere abierto, al pie; y si fuere ce- 
rrado, sobre la carátula: el testamento abierto será siempre rubricado por 
el mismo Jefe al principio y fin de cada página.» 

«El Jete de Legación remitirá enseguida una copia del testamento 
abierto ó de la carátula del cerrado, al Ministro de Relaciones Exteriores 
de Chile, el cual á su vez, abonando la firma del Jefe de Legación, remi- 
tirá dicha copia al Juez del ultimo domicilio del difunto en Chile, para 
que la haga incorporar en los protocolos de un Escribano del mismo do- 
micilio.» 


«No conociéndose al testador ningiíu domicilio en Chile, será remitido 
el testamento por el Ministro de Relaciones Exteriores á un Juez de Le- 
tras de Santiago, para su incorporación en los protocolos de la escribanía 
que el mismo Juez designe. — Art. 1.029. 

«Los contratos hipotecarios celebrados en país extranjero darán hipo- 
teca sobre bienes situados en Chile, con tal que se inscriban en el compe- 
tente Registro.» — Art. 2.411. 

«Los matrimonios celebrados en país extranjero y que se^ún el ar- 
tículo 119 deban producir electos civiles en Chile, darán á los créditos de 
la mujer sobre los bienes del marido existentes en territorio chileno el 
mismo derecho de pretereucia que los matrimonios celebrados en Chilen 
Artículo 2.484. 
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edad se alcanza á los veintiún años, mientras que en Chile sólo 
se alcanza á los veinticinco. 

El art. 14 establece el imperio de la ley chilena en todo el 
territorio chileno y sobre todos sus habitantes; el art. 15 hace 
extensiva la fuerza obligatoria de la ley chilena más allá de 
las fronteras de la República, pero sólo respecto de los chile- 
nos y de ciertas y determinadas relaciones y casos; el art. 14 
se ocupa en la obligación de obedecer la ley chilena en Chile, 
mientras que el art. 15 se ocupa en la obligación de obedecerla 
en el extranjero. 

El art. 15 ha sido tomado del art. 3.° del Código francés, del 
7.° del proyecto de García Goyena, del 4.° del Código austría- 
co y del 9.° del Código de Luisiana, que es igual al 3.° del 
francés. 

La regla del Código francés es mucho más amplia que la 
adoptada por el Código civil de Chile en su art. 15. Según el 
Código francés, todas las leyes relativas al estado y la capa- 
cidad de las personas ligan á los franceses en país extranjero 
en todos los actos que ejecuten y en todos los contratos que ce- 
lebren en el extranjero, aunque esos actos ó contratos no ha- 
yan de tener efecto en Francia. Así, por ejemplo, un joven 
francés compra en país extraño un bien raíz situado en ese 
país y en seguida lo vende, careciendo de capacidad para ello 
según la ley francesa, pero con capacidad según la ley del 
país donde se otorgó la venta. El art. 3.° del Código francés 
desconoce la legitimidad de ese contrato. 

Fabres cree más conforme con la buena doctrina legal la 
disposición del Código chileno, porque los actos que se ejecu- 
tan y los contratos que se celebran en país extraño para cum- 
plirse en el mismo país ó en otro que no sea el de la naciona- 
lidad del individuo que los ejecuta ó celebra, no pueden ofen- 
der la soberanía de la ley ó de la nación de dicho individuo, 
en cuanto á la capacidad de éste para ejecutarlos ó celebrar- 
los; en este sentido sólo pueden ofender la soberanía de la ley 
del país donde se ejecutan ó celebran. Por otra parte, añade, 
la sanción civil de dichos actos ó contratos no puede ser otra 


que su nulidad ó su ineficacia y la indemnización de perjui- 
cios, y esta sanción sólo puede llevarse á efecto, lógica v na- 
turalmente, en cuanto á la capacidad, en el país donde lian te- 
nido lugar y donde van á tener efecto dichos actos ó con «raros. 
Para hacer efectiva esa sanción en el país de la nacionalidad 
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del individuo que ejecutó el acto ó celebró el contrato, se ne- 
cesita de una violencia inaceptable en las buenas teorías del 
Derecho internacional privado. 

Así lo vemos actualmente en la misma Francia, donde es 
posible hacer efectiva en ciertos casos dicha sanción, median- 
te la disposición legal que declara competentes á los Tribuna- 
les franceses para juzgar los contratos celebrados en el extran- 
jero por sus nacionales; disposición dictada, sin duda alguna, 
con la mira de protegerlos, pero que ha dado lugar á que las 
otras naciones tomen su desquite y observen la misma regla 
contra los franceses, guardando la más perfecta reciprocidad; 
y así viene á destruirse ó hacerse ilusoria por completo la 
protección que se quería otorgar. 

El Código civil de Chile no ha incurrido en el error grave y 
perturbador de confundir la nacionalidad con el domicilio, 
error en que han incurrido otras legislaciones y muy doctos 
jurisconsultos. Ni ha incurrido tampoco en el otro error de 
dar preferencia al domicilio sobre la nacionalidad, como fuen- 
te de todos los Derechos civiles. El Código civil para nada ha 
tomado en cuenta el domicilio en esta materia, sino la nacio- 
nalidad. 

En resumen, son dos las diferencias substanciales que exis- 
ten entre las disposiciones del art. 15 chileno y del 3.° francés: 
1. a , las leyes relativas á la capacidad sólo siguen al chileno en 
el extranjero respecto de los actos ó contratos que hayan de 
tener efecto en Chile, mientras que al francés le siguen en to- 
dos los actos ó contratos, aunque no hayan de tener efecto en 
Francia; y 2. a , las leyes relativas al estado siguen al francés 
en el extranjero sin limitación alguna, mientras que al chile- 
no no le siguen en cuanto á las obligaciones y derechos que 
nacen de las relaciones de familia relativamente á su cónyu- 
ge y parientes extranjeros. 

En la legislación española, y especialmente en el Código de 
las Siete Partidas, encontramos diseñada la teoría relativa á la 
naturaleza y extensión de las leyes reales, personales y rela- 
tivas á los actos, y bosquejado el sistema que ha venido á 
aceptar el Código civil de Chile (1). 

El art. 15 de este Código ha sido reproducido en los Códigos 

(1) Tabres. La legislación de Chile con relación al Derecho interna- 
cional privado. Santiago, 1892, pág. 64 y siguientes. 
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de Cundinamarca (Colombia) de 1859, del Salvador del mismo 
año, del Uruguay de 1868 y de Colombia de 1873 (1). 

El Código civil de Méjico de 1870 suprime la segunda parte 
del artículo: «Las leyes concernientes al estado y capacidad 
de las personas son obligatorias para los mejicanos del Esta- 
do, aun cuando residan en el extranjero, respecto de los actos 
que deban ejecutarse en todo ó en parte en la mencionada de- 
marcación.» — Artículo 13. 

Los Códigos americanos posteriores al peruano y al chileno 
suelen reproducir las disposiciones de uno ó de otro. El Códi- 
go de Guatemala de 1877 omite, como el peruano, toda dispo- 
sición relativa al estado y la capacidad de las personas. 

El Código de Costa Rica de 1886 da un carácter territorial á 
las disposiciones sobre este punto: «Las leyes de la República 
concernientes al estado y capacidad de las personas, obligan á 
los costaricenses para todo acto jurídico ó contrato que deba 
tener su ejecución en Costa Rica, cualquiera que sea el país 
donde se ejecute ó celebre el acto ó contrato; y obligan tam- 
bién á los extranjeros respecto de los actos que se ejecuten ó 
contratos que se celebren y hayan de ejecutarse en Costa 
Rica.» — Artículo 3.° 

Por último, el proyecto de Código civil de la República del 
Perú de 1887 acepta francamente la doctrina de la nacionali- 
dad: «El estado y capacidad jurídica de las personas son cali- 
ficados con arreglo á las leyes del Perú, aun cuando se trate 
de actos ejecutados ó de bienes existentes en otra nación; y el 
estado y capacidad jurídica de los extranjeros son calificados 
con arreglo á las leyes de la nación á que pertenecen, aunque 
se trate de actos ejecutados ó de bienes existentes en el 
Perú.» — Artículo 10. 

Incurriendo este proyecto en una verdadera redundancia, 
inserta después en el art. 11, las disposiciones del art. 15 del 
Código civil de Chile (2). 


(1) Copian también el Código de Chile en esta materia los Códigos 
del Ecuador y de Honduras. 

El Código de Venezuela, siguiendo el Código francés, dice así: «Ras 
leyes concernientes al estado y capacidad de las personas obligan á los 
venezolanos, aunque residan ó tengan domicilio en país extranjero.» 
Artículo 7.° 


(2) P royectü de Código civil para la República del 
los DD. Juan Luna, Simón Gregorio Paredes, José J 
nuel Santos Pasapera, Francisco M. Fernández. Lima, 


Perú , formado por 

oio(‘ Pouu/a, xUa~ 
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De lo expuesto se deduce que los Códigos hispano-america- 
nos, ó dejan de tratar lo que se refiere al estado y capacidad, 
de las personas, ó de no omitir este punto restringen conside- 
rablemente la aplicación de las leyes personales. Sólo el Códi- 
go argentino presenta un sistema completo y lógico, toman- 
do por base el domicilio. La territorialidad es, por consiguien- 
te, el principio que prevalece en América. 


II 

El Congreso de Panamá de 1826, según su iniciador Bolí- 
var, debía proponerse, además de otros objetos, establecer en- 
tre los Estados contratantes relaciones civiles y comerciales y 
llegar á la uniformidad de principios de Derecho internacio- 
nal, ó sea al Código americano (1). 

A pesar del fracaso de las tentativas realizadas desde el 
Congreso de Panamá para constituir una liga americana que 
venga á unir á las Repúblicas en lo político, se ha impuesto 
la necesidad de llegar á la uniformidad de principios de Dere- 
cho internacional en lo que toca al orden privado. Antes que 
en Europa, se ha ejercido de una manera completa la acción 
diplomática sobre este punto en el Continente americano, y 
dan prueba de ello el Congreso de jurisconsultos de Lima de 
1878 y el Congreso Sud-americano de Derecho internacional 
privado, reunido en Montevideo en 1888 y 1889. 

Las Repúblicas americanas, conocedoras del movimiento 
europeo sobre el Derecho internacional, no han querido dete- 
nerse en preliminares y se han lanzado desde luego á obtener 
resultado práctico. Sin emplear la acción científica colectiva, 
cuyo impulso han recibido de Europa, se ha ejercido la acción 
científica individual para preparar la acción diplomática. A 
esto responde el Proyecto de Código de Derecho internacional 
'privado de Ramírez (D. Gonzalo), Enviado extraordinario y Mi- 
nistro plenipotenciario de la República del Uruguay en la Ar- 
gentina. 

El Sr. Ramírez sometió al Ministro de Relaciones Exteriores 
del Uruguay, el 21 de Junio de 1887, el pensamiento de pro- 


(1) Seijas. El Derecho internacional hispano -americano (publico y 
privado ). Tomo I. Caracas, 1884, pág. 13. 
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poner al Gobierno argentino la celebración de un tratado 
comprensivo de todas las materias del Derecho internacional 
privado. A facilitar la celebración de este tratado ha tendido 
el proyecto de Ramírez, seguido de un comentario justificati- 
vo de las disposiciones que comprende (1). 

Opina Ramírez que si la obra de codificación, acometida 
con tanta fe por el renombrado jurisconsulto italiano Manci- 
ni, no lia podido hasta el presente vencer los obstáculos que 
se han opuesto á su realización, ello se debe á que con un mal 
entendido celo patriótico ha pretendido imponer como base de 
la solución de los conflictos la le} r déla nacionalidad, confun- 
diendo los derechos políticos, que son patrimonio exclusivo dé- 
los ciudadanos, cou los derechos civiles, -que pertenecen á toda 
persona por el hecho de formar parte del género humano. 

Cuando todos los Estados italianos llegaron á formar una 
sola nacionalidad, nada más justo que el Derecho de la patria 
rigiese en todas sus relaciones jurídicas al hombre y al ciuda- 
dano, haciendo desaparecer los derechos locales y antagóni- 
cos de cada Estado. Pero la unidad de la patria italiana con- 
cluía en sus fronteras, y si podría servir de base unida para 
regir todas las relaciones jurídicas del Derecho interno, tenía 
que ser rechazada por el Derecho local de las naciones que 
hacían vida libre é independiente, si se pretendía imponerla 
como regla general en la solución de los conflictos de las le- 
yes nacionales y extranjeras. 

Nación alguna concede al extranjero tales y cuales derechos 
privados porque pertenezca á tal ó cual nacionalidad; esto su- 
cede porque el Derecho privado es un derecho humano, pa- 
trimonio de todos los hombres, cualquiera que sea la patria á 
que pertenezcan. 

Lejos, pues, de ser cierto que el Derecho civil ó príva lo es 
un derecho personal y nacional que sigue al ciudadano donde 
quiera que se establece, el principio contrario fluye de la ver- 
dadera doctrina. El Derecho privado es territorial, y porque lo 
es, según Ramírez, el Derecho de gentes tiene que reconocer, 
como principios que deben servir de base á la codificación del 
Derecho internacional privado, los siguientes: 


(1) Proyecto de Código de Derecho internac 
¿ario, pílenos Aires, 1SSS. — Inserto el provecto 
Revista de Derecho internacional , t. I, pagó 021. 
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l,o Cada Estado puede exigir que todas las personas y co- 
sas que existen en su territorio y los actos que afectan á unas 
y á otras se rijan por sus propias leyes; por consiguiente, nin- 
orín Estado puede extender más allá de los límites que mar- 
can sus fronteras la aplicación de su Derecho nacional. 

2.° Que si bien la aplicación de la ley extranjera se impo- 
ne por la nación que la ha promulgado, muy á menudo el De- 
recho territorial decide su vigencia, porque en concepto del 
legislador, esa ley consulta mejor, en el caso especial de que 
se trata, las verdaderas conveniencias y los preceptos de jus- ¡ 

ticia que sirven de base á las instituciones del país para que 
legisla (1). 

El proyecto de Código de Ramírez consta de 101 artículos, y 
comienza con el que sigue: «El Derecho internacional privado 
no reconoce diferencias entre nacionales y extranjeros, en 
cuanto á la adquisición y goce de los Derechos civiles ó de ca- 
rácter puramente privado, y resuelve los conflictos que ocu- 
rren con motivo de la colisión de las leyes de diversos países, 
sin tener para nada en cuenta la nacionalidad ó el vínculo de 
ciudadanía.» 

El proyecto es interesante, y en el comentario merece espe- 
cial mención la parte que dedica á justificar el Derecho civil M 
internacional desnacionalizado . 

Los jurisconsultos europeos, muy especialmente en estos 
últimos tiempos, dice Ramírez , sustentan principios dia- 
meíralmente opuestos á los que consigna el primer artículo 
del proyecto. Aceptan de piano el principio de la comunidad 
de Derechos privados entre nacionales y extranjeros, pero en~ 
tienden que el Derecho civil, como conjunto de leyes que rige 
determinadas relaciones jurídicas, sigue al nacional, en cual- 
quier punto que habite, tanto en sus relaciones puramente 
personales, como en aquellas que afectan sus bienes, aun en 
el caso de estar éstos situados en territorio extranjero. 

La diferencia entre esta doctrina y la que sustenta el pro- 
yecto en armonía con la legislación inglesa y non e americana, 
y el espíritu de las Constituciones de los pueblos de Sud Amé- 
rica, es de capital importancia. 

Una solución en uno ú otro sentido, señala fundamental- 
mente el criterio jurídico, al cual deberán subordinarse todas 


(1) Paginas 6 á 8. 
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las cuestiones que estudia y resuelve la ciencia que se conoce 
en el mundo civilizado con la denominación de Derecho Ínter- 
nacional privado. 

La persona humana, como sujeto de derechos y obligacio- 
nes, puede ser considerada bajo tres fases. 

El hombre tiene derechos y obligaciones en cuanto forma 


parte del género humano; los tiene igualmente en su carácter 
de ciudadano de un Estado independiente, y es sujeto al mismo 
tiempo de derechos y obligaciones en cuanto ejerce funciones 
públicas. Estas diversas fases, bajo las cuales puede ser consi- 
derada la personalidad humana, determinan la división del de- 
recho positivo de un pueblo en Derecho privado y Derecho 


público. Así, el Derecho privado comprende todo aquel con» 
junto de leyes que da origen á los derechos y obligaciones de 
las personas con relación á otras personas, ó de las personas 
con relación á las cosas, en cuanto esas personas forman 
parte del género humano, sin distinción de nacionalidades; y 
por el contrario, el Derecho púbiico es fuente de aquellos de- 
rechos y obligaciones de que es sujeto activo y pasivo el ser 
humano en su calidad de ciudadano y de funcionario público. 
Que la ley nacional rija y domine los derechos políticos del 
ciudadano, donde quiera que se encuentre, nada más justo y 
rigurosamente lógico con la naturaleza de esos derechos; pero 
que á la vez se pretenda extender su imperio hasta aquellas 
relaciones jurídicas de carácter puramente privado, es algo 
quemo puede ser aceptado sin incurrir en el lamentable error 
de confundir el estatuto político y el estatuto civil, y desco- 
nocer que el Derecho civil es un derecho humano, y no nacio- 
nal, y como tal, completamente desligado del vínculo de la 
nacionalidad. 

No siempre el Derecho civil comprendió aquel conjunto de 
leyes que rigen los derechos del hombre, cualquiera que sea la 
nación á que pertenezca; originariamente el Derecho civil, 
como la palabra lo indica, fué el derecho de los ciudadanos; de 
manera que los jurisconsultos que atribuyen al Derecho civil 


un carácter eminentemente nacional, desconocen por completo 
su verdadera naturaleza en nuestros días, y no tienen presen- 
te que hoy por hoy, la expresión Derecho civil, como compren- 
siva del Derecho privado, con exclusión de los derechos del 
■ ciudadano, si bien tiene una filiación histórica, que explica 


cómo en algún tiempo pudo estar en armonía con las relaciones 


jurídicas que aquel Derecho estaba destinado á regir, no hace 
menos chocante la contradicción de clasificar como leyes ci- 
viles ó de los ciudadanos, aquella parte de la ciencia jurídica 
que reg lamenta derechos y obligaciones comunes á nacionales 
y extranjeros. 

En época en que no se concebía la coexistencia de diversas 
nacionalidades con iguales derechos y prerrogativas dentro 
de sus respectivos territorios, las relaciones internacionales, 
si existían, estaban caracterizadas por un estado de guerra 
permanente, de manera que el extranjero tenía que ser consi- 
derado ó como pueblo enemigo ó como pueblo conquistado. 
Dada la condición especialísima en que se encontraba el ex- 
tranjero en el seno de las naciones antiguas, no era posible 
considerarlo ni como cosa, porque al fin pertenecía al género 
humano, ni concederle los derechos de hombre libre, desde 
que, en su calidad de pueblo conquistado, mantenía con el 
pueblo conquistador las relaciones de siervos y señores. Filé 
necesario, pues, conceder al extranjero ciertos derechos de 
que sólo carecían los seres que no eran hombres, y al mismo 
tiempo limitar la concesión á determinados derechos, á fin de 
que el título de ciudadano, aun trantándose de derechos pura- 
mente privados, significase algo más que el título de hombre. 
Así, dice un comentador del Derecho francés, la necesidad de 
las cosas condujo á los romanos á una de esas transacciones 
tan frecuentes en la antigua Roma, entre el derecho estricto y 
la equidad. Se creó un Derecho de gentes ai lado del Derecho 
civil, á fin de que los extranjeros participasen un tanto de los 
beneficios del Derecho privado. Con arreglo á esta doctrina, 
había derechos que eran una emanación de la ley civil, y 
otros que la ley natural acordaba independientemente de la 
condición de ciudadano romano, y por eso el Derecho civil, 
que hoy entre nosotros es el Derecho privado de todos los 
hombres, era, por el contrario, en la antigua Roma el derecho 
exclusivo de los ciudadanos. 

Esa distinción entre el Derecho civil aplicable sólo á los 
ciudadanos, y el Derecho de gentes aplicable á todos los hom- 
bres, ha imperado en los pueblos civilizados hasta la época en 
que Roma apenas pesaba en los destinos del género humano, 
para servir de asiento al Jefe de la Iglesia católica. La fuerza 
de sus legiones fué impotente para cimentar el dominio del 
Universo con que soñaba; pero sus leyes sobrevivieron 


ruina, y la distinción entre el Derecho de gentes y el Derecho 
civil, con aplicación á los Derechos privados, abolida por la 
Revolución del 89, al hacer la solemne declaración de los de- 
rechos del hombre, reapareció en el Código civil de Francia 
al inaugurarse el cesarismo en la época moderna. 

Portalis, miembro informante de la Comisión redactora del 
Código civil francés, justificaba esta distinción en los siguien- 
tes términos: «Algunos filósofos, dice, habían creído que los 
derechos civiles no debían ser rehusados á ninguna persona, 
y que era necesario formar una sola nación de todas las na- 
ciones. Esta idea es generosa y grande, pero no está en el 
orden de las afecciones humanas: las afecciones se debilitan 
generalizándolas; la patria nada significa para el hombre que 
tiene el mundo por patria. La humanidad y la justicia son ios 
lazos generales de la sociedad universal de los hombres; pero 
existen ciertas ventajas particulares que no están reglamen- 
tadas por la naturaleza, y que no pueden ser concedidas á 
otras sino por medio de una convención. Trataremos al ex- 
tranjero como sus respectivas naciones nos tratan á nosotros. 
Existen, sin embargo, ciertos derechos cuyo ejercicio no está 
prohibido á los extranjeros; estos derechos son todos aquellos 
que pertenecen más bien al Derecho de gentes que al Derecho 
civil, y cuyo goce no puede quitarse sin atacar las relaciones 
que ligan á los pueblos.» 

Por mucho tiempo la doctrina del Código francés fué el De- 
recho común de toda la Europa, y apenas si la comunidad de 
derechos privados entre nacionales y extranjeros permanecía 
en el dominio puramente especulativo de la ciencia jurídica 
como un ideal de incierto y remoto porvenir. 

Al fin, la Italia promulga su Código civil y sanciona sin 
ambages ni restricciones de ningún género, el principio de 
que el extranjero tiene el pleno goce de los derechos civiles, 
en las mismas condiciones que el ciudadano. 

Reconocido el principio de que el Derecho civil ó privado se 
adquiere y ejercita sin tener para nada en cuenta la distin- 
ción que crea el estatuto político entre nacionales y extranje- 
ros, surge como inmediata y lógica consecuencia del misino 
principio, que, por punto general, las leyes civiles se dictan 
para que sean cumplidas por todos los habitantes del Estado, 
y rigen los actos jurídicos que afectan los bienes que radican 
en el territorio nacional, siempre que una ley patria no esta- 


biezca expresamente un caso de excepción, ó resulte éste de 
uu pacto internacional celebrado de acuerdo con los preceptos 
del Derecho público y constitucional. 

Razones de todo g-énero , jurídicas y políticas, protestan 
contra la doctrina de la nacionalidad, tanto en su principio 
fundamental como en las conclusiones á que llega en último 
término. 

Mientras el extranjero ejerce sus derechos privados en terri- 
torio que le es extraño, en nada afecta con sus actos á la pa- 
tria á que pertenece, y á la que sólo está ligado por el estatuto 
político. Toda la América latina recibe anualmente, por cien- 
tos de miles, hombres de todas las naciones, que vienen á 
buscar en ella el trabajo y la abundancia que les falta en los 
populosos centros de Europa. Con raras excepciones, esa nu- 
merosa población, lejos de formar una masa flotante, sin 
vínculos que la liguen permanentemente al suelo que la alber- 
ga, radica en él su bogar y sus bienes, al amparo de las leyes 
más liberales del universo. 

Las naciones de Sud-América garantizan á todos los habi- 
tantes de sus respectivos Estados el goce de los derechos civi- 
les, y colocan al extranjero, respecto al ejercicio de esos dere- 
chos privados, en las mismas condiciones que al ciudadano. 
¿Qué más se pretende? Según la doctrina llamada de la nacio- 
nalidad, el extranjero tiene el derecho de imponer al Soberano 
del país en que reside, con carácter permanente, las siguien- 
tes condiciones: Traigo, le dice, al seno del territorio en que 
ejerces el dominio eminente, mi familia y mis bienes, ó me 
propongo formar aquélla y adquirir éstos en tu propio país. 
Te pido que me garantices el ejercicio de mis derechos de 
hombre, como si ellos perteneciesen á tus propios hijos; pero, 
entiéndelo bien, esa garantía que te pido no te dará el dere- 
cho de someterme á tus leyes civiles ó de carácter puramente 
privado, pues en nombre de la patria á que pertenezco, te 
exijo que no me apliques otras leyes civiles que las que rigen 
en el territorio de que soy súbdito. 

Lo que en realidad se pretende es que, en vez de buscar la 
asimilación del elemento extranjero por medio de una comu- 
nidad de derechos privados regidos por una misma ley, deba- 
mos pugnar por que toda esa inmensa inmigración, que derra- 
man los pueblos de la Europa en los próbidos territorios de 
Sud-América, conserve de siglo en siglo el carácter peculiar 


215 


de la raza á que pertenece, lo que daría por resultado que, con 
el andar del tiempo, los sud-americanos fuesen más ingleses, 
italianos ó franceses, que, respectivamente, argentinos, chi- 
lenos, orientales ó bolivianos. 

La patria está circunscrita dentro de los límites del terri- 
torio, hasta donde alcanza su dominio eminente; más allá de 
sus fronteras nace la soberanía de otras naciones, que á su vez 
ejercen sus derechos soberanos sobre determinada zona de 
territorio. 

Nación alguna concede al extranjero tales y cuales derechos 
privados porque pertenezca á tal ó cual nacionalidad; esto su- 
cede, porque el Derecho privado es un derecho humano y no 
nacional, patrimonio de todos los hombres, cualquiera que sea 
la patria á que pertenezcan. Pues bien, precisamente porque 
esos derechos no se conceden al ciudadano, sino al hombre, 
ó lo que es lo mismo, á todos los habitantes del Estado, la ley 
territorial los rige en todas sus relaciones, y cada nación con- 
curre así, dentro de los límites que marcan sus fronteras, al 
fusionamiento de las distintas razas que la habitan, aplicán- 
doles el Derecho civil nacional, y no el extranjero, que no ha- 
ría más que acentuar en el transcurso de los siglos el antago- 
nismo de raza entre nacionales y extranjeros, lo que, en defi- 
\ - nitiva, tendría que ceder en perjuicio de los más vitales 
t intereses de la nacionalidad (1). 

I III 

t 

r 

En 9 de Diciembre de 1877 se instaló en Lima un Congreso 
de Plenipotenciarios jurisconsultos, á impulso de las excita- 
| ciones del Gobierno del Perú, que siempre ha mirado con 

¡f entusiasmo la causa de la unión de los pueblos americanos. 

Ha creído que contribuiría mucho á ella la uniformidad de la 
legislación en ciertos puntos, con el objeto de borrar las dife- 
rencias existentes de unas á otras Repúblicas, y preparar así 
el fundamento de la Confederación sólida y durable de todas, 
i El Congreso de Lima aprobó dos interesantes tratados: uno 

I para establecer reglas uniformes en punto á Derecho interna- 

| cional privado, celebrado en 9 de Noviembre de 1878 entre 

| los Plenipotenciarios del Perú, la República Argentina, Chile, 

% 

•x- 

* 

f. 


(1) Páginas 74 á 85. 
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Bolivia, el Ecuador, Venezuela y Costa Rica, y otro especial de- 
extradición, que firmaron, en 27 de Marzo de 1879, los repre- 
sentantes de las indicadas Repúblicas, de Guatemala y de la 
Oriental del Uruguay. 

El tratado de Derecho internacional privado, que, bajo la 
influencia de la doctrina europea, y desatendiendo los intere- 
ses de América, acepta la ley nacional como reguladora del 
estado y la capacidad de las personas, se compone de ocho tí- 
tulos: I. De la ley que rige el estado y la capacidad jurídica de 
las personas , los bienes situados en la República y los contratos 
celebrados en país extranjero . — II. De los matrimonios celebra- 
dos en país extranjero y de los celebrados por extranjeros en la 
República. — III. De la sucesión. — IV. De la competencia de los 
Tribunales nacionales sobre actos jurídicos realizados fuera de 
la República , y sobre los celebrados por extranjeros q\ce no re- 
sidan en ella . — V. De la jurisdicción nacional sobre delitos 
cometidos en país extranjero , y sobre los de falsificación en 
perjuicio de otros Estados . — YI. De la ejecución de las sente?i- 
cias y otros actos jurisdiccionales. — YII. De las legalizaciones . — > 
VIII. Disposiciones comunes á los Ututos precedentes . 

Reproducimos á continuación los tres primeros títulos y al- 
gunas disposiciones del octavo, por referirse á las materias 
que son objeto de nuestro estudio. 

título i 

Artículo l. w Los extranjeros gozan en la República de los 
mismos derechos civiles que los nacionales. 

Art. 2.° El estado y la capacidad jurídica de las personas 
se juzgarán por su ley nacional, aunque se trate de actos eje- 
cutados ó de bienes existentes en otro país. 

Art. 3.° Los bienes inmuebles existentes en la República y 
los muebles que tengan en ella una situación permanente, se- 
rán regidos por las leyes nacionales, aunque sus dueños sean 
extranjeros ó no residan en el Estado, salvo lo dispuesto en el 
título de las sucesiones. 

Art. 4.° Los contratos celebrados fuera de la República se- 
rán juzgados, en cuanto á su validez intrínseca y efectos ju- 
rídicos de sus estipulaciones, por la ley del lugar de su cele- 
bración; pero si esos contratos, por su naturaleza ó por con- 
venio de partes ; tuviesen que cumplirse precisamente en I a 
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República, se sujetarán á las leyes de ésta. En uno y otro caso, 
el modo de ejecutarlos se regirá por las leyes de la República. 

Art. 5.° Las formas ó solemnidades externas de los contra- 
tos ó de cualesquiera otros actos jurídicos, se regirán por la 
ley del lugar en que han sido celebrados. 

Art. 6.° La prueba de la autenticidad de los instrumentos 
otorgados en otro país estará sujeta á las leyes de la Repú- 
blica. 


TÍTULO II 

Art. 7.° La validez del matrimonio, para los efectos civiles, 
se juzgará por la ley del lugar en que se ha celebrado. 

Art. 8.° Se reputará también válido para los mismos efec- 
tos, el matrimonio contraído por un nacional en el extranjero, 
ante el Agente diplomático ó consular de la República, con 
arreglo á sus leyes. 

Art. 9.° El matrimonio celebrado según los cánones de la 
Iglesia católica, producirá efectos civiles en la República, aun- 
que no los produzca en el lugar en que se contrajo. 

Art. 10. La capacidad jurídica para contraer matrimonio 
se juzgará por la ley nacional de los contrayentes. 

Art. 11. Los extranjeros que pretendan casarse en la Repú- 
blica estarán obligados á probar su capacidad jurídica ante 
la autoridad que la ley local designe. 

Art. 12. También estarán sujetos á las leyes de la Repúbli- 
ca en lo relativo á impedimentos dirimentes. 

Art. 13. Los derechos y deberes personales que el matri- 
monio produce entre los cónyuges, y entre éstos y sus hijos, 
serán regidos por la ley del domicilio matrimonial; pero si 
éste variase, se regirán por las leyes del nuevo domicilio. 

Art. 14. Las capitulaciones matrimoniales, celebradas fue- 
ra de la República, estarán sujetas á las mismas disposiciones 
que reglan los contratos. 

Art. 15. No habiendo capitulaciones matrimoniales, la ley 
del domicilio conyugal regirá los bienes muebles de los cón- 
yuges, sea cual fuere el lugar en que aquéllos se hallen ó en 
que hayan sido adquiridos. 

Art. 16. Los bienes inmuebles y los muebles de situación 
permanente se regirán, en todo caso, por la ley del lug*ar en 
que estén situados, conforme al art. 3.° 
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Art 17 El matrimonio disuelto en otro país con arreglo á 
sus propias leyes, y que no hubiera podido disolverse en la 
República, no habilitará á los cónyuges para contraer nuevas 

nupcias. 


TÍTULO III 

Art. 18. La capacidad para testar se regirá por la ley na- 
cional del testador. 

Art. 19. Los extranjeros podrán testar en la República con 
arreglo á las leyes del país de su nacimiento ó naturalización, 
ó según las de su domicilio. 

Art. 20. La capacidad para suceder y la sucesión se regi- 
rán por la ley á que se haya sujetado el testador, con las res- 
tricciones siguientes: 

1. a No tendrán efecto las disposiciones testamentarias so- 
bre bienes existentes en la República, si se oponen á lo que 
se establece en el art. 54. 

2. a En la sucesión de un extranjero tendrán los nacionales, 
á título de herencia, de porción conyugal ó de alimentos, los 
mismos derechos que según las leyes del Estado les corres- 
ponderían sobre la sucesión de otro nacional, y los harán 
efectivos en los bienes existentes en el país. 

Art. 21. Los testamentos otorgados fuera de la República 
y que deban cumplirse en ella, estarán sujetos á las limitacio- 
nes establecidas en el artículo anterior. 

Art. 22. Las solemnidades externas del testamento se regi- 
rán por la ley del lugar en que ha sido otorgado. 

Art. 23. Las donaciones intervivos se sujetarán á las dis- 
posiciones contenidas en los artículos anteriores. 

Art. 24. La sucesión intestada se regirá por la ley nacio- 
nal del difunto, con las limitaciones contenidas en el art. 20. 
A falta de parientes con derecho á la herencia, los bienes exis- 
tentes en la República quedarán sujetos á las leyes de ésta. 

TÍTULO VIII 

Art. 53. Las disposiciones de los títulos anteriores no alte- 
ran las establecidas en los tratados vigentes con otras na- 
ciones. 

Art. 54. Las leyes, sentencias, contratos y demás actos ju~ 


rídicos que hayan tenido origen en país extranjero, sólo se 
observarán en la República, en cuanto no sean incompatibles 
con su Constitución política, con las leyes de orden público ó 
con las buenas costumbres. 

Art. 55. Corresponde al que invoca una ley extranjera y 
pide su aplicación, conforme á los títulos precedentes, probar 
la existencia de dicha ley (1). 


IV 


Reunidos en Buenos Aires, el 14 de Febrero de 1888, el Mi- 
nistro de Relaciones Exteriores de la República* Argentina, 
Doctor D. Norberto Quirno Costa, y el Enviado extraordinario 
y Ministro plenipotenciario de la República Oriental del Uru- 
guay, Dr. D. Gonzalo Ramírez, con objeto de llevar á inmediata 
realización el pensamiento en que habían coincidido sus respec- 
tivos Gobiernos, de convocar un Congreso de jurisconsultos de 
las distintas naciones de la América del Sur, para uniformar 
por medio de un tratado las diversas materias del Derecho in- 
ternacional privado, acordaron, entre otras cosas, que los Go- 
biernos Argentino y Oriental invitaran por separado, pero si- 
multáneamente, á los Gobiernos de Chile, Brasil, Perú, Bo- 
livia, Ecuador, Colombia, Venezuela y Paraguay, para la 
reunión de un Congreso jurídico internacional Sud-ameri- 
cano (2). 

El Ministro de Relaciones Exteriores de la República Argen- 
tina, en su nota de invitación de 10 de Marzo de 1888, encare- 
cía la importancia de un acuerdo sobre puntos que provocaban 
verdaderos conflictos de legislación, perjudicando el libre des- 
envolvimiento de las relaciones recíprocas de los Estados. 

Ningún Gobierno, á su juicio, podía ser indiferente á las in- 
certidumbres que naturalmente producía la ausencia de una 
regla internacional, que rigiese las múltiples relaciones de de- 
rechos creadas por sus habitantes respectivos. 

Añadía que la diferencia de legislación que provocaba las 
dificultades, era el resultado del ejercicio de la soberanía, res- 


(1) Seijas. T. l.°, pág. 218. — Ramírez. Apéndice, pág. 1- — Contuzzi. 
Dirilto internazionale prívalo. Milano, 1890, pág. 299. 

(2) Actas de las sesiones del Congreso Sud-americano de Derecho in- 
ternacional privado. Buenos Aires, 1889, pág. 7. 
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pomliendo á las exigencias peculiares de cada Estado, y que 
bien se comprendía que esas diferencias, si podían disminuir- 
se no desaparecerían, por más ilustrado que fuese el esfuerzo 
inten lado para conseguirlo; pero que era deber de los Gobier- 
nos pugnar por realizar en lo posible la unidad entre las di- 
versas legislaciones, origen del conflicto, estableciendo en 
todo caso la ley única internacional destinada á dirimirlo. 

Recordaba los estériles esfuerzos de los Estados europeos, 
haciendo notar que las dificultades suscitadas para llegar á un 
acuerdo, ya en las relaciones de éstos entre sí, ya entre ellos y 
los listados de América, no existían cuando se trataba de rea- 
lizarlo exclusivamente entre los últimos. Ni la situación espe- 
cial de los países americanos, ni su legislación común, ni la 
naturaleza de sus relaciones recíprocas, presentaban obstácu- 
lo alguno para su realización. Cualesquiera que fuesen las 
doctrinas que se aceptasen como soluciones, ó les serían be- 
néficas ó perjudiciales en común, y los puntos principales de 
partida no podrían ser objeto de disidencia. 

Continuaba manifestando que la comprobación de tales afir- 
maciones se encontraría en la comparación de las legislacio- 
nes respectivas, que sin mayor esfuerzo y sin propósito pre- 
concebido, se encaminaban sucesivamente á la unificación en 
sus disposiciones fundamentales, y también en el hecho reali- 
zado ya por el Congreso Sud-americano de jurisconsultos, re- 
unido en Lima en 1878, que había llegado á formular diversos 
proyectos más ó menos completos. 

Concluía diciendo que los conflictos se presentaban en las 
diferentes ramas de la legislación, y que con la sola determi- 
nación de las reglas fundamentales en cada una de ellas des- 
aparecerían esos conflictos, y las relaciones privadas alcanza- 
rían la estabilidad exigida por la naturaleza y la importancia 
de los intereses que comprendían (1). 

Según el acuerdo de los Gobiernos argentino y del Uru- 
guny, la nota de 10 de Marzo lijaba la época del Congreso, que 
debía, reunirse en Montevideo en 25 de Agosto del mismo año 
de 1888. 

Los Gobiernos de Bolivia, Brasil, Chile, Paraguay y Perú, 
aceptaron gustosos la invitación. 

El Gobierno de Colombia recibió el pensamiento con apro- 


(1) Actas, p:igs. o y 10. 
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bación y aplauso; pero por no tener su legislación interna 
completa y por la necesidad de consultar al Congreso consti- 
tucional, que había de tardar en reunirse, se excusó de enviar 
representación al Congreso internacional Sud-americano. 

El Gobierno del Ecuador, coincidiendo con la opinión de los 
Gobiernos que invitaban y felicitándolos, dejó también de en- 
viar sus representantes al Congreso, por tocar á su término 
constitucional la administración política, y considerar que le 
correspondía decidir á la que debía en breve sustituirla. 

El Gobierno de Venezuela, aplaudiendo el notable propósito 
consignado en la invitación, lamentó lo estrecho del tiempo 
en que había de verificarse la reunión del gran Congreso Sud- 
americano, circunstancia que le impedía, muy á su pesar, te- 
ner en él representación (1). 

Instalado el Congreso en Montevideo el 25 de Agosto de 
1888, puso fin á sus tareas el 18 de Febrero de 1889. 

Tomaron parte en los Congresos de Lima y Montevideo el 
Perú, la República Argentina, Chile y Bolivia; sólo en el 
primero el Ecuador, Venezuela y Costa Rica, y sólo en el 
segundo la República Oriental del Uruguay, el Brasil y el Pa- 
raguay. 

El Congreso de Montevideo aprobó ocho proyectos de trata- 
dos, relativos al Derecho civil, comercial, penal y procesal, á 
la propiedad literaria y artística, á las marcas de fábrica y de 
comercio, á las patentes de invención y al ejercicio de profe- 
siones liberales, y un protocolo adicional, conteniendo, entre 
otras, varias disposiciones sobre la aplicación de las leyes de 
cualquiera de los Estados contratantes en los territorios de los 
otros (2). Estos tratados fueron firmados ad referendum , exi- 
giendo primero la aprobación del Poder legislativo de cada 
uno de los países representados en el Congreso, y después la 
ratificación por parte de los Gobiernos. 

Los tratados de Montevideo, que, abandonando el principio 


(1) Actas , págs. 11 á 18. 

(-) Actas. Tratados sancionados por el Congreso Sud-aniericano ins- 
talado en Montevideo, Buenos Aires, 18S9, un folleto. — Segó vía. Til De- 
recho internacional privado y el Congreso S u l- americano de Montevideo. 
Buenos Aires, 1889, uu tomo.— Pradier Fodére. Le Droit Jnternational 
Sud-americain et les traites de Montevideo. Revue de Droit in rengue- 
nal, 1889, pág. 217 y 561. — Contuzzi. Di/ 'Uto internazionale p : 'i ■' p • 1 l1 " 

no, 1890, pág. 324. — Fiore. El Derecho internacio/ud y su sanee •- l: - lí í( ‘ 
Versión castellana de García Moreno. Madrid, 1891, t. II. eán. 3S3. 
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personal adoptado en el Congreso de jurisconsultos de Lima, 
dan la preferencia, en justo homenaje á las necesidades de 
América, al principio territorial, constituyen una verdadera 
codificación del Derecho internacional privado, y revisten, 
en el común sentir de los escritores, extraordinaria impor- 


tancia. 

La Comisión encargada de dar dictamen sobre el Derecho 
civil fué la menos feliz de todas, pues no llegó á ponerse de 
acuerdo. Divididos en dos fracciones sus miembros, la mayo- 
ría redactó su proyecto y la minoría formuló en seguida un 
contraproyecto. 

De los tres sistemas igualmente absolutos, y, por tanto, 
igualmente exclusivos que se disputan, en el terreno del Dere- 
cho internacional privado, el gobierno de la capacidad gene- 
ral de contratar, que es el rasgo más saliente de la personali- 
dad humana en la vida civil, á saber, el de la ley nacional de 
las partes contratantes, el de la ley del lugar de la celebración 
del acto y el de la ley del domicilio de los contrayentes, la 
mayoría de la Comisión, compuesta de un delegado argentino 
y otro boliviano, se decidió por el último. 

La mayoría de la Comisión no vaciló un solo instante para 
repudiar de la manera más absoluta el sistema de la naciona- 
lidad, por carecer de tradición histórica, no apoyarse en prin- 
cipios genuiuamente jurídicos, levantar un obstáculo para la 
homogeneidad en el presente y envolver un peligro para la 
unidad en el futuro de todos los pueblos del Continente ame- 


ricano. 

Nada tienen de común el bárbaro conquistador del Imperio 
romano con el pacífico inmig'rante de nuestra épóca. La anti- 
güedad conocía las guerras de conquista que arrebataban la 
soberanía de los pueblos vencidos; data de ayer la inmigra- 
ción individual, que busca la hospitalidad sometiéndose sin 
reservas á la ley del país que fraternalmente la recibe en su 
seno. Factor nuevo, elemento tranquilo y laborioso, no pre- 
tende imponer con la persona las leyes de la patria, que 
fueron impotentes para sacarlo victorioso en la ruda batalla 
de la vida, y acata voluntariamente las leyes de la nación á 
cuyo amparo se acoge en demanda de hogar y de trabajo, de 
familia y de felicidad. 

Las naciones americanas, recibiendo continuamente milla- 
res de inmigrantes de todas las nacionalidades existentes, 
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perderían rápidamente su propia cohesión, si la capacidad de 
los inmigrantes, su estado y familia hubieran de continuar 
regados para siempre por las leyes de la patria abandonada. 
Su unidad política, expresión elevada de la soberanía, no tar- 
daría tampoco en resentirse de su falta de unidad legislativa, 
y el fraccionamiento sería con el tiempo la amenaza constante 
de su integridad. Ahora bien, si los pueblos pueden pigar su 
independencia al azar de las batallas, jamás la abdican volun- 
tariamente en aras de nada ni de nadie. 

Por lo demás, la nacionalidad de difícil averiguación, cam- 
biable á discreción de los individuos, expuesta á duplicarse 
legalmente y perdióle aun contra la voluntad de los interesa- 
dos en conservarla, no ofrece ciertamente base amplia y se- 
guirá para asentar sobre ella el principio regulador de la ca- 
pacidad personal, como enérgicamente lo demuestran Alcorta 
y Ramírez, como Asser lo reconoce evasivamente y como im- 
plícitamente lo declara Bar, atribuyéndole la ductilidad de la 
cera y la elasticidad de la goma. 

El sistema de la ley del lugar de la celebración del acto, 
que comprende entre sus combinaciones el de la residencia, 
por efímera que sea, no ha logrado alcanzar los honores de la 
codificación, y sólo puede ostentar en su apoyo las opiniones, 
discordantes en los detalles, de un escasísimo mí mero de au- 
tores, de los cuales ninguno se adhiere francamente al prin- 
cipio de la residencia pura y simple, que aparece sustentado 
por la minoría de la Comisión. 

La' mera residencia es circunstancia demasiado accidental, 
secundaria y variable para confiarle el régimen de la capaci- 
dad de las personas. Hoy aquí, mañana allá, la capacidad de 
contratar surgiría ó desaparecería con la misma facilidad y 
rapidez con que el cambio de lugar acarrease un cambio de 
legislación. Mientras tanto, si hay algo en realidad indiscuti- 
ble, es que la capacidad de las personas, debiendo constituir 
una situación normal pava el ejercicio de la vida civil, que 
refluye decisivamente sobre la estabilidad de las transacciones 
y la seguridad de los terceros, no puede quedar á merced de 
cambios más ó menos bruscos y frecuentes del tugar de la 
simple residencia. 

La ley aceptable no puede ni debe ser la de la residencia, 
cuyo carácter precario la priva de toda fijeza y le imprime el 
sello de una variabilidad ilimitada. No es en el lugar de la 
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residencia donde se concentran los intereses generales de la 
persona. No es allí donde obra y negocia de ordinario, ni allí 
donde se forman, se ligan y encadenan sus relaciones con los 
demás. Esencialmente accidental y transitoria, sería antijurí- 
dico que la capacidad de las personas le quedara sometida. 

Cuando una persona reside en algún país con intención de 
permanecer en él habitualmente; cuando se incorpora á la so- 
ciedad, toma sus costumbres y habla su idioma; cuando tal 
vez allí contrae vínculos estrechos de parentesco y asienta el 
hogar de su familia}* cuando entra en relaciones de negocio, 
dedicándose normalmente á la industria, al comercio ó al tra- 
bajo, y fundando allí su principal establecimiento, es de inte- 
rés general que las leyes de ese país rijan su estado y deter- 
minen su capacidad para todos los actos de la vida civil. 

La ley del domicilio, colocando á todos los habitantes bajo 
el imperio de una regla común, robustece la cohesión de las 
agrupaciones sociales, facilita el desarrollo de los negocios al 
amparo de una ley igual para todos, no ofrece el peligro de 
hallarse sin ley, ó de tropezar con una doble ley, aplicable á 
la capacidad individual, y respeta la autonomía de las perso- 
nas, de cuya voluntad depende la elección del domicilio, ade- 
cuado para el ejercicio de sus derechos civiles. 

Más jurídico que la nacionalidad, y menos variable que la 
residencia, el sistema del domicilio resiste con éxito los em- 
bates de los partidarios de los otros sistemas. Basado sobre la 
permanencia ordinaria en un lugar preciso, ella le imprime un 
sello de fijeza relativa, que impide la frecuencia de los cam- 
bios y que subsana todos sus inconvenientes, manteniendo la 
capacidad adquirida en el domicilio anterior, y designando la 
residencia como domicilio del que carezca de otro menos ins- 
table. 

Por estas consideraciones, la mayoría de la jComisión some- 
tía la capacidad de toda clase de personas á la ley de su do- 
micilio. 

No obstante la influencia que tiene el domicilio sobre las di- 
versas ramas del Derecho internacional privado, la mayoría de 
la Comisión no creyó del caso regularlo en el tratado de Dere- 
cho civil: prefirió dejarlo bajo la legislación interna de cada 
país, y se limitó á prevenir todo conflicto posible entre las le- 
yes de dos ó más Estados, declarando que, en caso de contra- 
dicción, debía prevalecer la ley del lugar de la residencia para 
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la determinación de las condiciones constitutivas del domici- 
lio jurídico (1). 

El representante de Chile, Sr. Prats, formuló dictamen apar- 
te, declarando que no le era posible aceptar resignadamente 
el voto del Congreso. Consideró la ley del domicilio contraria 
á la soberanía de las naciones. Comprendiendo la preferencia 
de la ley de la nacionalidad, no encontraba razón para prefe- 
rir la ley del domicilio en desprecio de la ley de la resi- 
dencia (2). 

El tratado de Derecho civil aceptado por el Congreso, no 
fué subscripto por los representantes de Chile ni del Brasil. 

Los principios que en él se hicieron prevalecer son casi com- 
pletamente opuestos á los sancionados por la legislación de 
Chile, principios de que el Sr. Prats juzgó no deber apartarse, 
tomando en cuenta que las soluciones dadas en el Código civil 
de Chile á las materias relacionadas con el Derecho internacio- 
nal privado, tenían en su apoyo la autoridad de más de treinta 
años de experiencia y la opinión de muchos de los más repu- 
tados autores (3). 

El Doctor de Andrade Figueira, representante del Brasil, es- 
tando de acuerdo con muchas disposiciones de los dos proyec- 
tos de la Comisión, no le fué posible aceptar en su totalidad ni 
uno ni otro, por oponerse á los principios fundamentales de su 
legislación, que descansa sobre el principio de la nacionalidad 
como norma reguladora del estado y de la capacidad general 
de las personas (4). 

El tratado de Derecho civil sólo fué, por consiguiente, firma- 
do por los representantes de la República Argentina, de Boli- 
via, del Paraguay, del Perú y del Uruguay. Reproducimos á 
continuación dicho tratado, así como el protocolo adicional, 
que son los que principalmente nos interesan. 


(1) Discurso del Doctor Quintana. Acias, pág. 394. — Fabres, pág. 219. 

(2) Discurso del Sr. Prats. Actas , pág. 431. — Fabres, pág. 270. . 

(3) Noguera. Memoria sobre el Congreso de Derecho internacional 
privado de Montevideo. Fabres pág. 201. 

(4) Actas , pág. 625. 
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TRATADO SOBRE DERECHO CIVIL INTERNACIONAL 


TÍTULO PRIMERO 

De las personas 

Artículo l.° La capacidad de las personas se rige por las. 
leyes de su domicilio. 

Art. 2.° El cambio de domicilio no altera la capacidad ad- 
quirida por emancipación, mayor edad ó habilitación judicial. 

Art. 3.° El Estado, en el carácter de persona jurídica, tiene 
capacidad para adquirir derechos y contraer obligaciones en 
el territorio de otro Estado, de conformidad á las leyes de esto 
último. 

Art. 4.° La existencia y capacidad de las personas jurídicas 
de carácter privado, se rige por las leyes del país en el cual 
han sido reconocidas como tales. 

El carácter que revisten las habilita plenamente para ejer- 
citar, fuera del lugar de su institución, todas las acciones y 
derechos que les correspondan. 

Mas para el ejercicio de actos comprendidos en el objeto es- 
pecial de su institución, se sujetarán á las prescripciones es- 
tablecidas por el Estado en el cual intenten realizar dichos 
actos. 


TÍTULO II 

Del domicilio 

Art. 5.° La ley del lugar en el cual reside la persona deter- 
mina las condiciones requeridas para que la residencia consti- 
tuya domicilio. 

Art. 6.° Los padres, tutores y curadores, tienen su domi- 
cilio en el territorio del Estado por cuyas leyes se rigen las 
funciones que desempeñan. 

Art. 7.° Los incapaces tienen el domicilio de sus represen- 
tantes legales. 

Art. 8.° El domicilio de los cónyuges es el que tiene cons- 
tituido el matrimonio, y en defecto de éste, se reputa por tal 
el del marido. 

La mujer separada judicialmente conserva el domicilio del 
marido, mientras no constituya otro. 
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Art. 9.° Las personas que no tuvieren domicilio conocido 
lo tienen en el lugar de su residencia. 

TÍTULO III 

De la ausencia 

Art. 10. Los efectos jurídicos de la declaración de ausencia 
respecto á los bienes del ausente, se determinan por la ley del 
lug-ar en que esos bienes se hallan situados. 

Las demás relaciones jurídicas del ausente seguirán gober- 
nándose por la ley que anteriormente les regía. 

TÍTULO IV 

Del matrimonio 

Art. 11. La capacidad de las personas para contraer matri- 
monio, la forma del acto y la existencia y validez del mismo, 
se rigen por la ley del lugar en que se celebra. 

Sin embargo, los Estados signatarios no quedan obligados á 
reconocer el matrimonio que se hubiere celebrado en uno de 
ellos, cuando se halle afectado de alguno de los siguientes im- 
pedimentos: 

(a) Falta de edad de alguno de los contrayentes, requirién- 
dose como mínimum catorce años cumplidos en el varón y 
doce en la mujer. 

(b) Parentesco en línea recta por consanguinidad ó afini- 
dad, sea legítimo ó ilegítimo. 

(c) Parentesco entre hermanos legítimos ó ilegítimos. 

(&) Haber dado muerte á uno de los cónyuges, ya sea como 
autor principal ó como cómplice, para casarse con el cónyuge 
supérstite. 

(e) El matrimonio anterior no disuelto legalmente. 

Art. 12. Los derechos y deberes de los cónyuges en todo 
cuanto afecta sus relaciones personales, se rigen por las leyes 
del domicilio matrimonial. 

Si los cónyuges mudaren de domicilio, dichos derechos y 
deberes se regirán por las leyes del nuevo domicilio. 

Art. 13. La ley del domicilio matrimonial rige: 

(a) La separación conyugal. 

(b) La disolubilidad del matrimonio, siempre que la causa 
alegada sea admitida por la ley del lugar en el cual se ce- 
lebró. 
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TÍTULO Y 

De la patria 'potestad, 

Art. 14. La patria potestad, en lo referente á los derechos 
y deberes personales, se rig-e por la ley del lugar en que se 
ejercita. 

Art. 15. Los derechos que la patria potestad confiere á los 
padres sobre los bienes de los hijos, así como su enajenación 
y demás actos que los afecten, se rigen por la ley del Estado en 
que dichos bienes se hallan situados. 

título vi 
De la filiación 

Art. 16. La ley que rige la celebración del matrimonio de- 
termina la filiación legítima y la legitimación por subsiguiente 
matrimonio. 

Art. 17. Las cuestiones sobre legitimidad de la filiación, 
ajenas á la validez ó nulidad del matrimonio, se rigen por la 
ley del domicilio conyugal en el momento del nacimiento del 
hijo. 

Art. 18. Los derechos y obligaciones concernientes á la 
filiación ilegítima, se rigen por la ley del Estado en el cual 
hayan de hacerse efectivos. 

título vii 

De la tutela y cúratela 

Art. 19. El discernimiento de la tutela y cúratela se rige 
por la ley del lugar del domicilio de los incapaces. 

Art. 20. El cargo de tutor ó curador, discernido en alguno 
de los Estados signatarios, será reconocido en todos los demás. 

Art. 21. La tutela y cúratela, en cuanto á los derechos y 
obligaciones que imponen, se rigen por la ley del lugar en 
que fué discernido el cargo. 

Art. 22. Las facultades de los tutores y curadores, respecto 
de los bienes que los incapaces tuvieren fuera del lugar de su 
domicilio, se ejercitarán conforme á la ley del lugar en que 
dichos bienes se hallan situados. 

Art. 23. La hipoteca legal que las leyes acuerdan á los in- 
capaces, sólo tendrá efecto cuando la ley del Estado en el cual 
se ejerce el cargo de tutor ó curador, concuerde con la de 
aquel en que se hallan situados los bienes afectados por ella. 
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TÍTULO VIII 

Disposiciones comunes á los títulos IV, Vy VII 

Art. 24. Las medidas urgentes que conciernen á las rela- 
ciones personales entre cónyuges, al ejercicio de la patria 
potestad y á la tutela y cúratela, se rigen por la ley del lugar 
en que residan los cónyuges, padres de familia, tutores y cu- 
radores. 

Art. 25. La remuneración que las leyes acuerdan á los 
padres, tutores y curadores, y la forma de la misma, se rige 
y determina por la ley del Estado en el cual fueron discerni- 
dos tales cargos. 


TÍTULO IX 

De los bienes 

Art. 26. Los bienes, cualquiera que sea su naturaleza, son 
exclusivamente regidos por la ley del lugar donde existen, en 
cuanto á su calidad, á su posesión, a su enajenabilidad abso- 
luta ó relativa y á todas las relaciones de derecho de carácter 
real de que son susceptibles. 

Art. 27. Los buques, en aguas no jurisdiccionales, se repu- 
tan situados en el lugar de su matrícula. 

Art. 28. Los cargamentos de los buques, en aguas no juris- 
diccionales, se reputan situados en el lugar del destino defi- 
nitivo de las mercaderías. 

Art. 29. Los derechos creditorios se reputan situados en el 
lugar en que la obligación de su referencia debe cumplirse. 

Art. 30. El cambio de situación de los bienes muebles no 
afecta los derechos adquiridos con arreglo á la ley del lugar 
donde existían al tiempo de su adquisición. 

Sin embargo, los interesados están obligados á llenar los 
requisitos de fondo ó de forma, exigidos por la ley del lugar 
de la nueva situación, para la adquisición ó conservación de 
los derechos mencionados. 

Art. 31. Los derechos adquiridos por terceros sobre los 
mismos bienes, de conformidad á la ley del lugar de su nueva 
situación, después del cambio operado y antes de llenarse 
los requisitos referidos, priman sobre los del primer auqui- 

rente. 


título X 

De los actos jurídicos 

Art. 32. La ley del lugar donde los contratos deben cum- 
plirse, decide si es necesario que se bagan por escrito y la 
calidad del documento correspondiente. 

Art. 33. La misma ley rige: 

(a) Su existencia; 

(b) Su naturaleza; 

fcj Su validez; 

(d) Sus efectos; 

(e) Sus consecuencias; 

(f) Su ejecución; 

(g) En suma, todo cuanto concierne á los contratos, bajo 
cualquier aspecto que sea. 

Art. 34. En consecuencia, los contratos sobre cosas ciertas 
é individualizadas se rigen por la ley del lugar donde ellas 
existían al tiempo de su celebración. 

Los que recaigan sobre cosas determinadas por su género, 
por la del lugar del domicilio del deudor al tiempo en que fue- 
ron celebrados. 

Los referentes á cosas fungibles, por la del lugar del domi- 
cilio del deudor al tiempo de su celebración. 

Los que versen sobre prestación de servicios: 

(a) Si recaen sobre cosas, por la del lugar donde ellas exis- 
tían al tiempo de su celebración; 

(b) Si su eficacia se relaciona con algún lugar especial, por 
la de aquel donde hayan de producir sus efectos; 

(c) Fuera de estos casos, por la del lugar del domicilio del 
deudor al tiempo de la celebración del contrato. 

Art. 35. El contrato de permuta sobre cosas situadas en 
distintos lugares, sujetos á leyes disconformes, se rige por la 
del domicilio de los contrayentes, si fuese común al tiempo 
de celebrarse la permuta, y por la del lugar en que la permuta 
se celebró, si el domicilio fuese distinto. 

Art. 36. Los contratos accesorios se rigen por la ley de la 
obligación principal de su referencia. 

Art. 37. La perfección de los contratos celebrados por co- 
rrespondencia á mandatario, se rige por la ley del lugar del 
cual partió la oferta. 
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Art. 38. Las obligaciones que nacen sin convención se ri- 
gen por la ley del lugar donde se produjo el hecho lícito ó ilí- 
cito de que proceden. 

Art. 39. Las formas de los instrumentos públicos se rigen 
por la ley del lugar en que se otorgan. 

Los instrumentos privados, por la ley del lugar del cumpli- 
miento del contrato respectivo. 

TÍTULO XI 

De las capitulaciones matrimoniales 

Art. 40. Las capitulaciones matrimoniales rigen las rela- 
ciones de los esposos, respecto de los bienes que tengan al 
tiempo de celebrarlas y de los que adquieran posteriormente 
en todo lo que no esté prohibido por la ley del lugar de su si- 
tuación. 

Art. 41. En defecto de capitulaciones especiales, en todo lo 
que ellas no hayan previsto y en todo lo que no esté prohibi- 
do por la ley del lugar de la situación de los bienes, las rela- 
ciones de los esposos sobre dichos bienes se rigen por la ley 
del domicilio conyugal que hubiesen fijado, de común acuer- 
do, antes de la celebración del matrimonio. 

Art. 42. Si no hubiesen fijado de antemano un domicilio 
conyugal, las mencionadas relaciones se rigen por la ley del 
domicilio del marido al tiempo de la celebración del matri- 
monio. 

Art. 43. El cambio de domicilio no altera las relaciones de 
los esposos en cuanto á los bienes, ya sean adquiridos antes ó 
después del cambio. 

TÍTULO XII 

De las sucesiones 

Art. 44. La ley del lugar de la situación de los bienes he- 
reditarios, al tiempo de la muerte de la persona de cuya suce- 
sión se trate, rige la forma del testamento. 

Esto no obstante, el testamento otorgado por acto público 
en cualquiera de los Estados contratantes, será admitido en 
todos los demás. 

Art. 45. La misma ley de la situación rige: 

(a) La capacidad de la persona para testar; 

(b) La del heredero ó legatario para suceder; 

(c) La validez y efectos del testamento; 
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id) Los títulos y derechos hereditarios de los parientes y 
del cónyuge supérstite; 

(e) La existencia y proporción de las legítimas; 

(f) La existencia y monto de los bienes reservables; 

(gl En suma, todo lo relativo á la sucesión legítima ó tes- 
lamentaría. 

Art. 46. Las deudas que deban ser satisfechas en alguno 
de los Estados contratantes, gozarán de preferencia sobre los 
bienes allí existentes al tiempo de la muerte del causante. 

Art. 47. Si dichos bienes no alcanzaren para la cancelación 
de las deudas mencionadas, los acreedores cobrarán sus sal- 
dos proporcionalmente sobre los bienes dejados en otros luga- 
res, sin perjuicio del preferente derecho de los acreedores 
locales. 

Art. 48. Cuando las deudas deban ser canceladas en algún 
lugar en que el causante no haya dejado bienes, los acreedo- 
res exigirán su pago proporcionalmente sobre los bienes de- 
jados en otros lugares, con la misma salvedad establecida en 
el artículo precedente. 

Art. 49. Los legados de bienes determinados por su género 
y que no tuvieren lugar designado para su pago, se rigen por 
la ley del lugar del domicilio del testador al tiempo de su 
muerte, se harán efectivos sobre los bienes que deje en dicho 
domicilio, y en defecto de ellos, ó por su saldo, se pagarán 
proporcionalmente de todos los demás bienes del causante. 

Art, 50. La obligación de colacionar se rige por la ley de 
la sucesión en que ella sea exigida. 

Si la colación consiste en algún bien raíz ó mueble, se limi- 
tará á la sucesión de que ese bien dependa. 

Cuando consista en alguna suma de dinero, se repartirá en- 
tre todas las sucesiones á que concurra el heredero que deba 
la colación proporcionalmente á su haber en cada una de ellas, 

TÍTULO XIII 

De la prescripción 

Art. 51. La prescripción extintiva de las acciones perso- 
nales se rige por la ley á que las obligaciones relativas están 
sujetas. 

. ^a prescripción extintiva de acciones reales se 

rige por la ley del lugar de la situación del bien gravado. 

Art. 53. Si el bien gravado fuese mueble, y hubiese cam- 
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biado de situación, la prescripción se rige por la ley del lugar 
en que se haya completado el tiempo necesario para pres- 
cribir. 

Art. 54. La prescripción adquisitiva de bienes muebles ó 
inmuebles se rige por la ley del lugar en que están situados. 

Art. 55. Si el bien fuese mueble y hubiese cambiado de 
situación, la prescripción se rige por la ley del lugar en que 
se haya completado el tiempo necesario para prescribir. 

TÍTULO XIV 

Be la jurisdicción 

Art. 56. Las acciones personales deben entablarse ante los 
Jueces del lugar á cuya ley está sujeto el acto jurídico materia 
del juicio. 

Podrán entablarse igualmente ante los Jueces del domicilio 
del demandado. 

Art. 57. La declaración de ausencia debe solicitarse ante 
el Juez del último domicilio del presunto ausente. 

Art. 58. El juicio sobre capacidad ó incapacidad de las 
personas para el ejercicio de los derechos civiles, debe seguir- 
se ante el Juez de su domicilio. 

Art. 59. Las acciones que proceden del ejercicio de la pa- 
tria potestad y de la tutela y cúratela sobre la persona de los 
menores ó incapaces y de éstos contra aquéllos, se ventilarán, 
en todo lo que les afecte personalmente, ante los Tribunales 
del país en que estén domiciliados los padres, tutores ó cura- 
dores. 

Art. 60. Las acciones que versen sobre la propiedad, ena- 
jenación ó actos que afecten los bienes de los incapaces, deben 
ser deducidas ante los Jueces del lugar en que esos bienes se 
hallan situados. 

Art. 61. Los Jueces del lugar en el cual fué discernido el 
cargo de tutor ó curador, son competentes para conocer del 
juicio de rendición de cuentas. 

Art. 62. El juicio sobre nulidad del matrimonio, divorcio, 
disolución, y en general todas las cuestiones que afecten las 
relaciones personales de los esposos, se iniciarán ante los Jue- 
ces del domicilio conyugal. 

Art. 63. Serán competentes para resolver las cuestiones 
que surjan entre esposos sobre enajenación ú otros actos que 
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afecten los bienes matrimoniales, los Jueces del lugar en que 
estén ubicados esos bienes* 

Art. 64. Los Jueces del lugar de la residencia de las perso- 
nas son competentes para conocer de las medidas á que se re- 
fiere el art. 24. 

Art. 65. Los juicios relativos á la existencia y disolución 
de cualquiera sociedad civil deben seguirse ante los Jueces 
del lugar de su domicilio. 

Art. 66. Los juicios á que dé lugar la sucesión por causa 
de muerte se seguirán ante ios Jueces de los lugares en que 
se hallen situados los bienes hereditarios. 

Art. 67. Las acciones reales y las denominadas mixtas de- 
ben ser deducidas ante los Jueces del lugar en el cual exista 
la cosa sobre que la acción recaiga. 

Si comprendieren cosas situadas en distintos lugares, el jui- 
cio debe ser promovido ante los Jueces del lugar de cada una 
de ellas. 


DISPOSICIONES GENERALES 

Art. 68. No es indispensable para la vigencia de este Tra- 
tado su ratificación simultánea por todas las naciones signa- 
tarias. La que lo apruebe, lo comunicará á los Gobiernos de la 
República Oriental del Uruguay y de la República Argentina, 
para que lo hagan saber á las demás naciones contratantes. 
Este procedimiento hará las veces de canje. 

Art. 69. Hecho el canje en la forma del artículo anterior, 
este Tratado quedará en vigor desde ese acto por tiempo inde- 
finido. 

Art. 70. Si alguna de las naciones signatarias creyese con- 
veniente desligarse del Tratado ó introducir modificaciones eu 
él, lo avisará á las demás; pero no quedará desligada sino dos 
años después de la denuncia, término en que se procurará lle- 
gar á un nuevo acuerdo. 

Art. 71. El art. 68 es extensivo á las naciones que, no ha- 
biendo concurrido á este Congreso, quisieran adherirse al pre- 
sente Tratado. 


PROTOCOLO ADICIONAL 

Artículo l.° Las leyes de los Estados contratantes serán 
aplicadas en los casos ocurrentes, ya sean nacionales ó extran- 
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jeras las personas interesadas en la relación jurídica de que se 
trate. 

Art. 2.° Su aplicación será hecha' de oficio por el Juez de 
la causa, sin perjuicio de que las partes puedan alegar y pro- 
bar la existencia y contenido de la ley invocada. 

Art. 3.° Todos los recursos acordados por la ley de proce- 
dimientos del lugar del juicio para los casos resueltos según su 
propia legislación, serán igualmente admitidos para los que se 
decidan aplicando las leyes de cualquiera délos otros Estados. 

Art. 4.° Las leyes de los demás Estados jamás serán apli- 
cadas contra las instituciones políticas, las leyes de orden pú- 
blico ó las buenas costumbres del lugar del proceso. 

Art. 5.° De acuerdo con lo estipulado en este Protocolo, los 
Gobiernos se oblig*aná transmitirse recíprocamente dos ejem- 
plares auténticos de las leyes vigentes y de las que posterior- 
mente se sancionen en sus respectivos países. 

Art. 6.° Los Gobiernos de los Estados signatarios declara- 
rán, al aprobar los Tratados celebrados, si aceptan la adhesión 
de las naciones no invitadas al Congreso en la misma forma 
que la de aquellas que, habiéndose adherido á la idea del Con- 
greso, no han tomado parte en sus deliberaciones. 

Art. 7.° Las disposiciones contenidas en los artículos que 
preceden se considerarán parte integrante de los Tratados de 
su referencia, y su duración será la de los mismos (1). 


(1) La ley argentina de 11 de Diciembre de 1894 ha aprobado los 
tratados del Congreso de Montevideo. Actas de las sesiones del Congreso 
Sud americano de Derecho internacional privado. Buenos Aires, Taller 
Tipográfico de la Penitenciaría Nacional, 1894, pág. 655. 


CXAJPÍTULO IX 


La extraterritorialidad y la Estadística (1) 

I.— La emigración y su influencia en el régimen jurídico de los pueblos. Congreso 
jurídico de Lisboa. 

II.— Los extranjeros y su acumulación en ciertos Estados. Ciudades cosmopolitas. 

III. — Aglomeración de nacionales sometidos á diferentes legislaciones y de extranje- 

ros en determinados territorios. Suiza. Argelia. 

I V. — Situación especial de España. 


I 

El principio personal, dice Torres Campos, tiene más im- 
portancia en Europa, especialmente en Francia é Italia; el te- 
rritorial prevalece en América, sobre todo en los Estados Uni- 
dos y la República Argentina. 

La natural tendencia absorbente de los Estados, añade, ex- 
plica bien la diversidad del principio predominante en las le- 
gislaciones del Antiguo y del Nuevo Mundo. El principio 
territorial ofrece menos dificultades prácticas, y en ciertas 
condiciones tiende á imponerse fatalmente. En los Estados 
Unidos, dada la variedad de las legislaciones cantonales y la 
diversa procedencia de los que emigran, se suscitarían dificul- 
tades ó iniquidades gravísimas, al tratar de aplicar en cada 


(1) Esta Memoria , después de la Introducción , en que se determina 
su objeto y plan, puede considerarse dividida en dos principales partes. 
En la primera, que termina en el capítulo VIII, hemos tratado de dar 
á couocer imparcialmente las disposiciones de los Códigos y los funda- 
mentos de las diferentes doctrinas, según sus principales mantenedores, 
que van citados en notas. En la segunda, que empieza en el capítulo IX, 
nos hemos propuesto exponer nuestro criterio particular, apoyado en tes- 
timonios autorizados, sintetizando bajo un amplio punto de vista, con el 
propósito de llegar á conclusiones, que puedan servir de bases para la for- 
mación de una ley de extraterritorialidad en España. 

Este capítulo IX representa, á pesar de la deficiencia de las estadís- 
ticas, una tentativa de aplicación del método positivo al estudio de la 
cuestión más controvertida en el Derecho internacional privado. 
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caso la legislación personal. La emigración va de Europa ét 
América. Los Estados á donde acuden los emigrantes en masas, 
tienden á ejercer autoridad sobre ellos, aplicando la legisla- 
ción nacional, único medio de resolver las intrincadas cues- 
tiones que de otro modo podrían surgir. El que marcha á 
América no va con ánimo de abandonarla al poco tiempo. No 
es lo mismo que ir de una á otra parte de Europa. Los Estados 
de donde la emigración parte, tienden á conservar la autori- 
dad sobre los que abandonan su suelo, ínterin no se naturali- 
cen en otro, y claro es que la naturalización, por mucho que 
se facilite, no ha de concederse por la simple traslación de 
uno á otro país, aun cuando se hallen á gran distancia. Cada 
Estado, pues, que tiene propias necesidades, busca el mejor 
medio de conseguir su satisfacción, como las cuestiones de que 
tratamos nos revelan. Se necesita fijeza en las leyes que han 
de regular ciertas relaciones, para que no queden abandonadas 
á merced de los individuos, y puedan prescindir de deberes á 
que justamente estén ligados, invocando, según les convenga, 
una ú otra legislación, y este carácter lo da en Europa el prin- 
cipio personal y en América el principio territorial. Con difi- 
cultad se traslada alguno, para dejar de cumplir un deber, al 
Continente americano. En Europa, dados los medios de comu- 
nicación, puede esto pasar fácilmente. 

Si examinamos detenidamente las legislaciones europeas y 
americanas, notaremos desde luego el predominio del princi- 
pio personal ó del principio territorial. Prevalece el primero 
en Europa, como natural reacción contra el Feudalismo, y co- 
mo consecuencia de la memorable Revolución francesa, que, 
destruyendo las instituciones feudales, tendió á la exaltación 
de la individualidad y al reconocimiento de los derechos de la 
personalidad humana. El principio de nacionalidad, por el que 
tanto tiempo ha luchado Italia, llevado ya allí con su unifica- 
ción al terreno práctico, y la indisputable importancia de sus 
jurisconsultos y publicistas, contribuyen en gran manera á 
extenderlo. Prevalece el segundo en Inglaterra y varios Esta- 
dos de Alemania, lo que bien se explica por la influencia de la 
organización feudal, y en América por causa sin duda de las 
necesidades nuevas. 

Para explicarnos cómo el principio territorial, consecuencia 
del Feudalismo, se adapta álas condiciones de pueblos que vi- 
ven bajo instituciones democráticas, es necesario tener en 
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cuenta un importante hecho, la emigración. «Ha adquirido 
en nuestros días, como dice Block (1), tan grandes é inespe- 
radas proporciones, que parece casi un suceso nuevo, que la 
política y la ciencia no pueden menos de atender, y que pro- 
voca discusiones doctrinales y reclama la acción del legisla- 
dor.» No se trata ya de un movimiento particular, sino de un 
movimiento general, una especie de movilización de la raza 
humana, un fenómeno universal que en todos los países se 
observa, cualesquiera que sean su grado de riqueza, su régi- 
men político y social y su condición geográfica. A partir 
de 1815, comienza á tomar un curso regular la emigración 
europea, entrando desde 1840 en su más activo período. 

La aplicación del principio territorial en los Estados Unidos 
y la República Argentina, los dos puntos de América á donde 
en mayor cantidad afluyen los emigrantes de Europa, se halla 
perfectamente explicada por los resultados de la Estadística. 
Examínense con detención, véanse las diversas nacionalidades 
de que los emigrantes proceden, y no se podrá menos de com- 
prender la imposibilidad de que pueda permitir un Estado, 
sin menoscabar su soberanía, que grandes masas de extranje- 
ros queden sometidos á sus respectivas legislaciones. Surgi- 
rían además dificultades inmensas del trato de ellos entre sí y 
con los ciudadanos en poblaciones, especialmente como Buenos 
Aires, donde llega el núrnerU' ¿ los extranjeros al de la mitad 
de los habitantes. El princr .o territorial, criterio igualitario 
en armonía con las instituciones libres, es un factor común á 
todos, que se someten voluntariamente y demandan el recono- 
cimiento y la sanción de sus derechos á las autoridades esta- 
blecidas (2). 

Torres Campos llega á formular la siguiente ley: «En todos 
los Estados en que existe una masa considerable de población 
extranjera de nacionalidades diferentes, se impone, en justo 
respeto á la soberanía del territorio, por lo que toca á las cues- 
tiones de Derecho internacional privado, el principio territo- 
rial» (3). 


(1) Dictionn aire general de la Politique. Nouvelle éditiou. T. I. pág¡- 
na 831. 

(2) Principios de Derecho internacional privado , págs. 192 ¿1^9. 

(3) Elementos de Derecho internacional privado. Segunda edición co- 
rregida y aumentada. Madrid, 1893, pág. 86. 
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El Congreso jurídico de Lisboa de 1888, como transacción 
entre las opiniones opuestas, aprobó, entie otras conclusiones, 
la siguiente: «El estado y la capacidad déla persona se deter- 

minan por la nacionalidad ó el domicilio, según el principio 
reinante en el lugar en donde se halle.» — «Mas es conveniente 
que sobre este estado y capacidad, derechos y deberes de fa- 
milia y disposición de bienes por sucesión testamentaria ó le- 
gítima se adopten:»— «En los pueblos de Europa y en cuales- 
quiera otros de población principalmente fija, los principios 
de nacionalidad y subsidiariamente de domicilio, consignados 
por el Instituto de Derecho internacional, en su sesión de Ox- 
ford ( 1880 ), limitándose su aplicación solamente en cuanto sea 
preciso, para no contrariar el régimen de orden público esta- 
blecido en el país en que la aplicación ha de hacerse, esto es, 
su organización política, civil, económica, etc.»— «En los pue- 
blos en que predominan ó en que son muy importantes las in- 
migraciones, el principio de la nacionalidad debe ser sustitui- 
do por el del domicilio.» 


II 

La emigración puede dividirse en dos períodos: 


Períodos Emigrantes Por año 

De 1816 á 1850 4.309.000 123.000 

De 1851 á 1888 19.091.000 503.000 (1) 


Aún sin incluir algunas cifras, se calculan en 4.800.000 las 
personas que emigran de una á otra comarca, sin dejar el 
Continente europeo. Según los últimos datos, había en 1880-81 , 
3.429.000 extranjeros viviendo en las diferentes comarcas. 

La relativa pérdida ó ganancia de los Estados por inmigra- 
ción se ve en el cuadro siguiente: 


(1) Sobre el movimiento total de la emigración europea de 1886 
á 1892, véase la Estadística de Italia, extractada en la Unión Ibero-Ame- 
ricana de 4 de Octubre de 1894, pág. 543. 
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Países que ganan 


PAÍSES 

Aumento anual 
por inmigración 
por 

1.000 habitantes 

Períodos 

Francia 

• • • • 11 

1882-86 


• * * • 13 

1871-72 

Finlandia 

• . . • 6 

1871-80 

Grecia 

76 

1870-79 

Rumania 

.... 5 

1860-84 

Servia 

38 

1879-84 

Estados Unidos 

. . . . 68 

1871-80 

Australia 

223 

1876-88 

Canadá 

.... 60 

1871-80 

República Argentina 

320 

1880-88 

Países 

que pierden 


Inglaterra 

.... 8 

1871-80 

Escocia 

. . . • 36 

1871-80 

Irlanda 

128 

1871-80 

Reino Unido 

23 

1871-80 

Alemania 

41 

1881-85 

Austria 

17 

1870-80 

Hungría 

13 

1870-80 

Italia , 

18 

1871-81 

España 

41 

1860-77 

Portugal 

13 

1864-77 

Suecia 

32 

1871-80 

Noruega . 

.... 42 

1865-75 

Dinamarca 

.... 27 

1871-80 

Holanda 

13 

1871-80 

Bélgica 

19 

1871-80 

Suiza 

12 

1871-80 


La proporción de los extranjeros en varias comarcas puede 
calcularse en esta forma: 

Por 

PAÍSES 1.000 habitantes 

de población 


Estados Unidos 133 

Suiza 74 

Dinamarca 32 

16 


PAÍSES 


Por 

1.000 habitantes 
de población 


Francia 

Bélgica 26 

Servia 21 

Noruega 20 

Grecia 10 

Holanda * 17 

Austria 16 

Hungría. 15 

Alemania 6 

Beino Unido 4 

Suecia 4 

España 3 

Italia 2 (1) 


Al hablar particularmente de los países que más emigrantes 
han reunido, debemos comenzar por la República Norte- Ame- 
ricana. 


Inmigrantes de 1820 á 1891 


De 

1820 á 

1830 


De 

De 

1830 á 
1S40 á 

1840 

539.391 

» 

1850 


» 

De 

1850 á 

1860 


» 

De 

1860 á 

1870 


» 

De 

1870 á 

1880 


» 

De 

1880 k 

1890 


» 

En 

1891 . . 


555.496 

» 


Total de 1820 Á 1891 15.490. 654 personas. 


Inmigración por nacionalidades de 1880 á 1890 

Alemanes. . . . 

Escandinavos 
Irlandeses . . . 

Ingleses 

Escoceses. . . . 

Galos 


1.457.000 

741.000 

655.000 

143.000 

113.000 
13.000 


I 2 - 


198.000 


924.000 


(1) Mulhall. The Dictionary of Statistic. London. 1892. Populatio 
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* 


Rusos 268 . 000 

Austríacos (eslavos) 179.000 

Húngaros (eslovaques, croatas, . 

servios) 130.000 > 687 ' 000 

Polacos * 60.000 

Tcheques 50.000 

Italianos 

Franceses j 153.000 

Suizos y belgas ; 

Los inmigrantes vienen, pues, á constituir un poco más de 

la cuarta parte de la población total. 

Población de los Estados Unidos en 1890 



Blancos 54.875.000 ó sea 87,7 por 100 

Afro-americanos 7.500.000 ó sea 11,9 » 

Pieles rojas 250.000 ó sea 0,4 » 

Total 62. 625.000 (i) 


Población de los Estados Unidos según el color y la nacionalidad 

en 1890 



Estados 

Estados 

Estados 



del Norte 

del Sur 

del Oeste 

TOTAL 

T , \Blancos.. 

Indígenas \ 

31.105.585 

12.558.830 

2.197.608 

45.862.023 

( De color . 

709.948 

6.741.637 

59.095 

7.510.680 

Total de los indígenas . . . 

31.815.533 

19.300.467 

2.256.703 

53.372.703 85,23 °f 0 

Extranjeros..! -^ ancos * * 

7.928.323 

520.895 

672.649 

9.121.867 

I De color. 

19.968 

9.451 

98.261 

127.680 

Total de los extranjeros . 

7.948.291 

530.346 

770.910 

9.249.547 14,77 0 / o 

Total 

39.763.824 

19.830.813 

3.027.613 

62.622.250 


Gentes de color 


Negros 6.337.980 

Mulatos 1.132.060 

Chinos 107.475 

Japoneses 2.039 

Indios civilizados 58 . 806 


Total 7.638.360 


(1) Reclus. Nouvelle Géographie univer selle . Tomo XVI, pag. 667, 
nota 1; 671, nota, y 690, nota. 
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Extranjeros en 1890 


Alemanes 

Ir] nucieses 

Iugleses y escoceses 

Suecos 

Noruegos 

Rusos 

Italianos 

Otros europeos 

Canadenses y originarios de Tierra 

Nueva 

Otros americanos 

Chinos. 

Originarios de otros países 


2.784.894 

1.871.509 

1.251.402 

478.041 

322.665 

182.644 

182.580 

927.686 

980.938 

106.115 

106.688 

54.385 


TotAI 9.249.547 (l) 

Representa el Estado de Nueva York la décima parte de toda 
la población de la Unión Americana, conteniendo una inmen- 
sa mezcla de elementos extranjeros, bajo la que ha desapare- 
cido el elemento primitivo. 

El conting-ente del elemento extranjero desde 1850, es como 
sig-ue: 


Años 

Indígenas 

Extranjeros 

Proporción 

1850 

2.436.771 

655.929 

27 por 100 

1860 

2.879.455 

1.001.280 

35 » 

1870 

3.244.406 

1.138.353 

35 » 

1880 

3.871.492 

1.211.379 

31,3 » 

Nueva York 

está al frente de 

todos los Estados por el núme 


ro de los extranjeros que recibe, casi la quinta parte de todos 
los que van á buscar fortuna en América. 

Ocupan el primer lug*ar, entre los extranjeros, los ingdeses 
y los alemanes, que forman gruesos batallones. Veámoslo: 


Reino Unido, 
Alemania. . . 

Francia 

Italia 


631.359 

355.913 

20.321 

15.113 


(1) Almanach de Gotha , 1895, pág. 736. 
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Escandiría via 13.349 

Polonia 11.999 

Austria-Hungría 10.970 

Suiza 10.721 


La emigración del Reino Unido se descompone de este modo: 

Irlanda 499.445 Escocia 28.068 

Inglaterra 116.362 Canadá 80.062 

El puerto de Nueva York es el principal punto de llegada 
de los inmigrantes. De los 7.892.783 que han marchado á los 
Estados Unidos, de 1855 á 1882, 5.169.765 han desembarcado 
en Nueva York. En 1882 ha llegado la inmigración á su má- 
ximum con 476.086. El país que ha dado más inmigrantes es 
Alemania, y después Irlanda, Inglaterra y Suecia. He aquí las 


cifras de 1886: 

Número total 321.814 

Al emanes 73 . 099 

Ingleses (é irlandeses) 59.335 

Italianos 29.312 

Rusos (judíos sin duda en su mayor parte). . . „ 23.987 

Suecos 21.905 

Noruegos 10.443 

Franceses, etc 4.998 


De 1847 á 1881 inclusive, se han contado 2.498.595 inmi- 
grantes alemanes, 2.171.982 irlandeses, 834.328 ingleses y 
208.505 suecos. 

Después del Estado de Nueva York, siguen, por el número 
de los extranjeros, aunque no pueden comparársele, Illinois y 
Pensilvania. Según el censo de 1880, de 3.078.769 habitantes 
de Illinois, se contaban 2.495.177 indígenas y 583.592 extran- 
jeros, y en Pensilvania, de 4.282.891 habitantes, eran indíge- 
nas 3.695.062 y extranjeros 587.829. No pasaba, pues, el nú- 
mero de extranjeros de un poco menos de la quinta y de la 
sexta parte respectivamente en Illinois y Pensilvania (1). 

Carecemos, por desgracia, de un censo completo de la Re- 
pública Argentina. Hemos de limitarnos á hablar de la pro- 
vincia de Buenos Aires en 1881. 


£1) Tomamos estos datos y otros que se insertan después, de Yivien de 
int Martin, Nouveau Dictionnaire de Géographie univevselle. París, 1879- 


Saint 

1894. 
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Población absoluta, de la provincia de Buenos Aires 

por nacionalidades 


Argentinos 393.482 

Bolivianos 60 

Brasileños 333 

Chilenos • • • 663 

Norte- Americanos 243 

Orientales 4.751 

Paraguayos. . . 1 • 049 

Otros Estados americanos 83 

Alemanes 1.479 

Austrtiacos 284 

Españoles 33 . 692 

Franceses 20.738 

Ingleses . • 9.089 

Italianos 57.128 

Portugueses 328 

Suizos 1 . 696 

Otros Estados europeos. 980 

Asiáticos 15 

Africanos 44 

Sin especificación 244 


Total 526.581 


Argentinos 393.482 75% 

Extranjeros 133.099 25 % 


Composición étnica de la 


población de la provincia 



AÑOS 

NACIONALIDADES 

1869 

En cada 1.000 
habitantes hubo 

1881 

En cada 1.000 
habitantes hubo 

Argentinos 

Italianos 

801,1 "/o 

59,0 » 

A ^ o » 

747,2 % 
106,6 » 
64,0 » 
39,4 » 
17,3 » 

9.0 » 
2,8 » 

2.0 » 
3,2 » 
8,5 » 

Españoles 

Franceses 

O , O 77 

A Q O » 

Ingleses 

Orientales 

*±OyO 77 

18,8 » 

9,8 » 

3,6 » 

2,0 » 
Q 1 \\ 

Alemanes 

Paraguayos 

Suizos 

Varias nacionalidades. . . . 

O, 1 l' 1 

13,5 » 

Total 

i non 

1.000 


1 • uuu 
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La población argentina disminuye en 54 por 100. Los ita- 
lianos y españoles, sobre todo aquéllos, han aumentado, como 
se ve, su parte constitutiva de la población de la provincia, al 
paso que todas las demás nacionalidades la han disminuido, 
si se exceptúan los paraguayos, que han conservado la misma 
cifra relativa de 1869, y los suizos, que la han aumentado en 
un décimo por 1.000. 

Argentinos y extranjei'os en 1869 y 1881 



1881 

1869 


Argentinos 

Extranjeros 

Argentinos 

1 

Extranjeros 

Begión Norte 

239.297 

86.815 

\ 

] 

167.318 

48.493 

Idem Central 

112.611 

33.537 

72.950 

12.035 

Idem Sud 

39.853 

12.317 

11.811 

1.926 

Idem Patagónica 

1.721 

430 

2.052 

515 

Totales 

393. 182 

133.099 

254.131 

_62.969_ 


526.581 (25 %) 

317.100 (19%) 


Población absoluta 



1881 

1869 

Begión Norte. 

326.112 

215.811 

Idem Central 

146.148 

84.9S9 

Idem Sud 

52.170 

13.737 

Idem Patagónica. 

2.151 

2.567 


526 . 58 1 

317.100 



Los inmigrantes que han entrado en Montevideo, proceden- 
tes de Europa, Brasil, Islas Canarias y Pacífico, han llegado 


t y 

(1) Censo general de la provincia de Buenos Aires demográfico , 
cola , industrial , comercial , etc., verificado el 9 de Octubre de - 
nos Aires, 1883. Páginas 233, 219, 229 y 226. 
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a s ¡<mientes cifras en los quinquenios de 1881-85 y de 
1886-90: 

Término medio 

Quinq uenio Total auual 

1881-85 57.171 11.434 

1886-90 93.205 18.641 

En ellos había italianos, españoles, franceses, ingleses, ale- 
manes, suizos, argentinos, portugueses, etc. Los italianos y 
los españoles han entrado en masas (1). 

El número de extranjeros existentes en la República Orien- 
tal del Uruguay, según el último cálculo de 1879, se indica á 
continuación: 


Departamentos 

Orientales 

Extranjeros 

Total 

Canelones. 

37.155 

15.176 

52.331 

La Colonia 

17.800 

9.251 

27. 051 

Soriano 

13.543 

6.673 

20.216 

San José 

20.542 

7.234 

27.766 

Maldonado 

21.924 

4.112 

26.036 

La Florida 

18.019 

2.869 

20.888 

Paysandú 

20.212 

13.773 

33.985 

El Salto 

15.216 

10.725 

25.941 

Cerro-Largo 

16.815 

7.660 

24.475 

Minas. 

18.368 

2.623 

20.991 

Durazno 

11.360 

4.640 

16.000 

Tacuarembó 

20.569 

10.846 

31.055 

En los departamentos 

231.523 

95.222 

326.745 

Departamento de Montevideo. 

66 . 500 

45.000 

111.500 

Total 

298.023 

140.222 

438 . 245 


Se calcula en 1891, como población para toda la República, 
aproximadamente 750.658 habitantes. 

De los anteriores datos resulta que los extranjeros son algo 
inferiores á la mitad de la población en el departamento de 
Montevideo, y poco menos de una tercera parte en toda la Re- 
pública. 

Para dar una idea de la complicación délas relaciones jurí- 


(1) Dirección de Estadística general. Anuario estadístico de la R?P l h. 
blica Oriental del Uruguay. Año 1890. Montevideo, 1891, págs. XXX» 
y 114. ° 
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dicas, nos bastará decir que en los 3.524 matrimonios verifi- 
cados en 1891, hubo 1.808 varones y 2.553 mujeres orientales 
y 1.716 y 971 respectivamente extranjeros (1). 

Si dirigimos la mirada á otras Repúblicas de América, en- 
contraremos mucho menor número de extranjeros. 


I 



Países Población total Exh-uiijeros Proporción Anos 


Chile 2.075.971 26.635 1,3 °/ 0 1875 

Perú 2.621.924 18.082 0.,7 » 1876 

Venezuela 2.121.988 34.916 1,6 » 1881 

Paraguay 339.764 7.886 2,3 » 1886 (2) 


La inmigración actual en Venezuela, según los últimos da- 
tos, oscila entre 1.500 y 2.000 inmigrantes; durante los años 
1886, 1887 y 1888 fuéla inmigración total de 4.537 individuos, 
y en 1890 de 1.555. Los emigrantes proceden, casi en su tota- 
lidad, de España, Islas Canarias, Francia é Italia, sin faltar de 
los demás Estados europeos y también asiáticos (3). 

Según el censo de 1854, el total de extranjeros residentes en 
Chile era de 19.609. E 11 el censo de 1865 esta suma es de 23.220, 
en 1875 de 26.635 y en 1885 de 87.077. De este último total 
debe deducirse la población extranjera de Tacna, que sólo acci- 
dentalmente está incorporada al territorio de la República, po- 
blación que asciende á 22.077 habitantes. Hecha esta deduc- 
ción, la población extranjera de Chile sería 65.000, que para 
una población total de 2.956.412 habitantes, viene á represen- 
tar 2 por 100 (4). 

Por primera vez se ha hecho en 1851 el censo de los extran- 


(1) Dirección de Estadística general. Anuario estadístico de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay . Año 1891. Montevideo, 1892, pag. XXV. 
Gummá y Martí. Inmigración y colonización de la República Oriental del 
Uruguay. Cuarto Centenario del descubrimiento de America. Congreso 
geográfico Hispano- Portugués- Americano, reunido en Madrid en el mes 
de Octubre de 1892. Actas. Tomo 2.° Madrid, 1894, pág. 615. 

(2) Estadística de la emigración é inmigración de España en los años 
de 1882 á 1886 por la Dirección general del Instituto Geográfico y Esta- 
dístico. Madrid, 1891, pág. 60. 

(3) Valero y Castell. Memoria acerca de los Estados Unidos de Vene- 
zuela por lo que respecta á su Geografía física, política y estadística. Con- 
greso Geográfico Hispano- Portugués Americano reunido en Madrid me 
mes de Octubre de 1892. Actas. Tomo segundo, Madrid, 1894, pág. oSJ. 

(4) Oficina central de Estadística. Sinopsis estadística y geo<¡ rujien ie 
la República de Chile en 1893. Santiago de Chile, Imprenta Xaeional, 
1894. Págs. 13 y 26. 
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jeros en Francia. En esta época se contaban 380.000 extran- 
jeros, ó sea casi el 1 por 100 de la población total. 

En*1861, llega á medio millón el número de extranjeros del 
censo, lo cpie constituía 1,33 por 100. 

En 186G, 630.000, ó sea 1,67 por 100. 

En 1872, después de la guerra, la colonia extranjera contaba 
100.000 habitantes más, á pesar de los que había en los Depar- 
tamentos anexionados á Alemania (60.000 alemanes y* 60.000 
suizos, belgas y luxemburgueses). 

En 1877 nuevo progreso: 800.000 extranjeros, ó sea 2,17 por 
100 de la población total. 

En 1881 pasan del millón, y en 1886 se cuentan 1.126.000 
extranjeros. Siguiendo la marcha de la inmigración, calcula 
Turquam, en 1889, 1.250.000 extranjeros. 

Las seis principales nacionalidades que figuran en la inmi- 
gración de los extranjeros son belgas, italianos, alemanes, es- 
pañoles, snizos é ingleses. 

Se distribuyen los extranjeros, por 100 personas de la pobla- 
ción total, de 11 á 20 extranjeros en el Departamento de los 
Alpes marítimos, 18 en el Norte, 11 en Bocas del Ródano y 
sólo 7 en el Sena (1) . 

Se suponen 400.000 franceses en el extranjero, repartidos en 
esta forma: 


Europa 200.000 

Africa 20.000 

América del Norte . 120.000 


América del Sur . . . 30.000 

Asia 15.000 

Oceanía 3.000 


Acaso sea deficiente la estadística, pues en la Plata debía 
haber lo menos 200.000. 

Según Vivien de Saint-Martin, había en Francia, en 1876? 
36.905.788 habitantes, distribuidos de la siguiente manera: 

(Nacidos en el Departamento que habitan.... 30.903.778 

Franceses j Nacidos en otros Departamentos 5.165.746 

(Nacidos en el extranjero (naturalizaciones).. . . 34.510 

Extranjeros residentes en Francia 801.754 

Los extranjeros residentes en Francia se contaban, pues, por 
2,17 por 100 de la población, siendo numerosos sobre todo efl 


(1) 1 1 Congres International des Sciences geographiqu.es tenu d Pü r * s 

en 1889. lome premier. París, 1890. Communication sur la Statistique e 
l inmigration ctrangere en France , pág. 299. 
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París (135.642 para el Departamento del Sena), y en ciertos 
Departamentos de la frontera, como el Norte (249.719), los 
Ardennes (30.732), Meurthe-et-Moselle (18.236), Alpes maríti- 
mos (21.993), Yar (19.648), Bocas del Ródano (67.184), etc. 

En 1890, existían 3.458.665 súbditos alemanes en el extran- 
jero y 472.867 extranjeros en Alemania. 

He aquí la importancia de la población alemana en los prin- 
cipales países de emigración: 


En Francia 83.507 

En Argelia 4.863 

En Italia 6.234 

En Austria-Hungría 105.899 

En Holanda 28.732 

En Suecia 1.622 

EmEspaña . . . . 1.826 

En la América del Sud 20.879 

En Bélgica 36.547 

En Dinamarca 31.112 

En Inglaterra 53 . 591 

En el Luxemburgo 9.925 

En Noruega 1.609 

En Suiza 94.207 

En las Indias 2.637 

En el resto de Asia 572 

En Africa * 7.797 

En el Canadá 27 752 

En los Estados Unidos 2.784. 894 

En el Brasil 44.087 

En Australia 49.681 


He aquí la nacionalidad de 
Alemania: 


Franceses 19.659 

Argelinos 204 

Italianos 15.570 

Austriacos 201.342 

Holandeses 37.055 

Suecos 10.924 

Españoles 442 

Sud-americanos 1.447 

Belgas 10.194 

Daneses 23.317 

Ingleses 15.534 


los extranjeros establecidos en 

Luxemburgueses 

Noruegos 

Suizos 

Indios 

Asiáticos 

Africanos 

Canadenses 

Americanos de los Es- 
tados Unidos 

Brasileños * * • 

Australianos 


12.585 

2.188 

41.105 

2.173 

135 

1.032 

318 

17.550 

1.476 

666 
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lis de notar la enorme cifra de la población de origen ale- 
mán en los Estados Unidos, así como el numeroso contingente 

de emigración (1). 

La estadística italiana distingue la emigración temporal de 
la propiamente dicha ó permanente. 

Emigración temporal 

90.000 1891 118.000 

105.000 1892 116.000 

113.000 



Emigración permanente 



1 Q7Q 

20.000 

1887 


128 000 

1 Q 70 «H-8 7 

40.000 

1888. 


196.000 

113.000 

105.000 

176.000 

i O t iJ 0\J O i. •••••< 

i ««9 


1889 


1 Kftft 

77.000 

1890 

% 

' 1886 


1891 



1876 

1889 

1890 


El número de italianos en el extranjero va aumentando de 
una manera considerable (2). 


PARTES DEL MUNDO 


Luropa 

Africa ! 

(entre 

1 

!y . . • 

América ! 

(entre 

i 

!y • •• 

Asia 


Oceanía. 


Total general 


lentre 

)y • • •; 


AÑO© 


1871 

1881 

1891 

i 

190.872 

i 

25.983 ’ 

380.352 
! 62.203 

I 

470.732 

75.211 

40.483 1 

210.056 

216.056 • 

579.335 

1.429.241 

4.016 

7.625 

8.640 

1.026 

2.877 

4.320 

431.953 
452.453 ( 

• 1.032.392 

1 

1 

1.988.144 


En 1871 no llegaban á 500.000 los italianos en el extranje- 


(1) Journal du Droit International privé. 1995. Pág. 921. 

(2) Ministero di Agricoltura, Industria e Commercio. Direzione ge- 
nérale della Statistica. Annuario statistico italiano. 1892. Roma, 1893, pá- 
ginas 43 y 87. 
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ro, y en 1891 se elevaba su número á cerca de 2.000.000 (1) 
distribuidos de la manera que indica el adjunto cuadro: 


Francia 295 741 

Austria-Hungría 52.198 

Suiza 41.891 

.Rumania, Servia y Montenegro 5.357 

Turquía europea y Bulgaria 14 . 551 

Grecia 7.474 

España y Portugal 4.377 

Gran Bretaña 19.196 

Alemania 15.411 

Otros países de Europa 14.546 

Africa 75.211 

República Argentina 452.000 

Estados Unidos del Norte 286 . 520 

Brasil * 554.000 

Uruguay 100.000 

Otros países de América 36.721 

Asia y Oceanía 12.960 


Total 1.988.144 


Los extranjeros en Italia, según el censo de 1881, eran 
59.956, repartidos en esta forma: 


De Austria-Hungría 16.092 

De Suiza 12.104 

De Francia 10.781 

De la Gran Bretaña 7 . 302 

De Alemania 5.234 

De otros países de Europa 5.669 

De Africa 397 

De América 2.192 

De Asia y Oceanía 185 


Total.... . ... 59.956 


Es de advertir que gran parte de estos extranjeros no tenían 
residencia estable en Italia. Contrasta sobre manera el gran 
número de italianos en el extranjero con la baja cifra de ex- 
tranjeros en Italia, que en relación con la población de este 
país (de 31 á 32 millones de habitantes), no pasa de 0,2 por 100. 

Según el censo del Japón de 1893, para una población total 
de 41.386.265 habitantes, había 9.709 extranjeros, lo que nos 
da la exigua proporción de 0,02 por 100 (2). 


(1) Emigracione e coloide. Rapporti di R.R. Ageníi diplomatici e con- 
solari, publicati del R. Ministero degli Affari Esteri. Roma, 1893. 

(2) Journal du Droit internalional privé, 1895. Pag. 927 . 

Las disposiciones de Código civil del Japón de 1890 se hallan inspira- 
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Para acabar de formar criterio, es menester considerar par- 
ticularmente aquellas ciudades, que, en razón al g*ran número 
ele extranjeros que contienen, merecen ser denominadas ciu- 
dades cosmopolitas. 

La proporción de los extranjeros con la población es, según 
Mulhall, de 13 por 1.000 en Berlín, de 14 en Buda-Pest, de 21 
en Londres, de 90 en París, de 210 en Montevideo y de 360 en 
Buenos Aires. 

Desde la caída del dictador Rosas, el 3 de Febrero de 1852, 
se determinó en la República Argentina una poderosa corrien- 
te de inmigración, desviada, algunas veces, por las crisis, pes- 
tes y guerras, pero jamás detenida. Las industrias, el comer- 
cio, la agricultura, hasta entonces adormecidas, recibieron 
con su concurso un empuje colosal. En un solo año entraron 
por el puerto de Buenos Aires más inmigrantes que los que se 
habían aglomerado en la ciudad en muchos años de existencia. 

La administración pública no tuvo el cuidado de llevar 
exacta cuenta de los inmigrantes entrados en 1853; pero desde 
1854 se conoce, hasta una época relativamente reciente, sólo 
la cifra absoluta délos arribados. A partir de 1870, las estadís- 
ticas oficiales hacen la distinción de los inmigrantes por na- 
cionalidad. 


En 1854, en el segundo semestre, penetraron 2.524 hombres; 
en 1855, 5.912; en 1856, 4.672; en 1857, 4.951; en 1858, 4.658, 
y en 1859, 4.735; en los seis años, 27.452 inmigrantes, más, 
muchísimo más que los que habían ido en dos siglos de vida 
colonial. 

En la década formada por los años de 1860 á 1869, el número 
de los inmigrantes arribados se eleva á 134.325; en la década 
de 1870 á 1879, llega á 264.869, y en los nueve años transcu- 
rridos desde 1880 hasta 1888 han entrado 576.496 inmigrantes, 
cifra que supera en mucho á la de los arribados desde 1857 
hasta 1879. 

En 1888, sobre todo, la inmigración ha alcanzado proporcio- 
nes hasta ahora desconocidas en el país. Se ha elevado á 
129.115 inmigrantes, de los cuales 75.105 son italianos, 25.495 


radas en las del Código italiano. Pueden verseen el siguiente estudio: P a * 
ternostro. La renston des traites avee le Japón cnt point de vue du Dty^ 
International. Reme de Droit international et de Legislation compAr^* 


1891. Png. 184 

O 
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españoles, 17.105 franceses, 1.426 ingleses, 1.479 suizos, 1.536 
austríacos, 2.333 alemanes, 3.201 belgas, y el resto de varias 
nacionalidades. 

En cuanto á las cifras de la nacionalidad de los inmigrantes 
entrados desde 1857 hasta el 31 de Diciembre de 1888, alcan- 
zan, para los italianos, á 646.162; para los españoles, á 136.274; 
para los franceses, á 76.080; para los ingleses, á 23.005; para 
los suizos, á 18.926; para los austríacos, á 16.768; para lósale- 
manes, á 15.275; para los belgas, á 7.643, y para varias nacio- 
nalidades, á 24.308; en todo, 964.441. 

En los treinta y dos años transcurridos desde 1857 hasta el 
31 de Diciembre de 1888, han entrado, pues, por el puerto de 
Buenos Aires, 964.441 inmigrantes de Ultramar, de los cuales 
una parte ha regresado á los puntos de partida; otra ha sido 
disminuida por los claros que la muerte abre en las filas hu- 
manas, y otra se encuentra esparcida, en desiguales proporcio- 
nes, por toda la extensa superficie de la República, labrando 
su fortuna y la del país bajo cuyas leyes liberales se cobija. 

El censo levantado el año 1887 en Santa Fe ha demostrado 
que aquella provincia, que con razón es reputada como uno de 
los centros de la República que más atrae la inmigración eu- 
ropea, reunía, en una población de 220.332 habitantes, 84.215 
extranjeros, ó sea el 38 por 100. 

Respecto de la proporción en que figura en la población de 
la capital el elemento extranjero, este censo ha revelado que, 
en una suma total de 433.375 habitantes (comprendiendo Flo- 
res y Belgrano), había 228.641 extranjeros y sólo 207.734 ar- 
gentinos. 

Es decir, que en la capital argentina, en esta ciudad que 
atrae y retiene á importantes masas humanas de toda la Re- 
pública, el elemento nacional pesa, numéricamente hablando, 
menos de la mitad en la balanza de la población total. 

De la población extranjera residente en Buenos Aires en 
1887, 138.166, el grupo más poderoso, pertenecía á los italia- 
nos, 39.562 á los españoles, 20.031 á los franceses, 4.160 á los 
ingleses, 3.900 á los alemanes, y 2.127 á los austríacos. 

En 1869, cuando se hizo el penúltimo censo, existían en la 
ciudad 41.957 italianos, 13.998 españoles, 13.402 franceses, 
3.081 ingleses, 2.039 alemanes, y 542 austríacos. 

De suerte, pues, que la agrupación extranjera, que ha teni- 
do un aumento más considerable en el espacio de diez y ocho 
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años que media entre los dos censos levantados en Buenos Ai- 
res ha sido la italiana, que ha ganado 96.209 habitantes, vi- 
niendo después, en orden decreciente, la española con 25.564, 
la francesa con 6.629, la alemana con 1861, la austríaca con 
.1885 y la inglesa con 1.079. 

La inmigración que entra por el puerto de Buenos Aires, y 
que en grandes cantidades se esparce por todo el país, es la 
principal fuerza y el primer elemento de progreso y de trabajo 
de la República entera. Activa el comercio, desarrolla las in- 
dustrias y da valor á las tierras. Su suspensión sería tan fatal 
para el progreso de la nación, qtie, para hacerla estimar de 
una manera gráfica, se emplea un símil sacado de un fenóme- 
no del mundo físico. Tyndal, el célebre sabio, ha dicho, elo- 
giando la influencia climatológica de la corriente ecuatorial, 
que la sola suspensión, en una noche del goolf streen, esa co- 
rriente que lleva en su marcha una alta temperatura, sería 
suficiente para que desapareciese toda la vegetación de las Is- 
las Británicas. Pues bien: la suspensión de la corriente inmi- 
gratoria, que fecunda el territorio argentino, sería bastante 
para matar el progreso de esta República (1). 

Para dar idea de la complicación de las relaciones jurídicas, 
hay que tener en cuenta que, de los 17.249 matrimonios cele- 
brados de 1882 á 1887, lo han sido entre argentinos 3.834 y 
entre extranjeros 9.595, contándose además 3.820 mixtos. 

En el censo de 1887 se han contado 55.251 matrimonios, 
cuya prole viva consta de 122.641 hijos; de este número de 
matrimonios son argentinos 8.875, con una prole de 20.819 
hijos; son mixtos 8.370, con una prole (de 18.638 hijos, y son 
extranjeros 38.006, con una prole viva de 83.184 hijos (2). 

De 1.206.299 habitantes que formaban en el censo de 1880, 
la población de la ciudad de Nueva York, se contaban 478.670 
habitantes, ó sea un tercio de extranjeros. Pertenece entre 
ellos el primer lugar á los irlandeses con 198.595, y vienen en 
seguida los alemanes con 163.482. 


. (1) Censo general de población , edificación , comercio c industrias de la 
ciudad de Buenos Aires , capital federal de la República Argentina. Levan- 
tado en los días 17 de Agosto, 15 y 30 de Septiembre de 1887, &. a Buenos 
Aires, 1889. Tomo I, págs. 532 y 533. — Peyret. Communication sur la co- 
lomsation et V émigration dans la Republique Argentine. IV Congres In- 
ternational des Sciences géographiques tenu a París en 1889. Tome pre- 
mier. París, 1890, pág. 257. 

(2) Censo citado, tomo 2.°, págs. 425, 427 y 440, 
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Los extranjeros que habitaban en Río Janeiro en 1881 eran 
66.000, de ellos 63.000 para la ciudad y el resto para los Mu- 
nicipios suburbanos. Los de la ciudad se descomponían así: 


Portugueses 

Franceses — 

Italianos 

Alemanes - 

Españoles 

Ingleses 

Chinos 

De otras nacionalidades 


52.000 

3 . 000 
1.800 
1 . 500 
1.500 

1 . 000 
200 
200 


Total 


63.000 


Resulta de estos datos que el 82,5 por 100 de la emigración 
á la ciudad de Río Janeiro se compone de portugueses. 

Ha debido aumentar la población extranjera de esta ciudad, 
según Vivien de Saint-Martin, que evalúa su cifra en 1.® de 
Enero de 1885 en 85.000. Para una población total en esta fe- 
cha de 357.330 habitantes, los extranjeros vienen á ser la cuar- 
ta parte. 

Aumento considerable han tenido los extranjeros, según los 
datos de 1890. 

Río Janeiro 


Años 

Brasileños Extranjeros 



1838 

127.548 9.530 

7,4 % 


1870 

156.705 78.670 

50,0 » 


1890 

367.449 155.202 

42,2 » 



Nacionalidades 



Portugueses 

... 106.461 

Franceses 


3 . 962 

Italianos 

17.789 

Alemanes 


1.769 

Españoles 

10.750 

Austríacos 


1.211 


Naturalizados 



Portugueses 

19.675 

Franceses 


826 

Italianos 

... 1 . 676 

A Ip.mmiP.d 


532 

Españoles . . 

1.296 

Austríacos 


15 (1) 


Según la estadística de 1890, los extranjeros constituyen un 
42,2 por 100, y entre ellos figuran con 67 por 100 los Por- 
tugueses. 

De 1854 á 1885, ha recibido el puerto de Río Janeiro 478.228 
inmigrantes, á saber: 


(1) LTndependance Bclge. Edition international kebdomadaire. Nu- 
mero de 18 de Octubre de 1895. 
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De 1855 á 1864 
De 1865 á 1874 
De 1875 á 1885 


Marsella, según el censo de 1881, tiene una población total 
de 360.100 habitantes, siendo aproximadamente la mitad fran- 
ceses y la otra mitad extranjeros. Se cuentan entre éstos obre- 
ros italianos en gran número. 

París y Londres vienen, por lo que se refiere á la población 
extranjera, bastante después de las indicadas ciudades. París, 
con una población total de 2.344.550, según el censo de 1886, 
contaba sólo con 180.253 extranjeros, ó sea su décimatercera 
parte. Londres, con una población total de 3.814.570, tenía 
sólo, según el censo de 1881, unos 200.000 extranjeros, ó sea 
la décimanovena parte. De estos extranjeros de Londres, eran 
155.000 de Europa y 45.000 de las otras partes del mundo. 

Al tratar de hacer un resumen de los anteriores datos esta- 
dísticos, se llega al resultado siguiente: 

Predominio del 'principio personal 

Proporción 

p a f seg de los extranjeros 

por 100 habitantes 


132.900 
115.921 
229 . 407 

478 . 228 


Francia 2,9 

Italia 0,2 

Bélgica 2,6 

Holanda 1,7 

Chile 2,0 

Perú 0,7 

Venezuela 1,6 

Japón 0,02 

Predominio del principio territorial 

Buenos Aires, ciudad 52 

Montevideo 44 

Río Janeiro 42,2 

Santa Fe (República Argentina) 38 

Uruguay 32 

Buenos Aires, provincia 25 

Estados Unidos 14,7 

Nueva York. 33 

Illinois 19 

Pensil vania 14 
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Se ve, por consiguiente, con claridad, que la aglomeración 
de extranjeros sometidos á muy diferentes legislaciones im- 
pone el principio territorial, mientras que la existencia de un 
corto número de ellos hace que se dé preferencia al principio 
personal. La aceptación de uno ú otro principio responde, 
pues, á las conveniencias de la soberanía del Estado. Italia, 
más celosa que ningún otro país en la defensa del principio 
personal, cuenta sólo con 59.956 extranjeros, y en cambio ve 
disminuida su población con cerca de dos millones de habitan- 
tes que han emigrado. Sale ganando con extender su legisla- 
ción á estos últimos, á cambio del respeto á la legislación de 
los primeros. 

Aun cuando no siempre los legisladores de los Estados tie- 
nen en cuenta sus necesidades reales, y buena prueba es de 
ello la actitud del Gobierno de la República Argentina acep- 
tando el tratado de Lima, que prefirió la ley nacional contra 
las disposiciones de su Código civil, más pronto ó más tarde 
la aspiración, fundada en la conciencia social, consigue im- 
ponerse. Es de notar que el Congreso de Lima, que dió la pre- 
ferencia al principio personal, fué convocado por la iniciativa 
del Perú y Chile, y el de Montevideo, que optó por el principio 
territorial, debió su reunión á las Repúblicas Argentina y del 
Uruguay. 

No va contra lo expuesto la preferencia dada al principio 
personal en la República del Brasil, pues aun cuando la cifra 
de los inmigrantes es elevada, debe tenerse en cuenta que la 
gran mayoría de éstos, el 82,5 por 100, según el censo de 1881, 
y el 67, según el censo de 1890, proceden de Portugal, país de 
la misma raza, de la misma lengua y de tradiciones jurídi- 
cas análogas. 


III 

Si existen graves complicaciones en el orden jurídico, cuan- 
do se trata de Estados en que residen extranjeros en gran nú- 
mero, estas complicaciones se aumentan cuando se trata de 
Estados en que rigen diferentes legislaciones , siempre que se 
encuentren bastante mezclados los habitantes de los territo- 
rios en que se aplican. Claro está que, presentándose compli- 
caciones análogas, la solución ha de ser la misma: el predo- 
minio del principio territorial. 
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En la ciudad de Nueva York, por ejemplo, en el total de la 
población indígena, que sube á 727.629 habitantes, ó sean dos 
terceras partes del total de la población, según el censo de 1880, 
se cuentan 647.399 habitantes nacidos en el Estado de Nueva 
York, y 80.230 nacidos en otros Estados, principalmente en 
Nueva Jersey. Hay, pues, un 12 por 100 de nacionales some- 
tidos á otras legislaciones que, sumados á los extranjeros, 33 
por 100, nos dan un 45 por 100 de habitantes que, de aplicar 
la legislación nacional, se sustraerían á las disposiciones de 
Derecho civil vigentes en el Estado. 

En Inglaterra se halla mezclada la población délos diferen- 
tes territorios, según se desprende del cuadro adjunto: 


La población inglesa según los países de origen en 1891 (1) 


Países de origen 

Inglaterra 

Escocia 

Irlanda 

TOTAL 

Inglaterra y País de 
Gales 

27.882.629 

111.045 

74.523 

28.068.197 

Escocia.. 

282.271 

3.688.700 

27.323 

3.998.294 

Irlanda 

458.315 

194.807 

4.581.383 

5.234.505 

Islas Británicas .... 

30.370 

927 

— 

31.297 

Colonias Británicas . 

111.627 

13.607 

8.430 

133.664 

Países extranjeros.. . 

237.313 

16.561 

13.091 

266.965 

Súbditos británi.s 

34.895 

8.051 

— 

i 

Alemania 

50.599 

2.052 

940 

! 

! 

Busia 

45.074 

1.475 

1.147 


Francia 

20.797 

446 

1.232 


Italia 

9.909 

749 

263 


Suiza 

6.617 

209 

278 


Noruega 

6.267 

950 

374 


Holanda 

6.350 

321 

44 


Austria- Hungría . 

5.673 

193 

50 

) 

Suecia 

4.624 

469 

123 


Bélgica. 

3.917 

69 

163 


Dinamarca 

3.113 

558 

64 


Besto de Europa. 

5.874 

100 

245 


América 

26.226 

805 

7.705 


Otros países ex- 
tranjeros 

3.073 

114 

272 


Nacidos en el mar 

4-305 

— 

191 


Total 

29.002.525 

4.025.647 

4.704.750 

37.732.922 


(1) Almanach de Goiha , 1895, pág. 1.009-10. 
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Imperio británico 


Reino Uuido 38.779.031 

Imperio de las Indias 291.445.000 

Colonias y Protectorados 23.425. 000 


Total 353.649. ooo 


Una tercera parte de los 3.814.570 habitantes que, según el 
censo de 1881, componen la población total de Londres, ha 
nacido fuera de los limites de la ciudad. El resto de Inglaterra 
y el país de Gales están representados por más de un millón 
de habitantes, Irlanda por unos 250.000 y Escocia por 120.000. 
Ya hemos dicho que los extranjeros se aproximan á 200.000, 
de ellos 150.000 europeos y 45.000 de las otras partes del mun- 
do. Entre los europeos se cuentan 60.000 alemanes, 30.000 
franceses, 15.000 holandeses, 12.000 polacos, 7.500 italianos y 
5.000 suizos. Los judíos se acercan á 40.000. Estos datos jus- 
tifican, aparte de las tradiciones, la aplicación del principio 
territorial en la Gran Bretaña. 

Bajo el punto de vista con que ahora examinamos la extra- 
territorialidad de las leyes, tiene Suiza transcendental impor- 
tancia. Ya hemos visto en el primero de los dos capítulos de- 
dicados áeste país, que se ha acudido á la estadística en apoyo 
del principio territorial, que ha sustituido en la ley de 1891 al 
principio personal, dominante en el siglo xviii y en los co- 
comienzos del presente. La multitud de legislaciones vigen- 
tes, la extraordinaria mezcla de la población sometida á ellas, 
y el considerable número de extranjeros, han contribuido áque 
se vaya abandonando la doctrina antigua, á pesar de tener 
ésta cada día, bajo el aspecto de la doctrina, mayor número 
de entusiastas mantenedores en los Estados más próximos. 

Para dar idea de la mezcla de la población de 1850 á 1880, 
sirve bien el adjunto cuadro: 
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(1) ü Emigration suisse et la loi fedérale sur les opérations des agences d' émigration. Kapport présente au Departement federal d 
commerce et de Tagriculture par L. Ivarrer, conseiller Lational. Berne, 1877, pág. 202» 
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p ara dar á conocer con más cl8.iid.cid. el estado de la cues- 1 
tión, pueden agruparse los datos del anterior cuadro de la 
manera siguiente: 

I .— Cantones del principio personal 


CANTONES 

Sui 
del c; 

1850 

zos 

antón 

1380 

Sui 

d 

otros ci 

1850 

ZOS 

e 

antones 

1880 

Extra: 

1850 

ajeros 

1880 

Total d 
de otros < 
y de ext] 

1850 

e suizos 

cantonea 

ranjeros 

1830 

Zuricli . • * 

93,3 

77,8 

4,5 

13,6 

2,2 

8,6 

6,7 

22,2 

Grisones 

94,0 

87,2 

3,6 

6,2 

2,4 

6,6 

6,0 

12,8 

Scliaffouse 

89,7 

76,8 

6,4 

11,8 

3,9 

11,4 

10,3 

23,2 

Appenzel, Eliod. ext. 

91,5 

77,2 

7,4 

19,7 

1,3 

3,1 

8,5 

22,8 

— Kliod. iut. 

97,3 

90,1 

2,0 

7,5 

0,7 

2,4 

2,7 

9,9 

Basilea, campo 

81,5 

73,5 

14,7 

19,7 

3,8 

6,8 

18,5 

26,5 

Zug 

86,0 

63,2 

13,4 

32,0 

0,6 

4,8 

14,0 

36,8 

Underwald alto. . . . 

94,9 

86,7 

4,9 

12,3 

0,2 

1,0 

5,1 

13,3 

• 

• 

• 

♦ 

0 

•>— 5 

1 

94,9 

85,0 

4,8 

12,7 

0,3 

2,3 

5,1 

15,0 

Schwyz 

96,2 

85,0 

3,3 

9,8 

0,5 

5,2 

3,8 

15,0 

Uri 

95,1 

65,3 

4,6 

8,0 

0,3 

26,7 

4,9 

34,7 


II.- — Cantones del principio territorial mitigado 


Berna 

94,5 

90,7 

4,0 

6,7 

L5 

2,6 

5,5 

9,3 

Lucerna 

96,4 

90,6 

3,2 

7,7 

0,4 

1,7 

3,6 

9,4 

Argovia 

94,9 

90,6 

3,6 

6,8 

1,5 

2,6 

5,1 

9,4 

Soleura 

92,0 

78,0 

6,7 

19,2 

1,3 

2,8 

8,0 

22,0 

Basilea, ciudad .... 

38,4 

29,2 

38,6 

36,8 

23,0 

34,0 

61,6 , 

70,8 

Ginebra 

61,1 

41,9 

14,3 

20,8 

23,6 

37,3 

37,9 

58,1 

Vaud 

88,7 

76,6 

8,6 

16,6 

2,7 

6,8 

11,3 

23,4 

Friburgo 

91,3 

84,7 

7,4 

13,4 

1,3 

1,9 

8,7 

15,3 

Neuchatel 

63,1 

45,9 

29,9 

44,5 

7,0 

9,6 

36,9 

54,1 

Tesino 

93,0 

83,7 

0,4 

0,6 

6,6 

15,7 

7,0 

16,3 

Valais 

96,5 

94,9 

1,5 

2,0 

3,0 

3,1 

4,5 

5,1 


III . — Cantones de la territorialidad absoluta 


ttan liali 

89,0 

75,5 

9,1 

18,7 

1,9 

5,8 

11,0 

24,5 

Glans 

96,0 

82,1 

3,2 

14,9 

0,8 

3,0 

4,0 

17,9 

Inurgovia 

91,4 

76,9 

6,5 

15,6 

2,1 

7,5 

8,6 

23,1 


Se ve bien cómo se han modificado las condiciones de la po- 
blación, más mezclada cada día, especialmente en los países 
que daban la preferencia al principio personal. 

No podemos, desgraciadamente, dar tan amplios datos con 
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arreglo al censo de 1888; pero será útil dar á conocer el movi 
miento de la población extranjera. 


CANTONES 


Población total Extranjeros 


Proporción 


por 

100 habitantes 


Zurich 

337.182 

34.607 

10 3 

Berna 

536.679 

15.556 

2,2 

Lucerna 

135.360 

3.180 

2 3 

Uri 

17.249 

576 

3,3 

Schwyz 

50.307 

1.677 

3,3 

Underwald alto 

15.041 

457 

3,0 

— bajo 

12.538 

618 

4,9 

Glaris 

33.825 

1.305 

3,9 

Zug 

23.029 

886 

3,8 

Friburgo 

119.155 

2.421 

2,0 

Soleura 

85.621 

2.619 

2,9 

Basilea, ciudad 

73.749 

25.598 

34.7 

campo ......... 

61.941 

4.842 

7,8 

Schaffouse 

37.783 

5.074 

13,4 

Appenzel, Rhod. ext.. . . 

54.100 

2.195 

4,0 

— Rliod. int. . . . 

12.888 

318 

2,4 

San Gall 

228.160 

18.539 

8,1 

Grisones 

94.810 

8.932 

9,4 

Argovia 

193.580 

5.500 

2,1 

Thurgovia 

104.678 

10.339 

9,8 

Tesino 

126.751 

19.128 

15,0 

Yaud 

247.655 

19.867 

8,0 

Yalais 

101.984 

2.993 

2,9 

Neuchatel 

108.153 

10.120 

9,9 

Ginebra 

105.509 

40 . 705 

38,5 

Totales 

2.917.740 

238.062 

8,1 ( 


Los extranjeros que residen en Suiza proceden principal- 
mente de Francia, Alemania, Italia y Austria-Hungría. Eran, 
en 1850, 71.570, y en 1880, 211.035. Mientras que la población 
indígena sólo ha aumentado en una octava parte en treinta 
años, se ha triplicado la población extranjera. En Suiza no se 
hace sensible la emigración, pues la inmigración llena en se- 


(1) Los datos de este cuadro están tomados de las dos siguientes pu- 
blicaciones: Marsauche. La Confedération Helvétique d'aprés sa Consti- 
iution ou eludes d’ Economie sociale et politique. Neuchatel, 1890, pág. * *• 1 
Ottivell, Adams et Cunningham. La Conféderation Suisse. Editiou íran- 
<?aise avec notes et additions par Loumyer. Bale, 1890, pág. 312- 
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f r U ida los huecos que aquélla deja. «Todo suizo que emigra, 
dice M Karrer, es reemplazado por un extranjero» (1). 

Ginebra es una de las ciudades más cosmopolitas de Euro- 
pa- no tiene menos de la cuarta parte de todos los extranjeros 
residen l es en la República Helvética, según M. Dunant. Este 
descompone su población, de 1843 á 1870, de la manera si- 
filien te: 

b 1843 1870 


Suizos nacidos en el cantón 

Suizos nacidos en otros cantones. 
Extran j eros 


1843 

58 por 100. 
20 

21 — 


38.4 por 100. 

22.5 — 

39,0 — 


Extranjeros de Ginebra 


Franceses y Saboyanos. 

Alemanes 

Italianos 

De otros países 

Totales. . 


1860 

1870 

11.579 

14.251 

1.509 

2.058 

600 

763 

500 

1.127 

14.188 

18.179 (2) 


Merece Argelia especial mención en este lugar. La mezcla 
de la población se nota perfectamente en el cuadro adjunto: 


NACIONALIDAD 


Franceses 

Israelitas naturalizados 

Musulmanes (súbditos franceses) . . 

Españoles 

Italianos 

Anglo-malteses 

Alemanes 

Otros extran j eros 

Totales generales . . 


o e r 

si S O 

De 1876 

De 1881 

198.792 

233.937 

33 . 506 

35.665 

2.476.941 

2.850.866 

94.038 

114.320 

26.322 

33.693 i 

14.313 

15.402 i 

6.513 

4.201 1 

17.201 

22.328 | 


2.867.626 3.310.412 (3) 


O) Consúltese el siguiente estudio: La Population étrange re en Suisse. 
lvesume d’une communication de M. lvnapp. Compte-rendu du V e Con- 
gres international des Sciences sfeoirranhiaues tenn á Derne du 10 au 14 


v v uc cu emigración e inmigración (le Jhspana en ios anuo 

( _e 1SS2 á 1SS6 por la Dirección general del Instituto Geográfico y Esta- 
dístico. Madrid, 1891, pág. 41. 
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Según el censo de 1866, tenía la ciudad de Argel una pobla- 
ción total de 59.145 habitantes, y de ellos 21.000 franceses. 
19.800 extranjeros, un poco más de 7.000 israelitas y 11.200 
musulmanes, á los que hay que agregar 5.000 individuos 
flotantes. Después de haber perdido algunos territorios eri- 
gidos en Municipios independientes, no tiene ya más que 
48.908 habitantes, y de ellos 16.162 franceses y 6.947 judíos 
naturalizados franceses, 15.280 extranjeros y 10.509 musul- 
manes. 

En 31 de Diciembre de 1836, la población europea de Orán 
era de 3.047 habitantes, y de ellos 959 franceses. 

Veinte años después, en 1856, alcanza la cifra de 15.500, 
más 6.500 isralitas indígenas. 

En 1866 sube á cerca de 32.000, de ellos 8.789 franceses, 
14.342 extranjeros, 5.637 judíos y 3.102 indígenas. 

En 1876 llega á 45.640, divididos en 11.047 franceses y 4.948 
judíos naturalizados (ó sean 15.995 nacionales), 24.863 extran- 
jeros y 4.782 musulmanes. En fin, el censo de 1886 eleva la 
población del Municipio de Orán á 67.681 habitantes, de ellos 
13.853 franceses y 6.201 judíos naturalizados (ó sean 20.053 
nacionales), 27.269 extranjeros y 11.200 musulmanes. 

Desde la conquista de Argelia por los franceses en 1830, los 
indígenas, musulmanes é israelitas, por consecuencia de una 
de las condiciones estipuladas en la capitulación, han con- 
tinuado sometidos al Corán y al Pentateuco, Códigos civi- 
les y religiosos, quedando reducida la legislación francesa 
á muy estrechos límites, que ha ido con posterioridad ensan- 
chando. 

«Hasta el momento en que se produzca la perfecta identidad 
legislativa entre la colonia y la metrópoli, dice M. Dunoyer, 
el régimen actual de Argelia da origen á problemas jurídicos 
de gran interés. 

»Estos problemas resultan del antagonismo, que no puede 
dejar de surgir entre las diversas legislaciones aplicables en 
Argelia. 

»Este antagonismo se manifiesta por conflictos, en que los 
magistrados dan á conocer su sagacidad, esforzándose por ha- 
cer prevalecer las leyes francesas, pero que les crean con íre- 
cuencia dificultades enormes, y hacen su misión singularmen- 
te delicada. 

»E1 conflicto de la ley francesa con una ley extranjera 
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no se resuelve de la misma manera en Argelia y Francia» (1). 

Se produce, pues, en la Argelia francesa una situación jurí- 
dica análoga á la de los Estados Unidos, la República Argen- 
tina el Uruguay y Suiza. Los magistrados reconocen la nece- 
sidad de abandonar la doctrina de la personalidad dominante 
en Francia, esforzándose^ según las palabras de Dunoyer, por 
hacer prevalecer las leyes francesas. Tienden, por tanto, ¿apli- 
car el principio territorial, como en los indicados países. 

IY 

España se halla, por lo que toca al Derecho internacional 
privado, en una situación intermedia. Pierde periódicamente, 
como Italia, gran número de emigrantes; pero no ha conse- 
guido aún, en materia de Derecho civil, como Francia, Italia, 
Holanda y Bélgica, la unidad de legislación. Rigen al mismo 
tiempo varias legislaciones civiles, como en Inglaterra y los 
Estados Unidos; pero es muy poco numerosa la población ex- 
tranjera. Tiene, pues, España algunas condiciones de los paí- 
ses que toman por base el principio personal, y otras de los 
que siguen el principio territorial. La numerosa emigración y 
el poco número de extranjeros, la aproximan á los unos; pero 
la variedad de legislaciones la acerca más á los otros. 

El movimiento emigratorio de los españoles fué de gran con- 
sideración en más lejanos tiempos. Los españoles residentes en 
el extranjero, según los datos incompletos que se han podido 
reunir, á fines del quinquenio de 1882-86, son: 


En Europa 


90. 226 

En Asia 


... 687 

En Africa 


... 115.824 

En América. . . . 


136.830 

Total 


... 343.567 


El Instituto Geográfico y Estadístico calcula en medio mi- 
llón el número de los españoles esparcidos por el extran- 
jero (2). 


(1) Elude sur le conjlit des lois spécial á VAlgérie . París, 1888, p a ~ 

guias 2, 6, 8 y 11 . 1 5 ’ 

(2) Estadística de la emigración é inmigración de España en los años 
de 1882 á 1886 por la Dirección General del Instituto Geográfico y Esta- 
dístico. Madrid, 1891, pág. 98. 
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La República Argentina es, sin duda, fuera de los Estados 
Unidos, el país donde las medidas favorables á la inmigración 
se han llevado ála práctica de un modo seguido y sistemático; 
y así se explica que, en el transcurso de los treinta años com- 
prendidos desde 1857 á 1886, se hayan establecido en la expre- 
sada nación más de un millón de europeos, ó sea una tercera 
parte de la población total, y que la inmensa mayoría del con- 
tingente español se dirija á dicha República. 

Francia es el país á donde los españoles emigran en mayor 
número. Las estadísticas francesas dan el siguiente resultado: 


1851. 29.736 

1861 35.028 

1866 32.650 

1872 52.954 


1876 62.437 

1881 73.781 

1886 79.550 


Si agregamos á los 79.550 los 150.000 de Argelia, tendre- 
mos un total de 229.550 españoles establecidos en territorio 
francés, casi la mitad de la emigración española (1). 

Según el censo de 1877, los extranjeros residentes en la Pe- 
nínsula eran 37.029, y según el censo de 1887, 38.296 (2). 


El principal contingente de extranjeros, habitantes 
paña, corresponde á las naciones siguientes: 

en Es- 

Francia 

18.480 : 

Suiza 

572 

Portugal 

6.755 

Bélgica 

570 

(Irán "Brotaría, 

5.719 

Méiico 

494 

Italia 

3.877 

Austria-Hungría 

408 

Alemania 

1.826 

Suecia y Noruega 

401 

Marruecos 

743 

América del Norte 

294 

República Argentina. . . . 

572 

Andorra 

255 


Es de notar que, mientras en la República Argentina existen 
39.562 españoles, según el último censo, sólo hay en España 
572 argentinos. 

Si se compara la emigración con la inmigración, tendremos 
2,7 por 100 de la población total la primera, y 0,2 por 100 la 
segunda. Resultan de exceso sobre la inmigración 461.704 
emigrantes. 


(1) Estadística de la emigración , <fc. a , págs. 17, 35 y XXXA 11. 

(2) Censo de la población de España , según el empadronamiento hecho 
en 31 de Diciembre de 1887 por la Dirección general del Instituto Creo- 
gráfico y Estadístico. Tomo I. Madrid, 1891, pág. XXIX 
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Los centros que atraen más extranjeros, según el censo de 
1887 pueden verse á continuación. Sumamos los residentes 
presentes con los transeúntes y los ausentes: 

Por provincias 


Barcelona 7.485 

Huelva 3.372 

Madrid 3.061 

Cádiz 2.895 

Guipúzcoa 2.256 

Vizcaya 2.012 

Sevilla 1.264 

Gerona 1.129 

Valencia 970 

Navarra 755 


El número total de residentes presentes es de 25.824; el de 
transeúntes de 11.612, y el de residentes ausentes de 860. 


Por capitales 


CAPITALES 

* 

Población total 

Extranjeros 

Proporción 

por 

100 habitantes 

Barcelona 

268.223 

5.369 

2,0 

Madrid 

473.815 

2.536 

0,5 

Guipúzcoa (San Sebastián).. 

29.643 

1.003 

3,3 

Sevilla 

143.840 

884 

0,5 

Cádiz 

63.277 

758 

1,2 

Vizcaya (Bilbao) 

51.314 

695 

1,3 

Málaga 

133.022 

646 

0,5 

Valencia 

168.740 

495 

0,3 

El número total de residentes presentes en las 

principales 


ciudades, por el número de los extranjeros, es de 12.522; el de 
transeúntes de 3.993, y el de residentes ausentes de 313. Los 
extranjeros de las ocho capitales de provincia citadas suman 
16.548, algo menos de la mitad de la población total extran- 
jera. 

La aglomeración de extranjeros en las ciudades, á donde 
acuden en mayor número, no puede, pues, por no exceder en 
la que más del 3,3 por 100, provocar los conflictos que se sus- 
citan en los Estados Unidos ó la República Argentina. 

Otras tres causas existen también para que las mismas cir- 
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cunstancias no se presenten: la pequeña parte de la población 
sometida á legislaciones especiales, su situación en un extre- 
mo de la Península, y, por último, la poca mezcla que existe 
entre los habitantes de las provincias sometidas á legislacio- 
nes forales y los que dependen de la legislación común. 

La población de derecho de las provincias forales, según el 
censo de 1887, es la que sigue: 


Cataluña . . . . 


Barcelona 
Gerona . . . 
Lérida . . . . 
Tarragona 


876.046 

308.993 

296.609 

348.606 


Total 


1.830.254 


/Zaragoza 413.703 

Aragón < Huesca 260 . 306 

(Teruel 246.817 


Total 920.826 

Navarra 307.791 

Vizcaya 234.880 

Islas Baleares 313.982 


Total general 


3.607.733 


Si se compara esta suma total con los 17.650.234 habitantes 
que componen la población de España, sólo viene á ser 20,4 
por 100, ó sea una quinta parte de ésta. 

Los hábitos de permanencia de los españoles en la comarca 
que los vio nacer, se manifiestan en el último censo en igua- 
les proporciones que en 1877. De los 17.565.632 habitantes em- 
padronados, 16.091.785 resultan inscriptos en la provincia 
misma en que nacieron, y los restantes 1.419.811, que no vi- 
ven de hecho en la provincia de su naturaleza, representan el 
movimiento de transterminación interior hacia los centros in- 
dustriales de determinadas provincias que pueden fácilmente 
señalarse ó hacia las grandes ciudades (1). 

Los censos dan idea del movimiento de población entre pro- 
vincia y provincia. 

El censo de 1877 da la proporción por ciento con el total de 


(1) Censo de 1887, tomo I, pág. XXIX. 
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los habitantes de cada provincia de los que han nacido en otra 
de España: 


Madrid 
Barcelona. • 
Alava 

Cádiz 

Vizcaya . . 
Valladolid. 

Jaén 

Sevilla 

Zaragoza . . 
Santander. 
Navarra. . . 
Guipúzcoa. 
Logroño. . . 
Murcia. . . . 
Falencia. . . 
Córdoba. . . 
Guadalajara 
Huelva. . . . 

Avila. ..... 

Málaga. . . . 
Segovia.. . . 

Albacete. . . 
Ciudad ítea 
Granada. . . 
Burgos. . . . 


45,49 

19,56 

16,35 

15.09 
13,79 

13.10 
12,55 
11,93 
11,40 

9,78 

9,24 

7,99 

7,66 

6,80 

6.69 
5,56 

6.40 
5,97 
5,83 

5.70 
5,56 
5,51 
5,50 

5.41 
5,33 


Toledo. . . 
Valencia. . 
Cáceres.. . 
Tarragona 
Cuenca.. . 
Badajoz . . 
Salamanca 

Soria 

Gerona. . . 
Teruel. . . . 
Lérida . . . 
Huesca. . . 
Alicante. . 
Coruña. . . 

León 

Castellón . 
Almería. . 
Pontevedra 
Zamora . . 
Baleares. . 
Orense . . . 

Lugo 

Oviedo. . . 
Canarias.. 
España. . . 


5.17 

5.11 
4,70 
4,69 
4,62 
4,14 

3.82 
3,81 

3.73 
3,72 
3,52 
3,35 
3,29 
3,19 

3.11 

2.83 
2,58 
2,41 

2.12 
1,75 
1,48 

1.17 
1,02 
0,68 

7.74 


Nada se encuentra sobre este punto en detalle en el censo 
de 1887 (1). Se puede ver sólo el número de residentes pre- 
sentes y ausentes, clasificados por provincias. 


PROVINCIAS 

Población 

total 

de derecho 


R E S 1 D 

ENTES 


PRESENTES 

AUSENTES 

Españoles 

Extranjeros 

Españoles 

Extranjeros 

Alava. 

94.153 

90.781 

89 

3.283 

» 

Albacete 

231.591 

225.182 

10 

6.399 

» 

Alicante 

436.500 

425.936 

296 

10.259 

9 

Almería 

344.098 

333.966 

87 

10.032 

13 

Avila 

195.321 

187.015 

57 

8.249 

» 

Badajoz 

475.183 

461.307 

907 

12.951 

18 

Baleares 

313.982 

306.925 

115 

6.929 

13 

Barcelona. . • . 

876.046 

853.184 

5.826 

16.954 

82 

Burgos 

342.165 

330.422 

109 

11.623 

11 


(1) Reseña geográfica y estadística de España , por la Dirección gene- 
ral del Instituto Geográfico y Estadístico. Madrid, 1888, págs. 54 y 55, 




Población 

total 


RESIDE 

: N T E s 


PROVINCIAS 

PRESENT ES 

— i 

AUSENT E S 


de derecho 

Españoles 

. - ' 

-bstranieros'l 

Españoles |f 

xtranjeros 

Cáceres 

332.412 

323.507 

294 

8.591 

20 

Cádiz. 

442.644 

403. 2 1'6 

1.864 

17.519 

45 

Canarias 

Castellón de la 

297.017 

283.164 

348 

I 

13.473 

32 

Plana. 

292.822 

287.857 

58 

4.907 

» 

Ciudad Real. . 

287. 142 

280.845 

98 

6.192 

7 

Córdoba 

413.866 

401.192 

242 

12.429 

o 

O 

Corana 

631.081 

606.960 

231 

27.881 

9 

Cuenca 

2407.699 

235.747 

98 

9.854 

» 

Gerona 

308.993 

296.738 

920 

1 1 . 305 

30 

Granada 

482.230 

474.967 

39 

7.220 

4 

Guadalajara. . 

204.984 

195.661 

45 

9 . 268 

10 

Guipúzcoa. . . 

181.530 

173.383 

1.797 

6.268 

82 

Huelva 

240.067 

233.846 

1.876 

4.335 

10 

Huesca 

260.306 

248.193 

96 

12.013 

4 

Jaén 

428.152 

418.477 

160 

9.518 

1 

León 

388-830 

376.299 

84 

12.446 

1 

Lérida 

296.609 

279.697 

161 

16.73S 

13 

Logroño 

183.439 

178.445 

92 

4.901 

1 

Lago 

437-512 

430.180 

13 

7.315 

4 

Madrid 

684-494 

664.767 

2.546 

17.101 

! so 

Málaga 

523.915 

58.475 

530 

14.889 

21 

Murcia 

489.667 

482.486 

305 

6.872 

4 

Navarra 

307.791 

295.998 

637 

11.134 

9 o 

Orense 

415.184 

402.375 

227 

12.574 

á 

Oviedo.. ..... 

615.844 

591.044 

517 

24.264 

19 

Falencia.. ... 

189.431 

185.867 

51 

3.511 

2 

Pontevedra. . . 

478-548 

440.680 

522 

37.297 

49 

Sala m anca... . 

320.569 

303.336 

211 

17.009 

13 

Santander. . . . 

247.507 

238.202 

430 

8.860 

15 

Segovia 

155.941 

150.433 

26 

5.480 

2 

Sevilla 

534.610 

522.467 

919 

11.177 

47 

Soria 

156.959 

146.975 

30 

9.950 

4 

Tarragona. . . . 

348.606 

341.037 

391 

7.134 

41 

Teme 

246.817 

236.330 

5 

482 

W 

Toledo. 

356.393 

345.492 

124 

10.778 

4 

Valencia .... 

730.916 

718.092 

449 

12.337 

38 

Valladnlid. . . . 

270.938 

262.149 

298 

8.480' 

H 

Vizcaya 

234.880 

225.503 

1.083 

8. -252 

42 

Zamora 

272.681 

264.744 

24 

7.913 

>5 

Zaragoza 

Posesiones de 

413.703 

402.231 

272 

11.189 

11 

f 

Africa 

6.461 

3.801 

215 

2.443 

- 1 


(1) Resultados provisionales del censo de población de España, 
el empadronamiento hecho eti la Península e Islas adyacentes el 31 
ciembre de 1887 por la Dirección general del Instituto Geográfico 
tadístico. Madrid, 1889. 


según 
de Pi 
y Us- 
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Resulta, por consecuencia de lo expuesto, que faltan en Es- 
paña las condiciones que impulsan necesariamente á otros 
pueblos hacia el principio territorial. Dos causas, por otra par- 
te han contribuido á inclinar cada día más la opinión de los 
jurisconsultos hacia el principio personal: la inñuencia de la 
doctrina de los escritores franceses é italianos, y principal- 
mente de Foelix y Fiore, cuyas obras han sido traducidas al 
castellano, y el espíritu regional, que se ha desenvuelto nota- 
blemente desde 1868. La variedad de legislaciones, que ha lle- 
vado á otros pueblos á reconocer el predominio del principio 
territorial, ha producido en España, sobre todo por el corto 
numero de extranjeros y la poca mezcla de la población, un 
resultado contrario, encauzando las opiniones hacia el princi- 
pio personal, que puede ser llevado á la práctica sin graves in- 
convenientes. 

El principio formulado por Torres Campos, cuya exactitud 
hemos tratado de comprobar, debe redactarse, á nuestro modo 
de ver, de la manera siguiente: En todos los Estados en los que 
existen masas consideradles y muy mezcladas de población, sean . 
nacionales ó extranjeras , sometidas d diferentes legislaciones r 
se impone , en justo respeto d la soberanía del territorio , por lo 
que toca d las cuestiones de Derecho internacional privado , el 
principio territorial . 


CAPÍTULO X 


La extraterritorialidad y las relaciones internacionales 


I. “Principio que debe informar, en materia civil, la extraterritorialidad de las 
leyes. 

II. — Escuela italiana. Sus deficiencias. Necesidad de una solución que armonice las 
diferentes doctrinas. 

III. — Porvenir de la teoría de la personalidad. Situación especial de Francia. 

IY. — Tentativas de codificación. 


I 

Resulta, de lo anteriormente expuesto, que dos principios, 
aunque con diversos matices, el personal y el territorial, do- 
minan en los diferentes Estados la extraterritorialidad de las 
leyes. En cada país se considera racional y aceptable el prin- 
cipio que domina, y se rechaza el otro por absurdo é inconve- 
niente. El principio personal, que sus partidarios consideran 
como la última fórmula de la ciencia, es atribuido por sus ene- 
migos al antiguo Oriente ó al Feudalismo. El principio territo- 
rial, defendido por algunos como una exigencia de la sobera- 
nía nacional, es juzgado por otros como una reminiscencia del 
Feudalismo, que ya no tiene razón de ser. Hay, pues, una opo- 
sición de criterios, cuya conciliación no es fácil. 

El distinguido publicista italiano Catellani ha tratado de se- 
ñalar la evolución de nuestra ciencia. Ante todo, dice, el des- 
conocimiento de todo título á la tutela jurídica por parte del 
extranjero, y la varia graduación de excepciones convenciona- 
les consentidas en favor de los súbditos de países determina- 
dos. A este concepto negativo sucede, convirtiéndose en regla 
aquella excepción originariamente convencional, el reconoci- 
miento de ciertos derechos civiles al extranjero, acompañado 
de la reglamentación de estos derechos y de la capacidad para 
ejercerlos según la ley territorial. Tal parecía ser entre los 
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pueblos orientales, y tal fué en la cuenca del Mediterráneo el 
desenvolvimiento de los conceptos acerca de la condición ju- 
rídica del extranjero. Después se llega á aplicar á los extran- 
■jeros un Derecho diverso del vigente para los ciudadanos; pero 
este Derecho resulta de una especie de síntesis de las leyes ci- 
viles particulares del mundo conocido, adoptada y aplicada 
como especial ley del Estado. Este principio informó el jus 
gentium de los romanos, y habrá informado antes entre los 
hebreos el derecho común á los descendientes de Noé . El cuarto 
período se distingue por la aplicación cada vez más amplia al 
extranjero y á sus relaciones jurídicas de la ley personal del 
extranjero mismo, con exclusión de la territorial. Este sistema 
se nos presenta ya como rara excepción en el antiguo Oriente, 
por ejemplo, en las factorías extranjeras, admitidas á estable- 
cerse en Egipto; se desenvuelve como una excepción conven- 
cional, cada vez más frecuente, en la antigua Grecia, y tiende 
en la sociedad moderna á ser la regla cardinal del Derecho 
internacional privado (1). 

El Derecho internacional privado siguió en su desenvolvi- 
miento, añade Catellani, el mismo camino entre las gentes 
helénicas. Primero el individuo era juzgado potencialmente 
sometido á la ley nacional; pero la aplicación rigurosa del cri- 
terio territorial de la soberanía impedía la acción de aquella 
ley fuera de los límites del Estado donde imperaba el legisla- 
dor, y, por el contrario, el carácter nacional del Derecho pri- 
vaba al hombre de toda protección y á sus actos de toda regla- 
mentación de parte de la ley y de la magistratura de todo Es- 
tado diverso de aquel á que pertenecía como ciudadano. Más 
tarde, las necesidades del comercio internacional inspiraron 
las cláusulas de especiales convenciones que formularon, y la 
costumbre generalizó, una serie de derogaciones á estos crite- 
rios absolutos, por efecto de las cuales fué extendida también al 
extranjero la tutela de la ley, y se le permitió acudir á la ma- 
gistratura; pero aplicando siempre, á la definición de sus apti- 
tudes jurídicas y al régimen de sus actos y de sus relaciones, 
la ley territorial. Por último, modificando ligeramente el con- 
cepto político de la territorialidad con el jurídico de las ínti- 


(1) II D tritio internazionale prívalo nelV antica Grecia. Studi e docu- 
menti di Storia e Diritto. Armo XII. Fascicolo 3.° (Luarlio-SepteniD^ 
1892.) Roma, 1892, pág. 245. 
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mas razones de competencia, se aplicaba excepcionalmente la 
ley personal en la determinación del estado de la persona en 
sí, dando la preferencia á la ley personal, de quien era el fac- 
tor principal de una relación jurídica compleja (ley causal). De 
esta manera se venían afirmando dos conceptos importantísi- 
mos para el desenvolvimiento del Derecho internacional pri- 
vado: la protección jurídica independiente déla necesidad ab- 
soluta de concesiones convencionales, y una cierta medida de 
aplicación extraterritorial del derecho de la persona (1). 

Un pasaje de Demóstenes señala, en las relaciones entre 
Atenas y la Macedonia, un sistema, que en el período heléni- 
co llega á ser general entre los Estados orientales de cultura 
griega: la concesión al extranjero de la protección judicial sin 
necesidad de una particular garantía convencional. En las re- 
laciones entre aquellos Estados se desenvolvió y se aseguró el 
sistema helénico de Derecho internacional privado. La territo- 
rialidad de la ley era absoluta en todas las relaciones referen- 
tes á la adquisición y á la posesión de inmuebles, mientras que 
en las relaciones conyugales y familiares se venía afirmando 
el predominio causal del derecho personal del padre de fami- 
lia, tanto en las relaciones personales como en las patrimonia- 
les y sucesorias (2) . 

Para acreditar jurídicamente el estado personal del extran- 
jero, su condición de libre ó esclavo, célibe ó casado, autóno- 
mo ó sujeto ¿ri poder de otro, se reconocían como legalmente 
perfectos los hechos y las relaciones legalmente contraídas 
bajo el imperio de una ley extranjera. Pero, al juzgar particu- 
larmente las aptitudes de la persona en sus relaciones con las 
otras, la validez y las consecuencias de las relaciones obliga- 
torias, en cualquier parte establecidas, aplicaba sólo el magis- 
trado la ley territorial (3). 

Los individuos de cada país, estudiando las condiciones par- 
ticulares de éste, exponen con frecuencia una doctrina que, 
generalizándola á todos los pueblos, tratan de hacerla absolu- 
ta. No se hacen cargo á veces de la diversidad de circunstan- 
cias, que pueden reclamar una solución distinta. 

No es razonable establecer una norma fija en la evolución 


(1) Página 291. 

(2) Página 291. 

(3) Página 287. 
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del Derecho internacional privado, dando la preferencia á un 
principio, como pretende Catellani. El personal y el territorial 
se suceden en la historia, predominando ya uno, ya otro. En 
la infancia de unas sociedades, los pueblos antiguos, por ejem- 
plo, se aplica el principio territorial, y en pueblos modernos 
de los más adelantados, como Inglaterra, Suiza y los Estados 
Unidos, se aplica también el mismo principio. En la infancia 
de algunos pueblos y en los Estados nuevos (los bárbaros en 
la Edad Media y en la actualidad Argelia é Italia), se da pre- 
ferencia al principio personal, y en pueblos desde larga fecha 
constituidos (Francia, España y Portugal), se le da también. 

Hay que estudiar sólo el imperio de las circunstancias en 
que uno y otro se producen. En los pueblos en que varias ra- 
zas se hallan mezcladas, se impone el principio personal hasta 
que se funden, cuando consideraciones políticas exigen que 
se contemporice con ellas. En el momento de realizarse la fu- 
sión, viene la territorialidad como en el tiempo del Feudalis- 
mo. El día en que se consiga esta fusión en Argelia, el princi- 
pio personal no tendrá ya razón de ser. 

Cuando la mezcla de razas depende de la emigración por 
masas, se impone la territorialidad para dar cohesión á los di- 
versos elementos y organizar un Estado fuerte. 

Si algún principio tiene predominio en nuestro tiempo, es 
el principio territorial. Compárese el número de los países que 
aceptan el uno ó el otro, y aun en los que aceptan el personal, 
puede observarse que no se admite, como en la Edad Media, 
sin restricciones, sino que se establecen excepciones á su apli- 
cación, por respeto al orden público y las buenas costumbres, 
es decir, á la soberanía del Estado. 

Todo sistema que haga posibles las relaciones de los indivi- 
duos de unos Estados con los de otros, dándoles la garantía 
del Derecho, y para conseguirla es menester que no se apoye 
en la territorialidad absoluta, negación de nuestra ciencia, 
puede responder á sus exigencias. La personalidad y la terri- 
torialidad mitigadas, en sus diferentes matices, son perfecta- 
mente aceptables, evolucionando los pueblos de una á otra, 
cuando conviene á sus intereses. El ejemplo de Suiza, abando- 
nando el principio personal, que representaba la tradición, por 
el territorial en la ley de 1891, da el más solemne mentís á los 
que consideran la doctrina de la nacionalidad como la últim a 
fórmula del progreso. 
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La territorialidad tiene á su favor la tradición europea; la per- 
sonalidad, tal como hoy se defiende, es una innovación que se 
ha desenvuelto en nuestro sig-lo con una tendencia absorbente. 

La escuela italiana, última forma de la doctrina de la per- 
sonalidad, que tan gran número de mantenedores ha hallado, 
y que ha trascendido hasta América, va perdiendo importan- 
cia de día en día, digan lo que quieran sus partidarios. 

Donde, por la poca movilidad de los habitantes y el corto 
número de extranjeros, casi se confunde la nacionalidad con 
el domicilio, puede ser sin dificultad aplicada. 

Pero donde existen conflictos de leyes interiores por la di- 
versidad de legislaciones, y estos conflictos se ven agravados 
por el considerable número de extranjeros, la aplicación de la 
doctrina del origen ó de la nacionalidad es imposible, porque 
no basta para resolver las muchas dificultades que se suscitan. 
Sin necesidad de varias legislaciones en el interior, es suficien- 
te un gran número de emigrantes de diversas nacionalidades, 
para hacer imposible la doctrina de la nacionalidad, si ha de 
respetarse la soberanía del Estado. 

Puede un país aplicar la legislación extranjera, partiendo de 
la nacionalidad, cuando sólo hay que acudir á ella en casos ex- 
cepcionales, pero no cuando la observancia de la ley extran- 
jera llega á convertirse en regla y la del país en excepción. 

Y mientras que la doctrina tradicional del domicilio puede 
ser admitida sin dificultades graves en todos los países, aun 
en los que aceptan la nueva, la doctrina de la nacionalidad 
ofrece con frecuencia insuperables obstáculos en los pueblos 
que conservan la doctrina del domicilio. 

II 

Distinguidos escritores, algunos de ellos italianos, lian re- 
conocido las deficiencias de la doctrina predominante en los 
pueblos latinos de Europa. A Padelletti (1),' Brusa (2) y Fusi- 
nato (3), han seguido Bar, Strisower, Gabba y Jitta. 


(1) L’ Alsace, la Lorraine etle Droit des gens. Revue de Dio i 111 ei 

tional, t. III, págs. 477-78. . T 

(2) Casanova. Lezioni di Diritto ínter nazionale. Fireuze, 1 >• 

I, págs. 302 y siguientes. 7 • , 

(3) II principio dclla Scuola italiana nel Diritto intcrnaziona t p> i 
Bologna, 1885. 
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Desde el día en que M. Mancini pronunció su célebre dis- 
curso Della nacionalüá come fond amento del Diritto delle gen- 
ti hay ía costumbre en Italia de considerar la nacionali- 
dad del individuo como la base del Derecho internacional pri- 
vado, dice M. Bar, y los numerosos publicistas de la Penín- 
sula que, desde hace veinte años, han proseguido bajo este 
punto de vista el estudio de las cuestiones internacionales, 
han conquistado en la ciencia uno de los más honorables lu- 
gares. 

El eminente jurisconsulto belga, M. Laurent, se ha adheri- 
do al sistema nuevo en su gran obra sobre el Derecho civil in- 
ternacional. Los argumentos con que trata de defenderla son 
discutibles; una gran parte de las consecuencias que de ellos 
saca no lo son menos, y sus mismas exageraciones son ade- 
cuadas para comprometer seriamente el desenvolvimiento con- 
tinuo y mesurado de nuestra ciencia. 

Las derogaciones admitidas al principio de la personalidad 
ó de la nacionalidad del Derecho pueden ser extensas, y lo son 
de hecho en alto grado. Este principio es una cera blanda, y 
las excepciones que á él se admiten tienen la elasticidad de la 
goma. ¿Es tan difícil demostrar que tal punto, incontestable- 
mente del dominio de la ley personal del interesado, toca en 
cierto modo al interés público? Las relaciones de familia, el 
régimen de las sucesiones, en que la ley personal tiene natu- 
ralmente ocasión de ejercer influencia, son precisamente de 
estas materias, en las cuales la libre voluntad de las partes 
choca á cada instante con este jus pnblicum quod privatorum 
pactis mutari neguht . 

El interés público y el Derecho público, queM. Laurent quie- 
re distinguir bien en nuestra materia, y que, sin embargo, 
confunde sin cesar, sólo dejan un lugar singularmente redu- 
cido al principio de la personalidad ó de la nacionalidad del 
Derecho. Oponer á este principio un dique, formado por el 
interés público, es repetir, ampliándola, la regla afirmada por 
M. Savigny, del respeto absoluto á las leyes llamadas prohibi- 
tivas , entre las cuales figuran todas las prescripciones inspira- 
das por razones económicas. Ahora bien, ¿hay una sola ley á 
la cual no pueda aplicarse, bajo un aspecto cualquiera, una 
razón de este orden? Una clasificación tan desprovista de rigor 
científico, puede servir para justificar arbitrariamente todas 
las soluciones; no tiene otra utilidad que procurar al intérpre- 
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te y al Jaez un excelente pretexto, para alejar los inconve- 
nientes de la aplicación literal de principios erróneos. 

El principio tan pomposamente proclamado por M. Laurent 
como un dogma del Derecho internacional privado no es 
pues, por poco que se le someta á un análisis atento, más que 
una herejía jurídica (1). 

Somos de los que creen, afirma M. Albéric Rolin, que los 
principios fundamentales del Derecho civil internacional han 
sido bien reconocidos y fijados por Savigny, y que á la teoría 
del gran civilista, tan sólidamente fundada en la razón y en 
la historia, habrá de volverse siempre por la fuerza de las co- 
sas, más ó menos pronto ó tarde; en este momento, por otra 
parte, tiene aún á su favor, dígase lo que se diga, y á pesar de 
disidencias muy importantes, la communis opimo doctorum , 
tanto en Europa como en América. M. Strisower (2) somete á 
un examen crítico la principal teoría disidente, fijándose so- 
bre todo en M. Mancini, M. Espersony M. Laurent. Critica la 
exageración del principio de las nacionalidades , que tiende, al 
parecer, á pasar de moda. Das conclusiones de este estudio se- 
rio y fuertemente razonado, son desfavorables á la escuela 
italiana: no se ha probado que deba rechazarse el sistema del 
domicilio, y la demostración intentada en favor del sistema de 
la nacionalidad no está hecha; la regla según la cual las rela- 
ciones que tocan á los intereses vitales de la sociedad se rigen 
por la ley del territorio es vaga é insuficiente; M. Strisower 
rechaza igualmente el principio italiano relativo á la voluntad 
presunta de las partes contratantes. Después de haber hecho 
justicia á los incontestables méritos de la escuela que ha com- 
batido, termina como sigue: «No me parece que constituye 
esta teoría un progreso científico. Su idea favorita está ínti- 
mamente ligada con la historia política de Italia. Por conse- 
cuencia de la denominación extranjera, los hombres de talen- 
to que formaban la escuela italiana de ciencias políticas y so- 
ciales, han sido inducidos á poner el principio de las nacio- 
nalidades, que se refiere á la formación de los Estados , en 


(1) Esquise du Eroii international privé. I. Introduction et Ilistoire. 
Journal du Droit international privé, t. 14 (1887), pág. 265. 

(2) T>ie italienis che S chulé des ínter nationalen Privatreehts. v oí * h?’ 
gehalten iu der juristischen Gesellschaft in Wieu, am 12 Februar 

1 folleto (extractado de la Gerichtshalle). 
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contacto íntimo con el Derecho de gentes, y por ende con el 

Derecho internacional privado» (1). 

p„ hh „ rechaza el principio admitido por el Código italiano 
V ™poL“.e se valí™ i 1. ley del domicilio (2). 

Jitta lia examinado con excelente criterio el principio de 
nacionalidad, ya como principio fundamental, ya como uno 
de los principios generales del Derecho internacional privado. 

Sin necesidad de profundos estudios filosóficos, dice, es fá- 
cil convencerse de que el principio de nacionalidad es defi- 
ciente en el momento en que nuestra ciencia tiene sobre todo 
necesidad de un principio, es decir, cuando se forma una 
relación jurídica entre dos ó más individuos que no pertene- 
cen á la misma nación. Un matrimonio se celebra entre dos 
personas de nacionalidad diferente, y nuestra ciencia plantea 
la cuestión de saber qué regla jurídica rige la validez de este 
matrimonio ó el régimen matrimonial de los esposos. A esta 
cuestión, el principio de nacionalidad no puede responder por 
sí solo. Si nos dice que este matrimonio se rige por la ley na- 
cional del marido, por la de la mujer, por las dos leyes nacio- 
nales de los esposos, por lo más favorable á la validez del ma- 
trimonio, ó bien por la ley del marido sobre tal ó cual punto 
y por la de la mujer sobre tal otro, habrá declarado dos cosas. 
La primera es que no basta para resolver la cuestión, y que 
todo depende de la naturaleza que se atribuya al matrimonio, 
á sus diversas condiciones de validez y á sus efectos en las re- 
laciones internacionales. En segundo lugar, estará obligado á 
reconocer que no da á la cuestión, tal como la plantea nuestra 
ciencia, una respuesta única, sino que hace posibles tres ó cua- 
tro soluciones diferentes. El mismo caso puede presentarse en 
todas las relaciones jurídicas que puqden formarse entre indi- 
viduos de nacionalidad diferente, tanto en el Derecho de fa- 
milia como en la vida activa civil y comercial. Si el principio 
de nacionalidad no es suficiente para someter al Derecho es- 
tas relaciones jurídicas, no se le puede considerar como el 
principio fundamental de nuestra ciencia. No se dirá por cier- 
to que las relaciones jurídicas de que hablamos sean excep- 
cionales ni que nada prueben contra el principio de naciona- 
lidad como regla exceptis excipiendis. Muy al contrario, estas 


(1) Kevue de Droit iuternational, t. 14, págs. 347 y 348. 
(‘2) Quistioni di Diritio civile, 1885, págs. 398 y 399. 
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relaciones jurídicas son, en la sociedad universal, el producto 
normal de la vida, la razón principal de ser del Derecho inter- 
nacional privado. 

El principio de nacionalidad tiene aún otro inconveniente, 
cuando forma el principio fundamental del Derecho privado 
en una sociedad jurídica que se compone de hombres pertene- 
cientes á naciones diversas. Obliga á los individuos, no sólo á 
conocer y á probar su propia nacionalidad, lo que es relativa- 
mente fácil, sino también á averiguar la nacionalidad de los 
individuos con los que entran en relación, y á procurarse la 
prueba de esta nacionalidad, lo que es bastante difícil. Los ca- 
racteres exteriores de fina persona, la forma y el color de la 
cara, los otros signos distintivos de la raza, y hasta la iemma 
que se habla, no son decisivos cuando se trata de determinar 
la nacionalidad; estos caracteres no indican, por otra parte, 
más que la nacionalidad de raza, y no la que es el resultado 
del lugar del nacimiento, del matrimonio ó de la naturaliza- 
ción. Esta dificultad y las perturbaciones inmensas que puede 
ocasionar en la vida activa, lian impulsado á las leyes, la ju- 
risprudencia y la doctrina, á añadir al principio de nacionali- 


dad excepciones y restricciones tales, que le quitan una gran 
parte de su autoridad. En todos los casos, la prueba de la na- 
cionalidad de otro es extremadamente difícil. 


La historia de nuestra ciencia confirma plenamente nuestra 
apreciación. Es sabido que el sistema de la nacionalidad, en 
cuanto se destina á desempeñar el principal papel en nuestra 
ciencia, es una reminiscencia del sistema germano de las leyes 
personales. Ahora bien, los resultados prácticos de este siste- 
ma animan poco. El principio de nacionalidad no podía fun- 
cionar, en la vida activa, más que con auxilio de la regla que 
ordenaba al Juez aplicar la ley r nacional del de-m-ind:ido> . á una 
relación jurídica formada entre individuos de nacionalidad 
diferente. Esta regla es excelente para el Juez, pero absoluta- 
mente insuficiente para la vida activa, desde que las relacio- 
nes jurídicas entre las diversas nacionalidades llegan á ser nu- 
merosas v variadas. Por esto, el sistema de las leyes persona- 
les ha concluido por desaparecer, podemos añadir que la ai* 
sión de las razas, que no ha permitido distinguir unos de otum 
los diversos pueblos germanos y los pueblos conquisto, ios. ha 
contribuido ciertamente á la ruina del sistema, h’o- creemos 
con derecho á sacar de la historia la enseñanza de que una co- 
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in u ni dad jurídica universal, establecida sobre la base única dei 
principio de nacionalidad, no sería viable. 

No hay necesidad, por otra parte, de recurrir á la historia 
relativamente antigua y algo nebulosa de los orígenes del 
Derecho germánico, para apreciar el valor del principio de na- 
cionalidad en una comunidad jurídica, que se compone de va- 
rios pueblos distintos por su derecho personal. Las mismas 
causas producen aún hoy los mismos efectos. En las colonias 
holandesas de las Indias Orientales, el sistema de las leyes per- 
sonales rige las relaciones de la raza blanca y de la raza ma- 
laya. Ha podido este sistema mantenerse, porque las dos razas 
han permanecido claramente distintas, y porque sus relaciones 
son poco íntimas, á lo menos por matrimonio legítimo, y poco 
variarlas, en el sentido de no comprender mucho más que 
ciertas clases de contratos. Ha podido también mantenerse en 
los Estados Unidos, en cuanto á las tribus indias, en tanto que 
éstas han tenido una existencia suficientemente distinta. En 
Egipto, por el contrario, el sistema de las leyes personales, vi- 
gentes durante mucho tiempo para las diversas naciones euro- 
peas, ha debido ceder el terreno cuando estas naciones se han 
mezclado; y cuando sus relaciones jurídicas han llegado á ser 
frecuentes y variadas, ha sido menester establecer un derecho 
común de la vida activa y una jurisdicción mixta. El mismo 
movimiento se prepara en el Japón. Europeos y Americanos 
han obtenido en este país, en virtud de tratados impuestos al 
Japón, el privilegio de la extraterritorialidad, es decir, la per- 
sonalidad del derecho y de la jurisdicción. Al principio, ha 
bastado este sistema á la sociedad de raza blanca, con tanto 
más motivo, cuanto que se componía en parte de aventureros, 
más habituados á servirse de sus revólveres que á comparecer 
ante los Tribunales consulares. Hoy la calma reina, y relacio- 
nes jurídicas de todas clases se han establecido entre los japo- 
neses y los colonos de raza blanca, y entre los colonos de na- 
cionalidad diversa. El sistema de la personalidad ha llegado á 
ser cada vez más una causa de perturbación para el desenvol- 
vimiento regular de las relaciones sociales, y el Gobierno de 
Tokio se esfuerza por obtener una modificación de los trata- 
dos, para poder someter á lo menos las relaciones de la vida 
activa al Derecho japonés, formulado en Códigos calcados 
sobre los nuestros, y destinado á ser aplicado por Jueces indí- 
genas, que han hecho, en parte, sus estudios en Europa. 
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La ciencia moderna, en fin, nunca ha podido formular en 
disposiciones positivas, un sistema de Derecho internacional 
privado, fundado únicamente en la nacionalidad. El Código 
civil italiano ha ido, bajo este aspecto, tan lejos como ha po- 
dido; pero ha tenido que doblegarse ante ciertas consideracio- 
nes. Ha podido someter á las leyes de la nación á que una per- 
sona pertenece, su estado, su capacidad y sus relaciones de fa- 
milia; pero ha tenido que detenerse cuando ha llegado á los 
bienes, ó más bien á las relaciones jurídicas que nacen entre 
los hombres á propósito de los bienes. El Código italiano aban- 
dona enteramente el principio de nacionalidad en los inmue- 
bles, y sólo lo aplica á los bienes muebles cuando no hay dis- 
posición contraria en el país en que se encuentran. En cuanto 
4 la forma de los actos y al contenido de las obligaciones, sólo 
ha podido servirse del principio cuando las partes tienen la 
misma nacionalidad, lo que prueba precisamente contra la 
autoridad suprema del principio. El Código italiano, por últi- 
mo, ha formulado de la manera más amplia la excepción de 
las leyes prohibitivas del Reino, del orden público y de las bue- 
nas costumbres, lo que da al J uez una inmensa latitud de apre- 
ciación. 

En los trabajos científicos posteriores al Código italiano, la 
convicción de que nuestra ciencia, aliado del principio de na- 
cionalidad, necesita un conjunto de otras reglas jurídicas, se 
dibuja aún más claramente. En el sistema de Laurent, el prin- 
cipio de nacionalidad no tiene ya más que la mitad del poder 
supremo. Los proyectos de revisión de los artículos prelimina- 
res del Código francés, publicados en Bélgica, van mucho me- 
nos lejos que el Código italiano. Hasta el Instituto de Derecho 
internacional, que, al principio, parecía dispuesto á ver en el 
principio de nacionalidad el fundamento de nuestra ciencia, 
se lia visto forzado, en el desarrollo de sus trabajos, á recurrir 
en muchos puntos á otros principios. Debemos deducir de lo 
expuesto, que no puede verse en el principio de nacionalidad 
la regla suprema de nuestra ciencia (1). 

Ni siquiera cree Jitta que la nacionalidad puede ser uno de 
los principios de nuestra ciencia, al que se atribuyan los efec- 
tos del antiguo principio del domicilio, en cuanto al estado y 
la capacidad de las personas y á sus relaciones de familia. 



La méthode du Droit internalional privé , pág. 


144 y siguientes. 
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Como ya liemos dicho, el principio de nacionalidad es, por 
sí solo impotente cuando se trata de una relación jurídica en- 
tre individuos que pertenecen á nacionalidades diferentes. En 
la mavoría de los casos, será imposible aplicar á cada uno de 
estos individuos su propia ley nacional. Será menester elegir 
entre las diversas leyes nacionales de las partes, y en esta elec- 
ción sólo puede servir de guía el estudio de la naturaleza de 
las relaciones jurídicas. Esta insuficiencia del principio de la 
nacionalidad le quita, en tanto que no se forme una opinión 
común de los Estados sobre la naturaleza de las relaciones ju- 
rídicas, su valor general y universal. No se acudirá á él hasta 
después del examen de la naturaleza de las relaciones jurídi- 
cas, cuando este examen haya demostrado la necesidad de so- 
meterlas á la ley personal de uno ú otro de los individuos in- 
teresados en la relación. 

Aun en este último caso, la ley nacional de una ú otra de 
las partes interesadas en la relación no es la ley que se impone 
necesariamente á esta relación. En su misión restringida y 
secundaria, así determinada, el principio de nacionalidad se 
encuentra frente al principio del domicilio. Los partidarios de 
éste se apoyan en la tradición y en consideraciones de juris- 
dicción interna, que hacen de los extranjeros domiciliados 
súbditos temporales de la ley del país. Los procesos que la 
vida activa suscita en un Estado conciernen casi siempre á 
personas domiciliadas, y el Juez, aplicando la ley del país 
que conoce, no tendrá necesidad de consultar leyes extranje- 
ras. Los partidarios del principio de la nacionalidad, por su 
parte, hacen valer el carácter más estable de la nacionalidad, 
que no cambia por la voluntad humana con tanta facilidad 
como el domicilio. Invocan también la relación íntima que 
existe entre las condiciones físicas y morales de las personas 
y las leyes nacionales, y sobre todo el apoyo recíproco que 
los Estados se prestan, atribuyendo autoridad á sus leyes 
sobre los nacionales que han emigrado, para impedirles elu- 
dir las leyes nacionales por un acto voluntario. 

Es peligroso entrar en un terreno en que dos partidos com- 
baten sin inclinarse á uno ni á otro; se corre el riesgo de re- 
cibir golpes de los dos lados. Creemos, sin embargo, que de- 
bemos exponernos á este peligro. No es imposible decidirnos 
en la lucha empeñada entre el principio general de la nacio- 
nalidad y el del domicilio; en nuestro sentir, tienen los dos ra- 
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zón en parte. Si la base del Derecho internacional privado es la 
sociedad jurídica de la humanidad, si su método tiene por fin 
someter relaciones jurídicas al derecho que conviene á su 
naturaleza en la vida activa internacional, es necesario exa- 
minar en cada relación jurídica, primero, si es preciso refe- 
rirla al derecho de un individuo determinado, y después si 
por el derecho de este individuo debe entenderse su ley na- 
cional ó. la del lugar de su domicilio. EL Derecho positivo no 
tiene necesidad de formular primero un principio general, y 
de establecer después toda una serie de excepciones fundadas 
en la naturaleza particular de las relaciones jurídicas; puede 
hacer de estas excepciones otras tantas reglas especiales. 
Puede someter así las relaciones jurídicas, ya á la ley nacio- 
nal de las partes ó de una de ellas, ya á la ley de su domici- 
lio. La nacionalidad ejercerá sobre todo su influencia en las 
cuestiones que dependan de las condiciones físicas y morales 
distintivas de las naciones, como la edad para el matrimonio, 
por ejemplo, ó la mayoría. El domicilio, por su parte, será 
decisivo en las cuestiones en que estas condiciones sean indi- 
ferentes, como la ausencia, la perturbación mental y la quie- 
bra. El domicilio es un elemento negativo de la ausencia, que 
supone que un individuo ha abandonado su domicilio sin dar 
señales de vida; la nacionalidad del que se ausenta es indife- 
rente. La perturbación mental es un estado morboso, inhe- 
rente á la humanidad y absolutamente independiente del 
carácter nacional. La quiebra, en fin, es también una especie 
de estado morboso de los asuntos de un individuo, sea ó no 
comerciante, estado que no tiene ningún vínculo necesario 
con su nacionalidad de origen. La solución dependerá, pues, 
en cada caso especial, de la naturaleza de las relaciones jurí- 
dicas, y en tanto que esta naturaleza no sea objeto de inteli- 
gencia internacional, toca precisarla al método individual de 
nuestra ciencia. 

El examen de la naturaleza de las relaciones jurídicas no 
debe necesariamente conducir á una elección entre la ley del 


domicilio de una persona y su ley nacional. Otras leyes pue- 
den ser tomadas en consideración y elegidas por el legisla- 
dor, porque respondan mejor á las exigencias de la vida acti- 


va. Se presentará primero este caso en todas las materias que, 
bajo el punto de vista de un Estado determinado, interesan al 


orden público y las buenas costumbres. El legislador impon- 
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drá entonces al Juez la obligación de aplicar su propia ley á 
ciertas relaciones jurídicas, sin tener en cuenta la nacionali- 
dad ni el domicilio de las partes. La ley del Juez, la lex fori, 
seo'iiü dicen los autores, se presenta así como una tercera ley, 
aliado de la nacional y de la ley del domicilio. 

Hay más todavía. Los principios de la nacionalidad y del 
domicilio, considerados como principios generales, pretenden 
regir á la persona humana, considerada en sí misma, y deter- 
minar su estado jurídico y su capacidad, salva la excepción 
del orden público ó de la moral. Separan así á la persona hu- 
mana de la vida activa. Y, sin embargo, las consecuencias 
del estado y la capacidad de las personas se producen en la 
vida activa internacional. Poco nos importa que un individuo, 
considerado en sí mismo, sea mayor ó menor, capaz ó inca- 
paz; las consecuencias de su incapacidad en la vida activa son 
las que nos interesan. Todas las leyes de las naciones civiliza- 
zas atribuyen á la edad de las personas, por ejemplo, una 
cierta incapacidad, y es evidente que la naturaleza impone 
esta medida cuando se trata de niños absolutamente sin con- 
diciones para dirigir sus negocios. Pero el límite de edad va- 
ría esencialmente en las leyes; la mayoría puede comenzar 
más pronto ó hacerse esperar hasta la terminación de la edu- 
cación más completa, que puede durar hasta veinticuatro ó 
veinticinco años. Estas diferencias se apoyan, en parte sobre 
la raza y el clima, en parte sobre el estado social y el sistema 
de educación, ó bien simplemente sobre la historia y la tradi- 
ción. En todos los casos, la naturaleza no impone la edad de 
veinte, veintiuno y veintidós años para la mayoría, y el orden 
público, la moral y las buenas costumbres no tienen en ella 
intervención. Parece, pues, que un principio único, como el 
de la nacionalidad ó el del domicilio, debería poder tener una 
aplicación general y universal en materia de mayoria; el hom- 
bre, declarado menor por la ley de su nación ó por la de su 
domicilio, debería ser considerado menor é incapaz por toda^ 
partes. La protección de los incapaces, que es un poderoso 
interés social, estaría así asegurada en la humanidad entera. 
Pero, procediendo así, se sacrificaría otro interés social, la 
seguridad de las transacciones civiles y comerciales. No es 
siempre posible, en efecto, estar seguro de la nacionalidad y 
del verdadero domicilio de una persona; es fácil engañarse de 
buena fe, y se puede no pensar en la posibilidad de una na- 
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cionalidad extranjera, efecto de un matrimonio, del reconoci- 
miento de un hijo natural ó de una naturalización. La misma 
cuestión se plantea sobre todas las demás causas de incapaci- 
dad generales ó especiales, la interdicción y sus formas acce- 
sorias, la incapacidad de la mujer casada, etc. Hay, pues, en- 
frente dos intereses sociales, la protección de los incapaces y 
la seguridad de las transacciones, intereses que el legislador 
debe pesar para inclinarse al más importante, ó para tratar de 
conciliarios del mejor modo posible. 

Esta materia lia ocupado con frecuencia á los autores y la 
jurisprudencia, y varias legislaciones lian tratado de resolver 
la cuestión, ya de una manera general, ya en ciertas relacio- 
nes jurídicas. Autores de mérito lian propuesto distinciones, 
ya entre la incapacidad misma y sus consecuencias jurídicas, 
ya entre la incapacidad general y la incapacidad particular 
para ciertos actos, ya, en fin, entre la capacidad de ser el su- 
jeto jurídico de ciertos derechos y la capacidad para ejercer 
estos derechos. La jurisprudencia anglo-americana, que con- 
cede á la ley del domicilio de las personas efectos considera- 
bles, determina la capacidad de los individuos, cuando se trata 
de contratos, por la ley del lugar del contrato. Se guía evi- 
dentemente por el interés práctico del comercio, tan poderoso 
para las naciones de raza anglo-sajona; pero sacrifica la pro- 
tección de los incapaces. El Código general prusiano, después 
de haber admitido en su introducción (párrafo 23) que las cua- 
lidades personales y las incapacidades de un individuo deben 
ser juzgadas según las leyes del lugar de su domicilio, esta- 
blece en su párrafo 35 una excepción importante: «Si un ex- 
tranjero, dice este párrafo, contrata en este país en lo rela- 
tivo á bienes que en él se hallen, su capacidad será juzgada 
según la ley más favorable á la validez del acto.» Así, según 
esta disposición, la ley personal de un extranjero puede exten- 
der su capacidad, en los países sometidos al Código general 
prusiano, sobre los bienes situados en este país, pero no res- 
tringirla. El párrafo 84 de la ley alemana sobre las letras de 
cambio es una aplicación del mismo principio. 

La jurisprudencia francesa llega á resultados análogos, ad- 
mitiendo que el interés francés domina el estatuto personal 
del extranjero. Tiende á someter la capacidad del extranjero 
á la ley francesa, cuando contrata en Francia con un francés 
sin indicar su incapacidad. 

19 
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Las exigencias de la vida activa tienden, por tanto, á colocar 
al lado de la ley nacional, de la ley del domicilio y de la ley 
del Juez, una cuarta ley: la del lugar del contrato . Es difícil 
formular el efecto de esta última ley de una manera general y 
universal, porque si se hace un principio general de la regla 
que somete la capacidad de las personas, en las transacciones 
de la vida activa, á la ley del lugar del contrato, ó á la más 
favorable al mantenimiento del acto, no se deja ya lugar para 
el principio de nacionalidad ó para el principio del domicilio. 

Vemos, pues, en la única materia del estado y la capacidad 
de las personas, otras tres leyes producirse al lado de la ley 
nacional y reclamar un lugar, según la naturaleza de las re- 
laciones jurídicas. Debemos añadir que en la misma materia 
puede prescindirse del principio de nacionalidad, no sólo por 
la aplicación de una de estas leyes, sino también por la apli- 
cación de una regla jurídica especial que puede formular el 
legislador, sin tener en cuenta ninguna ley determinada. Así 
sucede cuando el legislador, con el fin de mantener en lo po- 
sible una relación jurídica, que ha ejercido de hecho cierta 
influencia en los individuos, dispone que se juzgue según la 
ley más favorable á su validez. 

Fijados estos puntos, no es fácil determinar el valor del prin- 
cipio de nacionalidad, considerado como uno de los principios 
generales del Derecho internacional privado. La nacionalidad 
de una persona es uno de los elementos de su individualidad, 
individualidad que debe tener en cuenta el legislador, si quie- 
re cumplir su misión de hacer justicia, y someter las relacio- 
nes jurídicas nacionales é internacionales al derecho que les 
conviene. Pero la nacionalidad no se confunde con la indivi- 
dualidad jurídica del hombre; al lado de la nacionalidad hay 
otros elementos que debe atender el legislador. El valor que 
ha de atribuirse á cada uno de estos elementos depende de la 
naturaleza de las relaciones jurídicas, y hasta tanto que no se 
forme una convicción común de los Estados relativamente á 
esta naturaleza, toca al método individual de nuestra ciencia 
preparar esta convicción, especializando el principio de nacio- 
nalidad, es decir, aplicándolo solamente á las relaciones jurí- 
dicas, que puede regir conforme á su fin social en la huma- 
nidad (1). 


(1) Página 156 y siguientes. 
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Corresponde al Código civil austriaco de 1811 el honor de 
haber tratado de conciliar los varios principios (1), aceptando 
al mismo tiempo, aunque en diferentes casos, la ley del domi- 
cilio, la de la nacionalidad, la más favorable á la validez de 

(1) Artículo 4.° Las leyes civiles obligan á todos los ciudadanos de 
aquellas provincias para las cuales se promulgan. Quedan también suie- 
tos á estas leyes en los actos y en los negocios que emprendan fuera del 
territorio del Estado, cuando no esté limitada su facultad personal de em- 
prenderlos y cuando dichos actos y negocios deban producir consecuencias 
legales también en estas provincias. En el siguiente capítulo se determi- 
nará cuándo los extranjeros estarán sujetos á dichas leyes. 

Artículo 33. En general tendrán los extranjeros los mismos derechos y 
obligaciones civiles que los nacionales, cuando para disfrutar de estos de- 
rechos no se requiera expresamente la condición de ciudadano; deberán 
además los extranjeros, aunque disfruten de los mismos derechos que los 
nacionales, probar, en los casos dudosos, que el Estado á que pertenecen 
trata á los ciudadanos austríacos, respecto del derecho en cuestión, como 
á los propios. 

Artículo 34. Se juzgará, por regla general, de la capacidad personal de 
los extranjeros para realizar actos legales, con arreglo á las leyes de la lo- 
calidad á que por razón de su domicilio, ó si no tuviere domicilio fijo, por 
razón de su nacimiento, esté sometido el extranjero como súbdito, siempre 
que la ley no determine otra cosa en casos particulares. 

Artículo 35, Se juzgará de un acto realizado por un extranjero en este 
Estado, y mediante el cual conceda á otros cualquier derecho sin obligar- 
los recíprocamente, de conformidad con este Código, ó también de confor- 
midad con las leyes á que como súbdito esté sometido el extranjero, según 
favorezca más una ú otra la validez del asunto. 

Artículo 36. Si un extranjero contrajere eu este Estado una obligación 
recíproca ó bilateral con un ciudadano, se juzgará sin excepción con arre- 
glo al presente Código; contraída por un extranjero con otro extranjero, 
también deberá juzgarse con arreglo al mismo Código, á no ser que se 
pruebe que, al emprender el asunto, se ha tenido presente otra ley. 

Artículo 37. Si los extranjeros emprendieran en otros países asuntos de 
derecho con extranjeros ó con súbditos de este Estado, se juzgarán éstos 
según las leyes de la localidad donde se haya tratado el asunto, á no ser 
que manifiestamente se haya tomado por base otra ley al contratarlo, y 
no sea contraria á lo prescripto en el art. 4.° 

Artículo 38. Los Embajadores, Encargados públicos de negocios, y las 
personas de su servicio, disfrutarán de las inmunidades fundadas en el de- 
recho de gentes y en los tratados públicos. 

Artículo 51. Si algún extranjero menor de edad quisiese contraer ma- 
trimonio en estos Estados y no pudiere presentar el necesario consenti- 
miento, el Juez de estos Estados de cuya jurisdicción dependiere por su 
condición y su domicilio, deberá nombrarle un curador que declare delan- 
te de dicho Juez su consentimiento ó disentimiento sobre el matrimonio. 

Artículo 225. Si algún inmueble del menor estuviese situado en otra 
provincia ó eu un Estado extranjero, tendrá el Juez pupilar la obligación 
de dirigirse, para la formación del inventario y para la tasación, al Juez 
competente de la provincia ó del Estado extranjero, solicitando su comuni- 
cación, pero dejando á dicho Juez la facultad de nombrar el curador para 
el inmueble. 

Artículo 300. Las cosas inmuebles están sometidas á las leyes del lugar 
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los actos, la del contrato y la preferida por las partes. La le- 
gislación’ alemana, y especialmente el Código civil del reino 
de Sajouia de 2 de Enero de 1863 (1), y las disposiciones pro- 
as con motivo del nuevo Código civil alemán, anterior- 


en que están situadas; todas las demás, por el contrario, lo están á las leyes 
á que esté sujeta la persona del propietario. 

Colección de las Instituciones políticas y jurídicas de los pueblos moder- 
nos , dirigida su publicación por D. Vicente Romero Girón y D. Alejo 
García Moreno. Tomo noveno. Austria, &.* Código civil. 

(1) § 6. En el interior se aplican las leyes nacionales, en tanto que no 

resulte una excepción según el derecho público, especialmente según los 
tratados y según las disposiciones siguientes. 

§ 7, La capacidad de derecho y de obrar de una persona se rige por las 
leves del Estado al que pertenece. 

‘§ 8 . La capacidad de obrar de un extranjero se rige por las leyes del 
interior, cuando se trata de una obligación por un acto realizado en el 
interior. 

§ 9. La forma que ha de observarse en los actos jurídicos se some- 
te á las leyes del lugar en que se han ejecutado. Basta, sin embargo, 
la observancia de las leyes del lugar en que el acto debe producir sus 
efectos. 

§ 10. Los derechos en las cosas muebles é inmuebles, así como la pose- 
sión de las mismas, se rigen por las leyes del lugar donde las cosas se 
hallan. 

§11. Las reclamaciones se someten á las leyes del lugar en el que se 
entablan. 

§ 12. Las disposiciones de los §§ 1551 á 1553 y 1558 á 1874 se aplican, 
aun cuando se haya realizado la cohabitación extramatrimonial en un Es- 
tado cuya legislación no reconozca los derechos comprendidos en estas 
disposiciones. 

§ 13. La celebración y la disolución del matrimonio se rigen por las le- 
yes del Estado al que pertenece el marido. 

§ 14. Los derechos sobre los bienes del matrimonio se rigen por las leyes 
del país en que, al tiempo de la celebración del matrimonio, tenga el ma- 
rido su domicilio. Los derechos sobre los bienes del matrimonio no se mo- 
difican por el cambio de domicilio. Las donaciones entre esposos se rigen 
por las leyes vigentes en el domicilio del marido. 

§ 15. La patria potestad se rige por las leyes del Estado al que pertenece 
el padre. 

§ 16. La tutela se rige por las leyes del Estado al que pertenece el 
pupilo. 

§ 17. La transmisión y adquisición de una herencia se rigen por las le- 
yes del lugar en que el testador ha tenido últimamente su domicilio. Si 
tiene varios domicilios, por las leyes del domicilio en el que ha residido 
últimamente. 

§ 18. Cuando pueden ser determinadas las relaciones jurídicas por el 
arbitrio de los interesados, se les permite estipular que se apliquen otras 
leyes en lugar de las que correspondan. 

§ 19. No se aplican las leyes extranjeras, si su aplicación está prohibida 
por las leyes interiores, en virtud de disposición terminante ó por ser con- 
trarias á los fines de las mismas. 

Estas disposiciones del Código de Sajonia (Meili, págs. 27, 28 y 29) ha Q 
servido de base al Proyecto de Mommsen y al Proyecto alemán. 
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mente reproducidas, contienen el germen de un término me- 
dio entre el principio absoluto del Derecho italiano, que pro- 
tege ai incapaz extranjero, en detrimento de la seguridad de 
las transacciones, y el principio anglo-americano, que marcha 
en sentido opuesto. La ley suiza de 1891 ha señalado el verda- 
dero camino que debe seguirse para llegar á una inteligencia 
internacional. 


III 

Parécenos que la doctrina italiana, lejos de desenvolverse y 
de obtener aprobación general, como sus mantenedores espe- 
ran, ha de ir perdiendo importancia de día en día, hasta ser 
abandonada en no largo plazo. 

Es bien sabido que la doctrina de la personalidad, llevada á 
su última fórmula por la escuela italiana novísima, ha surgi- 
do de nuevo en la época moderna, merced á la tendencia in- 
dividualista de la Revolución francesa. El día en que Francia, 
por encontrarse en condiciones análogas á Suiza, y tenemos 
motivos para presumir que ha de presentarse esta situación, se 
incline al principio de la territorialidad, habrá llegado el últi- 
mo momento de la doctrina de Mancini. La influencia de Fran- 
cia en los pueblos civilizados y la autoridad universal de sus 
eminentes jurisconsultos, bastarán sin duda, como los prece- 
dentes nos dan derecho á suponer, para generalizar la nueva 
doctrina. 

La emigración de Francia es bien reducida, pues ocupa el 
último lugar, respecto á este punto, entre los Estados de Euro- 
pa. En cambio, la población extranjera aumenta, y de este au- 
mento puede dar idea el siguiente cuadro (1): 


(1) Levasseur. Statistique de la superficie et de la population des con - 
Irées de la ierre. Rome, 1887. — Levasseur. La population francaise, l his- 
ioire de la population avant 1TS9 et démographie de la Franca ci>mpuree 
á celle des auires nations au XIX siécle . París, 1SS9 91 Ler- 

nard. L'émigration dans les temps modernes. Journal des Leonomistes. 
Tomo 42 (1888), págs. 217 y siguientes. — Say et Chailley. Roncean Dic - 
tionntdre d' E cono mié politique. Tomo l.° (1891). Démographie. 
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Fecha de los censos 

Población total 

Extranjeros 

Proporción 
de los extranjeros 

1851 

» 

380.831 

1,06 

1801 

35.834.902 

497.091 

1,33 

1866 

36.485.489 

635.495 

1,67 

1872 

36.102.921 

740.668 

2,03 

1876 

36.905.788 

801.754 

2,17 

1881 

37.672.048 

1.001. 090 

2,67 

1886 

38.218.903 

1.126.531 

2,97 


El número de extranjeros, dice M. Bernard, lia aumentado 
mocho más rápidamente que el de franceses, puesto que for- 
ma cerca del 3 por 100 de la población total, á pesar de las 
naturalizaciones. El Sena tiene 213.000 sobre 3.000.000 de ha- 
bitantes, y el 13 por 100 de la población de las Rocas del Ró- 
dano es también de nacionalidad extranjera. La ciudad de 
Marsella es muy comparable hoy á Buenos Aires: los extran- 
jeros, en su mayor parte italianos, forman la quinta parte de 
la población. Pueden recorrerse calles enteras habitadas ex- 
clusivamente por italianos. 

Esta situación de Francia, bajo el punto de vista de la inmi- 
gración, es especial y no se encuentra en ninguna parte de 
Europa. Alemania no contaba, en el censo de l.° de Diciembre 
de 1885, más que 156.969 extranjeros sobre una población to- 
tal de 46.840.587 habitantes, ó sea menos de 3 por 1.000. 

Francia, dice el distinguido economista M. Leroy-Beaulieu, 
es una nación rica, pero poco densa (71 habitantes por kiló- 
metro cuadrado); Italia, por el contrario, es una nación rela- 
tivamente pobre y de población exuberante (más de 100 habi- 
tantes por kilómetro cuadrado). Bélgica es un país rico, si se 
tienen en cuenta sus recursos materiales; pero es considerable 
el número de sus habitantes (200 por kilómetro cuadrado), lo 
que hace que los salarios sean módicos. Alemania ocupa una 
situación intermedia entre Italia y Bélgica (1). España tiene 
una población poco densa (2); pero poseyendo pocos capitales, 
sólo puede dar á sus trabajadores salarios módicos, lo que im- 
pulsa á una parte de alguna importancia á la emigración. 


(1) La población del Imperio alemán es de 91 habitantes por kilóme" 
tro cuadrado. 

(2) 35 habitantes por kilómetro cuadrado. 
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Así, de un lado, un país muy rico, relativamente poco po- 
blado, Francia, y de otro una zona, porque se podría añadir 
Suiza, de comarcas que, ó bien tienen mucha población y sólo 
pueden conceder una remuneración modesta á sus obreros, ó 
bieu tienen tan pocos capitales, que, á pesar de la poca densi- 
dad específica de su población, no puede ésta gozar de mucho 
bienestar. 

Esta situación tiene consecuencias demográficas casi inelu- 
dibles. Se han comparado con frecuencia los diversos países y 
las diversas carreras y profesiones, en lo que concierne á los 
hombres que atraen, á lo que son los vasos comunicantes, por 
lo que se refiere á los líquidos que contienen. El líquido tiende 
á establecerse con el mismo nivel en estos vasos comunican- 
tes. Así ocurre con los hombres en las diferentes comarcas 
respecto á las profesiones ó carreras. El nivel tiende á estable- 
cerse entre ellas de una manera menos rápida y completa que 
para el líquido de dos ó más vasos en comunicación, pero, sin 
embarg’O, de una manera muy sensible y eficaz. 

Por esto el equilibrio específico de población no se establece 
inmediatamente en Francia, Italia y Bélgica. Es fatal, no 
obstante, que se efectúe gradualmente una infiltración de los 
dos últimos países hacia el primero. No hay fuerza humana 
ni Gobierno que pueda impedirla. Esta mauifestacióu es lenta, 


pero constante (1). 

Una nueva prueba del aumento necesario de los extranjeros 
en Francia nos presenta la estadística de la población, pues 
sobre propagarse ésta mucho menos allí que en otros países, 
los últimos datos acusan mayor número de defunciones que 


de nacimientos. Esto hace que los economistas anuncien en 
términos fatídicos la despoblación de la Francia. Si llegase á 
ocurrir esté hecho, un país tan rico, tan floreciente V tan bien 
situado, habría de provocar necesariamente la inmigración. 

Veamos el movimiento de la población en Francia (2): 


(1) La quesiion des ouvriers étrangers. L’Eeonomíste trancáis, 
2.° vol., pág. 289. 

(2) L/Economiste franjáis, 1894, vol. pág. 19b. 
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Años 

Matrimonios 

Nacimientos 

Defunciones 

Exceso de 
nacimientos 

Exceso de 
defunciones 

1SS3 

284.519 

937.944 

841.141 

90 . 083 

» 

188 i 

289 . 555 

937.758 

858.784 

78.974 

» 

1885 

283.170 

924.558 

836.897 

87.661 

» 

1886 

283 . 208 

912.838 

860.222 

52.616 

» 

1887 

277.060 

899.333 

842.797 

56 . 536 

» 

1888 

276.848 

882.639 

837.867 

44.772 

» 

1889 

272.934 

880.579 

794.933 

85.646 

» 

1890 

269.332 

838.059 

876.505 

» 

38.446 

1891 

285.458 

866.377 

876.882 

» 

10.505 

1892 

290.319 

855.847 

875.888 

» 

20.041 


Al equilibrio necesario de la población en Estados contiguos 
y á la disminución de los habitantes, debe agregarse una 
tercera causa en apoyo del principio territorial. Francia posee 
inmensas colonias, sobre todo en el continente africano, y si 
éstas han de entrar en el movimiento de la civilización, nece- 
sitan mucha población europea, y si Francia no tiene exceso 
de habitantes que enviar allí, el fenómeno de Argelia ha de 
reproducirse en el porvenir en muy grande escala. 

Las colonias francesas deberán ser en el transcurso de los 
tiempos una cosa análoga á lo que son actualmente los Esta- 
dos Unidos Norteamericanos. 

Los 62 . 622.250 habitantes que los componen, sólo cuentan 
53.372.703 personas americanas por nacimiento; esta cifra 
comprende gentes de color y 9.249.547 extranjeros de naci- 
miento. En 1850 había 18.702.672 indígenas , si puede emplear- 
se esta palabra para designar á los individuos nacidos en el 
país, y 2.244.602 extranjeros. Durante la década siguiente, la 
primer cifra aumenta en 30,35 por 100 solamente, mientras 
que la segunda se eleva á la enorme proporción de 84,38; des- 
de entonces, y durante las décadas siguientes, el crecimien- 
to ha sido sucesivamente de 20,83, de 31,78 y de 22,76 para 
los indígenas, mientras que ha sido de 34,52, de 19,99 y de 
38,47 para los extranjeros. La emigración enorme que se ha 
producido de 1880 á 1890 ha hecho aumentar en 38,47 por 100 
la población extranjera, mientras que la población indígena 
sólo ha aumentaba en 22,76. La población extranjera suminis- 
tra, pues, una notable parte de la Confederación entera. En 
1850 era el 9,68 por 100; pero pronto, en 1860, llega á 13,16 y 
á 14,44 en la década siguiente, elevándose en 1880 á 13,32, 
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y en 1890 á 14,77, la cifra más alta que se ha observado (1). 

Pero, aun sin pensar en el porvenir, Francia nos ofrece ac- 
tualmente un gran número de relaciones jurídicas en las que 
intervienen extranjeros. El estudio estadístico de la población 
por nacionalidades, seg-ún los datos de 1891, nos da una de- 
mostración concluyente (2). 


Población en general 


NACIONALIDADES 

Número de per- 
sonas que se 
han casado. . . 

Nacimientos . . . 

Defunciones . . . 

Excedente 

de 

nacimientos 

Excedente 

de 

defunciones 

Franceses 

556.958 

839.902 

859.256 

» 

19.354 

Ingleses 

347 

368 

478 

» 

110 

Alemanes 

2.148 

1.721 

1.594 

127 

» 

Belgas 

5.756 

10.709 

6.708 

4.001 

» 

Españoles 

847 

1.601 

1.340 

261 

» 

Italianos 

2.728 

9.353 

5.028 

4.325 

» 

Suizos 

1.305 

1.487 

1.323 

164 

» 

De otras nacionalidades 

827 

1.236 

1.155 

81 

» 

Total de extranjeros . 

13.958 

26.475 

17.626 

8.959 

Exceso de 
nacimientos 

110 

Exceso de 
defunciones 

1 Total de la población . 

570.916 

866.377 

876.882 

8.849 

10.505 


(1) Bellet. La composition de la population des Etats Unís. Journal 

des Economistes, 15 Fevrier 1894, pág. 234. 

(2) La population en France par nationahtes en 1891. Lp^conoruis 

franQais, 1891, 1 er yol., págs. 109 y 110. 
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Matrimonios 


NACIONALIDADES DE LAS MUJERES 


Nacionalidades 
de los hombres 

Francesas .... 

Inglesas 

Alemanas 

Belgas 

Españolas. • • • 

Italianas 

GG 

P 

N 

CD 

De otras na- 
cionalidades. 

Totales 

Franceses 

274-445 

73 

753 

1.564 

174 

535 

351 

223 

278.118 

Ingleses 

94 

42 

» 

11 

2 

6 

12 

29 

205 

Alemanes 

563 

10 


31 

3 

14 

29 

22 

948 

Belgas 

1.793 

7 

66 

1.091 

» 

8 

12 

22 

2.999 

Españoles 

244 

2 

1 

13 

182 

8 

8 

4 

462 

Italianos 

923 

4 

44 

21 

14 

543 

33 

4 

1.586 

Suizos 

517 

3 

28 

16 

1 

22 

127 

10 

724 

De otras naciona- 
lidades 

* 

261 

1 

23 

10 

9 

6 

9 

97 

416 

Totales 

278.840 

142 

1.200 



1.142 

581 

411 

285.458 


Nacimientos 


i 


NACIONALIDADES 


Fr a n ceses 

Ingleses 

Alemanes 

Belgas 

Españoles 

Italianos 

Suizos 

De otras nacionalidades. . 

Totales 


Legítimos 

Naturales 

Totales 

769.380 

328 

1.231 

9.295 

1.501 

8.358 

1.263 

1.085 

70.522 

40 

490 

1.414 

100 

995 

224 

151 

839.902 
368 
1.721 
10.709 
1.601 
9.353 
1.487 
1 . 236 

792.441 

73.936 

866.377 
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Defunciones 


NACIONALIDADES 

Sexo masculino 

Sexo femenino 

Totales 

Franceses 

Ingleses 

Alemanes 

Belgas 

Españoles 

Italianos 

Suizos 

De otras nacionalidades. . 

Totales. 

442.792 
254 
905 
3.807 
' 752 

3.057 
816 
703 

416.464 

224 

689 

2.901 

588 

1.971 

507 

452 

859.256 

478 

1.594 

6.708 

1.340 

5.028 

1.323 

1.155 

453.085 

423.797 

876. 8S2 


Para acabar de formar idea del movimiento de los extranje- 
ros en Francia, como anuncio para el porvenir, basta tener en 
cuenta un último dato. París es la población más visitada por 
ellos en Europa, y la que más los atrae. Han entrado en 1893 
por las estaciones de París 47.622.615 viajeros, y han salido por 
ellas durante el mismo período 42.217.729 (1). Han entrado, 
pues, en París, y salido de allí en un solo año, mayor número 
de viajeros que el que forma la suma total de los habitantes de 
Francia. 

El aumento creciente de los extranjeros en este país ha lla- 
mado la atención del Gobierno, y ha dado motivo á varias dis- 
posiciones. El decreto de 2 de Octubre de 1888 trata de conocer 
las condiciones en que se establecen en el territorio personas 
ó familias procedentes del extranjero (2). El decreto de 21 de 
Junio de 1890 somete también á ciertas disposiciones á los ex- 
tranjeros en Argelia, aplicándoles el anterior, salvas modifica- 
ciones de detalle (3). La ley de 26 de Junio de 1889 ha declara- 
do francés ipso facto á todo individuo nacido en Francia de 
padre extranjero, que también ha nacido allí, y francés condi- 
cional á todo individuo nacido en Francia de padre extranjero, 
si en el año que sigue á su mayoría, lo más tarde, no declina 


(1) LTndépendance belge. Edition internatioaal hebdomadaire, ~t) 
Septembre 1894, pág. 2, col. 1. a , § 5 y 6. 

(2) Annuaire de législation francaise (Societé de législation compare e ), 
8 e anace. París, 1889, pág. 53. 

(3) Annuaire de législation francaise. 10 e anace. 18: 1. 
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ja calidad de francés (1). Por último, varias proposiciones 
' hrp los extranjeros se lian presentado á las Cámaras (2), que 
hl dado Sin á la ley de 8 de Agosto de 1893, sobre lo* ex- 
tranjeros residentes (3). 


IV 

Las tentativas de codificación del Derecho internacional 
privado, altamente loables, pues tienden á facilitar la resolu- 
ción de los conflictos de leyes, sentando reglas uniformes, han 
tropezado hasta ahora con insuperables obstáculos (4). Es me- 
nester, para que haya términos hábiles de llegar á ella, que 
todos los pueblos, previa la publicación de Códigos civiles, ha- 
yan dado á conocer sus doctrinas. Precisa después que se con- 
venzan todos de la imperiosa necesidad de establecer un acuer- 
do. Y hace falta, por último, que se facilite este acuerdo de la 
única manera posible, mediante una transacción. Si la celebra- 
ción de tratados entre algunos pueblos de legislaciones afines 
sería sin duda conveniente, la aspiración general no quedaría 
satisfecha sin el concurso de todos, único medio de conseguir 
lo que se desea. 

Han fracasado los esfuerzos repetidos del Gobierno de Italia, 
impulsados por Mancini, porque abrigaba el propósito de tomar 
en la codificación como base la doctrina desenvuelta en aquel 
país, que dista mucho de haber conseguido la aceptación ge- 
neral. 

Ni siquiera en los pueblos hispano-americanos, de análogas 
condiciones sociales y de legislaciones afines, se ha podido 
abrir camino la idea. Ha fracasado el Congreso de Lima, con- 
vocado por los pueblos que dan la preferencia al principio 
personal, porque este principio está en pugna con las necesi- 
dades de varios pueblos de América y con algunas legislacio- 
nes. Ha fracasado, en cierto modo, el Congreso de Montevi- 


(1) Artículo 8.° Véase en Pouard de Card, La naiionalité franqaise y 

París, 1893. ' 

(2) Annuaire de législation franqaise. 12e année. 1893. — Journal offi - 
ciel. Chambre, exposé des motifs, Decembre 1892, pág. 2.209. 

(3) Annuaire de législation franqaise. 13« année. París, 1894, pág. 223. 

(4) Anzilotti. La Codificazione del Diritto internazionale privato. Dis- 
corso letto nel P. Istituto di Scienze Sociali «Cesare Alfieri» in Firenze d 

giorno 12 Novembre 1893 per la solenne inauerurazione degli studi. Pi _ 
renze, 1894. 


deo, convocado por los pueblos que se inclinan al principio 
territorial, pues no se han adherido á sus tratados todas las 
Repúblicas españolas, porque ha establecido disposiciones in- 
compatibles con las legislaciones de algunas. 

Pretender lleg*ar á la codificación, imponiendo uno 6 varios 
pueblos, por importantes que sean, sus doctrinas á los demás, 
no pasa de ser un idealismo optimista./ 

La Conferencia de El Haya de 1893 se ha' reunido bajo ex- 
celentes auspicios. Después de las tentativas fracasadas, los 
principales Gobiernos de Europa se han prestado á enviar allí 
sus representantes, para discutir los medios de llegar á una 
inteligencia. M. Asser, ilustre Presidente de la Conferencia, 
manifestó su convicción de que se llegarían á establecer re- 
glas uniformes, uno de los sueños de su juventud, que iba á 
entrar en vías de realización (1). 

«Es imposible prever, ha dicho el mismo M. Asser, en la 
segunda Conferencia de El Haya de 1894, cuántos años trans- 
currirán aún antes de que hayamos obtenido, en la mayor 
parle de las materias, resultados enteramente satisfactorios. 
Sabremos esperar con paciencia y continuaremos trabajando 
con la esperanza de llegar al fin. Los holandeses han comba- 
tido durante ochenta años para conquistar su libertad y su in- 
dependencia, sin desanimarse por las decepciones de todas 
clases que debieron experimentar. La Conferencia de El Haya 
seguirá su glorioso ejemplo y caminará con paciencia y valor 
en la dirección que ha escogido... El Gobierno holandés quie- 
re aprovecharse de las circunstancias favorables para inaugu- 
rar el trabajo eminentemente humanitario de la codificación 
del Derecho internacional privado; pero no puede concluirse 
de esto que quiera poner en peligro, por una excesiva preci- 
pitación ó por resoluciones demasiado idealistas, el valor prác- 
tico y la solidez de la obra cuya iniciativa ha tomado» (2). 

M. Meili, distinguido catedrático de la Universidad de Zu- 
rich, delegado de Suiza, ha suplicado en la segunda Conferen- 
cia, álas diferentes comisiones, que examinen si en las diver- 
sas ramas del Derecho civil internacional se podrían armo- 
nizar los dos principios de la ley nacional y del domicilio (3). 


(1) Arte ¿ i de la Conférence, <fc. a 1 re partie, pág. 26. 

(2) A ríes de la deuxiéme Conférence , pág. 14. 

(3) Actes, pág. 37. 


CAPÍTULO XI 


La extraterritorialidad y las relaciones internacionales 

en España 

I. — Acción científica individual. Proyectos de Ferrater y de Olivares. 

II. — Acción científica colectiva. Congresos jurídicos de Barcelona y de Lisboa. 
Congreso jurídico ibero-americano de Madrid. 

III. — Derecho constituido. Precedentes del Código civil español de 1889 . Disposi- 

ciones de éste. Su examen crítico, 

IV. — Derecho constituyente. Criterio de que debe partir el legislador. Bases moti- 

vadas de una legislación sobre extraterritorialidad en materia civil. 

V. — Acción diplomática. Adhesión de España á los Tratados de Montevideo. 


I 

La acción científica individual se ha ejercido en España, 
mediante las estimables publicaciones de Ferrater (1) y de 
Olivares (2). 

Ferrater, después de presentar los Tratados celebrados por 
España con las diferentes Potencias, convenientemente meto- 
dizados, aborda las reglas del Derecho internacional público 
y privado, limitándose á la exposición sencilla de los princi- 
pios de este Derecho sáncionados por el natural y por los es- 
critos de los distinguidos publicistas. Da á conocer en forma 
de Código las leyes ó reglas que, si bien no están sancionadas 
por una potestad suprema, han tenido que admitir las nacio- 
nes todas por la necesidad de entenderse en sus continuas re- 
laciones. 

Divide Ferrater la materia en relaciones políticas, civiles y 


( 1 ) Código de Derecho internacional ó sea colección metódica de los 
tratados de paz , amistad y comercio entre España y las demás naciones. 
Barcelona, 1846 47, 2 tomos. 

( 2 ) Tratado en forma de Código del Derecho internacional en sus rela- 
ciones con el civil , mercantil , penal y de procedimientos, Madrid, 
1879-86. 1 tomo. 
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comerciales. Las relaciones civiles comprenden los derechos 
y deberes de los súbditos de un Estado en otro distinto. En 
los artículos 226 á 354 expone reunidas las reglas principales 
del Derecho internacional privado, tomándolas de los autores 
más reputados, principalmente fi anceses. 

El Si\ Olivares se lamenta de que nuestras leyes y las de los 
demás pueblos consignen muy pocos principios del Lencho 
internacional privado, señalados con tal vacilación y timidez, 
y tan empequeñecidos por su aplicación en los Tribunales, que 
con dificultad se conseguirá hacer que prosperen los derechos 
que deban su origen á actos legales ejecutados en el extran- 
jero, y principalmente á sentencias dictadas en otro país. Por 
esta razón, al observar el completo vacío que entre nosotros 
existe con relación á este ramo de la ciencia, cada vez más 
importante, por lo mismo que descansa en las crecientes ne- 
cesidades de los pueblos, hijas de los fáciles medios de comu- 
nicación que en la actualidad existen, á merced de los cuales 
la contratación y el comercio, rebasando las fronteras, han 
llevado los efectos de la actividad humana hasta los puntos 
más apartados del mundo, ha procurado para el auxilio de 
jueces, fiscales, autoridades administrativas de toda clase, 
agentes diplomáticos, letrados, notarios, escribanos, secreta- 
rios judiciales y de Ayuntamientos y comerciantes, entresa- 
car aquellas disposiciones de Derecho internacional en sus 
relaciones con el Derecho civil, mercantil, penal y de proce- 
dimientos, que existen esparcidas en nuestras leyes y códigos, 
así como en las doctrinas sancionadas por la jurisprudencia 
del Tribunal Supremo, añadiendo aquello que, sin estar apo- 
yado directamente en ninguna de dichas fuentes de Derecho, 
ó es lógica deducción de ellas, ó tiene su fundamento en los 
principios propios de esta ciencia, según su modo de apre- 
ciarla. 

Mas como no se ha propuesto el autor escribir un libro doc- 
trinal ni de controversia, sino más bien un trabajo esencial- 
mente práctico, por esto, sin descender á pormenores que qui- 
zás harían perder la utilidad que la obra puede tener, ha opta- 
do por darle la forma de un Código, á fin de presentar más 
condensada y concreta la doctrina, despojándola, por tanto, en 
sus puntos más esenciales del insondable caos y eterna discu- 
sión en que gastan sus fuerzas los más eminentes jurisconsul- 
tos. De este modo, y con la Exposición de motivos que precede 
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al Código, por medio de la que explica aquellos artículos prin- 
cipalmente que no son repetición ó copia de fuentes de nues- 
tro Derecho, supone que han de encontrar las personas á quie- 
nes dedica el trabajo un importante mentor, en el que halla- 
rán indicado el camino que deben seguir, tanto en los actos 
judiciales ó administrativos referentes á materias del Derecho 
internacional privado, como al otorgamiento de documentos 
y celebración de contratos que pueden relacionarse con estos 
puntos. 

La forma adoptada para el trabajo hace que tenga una re- 
dacción afirmativa y hasta preceptiva en la parte que com- 
prende el Código, no obstante carecer de autoridad legal todo 
cuanto en él se consigna si no trae su origen de leyes espa- 
ñolas. Para que no se confundan, pues, unos y otros artículos, 
tiene cuidado el autor de indicar por medio de notas los oríge- 
nes de donde toma los que son copia más ó menos fiel de dispo- 
siciones legales, no teniendo más fuerza que la procedente de 
su opinión, aquellos que no aparezcan con indicación alguna. 

Ha tomado el Sr. Olivares como norma de su trabajo la obra 
de Derecho internacional privado de Fiore, traducida al fran- 
cés y anotada por Pradier-Foderé, no sólo por ser la más mo- 
derna que conoce y hallarse acomodada al método que en 
nuestras escuelas se sigue para la explicación de las materias 
que comprende el Derecho civil, sino también por exponerse 
en ella con grande erudición las opiniones más culminantes 
de los más acreditados escritores, tanto antiguos como mo- 
dernos, cuya crítica se hace con un notable sentido práctico. 
Las pequeñas alteraciones que aparecen en el libro, compara- 
do con el de aquel jurisconsulto italiano, tienen escasa impor- 
tancia, y están hechas sin otro objeto que el de acomodar 
más esta obra á la forma que generalmente adoptan nuestros 
tratadistas siguiendo las Instituciones de Justiniano; método 
que, aunque defectuoso, ni se atreve á alterar ni deja de ser 
respetable, aunque sólo sea por tener á su favor la sanción de 
los siglos (1). 

Dedica el Sr. Olivares 101 artículos al Derecho internacional 
en sus relaciones con él Derecho civil , desenvolviendo exten- 
samente la materia bajo la base de la doctrina italiana. 

Va ai fin de la obra una Exposición presentada por su autor 


(1) Página 5 y siguientes. 
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al Ministro de Gracia, y Justicia, indicando las bases en que 
debe apoyarse la reforma del Derecho internacional privado. 
Cuatro reíalas ó bases propone el Sr. Olivares para reformar 
nuestro Derecho en la materia que comprende su trabajo: 
]/% absoluta independencia del poder político de cada Estado; 

2. a , reconocimiento de la capacidad legal y fines jurídicos en 
los extranjeros, con arreglo á la legislación del país de su 
procedencia; 3. a , regulación de los actos del extranjero por 
el derecho propio del pueblo en que tienen lugar ó en que han 
de ser cumplidos; y 4. a , olvido absoluto del principio de reci- 
procidad. 


II 

Los Congresos jurídicos de Barcelona de 1888 y de Lisboa 
de 1889, en el que tomaron parte varios jurisconsultos espa- 
ñoles, y el Congreso jurídico ibero-americano de Madrid de 
1892, representan entre nosotros, por lo que hace al Derecho 
internacional privado, la acción científica colectiva. 

El Congreso de Barcelona trató de los conflictos referentes 
al orden jurídico de la familia y la sucesión. Dos de los po- 
nentes, los Sres. Sasera y Trías defendieron el principio de la 
nacionalidad, y los otros dos, los Sres. Rodríguez de Cepeda y 
Torres Campos, se inclinaron al domicilio. 

Resultaron aprobadas por considerable mayoría las conclu- 
siones siguientes: 

1. a Las leyes relativas á la capacidad y estado civil de las 
personas, tienen autoridad extra territorial por común asenti- 
miento de las naciones. 

2. a El cambio de domicilio no produce, por regla general, 
modificación alguna en el estado civil de las personas. El cam- 
bio de nacionalidad lo producirá únicamente desde el instante 
en que se verifique. Conviene, no obstante, que los Estados se 
pongan de acuerdo sobre los modos legales de adquirir, per- 
der y recuperar la nacionalidad. 

3. a La mujer, mientras permanezca casada, y el hijo, has- 
ta que se emancipe legalmente, gozan de la misma naciona- 
lidad de su marido y padre respectivo. 

4. a La capacidad para contraer matrimonio, y las condi - 
ciones y requisitos que deben precederle, serán regulados p° r 
las leyes del país á que cada cónyuge pertenezca. 
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o H El matrimonio se ajustará en cuanto á sus formas y 
5 solemnidades extrínsecas á las leyes del país donde se celebre. 
Mas para que surta todos sus efectos jurídicos en otro país, 
cuyas leyes exijan alguna solemnidad distinta, calificada por 
estas leyes de esencial, será preciso que se observe dicha so- 
lemnidad. 

6. a Las relaciones jurídicas procedentes del matrimonio 
tanto entre los cónyuges, como entre éstos y sus hijos se re- 
gularán por las leyes de la nacionalidad á que pertenezca el 
jefe de la familia, quedando siempre á salvo los derechos ad- 
quiridos por los pactos y contratos matrimoniales válidos. 

7. a El momento de la concepción del hijo decide de la le- 
gitimidad ó ilegitimidad del mismo, y esta calidad se regula 
por la ley de la nacionalidad del padre, si el padre es conocido, 
y por la de la madre, si el padre es desconocido (1). 

9. a El divorcio se regulará, en cuanto á sus causas y efec- 
tos jurídicos, por las leyes del país en donde el matrimonio se 
hubiere celebrado, y en cuanto á sus procedimientos, por las 
leyes del país en que se entable el litigio. 

10. La propiedad, tanto mueble como inmueble, y los de- 
rechos reales sobre la misma, se gobiernan por la leyes del 
país donde radica; pero el principio lea) reí sitce no limita la 
capacidad personal del extranjero, en cuanto á la disposición 
de esos bienes por actos Ínter vivos y mortis cansa. 

11. La transmisión de los bienes por testamento ó al) intes- 
tato se rige por la ley de la nación á que pertenecía la perso- 
na fallecida, y el procedimiento ó forma de transmisión por 
la ley del país donde se verifica. 

12. Las formas extrínsecas de los actos jurídicos serán de- 
terminadas por la ley del país donde se celebren; su ejecución 
y cumplimiento se regirán por las leyes de la nación que las 
partes contratantes hubiesen designado; en otro caso, por las 
del país señalado para dicho cumplimiento, y en defecto de 
ambos, por las del lugar donde se hubiesen otorg'ado. 

El Congreso jurídico de Barcelona aprobó también enmien- 
das á las conclusiones 4. a , 5. a y 9. a 


(1) Fue desechada, por mayoría, la 8. a conclusión: La filiación del hijo 
se prueba con arreglo á las leyes del país á que pertenezcan su p;tdie o 
madre; pero no podrá ser reconocido aisladamente por uno de ellos, sm 
revelar el nombre y circunstancias personales del otro. 
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Sin perjuicio de lo dispuesto en las conclusiones 4. a y 5 .a 
respecto al conflicto entre legislaciones civiles, los individuos 
cuya ley personal les sujeta al régimen del matrimonio canó- 
nico deben también, fuera de su patria ó domicilio, sujetarse 
al régimen de dicho matrimonio; respecto á la capacidad para 
contraerlo, á los requisitos anteriores á su celebración, á su 
forma, al divorcio y á la nulidad y á la competencia judicial 
canónica sobre estas cuestiones. 

Los extranjeros, al contraer matrimonio ó al promover de- 
mandas de nulidad ó de divorcio en un país donde impere di- 
cho régimen, deben también sujetarse á él en cuanto á los 
mencionados actos. 

Los Tribunales civiles sólo pueden declarar el divorcio ó la 
separación de cónyuges del matrimonio extranjero, en el caso 
de que en el divorcio ó en la separación y en la causa de uno 
y otra se hallen de acuerdo la ley personal de los contrayen- 
tes y la del lugar de la tramitación ( 1 ). 

El Congreso jurídico de Lisboa ha sido el primero que ha tra- 
tado de conciliar la nacionalidad con el domicilio. A continua- 
ción van insertas las conclusiones encaminadas á este objeto: 

1. a La mayoría de edad para el ejercicio de los derechos 
civiles en las relaciones internacionales, se conseguirá á los 
veintiún años. 

Mientras esta disposición no se haga común, la mayoría de 
edad debe determinarse para cada uno de los contratantes por 
la ley de su nacionalidad ó de su domicilio, según se trate de 
establecerla en pueblos de población principalmente fija, como 
los de Europa, ó en pueblos de población de inmigración como 
los de América. 

2. a El estado y la capacidad de las personas se determinan 
por la nacionalidad ó el domicilio, según el principio reinan- 
te, en el lugar en donde se halle. 

Mas es conveniente que sobre este estado y capacidad, de- 
rechos y deberes de familia, disposición de bienes por suce- 
sión testamentaria ó legítima, se adopten: 

En los pueblos de Europa y en cualesquiera otros de pobla- 
ción principalmente fija, los principios de nacionalidad y sub- 
sidiariamente de domicilio, consignados por el Instituto de 
Derecho internacional, en su sesión de Oxford (1880), li# 1 ' 


(1) Actas del Congreso jurídico de Barcelona. Barcelona, 1889. 
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tándose su aplicación solamente en cuanto sea preciso, para 
no contrariar el régimen de orden publico establecido en el 
país en que la aplicación ha de hacerse, esto es, su organiza- 
ción política, civil, económica, etc. 

En los pueblos en que predominan, ó en que son muy im- 
portantes las inmigraciones, el principio de nacionalidad debe 
ser substituido por el del domicilio. 

3. a Para los casos de cambio de nacionalidad ó de domi- 
. cilio, en lo que toca á los derechos de familia y sucesión, se 
deben adoptar las reglas siguientes: 
a) Los derechos y obligaciones adquiridos bajo la primera 
nacionalidad ó primer domicilio, serán regidos por sus leyes. 

i) Los derechos y obligaciones adquiridos bajo la nueva 
nacionalidad o bajo el nuevo domicilio, se regirán por sus 
prescripciones. 

cj Los derechos y obligaciones adquiridos bajo la primera 
nacionalidad ó bajo el primer domicilio, que han de continuar 
ejerciéndose á pesar del cambio, si afectan sólo á personas 
que se sometan al nuevo vínculo, salva la libertad de contra- 
tación, se regirán por sus preceptos. 

dj Los derechos y obligaciones adquiridos bajo la primera 
nacionalidad ó bajo el primer domicilio que deban ejercitarse 
en el territorio de la nueva nacionalidad ó del nuevo domici- 
lio, si no afectan sólo á personas sometidas al nuevo vínculo, 
se regirán por los preceptos del primero, en cuanto se armo- 
nicen con los del segundo. 

4. a Convendría establecer un acuerdo entre los Estados, 
para que no se pueda adquirir nacionalidad en alguno de 
ellos sin haber cumplido las obligaciones impuestas por la 
nacionalidad anterior, é igualmente para que se determine 
entre todos la adquisición y pérdida de la nacionalidad, de 
modo que no se pueda adquirir la nacionalidad en un país 
mientras se conserve en otro ú otros (1). 

El Congreso jurídico ibero-americano puso á discusión el 


(1) Laranjo. Unificaqao dos effeitos da diver sidadc originaria de nacio- 
nalidade e de domicilio e de sua mudanqa na ordem jurídica da familia e da 
successao. O Instituto, Julho de 1889, pág. 17, Coimbra. — lavares de Me* 
deiros. Congresso jurídico de Lisboa de 1889. Resumo das suus actas.. Lis- 
boa, 1889. 1 folleto. — Torres Campos. El Congreso jurídico de Lisboa. 
Madrid, 1890. 1 folleto. — Fonseca. Congreso jurídico de Lisboa. Lre\e no- 
ticia crítica. Porto, 1891. 1 folleto. 
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fruiente tema: Medios de dar eficacia en España, Portugal y 
]as Repúblicas ibero-americanas á las obligaciones civiles con- 
traídas en cualquiera de estos países, á las diligencias y medios 
, v á las resoluciones de los Tribunales de justicia de 

dichos lisiados, asi en lo civil como en lo criminal . 

El Congreso aprobó las conclusiones que á continuación se 
reproducen, omitiendo las relativas á las sentencias, los ex- 
imidos y la extradición: 

1. a sólo deben considerarse comprendidos en el tema, y 
por consiguiente en estas conclusiones, las obligaciones civi- 
les nacidas de contratos ó cuasi contratos. 

2. a Cualquiera que sea el criterio con el que haya de resol- 
verse acerca de la eficacia de dichas obligaciones, no se en- 
tenderá que ha de ser regulado bajo el influjo de la legisla- 
ción de un solo país. 

3. a La cualidad de extranjero de los individuos pertene- 
cientes á los Estados representados en este Congreso, no le 
hará de diferente condición civil comparado con los naturales 
de cualquiera de ellos, ni se tendrá en cuenta para determi- 
nar dicha condición el principio de reciprocidad. 

4. a La capacidad civil de las personas para contratar será 
regulada por la ley de la nación á que cada uno pertenezca. 

5. a Las condiciones formales de los contratos causa de la 
obligación de cuya eficacia civil se trate, deberán regirse por 
la ley del lugar de su otorgamiento, pudiendo también cele- 
brarse conforme á la ley de la nacionalidad de los contratan- 
tes ó de alguno de ellos, á la del lugar de los inmuebles que 
fueren su objeto, siempre que no contraríe los intereses pú- 
blicos y se completen las condiciones formales, si fuese indis- 
pensable, con arreglo á la ley del domicilio en que su cumpli- 
miento se demande; pero siempre será precisa la legalización 
en la forma establecida del documento otorgado en el extran- 
jero para acreditar la celebración de contratos. 

6. a La perfección de los contratos y el hecho origen de los 
cuasi contratos se regirán por la ley del lugar de la celebra- 
ción de los primeros y de la realización de los segundos, res- 
pectivamente. 

7. a La naturaleza esencial, y condición lícita ó ilícita, se- 
gún las leyes de los países del conflicto, de la relación con- 
tractual, deberán regirse por la ley del lugar donde la obli' 
gación se contrae. 
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8. a Los hechos ulteriormente realizados que con el acto 
contractual de origen se relacionan aumentando susefectos, 
deberán regirse por la ley del lugar de la celebración del 
contrato. 

9. a La ejecución de ios contratos y sus resultados inciden- 
tales (caso fortuito y fuerza mayor) ó accidentales (mora, cul- 
pa, dolo), deberán regirse: la primera, por la ley del lugar del 
cumplimiento del contrato; por esta misma ley los resultados 
accidentales, y por la del lugar de la celebración del contrato 
los resultados incidentales del mismo. 

10. El Congreso entiende que serían medios para dar efi- 
cacia á las obligaciones civiles contraídas en cualquiera de 
los países en él representados: por una parte, el especial valor 
que en el enjuiciamiento de cada país se otorgara al título 
de pedir del acreedor, según su forma; y por otra, las garan- 
tías que aseguraran de antemano las resultas del juicio, que 
para su cumplimiento hubiera necesidad de entablar; y que 
ambos medios podrían ser, por ejemplo, el carácter ejecutivo 
del título, si reunía determinadas condiciones, cierto criterio 
de mayor amplitud para que pudieran decretarse embargos 
preventivos, aseguramiento de bienes litigiosos, fianzas, etc., 
procurando que tales reformas en el enjuiciamiento de cada 
país tuvieran lugar á virtud de tratados ó por otros medios 
conducentes á igual resultado. 

El Congreso jurídico ibero-americano trató además del ma- 
trimonio y el divorcio en el Derecho Ínter nacional privado , for- 
mulando las conclusiones que siguen: 

1. a La capacidad de las personaos que hayan de contraer 
matrimonio se determinará con arreglo á sus respectivas le- 
yes personales. 

2. a Las leyes personales de ios cónyuges y la del lugar en 
que se celebre el matrimonio pueden exigir la previa publi- 
cación de este último, la cual se acomodará cuanto á su for- 
ma á la ley del lugar en que se verifique. 

3. a Toda formalidad, propiamente dicha, que concurra en 
la celebración del matrimonio, se regirá por la ley del lugar 
en que aquél se realice. 

4. a A pesar de lo establecido en la conclusión anterior, los 
matrimonios celebrados ante un Agente diplomático ó consu- 
lar competente para autorizarlo, se regirán, cuanto a la loi- 
ma, por la ley del país que aquel funcionario represente. 
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5 » Cuando la separación ó el divorcio sean admitidos por 
los Estados que tienen representación en este Congreso, las 
cansas para decretarlos se regirán por las leyes personales de 
cón vuges, exceptuando siempre el caso á que la conclusión 

¿ rrgla siguiente se refiere. 

6. a En todo caso, ya se trate de la celebración del matri- 
monio ó de la relajación ó ruptura del vínculo conyugal, la 
ley extranjera, aun reconocida de ordinario como competente* 
no podrá aplicarse si contradice una prohibición de las leyes 
territoriales (1). 


III 

La base del Código civil español de 1888 ha sido el proyecta 
formado por la Comisión de Códigos y publicado en 1851. 

En 1869 el Ministro de Gracia y Justicia, Sr. Romero Ortiz, 
presentó un proyecto de libro l.° del Código civil á las Cortes 
Constituyentes, que ni siquiera lo discutieron, con el objeto de 
dar satisfacción á los elementos más avanzados, que demanda- 
ban el establecimiento del matrimonio civil. 

El proyecto de Código civil de 1882 (libros l.° y 2.°), debido 
á la Comisión de Codificación y á los esfuerzos del Sr. Alonso 
Martínez, ha llegado á ser, con modificaciones y adiciones, el 
Código civil de 1888, reformado en 1889. 

El proyecto de 1851 y el de 1869 contienen varias disposi- 
ciones de Derecho internacional privado, que, unidas á algu- 
nos artículos de las leyes de Matrimonio y de Registro civil 
de 1870, constituyen los precedentes del nuevo Código. 

El proyecto de Código civil de 1851, que imita al Código 
francés, comprende disposiciones sobre las leyes penales y de 
policía, las concernientes al estado y capacidad de las perso- 
nas, los bienes inmuebles y muebles, las formas y solemnida- 
des de los contratos, los derechos civiles de los extranjeros, los 
que pueden ser demandados ante los Tribunales españoles, el 
matrimonio, los testamentos y la inscripción de las escrituras 
otorgadas en país extranjero. 


(1) Real Academia de Jurisprudencia y Legislación. Congreso 
dico ibero- americano reunido en Madrid el año 1892. Madrid, 1893. 
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^Las leyes penales y de policía obligan á todos los que ha- 
bitan en el territorio del Estado.» — Artículo 6.° 

«Las leyes concernientes al estado y capacidad de las perso- 
nas obligan á los españoles, aunque residan en país extranje- 
ro.» — Artículo 7.° 

«Los bienes inmuebles, aunque estén poseídos por extran- 
jeros, se rigen por las leyes españolas.» — Artículo 8.° 

«Los derechos y obligaciones relativas á bienes muebles se 
rigen por las leyes del país en que su dueño está domicilia- 
do.» — Artículo 9.° 

«Las formas y solemnidades de los contratos, testamentos y 
de todo instrumento público, se regirán por las leyes del país 
en que se hubieren otorgado.» — Artículo 10. 

«Los extranjeros gozarán en España de los mismos derechos 
civiles que gocen en su país los españoles, salvo lo dispuesto 
ó que se dispusiere por los tratados y leyes especiales.»— Ar- 
tículo 20. 


«Todo español puede ser demandado en España por las obli- 
gaciones contraídas fuera del Reino con un extranjero ú otro 
español.» — Artículo 27. 

«El extranjero, aunque no resida en España, puede ser de- 
mandado ante los Tribunales españoles, por las obligaciones 
contraídas con un español en el Reino, ó que deban tener en él 
su ejecución.» — Artículo 28. 

«El extranjero puede ser demandado ante los Tribunales es- 
pañoles, por las obligaciones que ha contraído en país extran- 
jero para con un español.» — Artículo 29. 

«El extranjero demandante en España debe afianzar el pago 
de lo que fuese juzgado y sentenciado, á no ser que posea en 
España bienes inmuebles en cantidadsuficiente.» — Artículo 30. 

«El extranjero que se encuentre en España puedo ser de- 
mandado por otro extranjero, por las obligaciones contraídas 
en el Reino.» — Artículo 31. 

«Lo dispuesto en los cinco artículos anteriores se entiende, 
sin perjuicio del principio de reciprocidad consignado en el 
artículo 26.» 

«Este mismo principio se observará respecto de las senten- 
cias dictadas por los Tribunales extranjeros para su cumpli- 
miento en España, salvas las reglas y usos admitidos para po- 
nerlas en ejecución.» — Artículo 32. 

«El matrimonio celebrado entre extranjeros, que sea valido 
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con arreglo a las leyes de su país, surtirá todos los efectos ci- 
viles en España.»-— Artículo 49. 

«El matrimonio contraído en el extranjero, siendo los dos 


contrayentes, ó uno de ellos español, se regirá por las leyes de 
España en cuanto á la capacidad é impedimentos dirimentes 
del español, salvo que si no se hubiese celebrado en presencia 
del Párroco y dos testigos, y los contrayentes vinieren al Rei- 
no, lo ratificarán á los dos meses de su venida, debiendo ex- 
tenderse la correspondiente partida en el libro de matrimo- 
nios.»— Artículo 50. 

«Los testamentos otorgados en país extranjero coyi las so- 
lemnidades usadas en el mismo, son válidos.» 

«El español podrá además otorgar testamento ológrafo, con 
arreglo alart. 564, sin el requisito del papel sellado.» — Artícu- 
lo 585. 

«Podrá también el español que se encuentre en un país ex- 
tranjero otorgar su testamento, abierto ó cerrado, ante el Agen- 
te diplomático ó consular de S. M. residente en el lugar del 
otorgamiento; y en este caso, se observará todo lo dispuesto 
en los artículos 565 al 570 inclusive, menos en cuanto á la ca- 
lidad de domicilio en los testigos.» — Artículo 586. 

«El Agente diplomático ó consular remitirá copia del testa- 
mento, si es abierto, ó de la diligencia del acto de su presen- 
tación, cuando sea cerrado, á la primera Secretaría de Estado 
para ser depositado en el archivo.» 

«Cumplirá, además, el mismo Agente cuanto sobre los 
testamentos le incumba hacer por los reglamentos que le con- 
ciernen.» — Artículo 587. 

«Para que puedan inscribirse las escrituras otorgadas en 
país extranjero, se requiere el consentimiento del propietario 
de los bienes sobre que recae la inscripción, ó en su defecto, 
un mandato judicial.» 

«Exceptúanse de estas disposiciones las escrituras otorga- 
das ante los Cónsules de S. M.» 

«En cuanto á los títulos que se funden en sentencias dicta- 
das en país extranjero, se observará lo dispuesto en el ar- 
ticulo 32.» — Artículo 1.822. 

El proyecto del libro l.° del Código civil de 1869, que copia 
el proyecto de 1851 y el Código civil portugués de 1867, trata 
de las leyes concernientes al estado y capacidad, los bienes i* 1 ' 
muebles y muebles, la capacidad civil de los españoles en ol 
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extranjero y de los extranjeros en España, los extranjeros ante 
los Tribunales españoles, las sentencias de Tribunales extran- 
jeros, el matrimonio y la inscripción de las partidas de naci- 
miento de los nacidos en los buques (1). 

«Las leyes concernientes ai estado y capacidad de las perso- 
nas obligan á los españoles, aunque residan en país extranje- 
ro.» — Artículo 10. 

«Los bienes inmuebles sitos en España, aunque estén poseí- 
dos por extranjeros, se rigen por las leyes españolas.»— Ar- 
tículo 11. 

«Los derechos y obligaciones relativos á bienes muebles se 
rigen por las leyes del país en que su dueño está domicilia- 
do.» — Artículo 12. 

«Los españoles que viajan ó residen en país extranjero con- 
tinúan sujetos á las leyes españolas concernientes á su capa- 
cidad civil, á su estado y á su propiedad inmueble situada en 
el Reino, en cuanto á los actos que hubieran de producir en él 
sus efectos. La forma externa de los actos se regirá por la ley 
del país donde fuesen celebrados, salvo en los casos en que la 
ley expresamente ordene lo contrario.» — Artículo 28. 

«Todo español puede ser demandado en España por las obli- 
gaciones contraídas fuera del Reino con un extranjero u otro 
español.»— Artículo 29. 

«Los extranjeros que viajan ó residen en España tienen los 
mismos derechos y obligaciones civiles que los españoles, en 
cuanto á los actos que han de producir sus efectos en el Reino, 
excepto en los casos en que la ley expresamente determine lo 
contrario, ó que exista tratado ó convención especial que re- 
gule en otra forma sus derechos.» — Artículo 30. 

«El estado y la capacidad civil de los extranjeros son regi- 
dos por la ley de su país.» — Artículo 31. 

«El extranjero, aunque no resida en España, puede ser de- 
mandado ante los Tribunales españoles, por las obligaciones 
contraídas con un español en el Reino, ó que deban tener en él 
su ejecución.» — Artículo 32. 

«El extranjero que se encontrase en el Reino puede ser de- 
mandado ante los Tribunales españoles por las obligaciones 


(1) Revista general de Legislación y Jurisprudenc ua, t.° ai, í' ;l ó- ^ s - y 

siguientes. 
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que hubiere contraído en país extranjero para con un espa- 
ñol.» — Artículo 33. 

Ei extranjero demandante en España debe afianzar el pago 
de lo que fuere juzgado y sentenciado, á no ser que posea en 
España bienes inmuebles en cantidad suficiente.»— Artícu- 
lo 34. 

«El extranjero que se encuentre en España puede ser deman- 
dado por otro extranjero por las obligaciones contraídas en el 
Reino, mientras por tratados especiales no se dispusiese lo con- 
trario.» — Artículo 35. 

«Las sentencias pronunciadas por Tribunales extranjeros 
sobre derechos civiles entre extranjeros ó españoles, pueden 
ejecutarse en España, mediante su presentación ante el res- 
pectivo Tribunal, con arreglo á lo prescripto en el Código de 
procedimientos.» — Artículo 36. 

«El matrimonio celebrado entre extranjeros, que sea válido 
con arreglo á las leyes de su país, surtirá todos sus efectos en 
España.»— Artículo 75. 

«El matrimonio contraído en el extranjero con arreglo á 
las leyes del país, siendo los dos contrayentes españoles, ó 
uno de ellos, será válido en España, si no se hubieren infrin- 
gido las disposiciones que regulan la capacidad y marcan los 
impedimentos dirimentes del español.» 

«En ios tres meses siguientes de la vuelta á España, la par- 
tida de la celebración del matrimonio contraído en país extran- 
jero será transcrita en el Registro público de matrimonios del 
lugar de su domicilio.» — Artículo 76. 

«Si en un viaje por mar naciese alguna criatura, el Capitán 
ó Comandante del buque, ó el que haga sus veces, extende- 
rán, dentro de veinticuatro horas después del parto, á presen- 
cia del padre, si estuviese á bordo, la partida de nacimiento 
por duplicado, con todas las formalidades y declaraciones 
exigidas en este Código, acreditando la altura en que hubiese 
ocurrido el nacimiento y cualquiera otra circunstancia que 
pueda darse.» — Artículo 403. 

«Cuando el buque entrase en puerto extranjero, donde resida 
Agente diplomático ó consular español , el Comandante del 
buque le entregará una de las partidas, y la otra al compe- 
tente Oficial del Registro civil del primer puerto nacional 
donde entrare.» 

«Si el buque entrare primero en puerto nacional, ó si en el 
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puerto extranjero donde hubiere tocado no existiese Agente 
diplomático ó consular español, las dos partidas serán entre- 
gadas al Oficial del Registro civil, en los términos que pres- 
cribe el párrafo anterior.» — Artículo 404. 

«El Oficial del Registro civil á quien fuese entregada la 
partida de nacimiento, la transcribirá inmediatamente en el 
competente libro, archivándola con el respectivo número de 
orden.» — Artículo 405. 

Se encuentran en las leyes de Matrimonio y de Registro ci- 
vil de 1870 varios artículos sobre los matrimonios de los ex- 
tranjeros dentro y fuera de España, y los matrimonios de los 
españoles en el extranjero, así como sobre su inscripción en 
el Registro civil (1). 

LEY DE MATRIMONIO CIVIL 

«Cuando los interesados fueren extranjeros y no llevaren 
dos años de residencia en España, habrán de acreditar por 
certificado de la autoridad competente, según las leyes de su 
país, legalizada en forma y con todas las circunstancias que 
requieran las leyes españolas para su autenticidad y validez:» 

«Haberse hecho la publicación del matrimonio que intenta- 
ren contraer, con todas las solemnidades exigidas en el terri- 
torio en que hubieren tenido su domicilio ó residencia durante 
el año anterior á su entrada en España. En todo caso acredi- 
tarán su libertad para contraer matrimonio.» — Articulo 15. 

«El matrimonio contraído fuera de España por extranjeros, 
con arreglo á las leyes de su nación, surtirá en España todos 
los efectos civiles del matrimonio legítimo.» — Artículo 40. 

«El matrimonio contraído en el extranjero por dos españo- 
les, ó por un español y un extranjero, será válido en España, 
siempre que se hayan observado en su celebración las leyes 
establecidas en el país en que tuvo efecto para regular la 
forma externa de aquel contrato, y los contrayentes tuvieren 
aptitud para celebrarlo con arreglo á las leyes españolas.»— 
Artículo 41. 

«Los matrimonios celebrados en el extranjero por dos espa- 
ñoles ó por un español que quiera conservar su nacionalidad 


(2) Artículos 15, 40, 41, 42 y 82 de la Ley de Matrimonio civil y 28, 
69 y 70 de la de Registro. 
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y un extranjero, habrán de inscribirse en los quince días si- 
luientes á su celebración en el Registro civil del Agente di- 
plomático ó consular español del lugar en que el acto se hu- 
biere efectuado, y no habiéndolo, en el del más próximo.»— 

Artículo 42. 

«151 matrimonio contraído en país extranjero podrá probarse 
por cualquier medio de prueba, si en el país en que fué cele- 
brado no estuvieren los matrimonios sujetos á Registro.»— 
Articulo 82. 


LEY DE REGISTRO CIVIL 

«Cuando los documentos presentados se hallen extendidos 
en idioma extranjero ó en dialecto del país, se acompañará á 
los mismos su traducción en castellano, debiendo certificar 
de la exactitud de ella el Tribunal ó funcionario que los haya 
legalizado, ó la Secretaría de la Interpretación de lenguas del 
Ministerio de Estado, ó cualquier otro funcionario que para 
ello esté competentemente autorizado.» — Artículo 28. 

«El matrimonio de los extranjeros contraído con arreglo 
á las leyes de su país, deberá ser inscripto en España cuando 
ios contrayentes ó sus descendientes fijen su residencia en 
territorio español. La inscripción deberá hacerse en el Regis- 
tro del distrito municipal donde unos ú otros establezcan su 
domicilio. Al efecto deberán presentar los documentos que 
acrediten la celebración del matrimonio, convenientemente 
legalizados y traducidos en la forma prescripta en el art. 28 .» — 
Artículo 69. 

«El matrimonio contraído en el extranjero por españoles, ó 
por un español y un extranjero, con sujeción á las leyes vi- 
gentes en el país donde se celebre, deberá ser inscripto en el 
Registro del Agente diplomático ó consular de España en el 
mismo país, quien remitirá copia de la inscripción que haga 
á la Dirección general para la inscripción en su Registro, ó 
para remitirlo al Juez municipal correspondiente, según que 
el contrayente ó contrayentes españoles tengan ó no domici- 
lio conocido en España.» — Artículo 70. 

El Código civil español de 1889 se ocupa en las leyes penales 
y de policía, las relativas á los derechos y deberes de familia 
y al estado y capacidad legal de los españoles, los bienes mue- 
bles é inmuebles, las sucesiones, las formas y solemnidades de 
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los contratos, las leyes prohibitivas, los derechos de los extran- 
jeros y de las asociaciones domiciliadas en el extranjero, el 
matrimonio y los testamentos. Estas disposiciones se hallan, 
ya en el título preliminar De las leyes , de sus efectos y de las 
reglas generales ¡jara su aplicación , ya en el cuerpo mismo del 
Código (1). 

«Las leyes penales, las de policía y las de seguridad pública, 


O) v éanse, para que puedan compararse con las del Código, las dis- 
posiciones del Provecto de 1882 (libros 1 y II): 

«Las leyes penales, las de policía y las de seguridad pública, obligan á 
todos los que habiten en el territorio español.» — Artículo G. u del título 
preliminar. 

^Las leyes relativas á los derechos y deberes de familia, ó al estado, 
condición y capacidad legal de las personas, obligan á los españoles, aun 
que residan en país extranjero.» — Artículo 8.° 

«Los bienes inmuebles están sujetos á las leyes españolas, aunque se ha- 
llen poseídos por extranjeros.» — Artículo 9.° 

«Los bienes muebles están sujetos á las leyes del país donde se hallen, 
pero su transmisión por sucesión testada ó intestada se rige por las leyes 
de la nacionalidad de su dueño.» — Artículo 10. 

«Las formas y solemnidades de los contratos, testamentos y de todo 
instrumento público, se rigen por las leyes del país en que se otorguen.» 

«Cuando los actos referidos sean autorizados por funcionarios diplomá- 
ticos ó consulares españoles en el extraujero, se observarán en su otorga- 
miento las solemnidades de las leyes de España.» — Artículo 11. 

«Los extranjeros gozan en España de los derechos que las leyes civiles 
conceden á los españoles, salvo lo dispuesto en el art. 2.° de la Constitución 
del Estado, ó en tratados internacionales.» — Artículo 25. 

«Son válidos:» 

«l.° El matrimonio celebrado en España con arreglo á las disposicio- 
nes del Concilio de Trento y Cánones de la Iglesia católica.» 

«2.° El celebrado en España conforme á lo dispuesto en este Código.» 

«3.° El contraído en país extranjero, siendo españoles ambos contra- 
yentes, ó alguno de ellos, en la forma establecida donde tuviere lugar su 
celebración. Este matrimonio no producirá efectos civiles en España, si se 
hubiesen infringido las disposiciones de la legislación española relativas 
á la capacidad civil y á los impedimentos dirimentes.» — Artículo 30. 

«El casamiento contraído en país extranjero, donde estos actos no estu- 
viesen sujetos á un Registro regular ó auténtico, puede acreditarse por 
cualquiera de los medios de prueba admitidos en derecho.» — Artículo 42. 

«Si los interesados fueren extranjeros, y no llevaren dos años de resi- 
dencia en España, acreditarán con certificación en forma, dada por auto- 
ridad competente, que en el territorio donde hayan tenido su domicilio ó 
residencia durante los dos años anteriores se ha hecho, con todas las so- 
lemnidades exigidas en aquél, la publicación del matrimonio que intentan 
contraer. El Juez municipal, por iusta causa, podrá dispensar en este caso 
la publicación del matrimonio.» — Artículo 71. 

«Los libros del Registro estarán encuadernados y foliados, y sus hojas 
rubricadas por el Juez de primera instancia del partido, el cual autoriza- 
rá en la primera página la nota que exprese el número de hojas de que 
ge compone el libro y el Juzgado municipal á cuyo uso se destina.» 
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obligan á todos los que habiten en territorio español.»— Ar- 
tículo 8.° 

Este artículo, que es el 3.°, párrafo l.° del Código francés, 
el r>.° (](»l proyecto de 1851 y el 11 de las disposiciones preli- 
minares del Código italiano, está copiado del último, sin una 
modificación conveniente introducida por él (1). 

El Código francés habla, como el proyecto de 1851, de los 


«El Director general del Registro y los Agentes diplomáticos y con- 
sulares extenderán la nota, y sellarán y rubricarán las hojas de sus libros 
rcspecti vos.» — Artículo 209. 

«Cuando los actos sujetos al Registro tengan lugar en el extranjero, 
desempeñarán las funciones de Jueces municipales los Agentes diplomá- 
ticos y consulares de España.» — Artículo 291. 

«Cuando no sea posible la intervención de Agente español diplomático 
ó consular, y tenga lugar el acto que deba ser inscripto en punto que no 
forme parte de un Juzgado municipal, se hará la inscripción en la Direc- 
ción general del Registro civil.» — Artículo 292. 

«Luego que los Agentes diplomáticos y consulares autoricen un acta 
del estado civil, remitirán á la Dirección general del Registro copia auto- 
rizada de la misma, por conducto del Ministerio de Estado, para su inser- 
ción en el libro correspondiente.» — Artículo 300. 

«Cuando tenga lugar el nacimiento en un ejército en campaña, fuera 
del territorio nacional, ó á bordo de embarcaciones del Estado ó de par- 
ticulares, el Jefe del Cuerpo ó de la nave levantará acta expresiva de todas 
las circunstancias de la ley, extendiéndola en el libro.» 

«( bando llegue al primer puerto extranjero ó pueblo donde haya Agen- 
te español, entregará al mismo una copia fehaciente de dicha acta para 
que, haciendo la inscripción en sus libros, llegue á la Dirección general 
del Registro en la forma prevenida en el art. 300.» 

«Si la llegada es á un pueblo de España, entregará la copia al Juez muni- 
cipal, quien hará la inscripción correspondiente, remitiendo á su vez otra 
copia al Presidente de la Audiencia para que llegue á la Dirección general 
del Registro civil, en la cual deberá también inscribirse.» —Artículo 310. 

«1 -ias actas de matrimonio celebrado por españoles en el extranjero, se 
inscribirán en el Registro civil del Agente diplomático ó consular de Es- 
paña en aquel punto.» 

«Los extranjeros que hubieren contraído matrimonio con arreglo á las 
leyes de su país, tendrán obligación de inscribirlo en el Registro civil de 
su domicilio, cuando fijen su residencia en territorio español; y al efecto, 
presentarán legalmente traducidos los documentos que lo acrediten.»— 
Artículo 313. 

«Cuando el matrimonio se contraiga por un militar en campaña fuera 
del territorio nacional, ó in articulo morlis á bordo de una embarcación, 
se observará lo dispuesto para los nacimientos en el art. 310.» — Ar- 
tículo 314. 

«Los fallecimientos ocurridos en el extranjero, en buques del Estado, ó 
mercantes, y en los ejércitos en campaña, se inscribirán en la forma dis- 
puesta para los nacimientos.» — Artículo 325. 

(1) Con el objeto de facilitar la comparación de los diferentes textos 
legales, se incluye al final un índice alf abético de las leyes , códigos y p r0 ' 
y cetas. 
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que habitan en el territorio, mientras que el Código italiano 
extiende la disposición á todos lo que se encuentren en el terri- 
torio del Reino. 

«Las leyes relativas á los derechos y deberes de familia, ó al 
estado, condición y capacidad legal de las personas, obligan á 
los españoles, aunque residan en país extranjero.» — Artícu- 
lo 9.° 

Está tomado este artículo del art. 3.°, párrafo 3.° del Código 
francés, del 7.° del proyecto de 1851 y del 6.° de las disposicio- 
nes italianas, agregando á lo establecido en los primeros las 
relaciones de familia, y no dando al precepto el sentido gene- 
ral que tiene en Italia. 

«Los bienes muebles están sujetos á la ley de la nación del 
propietario: los bienes inmuebles, á las leyes del país en que 
están sitos.» 

«Sin embargo, las sucesiones legítimas y las testamentarias, 
así respecto al orden de suceder como á la cuantía de los de- 
rechos sucesorios y á la validez intrínseca de sus disposiciones, 
se regularán por la ley nacional de la persona de cuya suce- 
sión se trate, cualesquiera que sean la naturaleza de los bienes 
y el país en que se encuentren.» — Artículo 10. 

El primer párrafo de este artículo tiene su fuente en el 7.° 
de las disposiciones italianas. El Código de 1888 somete los 
muebles á la ley del propietario, salvas las disposiciones del país 
en gue se encuentren . El Código reformado ha suprimido esta 
salvedad, tomada también de las disposiciones de Italia. 

El párrafo 2.° es una copia del art. 8.° de las disposiciones 
italianas. 

«Las formas y solemnidades de los contratos, testamentos y 
demás instrumentos públicos, se rigen por las leyes del país 


en que se otorguen.» 

«Cuando los actos referidos sean autorizados por funciona- 
rios diplomáticos ó consulares de España en el extranjero, se 
observarán en su otorgamiento las solemnidades establecidas 
por las leyes españolas.» 

€ No obstante lo dispuesto en este artículo y en el anterior, 
las leyes prohibitivas concernientes á las personas, sus actos 
ó sus bienes, y las que tienen por objeto el orden público y 
las buenas costumbres, no quedarán sin efecto por leyes ó sen- 
tencias dictadas, ni por disposiciones ó convenciones acorda- 
das en país extranjero.»— Artículo 11. 
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El párrafo l.°, aplicación de la doctrina corriente, omitida 
en el Código francés y expuesta en el Código de la Luisiana (1) 
se lm tomado del art. 10 del proyecto de 1851 y del art. 9.°, pá- 
rrafo l.°, de las disposiciones de Italia. 

CI párrafo 2.° tiene su fuente en un principio general, for- 
mulado en la misma disposición italiana. 

El párrafo 3.°, omitido en el Código de 1888, es copia de las 
disposiciones preliminares de Italia, art. 12. 

«Los extranjeros gozan en España de los derechos que las 
leyes civiles conceden á los españoles, salvo lo dispuesto en el 
artículo 2.° de la Constitución del Estado ó en Tratados inter- 
nacionales.»-— Artículo 27. 

El art. 27 reproduce la doctrina del art. 3.° del Código ita- 
liano. 

«Las corporaciones, fundaciones y asociaciones, reconoci- 
das por la ley y domiciliadas en España, gozarán de la nacio- 
nalidad española, siempre que tengan el concepto de personas 
jurídicas con arreglo á las disposiciones del presente Código.» 

«Las asociaciones domiciliadas en el extranjero tendrán en 
España la consideración y los derechos que determinen los 
Tratados ó leyes especiales.» — Artículo 28. 

«No pueden ser tutores ni protutores...: 13. Los extranjeros 
que no residan en España.» — Artículo 237. 

No contiene el Código español, como el italiano, varios pre- 
ceptos sobre la validez de los matrimonios celebrados fuera 
del territorio nacional. 

«El casamiento contraído en país extranjero, donde estos ac- 
tos no estuviesen sujetos á un registro regular ó auténtico, 
puede acreditarse por cualquiera de los medios de prueba ad- 
mitidos en derecho.» — Artículo 55. 

El art. 55 es el 82 de la ley de matrimonio civil de 1870, con 
un ligero cambio de redacción. 

«Si los interesados fueren extranjeros y no llevaren dos años 
de residencia en España, acreditarán con certificación en for- 
ma, dada por Autoridad competente, que en el territorio donde 


(1) «La íorma y el efecto de los instrumentos públicos y privados se 
ugen por las leyes del país en que han sido autorizados. Sin embargo, el 
electo de los instrumentos que han de recibir ejecución en otro país se 
rige por las leyes de éste.»— Artículo 10 del Código de la Luisiana, mo- 
delo del proyecto de 1851. 
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hayan tenido su domicilio ó residencia durante los dos años 
anteriores, se ha hecho, con todas las solemnidades exigi- 
das en aquél, la publicación del matrimonio que intentan con- 
traer.» — Artículo 91. 

Está tomado este artículo del 15 de la ley de Matrimonio 
civil de 1870. 

«Se celebrará el casamiento, compareciendo ante el Juez 
municipal los contrayentes, ó uno de ellos y la persona á 
quien el ausente hubiese otorgado poder especial para repre- 
sentarle, acompañados de dos testigos mayores de edad y sin 
tacha legal.» 

«Los Cónsules y Vicecónsules ejercerán las funciones de 
Jueces municipales en los matrimonios de españoles celebra- 
dos en el extranjero.» — Artículo 100. 

«Los que se unan en matrimonio podrán otorgar sus capitu- 
laciones antes de celebrarlo, estipulando las condiciones de la 
sociedad conyugal relativamente á los bienes presentes y fu- 
turos, sin otras limitaciones que las señaladas en el Código. 
A falta de contrato sobre los bienes, se entenderá el matrimonio 
contraído bajo el régimen de la sociedad de gananciales.» — 
Artículo 1.315. 

«Si el casamiento se contrajere en país extranjero entre es- 
pañol y extranjera ó extranjero y española, y nada declarasen 
ó estipulasen los contrayentes relativamente á sus bienes, se 
entenderá, cuando sea español el cónyuge varón, que se casa 
bajo el régimen de la sociedad de gananciales, y cuando fue- 
re española la esposa, que se casa bajo el régimen del derecho 
común en el país del varón; todo sin perjuicio délo estableci- 
do en este Código respecto de los bienes inmuebles.»— Artícu- 
lo 1.325. 

Considera el Código como testamentos especiales el maríti- 
mo y el hecho en país extranjero. — Artículo 677. 

«No podrán ser testigos en los testamentos: 5.° Los que 

no entiendan el idioma del testador.» — Artículo 681. 

«* 

«Para testar en lengua extranjera se requiere la presencia 
de dos intérpretes elegidos por el testador, que traduzcan su 
disposición al castellano. El testamento se deberá escribir en 
las dos lenguas.»— Artículo 684. 

«Los extranjeros podrán otorgar testamento ológrafo en su 
propio idioma.»— Artículo 688, párrafo último. 

«Los testamentos abiertos hechos en alta mar serán c usto- 


diados por el Comandante ó por el Capitán, y se hará mención 
de ellos en el Diario de navegación.» 

«La misma mención se hará de los ológrafos y los cerra- 
dos.^ — Articulo 724. 

«Si el buque arribase á un puerto extranjero donde haya 
Agente diplomático ó consular de España, el Comandante del 
de guerra, ó el Capitán del mercante, entregará á dicho Agen- 
te copia del testamento abierto ó del acta de otorgamiento del 
cerrado, y de la nota tomada en el Diario.» 

«La copia del testamento ó del acta deberá llevar las mismas 
firmas que el original, si viven y están á bordo los que lo fir- 
maron; en otro caso, será autorizada por el Contador ó Capitán 
que hubiese recibido el testamento, ó el que haga sus veces, 
firmando también los que estén á bordo de los que intervinie- 
ron en el testamento.» 

«El Agente diplomático ó consular hará extender por escrito 
diligencia de la entrega, y cerrada y sellada la copia del tes- 
tamento ó la del acta del otorgamiento si fuere cerrado, la re- 
mitirá con la nota del Diario por el conducto correspondiente 
al Ministro de Marina, quien mandará que se deposite en el 
Archivo del Ministerio.» 

«El Comandante ó Capitán que haga la entrega recogerá del 
Agente diplomático ó consular certificación de haberlo verifi - 
cado, y tomará nota de ella en el Diario de navegación.» — Ar- 
tículo 725. 

«Cuando el testamento haya sido otorgado por un extranje- 
ro en buque español, el Ministro de Marina remitirá el testa- 
mento al de Estado, para que por la vía diplomática se le dé el 
curso que corresponda.» — Artículo 728. 

«Los españoles podrán testar fuera del territorio nacional, 
sujetándose á las formas establecidas por las leyes del país en 
que se hallen.» 

«También podrán testar en alta mar, durante su navegación 
en un buque extranjero, con sujeción á las leyes de la Nación 
á que el buque pertenezca.» 

«Podrán asimismo hacer testamento ológrafo con arreglo 
al artículo 688 sin el requisito de papel sellado, aun en los 
países cuyas leyes no admitan dicho testamento.»— Artícu- 
lo 732. 

«No será válido en España el testamento mancomunado, pr°~ 
Libido por el art. 669, que los españoles otorguen en país 
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tranjero, aunque lo autoricen las leyes de la Nación donde se 
hubiese otorgado.» — Artículo 733. 

«También podrán los españoles que se encuentren en país 
extranjero otorgar su testamento, abierto ó cerrado, ante el 
Agente diplomático ó consular de España residente en el lugar 
del otorgamiento.» 

«En estos casos dicho Agente hará las veces de Notario, y se 
observarán respectivamente todas las formalidades estableci- 
das, no siendo, sin embargo, necesaria la condición del domi- 
cilio en los testigos.» — Artículo 734. 

«El Agente diplomático ó consular remitirá, autorizada con 
su firma y sello, copia del testamento abierto, ó del acta de 
otorgamiento del cerrado, al Ministerio de Estado, para que se 
deposite en su archivo.» — Artículo 735. 

«El Agente diplomático ó consular, en cuyo poder hubiese 
depositado su testamento ológrafo ó cerrado un español, lo re- 
mitirá al Ministerio de Estado cuando fallezca el testador, con 
el certificado de defunción.» 

«El Ministerio de Estado hará publicar en la Gaceta de Ma- 
drid la noticia del fallecimiento, para que los interesados en la 
herencia puedan recoger el testamento y gestionar su proto- 
colización en la forma prevenida.» — Artículo 736. 

«Todo heredero podrá aceptar la herencia á beneficio de in- 
ventario, aunque el testador se lo haya prohibido.» — Artículo 
1 . 010 . 


«La aceptación de la herencia á beneficio de inventario po- 
drá hacerse ante Notario, ó por escrito ante cualquiera de los 
Jueces que sean competentes para prevenir el juicio de testa- 
mentaría ó abintestato.» — Artículo 1.011. 

«Si el heredero á que sé refiere el artículo anterior se hallare 
en país extranjero, podrá hacer dicha declaración ante el 
Agente diplomático ó consular de España que esté habilitado 
para ejercer las funciones de Notario en el lugar del otorga- 
miento.» — Artículo 1.012. 


Si los dos artículos relativos al contrato del matrimonio se 


han redactado teniendo á la vista las disposiciones de los Có 
digos francés (1) y portugués (2), las prolijas disposiciones 


(1) Artículos 1.315 del Código español y 1.8S7 del Código francés. 

(2) Artículos 1.325 del Código español y 1.007 del Código portugués. 
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¿obre testamentos se hallan inspiradas en el Código de la Re- 
pública Argentina (1). 

Hemos reproducido, además de los artículos del Código civil 
vírenle reda i ívos á nuestro asunto, otros que hemos conside- 
rado necesarios para la inteligencia de aquéllos. 

Al tratar de hacer un examen crítico de la doctrina del Có- 
digo civil español, en lo referente al Derecho internacional 
privado, observamos ante todo que no están tratadas las dife- 
rentes materias con la conveniente extensión. Hay cuatro ar- 
tículos dedicados á las disposiciones preliminares (2); se con- 
signan en tres los derechos de los extranjeros (3); en cuatro 
se regula lo concerniente al matrimonio (4), y contamos hasta 
once artículos sobre los testamentos (5), con gran número de 
disposiciones de detalle. No hay novedad de interés, y casi todo 
se reduce á un mosáico de fragmentos de Códigos extranjeros. 

Faltan disposiciones sobre el matrimonio, las obligaciones, 
los cambios de nacionalidad, etc. Sin más que fijarse en los 
Códigos imitados, en los proyectos, en las conclusiones del 
Congreso jurídico de Barcelona y en el libro del Sr. Olivares, 
hubieran podido los autores del Código formar un sistema 
completo de reglas, que hubieran respondido á las exigencias 
de los tiempos. 

Del examen de algunos artículos resulta que son á la vez 
una imitación del Código francés y del italiano, en vez de pres- 
cindir de las deficientes disposiciones del primero, para seguir 
las del segundo, lo menos que, en último extremo, ha debido 
hacerse. No proyectando novedades, lo natural es seguir el 
Código que, por su fecha y su contenido, ha satisfecho mejor 
las aspiraciones de la ciencia. 

Dispone el art. 8.° que las leyes penales, las de policía y las 
de seguridad pública obligan á todos los que habiten en terri- 
torio español, habiendo debido imponer dichas leyes, como el 
Código italiano, á todos los que en el mismo se hallen , en justo 
respeto á la soberanía del Estado. No es preciso tener residen- 
cia estable; basta la simple presencia en el territorio de éste, 


(1) Artículo 3.635 y siguientes. 

(2) 8.°, í).°, 10 v II. 

(3) 27, 28 y 237. 

(4) 55, 91, 100 y 1.325. 

(5) 681, 684, 688, 725, 728, 732, 733, 734, 735, 736 y 1.012. 
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para tener necesidad de obedecer las leyes penales, las de po- 
licía y las de seguridad pública. 

El art. 9.° no ha debido limitarse, como el Código francés, 
á hablar de los españoles, sino que ha debido establecer un 
precepto general, como el Códigoitaliano, aplicando, tanto á 
los españoles como á los extranjeros, en las relaciones que 
comprende, su legislación nacional. 

El art. 10, en su primer párrafo, suprime una restricción 
importante del Código de Italia, respetando la ley de la situa- 
ción de los muebles, cosa necesaria, en consideración á la so- 
beranía del Estado y para evitar una porción de cuestiones de 
resolución difícil. 

El párrafo segundo de dicho artículo debiera realmente cons- 
tituir, como en el Código italiano, artículo aparte. 

Sorprende la facilidad con que el legislador ha copiado un 
precepto de tan difícil aplicación, como el relativo á la unidad 
de las sucesiones, sin disponer nada sobre el estado y la capa- 
cidad de los extranjeros. 

La reforma de 1889 ha añadido como tercer párrafo del ar- 
tículo 11, sin duda por no hallar otro sitio más adecuado sin 
cambiar la numeración, un artículo del Código italiano que 
en él se refiere á los anteriores. Pero, á pesar de que concierne 
á las personas, sus actos y sus bienes, de que tratan los artícu- 
los 9.° y 10, deja de hacer referencia al primero. 

Si atendemos al texto de estos primeros artículos, ni siquiera 
parecen redactados por una misma persona, pues ya se emplea 
el presente (10, § l. # ), ya el subjuntivo (8.°, 9.° y 11, § l.°), ya 


futuro (10, § 2.°; y 11, §§2.° y 3.°). 

Las detalladas disposiciones sobre testamentos son muy 
oportunas, tratándose de un Código como el de la República 
Argentina, en que toda la materia del Derecho internacional 
privado está desarrollada ampliamente; pero no en un Código 
como el español, en el que, dejándose de disponer sobre lo ne- 
cesario, se detalla mucho sobre lo que es menos importante. 
Y á pesar de los muchos artículos sobre testamentos, tío ie- 
glamenta, como los Códigos portugués y argentino, los otor- 
gados ante los Agentes diplomáticos y consulares en el ex 
tranjero. 

Hay dos disposiciones á propósito de testamentos, exelusi^ 
vas del Código español, que no pueden pasar desapticibu as. 
No respeta éste la legislación de los Estados en que encuen 
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frin IoR lun ebles; pero al mismo tiempo desea que se respeten 
Tus prescripciones, aun contra la legislación del país, tratán- 
dose del testamento ológrafo y del testamento mancomunado . 

\ufori%a el párrafo 3.° del art. 732 á los españoles, á hacer 
testamento ológrafo sin el requisito del papel sellado, aun en 
los países cuyas leyes no admitan dicho testamento. 

No concede validez en España el art. 733 al testamento 
mancomunado que los españoles otorguen en país extranjero, 
aunque lo autoricen las leyes de la Nación donde se hubiese 
otorgado. 

Tanta importancia atribuye el legislador al testamento oló- 
grafo, introducido por él en España, que lo quiere extender 
hasta los países que lo prohíben. Nos parece esto demasiado, 
pues habiendo formas de testar en todas partes reconocidas, 
no hallamos motivo para introducir una excepción al estatuto 
formal. 

Más aceptable nos parece la segunda disposición, de carác- 
ter prohibitivo, que la primera, aun cuando tampoco la con- 
sideramos necesaria. Durante muchos años ha existido entre 
nosotros el testamento mancomunado, admitido hoy en otros 
países. 

El legislador pasa, pues, de un golpe de la no admisión del 
testamento ológrafo y del reconocimiento del testamento man- 
comunado, á establecer el uno y prohibir el otro, intentando 
generalizar el primero y restringir el segundo. 

Si el Código de 1889 no responde á las exigencias de la 
ciencia, no respeta tampoco la tradición española, como ha 
hecho el Código de Chile. Es bien sabido que el memorable 
Código de las Partidas contiene las primeras disposiciones 
sobre Derecho internacional privado, citadas con frecuencia 
por los escritores extranjeros. Someten las Partidas ios con- 
tratos, y no sus meras formalidades, á la ley del lugar en que 
se celebren (1), Consideran sujetas las cosas muebles é inmue- 
bles á la ley de su situación (2). Disponen, por último, que en 
el régimen de los bienes en el matrimonio, se prefiera la cos- 
tumbre del lugar donde se contrae á la de la tierra á donde se 
trasladen después los cónyuges (3). Estas disposiciones tradi^ 


(1) Ley 15, título l.°, Partida 1. a , y Ley 15, título 14, Partida 3.* 

(2) Ley 15, título 14, Partida 3. a 

(3) Ley 24, título 11, Partida 4. a 


3 
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cionales, que son en la actualidad oportunas, han debido ser 
incluidas en un Código verdaderamente español. 

Es, pues, el nuevo Códig-o civil, en la materia de que trata- 
mos, una selección caprichosa de articulos sin novedad, hecha 
de una manera deficiente. Debe lamentarse que un proyecto, 
madurado durante muchos años por Comisiones de personas 
eminentes, haya resultado inferior al Código portug-ués (1) y al 
proyecto de 1869, redactado de prisa por el distinguido juris- 
consulto D. Felipe Más y Monzó, que no contienen novedades 
de ningún género. Esto responde, sin ninguna duda, al deplo- 
rable sistema, que prevalece entre nosotros, de encomendar 
la tarea difícil y delicada de hacer Códigos á Comisiones nu- 
merosas. 


(1) He aquí las disposiciones del Código civil portugués de 1867: 
«Los portugueses que viajen ó residan en país extranjero permanecen 
Bujetos á las leyes portuguesas relativas á su capacidad civil, á su estado 
y á su propiedad inmobiliaria situada en el Reino, en cuanto á los actos 
que deban producir en éste sus efectos; la forma externa de los actos se 
regirá, sin embargo, por la ley del país en que se celebren, excepto en 
los casos en que haya disposición legal en contrario.» — Artículo 24. 

«Los portugueses que contrajesen obligaciones en país extranjero, pue- 
den ser demandados en el Reino por los nacionales ó extranjeros con 
quienes hayan contratado, si aquéllos tuvieren en él su domicilio.» — Av- 
tículo 2o. 


«Los extranjeros que viajen ó residan en Portugal, tienen los mismos 
derechos y obligaciones civiles de los ciudadanos portugueses en cuanto á 
los actos que hayan de producir sus efectos en este Reino, excepto en los 
casos en que la ley expresamente determine lo contrario, ó si existe tra- 
tado ó convención especial que regule en otra forma sus derechos.» — 
Artículo 26. 

«El estado y la capacidad civil de los extranjeros se regularán por las 
leyes de su país.» — Artículo 27. 

«Los extranjeros que se encuentren en el Reino pueden ser demanda- 
dos ante los Tribunales portugueses, en cuanto al cumplimiento de las 
obligaciones contraídas en país extranjero con subditos de Portugal.» 
Artículo 28. 


«Los extranjeros que se encuentren en el Reino pueden igualmente ser 
demandados por otros extranjeros ante los Tribunales portugueses, en 
cuanto á las obligaciones contraídas en Portugal.» — Artículo 29 ; 

«Lo dispuesto en los dos artículos precedentes, se entenderá sin perjui- 
cio de lo que se preceptúa en la última parte del art. 26.»- — Artículo 30. 

«Las sentencias pronunciadas por los Tribunales extranjeros sobre de- 
rechos civiles entre extranjeros y portugueses, se cumplirán por los 1 n- 
bunales de Portugal en los términos prescriptos en el Código de procedi- 
mientos.» — Artículo 31. 


«Las hipotecas contraídas en país extranjero sobre bienes existentes en 
el Reino, sólo producen sus efectos desde el día en que sean registnu a> 
en las respectivas Contadurías nacionales.» — Artículo 964. 

«El casamiento contraído en país extranjero entre portugueses, no pío- 


:vm) 


IV 

Ef desarrollo de las relaciones internacionales, multiplican- 
de las cuestiones, á veces muy complicadas, en materia civil, 
exíg-e una reg-lamentación de detalle, por ser ya insuficientes 
unos cuantos artículos, insertos en el título preliminar ó en 
el cuerpo mismo de los Códig*os. 

Esta necesidad es mayor en aquellos pueblos que, como 
Suiza y España, mantienen vig-entes á un tiempo, en el inte- 
rior, diferentes legislaciones, pues precisa dar satisfacción á 
las exigencias imperiosas del momento, si el Poder público 
ha de satisfacer las aspiraciones nacionales. 


duce efectos civiles en este Reino, si no ha sido contraído en conformi- 
dad con la ley portuguesa, salvo lo que queda establecido en la segunda 
parte del art. 24, en cuanto á la forma externa del contrato.» — Artícu- 
lo 1.065. 

«El matrimonio contraído en país extranjero, entre portugués y extran- 
jera, 6 entre extranjero y portuguesa, produce efectos civiles en este Rei- 
no si se verifica, por lo que respecta al cónyuge portugués, con las con- 
diciones requeridas por la ley portuguesa.» —Artículo 1.066. 

ccLos pactos pro-nupcias estipulados en país extranjero, entre súbditos 
portugueses, se rigen por los artículos de esta sección, pudiendo exten- 
derse en la forma legal establecida en el país ó ante los Agentes consula- 
res, por quienes el Gobierno portugués se halle representado.» — Artícu- 
lo 1.106. 

«Si el matrimonio fuese contraído en país extranjero, entre portugués 
y extranjera ó entre extranjero y portuguesa, y no declarasen ni estipula- 
sen nada los contrayentes respecto de sus bienes, se entenderá que se ca- 
san conforme al derecho común del país del cónyuge varón, sin perjuicio 
de lo que se baya dispuesto en este Código, por lo que toca á los bienes 
inmuebles.»— Artículo 1.107. 


no es adrnisi- 


«La acción concedida á los cónyuges en los casos citados, ~~ ~ 

ble respecto de los casamientos celebrados en país extranjero y no publi- 
cados en el Reino en conformidad á la ley.» — Artículo 1.202. 

«El testamento marítimo debe hacerse por duplicado, guardado entre 
los papeles de bordo y mencionado en el diario de la embarcación.» — 
Artículo 1.952. 

«Si ésta arribase á algún puerto extranjero donde haya Cónsul ó Vice- 
cónsul portugués, hará el Comandante depositar en poder de aquél uno de 
los ejemplares del testamento, fechado y sellado, con una copia de la nota 
que debe haberse extendido en el diario de la embarcación.» — Ar- 
tículo 1.956. 

«Cuando arribe la embarcación á territorio portugués, el ejemplar res- 
tante, ó ambos si no hubiese entregado ninguno, se pasarán á manos de 
la autoridad marítima local, en la forma declarada en el artículo ante- 
rior.» — Artículo 1.954. 

«En cualquiera de los casos mencionados en los artículos precedentes, 
el Comandante de la embarcación se quedará con recibo de la entrega/ y 
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Por otra parte, el desenvolvimiento de la doctrina, el núme- 
ro cada día mayor de las decisiones de los Tribunales, los es- 
fuerzos de los jurisconsultos y las tentativas de los Estados, en- 
caminadas á la uniformidad del Derecho, son elementos bas- 
tantes para que se pueda fácilmente redactar una ley extensa. 

Al tratarse de hacer una ley de extraterritorialidad para 
España, se impone el principio de la nacionalidad, que, sobre 
no producir dificultades prácticas en el interior por el escaso 
número de extranjeros, responde á la tradición de algunos 
años, á la jurisprudencia del Tribunal Supremo y á las opi- 
niones de los jurisconsultos, y está admitido al propio tiempo 

por los pueblos de Europa, con los que mantiene España rela- 
ciones más frecuentes. 


lo hará constar por nota sentada en el lugar oportuno del diarios— Ar- 
tículo 1.955. 

«Los referidos Cónsules, Vicecónsules ó autoridades marítimas, luego 
que reciban los ejemplares mencionados, extenderán un acta de la entre- 
ga, y, con la posible brevedad, la remitirán acompañada de los ejemplares 
del testamento, al Ministerio de Marina. j> — Artículo 1.956. 

«Los testamentos hechos por portugueses en país extranjero, produci- 
rán efecto en el Reino, cuando se hacen en forma legal y en conformidad 
con la ley del país en que se verifican. » — Artículo 1.961. 

«Los Cónsules ó Vicecónsules portugueses podrán servir de Escribanos 
en la celebración y aprobación de testamentos de súbditos portugueses, 
siempre que estén en armonía con la ley portuguesa, excepción hecha 
respecto de lo que se refiere á la nacionalidad de los testigos que podrán 
ser extranjeros.» — Artículo 1.962. 

«Los Cónsules ó Vicecónsules, cuando extiendan un testamento público, 
transmitirán copia al Ministerio de Negocios Extranjeros, el que dará a 
ésta el curso indicado en el párrafo 3.° del art. 1.495.»-— Artículo 1.963. 

«Si el testamento fuese cerrado, el Cónsul ó el Vicecónsul que le hu- 
biese autorizado, pondrá en la respectiva nota una copia del acta de apro- 
bación, y así lo participará al Gobierno por el Ministerio de Negocios Ex- 
tranjeros. — Si el Cónsul ó el Vicecónsul fuese encargado de guardar el tes- 
tamento, el interesado hará mención de esta circunstancia y exigirá recibo 
de la entrega.» — Artículo 1.964. 

«El testamentó otorgado por súbdito extranjero fuera de Portugal, pro- 
ducirá en este Reino efectos legales, con relación á los bienes existentes 
dentro de su territorio, siempre que se atenga á las disposiciones de la 
legislación del país donde fuese otorgado.» — Artículo 1.965. 

«Los documentos auténticos extendidos en país extranjero, en conloi- 
midad con la ley de ese país, constituyen prueba en este Reino como 
lo harían documentos de la misma naturaleza extendidos ó expedidos en 
él.»— Artículo 2.430. . , 

«Todo portugués que contrajese matrimonio en país extranjero, debet a, 
en el plazo de tres meses, contados desde el día cu que volviese al Reino, 
hacer la inscripción de su matrimonio eu el Registro civil del lugai i om e 
estuviese domiciliado, presentando al Oficial el documento autentico en 
que se pruebe que el matrimonio se celebró iegalmeutc.» ^Articulo -.4/. . 


IVro, aun admitiendo el principio de la nacionalidad, debe 
el legislador imponerle restricciones y atenuaciones, con el 
propósito de preparar la conciliación entre los principios do- 
minantes, y de evitar á la vez que sus disposiciones sean en 
nbrnnos casos meros preceptos doctrinales, sin aplicación po- 
sible en la práctica. 

Si España tiene relaciones frecuentes con pueblos europeos 
que admiten el principio de la nacionalidad, las tiene también, 
y debe tenerlas cada día mayores, con las Repúblicas ameri- 
canas de su raza, que prefieren, como más acomodado á sus 
necesidades, el principio del domicilio. Y así como en materia 
de nacionalidad lia partido, en un tratado con la República 
Argentina, del respeto á la ley del lugar en que la persona se 
encuentre (1), debe seguir un criterio análogo, cuando se trata 
de las relaciones jurídicas de los numerosos españoles estable- 
cidos allí, que naturalmente desean una regla fija á que some- 
terse, conforme con la legislación del país y con la legislación 
española. 

Como ya se ha observado en Suiza, el someter á la legisla- 
ción nacional á los individuos de un país, sujetos, según la 
suya, al domicilio, los coloca en una situación, en virtud de la 
cual no tienen derecho, puesto que su ley rechaza la ley na- 
cional, y nada más lógico, aun partiendo de este principio, 
que admitir una excepción á la misma. 

Además, en el movimiento extraordinario de las relaciones 
jurídicas, hay que conceder cierta importancia á la ley del te- 
rritorio en que se desenvuelven, siguiendo el ejemplo de dife- 
rentes legislaciones. 

A nada conduce, en fin, redactar preceptos absolutos enca- 
minados á dar fuerza extraterritorial á las leyes, si éstos se en- 
cuentran en abierta contradicción con las legislaciones de al- 
gunos países, en los cuales no pueden prevalecer. 

Consecuencia necesaria de la promulgación de una ley de 
extraterritorialidad, es la supresión del Código de los artículos 


(l) ocCon el fin de establecer y consolidar la unión que debe existir 
entre los dos pueblos, dice el artículo 7.° del tratado de reconocimiento, 
paz y amistad celebrado entre España y la República Argentina y firmado 
en Madrid el ‘21 de Septiembre de 1863, convienen ambas partes contratan- 
tes en que para determinar la nacionalidad de los españoles y argentinos, 
se observen respectivamente en cada país las disposiciones consignadas en 
la Constitución y las leyes del mismo.» 
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que á la materia se refieren, dando á la ley la suficiente ex- 
tensión para que comprenda los actos de los españoles en el 
extranjero, y de los extranjeros en España. 

Las disposiciones en materia de extraterritorialidad, objeto 
constante de estudio, no deben tener la fijeza de los artículos 
de un Código, si han de responder á las nuevas necesidades, y 
por eso deben suprimirse de él, haciéndose más fácil la refor- 
ma, que han de imponer en el porvenir las circunstancias y los 
trabajos encaminados á la uniformidad del Derecho, debidos 
á ilustres jurisconsultos y á Conferencias diplomáticas. 

Las disposiciones del Códig-o relativas á la intervención de 
los Agentes diplomáticos y consulares en los matrimonios, 
testamentos y demás actos de los españoles en el extranjero 
que tienden á dar á éstos facilidades, deben pasar á la ley, 
completándose convenientemente, y llevándose sus deficien- 
cias en los puntos que lo reclamen. 

Los demás artículos del Código, que puedan tener cabida en 
la ley, deben ser objeto de revisión, ya para evitar los incon- 
venientes que de la redacción de alg-unos resulta, ya para 
darles mayor amplitud, descendiendo á más detalles en las 
cuestiones que lo requieran. 

Siguiendo la doctrina del Instituto de Derecho internacional, 
el estado y la capacidad de las personas deben someterse á la 
ley de la nación, y subsidiariamente, cuando sea desconocida ó 
doble, á la ley del domicilio. Para que los individuos, cuya le- 
gislación da la preferencia al domicilio, tengan una regla á 
qué ajustarse en España, no hay otro medio que someterlos al 
domicilio, respetando á un tiempo, en lo posible, las leyes de 
la nacionalidad y del domicilio. Si la ley española deja decidir 
á la ley nacional, y ésta prefiere el domicilio, no hay motivo 

para oponerse á que se cumpla. 

Puede darse el caso de que carezca una persona de naciona- 
lidad y de domicilio, y entonces no hay otra fórmula posible, 
para regular su estado y capacidad, que someterlos ála legis- 
lación española. 

Si la ley ha de abrazar por completo las relaciones de los 
extranjeros en España y de los españoles en el extranjero, en 
el orden civil, es menester que reglamente con la debida ex- 
tensión aquellas materias importantes, omitidas ó tratadas in- 
completamente en el Código, romo el matrimonio, la patria 
potestad, la tutela, las obligaciones, los efectos del cambio de 


i 


iincíonalid aú, etc., siguiendo el ejemplo de los Códigos, las 
leyes ó los proyectos de otros países. 

Los bienes muebles é inmuebles, por lo que toca á los dere- 
chos «le que pueden ser objeto, lian de someterse, si ha de se- 

irse la tradición española y la doctrina de los escritores 
modernos, á la ley de su situación. Las dificultades á que da 
origen el cambio de ella en los muebles, reclaman preceptos 
que las eviten. 

La unidad de la sucesión, una de las doctrinas más impor- 
tantes de los actuales tiempos, no debe establecerse dé una 
manera absoluta, puesto que si el legislador está en condicio- 
nes de dictar reglas en cuantos asuntos caigan bajo su esfera 
de acción, carece de poder para extenderlas á otros países, á 
menos que se halle en ellos proclamado el mismo principio. 
La pretensión de un Estado de dar á sus disposiciones un ca- 
rácter universal, por progresivas que sean, no puede tener 
base sólida, siendo á lo sumo una generosa ilusión. Lo menos 
que puede hacerse, por respeto á la soberanía de los Estados, 
es introducir, en lo que se refiere á aquellos que rechazan la 
doctrina de la unidad de la sucesión, una excepción á la regla. 

La ley de extraterritorialidad ha de hacer posible la aplica- 
ción de la legislación extranjera, y por lo tanto, le corres- 
ponde determinar las condiciones con que esta aplicación ha 
de hacerse. Las limitaciones fundadas en el respeto al orden 
público y las buenas costumbres revisten extraordinaria va- 
guedad, y no es conveniente que se abandonen á la aprecia- 
ción de los Tribunales, celosos á veces en extremo en defensa 
de los derechos de los súbditos nacionales. Las deficiencias de 


la doctrina de la nacionalidad deben principalmente corregir- 
se, dando un concepto más claro de los casos en que puede 


dejar de aplicarse la legislación extranjera por consideracio- 


nes de orden público (1). Si no debemos contentarnos con dis- 


posiciones demasiado generales en los asuntos que la extrate- 
rritorialidad comprende, hay que detallar y precisar en todos, 


(1) Para formarse idea de las dificultades del asunto, vease el impor- 
tante trabajo del distinguido catedrático de Derecho internacional de la 
Universidad de la Habana, D. Antonio S. de Bustamante, que lleva el si- 
guiente título: El orden público. Estudio de Derecho internacional priva- 
do, leído en la apertura del curso de la Academia de Derecho de la Univer- 
sidad de la Habana el Domingo 5 de Noviembre de 1893. Habana, 1893. 1 
tomo. 
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y particularmente en los que, como éste, son muy difíciles 
La jurisprudencia y varios Códigos exigen con motivo que 
se pruebe la legislación extranjera, cuando le corresponda 
regir una relación, pues los Tribunales de un país sólo tienen 
la obligación de conocer las leyes que en él han sido promul- 
gadas. Se acude, por lo general, á informes de jurisconsultos 
y en algunos casos á certificaciones oficiales. f 

Dadas las deficiencias de las legislaciones interiores y la 
necesidad de acudir á lo que Jitta llama el método universal 
la urgencia de convenciones internacionales para regular 
las cuestiones del Derecho internacional privado se impone 
de una manera imperiosa. Conviene que se generalicen las 
convenciones entre ios diferentes Estados, y como lo perento- 
rio es llegar á reglas fijas y seguras, importa poco que se 
tome un principio ú otro por base, ya que es imposible con- 
seguir la uniformidad, por lo menos en el actual estado de 
cosas. Creemos, pues, que España debe celebrar convenciones 
con los Estados de Europa y de América, apoyándose, ya en 
el principio de la nacionalidad, ya en el principio del domi- 
cilio. Existe un interés supremo en regular las relaciones 
entre individuos de diferentes países, y como España no tiene 
medios de llegar á una convención general con todos, le es 
conveniente hacer convenciones especiales en la única forma 
compatible con los principios dominantes en las diferentes 
legislaciones. Consígase el objeto, si no por el procedimiento 
más eficaz, por una convención sola, por diferentes conven- 
ciones. De lo expuesto se deduce que la ley debe autorizar al 
Gobierno para celebrar convenciones particulares, apoyadas 
en uno á otro principio. De la propia suerte que los tratados 
de extradición, celebrados por España con las diferentes Po- 
tencias, no están inspirados en idénticas doctrinas, no deben 
estarlo las convenciones en lo civil en los actuales momentos, 
aplazando la uniformidad para más venturosos días. 

Si es menester determinar, por lo que hace á la esfera inte- 
rior, el alcance del orden público y de las leyes contra las bue- 
nas costumbres, es también urgente hacerlo en las convencio- 


nes que han de aplicar varios Gobiernos, para que tengan una 
misma interpretación. La tentativa de la Conferencia de El 
Haya en este punto es altamente loable, y es de desear que se 
continúe en el mismo terreno. La ley de extraterritorialidad 
debe dar, por consecuencia, otra autorización al Gobierno, para 


detallar los casos en que deje de aplicarse la legislación ex- 
tranjera por atentados al orden público ó á las buenas eos- 


t u ni 

En suma, con arreglo á las consideraciones expuestas, nos 
parece oportuno formular las siguientes bases para una ley de 
extraterritorialidad: 


PRIMERA 

Se publicará una ley de extraterritorialidad en materia ci- 
vil, que, aprovechándose de los progresos introducidos en las 
más recientes legislaciones y los más notables proyectos, tome 
por criterio, en las relaciones internacionales, el principio de la 
nacionalidad, con las atenuaciones y restricciones oportunas, á 
fin de evitar que sus disposiciones sean en algunos casos meros 
preceptos doctrinales, sin aplicación posible en la práctica. 

SEGUNDA 

Se eliminarán del Código civil los artículos relativos á la ex- 
traterritorialidad, comprendiendo extensamente la ley, tanto 
los actos de los españoles en el extranjero, como los de los ex- 
tranjeros en España, y se pasarán á ella las disposiciones mo- 
tivadas por la intervención de los Agentes diplomáticos ó con- 
sulares en los matrimonios, testamentos y demás actos de los 
españoles en el extranjero, ampliándolas conveniente en los 
puntos que lo reclamen. 


TERCERA 

Se revisarán los demás artículos del Código que puedan te- 
ner cabida en la ley, mejorando su redacción, y dando mayor 
desarrollo á aquellos preceptos que lo requieran. 

CUARTA 

Se someterán el estado y la capacidad de la persona á la ley 
de su nación, y si ésta es desconocida ó doble, á la ley de su 
domicilio, salvo el caso en que la ley nacional dé la preferen- 
cia á esta última, que deberá entonces prevalecer. Si no se 
prueba la nacionalidad ni el domicilio, se aplicará la legisla - 
ción española. 
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QUINTA 

Se establecerán disposiciones especiales, suficientemente de- 
talladas, sobre el matrimonio, la patria potestad, la tutela, las 
obligaciones, los efectos de los cambios de nacionalidad y de- 
más materias comprendidas en las más recientes legislaciones 
y los más notables proyectos. 

SEXTA 

Se someterán los bienes muebles é inmuebles, en cuanto á 
los derechos de que puedan ser objeto, según la tradición es- 
pañola y la doctrina más reciente, á la ley de su situación, 
disponiendo, respecto á los muebles, sobre los cambios de ésta. 

SÉPTIMA 

El precepto que establece la unidad de las sucesiones, á las 
que deberán asimilarse las donaciones, sufrirá una limitación, 
en el caso en que á ella se oponga la legislación de algún Es- 
tado, y sólo en cuanto al mismo haga referencia. 

OCTAVA 

Se determinarán las condiciones de aplicación de la legisla- 
ción extranjera, que deberá ser probada cuando se admita, ya 
por informes de jurisconsultos del país en que se encuentren 
vigentes, ya por certificaciones oficiales. 

NOVENA 

Se autorizará al Gobierno para celebrar convenciones, con el 
objeto de uniformar las disposiciones del Derecho internacio- 
nal privado, ya con los Estados que acepten el principio de la 
nacionalidad, ya con los que mantengan el domicilio, dando 
la preferencia á una ó á otra doctrina, según los Gobiernos 
con quienes trate. 

DÉCIMA 

Se autorizará también al Gobierno á exponer detalladamen- 
te en dichas convenciones los casos en que deje de aplicarse, 
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sobre cada una de las materias, la legislación extranjera, por 
oponerse al orden publico ó á las leyes prohibitivas de la na- 
ción (1). 


Y 


El distinguido Ministro de España en Montevideo, D. José 
de la Rica y Calvo, autorizado telegráficamente por el Minis- 
tro de Estado, Excmo. Sr. D. Segismundo Moret, ha firmado 
ad referendum, en 9 de Noviembre de 1893, la adhesión de 
España á los tratados de Derecho internacional privado, ajus- 
tados en el Congreso internacional de Montevideo de 1888 á 
1889, por las Repúblicas Oriental del Uruguay, Argentina, 
Chile, Bolivia, Paraguay, Perú y Brasil. 

«Es deber mío, dice el Sr. Rica en un interesante despa- 
cho, llamar muy especialmente la atención del Gobierno ha- 
cia esta adhesión, que va á constituir, no un vínculo de unión, 
sino muchos, con las naciones hijas de España, y á darnos in- 
finitos puntos de contacto internacional con ellas: una verda- 
dera «compenetración» en cuanto se refiere á las múltiples 
relaciones del Derecho internacional privado. La unidad que 
en esta materia van á proporcionar á los Estados signatarios 
los pactos estipulados en el Congreso, formará un contraste 
notable con el caos de divergencias que en esas mismas ma- 
terias, importantes y vastísimas de legislación, existe hoy en- 
tre los varios Estados federales de la América del Norte, ya 
que en cambio estos últimos tienen el lazo político que los 
agrupa en una sola nación. No es este el momento de estudiar 
si á nuestra patria convendría que ese lazo político existiera 
hoy entre las Repúblicas hispano americanas, una vez roto el 
que estaba constituido por la soberanía de España. Lo que sí 
me parece indudable es la conveniencia de que España no 
quede fuera de esta gran Confederación de Derecho interna- 
cional privado fundada en Montevideo: la importancia capital 
de que entre, por el contrario, á formar parte principalísima 

• 

(1) Para formarse idea completa de las bases que preceden, es preci- 
so tener en cuenta lo anterior, y muy principalmente los Códigos civiles 
italiano y argentino, los proyectos de Códigos civiles de Alemania y Be 1- 
gica, sobre todo la exposición de motivos del proyecto belga de 1886 , la 
ley suiza de 1891, el Tratado de Montevideo, los proyectos del Institu o 
de Derecho internacional y los proyectos de las Conferencias de B1 Haya- 
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de ella, como madre común de los Estados signatarios; como 
fundadora de su legislación; como nación que en todos ellos 
tiene numerosos emigrantes interesados en las ventajas de es- 
tos convenios; como nación, en fin, que abriga el noble y pre- 
visor deseo de servir de lazo y de centro moral á to los los 
pueblos de ella nacidos.» 

«Abrigo por mi parte el convencimiento, añade el señor 
Rica, de que estos tratados responden en su conjunto á nues- 
tros intereses y á la práctica que el Gobierno sigue con perse- 
verancia respecto á estas Repúblicas; más aún, el firme con- 
vencimiento de que la negociación de ciertas estipulaciones 
favorables á España contenidas en ellos hubiera sido prematu- 
ra y ocasionada á desconfianzas en caso de haber sido iniciada 
por nosotros, y sólo pueden ser alcanzadas hoy tales estipula- 
ciones en esta forma de obra de Derecho, elaborada exclusi- 
vamente en América y en esta transacción internacional hono- 
rífica y lisonjera para los promovedores del Congreso. Y por 
lo que hace á la generalidad de las estipulaciones, constitu- 
yen una serie de prescripciones legales encaminadas á dar 
claridad, unidad y ventajas á las relaciones jurídicas é inter- 
nacionales de los súbditos de cada una de las partes contra- 
tantes que viven en el territorio de las otras. Esta República, 
y otro tanto puede decirse de las demás, no tiene sino un es- 
casísimo número de sus nacionales en nuestro territorio; Es- 
paña tiene, en cambio, en cada una de ellas colonias numero- 


sísimas. La obligación de reciprocidad con que adquirimos, 
pues, inmensas concesiones, es más bien de derecho que de 
hecho, y está fuera de proporción con la reciprocidad que estos 
países firman. Así lo ha comprendido el Parlamento del Uru- 
guay al establecer la restricción consignada en la ley aproba- 
toria de los tratados. Mucho tiempo ha de pasar para que el 
asunto deba ser estudiado bajo una fase diversa de la que 
acabo de presentar, que es hoy la única positiva y verdadera.» 

El Ministro de España se ha adherido al conjunto de los tra- 
tados, pues el Gobierno del Uruguay sólo lo aceptaba en esta 
forma, buscando el éxito en las mayores proporciones posibles 
del Congreso, que tanto honor refleja sobre la capital en que 
se reunió. 

Pasa después el Sr. Rica á exponer ideas practicas sobre la 
conveniencia de la adhesión de España á cada uno de los tra- 
tados y al conjunto de ellos. 
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«Más que respeto á los demás tratados del Congreso, dice 
el Sr. Rica en lo concerniente al de Derecho civil internacio- 
nal, conviene recordar que las naciones signatarias tienen 
nuestro origen mismo, nuestra religión, nuestras costumbres 
v las mismas leyes fundamentales. Podría, si no, á primera 
vísta parecer temerario ajustar, sin largos estudios previos, 
estipulaciones relativas al Derecho civil, á esa rama que lleva 
el nombre de «sensitiva del derecho». Es más, esas grandes 
analogías é identidades no bastarían á excusar un inmenso 
trabajo preliminar de comparación entre todos y cada uno de 
los detalles de las legislaciones civiles con que la nuestra va 
á establecer múltiples puntos de contacto, si en realidad se 
tratara de un convenio que hubiera de exigir modificaciones 
en nuestra legislación civil. Pero en este pacto sólo se trata de 
salvar, en el terreno internacional, las diferencias de detalle 
de legislaciones análogas, caso que comprende á España en 
sus relaciones con naciones hijas suyas, tanto como á éstas 
entre sí, de resolver competencias dudosas, de evitar conflic- 
tos de jurisdicción, y por lo tanto, y dada la índole eminen- 
temente individual de las prescripciones de Derecho civil, de 
evitar perjuicios á los individuos y familias de una nación re- 
sidentes en el territorio de otra, en esa numerosa serie de actos 
civiles internacionales que la vida moderna hace tan frecuen- 
tes, sobre todo para los españoles en América. Las estipulacio- 
nes del tratado tienen la suficiente flexibilidad para dejar á la. 
legislación especial de cada uno de los Estados contratantes su 
esfera de acción propia y exclusiva.» 

«No quiero dejar de apuntar aquí, continúa el Sr. Rica, 
aunque sea de pasada, el verdadero caos legal en que viven 
estos emigrantes nuestros en América, los cuales ni siquiera 
se inscriben en los Registros de nuestros consulados, como no 
sea obligados por circunstancias extraordinarias. Ni siquiera 
con ese, que puede llamarse el más primordial de sus deberes 
en esta materia, normalizan su situación civil, á pesar de to- 
das las exhortaciones y comunicaciones que los Gobiernos de 
España y sus representantes diplomáticos y consulares han 
empleado para lograrlo. Vergüenza me daría apuntar el nú- 
mero de los inscriptos en 1893 en el Consulado de Montevideo, 
comparado con el número de los que realmente residen en esta 
capital. El presente convenio, al parque demostrará la solici- 
tud del Gobierno por dar principios claros y convenientes á la. 
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vida civil internacional de nuestros compatriotas en América, 
servirá eficazmente para irles estrechando al cumplimiento 
más exacto de sus deberes civiles y á las formalidades que de 
ellos se derivan. Los medios coercitivos por parte de las auto- 
ridades locales, que nuestros cónsules han deseado siempre, 
aunque en vano, para lograr que los españoles cumplan sus 
deberes respecto al Registro consular, vienen á obtenerse in- 
directamente con muchas de las prescripciones de este trata- 
do, que obligan al interesado á establecer su cualidad de ex- 
tranjero. Además, la índole y multiplicidad de relaciones que 
en el convenio se regulan entre los Estados signatarios, me 
parece un gran paso para que, sin gran violencia y como una 
secuela natural de lo que en él se estipula, se llegue á ulterio- 
res arreglos para que la cédula consular sea exigible por las 
autoridades del país para muchos de los actos previstos en el 
convenio. Así se conseguirá una tributación moderada, pero 
constante y regular, de esas numerosas colonias en favor de 
nuestro Tesoro.» 

«El principio que informa este tratado, principio .sanciona- 
do por los mejores autores modernos, da en muchos casos la 
preeminencia á la ley del lugar del domicilio. Siendo el nú- 
mero de nuestros residentes en América muy superior al de los 
residentes americanos en España (1), claro es que, al contrario 
de lo que sucede con casi todos los demás convenios del Con- 
greso, tratándose de éste la conveniencia para estos países es 
superior á la nuestra, ó por lo menos su autoridad logra prác- 
ticamente y mientras duren las circunstancias actuales una 
extensión mayor. ¿Debemos considerar esto como un gran in- 
conveniente, tratándose de actos sobre los cuales es casi siem- 
pre materialmente imposible, en las diarias relaciones civiles 
de los individuos y familias españolas en América, la inter- 
vención de nuestros Tribunales? ¿No quedarían, por el contra- 
rio, nuestros nacionales sin la garantía de la protección judi- 
cial, al quedar exentos de la jurisdicción del país en que vi- 
ven, é imposibilitados, por otra parte, de aprovechar la de 
España? Sería eso, á juicio del Sr. Rica, la continuación del 
caos actual, tan propicia para las maniobras y litigios de mala 
fe: estado de confusión que los países sud-americanos han tra- 


(1) Según los últimos datos, habitan en España 1.7(17 americanos, y 
$n América 123.458 españoles. 
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lado de remediar con las máximas de la ciencia «europea» mo- 
derna, en pactos espontáneos y amistosos, adoptada de buena 
fe para su propio uso, puesto que ninguna nación europea 
ionio parte en el Congreso de Montevideo.» 

«Respecto á esa mayor acción que el tratado concede á las 
autoridades y leyes de estos países sobre los españoles aquí re- 
sidentes. debe recordarse también que se trata de grupos de 
emigrantes que ya por su propia voluntad se han puesto bajo 
la omnímoda acción é influencia de esas autoridades y de esas 
leyes, para múltiples y capitales efectos, y no ya para algunos, 
actos civiles. Sus vidas, sus haciendas, su porvenir, el castigo 
de sus faltas y delitos, la nacionalidad y las carreras de sus* 
hijos: todo lo han puesto ya voluntariamente bajo el régimen 
del país á que vienen á residir, en muchos casos para siempre. 
De ese país aceptan leyes tan transcendentales como la que 
declara á sus hijos, nacidos en él, aunque la madre sea espa- 
ñola como el padre, ciudadanos americanos; y si bien esta ley 
no es un pacto internacional (1) y pugna, al contrario, con los 
artículos de nuestra Constitución, de hecho se observa, y los 
españoles deben pasar por ella. ¿Qué son, al lado de todo esto, 
las disposiciones de este tratado en que se aplica la ley del lu- 
gar del domicilio?» 

Expone, en fin, el Sr. Rica las siguientes razones generales 
que aconsejan, á su juicio, entre otras, la adhesión al conjunta 
de los tratados: 

«1) La gran aproximación política y de múltiples intereses 
que se establece entre los Estados signatarios y que es tan im- 
portante para nosotros tratándose de la América española.» 

«2) La desproporción favorable para nosotros, entre las 
ventajas y los deberes de la reciprocidad, dado el número de 
nuestros nacionales en América y el de los hispano-america- 
nos en España.» 

«3) La conveniencia de normalizar las relaciones jurídicas 
internacionales de nuestras numerosas colonias en estos países 
y nuestro comercio con ellos.» 

«4) La notable ventaja de tratados como el de propiedad 

(1) El Sr. Rica se olvida aquí del artículo 7.° del tratado de reconoci- 
miento, paz y amistad celebrado entre España y la República Argentina 
el 21 de Septiembre de 1863, antes reproducido, artículo que puede a ® 
garse en apoyo de su tesis. (Véase en la pág. 332, nota.) 
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literaria, en que todo es beneficio para nosotros, y que no se 
nos conceden aislados, sino unidos al conjunto de todos ellos » 
«5) El ajuste de algunas estipulaciones importantes, que 
pueden considerarse más de derecho público que de derecho 

privado, y hubieran sido difíciles de obtener en negociaciones 
iniciadas por España.» 

«6j La utilidad práctica de adoptar, entre todos los sistemas 
y soluciones de Derecho internacional privado propuestos por 
la ciencia moderna, un conjunto de leyes internacionales, que 
además de estar basadas en buenas doctrinas y en la práctica 
de las naciones más adelantadas, tienen ya, sobre otros siste- 
mas y proyectos análogos, la preeminencia histórica irreem- 
plazable de haber sido adoptados por casi toda la América 
del Sur.» 


«7) La facultad de cada Estado signatario, que en todos 
los tratados se consigna, de proponer á los demás las modifi- 
caciones que la práctica pueda demostrar útiles. Esto abre la 
puerta y da facilidades para muchas negociaciones interesan- 
tes. España tiene un servicio diplomático más completo, aun 
en América, que cualquiera de estas Repúblicas, y nos sería 
más hacedero que á los demás Estados signatarios negociar 
y obtener la aceptación de modificaciones y mejoras.» 

«8) La utilidad de que á las escasas é incompletas prescrip- 
ciones internacionales que hoy rigen los actos de nuestros 
compatriotas en América, se sustituyan nueve Códigos que les 
conceden inmensos derechos individuales en su concepto 
mismo de extranjeros, aminorando así el interés que muchos 
de ellos pueden sentir por adquirir la nacionalidad del país 
americano en que viven.» 

«9) La importancia de disminuir en gran parte los motivos 
de divergencia con estas Repúblicas, nacidos del estado de 
confusión y deficiencia del Derecho internacional privado 


vigente.» 

«10) La creciente progresión que nuestro comercio puede 
adquirir, no sólo en su importante rama de libros, música y 
grabados, por medio del tratado de propiedad literaria, sino 
por la acción benéfica délos de derecho comercial, patentes de 
invención y marcas de fábrica, así como por el electo moral y 
lento que todas estas barreras, rotas entre los Estados signa- 
tarios, han de ir produciendo en esas otras barreras arancela- 
rias, que serán, puede decirse, las únicas que quedarán en 
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pie (si exceptuamos las políticas) entre todos ellos, una vez 

ratificada la obra del Congreso.» 

«l]l La gran importancia de que los numerosos centros de 

enseñanza oficial de España expidan títulos válidos en todos 
los países, como si sus territorios formaran una gran nación 
con el nuestro, constituyéndose así uno de los más poderosos 
vínculos que pueden formarse entre nación y nación.» 

«12) La seguridad de que si esta gran Confederación de 
Derecho internacional privado reporta hoy un merecido honor 
á Montevideo, ha de hacer con el tiempo de Madrid un centro 


importantísimo en el desarrollo y práctica de toda esta legis- 
lación internacional, por ser España madre de todos estos pue- 
blos; por su mayor importancia relativa respecto á cada uno de 
ellos, porque de su legislación arrancan todas las corrientes le- 
gislativas que se han querido traer á un cauce común en el 
Congreso de Montevideo, porque la misma pureza de la lengua 
castellana que en España se conserva es por sí sola una fuer- 
za legislativa, y será, sobre todo, una gran preeminencia y 
ventaja práctica, respecto á otras naciones europeas que pue- 
dan adherirse á la obra del Congreso; porque, en fin, en Ma- 
drid se encuentran reunidos más representantes diplomáticos 
hispano-americanos que en cualquiera de las capitales de 
América, constituyendo así, en la práctica, un Congreso inter- 
nacional permanente, donde con rapidez y facilidad puede 
plantearse cualquier asunto relacionado con estos tratados 
comunes» (1). 

Según despacho del Sr. Rica de 18 de Noviembre de 1893, 
los países signatarios de los tratados, cuyos Parlamentos les 
habían ya concedido su aprobación, eran, en la indicada 
fecha, el Uruguay, el Perú y el Paraguay. En Bolivia, en 
Chile, en el Brasil y en la Argentina (2), estaban pendientes de 


O) Adhesión de España (firmada ad referendum ) á los tratados de 
Derecho internacional privado que se convinieron en Montevideo. 1888-1889. 
Madrid, 1893. 1 folleto. — Labra. España y las Repúblicas Sud america- 
nas. Madrid, 1895, 1 f. — Informe de la Unión Ibero- Americana acerca de 
la adhesión de España á los Tratados de Montevideo. Re vista de la Union 
Ibero- Americana. 4 Abril 1895, pág. 145. — Torres Campos. España y los 
Tratados de Montevideo. Publicado en la «Revista del Foro», tomo II, pá- 
gina 413. Habana, 1895. 1 f. — Calvo. Le Droit inter natío nal. 5 e edition. 
lome VI (1896) pág. 95. 

(2) Según una ley, ya citada, han sido también aprobados los Trata- 
dos de Montevideo por el Parlamento argentino. 
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la aprobación de sus respectivos Parlamentos, á los cuales se 
habían ya presentado con este objeto. 

No se han apresurado, pues, mucho las Repúblicas hispano- 
americanas á poner en vigor los interesantes acuerdos del 
Congreso de Montevideo. 

La escasa densidad de la población de estos países les im- 
pone la necesidad de atraer inmigrantes (1), si han de desen- 
volver sus riquezas, y como consecuencia de ella, la acepta- 
ción del domicilio en el orden civil, aún en aquellos que hoy 
admiten con bastantes atenuaciones el principio de la nacio- 
nalidad. Sería, pues, de desear que, atendiendo á sus necesi- 
dades propias, se adhiriesen en breve plazo á los convenios de 
Montevideo todas las Repúblicas españolas. 

Ya hemos visto que entre nosotros, ni el principio de la na- 
cionalidad ni el del domicilio tienen profundas raíces. Sin nin- 
gunas dificultades podría admitirse el principio del domicilio, 
como hoy se admite el de la nacionalidad, bajo la influencia 
de la doctrina de los países latinos. Si la ciencia europea nos 
merece tan gran consideración, no deben merecérnosla menos 
las conveniencias ineludibles de la América española, que no 
se oponen á las nuestras. Apliquemos la nacionalidad respec- 
to á los países de Europa, con los que mantenemos más rela- 
ciones, y el domicilio por lo que se refiere á los de América. 
Esperamos que la luminosa argumentación del Sr. Rica, 
apoyada en consideraciones irrefutables jurídicas y patrióti- 
cas, tendrá la acogida que de derecho le corresponde en las 
esferas oficiales. En último extremo, sólo se trata de recono- 
cer lo que no podemos evitar, y á cambio de semejante reco- 
nocimiento, se nos hacen concesiones altamente beneficiosas 
bajo muchos puntos de vista. 


1 *1] e * Almamque de Gotha (edición de 1895), la densidad de 

a población en los tres pueblos americanos que dan más importancia á 
a nacionalidad, Chile, México y el Brasil, es respectivamente de 3,5, 
> y 1)5 habitantes por kilómetro cuadrado. 


CAPÍTULO XII 


La extraterritorialidad y las relaciones interregionales 

I.— Doctrinas admitidas en algunos países sobre los conflictos de las leyes inte- 
riores. 

II • “Conflictos suscitados en las colonias. Particular consideración de Argelia. 
Clases de conflictos y medios de resolverlos. 

III. — Doctrina española. Congreso do jurisconsultos aragoneses de 1880 . Congreso 

jurídico de Madrid de 1886. 

IV. — Memorias sobre las legislaciones forales. Disposiciones propuestas para Cata- 

luña, Aragón y Navarra. 

V. — Situación especial de Vizcaya. Dualismo de legislación. Sus causas históricas. 


I 

Muchos son los Estados que aún conservan variedad de le- 
yes civiles, y que dan cierta importancia en la solución de los 
conflictos, por las graves dificultades que ocasionan, al princi- 
pio territorial. 

El Derecho privado que rige las diversas partes del Imperio 
británico no es un Derecho uniforme. Inglaterra, propiamente 
dicha, Escocia é Irlanda, no tienen un Derecho idéntico, y 
hasta ciertas partes más pequeñas del territorio han conser- 
vado algunas costumbres particulares. Mayores aún son las 
divergencias entre el Derecho de la madre patria y el de sus 
posesiones en las cinco partes del mundo. En las colonias, 
propiamente dichas, fundadas por súbditos ingleses, se con- 
sidera el Derecho común inglés como el fundamento de las 
instituciones civiles, pero, por el hecho de tener ciertas colo- 
nias un poder legislativo local, se aparta su Derecho del de la 
madre patria y no participa necesariamente de sus reformas. 
En cuanto á los territorios adquiridos por vía de conquista ó 
de tratados, han conservado en principio su primitivo Derecho 
civil. Así sucede en las colonias de la Guayaría inglesa, del 
Cabo y de Ceylán, por ejemplo, originariamente posesiones 
holandesas, las cuales mantienen en vigor ciertas partes del 


343 


antiguo Derecho holandés, que ha dejado de estar vigente 
hace 3 mucho tiempo en los Países Bajos. Si se tiene en cuenta, 
por una parte, la división del Derecho en las diversas comar- 
cas del Imperio británico, y por otra, el inmenso movimiento 
comercial que pone en relación á todas estas comarcas, es 
fácil de comprender la importancia que el Derecho interna- 
cional ha adquirido bajo el punto de vista individual del De- 
recho inglés. 

En los Estados Unidos de la América del Norte, circunstan- 
cias de otro género han producido igual resultado. Los diver- 
sos Estados de la Unión han conservado su independencia le- 
gislativa en todas las materias no reguladas por los estatutos 
del Congreso que tiene su residencia en Washington, y la 
mayor parte del Derecho privado no ha sido objeto de una 
legislación federal. Ahora bien, si se considera que los habi- 
tantes de los diversos Estados están incesantemente en rela- 
ciones jurídicas unos con otros, y que un inmenso movimiento 
de población se produce constantemente, es fácil comprender 
cómo las diferencias del Derecho privado, en el interior de la 
Unión, han obligado á los jurisconsultos americanos á tratar 
del problema de nuestra ciencia y de la aplicación práctica 
de sus principios. 

En el Derecho inglés, tal como se ha desenvuelto en la 
madre patria y tal como ha pasado á las colonias y los Esta- 
dos de origen inglés, las decisiones de las autoridades judi- 
ciales desempeñan un papel considerable. No constituyen sólo 
la aplicación de la ley á los casos particulares, sino que son una 
de las manifestaciones positivas de la conciencia jurídica na-> 
cional. Cuando un principio ha sido admitido por una larga 
serie de decisiones judiciales, no tiene solamente un valor 
doctrinal más ó menos grande, como ocurre en el Continente 
europeo, sino que se incorpora á la ley inglesa. La jurispru- 
dencia forma así un elemento progresivo, que permite ai De- 
recho desenvolverse, en cierta medida, con la vida jurídica 
nacional. 

Este carácter de la jurisprudencia ha pasado á los Estados 
Unidos con el Derecho inglés. Sin duda el Derecho positivo 
americano, tal cual resulta de las leyes federales y de los esta- 
tutos particulares de los Estados y territorios de la Unión, di- 
fiere del Derecho estatutario inglés, y la jurisprudencia ame- 
ricana, desde la proclamación de la independencia, dista mu- 
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cho de haber quedado paralela á la jurisprudencia inglesa- 
pero, sin embargo, el común origen ha creado, entre el Dere- 
cho inglés y el Derecho americano, un vínculo de próximo 
parentesco. 

La juiisprudencia, que forma en los dos Estados el elemento 
progresivo del Derecho no escrito, ha establecido un número 
bastante considerable de preceptos de Derecho internacional 
privado (1). 

Ya hemos expuesto las dificultades que se producen con 
motivo de la variedad de legislaciones interiores, en Alemania 
y en Suiza. El mismo hecho se nos presenta en Austria-Hun- 
gría, Suecia, Noruega y Rusia (2). 

El sistema alemán moderno, respecto al conflicto de las 
leyes alemanas entre sí, no es otra cosa que la antigua teoría 
de los estatutos. La ley suiza de 1891, ya estudiada, que ha 
tratado de conciliar el principio personal y el territorial, 
dando más importancia al segundo, se ha inspirado, según 
sus autores, en el sistema de Alemania (3). 


II 

Algunos Estados, que han conseguido la uniformidad en el 
Derecho, como Holanda y Francia, nos ofrecen ejemplos de 
conflictos interiores, motivados por las legislaciones particu- 
lares de sus colonias. 

Reconocidos en Holanda los derechos personales de los di- 
versos pueblos indígenas, no se producen los conflictos en las 
mismas condiciones que resultan de las diferencias entre las 
leyes nacionales (4). 

El Estado que implanta su civilización en un medio social 
muy diferente del suyo, dice M. Brocher, contrae, por esto 
mismo, obligaciones de un género particular, si no quiere, 
expulsando á los indígenas, infringir el Derecho y provocar 
luchas más ó menos extensas. Debe organizar y regir el terri- 
torio de que se ha apoderado, de tal manera, que las diversas 


(1) Jitta, pág. 357 y siguientes. 

(2) Véase á Amiaud. . 

(3) Lainé. Etude concernant la loi fedérale suisse du 25 pan , ÍSJI 

etcétera, pág. 54, § 2. 

(4) Jitta, págs. 306 y 307. 
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poblaciones llamadas á mezclarse puedan vivir en buena ar- 
monía, y en lo posible, en un estado de libertad y de igual' 
dad. Estos habitantes deben ser respetados en los intereses, 
las cosfnmbres y las convicciones que deben á sus orígenes 
respectivos. Sería difícil no establecer categorías; pero estas 
categorías no deben degenerar en castas, deben ser lo menos 
definitivas y lo menos cerradas que sea posible; es menester 
que puedan esparcirse, agruparse y hasta fundirse, según los 
resultados que el tiempo y la lucha han de producir. Esta si- 
tuación tiene analogía con la que la invasión del siglo V pro- 
dujo, mezclando sobre el mismo suelo las hordas germánicas 
y las poblaciones galo-romanas. Suscita mayores dificultades, 
porque se trata de razas que tienen menos semejanza. 

No deja de ser interesante saber cómo ha resuelto Francia el 
problema. Las colonias francesas que deben mencionarse, bajo 
este punto de vista, son las de Argelia, las Indias Orientales y 
Cochinchina. El régimen del Derecho personal ha tenido que 
reproducirse en formas diversas (1). 

Las posesiones francesas en las Indias Orientales tienen su 
origen en el siglo XVII. Ponen la civilización moderna en pre- 
sencia de uno de los principales elementos sociales de la anti- 
güedad, la vieja y misteriosa doctrina india, y más especial- 
mente la ley de Manú. 

Esta doctrina, en que el Derecho se encuentra profundamen- 
te impregnado de ideas religiosas, debía estar muy arraigada 
en la conciencia popular, y hubiera sido muy difícil no aten- 
derla. Era, preciso aproximar y mezclar diversas razas, hacer- 
las vivir en paz sobre el mismo territorio, respetando los inte- 
reses, las costumbres y las convicciones de cada una de ellas; 
esto debía conducir necesariamente á un régimen de Derecho 
personal. Las poblaciones indígenas debían quedar sometidas 
á sus antiguas leyes y costumbres. En cuanto á los franceses 
y demás europeos, era natural que se rigiesen por una especie 
de Derecho común, procedente de la metrópoli. Era ésta una 


regla, aunque seguida de diverso modo en las colonias, bajo 
el régimen antiguo. 

Una organización análoga se ha mantenido en nuestros días. 
vSe ha,n creado Tribunales encargados de decidir en los litigaos 


0) Oes rapports de Id roí i International privé avec la France extra-con- 
imentale. Journal du I)roit internatioual privé, 1881, pág. 373 y siguiente». 
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entre los naturales y de aplicarles las regias de Derecho que 
personalmente los rigen; pero esta jurisdicción ha pasado des- 
pués á los Tribunales de primera instancia. Se ha constituido 
un Comité consultivo de jurisprudencia india, para procurar 
á los Tribunales y á los funcionarios administrativos, las no- 
ticias necesarias sobre las cuestiones cuya solución reclama el 
conocimiento de este Derecho. La jurisprudencia ha resuelto 
que los indígenas puedan someterse á la ley francesa por un 
acto voluntario. El Derecho de propiedad individual ha sido 
objeto de disposiciones para consolidarla y romper los lazos 
que la colocaban bajo la dependencia del Estado. 

La colonia francesa en Cochinchina se debe á un tratado de 
paz de 5 de Junio de 1862. Este tratado, resultado de una gue- 
rra emprendida por Francia y España, á consecuencia de per- 
secuciones religiosas, lleva las huellas de su origen. Se ha es- 
tipulado en él que los súbditos de Francia y España puedan 
ejercer el culto cristiano en el reino de Annam, y que los súb- 
ditos de este reino, sin distinción, que deseen abrazar la reli- 
gión cristiana, lo puedan hacer libremente. El art. 3.° cede 
en plena propiedad á Francia tres de las seis provincias de la 
Baja Cochinchina y la isla de Pulo-Condor. Esta cesión ha 
puesto en presencia, sobre un territorio francés, la civilización 
moderna y la de las sectas religiosas derivadas del Budismo. 

Después de nuevas dificultades, Francia ha creído necesario, 
para conservar y pacificar su nueva colonia, tomar posesión 
de las tres provincias que el Rey de Annam se había reservado 
en la Baja Cochinchina. 

Se ha reproducido un problema análago al de las Indias 
Orientales; ha sido preciso hacer que vivan en paz sobre el 
mismo territorio poblaciones muy diferentes, volviendo al De- 
recho personal. 

Se ha dispuesto que la justicia se administre por Tribunales 
franceses y por Tribunales indígenas, establecidos en la forma 
del Código annamita. El Derecho annamita rige todos los con- 
venios y todas las cuestiones civiles ó comerciales entre los 
indígenas ó asiáticos, que no han declarado que se someten al 
Derecho francés. Esta declaración da competencia á la ley y 
la jurisdicción francesa. El Derecho annamita debe regir igual- 
mente, en principio, los crímenes y delitos cometidos por in- 
dígenas ó asiáticos. 

Conquistada Argelia, por consecuencia de la capitulación de 
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5 de Julio de 1830, ha ofrecido á Francia graves dificultades 
que resolver, por la coexistencia, sobre un mismo territorio, de 
poblaciones enteramente diferentes, en cuanto al origen, la re- 
■licrión y las costumbres. Hay allí, en efecto, la población eu- 
ropea, en la cual deben distinguirse los franceses y los extran- 
jeros; hay la población indígena, que comprende los árabes, 
los kabilas habitantes de las montañas, los israelitas y hasta 
los negros. 

La organización judicial y la designación de la ley compe- 
tente para regir el fondo del Derecho, no ha suscitado cuestio- 
nes menos importantes y difíciles. Se ha llegado, por la fuerza 
de las cosas, á una especie de régimen de Derecho personal, 
que ha tenido su principal base en el origen de cada uno de 
los habitantes. 

El acta de capitulación de la plaza de Argel ha garantizado 
á los indígenas el ejercicio de sus religiones. Estando indiso- 
lublemente enlazadas la ley y la religión, para los israelitas y 
musulmanes, han quedado sometidos unos y otros á la legisla- 
ción de su origen; pero no han dejado de suscitarse dudas y 
controversias, cuando se han querido sacar consecuencias algo 
precisas de principios tan vagamente formulados. 

Se ha hecho primero una aplicación muy amplia de ellos* 
restringida por el Senado-consulto de 14 de Julio de 1865, re- 
lativo al estado de las personas y á la naturalización en Arge- 
lia. Declara éste franceses á los indígenas musulmanes ó israe- 
litas, añadiendo que los primeros continúen regidos por la ley 
musulmana y los segundos por su estatuto personal. 

Los israelitas indígenas de los departamentos de Argelia han 
sido declarados ciudadanos franceses, es decir, revestidos de 
la plenitud de los derechos inherentes á este título, y someti- 
dos al Derecho francés en cuanto al estatuto real y al estatuto 
personal , por decreto de 24 de Octubre — - 7 de Noviembre 
de 1870. 

La propiedad, esta otra base del orden social, ha atraído 
igualmente la solicitud del legislador. Debe citarse como uno 
de los principales documentos relativos á este asunto, el Sena- 
do-consulto de 22-25 de Abril de 1863, sobre los territorios 
ocupados por los árabes. Este consolida la propiedad en manos 
de las tribus y trata de distribuirla entre las fracciones de tribu 
y los individuos. Una ley de 26 de Julio — 7 de Agosto de 1873 
va más lejos: declara que el establecimiento de la propiedad 
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Inmobiliaria en Argelia, su conservación y la transmisión con- 
tractual de los inmuebles y de los derechos inmobiliarios, se 
rigen, cualesquiera que sean sus propietarios, por la legisla- 
ción francesa, sobre todo por la ley de 23 de Marzo de 1855 
sobre la transcripción. 

Es natural que se concedan á las poblaciones indígenas al- 
gunas garantías para una buena aplicación de las leyes nacio- 
nales bajo cuyo imperio han de vivir. Esta preocupación sella 
manifestado más directamente en la organización judicial El 
decreto de 22 de Octubre de 1830 ha hecho juzgar por los con- 
sejos de guerra los crímenes y los delitos cometidos contra los 
franceses por los habitantes del país. Los litigios entre musul- 
manes, tanto en lo penal como en lo civil, han quedado some- 
tidos al kadí, y los de los israelitas al tribunal de los rabinos. 
Estas dos autoridades deben decidir sin apelación, tomando por 
base de sus decisiones las reglas sacadas de sus religiones res- 
pectivas. Un Tribunal de justicia francés decide sobre todos los 
asuntos civiles ó comerciales concernientes á franceses, euro- 
peos ó extranjeros. 

Varias disposiciones se han dictado posteriormente sobre el 
asunto. Los decretos orgánicos de 31 de Diciembre de 1859 y 
13 de Diciembre de 1866—3 de Enero de 1867, tienen por objeto 
la organización de los Tribunales civiles de los musulmanes en 


el Tell. Establece el último que la ley musulmana rija todos 
los convenios y todas las cuestiones civiles y comerciales en- 
tre los musulmanes indígenas y entre éstos y los musulmanes 
extranjeros, así como las cuestiones de estado. Añade que si 
los musulmanes declaran que desean contratar bajo el imperio 
de la ley francesa, es menester aplicar ésta mediante la juris- 
dicción francesa. Cuando los musulmanes someten, de común 
acuerdo, sus cuestiones á la justicia francesa, decide esta según 
los principios del Derecho musulmán y según las toruias tra- 
zadas por el mismo decreto. Un decreto de 8 de Enero y 14 de 
Febrero de 1870, organiza la justicia musulmana sobre bases 
análogas, para la parte de Argelia, situada fuera del Tell y de 
la Kabilia, región del Sahara. 

En lo que concierne á la Kabilia, la aplicación del Derecho 
es objeto de los decretos de 29 de Agosto — o de septiembre, 
1 0-14 de Octubre de 1874 y 13-14 de Diciembre de 1879. El pri- 
mer decreto contiene importantes disposiciones, siendo de no- 
tar una de ellas, que trata de suplir la deficiencia del sistema 
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de los derechos personales. Dispone esta que cuando se trata 
de procesos entre indígenas, árabes ó kabilas, ó musulmanes 
extranjeros, sometidos á leyes diferentes en cuanto al objeto 
(le {; * ( »on vención ó de la cuestión, debe aplicarse, en materia 
renb la. ley del lugar de la situación del inmueble; en materia 
personal y ¡nobiliaria, la del lugar en que se ha celebrado el 
contrato, y á falta de contrato, la del lugar en que se ha rea- 
lizado el hecho que ha dado origen á la obligación. Si las par- 


tes han indicado al celebrar el contrato la ley á que se some- 
ten, debe aplicarse esta ley. En fin, la organización y la com- 
petencia de los Tribunales franceses son asunto de un decreto 
de 10-14 de Agosto de 1875. 

Un distinguido escritor francés, M. Besson, ha publicado un 
interesante libro, premiado por la Facultad de Derecho de Pa- 
rís, sobre la legislación civil de Argelia (1). En algunos de sus 
párrafos, que vamos á reproducir, vemos aclarados algunos 
puntos, y confirmadas algunas apreciaciones que hemos he- 
cho en esta Memoria. 

«Si favoreciendo el desenvolvimiento de la población euro- 
pea en Argelia, no llegásemos, á la larga, á absorber en la na- 
cionalidad francesa las colonias extranjeras fijadas en nuestro 
suelo, habríamos acaso adquirido derecho al reconocimiento 
del mundo civilizado; pero bajo el punto de vista francés, 
nuestra obra sería ilusoria y estéril. No debemos quejarnos de 
que la legislación de Argelia fomente la inmigración extran- 
jera; pero al mismo tiempo que se dirige hacia los territorios 
de nuestra colonia el exceso de la población europea, importa 
recomendar los medios necesarios para que la nacionalidad 
francesa no sea inferior al elemento extranjero; es preciso des- 
unir poco á poco estos grupos compactos, de origen italiano y 
español, que se encuentran en los departamentos deOrányde 
Oonstantina, perpetuando, en nuestro suelo, las tradiciones de 
su patria, y sosteniendo un estado de ánimo más ó menos hos- 
til á los intereses franceses. La ley civil puede contribuir in- 
directamente á este resultado tan conveniente por dos medios: 
atribuyendo de pleno derecho la cualidad de francés á los ex- 
tranjeros que reúnan determinadas condiciones, y ofreciendo 


(1) La Ugidation civile de V A Ig cric. Etude sur la condition des p er " 
Bouues et sur le régime des biens en Algerie. París, 1894. 
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& la iniciativa de los interesados la facultad de obtener fácil- 
mente el beneficio de la naturalización» (1). 

«Se lia tratado de explicar el escaso desenvolvimiento de la 
naturalización en Argelia por una ley demográfica. Cuanto 
más denso es un grupo de población, son las naturalizaciones 
más raras. Ahora bien, los colonos italianos y españoles, que 
son los principales factores de la población europea en los de- 
partamentos de Orán y de Constantina, forman dos grupos de 
gran cohesión. Estas colonias extranjeras, unidas por la co- 


munidad de la raza y de la lengua, atraen hacia si á los recién 
llegados, que encuentran las costumbres y tradiciones de la 
patria. Más de un inmigrante, que tendría interés en hacerse 
naturalizar, no lo hace por miedo á la reprobación de sus 
compatriotas, y considera cuestión de honor no desertar de su 
nacionalidad de origen» (2). 

«La ley francesa ha seguido en Argelia la bandera de nues- 
tro ejército. Es la ley territorial, la regla soberana, á la cual 
todos los habitantes de la colonia deben, en principio, respeto 
y obediencia. Pero, aunque ensancha cada día su dominio, no 
ejerce esta ley todavía sobre el territorio argelino una autori- 
dad sin límites. Se encuentra en contacto, por una parte, con 
la ley nacional de los inmigrantes extranjeros, y por otra, con 
las leyes y costumbres de nuestros súbditos indígenas. Le la 
coexistencia de estas diversas legislaciones nacen, con frecuen- 
cia, á propósito de ciertas relaciones jurídicas, graves dificul- 
tades, de una solución tanto más delicada, cuanto que no de- 
pende exclusivamente de los principios generales del Derecho 
internacional privado.» 

«Estas dificultades resultan, primero, del antagonismo entre 
la ley francesa y el estatuto personal de los extranjeros resi- 
dentes en Argelia... Pero no es sólo cuando las dos legislacio- 
nes, francesa y extranjera, luchan á propósito de un interes 
privado, cuando surge el conflicto en Argelia. El conflicto más 
frecuente y el más fecundo en consecuencias prácticas, es el 
que se origina entre nuestra ley territorial y el estatuto délos 
indígenas. La legislación argelina establece, sin duda, una 
separación entre las dos legislaciones rivales, determinando , 
de una manera tan precisa como es posible, la esfera de acción 


(1) Páginas 36 y 37. 

(2) Páginas 41 y 42. 
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de cada una de ellas. Pero, á pesar de esta prudente precaución, 
no se lia eliminado todo motivo de colisión. En efecto, aun en 
las materias que dependen en principio del estatuto personal 
musulmán, la aplicación de este estatuto puede encontrar un 
Hmiíe, va en la nacionalidad de la persona con quien contrata 
el indígena, ya en la naturaleza ó el objeto del convenio. Re- 
sulta de aquí, que en muchos casos, la línea de separación 
entre el dominio del Derecho musulmán y el del Derecho 
francés, es de las más indecisas, y hay que ver cuál de los 
dos ha de tener preferencia. Cuestión tanto más ardua, cuanto 
que existe, casi en todos los puntos, una antinomia radical 
entre los principios de ambas leyes.» 

«Existe, en fin, en Argelia, una tercera fuente de conflicto, 
con motivo del antagonismo de las leyes indígenas entre sí. 
Mientras que los árabes no reconocen otra regla civil que los 
preceptos del Corán, los kabilas, los ibaditas del Mozab, los 
israelitas de los territorios anexionados desde el 24 de Octubre 
de 1870, viven bajo el imperio de sus leyes y costumbres par- 
ticulares. Los mismos musulmanes ortodoxos se dividen en 
cuatro ritos, que ocasionan, en muchas cuestiones, divergen- 
cias de doctrina bastante considerables. En esta situación, 
puede producirse un conflicto de leyes, siempre que un con- 
venio ó un hecho cualquiera dé origen á una relación jurídica 
entre indígenas de un estatuto diferente.» 

«El conflicto de la ley territorial francesa con la ley extran- 
jera se resuelve, en Argelia como en Francia, por los princi- 
pios generales del Derecho internacional privado. Pero, en la 
aplicación de estos principios, conviene tener en cuenta las 
modificaciones ó restricciones que resultan de la legislación 
especial de Argelia.» 

«Reconocen hoy la mayor parte de los autores que las leyes 
concernientes al estado y capacidad del extranjero le siguen 
en nuestro territorio, á no ser que haya resultado fraudulenta 
su nacionalidad, ó que las prescripciones de su ley nacional 
tengan consecuencias contrarias al orden público ó al interés 
del listado francés.» 

«Este principio del Derecho común internacional se aplica, 
sin duda alguna, á Argelia (1), salvos los casos en que choque 


(1) Páginas 130, 131, 132 y 133. 
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con disyosic^nes de la legislación especial vigente, bajo el 
punto de vista civil, en el territorio argelino.» 

«Mientias que la solución délos conflictos entre la ley fran- 
cesa y la ley extranjera tiene por base jurídica la doctrina de 
la personalidad del Derecho, predomina, por el contrario, el 
principio de la territorialidad de la ley en la apreciación de las 
dificultades, nacidas, en Argelia, del antagonismo del estatuto 
indígena y de la legislación francesa.» 


«Se comprenden inmediatamente las consecuencias de la 
proposición que acabamos de formular. Puesto que la costum- 
bre indígena sólo debe ser considerada como una excepción á 
la ley territorial de la Argelia, se sigue necesariamente que en 
todas las materias no atribuidas de un modo expreso al Derecho 
indígena, sólo es aplicable la ley francesa: en efecto, donde la 
excepción no puede ser invocada, recobra su imperio la regla. 
En suma, siempre que la ley ó la costumbre indígena presente 
lagunas ú obscuridades, tocaá la ley territorial suplir su insu- 
ficiencia y completarla» (1). 

«El conflicto de las leyes indígenas entre sí se resuelve por 
el decreto, ya citado, de Agosto de 1874. Además, el decreto so- 
bre la organización de la justicia musulmana en Argelia de 
10 de Septiembre de 1886 y el de 17 de Abril de 1889, que han 
aceptado sus términos, después de referirse, en materia per- 
sonal y mobiliaria, á las reglas de la ley musulmana para la 
interpretación y el modo de prueba de los convenios entre 
musulmanes, deciden, á ejemplo del decreto de 1874, que la 
ley ó costumbre aplicable en materia real, entre árabes, ibadi- 
tas y musulmanes extranjeros, es la de la situación de los bie- 
nes. Añaden que, en lo relativo ai estatuto personal y á las su- 
cesiones, los musulmanes se rigen por la costumbre de su país 
de origen ó por las costumbres del rito especial á que peite- 


necen.» 

«De la combinación de estos textos resulta, á primera vista, 
que la ley argelina no atiende al origen árabe ó bereber de los 
musulmanes argelinos y á las costumbres de sus ritos respec- 
tivos más que en las materias relativas al estatuto persona , 
por ejemplo, cuando se trata de determinar la capacidad ge- 
neral ó especial de las partes contratantes. Cualquiera que sea 


(1) Páginas 142 y 143. 
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el lugar del contrato, se determinan siempre según su costum- 
bre personal al estado y la capacidad de cada individuo de di- 
ferentes ritos, árabe, kabila ó mozabita, que intervienen en el 
mismo convenio. Pero, por lo que hace á la forma del contra- 
to, á sus elementos intrínsecos y á su interpretación, es me- 
nester prescindir de la costumbre particular de los interesados, 
para considerar únicamente el lugar en que el convenio ha 
nacido. Por la ley del lugar del contrato se regula el conflicto 
de ritos y costumbres que el convenio pone en presencia, á 
menos que los interesados, usando de la facultad de opción 
que se les reconoce, no hayan dado la preferencia al Derecho 
francés. La misma regla se atiende cuando se trata de una 
obligación no contractual, resultado de un cuasi contrato, de 
un delito ó de un cuasi delito.» 

«Toda esta teoría de la legislación argelina no es, en suma, 
más que una aplicación particular del principio de la lex loci 
contractas , hoy constante en Derecho internacional privado.» 

«En suma, el conflicto de las leyes y costumbres indígenas 
entre sí se decide por la lex loci en materia personal y mobi- 
liaria, y por la lexreisUm en materia real, quedando sometida 
la capacidad de cada uno de los contratantes á su ley perso- 
nal» (1). 

De lo expuesto se deduce que existen en Argelia cuestiones 
difíciles, complicadas y frecuentes entre individuos sometidos 
á varias leyes, y que procura Francia extender más cada día 
su legislación, ya mediante las naturalizaciones (2), ya dando 
importancia al principio territorial. Debe notarse también que 
reconoce la insuficiencia del principio personal, por el mero 
hecho de dictar disposiciones supletorias, encaminadas á re- 
solver los conflictos entre las leyes personales. No dejan de ser 
importantes estas conclusiones, por venir de un pueblo que ha 

hecho gran propaganda del principio de la personalidad de 
la ley. 


(1) Páginas 157, 158 y 159. 

(2) Durante el año 1894, las naturalizaciones, tanto en Francia como 
en Argelia, se han elevado á 22.642. En 1893 han nido 15.241. Revue En- 
cyclopédique. Chronique Universelle, mira. 133 (21 de Marzo 1896). 
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III 

La existencia en España de una ley general, la de Castilla y 
de varias leyes particulares en Aragón, Cataluña, Navarra, Viz- 
caya y las Baleares, ha motivado varias resoluciones del Tri- 
bunal Supremo, tratando de resolver sus conflictos. Con el des- 
arrollo del espíritu regional en estos últimos tiempos, se lia ido 
abriendo camino la doctrina del origen, aplicada, como en los 
conflictos entre las leyes españolas y extranjeras, á las cues- 
tiones interiores. 

El Congreso de jurisconsultos aragoneses, reunido en Za- 
ragoza en Noviembre de 1880, discutió el siguiente tema: 
¿ Quiénes son aragoneses? Las reglas del estatuto rea l, personal 
y formal que rigen las cuestiones de Derecho internacional pri- 
mado, ideben también aplicarse en tos casos que ocurran rela- 
cionados con nuestro Derecho? 

El Congreso de Zaragoza aprobó los conclusiones siguientes: 

«1. a Para Ajar quiénes son aragoneses, debe atenderse al 
domicilio determinado por la vecindad, si bien habrá de esta- 
blecer la Comisión (de Códigos) algunas garantías para que 
la vecindad pueda representar las suficientes condiciones de 
estabilidad, y su adquisición ó su pérdida, en un punto dado, 
no puedan ser consideradas como un medio de burlar las leyes 
á que uno se halle sometido. 

2. a En las cuestines que ocurran sobre aplicación del De- 
recho aragonés en el resto de España, ó viceversa, deberá 
estarse á la ley del domicilio, determinado por la vecindad, 
según la conclusión anterior, de suerte que el Derecho arago- 
nés rija y obligue á los aragoneses en las demás provincias, y 
á la vez se aplique en Aragón á los habitantes de ellas el De- 
recho que rija en el pueblo de su vecindad, en cuanto á su 
estado y capacidad, relaciones de familia y sucesiones. 

3. a Se autoriza á la Comisión para que, al electo de fijar 
las cuestiones que relativamente á las expresadas materias 
ocurran sobre la aplicación del Derecho aragonés en las nacio- 
nes extranjeras, ó viceversa, formule las conclusiones que es- 
time más conformes á los últimos adelantos de la ciencia del 

Derecho internacional privado. 

4. a La forma extrínseca de los actos y contratos, y los 


dedos de las obligaciones, deberán ser los determinados en 
las leves bel país en que se otorguen, sin perjuicio de las 
excepciones b aclaraciones que la Comisión estime deban es- 
tablecerse. para alcanzar en el futuro Código la mayor perfec- 
ción posible en este respecto» (1). 

El Congreso jurídico español, reunido en Madrid en Noviem- 
bre de 1886, adoptó, bajo la influencia de los representantes 
catalanes, los más inclinados al regionalismo, un sistema de 
conclusiones que á continuación reproducimos, tomando por 
base la consideración de aragoneses, catalanes, navarros, viz- 
caínos y mallorquines: 


PRIMERA 

Para las aplicaciones del Derecho civil foral se considerarán 
aragoneses, catalanes, navarros, vizcaínos y mallorquines: 

A. Los nacidos en las provincias de Aragón, Cataluña, 
Navarra, Vizcaya y Baleares, de padres naturales de las 
mismas. 

B. Los nacidos en las provincias indicadas, de padres ex- 
traños á las mismas, si residiesen en ellas hasta la mayor 
edad. 

C. Los nacidos fuera de las provincias referidas, de padres 
naturales de ellas, si trasladan su domicilio al territorio foral, 
y residen allí durante diez años por lo menos. La mujer seguirá 
la condición de su marido y la conservará durante su viudez. 

La cualidad y consideración del aragonés, navarro, catalán, 
vizcaíno ó mallorquín, sólo se perderá por declaración expresa 
y auténtica del interesado; pero en este caso la mujer conser- 
vará los derechos que hubiese adquirido, con arreglo al fuero 
del marido, al celebrarse el matrimonio. 

B. Para que los vizcaínos gocen de fuero civil, se requiere 
que procedan de territorio aforado ó adquieran los derechos 
de sus naturales. 

SEGUNDA 

La ley personal de cada individuo será la de su respectiva 
provincia, y le seguirá adonde quiera que se traslade. Por di- 
cha ley se regulará su capacidad jurídica, los efectos civiles 


(1) Costa. La libertad civil y el Congreso de mrisconsullos aragoneses . 
Madrid, 1883, pág. 72. 


361 


e su matrimonio, eu cuanto íi la persona y bienes de lo, ,v, 

J Uffes y descendientes, la sucesión testamentaria y abiutes- 

. aS1 , COm ° las consecu encias puramente civiles que pro- 
duzcan los concursos ó las quiebras, sin tener en cuenta el 
lugar en que se hallaren los bienes. 


tercera 

La ley aplicable á los inmuebles será la del territorio en 
que se encuentren, siempre que la especialidad no se oponga 
á lo consignado en la conclusión anterior. 


CUARTA 


Se observarán, en los actos entre vivos y de última volun- 
tad, las formas extrínsecas que aún rijan, por excepción, en 
las provincias forales, sin tener en cuenta la ley personal. 
Pero los otorgantes podrán, si lo prefieren, aceptar las forma- 
lidades de la ley común (1). 

Estas conclusiones son, con ligeras variantes, las conteni- 
das en la ponencia de los Sres. Silvela (D. Manuel), Azcárate 
y Lastres, redactada por el último. 

Después de algunas indicaciones sobre la unidad de le- 
gislación, dice el Sr. Lastres que sólo merecen el nombre de 
legislaciones forales y pueden aspirar á la concurrencia, pro- 
vocando conflictos al Derecho común, las leyes vigentes en 
provincias determinadas ó en grandes territorios, que han 
dado vida á organismos serios, creando una existencia social 
digna de estudio; pero no las reminiscencias, los detalles ó 
diferencias, á veces pueriles, de simple valor histórico ó ai- 


queológico. 

Examinando, añade, las doctrinas, así las antiguas estatu- 
torias como las modernas que informan la escuela italiana, se 
advierte en todas el afán y decidido empeño de salvar el prin- 
cipio de soberanía, armonizándolo con el respeto á las leyes 
ajenas que se invocan y se aplican... Por fortuna, para íesol- 


(1) Congreso jurídico español. Votación de las conclusiones, <l ( ll t > 

1887, pág. 13. — El tema á que contestaron estas conclusiones, se ia a 
formulado de la siguiente manera: Caso de subsistir en España oai ia& > e 
gtslaciones civiles , ¿ cómo debe aplicarse á las relaciones de unas con o 
la doctrina de los estatutos f 


M . r rl ])n) ) ) ; ( .,na i niel-regional, no precisa sacar á salvo el 
■ muium-uIo principio , ]>ues á nadie le ocurre desconocer la 
í:1wolum soberanía, de España sobre todo en su territorio, y 
fl c \ liiu j ¡a ]K)cn iini)oríancia práctica que tiene el llamado 
(>s ¡¡unto real. La acción del Estado alcanza á todas las provin- 
cias, y aun las que en otras épocas gozaron de privilegios é 
inmunidades van transformando su sistema tributario y régi- 
men fiscal, para igualarlo con el resto del país. 

La verdadera importancia del problema de los estatutos está 
en el llamado personal, origen y fundamento de las antiguas 
y modernas teorías de respeto á la ley del extranjero. Este so- 
portará se sujeten sus bienes á los gravámenes ó formalidades 
que imponga la nación en que se encuentre; pero resistirá 
siempre y nunca aceptará, sin secreta ó pública protesta, que 
se le despoje de la ley que adquirió en su patria y desea le 
acompañe donde quiera que se traslade. 

Llevamos el predominio de la ley personal, prosigue el se- 
ñor Lastres, hasta sus últimas manifestaciones, y á ella su- 
bordinamos cuanto se refiera á la herencia testada é intes- 
tada y á la repartición ó destino de bienes que figuran en el 
concurso ó quiebra, pues dado el concepto que tenemos del 
estatuto real, aplicado á los conflictos interprovinciales, no 
concebimos se quebrante la unidad de la herencia aplicando 
diversas legislaciones. 

Concluye el Sr. Lastres tratando del estatuto formal. Es evi- 
dente que la popular ley de la novísima, fundamento de nues- 
tra contratación privada, rige en toda España sin resistencia, 
pues que todas las formas de obligarse están amparadas por 
el célebre Ordenamiento; mas cuando en el acto interviene la 
fe publica, se observa la ley que oblig’a á los Notarios, vigen- 
te en todo el país, sin diferencias regionales. Es cierto que al- 
gunos actos y disposiciones testamentarias tienen sello espe- 


cial y forma propia en determinadas provincias, y para de- 
mostrar que no lo olvidamos, en la cuarta resolución propo- 
nemos una regla que no podrán impugnar los entusiastas 
partidarios del estatuto de las formas (1). 

Un distinguido representante del Notariado, el Sr. Alvarez 


(1) Congreso jurídico español. Dictamen 
rute y Lastres. Madrid, 1880. 


de los Sres. Silvela, A zea 
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Cienfuegos, hizo atinadas 
dades externas. 


consideraciones sobre las solemni- 


zas formas externas obedecen, en su sentir, á motivos de 
orden público, tienden á evitar fraudes, constituyen la esen- 
cia de las leyes adjetivas, comunes para toda la nación y no 
tienen razón de ser en las leyes de excepción. * 

Además, es tan deficiente la legislación foral, tan propensa 
á suplantación ó error en materia de últimas voluntades, que 
quedan éstas mucho menos garantidas que los actos ó contra- 
tos entre vivos consignados en carta. Sirvan de demostración 
los ejemplos siguientes. 

En Cataluña, cuando no hay Notario, puede otorgarse testa- 
mento ante el párroco ó su teniente y dos testigos, bastándola 
firma de su autorizante, con sólo la cual puede inscribirse (Real 
provisión de 29 de Noviembre de 1736 y resolución de la Di- 
rección general de los Registros de 10 de Noviembre de 1865). 

También es válido el testamento ante dos mujeres, con tal 
de que éstas le declaren bajo juramento prestado en el altar 
de San Félix, iglesia de Santa Cruz, antes de San Justo y Pas- 
tor, en Barcelona. 

En Aragón tiene validez el testamento manifestado en des- 
poblado ante dos niños mayores de siete años. 

Ya que se tiende á simplificar en Castilla la forma de los 
testamentos, disminuyendo las solemnidades externas, man- 
tener los indicados medios, dar fe á las declaraciones de dos 
mujeres ó dos niños, relevar de que se eleve á escritura publi- 
ca un testamento firmado sólo por el párroco, sin adveración 
ni matriz de ningún género, es inconcebible, pugna con el 
deseo general de suprimir la prueba de testigos, y es conceder 
á los niños y mujeres de las provincias f orales un privilegio 

de veraces, irritante é injustificado. 

A juicio del Sr. Alvarez Cienfuegms, el estatuto íormal debe 

suprimirse en las provincias ferales. 

Llamó también la atención sobre la necesidad de prueba de 
la calidad de catalán, aragonés, navarro, etc., proponiendo la 
creación de un Registro de las personas que tengan tuero. 

El Sr. Olivares ha estudiado las conclusiones del Congieso 


jurídico español, en lo relativo á los conflictos interregiona- 


les, adhiriéndose á sus doctrinas (1) 


(1) Caso de subsistir en España varias legislaciones civiles, f .como debe 


:j(M 


IV 

Por Real decreto de 2 de Febrero de 1880, fueron agregados 
¡\ la Comisión general de codificación los Sres. Durán y Bas, 
Franco y López, Morales, Lecanda, Ripoll y López de Lago, 
en representación de Cataluña, Aragón, Navarra, Vizcaya, 
Mallorca y Galicia, con encargo de que cada cual redactase 
una Memoria sobre las instituciones ferales más importantes 
de su respectiva provincia. 

Redactadas y publicadas estas Memorias, de verdadero inte- 
rés, debemos hacer mención, por relacionarse particularmente 
con nuestro asunto, de las de Cataluña, Aragón y Navarra. 
Encaminadas estas Memorias á preparar los Apéndices al nue- 
vo Código civil, terminan las principales con proyectos arti- 
culados sobre la parte que debe conservarse de la legislación 
foral respectiva, dedicando algunas disposiciones á los con- 
flictos interregionales. Una parte de ellas determina quiénes 
son catalanes, aragoneses y navarros, y otra hace referencia 
al modo de resolver los conflictos. Creemos oportuno darlas á 
conocer separadamente á continuación. 

CATALANES 

Art. 11. Son catalanes todos los nacidos dentro del territo- 
rio de Cataluña. 

Art. 12. Se reputan catalanes: 

1. ° Los hijos y nietos de padre ó abuelo paterno nacidos y 
domiciliados en Cataluña que, aunque nacidos fuera de ella, 
hayan establecido su domicilio en la misma. 

2. ° Los que no reuniendo las condiciones anteriores, lleven 
diez años de residencia en Cataluña. 

Art. 13. Se considerarán vecinos de una población de las 
que disfrutan de algún privilegio especial: 

l.° Los que en ella hayan ganado vecindad según la legis- 
lación administrativa que rija. 


aplicarse a las relaciones de unas con otras la doctrina de los estatutos f Es- 
tado actual de esta cuestión después del Congreso jurídico español celebra- 
do en Madrid en 1886. Madrid, 1887. 
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Art. 14. La esposa y los hijos tienen para sus derechos ci- 
viles la naturaleza y vecindad del marido ó del padre respecti- 
vamente. 

Art. 15. La cualidad de catalán y la de vecino de alguna 
población de Cataluña, al efecto de disfrutar de los derechos 
civiles que como tales les quedan reconocidos, sólo se pierde 
por declaración expresa hecha en acto solemne ó auténtico (1). 


ARAGONESES 

Art. 11. Son aragoneses: 

1. ° Los nacidos en Aragón de padres aragoneses. 

2. ° El nacido en territorio aragonés, aun cuando sus padres 
no sean aragoneses, siempre que éstos manifiesten, al tiempo 
de hacer la inscripción del nacimiento en el Registro civil, ó 
posteriormente, ante cualquiera autoridad local, ó bien en ins- 
trumento auténtico, que es su ánimo sea aragonés su hijo. 

3. ° El que nacido en Aragón de padres no aragoneses ma- 
nifieste, al llegar á la mayor edad aragonesa, ante cualquiera 
autoridad local ó en instrumento auténtico, que quiere ser 
considerado como aragonés y disfrutar de los derechos y ha- 
llarse sujeto á las obligaciones de tal. 

4. ° El hijo de padres aragoneses que habiendo nacido fuera 
de Aragón venga á establecerse en cualquiera de sus poblacio- 
nes cuando sea mayor de edad; y lo mismo si antes de llegar á 
ella lo trajeren sus padres al regresar á su antiguo Reino. Aun 
cuando ninguno de estos dos casos se efectúe, tendrá la cali- 
dad de aragonés mientras no sea emancipado. 

5. ° Los que habiendo nacido fuera de Aragón hayan ad- 
quirido la vecindad por acto expreso de su voluntad en cual- 
quiera de sus poblaciones, ó residido en ellas por más de diez 
años consecutivos, á no ser que en instrumento auténtico ó 
ante cualquiera autoridad manifestaren su voluntad de con- 
servar su naturaleza anterior. 

6. ° La mujer casada con aragonés, aun cuando hubiera 


(1) Darán y Bas. Memoria acerca de las Instituciones del Derecho civil 
de Cataluña . Barcelona, 1883. 


eíln nacido y el matrimonio se hubiera celebrado fuera de Ara- 
o-ón a no ser que al tiempo de la celebración, ó de otorgar su 
capitulación matrimonial, hubiera manifestado expresamente, 
con el consentimiento de su marido, su voluntad de continuar 
(h'sfnhamh) de su anterior naturaleza ó vecindad. Y continua- 
rá después de viuda en la misma condición de aragonesa, 
siempre que no manifieste expresamente ante cualquiera au- 
toridad ó en documento auténtico, su voluntad de dejar de 
serlo. 

Art. 12. La calidad de aragonés se pierde: 

1. ° Por renuncia hecha en. documento auténtico ó ante 
cualquier autoridad . 

2. ° Por adquirir naturaleza en cualquier otra provincia de 
la Nación. 

3. ° Por perder la calidad de español, con arreglo á la Cons- 
titución del Estado. 

Art. 13. No perderá la mujer aragonesa su calidad y dere- 
chos de tal por la renuncia que, sin su consentimiento, hiciese 
su marido, ni tampoco por quedar éste privado de la calidad de 
aragonés en los casos de los párrafos 2.° y 3.° del artículo pre- 
cedente, á no ser que ella hubiere concurrido álos actos á que 
los mismos se refieren. 

Art. 14. Tampoco la renuncia que haga un aragonés de la 
calidad de tal ó de los derechos que por estas Instituciones se 
le conceden, podrá perjudicar á los que un tercero tenga ad- 
quiridos. Y en caso de renunciar á su propia legislación, úni- 
camente podrá someterse á la general de España y no á otra 
alguna (1). 


nava irnos 

Artículo adicional. Serán considerados como naturales de 
Navarra para los efectos de las leyes civiles: 

1. ° Todas las personas nacidas en Navarra de padre ó ma- 
dre navarros, ó de naturales de otros territorios que hayan ga- 
nado la naturaleza. 

2. ° Los naturales de otros territorios que se hayan avecin- 


(1) Franco y López. Memoria sobre las Instituciones que deben conti- 
nuar subsistentes del Derecho civil aragonés , y reformas y adiciones que en 
ellas es conveniente establecer , <fc. a Zaragoza, 1886. 
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dado en Navarra y conserven la vecindad por espacio de diez. 


anos. 


ov- Los hijos nacidos fuera de Navarra de padres que se 
hallen comprendidos en los párrafos anteriores. 

Lab disposiones contenidas en los artículos de este título del 
Código general, serán aplicables á los naturales de Navarra, 
para completar lo dispuesto en este artículo adicional (1). 


CONFLICTOS EN CATALUÑA 

Artículo l.° En Cataluña regirán, en materia de Derecho 
civil, las excepciones introducidas para su territorio en el Có- 
digo general ó en leyes especiales, y en su defecto las dispo- 
siciones de dicho Código. 

Art. 2.° En todos los casos en que, para la aplicación de 
dichas excepciones, aparezca incompatibilidad entre ellas y 
las disposiciones de Derecho común que igualmente sea nece- 
sario aplicar para completarlas , deberá acudirse á las que 
han regido según la ley única, título 3.°, libro l.°, volumen l.° 
de las antiguas Constituciones de Cataluña. 

Art. 3.° La costumbre comprobada, según las reglas de 
Derecho común, tendrá fuerza legal en Cataluña para la apli- 
cación de las excepciones á que el art. l.° se refiere. 

Art. 4.° En la interpretación de las excepciones de que 
trata el art. l.° se observarán las regias de Derecho común, 
salvo el caso previsto en el art. 2.° 

Art. 5.° Las disposiciones del Derecho civil de Cataluña, 
que sobre la forma extrínseca de los actos entre vivos y de 
última voluntad quedan vigentes, regirán para todos los que 
dentro de dicho territorio se verifiquen. 

Art. 6.° Los bienes muebles de los que conserven la natu- 
raleza de catalanes estarán sometidos á las disposiciones del 
Derecho especial de Cataluña que subsisten, á no haber ley 
expresa en contrario en el país en que se encuentren. Los in- 
muebles sitos en Cataluña se regirán por las expresadas dis- 
posiciones, cualquiera que sea la nacionalidad ó vecindad de 
su poseedor. 


(1) Morales. Memoria que comprende los principios e 
Derecho civil de Navarra, <fc. a Pamplona, 1884. 


Instituciones del 
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Arí . 7.° Los derechos de los cónyuges sobre sus respectivos 
bienes cuando el marido sea catalán y se celebre fuera de 
Cataluña el matrimonio, se regirán, en defecto de contrato 
matrimonial , por el Derecho civil de aquel país, que queda 

vigente. 

Ari. 8.° La sucesión de los catalanes, sea legítima ó testa- 
mentaria, y ora se abra en Cataluña, ora fuera de ella, se re- 
girá por el Derecho civil catalán que queda vigente en cuanto 
á los derechos que nazcan de la misma, y á la validez intrín- 
seca de las disposiciones, cualesquiera que sean la clase de 
bienes y el país en que estén sitos. 

Art. 9.° A pesar de lo dispuesto en los artículos anteriores, 
los catalanes podrán someterse, mediante declaración expresa, 
y no de otra manera, á las disposiciones del Derecho común, 
salvo en lo que se refiera al régimen de los bienes inmuebles, 
ó que redunde en perjuicio de derechos adquiridos por un 
tercero. 

Art. 10. Las disposiciones que se declaran aplicables úni- 
camente á algunas comarcas ó poblaciones, se observarán en 
todo el territorio comprendido desde antiguo en las primeras 
ó en todo el término municipal de las segundas. 

Igualmente se observarán en los territorios á que habían 
sido extensivos los antiguos privilegios de que dichas disposi- 
ciones emanen. 

Para acreditar la extensión de los territorios de que habla el 
párrafo primero, ó el disfrute de que trata el segundo, única- 
mente se admitirán las pruebas siguientes: 1. a , las antiguas 
concesiones; 2. a , las sentencias de la Audiencia de Cataluña y 
del Tribunal Supremo de Justicia; 3. a , la opinión unánime de 
los más autorizados tratadistas del Derecho catalán; y 4. a , la 
posesión inmemorial. 


CONFLICTOS EN ARAGÓN 

Artículo l.° Las disposiciones comprendidas en las Institu- 
ciones cióles de Aragón , constituyen su Código especial. En su 
consecuencia, se regirán por ellas los actos civiles y los bienes 
y derechos de los aragoneses, en los términos que en los si- 
guientes artículos se prescribe. 

Art. 2.° Las disposiciones relativas al estado, condición? 
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edad y capacidad legal de las personas, lo mismo para dispo- 
ner de sus bienes entre vivos, que por testamento y para los 
demás actos civiles, asi como las relativas á los derechos y de- 
beres de familia, obligan á los aragoneses aunque residan 
fuera de Aragón. 

Art. 3.° De la misma manera les obligan las relativas á los 
derechos y deberes que competen á los cónyuges, tanto du- 
rante el matrimonio, como después de disuelto al sobrevivien- 
te de ellos, aunque se hubiera celebrado fuera de este antiguo 
Reino. 

Art. 4.° También se halla sujeto á estas disposiciones, el 
que se contraiga dentro de Aragón cuando cualquiera de los 
contrayentes sea aragonés. Pero el contraído fuera de las pro- 
vincias aragonesas, cuando sólo sea aragonés uno de los con- 
trayentes, se hallará sujeto, no habiendo estipulación en con- 
trario, á las disposiciones legales del país del marido. 

Art. 5.° Los bienes inmuebles radicantes en Aragón están 
sujetos á sus Instituciones especiales, aunque no sean arago- 
neses sus propietarios ó poseedores. 

Art. 6.° Los bienes muebles pertenecientes á aragoneses se 
regirán por estas Instituciones, cualquiera que sea el punto en 
que se hallen. Por lo tanto, su transmisión por sucesión testada 
ó intestada estará sujeta á ellas, sea cualquiera la nacionali- 
dad de la persona á quien se transmitan. 

Art. 7.° La forma de las disposiciones testamentarias que 
se otorguen en Aragón, se sujetará á lo que en estas Institu- 
ciones se prescribe, sea cualquiera la naturaleza ó vecindad de 
los otorgantes y de las personas llamadas á suceder en sus 
bienes. 

Art. 10. En todo lo que no se halle expresamente esta- 
blecido en estas Instituciones, se regirán los actos y los bie- 
nes de los aragoneses por lo que dispone el Código civil de 
España. 


CONFLICTOS EN NAVARRA 



Art. 8.° Los bienes inmuebles, aunque estén poseídos por 
extranjeros, ó por habitantes en otros territorios de España 
donde rijan otras legislaciones, se regirán por las leyes de Na- 
varra. 

Art. 9.° Los derechos y obligaciones relativos á bienes 

24 


mtioblíi.s se n'í>('ii por las leyes 'leí país en que su dueño esté 
(lomicili.ulo, salvos los casos en que ex presamente se determi- 


d< 

1 IM lo coi it ni rio 


V 


Kl Sr. Lecanda sigue otro sistema en su Memoria sobre Viz- 
caya, 1 i mitón (lose á señalar las disposiciones de los fueros que 
deben ser mantenidas. 

Considera de notorio interés las leyes 15, 16 y 18 del títu- 
lo 20. Los bienes raíces silos en el Infanzonado de Vizcaya 
deben regirse por las disposiciones del Fuero, aun cuando sus 
dueños sean extraños á, dicha tierra; pero ha de entenderse, 
según lo declara la citada ley 15, que lo que en ella se pres- 
cribe se refiere á la forma, modo y facultad de disponer de los 
indicados bienes en vida ó en muerte, no á los demás efectos 
legales, y esto debe quedar bien determinado, porque se ha 
dado á esa ley una interpretación que no tiene, ya se atienda 
á su letra ó á su espíritu (1). 

Para explicar cumplidamente lo establecido en este Fuero, 
hay que considerar la especialísima situación en que Vizcaya 


se en c.inmtra. 

Hay un dualismo mucho más extraño, mucho más incom- 
prensible y mucho más raro que eL de la legislación de Casti- 
lla anterior al Código, y el que se conoce con el nombre de 
Legislación de cazas ó Derecho personal , puesto que no conoce- 
mos de el más que un solo ejemplo en el mundo, lia dicho el 
laborioso y malogrado jurisconsulto Allende Salazar, y es el 


dualismo déla legislación civil de Vizcaya. No consiste éste en 
la simultaneidad de dos cuerpos legales, ni en que haya en un 
mismo pueblo sujetos que se rijan por la legislación común y 
otros por un Derecho privilegiado. No estriba tampoco este 
dualismo en diferencias en el orden civil entre la región sep- 
tentrional y la meridional de Vizcaya, ó entre la oriental y la 
occidental. La, diversidad de legislación es municipal, descan- 
sa, en las diferencias de categoría de los pueblos del antiguo 
Honorio. Kn una palabra, en Vizcaya los Municipios que reci- 


al) Memoria sobre las I nstit aciones que deben quedar rige 
Provincias Vascongadas ^ Madrid, 18 S 9 . 
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ben el nombre de Villas , se rigen por un Derecho, el de Cas- 
tilla, y los que se denominan Anteiglesias , obedecen á otro 
distinto, que es el foral, el del Fuero de Vizcaya de 1526. 

Y no sólo hay en dicha provincia este fenómeno tan curioso, 
sino que existen otros dos más; el uno, que mientras que hay 
pueblos en Vizcaya que no se rigen por el Fuero vizcaíno, hay 
pueblos de Álava (los de las hermandades de Ayala, Llodio, 
Arrastaria y Aramayona) que por dicho Fuero regulan sus 
actos civiles; el otro, que aunque la diferencia de legislación 
es municipal, hay en la actualidad un pueblo en Vizcaya, por 
cierto el de más población, Bilbao, que se rige por el Derecho 
de Castilla en unos barrios y por el de Vizcaya en otros. 

Subsisten hoy diferencias muy notables entre el Derecho 
civil de las villas y el de las anteiglesias de Vizcaya, y, sin 
embargo, no hay motivo alguno para que exista ese dualismo 
en la legislación privada. Allí donde hay unas mismas razones 
de Derecho, debe haber una misma legislación, no habiendo 
absolutamente fundamento alguno que justifique tal deseme- 
janza. 

No existe, en efecto, la menor diferencia entre las villas y 
las anteiglesias, ni siquiera en lo que á la población se refiere. 
Cierto es que Bilbao y Bermeo, con 19.348 y 6.393 habitantes, 
ocupan el primer lugar en la estadística de la población, se- 
gún el Nomenclátor de 1876 (1); pero á estas dos villas siguen 
en número de pobladores la anteiglesia de Abando, con 4.739 
habitantes, la de Carranza, con 4.114, y la de Begoña, con 
3.496 (2). Durango, Orduña, Lequeitio, Valmaseda, Elorrio y 
Ondárroa, villas, sólo ocupan, respectivamente, el 6.°, 7.°, 9.°, 
14.°, 15.° y 16.° lugar en dicha estadística, alternando con 
otras anteiglesias. De 168.705 pobladores que tenía Vizcaya 
en 1876 (3), correspondían á las villas próximamente la tercera 
parte, sin descontar el gran número de extranjeros que resi- 
dían en algunas de ellas, y principalmente en Bilbao, y sin 
tener tampoco presentes los millares de habitantes que se 
agregaron á esta villa, pues sólo Abando tenía, en 1869, 
11.251. 


(1) 51.314 población de derecho de Bilbao y 8.787 la de Bermeo, se- 
gún el censo de 1887. 

(2) 4.047, 3.849 y 2.666 respectivamente, según el censo de 1887. 

(3) En 1887 tenía 234.880. 
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No hay. por tanto, razón alguna de diferencia entre las vi- 
llas v las anteiglesias, en atención al número de sus habitan- 
tes. y,) la hay tampoco en lo que se refiere á la naturaleza de 
íyopie.lad . pues no siempre en las anteiglesias predomina 
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pob. ación rústica y en las villas la urbana. Existe mucha 
propiedad urbana en las anteiglesias; la inmensa mayoría de 
los edificios de la provincia están situados en las mismas. 

No es tampoco cierto que en las villas esté más compacta la 
población, que sean verdaderos centros de agrupación, que la 
propiedad urbana esté más reunida, ó que en ellas estén más 
contiguas unas casas á otras. 


Tampoco hay diferencia por la naturaleza de la propiedad, 
ni por el género de vida y las ocupaciones de sus habitantes, 
que lo mismo son comerciantes en la villa de Bilbao, que en la 
anteiglesia de Deusto; agricultores en la anteiglesia de Luno 
que en la villa de Rigoitia, y pescadores en todos los puertos 
del Cantábrico, ora pertenezcan á las anteiglesias, ora á las 
villas. 

X: la historia de Vizcaya, ni siquiera razones de conve- 
niencia abonan las diferencias en el Derecho civil de Vizcaya. 
Por el contrario, además de absurdo, es sumamente perjudi- 
cial y da lugar á mil confusiones y antinomias el que los mis- 
mos actos de un ciudadano se rijan por distintas leyes, según 
el lugar en que se halle. 

Razón tenia la minoría de la Junta consultiva de policía ur- 
bana cuando, al informar sobre la proyectada anexión á Bil- 
bao de los territorios que hasta entonces pertenecían á las an- 
teiglesias de Abando, Begoña y Deusto, afirmaba lo siguientes 
«Habiendo de subsistir en las poblaciones anexionadas á Bil- 
bao las leyes del Fuero de Vizcaya en materia de contratos, 
troncaiidad de bienes, heredamientos y demás derechos civi- 
les, seria en extremo irregular y expuesto á continuos sinsa- 
bores el que dentro de una misma villa, en una misma calle 
y acaso en dos casas contiguas, rigiese distinta legislación, 
tanto civil como económica, y que de mudarse de una á la otra 
dependiese, por ejemplo, el poder ó no desheredar á los hijos; 
medida grave que no puede adoptarse por las leyes de Castilla 
sin justa causa, y que según los Fueros de Vizcaya puede lle- 
varse á cabo libremente, hasta por medio de la preterición.» 
Aun siendo algo inexacto el ejemplo, demuéstranos, sin em- 
bargo, los inconvenientes que ofrece este dualismo, no fiólo 
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dentro de una población, sino también de una provincia, en 
la que no puede haber diferencias fundamentales entre las vi- 
llas y las anteiglesias, tan unidas y contiguas las unas á las 
otras, que hay calles cuyas aceras de un lado pertenecen á 
Guernica, y las de otro á Luno, siendo la villa un verdadero 
rectángulo, rodeado por todas partes por territorio de la ante- 
igdesia. 

De aquí que un propietario, para disponer ínter vivos ó mor- 
tis causa de sus bienes, tenga que atender á dos legislaciones, 
tratándose de cosas muebles ó inmuebles de naturaleza se- 


mejante y situadas las unas junto á las otras. Este dualismo 


en la legislación retarda además la unión entre los diversos 


pueblos de Vizcaya y hace muy difíciles las anexiones entre 
villas y anteigdesias. Cuando dos de estas últimas, por ejem- 
plo, Mundaca y Pedernales, tratan de unirse, no hay dificultad 
alguna para que formen un solo pueblo, pues sus intereses y 
su legislación son idénticos. Por el contrario, la villa de Bil- 
bao consiguió hace algunos años la anexión de una gran par- 


te de las anteiglesias de Abando y Begoña, y hoy se encuen- 


tra todavía sin haber podido resolver el grave problema del 


dualismo de la legislación privada dentro de un término mu- 
nicipal. Si este dualismo subsiste, y en rigor de derecho debe 
subsistir, se dará el raro ejemplo de que dentro de un mismo 
municipio un padre podrá disponer libremente de unos bienes, 
y con arreglo á las restricciones de la legislación castellana, 
de los restantes. Si el dualismo desaparece, imponiendo á los 
territorios anexionados la legislación de Castilla, desaparecerá 
esa especie de anarquía jurídica que hoy existe, pero desapa- 
recerá mediante un acto de despotismo, de tiranía, de violen- 
cia, que los amantes de la justicia y del Derecho no podemos 
menos de rechazar. De todas maneras, y con arreglo al capí- 
tulo XI del Fuero de 1452 y á la ley VIII del título I del Fue- 
ro vigente, la extensión á Abando y Begoña del Derecho de 
Castilla sólo podría hacerse en Juntas generales. Dicha exten- 
sión sería, además, contraria á la Concordia de 1(332, que se- 
ñala el medio de llegar á la unidad del Derecho de Vizcaya, 
aceptando el Fuero las villas, pero nunca adoptando las ante- 
iglesias la legislación de Castilla. El Fuero de Vizcaya es el 
Derecho común; el de Castilla es el supletorio, y en lo que se 
refiere á las villas un Derecho privilegiado, y como tal excep- 
cional, antes restringióle que ampliable. Los Reyes y los alto» 


l uofpos je la, Nación, en repetídísimas cédulas, pragmáticas 
sanciones, sentencias, ote., decidieron constantemente que las 
anteiglesias eran la verdadera representación de Vizcaya. A 
pesaiMÍe Ja tendencia á la uniformidad y á la centralización, 
ene el doeírinarismo importado de Francia ha infiltrado en 


nuestras leyes, la de 7 de Abril de de 1861, que es la que de- 
cidió la extensión de los límites jurisdiccionales de Bilbao, 
dispuso en su art. 4.° lo que á continuación icopiamos: «Si no 
conviniese alguna de las anteiglesias en ceder el terreno de.su 


actual jurisdicción que por efecto del ensanche se concede á 
Bilbao, pasará con todo su territorio y con todos sus derechos 
y obligaciones á formar parte de la citada villa, en cuyo caso 
continuará rigiéndose como hasta aquí por las leyes del Fuero 
en materia de contratos, troncalidad de bienes y heredamien- 
tos y demás derechos civiles, salvo la unidad constitucional.» 
Verificada la anexión sin anuencia de las anteiglesias, en el 
territorio incorporado á Bilbao ha de regir el Fuero de Vizca- 
ya, sin que la citada ley repugne ese dualismo dentro de una 
villa, sea mucho ó poco «el territorio anexionado, y sin que 
pueda aplicarse la legislación de Castilla, sino en virtud de 
una ley contraria en todo caso al Fuero de Vizcaya, que con- 
tinua vigente, á lo menos en la parte civil, y que según dicha 
ley debe continuar regiendo hasta en los territorios que no 
quisiesen acatar sus mandatos. 

En opinión del Sr. Allende Salazar, esta anarquía jurídica, 
estas dudas é incertidumbres, tienen facilísima solución, y 
ésta consiste en que las villas de Vizcaya se decidan á pedir 
en las Juntas generales, y en caso necesario al Gobierno Su- 
premo de la nación, que se las equipare á las anteiglesias y 
que se les permita regirse en adelante por el Fuero de Vizcaya 
de 1526. Las anteiglesias representan en población las dos 
terceras partes del Señorío, en extensión territorial las cuatro 
quintas, y atendiendo al número de pueblos ó bajo el concepto 
de las autoridades administrativas, equivalen á las cinco sex- 
tas partes de Vizcaya. 

Tan superior considera la legislación de este país á la d® 
Castilla, que no duda en aconsejar también á la provincia de 
Álava la adopción del Fuero de 1526, por ser dicha provin- 
cia la que tiene más puntos de contacto con el antiguo Seño- 
río. Excita también á Guipúzcoa á aceptar el Fuero, conside- 
rando la troncalidad y la libertad de testar como las principa 
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les causas del progreso de Vizcaya, donde no existe cuestión 
social. 

Cita una sentencia del Tribunal Supremo de 19 de Diciem- 
bre de 1859, según la cual en Guipúzcoa «pueden prevalecer 
sóbrela ley general aquellas costumbres que se justifica tu- 
vieron la aprobación del Señor de la tierra , y que se habían 
dado juicios sobre ellas. En la provincia, así llamada por an- 
tonomasia, aunque es la más pequeña de España, rigen mu- 
ellísimas costumbres, innumerables fueros, tradicionales usos 
que la diferencian no poco de la organización de la familia y 
de la propiedad de Castilla, acercándola mucho más, como es 
natural, á las otras tres provincias de la Vasconia española, y 
hasta á las de la región eúskara transpirenáica (1). 

El Señorío de Vizcaya, añade el Sr. Allende Salazar, formó 
un Estado independiente durante la Edad Media. Sufrió, es 
cierto, algunas veces acometidas de los reinos circunvecinos, 
y aun durante algún tiempo los territorios que posee en sus 
confines orientales y occidentales pertenecieron respectiva- 
mente á la Corona de Navarra y á la Monarquía castellana. 
Había, pues, en Vizcaya durante la Edad Media tres zonas, 
tres regiones, tres territorios, cuya legislación y cuya orga- 
nización política y social debían diferir necesariamente: el 
Señorío propiamente dicho, la tierra llana ó el Inf 'amonado, 
compuesto de las anteiglesias, que celebraban sus Juntas á la 
sombra del árbol Se Guernica, era la región central; el Duran- 
guesado, que celebraba sus juntas en Guerediaga, era un pe- 
queño territorio situado al Este de Vizcaya; y el de las Encar- 
taciones, como lo indica su nombre, y el de los Consejos con 
que sus pueblos suelen designarse, perteneció en ocasiones á 
la Corona de Castilla, formando otras tres veces el límite 
occidental del Señorío, pero con su Asamblea legislativa in- 
dependiente, que se reunía en Avellaneda. Regíase el territo- 
rio vizcaíno autonómico por sus fueros, buenos usos y cos- 
tumbres, que más tarde llegaron á formar un Código, pero 
que siempre fueron acatados por los Señores y Monarcas, 
como la expresión fiel de la voluntad y de la soberanía de ese 
pueblo, en el que todos eran nobles para poder ser libres en 
aquellos siglos en que el Derecho común consistía en la opie- 


(1) El dualismo en la legislación civil do. Vizcaya. Revista geueial de 
Legislación y Jurisprudencia. Tomo 54 (1879), pág- 52 a 74. 


í wi y l*i barbarie. En cambio, los territorios de Durango y 
^Viúnitmiía se regían por los fueros municipales que les 
Señores privativos. Son, por tanto, estas dos pobla- 
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gen ('ral de la ¿ierra llana ó Infanzonado. 

en la segunda mitad del siglo XII, con dos 


f i MI»' J X 

\cl «eren eral de la tierra llana ó Infanzonado. 

_ 1 m m - - _ 

Nt's encontramos tJ 

villas situadas respectivamente en el confín oriental y occi- 
dental de Vizcaya, que adoptan fueros municipales distintos 
de los antiquísimos tradicionales del Señorío, siendo el que re- 
cibió Valmaseda el de Logroño, que era á la sazón el más acre- 


ditado en las comarcas septentrionales de España, por ser tam- 
bién el más favorable al objeto de poblar, puesto que en él se 
admitía, á todo el que se presentase, ora fuese español, ora 
fuese extranjero. 

La lucha contra los ag*arenos obligaba á los moradores de 
los países empeñados en la Reconquista á concentrarse en al- 
cázares y fortalezas para poder resistir las algaradas del ene- 
migo, y de aquí que, deseando fomentar la población y los 
medios de defensa, muchos pueblos de Álava y Guipúzcoa 
adoptaron el Fuero de Logroño. Los pueblos alaveses, guipuz- 
coanos y vizcaínos que recibieron el Fuero de Logroño, que- 
daron equiparados á la tierra llana de Vizcaya, con la exención 
de malos fueros y tributos. Con el tiempo se extendió el Fuero 
de Logroño. 

m 

Completada ya la defensa exterior del territorio vizcaíno, los 
Señores de Vizcaya apetecieron la seguridad interior de sus 
dominios, y trataron de formar grandes centros de población, 
para lo que les servió el indicado Fuero. 

Eran las villas poblaciones de nueva fundación ó de repo- 
blación, formadas por los Señores, con asentimiento y permiso 
de los vizcaínos, para aumentar la población, llamando las 
más veces gente extraña, que acreciese el número de sus ha- 
bitantes y vasallos. 

Existían, por tanto, diferencias entre la jurisdicción de la 
tierra llana y la de las villas; y estas desemejanzas las vemos 
ya consignadas en el Fuero de 1452, primera compilación de 
las libertades públicas y de la legislación privada del Señorío, 
En una carta de los Reyes Católicos de 10 de Septiembre de 
1485, se consigna repetidas veces la distinción entre la tierra 
llana y las villas . En el Fuero reformado de 1526, que es el 
que todavía rige, se consignan las diferencias ya existentes 
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entre las anteiglesias y las villas. La ley VIH del título I re- 
produce las disposiciones referentes á la fundación de las villas 
consignadas en el Fuero de 1452. La ley XV del título XX es 
la que mejor marca la diferencia de legislación entre las villas 
y las anteiglesias, disponiendo «que los vecinos de las villas 
que tuvieren bienes en la tierra llana, guarden el Fuero en 
disponer de ellos, y que no los dividan con arreglo á la ley 
del Reino que rig-e en las villas.» 

Continuó este dualismo de la legislación de Vizcaya sin 
grandes novedades hasta la Concordia de 1630, que es uno de 
los monumentos más importantes de la legislación vizcaína. 
Las disputas sobre jurisdicción, elección de cargos de repúbli- 
ca y otros motivos análogms tenían tan dividido y enemistado el 
Señorío, que previo acuerdo del Corregidor D. Lope Morales, 
se concibió la idea de concluir para siempre con los pleitos y 
desavenencias que diariamente surgían por tales causas, ha- 
ciendo desaparecer la distinta condición de las poblaciones 
que componían el Señorío. Reunidos, pues, los Procuradores 
de las 71 anteiglesias de la tierra llana y de las 20 villas y 
ciudad de Orduña, bajo la presidencia del Corregidor, forma- 
ron una Concordia de 18 capítulos, que fueron aprobados por 
unanimidad, exceptuando una pequeña votación, respecto de 
una parte del duodécimo, y que fueron confirmados por el 
Rey D. Felipe IV en 3 de Enero de 1632. 

El capítulo I dispene: «Que las villas y ciudades vengan á 
esta unión en el estado en que se hallan en sus gobiernos par- 
ticulares, gobernándose como hasta aquí y con las mismas le- 
yes; y que si alguna de las villas y ciudades quisiere dejar 
alguna ley de las que ha tenido y tomar otras de que usa el 
Señorío, pidiendo al Señorío en junta general haga las leyes 
que así pidieren, conformándose con las del Fuero, lo haya de 
hacer» (1). 


Por considerar el Infanzonado la parte principal y la repre- 
sentación genuina del Señorío y su legislación el Derecho 
común, dice Hormaeche, se autorizaba á las villas á abrazar 


la legislación de Vizcaya, y no á las anteiglesias á optar poi 


el Derecho de las villas. En esta Concordia, y o (l) 11 su primer 


(l) Marichalar y Manrique. Historia de la legislación, &, a Ionio 4 1 ti- 

Madrid, 1865. — Allende Salazar, artículo citado. 


capítulo, que queda transcrito, se manifestaba claramente 
como una aspiración el deseo de consegu ir la unidad legis- 
lativa dentro de la legislación foral. Como obra de ¡pacifica*- 
cióm .y como su nombre mismo lo dice «de Concordia», no se 
imponía ix las villas una obligación, sino que se les concedía 
un Derecho del que podían usar^ voluntad, y así lo hicieron 
algunas de ellas (1). 


(1) Leyes civiles de Vizcaya. Bilbao, 1891, capítulo l.° 


CAPÍTULO XIII 


Los conflictos interregionales y el Código civil 


ñ— Conflictos que se plantean y á que es preciso dar solución con motivo de la exis- 
tencia de las legislaciones torales. 

II.— Código civil de 1883. Sus disposiciones. Oposición que se les hizo. Código civil 
reformado de 1889. Sus disposiciones. Examen crítico de las mismas. 

III.— Bases motivadas de una legislación de extraterritorialidad en lo relativo á los 
conflictos interregionales. 


I 

La existencia en España de las legislaciones torales da lu- 
gar, no á una sola clase, sino á cuatro clases de conflictos. 

En primer lugar, pueden intervenir á un tiempo en una re- 
lación jurídica españoles sometidos á varias leyes y extranje- 
ros. Se produce entonces un conflicto á la vez interregional é 
internacional . 

En segundo lugar, se ofrecen cuestiones entre personas su- 
jetas á diferentes legislaciones, ya sea á la de Castilla y á las 
íorales, ya á distintas leyes forales. Este conflicto puede lla- 
marse interprovincial. 

En tercer lugar, surgen cuestiones dentro de una misma 
provincia, cuando están vigentes en ellas varias legislaciones 
y costumbres. Se presenta este conflicto interregional en Ca- 
taluña, Aragón, Vizcaya y Alava. 

Es menester tener presente que el Derecho catalán no es 
sólo el general para el antiguo Principado, sino que también 
lo hay especial ó local, y éste unas veces §e encuentra en las 
Constituciones generales de Cataluña, y otras por separado. 
Compónese de dos elementos, ó sea originado por privilegios 
particulares concedidos á algunas poblaciones ó territorios, o 
creado al calor de costumbres especiales que la tradición ha 
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uniscM-viuio, y aun algunas veces ¡legrando á formularse en 
elección como sucede con las de Gerona. 

Por fortuna, doy ya no tiene fuerza legal ese fárrago de 


j >('(] ueñas legislaciones, fomentadas por la ley de D. Jaime I, 
denla en 12ol. 


' Sólo el Código de las costumbres de Tortosa merece, en opi- 
nión de todos, una verdadera excepción. La verdadera impor- 
tancia legal de este Código consiste en que el Tribunal Su- 
premo lo lia declarado vigente, y lo aplica siempre que se 
presenta algún caso en recurso de casación. El Código de 
Tortosa está en el mismo caso que las Constituciones de Ca- 


taluña. 


Se hallan vigentes asimismo algunas costumbres ó privile- 
gios sólo concedidos á los habitantes de Barcelona, como el 
derecho de preterir ó desheredar á las personas que, según 
Derecho común, deban ser instituidas (Sentencia del Tribunal 
Supremo de 12 de Septiembre de 1865), el laudemio (Senten- 
cia del Tribunal Supremo de 15 de Febrero de 1877), etc., (1). 

A semejanza de lo que subsiste en Cataluña, Aragón ofrece 
también, dentro de su propia región, legislaciones dis- 
tintas (2). 

«Territorialmente considerado, dice el Sr. Costa, ofrece el 
Derecho aragonés una particularidad, que los mismos juris- 
consultos regnícolas no habían advertido, á saber: la existen- 
cia en Aragón de un doble derecho positivo: el Derecho pire- 
naico ó de la izquierda del Ebro, de lo que podríamos llamar 
Aragón ulterior (vulgarmente dicho Alto Aragón), el cual ha 
conservado su primitiva forma oral, y el Derecho de lo que 
podríamos denominar Aragón citerior , ó de la parte de acá 
del Ebro, que es el escrito en fueros y observancias. El pri- 
mero es el primitivo; sus instituciones son substancialmente 
las de los antiguos Estados pirenáicos, de Aran, Andorra, 
Baréges, Lavedán, Bearne, Navarra, etc., si bien espiritualiza- 
das y sublimadas, á causa de haber vivido sometidas durante 


(1) Biblioteca judicial. Derecho vigente en Cataluña , con un prólogo 
del bxemo. Sr. D. Miguel Castells y de Bassols. Tomo primero. Madrid, 

1887, pág. 98. 

(2) Biblioteca judicial. Legislación foral de España. Derecho ingente 
en Aragón , con mi prólogo del Excmo.Sr. D. Joaquín Gil Berges. Tomo 
primero. Madrid, 1888, pág. 85. 


381 

Siglos al influjo bienhechor de la libertad; el segundo es una 
á manera de transición entre aquél y el de Castilla. El prime- 
ro, lo caracterizan fundamentalmente: el heredamiento uni- 
versal, el consejo de familia, el derecho de viudedad ó usu- 
fructo foral prorrogado á los segundos matrimonios, la adop- 
ción en defecto de hijos ó nietos. Distinguen al segundo: la 
distribución (voluntaria, pero generalizada) del caudal here- 
ditario por partes iguales entre los hijos, el usufructo foral 
limitado al tiempo de la viudedad, no prorrogado en ningún 
caso, y la no existencia de consejo de parientes ni de adop- 
ción, al menos en las condiciones de la costumbre pire- 
náica» (1). 

Ya hemos hablado del dualismo de legislación que existe en 
Vizcaya y Alava. 

En cuarto y último lugar, se nos presenta otro género de 
conflicto en las villas de Vizcaya, que han recibido ensanches 
con territorios pertenecientes á Anteiglesias, como sucede en 
Bilbao. 

Según el Sr. Hormaeche, rige el Fuero de Vizcaya en todas 
las Anteiglesias, en los Concejos y Valles de la provincia yen 
los Ayuntamientos de Aramayona, Arrastaria y Llodio, sitos 
en la provincia de Alava. Rige exclusivamente el Derecho de 
Castilla en varias villas y ciudades. Y rige en parte del terri- 
torio el Derecho común, y en parte el foral, en las villas de 
Bilbao, Guernica-Luno, Elorrio, Villoro y Ochandiano. 

Dentro de Bilbao, rige el Derecho común en el casco anti- 
guo, y el procedente de la primera anexión parcial de Abando 
y Begoña, y el foral en todo el territorio de la anteiglesia de 

Abando, agregado en la anexión última. 

Dentro de Guernica-Luno, rige la legislación general en. el 
territorio de la antigua villa de Guernica, y la legislación fo- 
ral en el de la antigua anteiglesia de Luno. 

Dentro de Ochandiano, rige la ley general, en absoluto en el 
casco de la población, y en los barrios extramuros, en todo 
menos en materia de sucesión. En los barrios de Gordóvii, Me- 
coleta, Anteparaluceta, y demás barrios extramuros de la villa 
de Ochandiano, rige la ley foral en materia de sucesión. 


(1) La libertad civil y el Congreso de jurisconsultos aragoneses. Ma- 
drid, 1883, pág. 64. 
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Dentro do Elorrio, como do Yilloro, rige la ley general en 
todas sus instituciones, monos en materia de sucesión. 

«Comprendemos, dice el Sr. Hormaeche, que el actual estado 
de cosas es insostenible, es de absoluta necesidad deslindar con 
precisión los campos, y saber á ciencia cierta dónde rige la le- 
gislación de Vizcaya, y dónde la general del Reino» (1). 

Se ocasionan, por consiguiente, en España, si se examinan 
bien los hechos, cuatro diferentes clases de conflictos, que pu- 
diéramos llamar interprovinciales é internacionales á la vez, 
interprovinciales, provinciales y municipales. La denomina- 
ción más adecuada, ya que no corresponden exactamente los 
límites de las legislaciones con los de las provincias, es la de 
conflictos interregionales, única que puede abarcarlos todos. 

Al tratar de regular los conflictos entre las leyes interiores, 
se hace necesario, para conseguir el objeto, dictar reglas apli- 
cables á la solución de todos. Es muy cómodo el criterio admi- 
tido por la ponencia del Congreso jurídico de Madrid, que su- 
primió las varias legislaciones de una provincia, cuyos conflic- 
tos no podían resolverse con la doctrina aceptada. En vez de 
proclamar un principio y tratar de acomodar á él los conflic- 
tos, es más razonable estudiar bien éstos y establecer una doc- 
trina que pueda satisfacer las verdaderas necesidades sentidas 
en los diferentes territorios. 

Ahora bien, el principio personal sólo puede invocarse á lo 
sumo en las cuestiones entre provincias, pero no en las que se 
suscitan dentro de una, ni menos en las que se presentan en los 
municipios de Vizcaya. El principio territorial, por el contra- 
rio, partiendo de la lex domicüii y de la lexloci , puede dar so- 
lución á todo género de conflictos interiores, por complicados 
que sean. No sin fundamento el ilustre jurisconsulto Sr. Durán 
y Bas, después de admitir el principio del origen en los con- 
flictos interprovinciales, admite la vecindad, por lo que toca á 
los conflictos promovidos dentro del territorio de Cataluña. 

Es indispensable fijar, dice el Sr. Durán y Bas, laque pudié- 
ramos llamar nacionalidad catalana para disfrutar del Derecho 


(1) Leyes civiles de Vizcaya , pags. 92 y 93. — También se habla del 
actual estado de cosas en el siguiente libro: Biblioteca judicial. Legisla- 
ción f 'oral de España. Derecho civil vigente en Vizcaya precedido de 
Memoria sobre las instituciones civiles de aquel país, por D. Manuel de 
Lecanda. Madrid, 1888, pág. 17. 
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que en ella rige, conservando la que en éste se establece... El 
elemento de la- vecindad ha restringido también en Cataluña 
la capacidad para tener participación en el Derecho peculiar de 
algunas localidades; pero la determinación de ella con el nom- 
bre de ciudadanía, se ha efectuado con espíritu verdadera- 
mente amplio (1), lo cual exige determinar quién la disfruta. 
En Barcelona, en Gerona, en Tortosa, es donde existen sobre 
la vecindad reglas precisas que se pueden generalizar... Para 
la pérdida de la nacionalidad y de la vecindad, rige en Cata- 
luña el Derecho romano, cuyo principio es el de las legislacio- 
nes modernas, la libertad: nenio potest ammilerc civitatem, nisi 
ipse ductor factus (2) . 

Algunas legislaciones forales se inclinan con toda evidencia 
al principio territorial. 

Los bienes inmuebles existentes en el territorio aragonés, 
dice el Sr. Franco y López, se hallan y se han hallado siem- 
pre sujetos al usufructo foral, que se concede al cónyuge 
viudo de la persona á que habían pertenecido, aunque ni el 
matrimonio se hubiera celebrado en Aragón , ni hubieran 
nacido en ninguna de sus poblaciones, ni hubieran jamás 
estado en ellas por un solo momento, ni el uno ni el otro 
cónyuge (3). 

La ley XV, título XX, ya citada, del Fuero de Vizcaya, so- 
mete en absoluto á él los bienes sitos en la tierra llana ó In- 
fanzonado. 

Las cuestiones más complicadas y difíciles, y tienen que 
serlo mucho, dado el actual estado de cosas, las que se plan- 
tean dentro de los Municipios de Vizcaya, no tienen otra solu- 
ción posible que la territorialidad absoluta. 

Si consultamos la estadística, veremos que en una población 
de 234.880 habitantes, que asigna á Vizcaya el censo de 1887, 
hay unos 156.586 sometidos al Fuero, y unos 78.293 á la legis- 
lación de Castilla. En Alava, de 94.153 habitantes se rigen 


(1) En diversos privilegios concedidos á Barcelona y otras ciudades 
añade en nota, se llama á la participación en ellos a sus vecinos con el 
nombre de ciudadanos y se facilita la adquisición de la vcciudad para el 
disfrute de los derechos civiles. 

(2) Memoria , pág. 27. 

(3) Así se ha decidido en muchas ocasiones, añade en nota, por los 
Tribunales del antiguo Beino de Aragón, según Franco de Vilhilva.— * 
Memoria , pág. 107. 
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por oí F iioro 8.424, que componen las hermandades de Ayala, 
Llodio, Arrastaria y Aramayona, y 85.729 por el Derecho 
comíi n. 

En smna, para dictar reg-las encaminadas á la solución de 
las cuatro clases de conflictos, no hay más que dos criterios 
posibles: ó aplicar la territorialidad, ya mitigada, ya absolu- 
ta, según los casos, ó establecer una conciliación, como ha 
hecho la ley suiza de 1891, entre los principios personal y 
territorial, dando más importancia al segundo. 


II 


Se ha preocupado en varias ocasiones el legislador español 
de la necesidad de dictar reglas para resolver las cuestiones 
suscitadas con motivo de la variedad de leyes civiles existentes 
en la Península. El Real decreto de 30 de Octubre de 1881, al 
establecer las bases para el nuevo Código civil, concedía, en su 
base 17, á los naturales de las provincias aforadas, ó á los po- 
seedores en ellas de bienes inmuebles ó derechos reales, la elec- 
ción á su voluntad, en cuanto no perjudicasen á los derechos 
de tercero, entre sus peculiares instituciones y la legislación 
general del Reino. El Real decreto de 7 de Enero de 1885, dado 
con el mismo objeto, admitía como criterio, en su base 2. a , 
hasta donde fuese prácticamente posible, el principio y doc- 
trina de la personalidad de los estatutos. 

La Dirección general de los Registros Civil y de la Propie- 
dad y del Notariado, estando al frente de ella el dignísimo 
Profesor de Derecho internacional de la Universidad de Madrid, 
D. Rafael Conde y Luque, ha establecido, en su resolución de 
18 de Noviembre de 1885, la siguiente doctrina: l.° Que con 
arreglo al Fuero de Aragón, la menor edad termina á los 
veinte años, y el aragonés que los tiene cumplidos goza de 
plena capacidad jurídica para contratar y obligarse. 2.° Que 
deben tenerse en cuenta los principios de Derecho internacio- 
nal privado, al resolver los conflictos que nacen de la diversi- 
dad de legislaciones vigentes en España, sin más diferencia 
que la de exigir los conflictos de nación á nación una exacta 
determinación del límite á donde llega la jurisdicción del 
Soberano sobre el súbdito, y ser preciso, en los de provincia á 
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provincia, averiguar el origen del individuo, que es el que fija 
de un modo permanente sus relaciones. 

La ley de bases de 11 de Mayo de 1888, que se ha tenido 
en cuenta al preparar el nuevo Código, contenía una base 2. a 
así formulada: «Los efectos de las leyes y de los estatutos así 
como la nacionalidad, la naturalización y el reconocimiento y 
condiciones de existencia de las personas jurídicas, se ajusta- 
rán á los preceptos constitucionales y legales hoy vio-entes 
con las modificaciones precisas para descartar formalidades y 
prohibiciones ya desusadas, aclarando esos conceptos jurídi- 
cos universalmente admitidos en sus capitales fundamentos, y 
fijando los necesarios, así para dar algunas bases seguras á las 
relaciones internacionales civiles, como para facilitar el enlace 
y aplicación del nuevo Código y de las legislaciones torales, 
en cuanto á las personas y bienes de los españoles en sus rela- 
ciones y cambios de residencia ó vecindad en provincias de 
Derecho diverso, inspirándose, hasta donde sea conveniente, 
en el principio y doctrina de la personalidad de los estatutos. 

El Decreto de 1881 dejaba á la elección de los interesados el 
régimen jurídico aplicable , salvos los derechos de tercero. El 
Decreto de 1885 admitía, hasta donde fuese prácticamente posi- 
ble, el principió y doctrina de la personalidad de los estatutos . 
Y, en fin, el Decreto de 1888 daba la preferencia á esta misma 
doctrina hasta donde fuese conveniente. Reconocía, por consi- 
guiente, el legislador que el principio de la personalidad no 
era bastante. 

El Código civil español de 6 de Octubre de 1888 dedica, en 
su título preliminar, varios artículos á los conflictos interiores, 
después de tratar de los conflictos internacionales. 

«Las disposiciones que determinan los efectos de las leyes y 
fie los estatutos, y las reglas generales para su aplicación, así 
como las relativas al matrimonio y al divorcio, son obligato- 
rias en todas las provincias del Reino.» — Articulo 12. 

«En lo demás, las provincias y territorios en que subsiste De- 
recho foral, lo conservarán por ahora en toda su integridad, 
sin que sufra alteración su actual régimen jurídico por la pu- 
blicación del Código, que regirá tan sólo como supletorio en 
defecto del que lo sea en cada una de aquéllas por sus leyes 
especiales, salvo en Aragón y las Islas Baleares, donde regirá 
en cuanto no se oponga á sus disposiciones ferales y consue- 
tudinarias vigentes.»— Artículo 13. 
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«Lo establecido respecto á las personas, los actos y los bie- 
nes de los españoles en el extranjero, y de los extranjeros en 
España , es aplicable á las personas, actos y bienes de los es- 
pañoles en territorios ó provincias de diferente legislación ci- 
... rf.iV.llJo 14. 


«Los derechos y deberes de familia, los relativos al estado, 
condición y capacidad legal de las personas, y los de sucesión 
testada ó intestada declarados en el Código, son aplicables»: 
«l.° A las personas nacidas en provincias ó territorios de 


Derecho común.» 

«2.° A los hijos de padre ó madre que tengan la preceden- 
te condición, aunque hubieran nacido en provincias y territo- 
rios donde subsista el Derecho foral.» 

«3.° A los que, procediendo de provincias ó territorios to- 
rales, hubieren ganado vecindad en otros sujetos al Derecho 
común. En este caso, la mujer seguirá la condición del mari- 
do y los hijos la de sus padres.» — Artículo 15. 

Estas disposiciones fueron mal recibidas en las regiones to- 
rales, que las rechazaron con energía, por ver en ellas un aten- 
tado contra los Fueros. 

«Todo el contenido de la rama llamada Derecho internacio- 
nal fricado, dice el distinguido catedrático de esta ciencia en 
la Universidad de Barcelona, D. Juan de Dios Trías, puede 
trasladarse al interregional, pero naturalmente se comprende 
la modificación de aquellas reglas especiales que en el orden 
propiamente internacional se derivan de la suspicacia entre 
pueblos independientes, de sus diferentes grados de civiliza- 
ción y de las dificultades prácticas surgidas de aquella inde- 
pendencia.» 

«En España tiene capital importancia esta investigación, 
motivando las presentes líneas una disposición de nuestro 
Código civil, que, al regular la cuestión interregional, hie- 
re de muerte al Derecho de las provincias mal llamadas to- 
rales.» 

«Antes del mencionado Código, había sido constante en la 
jurisprudencia española esta aplicación al orden interior délos 
principios de Derecho internacional, según puede verse en las 
sentencias del Tribunal Supremo de 27 de Noviembre de 1868 
y de 7 de Julio de 1879, y en las resoluciones de la Dirección 
de Registros de 18 de Noviembre de 1885 y 22 de Marzo de 
1887, no siendo bastante á contradecir esta aplicación Ja doC~ 
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trina notoriamente errónea establecida sobre el particular en 
la sentencia de aquel alto Cuerpo de 1874» (1). 

«Cuando la cuestión ventilada se refiere al Derecho de la 
propiedad por la que rige la ley del lugar donde la cosa se 
halla sita, ó á las obligaciones que se imperan por la del lu- 
gar donde se celebra el contrato, ó bien ocurre el hecho pro- 
ductor de la obligación, y en general en todos aquellos ca- 
sos en los que la ley local se impone de una manera ú otra la 
aplicación de que tratamos no ofrece dificultad. Mas ¿qué di- 
remos de la capacidad del individuo, del Derecho de familia y 
del sucesorio, instituciones reguladas por la ley personal? 
¿Cuál será la ley de la persona en esta clase de conflicto? 
Adoptando el criterio de la ley de la patria para los propia- 
mente internacionales, ¿qué criterio adoptar para los del De- 
recho interior?» 

«La cuestión de la dependencia del individuo á determina- 
da legislación regional siempre ha debido ser de gran interés, 
mas en los actuales instantes en los que el Código civil viene 
á modificar profundamente nuestro Derecho, la cuestión ha 
pasado á ser de vida ó muerte para las legislaciones forales.» 

«El Código civil establece en los artículos 14 y 15 la total 
aplicación de los principios y reglas del Derecho internacio- 
nal á los conflictos ocurridos entre las distintas legislaciones 
de nuestros territorios ó provincias.» 

«El precepto contenido en el art. 14 no ofrece dificultad. En 
cambio la del art. 15 da lugar á graves censuras, pues apar- 
tándose del criterio de neutralidad y respeto que las bases im- 
ponían al redactor del Código, en el artículo en cuestión se 
determina la dependencia personal en tales términos, que ne- 
cesariamente se impone el Derecho nuevo, condenándose á 
una muerte por consunción á las legislaciones regionales, que 
por falta de sujetos á quienes aplicarse han de desaparecer 
antes que transcurra un siglo.» 


(1) Asustado, sin duda, añade en nota el Sr. Trías, por el espectro del 
provincialismo y la separación, el Tribunal Supremo consideró inaplicable 
en un conflicto entre legislación castellana y vizcaína la ley 15, título 14, 
Partida 3. a , diciendo que la letra de esta ley asi por aventura alegase ley 
6 fuero de oirá tierra que fuese de fuera de nuestro Señorío... demuestra 
que esta cita es impertinente porque no se trata de ley ó fuero de otra tie- 
rra, sino de nuestro propio país.D 


«Es censurable, además, la vaguedad en que se ha dejado la 
cuestión con respecto á las legislaciones regionales. El artícu- 
lo 15 determina la dependencia personal á la legislación del 
Códi°*o. En cambio no la determina con respecto á las men- 
cionadas legislaciones, de suerte que si bien queda estableci- 
do qué personas viven bajo el régimen del Código civil, en 
oposición al Derecho regional, en cambio carece el Código de 
una disposición general que nos precise el criterio determina- 
dor de la dependencia dentro de las demás legislaciones...» 

«Combinados á favor del Derecho del Código todos los siste- 
mas conocidos, éste será el imperante en la mayoría de los 
casos, y en cambio el antiguo Derecho regional sólo se apli- 
cará á los individuos en quienes precisamente se reúnan las 
condiciones siguientes: 1. a , haber nacido en territorio fo- 
ral; 2. a , de padre y madre sujetos á una legislación foral; 3. a , 
continuar avecindados en localidad de territorio foral. Y 
mientras el primero rige perpetuamente al individuo y se 
transmite á las generaciones venideras, el segando desapare- 
ce con facilidad y está llamado á extinguirse por la sucesión 
de las generaciones...» 

«Sobre dos principios lia de inspirarse, según el Sr. Trías, 
una reforma hacedera; por una parte en el espíritu de la más 
estricta neutralidad entre las varias legislaciones españolas, y 
por otra en el predominio de la libertad del jefe en la deter- 
minación de la ley personal á que debe su familia sujetarse...» 

«Seguido en las cuestiones internacionales el principio de 
la ley de la patria, nos parece un contrasentido la aplicación 
del domicilio, aceptado por Arndtz, Westlakey Fiore. La ver- 
dad es que cuantos inconvenientes se señalan al domicilio en 
el orden internacional, los mismos concurren y en mayor es- 
cala, tratándose de su aplicación al orden jurídico interior. 
Hoy por hoy no existe ni se conoce otra clase de domicilio 
que el administrativo, y este domicilio cambia con mucha 
mayor facilidad y por motivos más accesorios dentro de un 
país, que de un país á otro...» 

«La primera y fundamental regla de criterio en la determi- 
nación de la dependencia regional, debiera buscarse en la vo- 
luntad del jefe de familia. Al padre, ó á la madre en su defec- 
to, corresponde dirigir y gobernar el régimen de la casa, y 
por tanto determinar también el orden legal que ha de regu~ 
larlo. El jefe determina este orden, y á tal determinación de- 
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ben sujetarse su mujer y sus lujos. Esta es una de las más 
importantes manifestaciones de la libertad civil, libertad que 
de hecho es, y los individuos juzg-an con razón, más sólida y 
positiva que las libertades políticas escritas en las leyes de 
nuestros tiempos. » 

«En defecto de esta expresión de voluntad, la dependencia 
legal de la familia será la dependencia de origen, esto es la 
misma de los padres del nuevo jefe en el instante en que éste 
se emancipa ó constituye nueva familia.» 

«En fin, en esta segunda hipótesis, el domicilio legal, con- 
tinuado en una localidad por largo tiempo (v. g. diez años), 
implica, desde la fecha del cumplimiento de este plazo, la 
presunción de un cambio de dependencia á favor de la legis- 
lación vigente en la localidad, contra cuya presunción no po- 
dría prevalecer otra prueba que la declaración expresa. Pero 
si la traslación del domicilio se verifica á país extranjero, sin 
adquirir nacionalidad en este país, esta circunstancia por sí 
sola manifiesta que el jefe de familia no quiere sujetarse á las 
leyes del nuevo domicilio, y por tanto continuará la depen- 
dencia civil anterior al cambio.» 

«Y como á complemento de este sistema, sería preciso que 
las declaraciones de voluntad constaran de una manera feha- 
ciente, abriéndose al efecto registros especiales, que podrían 
radicar, ó en los mismos libros de empadronamiento, ó bien 
en los del Registro civil.» 

Bajo tales bases propuso el Sr. Trías al Congreso de juris- 
consultos de Barcelona un interesante proyecto, no discutido 
por considerarse fuera de la tesis en cuestión, y por esto no 
se sometieron á debate los siguientes artículos, en los cuales 


resumió su punto de vista: 

«Art. 12. La ley personal ó la dependencia civil de la la- 
milla la determinará el jefe de ella, medíante declaración que 
se hará constar en los libros de empadronamiento del lugar 
en donde aquélla establezca su domicilio legal en el acto de 


contraer matrimonio ó de emanciparse de su nueva familia.» 
«No haciendo esta declaración, continuará la nueva familia 


en la dependencia de la ley personal anterior del jefe.» 

«Art. 13. La dependencia establecida por la declaración 
de que trata el párrafo primero del artículo anterior, sólo po- 
drá el jefe de familia modificarla mediante nueva declaración 
en los libros de su empadronamiento legal.» 


<xj dt'pendencia establ ecida por continuación 6ii Ib» depen— 
deuda antigua podrá modificarse, notan sólo por declaración 
en los libros de empadronamiento, sino por el domicilio legal 
por espacio de diez años en localidad donde rija legislación 
distinta de aquélla.» 

«Art. 14. La continuación en el domicilio legal por dicho 
espacio de tiempo, implica presunción del cambio de la de- 
pendencia de fado en favor de la ley civil del domicilio. Con- 
tra esta presunción no se admite otra prueba que la declara- 
ción contraria en los libros de empadronamiento.» 

«Art. 15. El establecimiento de domicilio legal en país 
extranjero, mientras no implique modificación en la ciudada- 
nía, tampoco la implica en la dependencia legal anterior de- 
clarada ó de fado » (1). 

El Senador Sr. Zavala, en la sesión del Senado de 14 de 
Febrero de 1889, hizo, partiendo del punto de vista de la le- 
gislación de Vizcaya, una observación sobre el nuevo Código. 

«Según la ley del Fuero de Vizcaya, las disposiciones rela- 
tivas á los bienes inmuebles se han de regir siempre por las 
prescripciones en ella contenidas, pertenezca ó no á territorio 
aforado el que dispone.» 

«Los artículos 10, 12, 14 y 15 derogan lo establecido en el 
Fuero de Vizcaya, que dice: Regirá la legislación foral tra- 
tándose de bienes inmuebles, pertenezca ó no á territorio afo- 
rado el que dispone.» 

«Parece que los sabios legisladores vizcaínos, cuando re- 
dactaban estas disposiciones tan claras, precisas y terminan- 
tes, preveían y temían que en algún tiempo se les querría 
aplicar el estatuto personal; pero lo que no pudieron sospe- 
char es que se tratara de modificar su legislación foral en un 
Código civil español, en cuyas bases se dijera que subsistiría 
en toda su integridad el Derecho foral.» 

«Dirige un ruego á la Comisión, ó más bien una pregunta, 
su principal propósito al pedir la palabra. Se refiere á un caso 


(1) El Derecho interregional según el artículo 15 del Código civil - 
Barcelona, 1889. 1 folleto. — Congreso jurídico de Barcelona en el año 1888. 
lema segundo. ¿Qué reglas debieran admitirse por los Estados para uní 
fie ai' los efectos de la diversidad originaria de n ación ahdad y de donuci io f 
y de su cambio en el orden jurídico de la familia y de la sucesión f Ponen- 
cia de D. Juan de Dios Trías. Barcelona. 1888. Ún folleto. 
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concreto y especial. Be trata de un vecino de villa de Vizcaya, 
que posee bienes en infanzonado. Lo que procede es que rija 
para este caso concreto la ley XV, título XX del Fuero de Viz- 
caya, que prescribe que los vecinos de villa que tuvieren Uenes 
en la tierra llana guarden el fuero en disponer de ellos » (1). 

La Comisión de Codificación, en su Sección de lo civil, trató 
de satisfacer las aspiraciones de todos, al revisar el Código 
para proponer las enmiendas y adiciones necesarias ó conve- 
nientes. según el resultado de la discusión habida en ambos 
Cuerpos Colegisladores, en virtud de la ley de 26 de Mayo de 
1889. El Código civil reformado de 24 de Julio de 1889 contie- 
ne importantes modificaciones sobre las materias que habían 
sido objeto de oposición. 

«Los vizcaínos, aunque residan en las villas, seguirán so- 
metidos, en cuanto á los bienes que posean en la tierra llana, 
á la ley XV, título XX del Fuero de Vizcaya.» — Artículo 10, 
párrafo 3.° 

«Las disposiciones del título preliminar, en cuanto deter- 
minan los efectos de las leyes y de los estatutos y las reglas 
generales para su aplicación, son obligatorias en todas las 
provincias del Reino. También lo serán las disposiciones del 
título 4.°, libro l.°» (Del matrimonio.) 

«En lo demás, las provincias y territorios en que subsiste 
Derecho foral, lo conservarán por ahora en toda su integridad, 
sin que sufra alteración su actual régimen jurídico, escrito ó 
consuetudinario por la publicación de este Código, que regirá 
tan sólo como derecho supletorio en defecto del que lo sea en 
cada una de ellas por sus leyes especiales.» — Artículo 12. 

«No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, este Códi- 
go empezará á regir en Aragón y en las Islas Baleares al mis- 
mo tiempo que en las provincias no aforadas, en cuanto no se 
oponga á aquellas de sus disposiciones forales ó consuetudi- 
narias que actualmente estén vigentes.» — Artículo 13. 

«Conforme á lo dispuesto en el art. 12, lo establecido en los 
artículos 9, 10 y 11, respecto á las personas, los actos y los 
bienes de los españoles en el extranjero, y de los extranjeros 
en España, es aplicable á las personas, actos y bienes de los 


(1) Diario de Sesiones del Senado. 
página 712. 


Legislatura 


de 1888-89. Tomo II, 


españoles en territorios ó provincias de diferente legislación 
civil. » — Articulo 14. 

«Los derechos y deberes de familia, los relativos al estado, 
condición y capacidad legal de las personas, y los de sucesión 
testada ó intestada declarados en este Código, son aplicables: 

«l.° A las personas nacidas en provincias ó territorios de 
Derecho común, de padres sujetos al Derecho foral, si éstos 
durante la menor edad de los hijos, ó los mismos hijos dentro 
del año siguiente á su mayor edad ó emancipación, declaran 
que es su voluntad someterse al Código civil.» 

«2.° A los hijos de padre, y no existiendo éste ó siendo 
desconocido, de madre, perteneciente á provincias ó territo- 
rios de Derecho, común, aunque hubieren nacido en provin- 
cias ó territorios donde subsista el Derecho foral.» 

«3.° A los que, procediendo de provincias ó territorios to- 
rales, hubieren ganado vecindad en otros sujetos al Derecho 
común.» 

«Para los efectos de este artículo se ganará vecindad: por 
la residencia de diez años en provincias ó territorios de Dere- 
cho común, á no ser que, antes de terminar este plazo, el in- 
teresado manifieste su voluntad en contrario; ó por la resi- 
dencia de dos años, siempre que el interesado manifieste ser 
ésta su voluntad. Una y otra manifestación deberán hacerse 
ante el Juez municipal, para la correspondiente inscripción 
en el Registro civil.» 

«En todo caso, la mujer seguirá la condición del marido, 
y los hijos no emancipados la de su padre, y á falta de éste, la 
de su madre.» 

«Las disposiciones de este artículo son de recíproca aplica- 
ción á las provincias y territorios españoles de diferente le- 
gislación civil.» — Artículo 15. 

La promulgación del Código civil, dice M. Audinet, no ha 
realizado del todo en España la unidad de legislación. Las le- 
yes particulares, conocidas con el nombre de fueros, conti- 
núan rigiendo en las provincias que han gozado de ellos. La 
coexistencia de estas diversas leyes en un mismo Estado en- 
gendra forzosamente conflictos, ya entre ellas, ya con el De- 
recho común; el legislador español las ha resuelto de un modo 
bastante nuevo y notable. 

En el antiguo Derecho, la ley personal era la del domicilio, 
y lo es todavía en los países donde la unidad de legislación no 
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se lm establecido. El Código español establece un sistema 
nuevo y más racional. Establece un vínculo más natural, más 
permanente, menos movible que el del domicilio entre el in- 
dividuo y la provincia. Sigue tanto como le es posible las re- 
glas que lia trazado para la nacionalidad. 

Los individuos regidos por el Derecho foral pueden también, 
en determinados casos y condiciones, someterse al Derecho 
común ó al de otra región foral. No sucede lo mismo para los 
sometidos al Derecho común. El Código no prevé, ni permite 
que en ningún caso lo abandonen para someterse í\ una legis- 
lación foral. De modo que el Derecho común puede exten- 
derse pero no restringirse (1). 

Cuando el Código civil español de 1880, dice M. Lainé, ha 
mantenido los fueros de Aragón, de las Islas Baleares, de Ca- 
taluña, de Navarra y de Vizcaya, en su artículo 12, ha some- 
tido, en el 15, el conflicto de estas costumbres, en materia de 
estatuto personal, á la ley de origen de las personas más bien 
que á la ley de su domicilio, asimilando así lo más posible la 
solución del conflicto de las leves locales entre sí á la solución 

4 .' 

del conflicto de la ley española con las leyes extranjeras. En 
otros términos, aunque las provincias cuyos fueros se man- 
tienen no tengan ninguna soberanía política, este Código es- 
tablece para el conflicto de sus leyes un régimen análogo al 
que las concordias suizas de 1822 habían elegido para el con- 
flicto de las leyes cantonales. El sistema de la ley federal 
suiza de 1891 es, pues, diametralmente contrario al del Códi- 
go civil español (2). 

La primera publicación del Código civil, dice el Sr. Gallardo 
y Martínez, suscitó un vivo movimiento de protesta en las pro- 
vincias de Derecho foral, que creyeron amenazado de muerte 
su Derecho, en cuanto por el art. 12 se les cercenaba según 
pretendían, prescindiéndose de los diferentes elementos que 
lo integran y que informan su espíritu para no conceder valor 
más que al texto estricto de las antiguas disposiciones ferales. 


(1) Droit ínter nation al privé dans le nouvenu Code espagnol. Journal 

du Droit international privé, 1891, pág. 1.106. — El Derecho internacional 
privado en el nuevo Código civil español . Revista «La España Regional», 
tomo XII, págs. 9 y 10 y tomo XI II, pág. 115. , p 

(2) Elude cáncer nant la loi fedérale miase du 25 juin 1S01 , 1 ans, 

1894, págs. 55 y 56. 


y en cuanto por la redacción amplia del art. 15, se hacía 
difícil, casi imposible la subsistencia de personas que pudie- 
ran estar sometidas á este Derecho foral. 

‘ jEste movimiento produjo sus resultados, y en la segunda edi- 
ción ó redacción del Código ordenada por la ley de 26 de Mayo 
de 1889 y mandada publicar por el Real decreto de 24 de Julio 
de aquel año, se dió satisfacción á los justos deseos de aquellas 
provincias, consagrando la subsistencia en toda su integridad 
del régimen jurídico, así escrito como consuetudinario que en 
ellas existía, y redactando el art. 15 en términos más confor- 
mes con las enseñanzas de la ciencia y con los principios de 
imparcialidad y de justicia. 

La subsistencia de las legislaciones forales quedó una vez 
más consagrada, no tan sólo por el momento, sino durante un 
plazo más ó menos largo, al ordenarse en el Código la forma- 
ción de apéndices que como derecho especial habrían de regir 
en estas provincias de legislación foral: quedaban salvadas 
estas legislaciones y atendida la situación que la concurrencia 
de ellas con el Derecho común habría de ocasionar, gracias á 
los artículos que en sus primeras disposiciones le dedica el 
Código, asimilando las cuestiones que entre todas estas legisla- 
ciones se promuevan, á las que son objeto del Derecho inter- 
nacional privado, formulando así las primeras reglas del De- 
recho interregional ó interprovincial español. 

Bajo este punto de vista, continúa el Sr. Gallardo, es indu- 
dablemente merecedora de aplauso la obra del legislador, al 
dar la debida importancia á este aspecto jurídico de las rela- 
ciones entre los súbditos, que si aparecen y han existido siem- 
pre, adquieren mayor importancia en la época actual en que 
los adelantos de la civilización han suprimido las distancias 
y las relaciones interregionales se muestran más numerosas 
y más íntimas que anteriormente; pero como condición inhe- 
rente á todas las obras humanas, la parte del Código que re- 
gula estas relaciones, no está exenta de defectos que la prác- 
tica se va encargando de poner de manifiesto, y de los cuales 
una vez lograda la aspiración de ver asegurada la conserva- 
ción de su derecho, apenas si se han ocupado en las provin- 
cias forales con la detención y empeño que la materia exige? 
y por ello, animado del deseo de formar una corriente y una 
opinión en esta materia de importancia suma para estas pro- 
vincias, ha publicado en forma de folleto su trabajo, que antes 
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había visto la luz 6n las columnas de la Revista jurídica Tjíi 
Notaría , á cuya redacción se honra el autor en pertenecer, al 
objeto de que con esta mayor publicidad y utilizadas por inte- 
ligencias superiores las sencillas consideraciones que en él se 
exponen, puedan servir para la fijación de aquel Derecho en 
beneficio de todos los llamados á valerse del mismo en sus re- 
laciones (1). 

El texto de los artículos 9 y 10, añade el Sr. Gallardo, apa- 
rece claro y no puede dar lugar á duda; la ley de la provincia 
ó región á que pertenezca el individuo, es la que regulará su 
capacidad para contratar, su estado civil, la extensión y alcan- 
ce de sus relaciones dentro de la familia, y tanto ínter divos 
como mortis causa ; y sin embargo, si bien en cuanto al naci- 
miento de estos derechos no puede originarse cuestión alguna 
en vista de la terminante prescripción del Código, que los so- 
mete á la ley personal del individuo, si puede ocurriría, y en 
la práctica ha de presentarse, sobre la subsistencia de estos 
derechos, en vista de la facilidad de que cambie la ley perso- 
nal á que el individuo se halla sometido. 

Según el art. 15, de gran influencia en el Derecho inte- 
rregional, gracias á la tendencia que lo inspira á la desapari- 
ción de las legislaciones torales, se somete el individuo á la 
legislación consignada en el Código ó á la que impera en las 


provincias que conservan Derecho foral, por la residencia du- 


rante diez años eu territorio de Derecho común ó de Derecho 


foral respectivamente, á no ser que antes de terminar ese pla- 
zo manifieste su voluntad en contrario, ó bien por la residen- 
cia en dichos territorios durante dos años, siempre que mani- 
fieste ser aquella su voluntad. 

Tiene en su mano el ciudadano alterar la ley que rige sus 
derechos personales, con solo trasladar su residencia de uno 
á otro, y si hace uso de esta facultad y cambia su ley perso- 
nal, ¿cuál sera la suerte de las relaciones que por ella hayan 
de regirse, así de las entonces existentes, corno de las que se 
originaren en lo sucesivo? 

Las relaciones entre cónyuges, tanto ínter vivos como mor- 


(1) El Derecho interregional español. El Código a o ti. D* tü 
las diferentes cuestiones de Derecho interre, ipoiial ¡i que lia dado Ui^a < 
publicación del Código civil. Barcelona, 1893, pags. 8 y 4| 


396 


iís cansa , la patria potestad, la testamentifacción activa, se 
rigen por la ley personal del jefe de la familia; y si cambia 
esa ley, lo cuales sumamente fácil, ¿cómo continuarán aquellas 

relaciones? 

La importancia de esta cuestión por sí sola se manifiesta con 
considerar la facilidad con que este caso puede presentarse en 
la vida práctica, y sin embargo, nada se contiene en el Có- 
digo que pueda contribuir á resolverla. 

El Código deja al arbitrio de los contrayentes el pactar el 
régimen de bienes á que debe someterse el matrimonio que 
proyectan celebrar, con la sola limitación consignada en el 
art. 1.317 de no poder determinar de un modo general que 
sus bienes se someterán á los fueros y costumbres de las re- 
giones forales y no á las disposiciones generales del Código, 
y establece en su art. 1.320 que, después de celebrado el ma- 
trimonio, no se podrán alterar estas capitulaciones celebradas 
con ocasión de él, y tanto si se trata de bienes presentes como 
de bienes futuros, proclamando con ello, al menos al parecer, 
la inmutabilidad de estas relaciones procedentes del matri- 
monio, reguladas por el pacto ó consentimiento de ambos 
contrayentes. Además, al ocuparse en su art. 1.417 de los ca- 
sos en que termina la sociedad de gananciales, para nada se 
refiere al en que el español adquiera nacionalidad en otra Na- 
ción determinada, si bien en cuanto á esto último pudiera 
quizá objetarse que, viniendo los gananciales como los demás 
derechos procedentes del matrimonio, regulados por la ley 
personal del marido, si éste por cambiar de nacionalidad al- 
tera su ley personal y ésta se cambia, al reconocer el Código 
este cambio ó modificación de ley, reconoce implícitamente 
el cambio de todas las relaciones que por ella se rigen. 

De todos modos, si el Código permite á los cónyuges el re- 
gular las relaciones procedentes de su matrimonio, ya sobre 
bienes presentes, ya sobre los futuros, y una vez celebradas 
estas estipulaciones y contraído el matrimonio no admite en 
ellas modificación alguna; si este pacto, que los cónyuges han 
celebrado espontánea y conscientemente, debe obligarles así 
en lo presente como en lo futuro, es la regla inmutable que 
se impone sobre las relaciones que entre ellos puedan surgir 
eu cualquier tiempo sobre los bienes, y no puede en modo al- 
guno modificarse por los mismos cónyuges, parécenos que 
mucho menos podrá modificarse por el simple acto de uno de 
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ellos, de adquirir distinta ley personal, y que por tanto, á pe- 
sar de este cambio de ley, continuará lo convenido en el con- 
trato matrimonial obligatorio entre los cónyuges, por lo que 
se refiere á sus bienes y á las relaciones que entre ellos deben 
mediar durante la vida. 

Los derechos y deberes de los cónyuges entre sí y sobre sus 
bienes deberán, pues, continuar inmutables, á pesar del cam- 
bio de nacionalidad ó de ley personal del marido; pero entre 
los derechos y deberes de familia ínter vivos , figuran además 
los que nacen de las relaciones entre padres é hij oSj tíiuto con 
respecto á sus personas, como con referencia á sus bienes; 
¿cuál será la suerte de estas relaciones en el caso de cambio 
en la ley personal del matrimonio? 

Entre las múltiples relaciones que se derivan de la existen- 
cia de la familia, se hace difícil establecer una línea divisoria 
entre aquellas que deben ejercerse ínter vivos , y las que deben 
ejercerse mortis causa , ó sea, después del fallecimiento de la 
persona á que afectan, pertenecen más al Derecho sucesorio 
que al verdadero Derecho de familia. 

Según el art. 10, las sucesiones legítimas y las testamenta- 
rias, así respecto del orden de suceder, como á la cuantía de 
los derechos sucesorios y á la validez intrínseca de sus dispo- 
siciones, se regulan por la ley nacional de la persona de cuya 
sucesión se trate, y como la ley nacional con carácter obliga- 
torio no se concibe sino la última á que el individuo se halla 
sometido, ó sea en el caso presente la ley personal que le era 
aplicable en el momento de la muerte; y como según la ter- 
minante disposición del art. 14 lo que en el texto que acaba- 
mos de citar se dispone respecto de los extranjeros, es aplica- 
ble á los nacionales que gocen de distinta legislación, resulta 
que, por esta ley personal del causante en la época de su fa- 
llecimiento, se regulará todo cuanto se refiere á la cuantía de 
los derechos sucesorios, á la porción legitimaria y á la validez 
intrínseca del testamento, sean cuales hubiesen sido las leyes 
personales á que su vida hubiere estado sometida. 

No ofrece duda alguna el principio que acabamos de sentar ; 
pero como existen relaciones que participan de la naturaleza 
de actos ínter vivos y que producen los efectos de los mortis 
causa , al tratarse de ellos es precisamente cuando surge la 
duda acerca de la ley que debe aplicarse. Los diferentes pri- 
vilegios que la legislación catalana, por ejemplo, concede á la 
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onijV'r casada para la garantía y restitución de su dote, el be- 
neficio del año de luto, ¿le quedarán acaso perdidos si el ma- 
rido se somete después de la celebración del matrimonio á la 
ley que establece el Código civil? Y por el contrario, el hijo 
natural reconocido por acto ínter vivos según la legislación 
del Código, ¿tendrá derecho de legítima en la herencia testada 
de su padre, que se hubiere sometido, por ejemplo, álalegis- 
íacíóu catalana en el caso de concurrencia con mujer é hijos? 
Cn ambos casos los derechos deben ejercerse después de la 
muerte de la persona sobre cuyos bienes competen, pertene- 
cen, bajo cierto punto de vista, al Derecho sucesorio, y sin 
embargo, en su origen proceden de un hecho para el cual ha 
sido necesaria la concurrencia de la voluntad de ambas partes 
interesadas, ó sea un verdadero acto linter vivos. 

El único artículo que se refiere al Derecho de obligaciones 
se limita á decirnos que «las formas y solemnidades de los 
contratos, testamentos y demás instrumentos públicos, se ri- 
gen por las leyes del país en que se otorguen.» La vaguedad 
de este artículo ha dado lugar á diferentes conjeturas. Se re- 
fiere el Código, por lo que á las obligaciones afecta, á las for- 
mas y solemnidades, ó sea asi á la forma y solemnidad exter- 
na, como á las otras solemnidades ó requisitos intrínsecos ó 
internos de los contratos que somete á la ley de la región ó 
provincia en que se otorgan, sin que diga nada concretamen- 
te sobre la ley que regulará los efectos de estos contratos, si 
debe ser la ley del lugar de su celebración ó la de su cumpli- 
miento ó ejecución. 

La determinación de la ley personal entre la legislación del 
Código y las regionales, según el art. 15, ofrece también va- 
rias dudas. 

En resumen, concluye el Sr. Gallardo, la existencia de di- 
ferentes legislaciones civiles dentro de nuestro territorio, es 
un hecho que nuestras leyes han venido á sancionar: la sub- 
sistencia de estas legislaciones en una ú otra forma, queda 
también reconocida y asegurada por el mismo Código civil, 
al ordenar la formación de Apéndices como Códigos especia- 
les para las regiones de Derecho foral, y si estas distintas le- 
gislaciones civiles han de subsistir, como legal inente así pa- 
rece reconocido, y si las relaciones entre los súbditos de dis- 
tintas legislaciones son y serán cada día más frecuentes y más 
íntimas, gracias á la proximidad que los adelantos de la civi- 
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lización establecen entre unos y otros, la paz y la tranquili- 
dad de las familias exigen que el Derecho que regula estas re- 
laciones interregionales se precise y aclare, y que ya que se 
lia dado el primer paso al formular en principios concretos la 
que hasta ahora era solamente la doctrina contenida en las 
opiniones de los autores ó en la jurisprudencia de los Tribu- 
nales, se complete esa obra, y que si esas legislaciones distin- 


tas deben conceder verdaderos derechos, dignos de protección 
y amparo, se resuelvan y aclaren por el legislador las dife- 
rentes cuestiones expuestas. 

La primera y principal observación que puede dirigirse al 
sistema del Código sobre los conflictos interiores, debe estar 
fundada en su deficiencia, pues resuelve de un modo incom- 
pleto las cuestiones interprovinciales, y no contiene reglas 
para dar solución á las cuestiones provinciales y municipales, 
las más complicadas y difíciles. 

Procede sin duda esta deficiencia del abandono del criterio 
que es indispensable seguir cuando se trata de los conflictos 
de las leyes. Basta dirigir una ojeada á los principales trata- 
distas de Derecho internacional privado, para comprender que, 
antes de establecer doctrinas para la solución de los conflic- 
tos, es indispensable conocer en qué consisten, y esto no pue- 
de saberse sin examinar previamente en cada materia las le- 
yes que producen la colisión. Antes, pues, de formular pre- 
ceptos sobre los conflictos interiores, era indispensable de todo 
punto estudiar bien los fueros y costumbres de las diferentes 
regiones, con cuyo antecedente se hubiera llegado sin duda 
á soluciones acertadas. 

Es verdad que de seguir este criterio, las disposiciones para 
la solución de los conflictos interiores, lejos de figurar en el 
título preliminar del Código, hubieran debido venir después 
del último Apéndice. Puede decirse verdaderamente que se ha 
empezado por lo último. 

No se sabe lo que quedará en vigor después de la publica- 


ción de los Apéndices sobre las legislaciones forales. Si enton- 
ces, por ejemplo, se suprimen los conflictos provinciales y 
municipales, por quedar vigente una legislación única dentro 
de cada región, es claro que muchas de las dificultades y com 
plicacíones habrán desaparecido. 

En nuestra humilde opinión, las reglas sobre los conflictos 


interiores no han debido figurar nunca en el cuerpo mismo 
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í¡r ¡ Código; á lo sumo, han debido incluirse en disposiciones 
transitorios, y por consiguiente con carácter provisional hasta 
^publicación de los anunciados Apéndices, momento opor- 
tuno para dictar realas definitivas. 

I<y verdad que no tiene de ello toda la culpa el legislador. 
Cuando ha tratado délos conflictos internacionales, ha podido 
acudir, á falta de trabajos españoles sobre el asunto, á las le- 
gislaciones extranjeras. Pero los conflictos interiores tenían 
que ser resueltos según las conveniencias de. los diferentes 
territorios, y estas conveniencias sólo podían apreciarlas los 
jurisconsultos españoles. Estos han proclamado como suprema 
panacea en Envistas, Congresos jurídicos y libros el principio 
de la personalidad, y el legislador no ha hecho más que con- 
vertirse en eco fiel de las opiniones reinantes. 

Desgraciadamente los jurisconsultos españoles se dejan do- 
minar con frecuencia, sin profundizar las cuestiones, por una 
teoría brillante, por el espíritu de novedad ó por las opiniones 
políticas! Y en esta cuestión es necesario reconocer que han 
sido más papistas que el Papa. 

Los más caracterizados escritores extranjeros, que mantie- 
nen enhiesta la bandera de la personalidad del Derecho, creen 
necesario tener en cuenta el domicilio, como proponían los 
jurisconsultos aragoneses, cuando se trata de los conflictos 
interiores. 

El Sr. Trías reconoce que esta es la manera de pensar de 
Arndt z, Westlake y Fiore (1), y hasta de Mancini, el autor de 
la teoría de las nacionalidades, cuya doctrina, en lo que se 
refiere á los conflictos interiores, rechaza. 

«La teoría italiana, dice, vacila, porque tratándose de rela- 
ciones jurídicas entre ciudadanos de un mismo Estado, siquie- 
ra regidos civilmente por diferentes leyes, no hay que hablar 
de ciudadanías distintas; la patria es común, todos pertenecen 
á ella.» 

«Faltando este criterio determinador , los más acérrimos 
partidarios de la nacionalidad han debido inclinarse hacia la 
teoría opuesta, y el mismo Mancini, cujm fervor por el soste- 
nimiento de aquel principio nadie podía poner en duda, des- 
pués de proponer ante el Instituto de Derecho internacional, 


(i) El De reeho interregional, pág. 17, § 2. 
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en la sesión de Ginebra de 1874, el imperio de la ley de la 
patria, acerca del estado y la capacidad de la persona, las re- 
laciones de familia y los derechos y obligaciones que de ellas 
derivan, proponía como subsidiario el de las leyes del domi- 
cilio, en cuanto coexistan en un mismo Estado diferentes 
legislaciones civiles ó se trata de personas sin nacionalidad ó 
bien que la tienen doble.» 

«Rechazamos desde luego, continúa el Sr. Trías, la aplica- 
ción de la ley del domicilio en cuanto á los ciudadanos que 
se establecen en país extranjero, pues si, como entiende Man- 
cini, la ley de la patria tiene en su abono importantes consi- 
deraciones del orden individual y del orden público, si en el 
Derecho de familia debe tenerse en cuenta la ley y la sobera- 
nía del Estado al que la familia y sus miembros pertenecen, 
no vemos razón satisfactoria alguna que justifique el olvido 
de tales consideraciones, cuando la ley y la soberanía se ma- 
nifiestan en reglas diferentes de Derecho, según las exigen- 
cias de las regiones ó territorios sobre que imperan, exigen- 
cias que á la soberanía respectiva importa atender y apreciar, 
y cuyo olvido se hace injustificable en el publicista que se 
presenta como atleta y defensor del derecho de las nacionali- 
dades.» 

Y después de sostener esto, confiesa el Sr. Trías que «en 
España es la única solución posible, pues no se conoce en la 
legislación otro concepto que el mencionado de domicilio, ni 
hay otros Registros que los del empadronamiento donde hacer 
constar esta cualidad» (1). 

El deseo de novedad, tan generalizado entre nosotros, la 
importancia reconocida en el extranjero á la teoría de Man- 
cini, y por último, el espíritu regional que ha tratado de que 
las legislaciones forales se coloquen á igual altura que la le- 
gislación de Castilla, han sido las causas que han guiado á 
los jurisconsultos españoles al determinar el principio del 
origen como base para la solución de los conflictos legislati- 
vos suscitados dentro del territorio de España. 

El párrafo 3.°, añadido en el Código reformado al art. 10, 
sobre los bienes que posean los vizcaínos en la tierra llana, no 
puede pasar desapercibido. 


(1) Ponencia del Congreso jurídico de Barcelona, págs. 14, 15 y 16 

20 


402 



El párrafo l.° de dicho artículo somete los bienes muebles 
á la ley de la nación del propietario y los inmuebles á las le- 
yes del país en que están sitos. 

El párrafo 2. c establece una excepción á este principio, so- 
metiendo las sucesiones á la ley nacional de la persona. 

El párrafo 3.° viene á constituir una excepción á este se- 
gundo principio; pero en vez de haberla expresado de una 
manera adecuada, emplea una redacción á todas luces insufi- 
ciente. No se trata sólo de los vizcaínos; se trata de eximir del 
principio de la unidad de la sucesión los bienes situados en 
la tierra llana de Vizcaya, y esto ha debido decirse de un mo- 
do que no deje lugar á duda. Si los bienes inmuebles de los 
vizcaínos, sitos en la tierra llana, siguen la regla general de 
los bienes inmuebles, sometiéndose á la ley de sil situación, 
es consecuencia de ello que los vizcaínos no puedan pedir que 
los bienes situados fuera de su país se sometan, en materia 
de sucesión, á las leyes de éste. Es proclamar, en suma, que, 
cuando se trata de estos bienes, debe aplicarse la doctrina tót 
Jwreditates quot territorio , , ó sea la territorialidad absoluta en 
materia de sucesión. Y no deja de ser curioso que, antes de 
haber establecido la unidad de la sucesión dentro del territo- 
rio nacional, trate el legislador de llevarla al territorio ex- 
tranjero. 

Para dar al párrafo 3.° del art. 10 la precisión y la clari- 
dad convenientes, era menester que hubiese estado redac- 
tado de la siguiente manera: No prevalecerá el principio de 
la unidad de la sucesión, respecto á los bienes inmuebles sitos 
en la tierra llana de Vizcaya, que se regirán en todos los casos 
por las leyes del territorio. Por consiguiente, ni los vizcaí- 
nos de las villas y ciudades, ni los demás españoles regidos 
por otras leyes, que posean inmuebles eu la tierra llana de 
Vizcaya, podrán solicitar que se apliquen aquéllas á éstos, ni 
tampoco los vizcaínos de la tierra llana podrán pedir que se 
impongan sus leyes á la sucesión de los inmuebles situados 
en territorios que estén sometidos á otras. 

No es exacto, en fin, que sea posible mantener en toda su 
integ'ñdad las legislaciones forales, como dice el art. 12 del 
Código, aceptando la doctrina de la unidad de la sucesión. 
Este es un principio moderno, que no aparece consignado en 
ninguna de las legislaciones vigentes en España con anterio- 
ridad al nuevo Códig’O. Es verdad que los jurisconsultos de l» 3 
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diferentes regiones, con la sola excepción de los vizcaínos, lo 
aceptan sin inconveniente; pero por lo mismo debe decirse 
de un modo claro, para evitar que haya quien pretenda, fun- 
dado en antiguos textos, que no procede respecto á algunos 
bienes situados en territorios Torales. 

En resumen, si el Código civil es muy deficiente, en cuanto 
á los conflictos entre las leyes españolas y extranjeras no lo 
es menos cuando regula los conflictos entre las leyes inte- 
riores. 

«Los defectos del Código, decía el dignísimo miembro de la 
Sección penal de la Comisión de Codificación, Sr. Silvela (don 
Luis), nacen de estas tres causas. El haber designado para su 
formación á personas sumamente ocupadas. No diré yo que el 
Código civil se haya formado á ratos perdidos, no; pero segu- 
ramente que ninguna persona extrañará el que se haga la si- 
guiente pregunta: vistos los nombres de las personas que for- 
man la Comisión; sabiendo que estas personas tienen grandí- 
simas ocupaciones, unas profesionales, otras políticas, la pre- 
gunta que se puede formular es ésta: pues estos señores ¿de 
dónde sacan el tiempo necesario para ocuparse en el Código 
civil? La ocupación, por consiguiente, constante de los indi- 
viduos que forman la Sección de Derecho civil ha hecho que 
no hayan podido prestar toda su atención á la obra tan impor- 
tante de la codificación.» 

«Así es que resulta que el Código civil tiene todo aquello 
bueno que pudo llevarse, como se llevó, por la antigua expe- 
riencia de esas personas, que con su gran talento é ilustración 
han aportado allí los materiales más importantes; pero faltaba 
una cosa, para la cual no basta seguramente ni el mayor ta- 
lento ni la mayor ilustración, y esa cosa era indispensable 
para hacer el edificio; el compaginar todos los materiales, lo 
cual es para mí verdaderamente el único defecto que tiene el 
Código civil.» 

«Concurre también á los defectos que se notan en el Código 
civil otra causa, y es el sistema de ponencias establecido para 
su redacción. Claro está que desde el momento en que varias 
personas concurren á una obra, es sumamente difícil, por no 
decir imposible, que concurran todas ellas exactamente en la 
misma medida á hacer un trabajo armónico. Este trabajo pro 
indiviso es sumamente difícil, y entonces se impone la divi- 
sión del trabajo, estableciendo que cada uno se ocupe en aque- 


404 


ilo á que tiene más afición, ó en lo que le encomiendan sus 
compañeros; pero entonces la obra se ha de resentir forzosa- 
mente de falta de unidad, y es indispensable un trabajo ma- 
yor para poder ajustar, para poder arreglar estos trozos, que 
pueden ser y son verdaderamente magníficos, pero que nece- 
sitan un buen ajuste. De la falta de este buen ajuste es de lo 
que también se resiente el Código civil.» 

«Es la tercera causa el apresuramiento de ultima hora para 
la formación del Código y su presentación á las Cámaras... 
Después de haber venido trabajando sin resultado durante 
mucho tiempo, llegó un momento en que se creyó necesaria 
la inmediata publicación de un Código civil completo, y en- 
tonces todo plazo pareció demasiado largo, entendiéndose no 
podían tolerarse ya más aplazamientos para llegar á la publi- 
cación del Código, y así toda prisa pareció poca para ocupar- 
se en esta obra.» 

«Pues estos son los defectos que tiene el Código civil; con- 
secuencias de ese apresuramiento de última hora son las con- 
tradicciones gravísimas que se notan en el Código; las omi- 
siones importantísimas que hay en el mismo Código y mu- 
chos artículos, si no instituciones, que también existen en él 
respecto de las cuales se nota una gran vaguedad, en térmi- 
nos que es imposible ó muy difícil entender la letra y el espí- 
ritu del Código en esta parte» (1). 


III 


Al tratar de exponer las bases de una legislación de extra- 
territorialidad en los conflictos interiores, precisa ante todo 
señalar el principio que debe servir de norma. 

Creen algunos escritores que no debe haber distinción en la 
manera de resolver los conflictos internacionales é interregio- 
nales (Schaeflner, Foelix y Story). 

Piden otros un régimen enteramente distinto en las cues- 
tiones entre las leyes particulares de un mismo Estado y l aS 


(1) Discusión del Código civil. Diario de Sesiones de Cortes. Senado. 
Legislatura de 1888-89. Tomo II, pág. 695, col. 2. a 
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de diferentes Estados (Feuerbach, Puchta, Puetter, Mailher de 
Chassat y especialmente Waechter (1). 

Entre los derechos territoriales que pueden originar coli— 
sión, dice el ilustre Savigny, suelen existir dos especies dife- 
rentes de relaciones, y aunque las reglas aplicables vienen á 
ser casi las mismas, esta diferencia influye sobre el modo de 
aplicación. 

Siendo en el fondo el mismo el problema en unos y otros 
claro está que debe aplicarse el mismo criterio á ambos casos! 

Sin embargo, las cuestiones entre las varias disposiciones 
vigentes en el territorio de un Estado, como dice M. Pillet, 
ofrecen más fáciles medios de solución que las que surgen 
entre las leyes de diferentes Estados. No puede pensarse, en 
una provincia, en tratar como extranjeros á los habitantes de 
otra del mismo Estado, aunque su legislación civil sea dife- 
rente, ya que no puede haber motivo alguno de desconfianza 
hacia los compatriotas, pues todos tienen los mismos intereses 
y las mismas garantías. No debe ponerse obstáculo al ejerci- 
cio, en una provincia, de un derecho adquirido en otra, ya que 
el ejercer un derecho no es más que la garantía que el Estado 
presta al adquirido bajo su amparo. Quedan sólo los conflic- 
tos, consecuencia de la variedad de legislaciones; pero aunque 
sus causas son las mismas que entre los Estados, su solución, 
en territorios sometidos á un único soberano, depende del 
poder público, que no tiene más que usar de su legítima au- 
toridad para establecer y hacer respetar un modus vivendi 
adecuado para poner término á los conflictos. Este será un 
verdadero Derecho intermunicipal é interprovincial privado, 
susceptible de promulgación y sanción, como el Derecho 
nacional (2). 

Si en el orden internacional se limitan los Códigos a algu- 
nas reglas generales, en el Derecho interior hay posibilidad 
de estudiar mejor los conflictos, y por consiguiente, de esta- 
blecer reglas detalladas, que puedan bastar, sin temor al cho 
que con ninguna soberanía, para resolver bien todas las cues 

tiones. 


(1) Véase á Bar, The theory and practice o f prívate ínter natío nal laiv , 

inslated by Gillespie. Ediuburgh, 1892, pág. 87 . ; i Dri- - 

(2) Le Broit International privé. Journal da Droit mternatio p 

, 1893, pág. 5. 
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Kn todos los países en que hay conflictos interiores se suele 
atender al domicilio, y como es lógico, este mismo principio 
se aplica á la resolución de las cuestiones entre las leyes na- 
do nal es y Jas extranjeras. Así ocurre en Inglaterra, en los 
Estaños Unidos- y en Alemania. 

«Es de toda evidencia, dice Bar, que el conflicto entre las 
diversas leyes provinciales, que se dividen el territorio de un 
Estado unitario, sólo puede ser resuelto por la aplicación de 
la lex domicilii\ pero en los Estados federativos en que existen 
una al lado de otra, dos ó más nacionalidades distintas, como 


en Alemania, en que se encuentra, además de la nacionalidad 
imperial (Reichsan g ehoer ig keit), común á todos los súbditos 
alemanes, una nacionalidad de Estado ( Stcidtsangehoerigkeii ), 
propia de los ciudadanos de tal ó cual parte del Imperio, de 
Prusia, de Baviera, de Sajonia, etc., la aplicación de la ley 
nacional no suscita ninguna dificultad» (1). 

El único país en que se ha aceptado la doctrina del origen 
desde principios del siglo, Suiza, ha tenido que abandonarla, 
como se ha visto, llegando después de muchos debates á una 
fórmula intermedia ó de concordia, en la que prevalece el 
domicilio. 

Claro está que esta tendencia general debe responder á al- 
guna causa, y no es otra que la insuficiencia del principio del 
origen para procurar solución á todos los conflictos promovi- 
dos en el interior de un Estado. 

Los conflictos que se suscitan en España existen también en 
los indicados países, y hasta el conflicto que resulta de la 
aplicación de los estatutos municipales, en materia de Derecho 
privado, á territorios nuevamente anexionados á una ciudad, 
según Bar, ha sido discutido frecuentemente en Hannover y 
resuelto por los juristas alemanes (2). 

Pero aunque se le dé al domicilio la merecida importancia, 
ya que el Código civil tiene por base el principio de la nacio- 
nalidad, parece lógico tenerlo en cuenta en los conflictos in- 
teriores, hasta donde sea posible. 


(1) . Esquise du Droit internationa l privé. Journal du Droit iuternatio- 
nal privé, t.° 15, pág. 144. 

OD Magazin far Rannoverischer Recht, 1853, pág. 370. — -Neuer Mu- 
gazinfür Hannoverischer Recht , 1861, pág. 203. — Leonhardt. Zur Lehre 
von den Rechtsverhaeltnissen am Grundeigenthum. Hannover, 1843, pág. 
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Si ha de hacerse una especial ley de extraterritorialidad, que 
comprenda en el orden civil sus diferentes cuestiones, es im- 
prescindible comprender en ella, con los detalles necesarios, 
toda la reglamentación de ios conflictos interiores. 

Pero esta reglamentación tiene que partir del estudio de los 
conflictos á que se ha de dar solución, y por tanto, del de los 
fueros y costumbres vigentes en los diversos territorios. Y si 
á la publicación de los Apéndices al Código, se introduce al- 
guna modificación en el actual estado de cosas, será indispen- 
sable íevisai y modificar las disposiciones que se refieran á 
los conflictos interiores. 

Al redactar los Apéndices , si bien deben conservarse aque- 
llos fueros y costumbres, que respondan á verdaderas necesi- 
dades locales, se impone la necesidad de suprimir aquellos 
privilegios particulares de determinadas comarcas, que sólo 
lian tenido su razón de ser en la voluntad de los príncipes. 

Por esto, no es posible admitir la amplitud de criterio del 
Sr. Durán y Bas, que no precisa las disposiciones, en algunos 
puntos necesarias, y que supone que lian de mantenerse mu- 
chas costumbres, sin detallar cuáles sean. 

En último extremo, todo puede subsistir menos la situa- 
ción actual de Vizcaya. Es preciso que el legislador tome car- 
tas en el asunto, para evitar los conflictos municipales. Hay en 
el país algunas personas que consideran que ios fueros no 
satisfacen en algunos territorios las necesidades del momento, 
al paso que otras quieren extenderlos, por un espíritu irra- 
cionalmente tradicionalista, aun á los países en que no rigen, 
por haberse negado, á pesar de la concordia de 1630, á renun- 
ciar á la legislación de Castilla. Pero como el sistema de re- 
presentación que allí existe paralas Juntas, no tiene en cuen- 
ta para el número de representantes á los habitantes de los 
diferentes territorios, resulta que los pequeños municipios, 
bajo este aspecto, son enteramente iguales á los grandes, y 
como los pequeños son más, se imponen forzosamente á los 
grandes. Es menester que el legislador, partiendo como parte, 
de la libre voluntad para la sumisión á un Derecho, otorgue 
facultad á los municipios vizcaínos para someterse á la legis- 
lación que prefieran, abandonando, si así lo creen opoituno, 

las disposiciones del Fuero. 

En comprobación de esta necesidad, vamos á ci ar l,n 

ejemplo. 
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«Hacia muchos años, ha dicho el distinguido jurisconsulto 

Rodríguez (D. Gabriel), que las minas de Vizcaya se com- 
praban y^v endían y se heredaban con arreglo á la legislación 
«•en eral de .Kspaña, cuando en 1872, con motivo dellegado de 
una mina, se presentó la duda si en esas transmisiones habían 
ó no de observarse las leyes forales, referentes á la enajena- 
ción y herencia de los bienes raíces.» 

«Consultóse al Sr. Alonso Martínez, y un dictamen formu- 
lado por este ilustre jurisconsulto, que se declaró favorable á 
la opinión de que las minas no debían regirse por el Fuero, 
puso término amistoso á la cuestión, que no fué sometida ála 
decisión de los Tribunales.» 

«Algunos años después surgió de nuevo la duda, con mo- 
tivo de otro legado hecho á persona que no era pariente con- 
sanguíneo del testador, y esta vez, de la duda nació un pleito, 
que, en recurso de casación, ha sido fallado por el Tribunal 
Supremo. La doctrina en que se funda este fallo, conforme 
en lo substancial con la opinión emitida por el Sr. Alonso 
Martínez en 1878, declara que las minas no pueden ser consi- 
deradas como bienes raíces sujetos al Fuero de troncalidad, y 
han de regirse, por lo tanto, en sus transmisiones, por la legis- 
lación general española.» 

«La resolución del Tribunal Supremo era esperada en Viz- 
caya con grande y natural interés, por las consecuencias que 
esa resolución había de producir necesariamente para la vida 
de lina industria, tan extendida en aquella comarca, que ya 
exporta al extranjero anualmente más de dos millones de to- 
neladas de mineral de hierro, extrayendo además de la tierra 
cantidades de mucha importancia, que consume la fabrica- 
ción española. Todo el mundo comprendía allí que la suje- 
ción del dominio minero á la ley foral había de causar nece- 
sariamente, si no la muerte, una gran decadencia en la indus- 
tria, y por este motivo el fallo del Tribunal ha sido recibido 
con gran aplauso por la opinión general de Vizcaya...» 

«Las legislaciones forales tienen una condición, sobre la 
que hay jurisprudencia repetida del Tribunal Supremo. Como 
leyes de excepción han de interpretarse siempre de un modo 
restrictivo, esto es, que no puede el precepto legal ampliarse 
más allá de lo que el texto dice y expresa taxativamente. Siem- 
pre que haya duda sobre el verdadero alcance del precepto, 
debe el caso resolverse por la legislación general. Y esto no 
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es sólo jurisprudencia, es ley del mismo Fuero, que en su úl- 
timo título establece que los casos que por el Fuero no se pu- 
diesen determinar, se determinen por las leyes del Reino...» 

«El hecho de que el Fuero va cayendo en desuso, de que en 
la misma provincia de Vizcaya se va considerando la tronca- 
lidad como cosa poco compatible con el modo de ser y con las 
relaciones jurídicas de nuestro tiempo, es de todo punto indu- 
dable. Certificaciones expedidas por notarios de Vizcaya dan 
á conocer que, en un período de muchos años, de 600 ventas 
de bienes raíces , sólo en quince casos se habían cumplido los 
preceptos del Fuero, y sólo dos ó tres dieron lugar al ejercicio 
del derecho del retracto...» 

«La troncalidad vizcaína, régimen aplicable y tal vez con- 
veniente en otros tiempos, pero incompatible con los princi- 
pios jurídicos y económicos de las sociedades modernas, va 
por la fuerza misma de la evolución civilizadora cayendo en 
desuso y en olvido en Vizcaya, aun para aquellos bienes que 
sin duda declara troncales el fuero...» 

«La propiedad y la industria mineras no están sujetas á los 
moldes caducos de la troncalidad. El propietario vizcaíno pue- 
de disponer de sus bienes mineros sitos en la tierra llana, ven- 
diéndolos, donándolos ó legándolos, con arreglo á la legisla- 
ción general de España» (1). 

Si se examina la estadística de la población de las Islas Fi- 
lipinas, observaremos que también allí deben suscitarse con- 
flictos. 

La población del Archipiélago filipino, dice el Sr. Montero 
Vidal, es en sumo grado heterogénea, constando la civilizada 
de europeos (españoles y extranjeros), españoles filipinos, chi- 
nos, mestizos españoles y extranjeros, mestizos chinos é in- 
dios. 

Pertenecientes á la misma raza que los indios, ó sea la ma- 
laya, hay los infieles sometidos al Gobierno español, los infie- 
les independientes, y restos de la raza autóctona, esto e», de 
los aetas, y por último, diferentes variedades resultante^ e 
cruzamiento de unas y otras ó con individuos de ui&tm o 

origen. 


. y 


(1) Las minas y el Fuero de Vizcaya. Revista general de Legislación 
Jurisprudencia, t.° 60 (1882), págs. 451 á 46b. 


la población de Filipinas, conforme al censo oficial de 31 
de Diciembre de 1877, resultaba ser de 5.567.685 habitantes. 

Se < r iui el censo formado en 1876 por el Reverendo Arzobis- 
pal” Manda, la población del Archipiélago era de 6.173.632 
individuos, consistiendo quizá la pequeña diferencia que en- 
tre uno y otro aparece, en no consignar aquél 602.853 infieles 
no reducidos que en éste figuran. Aparecen entre ellos, 13.265 
españoles sin carácter oficial, y 31.175 extranjeros. 

Los extranjeros se dividían en esta forma: 


Chinos 

Ingleses 

Alemanes 

Ang lo- americanos 

Franceses 

Italianos 

Austro-húngaros. 

Belgas 

Daneses 


30.797 (1) 
176 
109 
42 
30 
8 
7 
5 
1 


Total 


31.175 (2) 


Aun cuando parece que por el momento se aplica la ley 
española á los extranjeros más numerosos, á los chinos, no 
puede dudarse que con el desarrollo de la emigración y con 
la civilización de los moros, habrán de producirse, andando el 
tiempo, análogas dificultades á las de Argelia. 

En suma, con arreglo á las consideraciones expuestas, nos 
parece oportuno formular las siguientes bases para una ley de 
extraterritorialidad, en lo que toca á los conflictos entre las di- 
ferentes legislaciones vigentes en nuestra patria: 

PRIMERA 

Si se publica una ley de extraterritorialidad y se eliminan 
del Código civil las disposiciones relativas á la materia, debe 
tratar, con la conveniente separación, de los conflictos Ínter- 


(7) Cree el Sr. Montero Vidal que el número de chinos existentes en 
Filipinas es mayor, en un 30 por 100, al que arroja el censo. 

(2) El Archipiélago filipino y las Islas Marianas , Carolinas y P alaos. 
Madrid, 1886, págs. 137, 154, 157 y 160. 
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nacionales é interregionales, admitiendo, en cuanto sea 

posible, respecto á los segundos, ios principios aplicados á los 
primeros. 


SEGUNDA 

El punto de partida de las disposiciones referentes á los 
conflictos interiores ha de ser el estudio concienzudo de los 
fueros y costumbres de los diversos territorios, con el objeto 
de dictar reglas para la solución de toda clase de cuestiones; 
reglas que será preciso revisar y modificar, en vista de los 
Apéndices sobre las legislaciones forales, que deberán ser bas- 
tante claros y precisos, en cuanto se publiquen éstos. 

TERCERA 

Deberá contener la ley disposiciones suficientemente detalla- 
das para dar solución á todos los conflictos interiores que se 
promuevan, ya antes, ya después de la publicación de los 
Apéndices. 


CUARTA 

El principio del origen, admitido en lo que se refiere á los 
extranjeros, deberá ser tenido en cuenta en las cuestiones en- 
tre españoles sometidos á varias leyes, en cuanto les pueda 
dar solución, reconociéndose como supletorio el domicilio para 
los casos en que no baste. 


QUINTA 

La situación especial de Vizcaya reclama una solución ur- 
gente, á fin de evitar la incertidumbre del derecho, y de poder 
aceptar sin limitaciones el principio de la unidad de la suce- 
sión, una de las reformas más importantes introducidas en 
las modernas legislaciones. 


APÉNDICES 


APKNDICK PRIMERO 


Conferencia de Herech.o internacional privado de El Haya de 1894 


I 

Disposiciones concernientes al matrimonio 

a. Condiciones para la validez del matrimonio 


Artículo l.° 

El derecho de contraer matrimonio se regula por la ley 
nacional de cada uno de los futuros esposos, pero debe tener- 
se en cuenta, ya la ley del domicilio, ya la ley del lugar de la 
celebración, si la ley nacional lo permite. Por consiguiente, y 
salva esta excepción, para que el matrimonio pueda celebrar- 
se en un país distinto del de los esposos ó de uno de ellos, es 
menester que los futuros esposos reúnan las condiciones exi- 
gidas por su ley nacional respectiva. 

Artículo 2.° 

La ley del lugar de la celebración puede prohibir el matri- 
monio de los extranjeros que sea contrario á sus disposicio- 
nes sobre las materias siguientes: 

1. ° La necesidad de la disolución de un matrimonio ante- 
rior. 

2. ° Los grados de parentesco ó afinidad, sobre los cuales 

recaiga una prohibición absoluta. 

3. ° La prohibición absoluta de casarse, impuesta k los cul- 
pables de adulterio, por el cual el matrimonio de uno e e os 
se haya disueito. 
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Artículo 3.° 

Deben acreditar los extranjeros, para casarse, que reúnen 
las condiciones necesarias para contraer matrimonio, según 
«im leves nacionales. 

Podrán probar esto, ya por un certificado de los Agentes di- 
plomáticos ó consulares, ó bien de las autoridades competentes 
de su país, ya por cualquier otro medio estimado como sufi- 
ciente por la autoridad local, que tendrá, salvo el caso de con- 
vención internacional en contrario, completa libertad de apre- 
ciación en los dos casos. 


Artículo 4.° 

Se reconocerá por todas partes como válido, en cuanto á la 
forma, el matrimonio celebrado según la ley del país en que 
ha tenido lugar. 

Sin embargo, los países cuya legislación exige una celebra- 
ción religiosa, podrán no reconocer como válidos los matri- 
monios contraídos por sus nacionales en el extranjero sin ob- 
servar esta prescripción. 

Las disposiciones de la ley nacional, en materia de publica- 
ciones, deberán también ser respetadas. 

Una copia auténtica del acta de matrimonio será transmi- 
tida á las autoridades del país á que pertenezcan los esposos. 


Artículo 5.° 

Se reconocerá igualmente por todas partes como válido, en 
cuanto á la forma, el matrimonio celebrado ante un Agente 
diplomático ó consular, conforme á su legislación, si las dos 
partes contratantes pertenecen al Estado de que depende la le- 
gación ó el consulado, y si la legislación del país en que el 
matrimonio se ha celebrado no se opone á ello. 


b. Efectos del matrimonio sobre el estado de la mujer y de los hijos 

Artículo l.° 

Los efectos del matrimonio sobre el estado y la capacidad 
de la mujer, así como sobre el estado de sus hijos nacidos an- 
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tes del matrimonio, se regulan según la ley del país al que per- 
tenecía el marido cuando el matrimonio se celebró. 

Artículo 2.° 

Los derechos y deberes del marido hacia la mujer y de la 
mujer hacia el marido se determinan por la ley nacional del 
marido. Sin embargo, sólo pueden ser sancionados por los me- 
dios que autoriza la ley del país, que ha de prestar la sanción. 

Artículo 3.° 

En caso de cambio de nacionalidad del marido solo, las re- 
laciones de los esposos continúan regidas por su última ley 
nacional común. Pero el estado de los hijos nacidos después 
del cambio de nacionalidad, se rige por la nueva ley na- 
cional del padre. 


c. Divorcio y separado a de cuerpo 


Artículo l.° 

Pueden sólo los esposos formular una demanda de divorcio, si 
los autorizan á hacerlo su ley nacional y la ley del lugar en 
que la demanda se entable. 


Artículo 2.° 

Sólo puede ser pedido el divorcio por las causas admitidas 
á un tiempo en la ley nacional de los esposos y en la ley del 
lugar en que se intente la acción. En caso de contradicción 
entere la ley nacional de los esposos y la ley del país en que la 
demanda se ha entablado, el divorcio no podrá ser pronun- 
ciado. 


Artículo 3.° 

Puede ser pedida la separación de cuerpo: 

1. ° Si la ley nacional de los esposos y la ley del lug’ar en 
ie se intente la acción la admiten igualmente. 

2. ° Si la ley nacional sólo admite el divorcio, y si la le 
lugar en que se intente la acción sólo admítela separac 

-cuerpo. 
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Artículo 4.° 

La separación de cuerpo sólo puede ser pedida por las cau- 
sas admitidas á un tiempo en la ley nacional de los esposos, 
' y en la ley del lugar en que se intente la acción. En el caso 
previsto por el art. 3.°, núm. 2.°, se tendrán en cuenta las 
causas de divorcio admitidas en la ley nacional. 


Artículo 5.° 

La. demanda de divorcio ó de separación- de cuerpo puede 
ser entablada: 

L° Ante el tribunal competente del lugar en que estén los 
esposos domiciliados. Si, según su legislación nacional, no tie- 
nen los esposos el mismo domicilio, el tribunal competente 
es el del domicilio del demandado. 

Sin embargo, se reserva la aplicación de la ley nacional 
que, para los matrimonios religiosos, establezca una jurisdic- 
ción especial exclusivamente competente para conocer de las 
demandas de divorcio ó de separación de cuerpo. 

2.° Ante la jurisdicción competente según la ley nacional 
de los esposos. 

Artículo 6.° 


Si los esposos no tienen la misma nacionalidad, su última 
legislación común, para la aplicación de los artículos prece» 
dentes, deberá ser considerada como su ley nacional. 


II 


Disposiciones concernientes á la tutela 


Artículo l.° 

La tutela de un menor se rige por su ley nacional. 

Artículo 2.° 

Si, según la ley nacional, no hay en el Estado de 
de el menor, una autoridad competente para conferir la tu e ^ 
el Agente diplomático ó consular de este Estado, residen e 
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la circunscripción en que la tutela se ha hecho precisa, ejer - 
ce, si la ley nacional lo autoriza para ello, las atribuciones 
conferidas por esta ley á las autoridades del Estado de que de- 
penda el menor. 

Artículo 3.° 

Sin embargo, la tutela del menor residente en el extranjero 
se constituye ante las autoridades competentes del lugar, y se 
regirá por su ley en los siguientes casos: 

а. Si por razones de hecho ó de derecho, no puede cons - 
tituirse la tutela conforme á los artículos 1." y 2.° 

б. Si los que están llamados á constituir la tutela, según 
los artículos precedentes, no se han cuidado de ello. 

c. Si la persona autorizada para esto por la ley nacional del 
menor, le ha nombrado un tutor residente en el mismo país 
que el menor. 

Artículo 4.° 

En los casos previstos por el artículo 3.° a y b, podrán 
siempre las autoridades nacionales del menor proveer á la 
constitución de la tutela, si los impedimentos que hayan dete- 
nido al principio su acción han desaparecido. Deberán enton - 
ces advertir previamente á las autoridades extranjeras que 
hayan organizado la tutela. 

Artículo 5 .° 

En todos los casos comienza y termina la tutela en las épocas 
y por las causas determinadas en la ley nacional del menor. 


Artículo 6.° 


Mientras se organiza regularmente la tutela del extranjero 
menor ó la intervención de los Agentes diplomáticos ó consu- 
lares, las autoridades locales deberán tomar las medidas nece- 
sarias para la protección de su persona y la conservación de 


sus bienes. 


[Artículo 7 .° 


La tutela se extiende á la persona y al conjunto de lok . bit 
es del menor, cualquiera que sea el lugar de su situac . 
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e.sí.n. reg-ia una excepción, en cuanto á los inmuebles, si 
¡slación del país de su situación prescribe en este punto 


un 


régimen especial 


Artículo 8.° 


El Gobierno, informado de la presencia en su territorio de 
un extranjero menor, á cuya tutela importe atender, enterará 
de ello, en el más breve plazo posible, al Gobierno del país de 
este extranjero. 


III 

Disposiciones concernientes á las sucesiones , los testamentos 
y las donaciones por causa de muerte 

Artículo l.° 

Las sucesiones se someten á la ley nacional del difunto. 

Artículo 2.° 

La capacidad de disponer por testamento ó por donación 
por causa de muerte, así como la substancia y los efectos de 
estas disposiciones, se rigen por la ley nacional del dispo- 
nente. 

Artículo 3.° 

Lostestamentos y las donaciones por causa de muerte se 
reconocen como válidos, en cuanto á la forma, si cumplen con 
las prescripciones, ya de la ley nacional del disponente, ya 
de la ley del lugar en que se otorguen. 

Sin embargo, cuando la ley nacional del disponente exija 
como condición substancial que el acto tenga la forma autén- 
tica, la forma ológrafa ó cualquiera otra forma determinada 
por esta ley, la donación ó el testamento no podrá hacerse en 
otra forma. 

Son válidos en la forma los testamentos de los extranjeros, 
si han sido recibidos, conforme á su ley nacional, por los Agen- 
tes diplomáticos ó consulares de su nación. La misma regla 
se aplica á las donaciones por causa de muerte. 
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Artículo 4.° 

Lo, ley nacional del difunto ó del disponente es lit del ptiís 
al que pertenecía en el momento de su muerte. 

Sin embargo, la capacidad del disponente se somete también 
á la ley del país al que pertenece en el momento en que dis- 
pone. 

Artículo 5.° 

La incapacidad de disponer en provecho de ciertas personas, 
ya de una manera absoluta, ya más allá de ciertos límites, se 
rige por la ley nacional del disponente. 


Artículo 6.° 

La capacidad de los herederos, legatarios ó donatarios, se 
rige por su ley nacional. 


Artículo 7.° 

La aceptación bajo beneficio de inventario y la renuncia se 
rigen, en cuanto á la forma, por la ley del país en que se ha 
abierto la sucesión. 


Artículo 8.° 

Los inmuebles hereditarios y los legados ó donados se some- 
ten á la ley del país de su situación, en lo que concierne á las 
formalidades y las condiciones de publicidad que esta ley 
exija para la transferencia, la constitución ó la consolidación 
de los derechos reales, frente á terceros. 

Artículo 9.° 

Las convenciones relativas á la partición se someten á la 
ley que rija las convenciones. 

Los actos de partición se someten, en cuanto á la íorrna, 
é, la ley del lugar en que se ejecuten, sin perjuicio de las con- 
diciones ó formalidades prescritas, á propósito de los incapaces, 
por la ley nacional de estos últimos. 
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Artículo 10. 

Los bienes hereditarios no se atribuyen al Estado en cuyo 
territorio se encuentren, á menos de no haber ningún derecho- 
habiente conforme á la ley nacional del difunto. 

Artículo 11. 

No obstante los artículos precedentes, los Tribunales de un 
país no tendrán en cuenta las leyes extranjeras, en el caso en 
que su aplicación envuelva un atentado, ya al Derecho público 
de este país, ya á sus leyes relativas á las sustituciones ó 
fideicomisos, la capacidad de los establecimientos de utilidad 
pública, la libertad y la igualdad de las personas, la libertad 
de las herencias, la indignidad de los herederos ó legatarios, 
la unidad del matrimonio y los derechos de los hijos ilegí- 
timos. 



APÉNDICE SEGUNDO 

* 

Ultimo proyecto de Código civil alemán (1) 

La unificación del Derecho ha sido en Alemania, desde 
hace tiempo, uno de los más ardientes deseos de los mantene- 
dores de la idea nacional. Cuando en 1866, el Eeichstag deli- 
beró sobre la constitución de la Confederación de la Alemania 
del Norte, M. Miquel propuso la formación de un Código civil 
único. Esta proposición fué rechazada, y sólo el Derecho de 
obligaciones se encomendó al Poder federal. Pero, una vez 
constituido el Imperio, M. Lasker patrocinó la idea de M. Mi- 
quel, con el apoyo de todos los partidos. Aceptada por el 
Reichstag , fué rechazada por el Bundesrath, fiel á su papel de 
resistencia. Lasker volvió á la carga en 1872, con el mismo 
éxito ante los representantes del pueblo, y con el mismo fra- 
caso ante los de los Gobiernos confederados. No era hombre 
de los que se desaniman. En 1873 renovó su tentativa, y esta 
vez el Bundesrath se resignó á atender el deseo evidente de la 
nación. 

Una primera Comisión de cinco juristas formó el plan de la 
nueva obra. 

Una segunda, encargada de entrar en materia, ha trabajado 
durante trece años, en medio de enormes montañas de mate- 
riales. Estaba compuesta casi exclusivamente de profesores y 
de teóricos. Nada ó casi nada de sus acuerdos transcendió al 
público. Pero, cuando al fin de 1889 sometió su trabajo al 
Canciller del Imperio, motivó un diluvio de protestas. Se cii- 
ticaba sobre todo á los autores del proyecto, por haber de&co- 

(1) Este Apéndice sirve de complemento al núm. 111 del capitulo III, 
sobre la extraterritorialidad en Alemania, pág. 74. 
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nocí', lo i„ s necesiilo'les de la vida práctica, por haberse atenido 
(p ]i¡.'i,síado á los principios de! Derecho romano, y por haberse 
,vidn de una lengua abstracta y sabia, sól" 




juristas. 

Entonces el Gobierno designó una tercera Comisión, de la 
con.? formaban parte, al lado de los profesores, de los prácti- 
cos y <le los representantes de los diversos partidos del Reichs- 
ta{h los agricultores, los industriales y los comerciantes. En 
odio años ha revisado esta Comisión el Código doctrinario de 
los profesores, teniendo en cuenta las críticas á que había 
dado motivo. Ha hecho la lengua más inteligible. Ha dado 
más claridad. Le ha impreso un carácter más práctico y más 
moderno. En fin, ha procurado inspirarse lo más posible en 
las doctrinas del viejo Derecho germánico, sin ceder, sin em- 
bargo, á la corriente, que quería hacer del Código nuevo una 
especie de restauración de antiguallas jurídicas. Los Niele- 
lungen < han invadido desde algunos años los muros de los 
Museos y las escenas de los teatros. Es superfluo hacerlos 
pasar también á las leyes. Además, el Derecho romano está 
vigente en una gran parte de Alemania 'desde hace cuatro- 
siglos; ha llegado, pues, á ser bajo muchos puntos de vista > 
más nacional que el viejo Derecho germánico. 

Este proyecto, aceptado por el Bundesrath y aprobado el 12 
de Septiembre último en Brema, por la reunión de los juris- 
tas alemanes, casi unánimes, comprendía 2.265 artículos. El 
Reiehstag lo sometió á una Comisión de veintiún miembros. 
Esta recibió el mandato de aceptar en conjunto los capítulos 
que no habían dado lugar á objeciones, y de someter única - 
mente los otros á la discusión déla Asamblea en pleno (1). 

Ninguna obra humana es perfec ta. El nuevo Código civil 
no es el ideal. Se le critica con razón, por ser la codificación 
de lo existente, más bien que una etapa en la vía del progreso 
jurídico y social. Sus autores se han preguntado ante todo, 
¿cuál es, sobre tal punto, la regla actualmente aplicable á la 
mayoría de los alemanes? Y esta regla, una vez establecida, 
ha sido adoptada en el Código. Parece que no se han preocupa- 
do suficientemente de la defensa del débil contra el fuerte* 
que es, en todos conceptos, la razón de ser por excelencia de 

(1) Gierke (Dr. Otto). Dos Bürgerliche Gesetzbuch und der Deutsche 
dtcichsiag. Berlín, Heymann, 1896. 1 folleto. 
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Derecho. Así lo han hecho notar en el debate previo del 
■e ichstíig los oradores de los partidos avanzados. Los del 
entro católico han atacado con vehemencia el capítulo del 
Derecho de familia, porque sanciona el princ ipio ya aplicado 
del matrimonio civil, suprime la separación de cuerpo y fa- 
cilita el divorcio demasiado. Han anunciado que, si no se les 
satisface sobre estos diversos puntos, votarán contra la totali- 
dad del Código civil. 

Debe también notarse una petición de las Sociedades de 
mujeres alemanas. Los feministas no pueden estar muy des- 
contentos del proyecto. Concede á las mujeres, tanto en la 
familia como en el Derecho de sucesión, más que la mayor 
parte de las legislaciones europeas, y toma en cuenta el muy 
apreciable cambio que, en los últimos veinte años, se ha pro- 
ducido sobre este punto en los espíritus. Pero las mujeres 
piden aún más; desearían que el régimen matrimonial apli- 
cable entre esposos, á falta de contrato, fuese, como en Ingla- 
terra, el de la separación de bienes, que les parece más senci- 
llo y más justo que la comunidad. Piden también que seles 
permita ser tutoras, como los hombres, no sólo de sus hijos y 
nietos, sino de cualquier menor. Otras reivindicaciones son 
menos sostenibles. 

A pesar de estas críticas , es de creer que el proyecto de 
Código civil reunirá una mayoría en el Reichstag , y que será 
acogido como beneficioso por la nación entera (1). 

La Comisión última ha trabajado con extraordinaria activi- 
dad, y en poco tiempo ha dado publicidad al nuevo proyecto 
de Código civil, á sus motivos y á un proyecto de ley aproba- 
toria del Código (2). 

Las disposiciones de Derecho internacional privado, redac- 


m Chroniaue allemande . Bibliothéque universelle et Revue suisse. 
Cent et uniérae année. Tome I, núm. 3. Mars, 1896. Lausanne, 189b. 

Página 629. , 

(2) R e ichstagvo rlage. Enlwurf eines Bürgerltchen !r nerio- 

Eleichstage vorgelegt in der vierten Session der nevuiten - jt a s 
le. Berlín, Ileymann, 1896. YIIP508 páginas. r íe mt drei 

Denlisehrift zum Entwurf eines Biirgerlichen d oeU uten 

ánlagen. Dem Reichstage vorgelegt m der vierten i S 69. 

Legislaturperiode. Zweite unverauderte Auflage. Ber n , 7 ? 

XI- 603 páginas. , Ge^etdmeh. 

Entwurf eines Einführimgsgesetzes zum Entwurfk Dem Reb 

Xebst den Materialien. zudem dritten Absehmt <- 
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í acias primero por Gebhard, y modificadas después por él, 
á tendiendo las observaciones -de sus compañeros, no pasaron 
a l primer proyecto de Código civil publicado, como hemos 
dicho en otro lugar. El segundo proyecto de Código civil de- 
dicó un sexto libro al asunto (1). El tercero y último proyecto 
de Código civil alemán suprime, de igual manera que el pri- 
mero, lo concerniente al Derecho internacional privado, que 
figura en el proyecto de ley aprobatoria del Código. 

Este proyecto de ley, que se compone de 217 artículos, con- 
tenidos en 55 páginas, se halla dividido en las cuatro partes 
siguientes: 1. a Disposiciones generales (artículos l.° á 30). 2. a 
Relaciones del Código civil con las leyes imperiales (artícu- 
los 31 á 52). 3. a Relaciones del Código civil con las leyes na- 
cionales (artículos 53 á 152). 4. a Disposiciones transitorias (ar- 
tículos 153 á 217). 

Las disposiciones de Derecho internacional privado, en lo 
que toca á las relaciones internacionales, están comprendidas 
en los artículos 6.° á 30, que damos á continuación traducidos: 

Artículo 6.° 

La capacidad de obrar de una persona se rige por la ley del 
Estado al que la persona pertenece, y 

Si adquiere un extranjero, que es mayor de edad ó tiene la 
situación jurídica de mayor, la nacionalidad imperial, conser- 
va la situación jurídica de mayor edad, aun cuando no lo sea 
según las leyes alemanas. 

Si ejecuta un extranjero en el interior un acto jurídico, para 
el cual es incapaz ó tiene limitada la capacidad, se le consi- 
dera capaz para este acto, cuando lo sea según las leyes ale- 
manas. En los actos jurídicos del derecho de familia y del 


chstage vorgelegt in der vierten Session der neunten Legislaturperiode. 
Berlín, Ileymann, 1896. 206 páginas. 

A lphabetisch.es Sachregister zu dem Entwurf e. b. G. und dem En 
eines Einfürungsgesetzes in der Fassung der Reichstagvorlagen. 
Bebersicht iiber die Werweisungen. Berlín, Heymann. 18*- 

O) Aron. Die Deschtüsse der Kommission für die zweite ^ esu J l ^p^- 
Entwurfs e. b. G. hinsichtlich der Vorschriften über das Internationa e 
vatrecht. Enthalten in der Zeitschrift für iaternationales Envat-u 

Strafrecht, VI, 1. 




derecho de sucesión, así como en los actos jurídicos, en los 

que se dispone de un inmueble extranjero, no se aplica este 
precepto. 


Artículo 7.° 

Un extranjero puede ser considerado como menor en el in- 
terior, según las leyes alemanas, cuando tiene su domicilio, 
ó á falta de domicilio, su residencia, en el interior. 


Artículo 8,° 

Un ausente puede ser declarado muerto en el interior , según 
las leyes alemanas, cuando era alemán al principio de la au- 
sencia. 

Cuando un ausente pertenece desde el principio de la ausen- 
cia á un Estado extranjero, puede ser declarado muerto en el 
interior, según las leyes alemanas, respecto á aquellas relacio- 
nes jurídicas que se someten á las leyes alemanas, así como 
respecto á los bienes situados en el interior; los preceptos del 
párrafo 2.342, disposición 1. a del Código civil, deben aplicarse. 

Si un marido ausente extranjero tuvo su último domicilio 
en el interior, y si la mujer alemana ha permanecido en el in- 
terior, ó ha vuelto al país, ó ha sido alemana hasta su matri- 
monio con el ausente, puede ser declarada, á instancia de ella, 
la muerte del ausente, en el interior, según las leyes alema- 
nas, sin la limitación establecida en el apartado 2.° 


Artículo 9.° 

Una sociedad perteneciente á un Estado extranjero y capaz 
de derecho según sus leyes, que pueda conseguir la capacidad 
jurídica en el interior, según lo dispuesto en el párrafo 21 del 
Código civil, se considera como capaz de derecho, cuando su 
capacidad jurídica es reconocida por decisión del Consejo le- 
deral. A las sociedades extranjeras de la indicada clase reco- 
nocidas, no se les aplican los preceptos sobre la asociación ni 
el precepto del párrafo 51, disposición 2. a , del Código civi 
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Artículo 10 

Lo forma de un acto jurídico se determina por las leyes que 
son aplicables á la relación jurídica que constituye el objeto 
del acto jurídico. Basta, sin embargo, la observancia de las 
leyes del lugar en el que ha sido ejecutado el acto jurídico. 

El precepto del apartado l.°, disposición 2. a , no se aplica á 
un acto jurídico, por el cual se conceda derecho á una cosa ó 
se disponga de semejante derecho. 


Artículo 11 

Las reclamaciones motivadas por un acto ilícito, realizado 
en el extranjero hacia un alemán, no pueden ser admitidas, si 
no están fundadas según las leyes alemanas. 


Artículo 12 

La celebración del matrimonio se rige, si uno de los espo- 
sos es alemán, relativamente á cada uno de los esposos, por 
las leyes del Estado al que pertenece el marido. La misma 
doctrina se aplica á los extranjeros, que contraen matrimonio 
en el interior. 

Respecto á la mujer, en el caso de declaración de muerte de 
un extranjero, según el art. 8.°, apartado 3.°, se rige la cele- 
bración del matrimonio según las leyes alemanas. 

La forma de un matrimonio, que se celebre en el interior, 
se determina exclusivamente según las leyes alemanas. 


Artículo 13 

Las relaciones jurídicas personales de los esposos alemanes 
se rigen según las leyes alemanas, aun cuando tengan los es 

posos su domicilio en el extranjero. 

Se aplican las leyes alemanas, cuando ha perdido el maii o 
la nacionalidad imperial, pero la mujer la ha conservado. 
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Artículo 14 

El derecho de bienes matrimonial se rige según las leyes 
alemanas, cuando el marido era alemán al tiempo de la cele- 
bración del matrimonio. 

Si el marido adquiere la nacionalidad imperial después de 
la celebración del matrimonio, ó los esposos extranjeros tienen 
su domicilio en el interior, se aplican, para el derecho de bie- 
nes matrimonial, las leyes del. Estado al que pertenecía el ma- 
rido al tiempo de la celebración del matrimonio; los esposos, 
sin embargo, pueden celebrar un contrato matrimonial, aun 
cuando no sea permitido por estas leyes. 


Artículo lo 

Si los esposos extranjeros, ó los esposos que adquieren la 
nacionalidad imperial después de la celebración del matrimo- 
nio, tienen su domicilio en el interior, deben aplicarse los 
preceptos del § 1.418 del Código civil; el régimen legal ex- 
tranjero de los bienes se establece en conformidad con el con- 
trato. 

Los preceptos de los §§ 1.340, 1.345 y 1.388 del Código civil, 
se aplican, si son más favorables á terceros que las leyes ex- 
tranjeras. 


Artículo 16 

Para la disolución del matrimonio, se aplican las leyes del 
Estado al que pertenecía el marido, al tiempo de entablar la 
instancia. 

Un hecho, que se ha verificado, mientras que el marido per- 
tenecía á otro Estado, puede ser considerado únicamente como 
motivo de disolución, cuando el hecho sea también motivo de 
disolución ó de separación, según las leyes de este Estado. 

Si, al tiempo de entablar la instancia, ha perdido el marido 
la nacionalidad imperial, pero la mujer es alemana, se apli- 
can las leyes alemanas. j 

Un motivo de una ley extranjera sólo puede ser reconocido 
parala disolución, en el interior, cuando también sea admisi- 
ble la disolución según las leyes alemanas. 


* 

* 
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Artículo 17 

La fíiiacióu legítima se rige según las leyes alemanas, 
cuando el marido de la madre era alemán, al tiempo del na- 
cimiento del hijo, ó si, en el caso de haber muerto antes del 
nacimiento del hijo, era últimamente alemán. 

Artículo 18 

Las relaciones jurídicas entre los padres y un hijo legítimo 
se rigen según las leyes alemanas, cuando el padre, y si él ha 
fallecido, la madre, tiene la nacionalidad imperial. 

Lo mismo ocurre cuando el padre ó la madre pierde la na- 
cionalidad imperial, pero la conserva el hijo. 


Artículo 19 

Las relaciones jurídicas entre un hijo ilegítimo y su madre, 
se rigen según las leyes alemanas, cuando la madre es alema- 
na. Lo mismo ocurre cuando la madre pierde la nacionalidad 
imperial, pero la conserva el hijo. 

Artículo 20 

La obligación que tiene el padre de dar alimentos al hijo 
ilegítimo, y la de satisfacer á la madre los gastos del alum- 
bramiento y sostenimiento, se rigen según las leyes del Esta- 
do al que la madre pertenecía, al tiempo del nacimiento del 
hijo; sin embargo, pueden no ser reconocidas, cuando no 
tengan fundamento, según las leyes alemanas. 


[Artículo 21 

La legitimación y la adopción se determinan según las leyes 
alemanas, cuando el padre, al tiempo de la legitimación, y el 
adoptante, al tiempo de la adopción, tienen la nacionalidad 
alemana. 

Si el padre ó el adoptante pertenecen á un Estado extranje- 
ro, mientras que el hijo tiene la nacionalidad imperial, son 
ineficaces la legitimación y la adopción, cuando no resulta, 


^egún las leyes alemanas, el consentimiento necesario del hijo 
(le un tercero, con el cual esté ligado el hijo mediante rela- 
ces jurídicas de familia. 


Artículo 22 


de fe6i de leí ida la tutela ó la cúratela á un extranjero en 
írior, si el Estado al que pertenece no toma esta preeau- 
audo el extianjero la necesita, según las leyes de este 
es menor en el interior. 

nal alemán de tutela puede adoptar reglas provisio- 

to que no se dé tutela ó cúratela. 

Frangí» 

Cód, 

hey ’ Artículo 23 

gt 


Holanda* heredado seg*ún las leyes alemanas, aun cuan- 


Coní^ c ^ 0 en extranjero. 

Si lia Xw, Dispn alemán, al tiempo de su muerte, su domici- 
lio en el extraápift, pueden también invocar los herederos, en 
lo relativo á las oblig'aciones sucesorias, las leyes vig*euteseu 


el domicilio del testador. 

Si un extranjero, que ha otorgado ó revocado una disposi- 
ción por causa de muerte, adquiere la nacionalidad imperial, 
la validez del otorgamiento ó de la revocación se rige según 
las leyes del Estado al que pertenecía al tiempo deL otorga- 
miento ó la revocación; pero conserva la capacidad de dispo- 
ner por causa de muerte, aun cuando no tenga la edad nece- 
saria para ello según las leyes alemanas. El precepto del ar- 
tículo 10, apartado l.°, disposición 2. a , permanece intacto. 


Artículo 24 

Un extranjero que tenía, al tiempo de su muerte, su domi- 
iilio en el interior, es heredado según las leyes del listado al 
pie pertenecía al tiempo de su muerte. Un alemán, sin un 
)argo, sólo puede hacer valer sus derechos sucesorios 'unni o 
istán fundados, según las leyes alemanas, si, según el i ere- 
;ho del Estado al que pertenecía el testador, para la sucesu n 
le un alemán que tenga su domicilio en este Estado, son apli- 
Jabíes exclusivamente las leyes alemanas. 


Artículo 25 


Cuando ocurre una sucesión abierta en el extranjero, que 
atribuya, según las leyes del lugar, á los herederos ó legat 
rios. por medio del Tribunal alemán competente, los hie- 
situados en Alemania, sólo puede otro oponerse fundadam 
á la entrega, si tiene algún derecho á los bienes como 
aero ó legatario. 

Artículo 26 

» 

legítimo 

Cuando según el derecho de un Estado extr ^, y si él ha 
leyes se declaran aplicables en el art. 6.°, am&L 
el art. 12. apartado L°; en el art. 14, apartado ^fpieráe la na- 
apartado l.°, y en el art. 24, han de aplicarse la 
ñas, reciben aplicación estas leyes. | 

I 

Artículo 27 

Los preceptos de los arts. 14 y 18, del art. ~o, apartado l.°, 
y de los arts. 24 y 26, no se aplican á las cosas qne no se ha- 
llan en el territorio del Estado cuyas leyes son aplicables se- 
gún aquellos preceptos, y se someten á los preceptos particu- 
lares según las leyes del Estado en cuyo territorio se en- 
cuentran. 


Artículo 28 

Si una persona no pertenece á ningún Estado y se trata de 
sus relaciones jurídicas, que han de someterse á las leyes del 
Estado al que la persona pertenece, se rig'e según las leyes 
del Estado al que la persona últimamente ha pertenecido, y 
cuando no ha pertenecido antes á un Estado, según las leyes 
del Estado en el que ha tenido su último domicilio, y á falta 
de domicilio, su residencia. 


Artículo 29 

La aplicación de una ley extranjera está prohibida cuando 
es contraria á las buenas costumbres Ó al fin de una tej:, 
alemana. 
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